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LA ADMINISTRACIÓN PRESUPUESTARIA CENTRAL EN ESPAÑA 1977-1996 





¿Es hoy la Administración presupuestaria una realidad diferente tras sucesos tan 
importantes como la reforma política (años 70 del siglo XX), la reforma de la estructura 
del Estado (años 80) y el cambio regular de partidos gobernantes (consolidado en los años 
90)? 
Antes de entrar a considerar cuestiones más metodológicas y de entrar en detalles 
exigibles académicamente, hay que decir que se trata de un estudio político de adminis-
tración pública totalmente empírico. Es un estudio del poder público, en el que se consi-
dera que la administración pública ejerce el poder público y cumple una universalidad de 
fines, se estudia qué es la administración pública y los grupos humanos que la integran y 




Se estudia la administración presupuestaria central en España en el período que va 
de 4 de enero de 1977 (Ley General Presupuestaria) a 5 de mayo de 1996 (cambio de Go-
bierno del PSOE a Gobierno del PP). No sólo es un estudio de Ciencia de la Administra-
ción porque el objeto es un sector de la Administración pública, sino porque además es un 
estudio flagrantemente político, con consecuencias sobre el sistema político y sobre la 
administración pública simultáneamente. 
Se puede decir que incorpora dos visiones o ángulos aparentemente opuestos: una 
visión macro que nos lleva al sistema político global, y una visión micro que enlaza con 
el trabajo cotidiano de muchos funcionarios, con la política y con la gestión, difícilmente  
separables. 
La idea de Baena de los factores administrativos nos sirve para vincular esta doble 
perspectiva en la que se juntan decisiones políticas, funciones administrativas  y uso de 
los recursos o medios administrativos 
2
. De entre los cinco factores administrativos (dise-
1
 Se siguen así conceptos claves de la Ciencia de la Administración tal como se exponen en el 
Manual de Ciencia de la Administración, Mariano BAENA DEL ALCÁZAR, Editorial Síntesis, Ma-
drid, 2005   
2
 “Todas esas funciones se refieren a los recursos o medios administrativos que se encuentran 
estrechamente relacionados, de modo tal que la gestión administrativa correcta no se obtiene 
sino por un cumplimiento adecuado y ordenado d ellas funciones, utilizando de modo tal los re-
cursos administrativos que las previsiones respecto a ellos y su uso encajen unas con otras y se 
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ño orgánico, recursos humanos, medios financieros, procedimiento de gestión e informa-
ción) estaríamos tratando del uno de ellos, los medios financieros, y de entre las funcio-
nes, tan sólo la de mantenimiento (en la que intervienen los cinco factores administrati-
vos). Sin embargo, en este estudio se mostrará cómo el presupuesto interviene de manera 
relevante en el apoyo a la decisión política (la función de nuestro tiempo), la implementa-
ción y en la ejecución de la decisión. 
Se podría abrir un debate sobre si es un estudio de Ciencia Política general o de 
Ciencia de la Administración, pero creemos que se trata de un debate estéril. Es un estu-
dio del poder en el sistema político-administrativo y por tanto en la sociedad. Abstrayén-
donos de las circunstancias reales que se describen y del enfoque amplio, de alcance ma-
cro, es sobre todo un estudio del poder, de cómo se ejerce y de qué condiciones necesita 
para producir efectos reales. Es análisis del poder que ejercen unas personas sobre otras y 
de cómo el poder tiene una dimensión institucional y una dimensión personal y hasta in-
dividual. De ahí que a la vez se trate de un estudio de la burocracia y de las relaciones 
entre grupos humanos dentro de la administración, compitiendo para llevar adelante deci-
siones que les vienen dadas externamente y decisiones propias (de grupo humano o inclu-
so personales). 
En esta página hay que decir además dos cuestiones que pertenecen al ámbito es-
trictamente personal. En la decisión personal de estudiar Ciencias Políticas está una co-
rriente, que afortunadamente luego se ha comprobado que existe desde los principios de 
la disciplina y que perdura en este mismo instante, que se refiere a utilizar las estructuras 
políticas y sociales para la mejora de los individuos y de la colectividad, para hacer el 
bien tal como cada cual pueda entenderlo. Es lo que más adelante llamamos la búsqueda 
del interés general. A la vez en esta disciplina se aprende a encontrar el poder en estado 
casi puro, lo que algunos denominan “cratología”. Se trata de enlazar con Maquiavelo 
(cuya obra El Príncipe es sin duda la más valiosa de cuantas se utilizan en estos estudios) 
o con los estudios norteamericanos que algunos denominan neomaquiavelismo.
Por otro lado esta es una tesis elaborada por un no académico, por un funcionario 
público que además está contaminado por haber trabajado en varias de las áreas estudia-
das. Ello además de servir para matizar y contextualizar algunas de las afirmaciones que 
coordinen debidamente” p. 275 Curso de Ciencia de la Administración, volumen I Cuarta Edición 
Reformada, Mariano BAENA DEL ALCÁZAR, Tecnos, Madrid 2000   
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se recogen en el texto, le dan una visión claramente utilitaria y de obtener resultados al 
estudio. Por un lado porque creemos que el sistema político general puede obtener ense-
ñanzas para mejorar su funcionamiento en un sentido tanto de mayor democracia como de 
mayor eficacia del sistema político. Por otro porque las mejoras en el funcionamiento de 
las administraciones públicas no pueden hacer abstracción de su entorno político. Lo polí-
tico y lo administrativo van de la mano, como lo macro y lo micro no pueden ignorarse 
mutuamente.     
Se parte de una consideración política y no únicamente instrumental de la función 
presupuestaria, ya que ésta tiene una gran amplitud. Esta se deriva principalmente de ser 
simultáneamente un instrumento político y administrativo. Por ello afecta en el nivel su-
perior no sólo a todas las funciones-poderes del Estado (aun compartiendo la primacía 
política del ejecutivo), sino que permite afirmar en los diversos niveles administrativos 
que no hay órgano administrativo que no tenga que ver con el presupuesto. 
Como objetivo último se tratan de examinar las pautas y principios de organiza-
ción de la Administración presupuestaria contemporánea en España, analizando con dete-
nimiento los fines de los agentes implicados. Las Cortes, el Gobierno, el Ministerio de 
Hacienda (en sus diversas configuraciones y denominaciones previas al actual Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas), los ministerios sectoriales y los órganos de 
control son los que protagonizan el presupuesto, que tiene como referente final la socie-
dad en que se produce (entorno muy amplio en el que se suele olvidar situar a las organi-
zaciones). 
La visión dinámica aplicada y la observación del cambio producido en aquellos 
nos presentan unos actores individuales, grupales e institucionales cuyos papeles profun-
dos cambian a lo largo del tiempo más que su apariencia. Estos actores y sus papeles re-
flejan así no sólo el variable reparto del poder, sino -en congruencia con lo señalado en el 
párrafo anterior- las modificaciones en los propios valores que existen en la sociedad. 
El encuadramiento científico parte de los diversos enfoques posibles: jurídico, de 
hacienda pública, macroeconómicos, gerenciales y contables, para acabar manteniendo 
una perspectiva propia de la Ciencia Política y de la Administración. 
El enfoque jurídico (político y constitucional) examina los órganos de relevancia 
constitucional, pero minusvalora el papel de la Administración pública en el proceso pre-
supuestario. El derecho administrativo no entra a fondo en las relaciones internas a la 
Administración, ni ejerce una regulación efectiva sobre ellas, una auténtica vinculación. 
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El derecho financiero tampoco regula, no vincula ni en el procedimiento y cuando se sitúa 
en el campo real lo hace a través de consideraciones extrajurídicas. 
 La hacienda pública aborda los aspectos de la eficacia y de la adopción de deci-
siones presupuestarias en el gasto público, pero no siempre considera los aspectos inter-
nos de la propia hacienda-organización
3
. 
 Las perspectivas macroeconómicas clásicas, keynesianas o monetaristas, contem-
plan los efectos del presupuesto sobre la economía, pero no llegan a analizar el marco 
institucional y las condiciones intrínsecas de eficacia de la actuación del sector público. 
 La perspectiva gerencial (microeconomía, teoría de la decisión pública y nuevas 
técnicas presupuestarias) se sitúa en la finalidad, últimamente práctica y orientada a la 
eficacia, de mejora de la decisión y la gestión del presupuesto. Su contribución es doble, 
al introducir los aspectos instrumentales que resulta necesario considerar de manera des-
tacada, y ser además analítica respecto a la organización, objeto central de nuestro estu-
dio. Su gran diferencia respecto a nuestro propio enfoque es que no consideramos que el 
proceso político se asemeje tanto al mercado económico, lo que hace diferente la lógica 
utilizada. 
 La perspectiva profesional de los contables debe ser considerada, porque sus sus-
tentadores están en el centro de la realidad presupuestaria en los distintos países y, desta-
cadamente, en el nuestro. La visión contable y de control más que aportar algo distinto de 
la mera información emanada del manejo cotidiano y a lo largo de toda la carrera profe-
sional en el presupuesto, con la misma habitualidad y frecuencia se convierte en una gran 
rémora para la implantación de un presupuesto que sirva a la gestión eficiente de los re-
cursos. La escasa voluntad explicativa de sus aportaciones es coherente con este escaso 
interés por la eficiencia, más relevante para la gestión, para los gestores, pero el compro-
miso con el control ha ido cobrando valor conforme se avanzaba en la etapa democrática 
y el valor control era sustituido por una mala comprensión de la democracia. 
 Los estudios norteamericanos sobre el presupuesto, de índole politológica o eco-
nómica, han sido esenciales para nuestro conocimiento del presupuesto. Nos conducen a 
una visión  eminentemente conflictiva, política, del presupuesto. En España contamos 
como punto de partida con buenos estudios histórico-jurídicos y con la contribución de 
                                                 
3
 “La mayor dificultad es siempre averiguar qué sucede en el interior del sistema” p.264 Íbidem 
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los contables dedicados al control y elaboración del presupuesto. Finalmente contamos 
con estudios recientes que describen lo más moderno de los intentos de mejora del presu-
puesto. 
La hipótesis de partida: que las condiciones tecnológicas imperantes y el nuevo 
entorno socio-político habían cambiado el presupuesto español, quedó modificada al re-
currir a una base empírica y a la observación participante directa. Los datos nos indican 
que la reforma política y la fuerte inversión en medios técnicos no han producido un pre-
supuesto ni más democrático ni más eficaz, pero sí han acentuado el carácter político del 
presupuesto. Aquí mantenemos la idea de que el entorno político y el examen del sujeto y 
objeto del presupuesto, esto es de la Administración pública, proporcionan las claves para 
asir nuestro presupuesto y, eventualmente, en una fase prescriptiva en la que resulta difí-
cil en esta fase entrar, lograr su mejora. 
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PRESENTACIÓN: EL ENTORNO, LO QUE LA SOCIEDAD ESPERA DEL 
PRESUPUESTO 
DISTINTA CONSIDERACIÓN RESPECTO A LA ADMINISTRACIÓN COMO 
REGULADORA Y COMO PRODUCTORA DE BIENES Y SERVICIOS 
 
 A lo largo de las páginas que siguen, veremos que todo lo que se relaciona con 
el presupuesto presenta un perfil altamente conflictivo, que va más allá de su posi-
ble complejidad técnica intrínseca y del mareo que pueden producir las grandes cifras 
manejadas. Su carácter político, la escasa regulación constitucional y la distinta 
manera en que se entiende el presupuesto en los diferentes lugares del Estado y de 
su Administración son factores que propician las tensiones entre enfoques teóricos y 
grupos humanos y orgánicos. 
 Por otro lado, el público se comporta de modo muy distinto respecto a la 
Administración cuando actúa como reguladora de comportamientos y mientras produce 
bienes y servicios, separando inconscientemente ambas facetas de una misma realidad 
orgánica y funcional, la administración o administraciones públicas. 
 Frente a la primera realidad en el tiempo, el Estado-autoridad (la administra-
ción como reguladora de comportamientos) el ciudadano puede creer estar suficien-
temente protegido en sus intereses por el ordenamiento jurídico, en particular el 
Derecho Administrativo, y por los tribunales de justicia, garantes del comporta-
miento dentro de o según la norma. El deseo del ciudadano es que exista una orga-
nización apta para emanar decisiones justas y respetuosas con la libertad que garanticen 
el orden. Como mucho, el avance en el que podemos estar actualmente es el de la 
participación del ciudadano y sus organizaciones en la adopción de esas regulacio-
nes, e incluso en la puesta en práctica de las medidas administrativas que le conciernen. 
El propio Estado tiende, en la medida en que la sociedad lo permite, a ir haciendo un 
menor uso de la regulación y a dar esa entrada a la participación ciudadana. En ocasio-
nes, incluso deja esa regulación a los propios grupos sociales organizados (se le po-
dría denominar a esto un proceso de descorporativización paradójica, al suprimir el 
carácter público de los grupos sociales reguladores y dar a estos un mayor campo de 
actuación), que ocupan así parte de las tareas que antes desempeñaba el Estado, bien 
potenciando la autorregulación social, bien sustituyendo la regulación por la prestación 




 Esta última faceta ha cobrado en los últimos tiempos más importancia, dando 
incluso lugar a la propia denominación del Estado como de bienestar (Administra-
ción prestacional de bienes y servicios). Aunque regulación y producción, o mejor 
provisión de bienes y servicios, son facetas complementarias, cuya suma produce el bie-
nestar requerido y financiado por la sociedad, el Estado de bienestar parece basarse 
más en su actividad de producción y prestación (incluyendo aquí la garantía de renta para 
un mínimo creciente de ciudadanos). Se recuerda así que el bienestar depende del co-
rrecto funcionamiento de ambos campos y que la contribución al bienestar de la 
función de regulación, aunque menos onerosa económicamente y considerada tradi-
cionalmente superior y de mayor responsabilidad para el Estado que la segunda, va sien-
do superada cada vez más por esta,  de mayor uso de recursos económicos.  
 Mientras que el Estado-autoridad era relativamente poco intenso en cuanto al gasto 
generado y su peso económico era por ello escaso, el Estado de bienestar implica la crea-
ción de todo un complejo sistema de asignación de recursos y de toma de decisiones 
ajeno al mercado que, sin embargo, ha de dar satisfacción al público de manera similar a 
como el mercado acaba cubriendo las necesidades de sus clientes. También aquí en-
contramos una notoria discrepancia entre dos maneras de entender la doble cara de 
la Administración pública. El viejo, pequeño Estado era capaz de manejar sus deci-
siones y sus cuentas de manera similar a un colmado, frente a la planificación, sistemas 
de información sofisticados y estrategias complejas similares a las de una gran corpora-
ción multiproducto establecida en decenas de países, que debería llevar a cabo un Estado 
como el que hoy tenemos establecido en los países avanzados, incluido el nuestro. 
 Frente a lo observado en el párrafo anterior nos encontramos con la si-
guiente contradicción. Si en el Estado que utiliza fundamentalmente la coacción 
legítima, el procedimiento y el modo de organizar resultan esenciales (de ahí la importan-
cia dada durante siglos al recurso organizativo de la división y separación de poderes) y 
muy difícil en cambio la valoración económica individual de lo percibido, o sufrido, por 
los ciudadanos; la Administración que produce o distribuye recursos es valorada funda-
mentalmente por lo que produce, lo que para cada cual vale y lo que cuesta, sin impor-
tar tanto cómo se llega a tales resultados ni los medios utilizados. 
 Conforme el Estado crece en dimensión y se legitima más por la produc-
ción y distribución que por el orden producido con el uso o la amenaza de la coacción, 
su coste y su impacto sobre el conjunto de la economía llegan a ser realmente importan-
tes. Se convierte así, bien en una carga que puede llegar a ser excesiva para los ciu-
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dadanos, bien en un mecanismo distinto al mercado que altera positiva o negativamente 
el funcionamiento de éste y de toda la economía, o capaz de afectar perversamente a 
ambos. De ahí una mayor preocupación por el gasto público desde una vertiente eco-
nómica, sea esta proclive a dar un mayor papel al sector público, bien a reducirlo. 
 Vemos aquí que el presupuesto, además de una función de la Administración 
como organización, que trata de tener una información y un control sobre su actuación 
en función de los medios de que dispone, puede desempeñar una función de instru-
mento de la política económica, sea desde una tarea de dinamizador de la economía, 
sea desde una tarea dirigida a minimizar las consecuencias negativas de su tamaño 
en una economía de mercado. 
 Finalmente, dada la reiterada y creciente escasez de los recursos y la necesi-
dad de proporcionar con calidad más servicios a un coste soportable, surge la faceta del 
presupuesto como conciliador de programas alternativos de gasto y de optimización en el 
reparto y disposición de los medios, en una dimensión temporal razonable. La idea de 
eficacia y eficiencia puede predicarse de esta función en mayor medida que de las dos 
anteriores, sin que la mención del artículo 31.2 de la Constitución haya supuesto 
una afirmación del presupuesto como mero instrumento de política económica. 
 
OPINIÓN PÚBLICA Y RESPONSABILIDAD POLÍTICA 
 
 En un orden diferente de cosas, observamos que los políticos y la propia Admi-
nistración se dirigen continuamente a la opinión pública como fuente o destinataria de 
mensajes referentes al gasto público. Estos implican tener a la opinión pública como so-
porte o argumento para la adopción de decisiones presupuestarias. Complementariamente 
a ello, la responsabilidad política se encuentra ligada formalmente en nuestro sistema 
político a dos momentos clave: la aprobación de los presupuestos y la rendición de 
cuentas en ejecución de esos mismos presupuestos. 
 Además de en esos dos momentos clave, jurídica y constitucionalmente 
formalizados, el sector público está continuamente interrogando a la sociedad so-
bre las opciones de gasto preferidas y menos valoradas (encuestas del Centro de 
Investigaciones Sociológicas o de órganos similares en otros niveles de Gobierno) y 
las opiniones emitidas pueden ser tenidas en cuenta al adoptar decisiones que se 




ciedad sobre el destino de los gastos públicos, su cuantía y sobre los resultados de 
tales gastos. Conclusión: los políticos y la Administración en su conjunto o particula-
rizadamente se sienten responsables políticamente por cuanto dinero emplea y por lo que 
hace con el dinero público. 
 Tres son las cuestiones a las que nos referiremos en este pasaje introductorio  
del entorno político y social del presupuesto en un orden decreciente de generalidad: 
el interés distinto de la sociedad por lo que aporta y por lo que recibe a cambio (si 
bien este a cambio es muy relativo o inexistente), la distinta adscripción de respon-
sabilidades por los ingresos y por los gastos, y la falta de una idea popular del presu-
puesto. Ni se relaciona al Ministerio de Hacienda con los gastos o con sus productos ni a 
los ministerios gestores con el presupuesto. 
 En primer lugar el interés que los ciudadanos tienen sobre lo que aporta al 
sistema público en forma de impuestos, de precios no fijados por el mercado (y con 
frecuencia superiores a los que éste fijaría) y de voto emitido en bloque sobre 
una multitud de apartados, uno solo de los cuales sería el referido a su contribu-
ción a financiar el sector público, se desliga de su interés por los productos. A ello 
contribuye además que con el voto en uno solo de los niveles de Gobierno (el estatal) se 
está decidiendo la financiación de todos los niveles de Gobierno y Administración. Pues 
bien, este interés por su aportación es distinto al que tiene sobre lo que recibe en forma de 
productos, servicios, rentas y regulaciones. Y además se muestra en momentos diferentes, 
con distancias temporales incluso de años o de decenios. 
 Todo ello hace difícil el conectar ingresos con gastos, estos entre sí y mucho 
más dificultoso hacerse idea de la inseparabilidad de unos y otros. Frente a la idea en el 
mercado de que se está pagando y obteniendo aproximadamente lo justo, o al menos 
lo normal, cuando se paga y se recibe de lo público es casi imposible tener idea de en 
cuánto se valora lo pagado y lo percibido. Y esto es así incluso cuando lo que se 
paga es a través del creciente pseudomercado que forman las así llamadas empresas 
públicas o las paradójicamente llamadas sociedades estatales o fundaciones públicas. 
 Desde el punto de vista orgánico, además de que la responsabilidad general por 
todo lo que respecta al sector público se atribuye sobre todo al Estado en sentido restrin-
gido y no a cada uno de los niveles de Gobierno, para el público Hacienda es res-
ponsable de los ingresos, sobre todo de los impuestos, principal vía de financiación de 
todas las actuaciones del sector público. En cambio difícilmente se atribuirán responsabi-
lidades al Ministro de Hacienda por el estado de las carreteras, de la educación o de la 
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sanidad, por más que tanto las cuantías globales para estas atenciones como su disposi-
ción interna en los presupuestos hayan sido determinadas fundamentalmente por el Minis-
terio de Hacienda. El acto formal de presentación de los presupuestos ante el Congreso de 
los Diputados por el Ministro de Hacienda no logra evitar este hecho, como no lo evita 
que esta escenificación anual por el responsable principal del presupuesto vaya en 
contra de los preceptos constitucionales, según los cuales es el Gobierno el que pre-
senta y se responsabiliza del proyecto de ley de presupuestos. 
Por el contrario, los ministerios del ramo o departamentos gestores del gas-
to sí aparecen como responsables de los gastos que gestionan, del ritmo de tales gas-
tos y de su pago, hayan sido o no los artífices de tales gastos y de las mecánicas 
administrativas que llevan a que al final los pagos se realicen sin tardanzas excesi-
vas. Se ignora así que los presupuestos, la mayor o menor presencia de funciona-
rios atendiendo los servicios administrativos, el tipo de éstos y hasta el tipo de contratos 
o de vinculación jurídica que les ligan con la Administración son cuestiones sobre las
que los centros gestores no tienen sino una participación y no la más importante de todo el 
proceso decisorio. 
De ambas cuestiones se deduce una más sintética e importante. De lo que ca-
rece el público es de una idea popular de lo que es el presupuesto, quién lo con-
forma e interviene en su gestión y qué consecuencias tiene todo ello para los servicios y 
productos que recibe a cambio de los impuestos pagados. Ni se relaciona al Ministerio 
de Hacienda con los gastos ni a los ministerios sectoriales con el presupuesto. No 
hay, en definitiva, una asignación de responsabilidades acorde con las capacidades de 
cada uno en la fijación de ingresos y gastos. Ello es congruente con las distintas visiones 
que coexisten del presupuesto y con las tensiones que se dan entre ellas: la visión 
tradicional del presupuesto como instrumento de la contabilidad y el control frente 
a la más moderna visión política del presupuesto, que trata de obtener de éste unos 
fines más amplios; la visión tradicional en la que el presupuesto corresponde a Hacienda 
como responsable de los ingresos y por ello controladora de los gastos públicos, frente 
a la perspectiva programática y de clientes en la que lo que predomina es la visión 
de la Administración como gestora y productora de bienes y servicios; finalmente la 
tensión entre la visión del presupuesto como instrumento de política económica frente 
al énfasis puesto más recientemente en los programas públicos de actuación. 
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¿HA EXISTIDO EN ESPAÑA UN INTERÉS POR EL PRESUPUESTO COMPA-
RABLE AL QUE PARECE HABER EXISTIDO EN LOS ESTADOS UNIDOS O 
EN FRANCIA? 
El interés que en España ha existido por el presupuesto no proviene ni de la 
propia organización presupuestaria ni se da en un contexto político pluralista en el que 
estuvieran bien asentados sus principios políticos, esencialmente de control. 
En primer lugar, no es la propia organización presupuestaria, la Intervención Ge-
neral dentro del Ministerio de Hacienda, la que contempla la posibilidad de que en el pre-
supuesto se tenga como esencial el conseguir unos fines políticos, sean éstos de políti-
ca económica, de desarrollo general del país o cualesquiera otros. Cuando se intenta dar 
otra orientación al presupuesto es por la tendencia de otro lugar de la Administración 
del Estado a participar en las decisiones de gasto del sector público.Veremos que es 
la Presidencia del Gobierno, su aparato administrativo, el que da otras ideas al 
presupuesto que lo acabarían convirtiendo en un instrumento para la política guberna-
mental. Desde entonces estas dos ideas del presupuesto están siempre en conflicto, pero 
no es un conflicto meramente de buscar la mejor configuración del instrumento, sino 
de decidir quien domina ese instrumento y lidera por ello el proceso presupuestario. 
En segundo lugar, si el presupuesto es concebido inicialmente como un instrumen-
to de control, éste no se concibe como un control al servicio de la comunidad a través 
de sus órganos de expresión y decisión. Más bien se trata de un control por el control 
en el que el órgano crea la función y ésta no es el obtener una mayor eficacia de 
lo gastado, o el presentar las cuentas de manera adecuada a su examen por los repre-
sentantes populares. Por ello esta indiferencia del control hacia sus consecuencias políti-
cas no permite que exista una lógica de utilidad democrática del control. Podríamos decir 
que el control es un fin en sí mismo que no entiende la necesidad de ir adaptando sus 
métodos al entorno político. 
Se presupuesta y se controla en función de dos variables. Primera, la propia manera 
de actuar para la que está preparada la organización del control, es decir que no se con-
ciben maneras de actuar que puedan poner en crisis la competencia técnica de quienes 
realizan estas tareas, excluyendo por tanto la posible participación de otras profesiones o 
enfoques del ámbito administrativo (recordemos la triple atribución de competencias 
de nuestra Administración tradicional: una función pública, un órgano administrativo, un 
cuerpo de funcionarios). La segunda variable es la jerárquica en un entorno tradi-
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cionalmente no democrático. De acuerdo con esta variable se actúa de una manera me-
cánica frente al poder, frente al superior jerárquico. Si éste pide un control sobre todos 
y cada uno de los actos administrativos y en todos sus elementos se le da, sin importar 
si ello es congruente con los fines buscados o con la interpretación que cada uno hace 
del interés general y de las leyes máximas. Si lo que se demanda desde la superioridad 
es la ausencia de control o el reducir éste a comprobar que cada gasto se realiza dentro de 
la rúbrica presupuestaria y contable prevista para ello, se hace de esta manera. La jerar-
quía es mecánica en el sentido de que no sólo se obedece lo que emana de los órganos 
superiores, sino que no se cuestiona esto ni se le ponen objeciones o se le señala la 
posible idoneidad de otras alternativas. Entre la obediencia debida y la lealtad ins-
titucional hay un amplio campo que debe, en nuestra opinión, ser recorrido recurren-
temente por los altos funcionarios, sin ampararse éstos en la constitucionalización del 
principio de jerarquía o en la autonomía institucional de la Administración pública. 
 Así, creemos que la comparación con esos dos países, democráticos e innovadores 
del presupuesto a un tiempo, resulta insufrible para nuestro presupuesto tradicional, am-
parado en el control y concebido éste en un entorno no democrático. El primer interés por 
el presupuesto debería ser de adaptación de los criterios de control al nuevo entorno. A la 
idea política del presupuesto como instrumento de política (aunque sea de política estric-
tamente económica) no cabe oponer un concepto caduco y antidemocrático de control, 
sino la claridad en su ejercicio y la transparencia respecto al poder legislativo y a la opi-
nión pública. Quizás de este modo no exista realmente contradicción en la manera de en-
tender el presupuesto, sino una mera modulación de intensidades y una mayor especiali-
zación e integración de tareas. 
 Cuando en nuestro país se produce una gran convulsión técnica en torno al presu-
puesto, están ausentes las consideraciones políticas democráticas, y cuando se necesita 
tener a la vez un presupuesto democrático y políticamente eficaz como instrumento para 
intervenir en la economía, se ve esto último como contrario al control. Se concibe a este 
último como propio del Estado autoritario anterior. En esta tesitura de mejora del instru-
mento presupuestario y de cambio de régimen es cuando se produce la promulgación de 
la Ley General Presupuestaria, última gran norma del régimen franquista y marco de nues-




¿ES LA LEY GENERAL PRESUPUESTARIA UN CAMBIO IMPORTANTE QUE 
IMPLIQUE UNA NUEVA DIRECCIÓN DEL PRESUPUESTO? 
 
 La LGP es una adaptación técnica a las modificaciones operadas en las leyes 
presupuestarias de todo el siglo XX y a la nueva dimensión del sector público, no 
una respuesta a una situación política radicalmente diferente como la producida por la 
reforma política. Técnica jurídica y dinámica económica son las razones aducidas en la 
exposición de motivos de la ley para justificar la reforma operada, que transciende a la 
vez regímenes políticos y técnicas administrativas. La LGP no pretende por ello innovar, 
sino que es la consecuencia de los cambios operados en las décadas anteriores a su 
promulgación. La pregunta pendiente de responder es si lo producido en los años 
que le siguen es un desarrollo de la LGP, o producto de las nuevas condiciones políti-
cas. 
 Una de las principales innovaciones proclamadas por la LGP es la plena recepción 
del principio de unidad presupuestaria, por la inclusión de los presupuestos de los orga-
nismos autónomos administrativos junto a los del Estado, excluyendo los de los demás 
entes del sector público estatal. Pues bien, la tendencia a la autonomía de esta 
zona de la Administración prosigue y se acrecienta tras la aprobación de la LGP, con 
la creación de nuevas figuras jurídicas que tienen en común la minoración o 
inexistencia de control presupuestario. Además ahora la existencia de nuevas figu-
ras ajenas al presupuesto del Estado no se produce, como ha sido común a lo largo de 
todo el siglo, por la incorporación de nuevos sectores al ámbito de intervención pública 
(nacionalizaciones y creación de un sistema de seguridad social fundamentalmente), sino 
por la disminución del control sobre el sector público existente. 
 Así, se desvirtúa lo prevenido por la LGP, al ser una mera declaración legal 
el que unos organismos sean de un tipo o de otro, y no su carácter o las actividades a 
realizar (de tipo administrativo o de tipo económico), y se introducen por las leyes 
anuales nuevos tipos de entes. Tenemos de esta forma actividad económica llevada 
a cabo por organismos administrativos y actividad puramente administrativa que en 
cuanto al control presupuestario, régimen de personal, régimen patrimonial o de contra-
tación se rigen como si de auténticas empresas sin dueño se trataran. 
 En lo que respecta a las clasificaciones del presupuesto, instrumento informativo y 
de control para la LGP, hoy ya sirven escasamente a ambos fines, como pone de manifiesto 
el uso de otras clasificaciones para explicar el contenido de los presupuestos y adoptar las 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
24 
 
decisiones sobre su reparto, y el que escasamente sirvan como instrumento de control, 
dada la menor extensión del control previo y el escaso uso que se hace de los exá-
menes posteriores. En cuanto a las nuevas clasificaciones del gasto: económica, funcional 
y por programas, que se suelen oponer a la orgánica o tradicional por su distinta finalidad 
(decisión e información de las primeras frente al carácter de instrumento de control de la 
última), hay que señalar que las nuevas clasificaciones no han aportado, transcurridos ya 
tantos años desde su implantación legal, una mejora de la decisión política, pero sí 
una disminución de la claridad en la interpretación de los presupuestos, tanto desde una 
vertiente económica como desde una vertiente programático-funcional. Una de las prin-
cipales aportaciones que se pretenden de lo previsto en la LGP es la introducción de la 
presupuestación por programas frente a la presupuestación orgánica, con su culminación 
en la vinculación de la clasificación por programas. Sin duda éste es el fracaso más 
llamativo de las reformas acometidas tras la LGP, dado que la visión tradicional del pre-





1. OBJETO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 Esta investigación parte de una consideración política de la administración presu-
puestaria frente a la habitual consideración estrictamente instrumental que se tiene de la 
misma. Tal consideración política se refiere tanto a las técnicas presupuestarias emplea-
das por las organizaciones públicas como, sobre todo, a la organización presupuestaria 
como aparato administrativo al servicio del poder. 
 En primer lugar, antes de definir con precisión el objeto de estudio, la Administra-
ción presupuestaria, es preciso conocer qué se entenderá por función presupuestaria a 
nuestros efectos. Aparentemente bastaría con indicar que son aquellos trabajos adminis-
trativos que conducen a la elaboración de los presupuestos, su ejecución y control desde 
una perspectiva global (del conjunto de la organización, sea esta el Estado, una Comuni-
dad Autónoma o un ente local). Pero aun con la restricción que supone el referirlo a una 
perspectiva global (que afecta al conjunto de la organización de referencia) es evidente la 
amplitud de esta idea, pues afecta no sólo a todas las funciones-poderes del Estado, sino 
que dentro de la función ejecutiva estatal afecta tanto al Gobierno como a un elevadísimo 
número de órganos administrativos que se relacionan con tales tareas de elaboración, eje-
cución y control del presupuesto. La frase tan conocida de administrar es gastar ilustra 
sobre la amplitud de un objeto así entendido. 
 Por otra parte, la función presupuestaria debe relacionarse con otras funciones 
administrativas y políticas con relevancia presupuestaria o fuertemente condicionadas por 
el presupuesto, para de este modo lograr su encuadramiento y posición relativa en el con-
junto de la Administración y del Estado, que se delimita así con mayor precisión. Con lo 
primero, reduciendo el ámbito, su delimitación respecto a otras actividades que se desa-
rrollan en los puntos claves de la Administración y que se relacionan continuamente con 
el presupuesto, obtendremos un objeto manejable y a la vez lo suficientemente concreto 
para quitar a lo presupuestario esa, para muchos, fuerza expansiva que puede llevar a 
pensar que todo es de alguna forma presupuestario en el funcionamiento de las adminis-
traciones públicas. De la segunda secuencia lógica, su encuadramiento en un contexto 
amplio, junto a las más altas funciones de dirección política y administrativa, rescatare-
mos la gran importancia que los presupuestos tienen para el análisis realista, el conoci-
miento y el examen crítico de las organizaciones. 
 Finalmente, algo imprescindible y simple que quizás debería ir en primer lugar. Si 
bien lo que se diga en las páginas que siguen puede ser de aplicación a muchas organiza-
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ciones distintas y a lugares y a momentos diferentes, la referencia escogida es limitada 
aun antes de comenzar el estudio. La Administración del Estado español contemporáneo, 
de nuestros días, es el campo general al que nos referiremos. No se pretende analizar la 
función presupuestaria en nuestro país, que desborda ampliamente a la Administración 
del Estado, ni es ésta una historia de los presupuestos del Estado. Se trata, como objeto 
último, de examinar la función, componentes, dimensiones, medios, estructura, funcio-
namiento y pautas de comportamiento recientes y actuales de la organización presupues-
taria de la Administración estatal española. 
Para encuadrar la función presupuestaria se parte de dar gran importancia a los 
fines o valores a los que en cada momento sirve. Más allá de tomar como aceptables las 
denominaciones y funciones aparentes y dar por delimitada la organización presupuesta-
ria (primer método) parece un camino más largo pero más significativo buscar qué supo-
ne la función presupuestaria en un contexto más general y dinámico, el de lo que persi-
guen los agentes implicados (segundo método para profundizar y captar el significado 
real de los elementos de la organización). 
Al seguir el primer método nos aparecen como objeto de estudio, de acuerdo con 
las normas más importantes de contenido presupuestario, los siguientes órganos: dentro 
de los órganos representativos las Cortes Generales, funcionando sus dos cámaras tanto 
en pleno como en las comisiones de presupuestos respectivas; entre los órganos que 
desempeñan la genéricamente denominada función ejecutiva, el Consejo de Ministros, el 
Ministerio de Hacienda, las direcciones generales de tributos y de presupuestos, con 
competencias generales sobre la materia presupuestaria, y los ministros y subsecretarios, 
con competencia presupuestaria sobre su área sectorial de actividad; finalmente órganos 
que se insertan bien entre los órganos de control de las Cortes Generales, bien entre los 
órganos del mismo carácter del ejecutivo, el Tribunal de Cuentas y la Intervención gene-
ral de la Administración del Estado. 
Pero al echar un rápido vistazo histórico sobre el ejercicio de la función presu-
puestaria y al primar ésta sobre los órganos aparentemente involucrados en el presupues-
to, surgen otros matices. En primer lugar la función desempeñada en cada momento por 
los órganos arriba referidos ha cambiado a lo largo del tiempo, como han cambiado su 
composición y los valores que sustentan el funcionamiento de cada uno de ellos. En se-
gundo lugar el contexto social, económico y político ha ido cambiando, con lo que tam-
bién ha cambiado el papel desempeñado y los actores en presencia en cada momento. En 




papel que desempeñan las instituciones como tales y las organizaciones formalmente de-
limitadas, siendo otro el que desempeñan los individuos y los grupos componentes más o 
menos organizados y las expectativas y requerimientos generales de la comunidad sobre 
la que proyectan las distintas organizaciones su actividad. 
 De aquí que optemos por tratar de esclarecer qué función cumple el presupuesto 
del Estado para los distintos agentes que, de manera relevante, intervienen. De las ante-
riores consideraciones que tratemos de ampliar la base de estudio al sistema total que 
incluye a la sociedad y a los grupos sociales organizados que intervienen en el seno de la 
organización estatal. El objeto de estudio es la función presupuestaria colocada en su 
perspectiva real, de ahí que no podamos entender la organización sin referir ésta a la so-
ciedad de la que toma sus valores. 
 
2. ENCUADRAMIENTO CIENTÍFICO  
 
A. Diversos enfoques posibles 
 
a. Perspectiva jurídica política y administrativa 
 
 La perspectiva jurídica es la primera en acercarse al fenómeno del presupuesto, lo 
que ocurre en general en numerosas instituciones sociales y económicas, dado el carácter 
más reciente de las escuelas, facultades o cátedras de materias específicamente sociales. 
Procurando no caer en la pedantería, se podría decir que el derecho en una época aún re-
ciente ha ocupado el papel de ciencia madre que en tiempos más remotos tuvo la filosofía 
(inicialmente inseparable de la física), como receptáculo de las ciencias no sólo humanas 
o con el tiempo sociales, sino incluso naturales. Además hoy el derecho sigue siendo ca-
pital por su modo de aproximarse científicamente al presupuesto, y por ser éste una de las 
principales leyes que gobiernan la vida jurídica tanto pública como privada. De ahí que el 
presupuesto siga siendo una de las materias que atrae el interés del mundo jurídico en 
general, no sólo del ocupado en lo público. De ahí también que la práctica totalidad del 
mundo jurídico haya de analizar cada año la ley de presupuestos. 
 En primer lugar, el derecho político y constitucional, al tener en cuenta los aspec-
tos subjetivos y de competencia de los agentes que intervienen en el presupuesto, introdu-
cen una valiosa aportación a nuestro objeto de interés último, la Administración presu-
puestaria, con una perspectiva que no es del todo extraña para nosotros. Sin embargo, el 
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nivel al que estas disciplinan tratan tales aspectos (órganos de relevancia constitucional), 
le impide entrar a explicar adecuadamente tanto el comportamiento de estos sujetos como 
el aspecto administrativo del presupuesto, que queda fuera de su objeto de estudio. Po-
dríamos decir que esta rama del derecho permanece anclada en el clásico esquema liberal, 
que tiende a minusvalorar el papel del ejecutivo y, en particular, de la Administración 
pública, en beneficio del tratamiento de la institución considerada central, el Parlamento. 
En cuanto al derecho administrativo o derecho de la organización administrativa, 
más que como disciplina nos interesa como objeto, como conjunto de regulaciones que 
afectan a los órganos administrativos, entre los cuales los que ejercen la función adminis-
trativo-presupuestaria. Sin embargo, el interés y el mayor desarrollo del derecho adminis-
trativo en las relaciones entre los ciudadanos y las administraciones públicas, han propi-
ciado un cierto abandono de las relaciones internas de la Administración, sobresaliendo 
entre ellas las que se dan en torno al presupuesto. Esto ha producido un doble efecto. 
Por un lado una menor juridificación de las relaciones intradministrativas, que son 
las que se suelen dar en torno al presupuesto; ello conlleva una cierta inseguridad jurídi-
co-presupuestaria, pero inseguridad que no transciende habitualmente del mundo de las 
administraciones públicas. Por otro lado, cuando el derecho administrativo realiza incur-
siones en el terreno presupuestario es difícil casar la realidad y la prescripción en el com-
portamiento de los sujetos presupuestarios, al carecerse de mecanismos de control del 
cumplimiento de lo previsto en las normas. 
Por otra parte, la creciente importancia de las funciones de apoyo a la decisión y 
de mantenimiento de la organización, que desbordan las habituales distinciones funciona-
les o de tipos de actividades que ejercen las administraciones públicas, no es tenida en 
cuenta por esta disciplina, aparentemente anclada en su vocación garantista de los dere-
chos de los particulares en sus relaciones con las administraciones públicas. Podríamos 
decir que el derecho administrativo continúa la línea argumental decimonónica de las 
relaciones de poder que emanan de la Administración, en lugar de considerar las propias 
relaciones de poder que se dan en el interior de la misma. 
El derecho financiero o, en nuestro caso, derecho presupuestario es la disciplina 
jurídica que mejor se sitúa para el estudio del presupuesto, dado que al menos idealmente 
el estudio de lo financiero está en su mitad dedicado al gasto público y dado que los in-
gresos no tienen finalidad alguna si no tienen su correspondencia en el gasto. Pero el ma-
yor desarrollo del derecho tributario, con énfasis en la relación jurídico-tributaria entre la 




dono de los aspectos orgánicos (manteniendo un cierto paralelismo con el derecho admi-
nistrativo). Tales aspectos son centrales para el comportamiento presupuestario de la 
Administración, cuyos principios y reglas de actuación, incluso cuando son sistematiza-
dos por el derecho financiero, no ofrecen un alto grado de vinculación efectiva o normati-
va. De ahí que con frecuencia esta disciplina, cuando trata el presupuesto, se refiera a 
cuestiones extrajurídicas, invadiendo campos próximos de escasa juridicidad. Sin embar-
go, la necesidad de que el derecho presupuestario lleve a la práctica decisiones políticas 
importantes que conciernen al presupuesto, o que mejore los mecanismos jurídicos que en 
el pasado hicieron del presupuesto una de las instituciones más sólidas de racionalización 
de la actividad financiera del Estado, requieren que se dé una especial atención a esta 
disciplina. 
 
b. Perspectiva de la Hacienda pública 
 
 El énfasis puesto recientemente por la Hacienda pública en la incidencia del gasto 
público en la elaboración de la política económica, que nos hace dudar sobre su inclusión 
en el siguiente epígrafe, no debe hacer olvidar su más clásica preocupación por la eficacia 
general de las administraciones públicas, que la convierte como teoría del fisco en un 
antecedente primordial del enfoque de Administración pública. La finalidad pragmática 
de los estudios cameralísticos en Alemania, que buscaban la Administración eficiente de 
las propiedades públicas, es la principal aportación que debe considerarse de los estudios 
de Hacienda pública. Pero la más reciente conversión en política económica aplicada al 
papel del sector público, que ha dominado los últimos años de desarrollo de la disciplina
4
, 
con incidencia particular en aspectos como la teoría económica de la política fiscal, la 
teoría de la elección pública y la teoría de la tributación óptima, producen un cierto aban-
dono de una idea más omnicomprensiva de los aspectos de eficacia internadel sector pú-
blico. Esta idea más global debe evitar limitarse al análisis de las grandes y codificadas 
magnitudes del sector público para enfrentarse a los aspectos internos que condicionan su 
eficacia. 
                                                 
4
La publicación del Instituto de Estudios Fiscales La influencia de la Hacienda Pública en el 
Quehacer Político, Hans M.VAN DE KAR y Barbara L. WOLFE, editores, Madrid 1990, recoge las 
tendencias más recientes en materia de Hacienda Pública, tal como fueron expuestas en el XLI 
Congreso del Instituto Internacional de Hacienda Pública, celebrado en Madrid en agosto de 
1985.  
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Así, aun cuando se prescinde de aspectos teóricos y se entra a considerar los as-
pectos políticos de aplicación de la Hacienda pública
5
, se obtiene un resultado: discute la
relación entre el análisis macroeconómico y la política económica, combinando las ya 
clásicas políticas monetaria y fiscal, pero no alcanza a dar demasiadas explicaciones so-
bre el comportamiento interno del sector público ni -lo que nos interesa especialmente- 
los criterios de reparto de gastos e ingresos desde una óptica de funciones, políticas o 
actividades públicas: falta política. Las disyuntivas entre eficacia y distribución, sin con-
sideración de las medidas concretas de implementación públicas ni de la eficacia interna 
de los modelos de gestión alternativos, dan otra idea de que la Hacienda pública se detie-
ne ante la consideración interna del principal actor de las decisiones a adoptar por los 




En todo caso, lo que más resalta de este enfoque tan amplio es su interés por el 
papel del sector público en la riqueza y el bienestar general, aunque sea con una visión 
predominantemente económica. Ello no impide aproximaciones internas y políticas al 
sector público próximas a la de la Ciencia de la Administración, pero no son las más fre-
cuentes
7
. Valoramos especialmente la intención claramente prescriptiva de este enfoque,
que le da un interés especial para la adopción de decisiones presupuestarias, siempre que 
se dé el salto lógico de pensar en lo que ocurre en el interior de la caja negra que es la 
Administración presupuestaria. 
5
Ronald HOFFMANN en obra citada, que destaca como viene siendo habitual la importancia del 
déficit público, y la disyuntiva entre reducir gastos de manera indiscriminada o aumentar ingresos 
sin descontrol de la inflación. 
6
A. LANS BOVENBERG en obra citada, al considerar: la mayor parte de los modelos tiende a 
supervalorar los efectos de eficacia mientras que se subestiman los efectos distributi-
vos...Integrar las consecuencias distributivas con las teorías sobre el comportamiento político y la 
información sobre la estructura del poder político puede contribuir a un entendimiento más pro-
fundo de las presiones políticas a que se enfrentan quienes elaboran las políticas.  
7
Sirva como ejemplo el artículo Productividad del sector público: hallazgos empíricos recientes y 
aplicaciones a la política, de René GOUDRIAAN y otros en obra citada. Es especialmente útil 
traer a colación la distinción ya habitual entre bienes públicos finales y bienes públicos interme-
dios, ya que el presupuesto y, en general otras funciones típicamente administrativas se encuen-
tran entre estos últimos. Así mismo, parece adecuado para la medición del efecto de las políticas 
públicas a la hora de valorar los resultados del presupuesto distinguir entre producto directo y 





c. Perspectivas macroeconómicas 
 
 El análisis de las macromagnitudes presupuestarias, especialmente del input y el 
output presupuestarios en términos financieros, es quizás una de las actividades reiteradas 
más frecuentes entre los economistas. Incluso existe el hábito de acompañar la presenta-
ción de los proyectos de ley de presupuestos de un informe económico financiero que 
pretende ser la mejor, o con frecuencia la única, explicación de lo contenido en tales pro-
yectos. 
 No es posible enfatizar el peso que esta perspectiva tiene en los recientes estudios 
del presupuesto, lo que ha hecho que llegue incluso a considerarse el presupuesto como 
una materia económica, la política presupuestaria como un componente de la política 
económica
8
 y, consecuentemente, las técnicas presupuestarias un aspecto de la economía 
aplicada. 
 Keynes y la escuela económica que surge a partir de él, con su énfasis en la políti-
ca fiscal, son los principales artífices de esta visión, de la que hoy somos deudores, al dar 
un extraordinario protagonismo al gasto público. Se contempla aquí el presupuesto como 
instrumento de regulación de la demanda agregada, y las inversiones contenidas en él se 
sacralizan como ingrediente fundamental para el crecimiento económico. Se sirve funda-
mentalmente de la contabilidad nacional y utiliza y es a la vez su mayor aportación a la 
técnica presupuestaria la clasificación económica del gasto
9
. Incluso da una explicación 
teórica totalmente ahistórica del origen del presupuesto (los fallos del mercado) y de sus 
fines
10
, pero congruente con esos fines de manejo de las grandes magnitudes del sector 
público y de la importancia de la ciencia económica frente a la ciencia política para fijar 
la dimensión y composición del gasto público. 
 Si a la visión keynesiana unimos la que fija en las magnitudes monetarias agrega-
das su atención, tenemos una política presupuestaria que ignora casi por completo los 
                                                 
8
Ver la obras de varios autores Presupuesto: efectos económicos, IEF, Madrid 1972. 
9
Con estos fines de tipo macroeconómico se introduce en España en 1957 
10
Así Richard A. MUSGRAVE (Principios de determinación del presupuesto, HPE nº 19, Madrid 
1972), parte de que el presupuesto es necesario por fallos del mercado y sugiere como únicos 
fines del presupuesto los tres clásicos fines de la política económica: satisfacción de las necesi-
dades sociales, redistribución de la renta y estabilización económica. Con mayor extensión, la 
obra del mismo autor El futuro de la política fiscal, Instituto de Estudios Económicos, Madrid 
1980. 
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aspectos administrativos del presupuesto, su gestión y los aspectos decisionales y políti-
cos del mismo. La visión monetarista, cuando presta atención al presupuesto, da impor-
tancia sobre todo a la gestión de la tesorería del Estado, la deuda pública y la política fi-
nanciera, por el peso que el sector público tiene en las magnitudes monetarias, no por el 
propio sistema público de adopción de decisiones respecto al contenido de tal sector de la 
economía. 
No obstante, estas visiones económicas de las macromagnitudes han dado lugar a 
diversos análisis políticos y sociales basados precisamente en el presupuesto
11
. Tres son
los aspectos a los que hay que referirse: primero, los aspectos teóricos que dan pie a estos 
estudios (la creencia en que de un cierto conjunto de macromagnitudes económicas cabe 
deducir una determinada calificación política o social de una política) y sus debilidades 
prácticas (derivadas en parte de la perturbación que supone el dominio que un grupo polí-
tico determinado auxiliado de una Administración eficaz puede ejercer sobre las cifras a 
presentar como válidas); segundo, el inexistente consenso teórico sobre la validez de unas 
u otras interpretaciones de las macromagnitudes, así como de los criterios de acumulación 
de éstas; tercero y en último lugar el análisis económico-sociológico de las macromagni-
tudes no ha demostrado hasta el momento capacidad predictiva del comportamiento ni 
para la mejora de la operativa presupuestaria. 
La muestra más evidente de la crisis actual de este enfoque la dan los propios eco-
nomistas al señalar, ante la crisis de las políticas presupuestarias seguidas, fruto precisa-
mente de esta misma visión económica, su incapacidad para la mejora tanto de la propia 
gestión pública como de la incidencia del sector público sobre la economía en general. 
Las causas de esta crisis la encuentran en el alejamiento respecto a la economía real
12
, a
la economía que se encuentra por debajo de esas cifras. Lo que en el mercado serían sobre 
todo empresas y trabajadores, en el sector público serían servicios públicos y funciona-
rios. En el terreno político democrático hablaríamos de ciudadanos y electores en lugar de 
clientes y la ciencia política podría ser más útil que la ciencia económica.  
11
En nuestro país, la obra de Miguel BELTRÁN Ideologías y gasto público en España (1814-
1860), IEF, Madrid 1977 
12
Así el artículo Gasto público y productividad, Roberto CENTENO, El País, 9 de octubre de 
1992, abandona totalmente una típica perspectiva económica para explicar lo inapropiado del 





d. Perspectiva gerencial. 
 
 La microeconomía, teoría de la decisión pública y las bases teóricas de las nuevas 
técnicas presupuestarias pueden englobarse bajo una perspectiva común a la que vamos a 
denominar gerencial o, más exactamente, de gerencia pública. 
 Lo que da unidad a este epígrafe, aparentemente heterogéneo, es el interés común 
de estas perspectivas en la adopción de decisiones para la gestión eficiente en el sentido 
habitualmente entendido, sin encasillarse exactamente en ninguna de las perspectivas 
antes contempladas
13
. También cabe deducir unidad de su referencia a la decisión públi-
ca, por el entorno político en que se coloca, a pesar del uso intensivo y la gran influencia 
de los criterios, desarrollados más extensamente en el sector privado, de eficacia y efi-
ciencia. 
 En primer lugar, aunque con una finalidad eminentemente pragmática y no expli-
cativa, hay que destacar diversas técnicas de análisis: coste-beneficio, coste-eficacia o 
coste utilidad, especialmente aplicados al análisis y evaluación de las inversiones públi-
cas
14
. Su interés viene, en primer lugar, de su posible aplicación (no siempre real o previa 
a la elección de los proyectos, sino con frecuencia legitimadora de elecciones sin base 
alguna de racionalidad) para la elección entre proyectos claramente optativos y de que, 
generalmente, tras una descripción de los distintos métodos de adopción de decisiones 
presupuestarias, los manuales de presupuestación modernos se centran en una descripción 
minuciosa de variantes de este instrumento para las elecciones presupuestarias
15
. 
 Desde el punto de vista presupuestario estos enfoques se presentan como una al-
ternativa a los enfoques incrementalistas, fragmentados y parciales en la toma de decisio-
nes presupuestarias, que no realizan análisis completos y exhaustivos de todas las premi-
                                                 
13
 No obstante, en ocasiones resulta indistinguible la perspectiva de la Hacienda Pública y la de 
las estrictamente económicas. Así en la obra citada La influencia de la Hacienda... se mezclan 
perspectivas macroeconómicas, econometría y análisis coste-beneficio (así Ezra J.MISHAN en 
esa misma obra cuestiona la utilización del ACB en la política económica).  
14
Así la obra de Lyn SQUIRE y Herman G. VAN DER TAK, Análisis económico de proyectos, 
publicado para el Banco Mundial por Editorial Tecnos, Madrid 1980, y Análisis Económico de 
Proyectos Agrícolas, de J. Price GITTINGER, Id., Madrid 1983. Ambas obras tienen en cuenta 
tanto aspectos de equidad o de reparto de riqueza como aspectos institucionales, políticos y 
administrativos en la evaluación de proyectos.    
15
Así MEREWITZ Y SOSNICK (obra cit.), LERETAILLE, Les Choix Budgetaires, PUF 1972 
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sas que inciden en el presupuesto. Pretenden la mejora de la decisión a través de los as-
pectos informativos de la documentación presupuestaria y de la aplicación de técnicas 
analíticas que evidencien las bases o premisas de la decisión. Aunque a veces resulta difí-
cil de distinguir, pues hay autores que los tratan como una unidad, se suele hacer diferen-
cias entre el PPBS (Planning, Programming, Budgeting System) y el ZBB (Zero Base 
Budgeting), poniendo el énfasis el primero en la ayuda a las decisiones globales del pre-
supuesto con una perspectiva de arriba abajo (nivel político) y el segundo en la ayuda a la 
decisión para la gestión a un nivel menos elevado (próximo a la gestión). Del primero hay 
que destacar el valor que se da a las decisiones políticas
16
, con especial consideración de 
los aspectos humanos y organizativos del presupuesto, mientras que del ZBB lo más des-
tacable es su radicalismo y racionalidad a ultranza, ya que se concibe más como un méto-
do de estructuración y sistematización de la elección que de presupuestación, preocupado 
como está por conciliar los aspectos microadministrativos de las unidades responsables de 
la ejecución del presupuesto con los de la adopción de decisiones por la cúspide de la 
organización. De ambos cabe destacar la ruptura del sagrado principio de la anualidad, 
midiendo la duración y el impacto temporal de las elecciones presupuestarias. 
 El análisis de la burocracia y de la decisión pública es otra perspectiva dentro de la 
mayor a la que hemos denominado gerencial, que trata de racionalizar las decisiones pre-
supuestarias a partir de su análisis de las decisiones públicas y de quienes las adoptan. 
Esta perspectiva aporta además ideas sobre la organización, tales como cuál es el tamaño 
(dimensión apropiada) más adecuado para proveer bienes y servicios públicos, o la im-
portancia de los valores o la ética que inspiran las decisiones en las grandes organizacio-
nes, singularmente las públicas. Pero esencialmente estos autores giran alrededor de la 
creencia en el modo económico de razonar y en la subsiguiente equiparación del proceso 
político y del mercado económico. Tratan de encontrar un mecanismo explicativo alterna-
tivo al del mercado, pero que lo imita, para de este modo tener una explicación coherente 
de la totalidad de las decisiones económicas. De ser este camino seguido correcto, el pre-
supuesto desempeña un papel capital en las elecciones públicas, no sólo desde el punto de 
vista de los decisores electos, sino sobre todo desde la perspectiva de los ciudadanos co-
mo votantes que tratan de maximizar su voto. La mayor carencia que cabe encontrar es 
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que no se enfrenta a la realidad de un mercado tan poco transparente y con tal uso de téc-
nicas de marketing o de auténtico fraude, que hace difícil el considerarlo un mercado 
competitivo en el sentido comúnmente admitido por los mismos economistas
17
.
Partiendo de la multifinalidad del presupuesto, recientemente y cada vez más se 
resalta el aspecto de gestión en las innovaciones presupuestarias emprendidas. Esto es, se 
parte de la diversidad de agentes y de necesidades implicadas en el presupuesto, para aca-
bar poniendo éste al servicio de la gestión. No es casualidad que la misma corriente que 
en otros tiempos se centró en la adopción de decisiones presupuestarias, hoy día profun-
dice en los aspectos de medición de la productividad, el rendimiento y en las relaciones 




La gestión y contabilización del ingreso y del gasto, más una actividad profesional 
que una perspectiva científica, al menos en nuestro país, rara vez se presenta como tal. Se 
comienza por entrar teóricamente en los aspectos ya señalados, de innovación técnica y 




En primer lugar se concibe la presupuestación como una técnica de gestión o ad-
ministración financiera, entendida ésta en un sentido reducido de manejo de unidades 
monetarias. El centro del presupuesto es la administración y contabilización del crédito o 
partida presupuestaria
20
. El objetivo de la Administración financiera del gasto es su con-
tabilización y control, de ahí que se tienda a identificar presupuesto y contabilidad y que 
la presupuestación se conciba como un mero requisito previo de la contabilidad. Se pre-
supuesta para contabilizar y se da al presupuesto una forma y unas características que 
permitan su contabilización administrativa. Así, el desarrollo de la técnica contable tradi-
17
Para una visión general de los autores y corrientes de la Public Choice, ver Nicholas P. 
LOVRICH y Max NEIMAN, Public Choice in Public Administration, New York and London, 1984. 
18
Así Alan Walter STEISS, Administración y Presupuestos Públicos, Diana, México 1975. 
19
Así la obra de Santiago HERRERO SUAZO y Vicente QUEROL BELLIDO, Técnicas presu-
puestarias en la administración pública, INAP, Madrid 1984. 
20
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cional se acaba convirtiendo en realidad en una cortapisa para la innovación presupuesta-
ria y para la introducción de otros modos de cuantificar y evaluar los medios y los objeti-
vos presupuestarios. Dicho de otro modo, sólo lo financiero-contable es presupuestario, 
limitando enormemente las posibilidades de mejora de los procedimientos y de la organi-
zación presupuestarios. 
 La contabilización así concebida es un fin en sí mismo y no un medio al servicio 
de la decisión y la gestión del presupuesto. Se llega a desarrollar una filosofía del control 
ligado a la contabilidad que tiende a olvidar que ambos deben ponerse al servicio de la 
mejora operativa de los servicios y no a su registro contable y contemplación impasible. 
El paso siguiente al predominio de esta filosofía es el manejo del presupuesto por parte de 
los contables, únicos funcionarios con formación suficiente para contar de mil maneras 
diferentes los medios financieros utilizados en la acción pública, aunque esto no redunde 
en una crítica o revisión de la adecuación de estos medios y de su correcta disposición 
para obtener un buen resultado. Pero esta falta de utilidad de la contabilización, su falta 
de interés tanto para la gestión como para una presupuestación mínimamente reflexiva, no 
termina ahí. Como bien conocen los gestores, se tiende a equiparar un presupuesto com-
pletamente gastado y exhaustivamente contado con uno bien gastado y adecuadamente 
contabilizado, incentivando a los gestores a gastar como sea las disponibilidades presu-
puestarias siempre que se puedan emitir los documentos contables necesarios. De este 
modo se hace innecesario un análisis de eficacia que necesite contar de otra manera lo 
empleado y lo producido en la acción pública, lo que no obsta a que los órganos encarga-
dos de la contabilidad reclamen para sí la competencia sobre la evaluación de los servi-
cios públicos. 
 La pluralidad de niveles en los que cabe organizar la contabilidad y su utilidad 
para los diversos agentes que se relacionan con ella es otra cuestión de importancia. Ca-
ben distintas posibilidades hipotéticas de diseñar los sistemas contables, dada la diversi-
dad de fines que podemos encontrar en el presupuesto. En primer lugar cabe que cada 
nivel administrativo interesado en obtener información diseñe y establezca su propio sis-
tema contable, con lo que coexistirían tantos sistemas como posibles clientes o necesida-
des de información, con el consiguiente mayor coste inmediato pero con una previsible 
mayor idoneidad de cada uno de los sistemas contables. Una segunda posibilidad es dise-
ñar un único sistema contable que trate de servir a las distintas necesidades públicas y 
privadas, tanto de la Administración, como del legislativo, de la opinión especializada, de 




imaginación y de trabajo con numerosas unidades y funcionarios sin especial orientación 
contable, así como un análisis en profundidad de la organización para la que se diseña el 
sistema de información, a la vez que una cierta coparticipación y negociación en las deci-
siones que afectan a la contabilidad, más allá de los estrictamente competentes en materia 
contable. La tercera opción podría consistir en diseñar un único sistema contable con un 
único fin, no considerando ni remotamente otros fines, las necesidades en conflicto o los 
requerimientos de los posibles usuarios de tal sistema contable. Ciertas ideas antiguas 
pero bien instaladas en la actualidad presupuestaria posibilitan esta última salida operati-
va, que no solución, a las necesidades contables de las organizaciones públicas. 
 El presupuesto como documento único (frente a la posibilidad ya ensayada de una 
multiplicidad de presupuestos, tantos como grandes organizaciones) sugiere a primera 
vista un sistema único y centralizado de contabilidad. Pero la variedad de entes y de acti-
vidades que integran la Administración pública son ignorados, sometiendo a todos ellos al 
corsé de la contabilidad pública con su correspondiente control, lo que puede hacer nega-
tiva la aplicación de tal sistema único de contabilidad. Otra razón que se opone a este 
sistema único es la distinta finalidad que tiene la gestión, que necesita un análisis minu-
cioso de sus actividades y de los medios empleados con gran detalle (incluida una cierta 
información cualitativa) e inmediatez, y el presupuesto dirigido a su control por el legisla-
tivo, que además de lo anterior necesita conocer las grandes líneas o políticas de la ejecu-
ción presupuestaria. Esto se traduce bien en una gestión que no puede utilizar la contabi-
lidad presupuestaria, bien en una gestión que se ve forzada a dedicar parte de sus energías 
a la contabilidad, a una gestión para la contabilidad. En el caso de que la utilización de los 
fondos se condicione a los resultados contables, se gasta no tanto para obtener unos fines 
de manera eficaz y al menor coste, cuanto para dar satisfacción al control contable
21
. Es 
revelador que ante la ausencia de precios fijados por el mercado como indicadores preci-
sos del valor de lo público y ante la ausencia de una medición de los efectos de la contri-
bución presupuestaria en el bienestar general, se sustituyan tales valoraciones objetivas 
por una mera y absurda medición objetivada al coste de los factores de producción. Esta 
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medida del valor de lo público no sólo es errónea e impide comparaciones interterritoria-
les o cronológicas correctas, sino que incide muy negativamente en la propia productivi-
dad y eficiencia del sector público. 
f. Perspectiva mantenida
Aquí mantenemos la tesis de que ninguno de los enfoques arriba expuestos consi-
gue abarcar la realidad que tratamos de exponer y que el último de ellos es, en el caso de 
nuestro presupuesto, el que tiene consecuencias más negativas sobre la propia eficacia y 
eficiencia del sector público. Y lo que es más, no se trata de que sean incompletos y que 
de la adición de todos ellos, a lo que nosotros añadiríamos un curioso enfoque politológi-
co, se tenga una idea cabal del fenómeno presupuestario, en especial del referido a nues-
tro país. Lo que le falta a todos ellos y nosotros tratamos de aportar es un hilo lógico con-
ductor que coloque el presupuesto en su perspectiva eminentemente administrativa. Esta 
perspectiva debería llegar a facilitar una teoría para comprender el fenómeno y una técni-
ca para actuar con mayor efectividad. 
El presupuesto sólo puede ser estudiado con una visión totalizadora y no mera-
mente completa desde la perspectiva de la Ciencia de la Administración, pues es ésta, la 
Administración, el objeto, el sujeto y el que aporta los recursos técnicos y humanos que 
delinean el presupuesto en nuestro país. Lejos estamos, no obstante, de considerar el pre-
supuesto como algo que se puede ver desde la óptica reduccionistamente administrativa, 
como la mera aplicación de normas, recursos y procedimientos para hacerlo lo más eficaz 
posible y al servicio de la sociedad. La Administración es una pieza clave del sistema 
político en su conjunto, como es el centro de todas las fases que podamos encontrar de las 
políticas públicas existentes o proyectadas. Es decir, siendo la Administración el centro, o 
un centro metodológicamente eficaz para nuestros propósitos de entender el funciona-
miento del presupuesto español, no lo es todo. La totalidad la aporta la inserción de la 





A este respecto es fundamental la inserción de este trabajo dentro de lo que para Subirats es la 
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 Aspectos instrumentales son las técnicas contables, de análisis económico, geren-
ciales o jurídicas que se dan cita en el presupuesto; no así la conexión que en la Ciencia 
de la Administración se da entre la política, en su más alta formulación que incluye los 
aspectos electorales y de opinión pública, y la prestación de servicios públicos y de regu-
lación social que producen las diferentes administraciones públicas. Esos aspectos ins-
trumentales, que son ingrediente diario de las actividades de las administraciones públi-
cas, son comprensibles tan sólo en clave política, esto es, en su dimensión administrativa. 
 Como muestra de que no pretendemos una originalidad radical de nuestro plan-
teamiento sino que, muy al contrario, estimamos que existe una línea conductora que vie-
ne de muy atrás, sirva el hecho de que en una publicación lejana y previa a la actual preo-
cupación por el déficit, la eficiencia económica y la presupuestación, ya se encierran ale-
gatos de gran actualidad sobre el papel del presupuesto, de la colisión entre intereses y de 
la maldad intrínseca del déficit público (que nos excusen los keynesianos y la nueva iz-
quierda, todavía prisioneros de la idea de la bondad per se de la existencia de déficit pú-
blico y de la preferencia de las inversiones reales sobre el gasto corriente). El texto esco-
gido tiene esa visión que hoy llamaríamos sistémica que pone en relación la Hacienda, la 
organización y la reforma administrativa en el interior del presupuesto público: 
 
 Si con los ingresos por contribuciones, impuestos y rentas, sin agobiar la riqueza 
ni matar ni perjudicar la industria, se pudieran cubrir todos los gastos públicos, el 
desempeño del importantísimo cargo del Ministro de Hacienda sería bien fácil. ¿Pero 
sucede esto? 
 Cuando las contribuciones, impuestos, rentas y los productos de las fincas y dere-
chos del Estado no bastan a cubrir sus múltiples obligaciones, hay que apelar a la sus-
pensión de pagos, o a los empréstitos, o a la exacción de nuevos impuestos. 
 Con la suspensión de pagos sobreviene el descrédito, la bancarrota, y por consi-
guiente la paralización de los servicios públicos; y de aquí el desorden administrativo. 
 Los empréstitos traen consigo el aumento de la Deuda pública y el déficit de los 
presupuestos sucesivos. 
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 El aumento de los impuestos ocasiona por lo general perturbación en los ramos 
productivos y disgusto en los contribuyentes, que siempre llevan a mal los nuevos im-
puestos, y con mucho más motivo cuando resultan sobrecargados con los tributos ordina-
rios. 
 Para evitar estos inconvenientes, siempre graves, el mejor medio es: 
 1º Procurar el aumento de las contribuciones y rentas públicas, moralizando 
la Administración, y persiguiendo el fraude. 
 Y 2º Reducir el presupuesto de gastos con todas las posibles economías; eco-
nomías que pueden obtenerse si los destinos se reducen a los precisos; si se confieren a 
personas idóneas; si se suprimen también gastos de mero lujo; si se establece por regla 
general la inamovilidad de los empleados; y por último, si se simplifica la Administra-
ción por medio de una prudente descentralización de los servicios. 
 Hasta ahora no se ha seguido este buen camino: ya parece que se piensa seria-
mente en emprenderlo. Han declarado los gobiernos muchas veces que su propósito es 
moralizar la Administración pública, y a la vez hacer economías;  y para esto último han 
querido proveerse de autorizaciones especiales, como se ve por el artículo 66 de la ley de 
presupuestos de 11 de julio de 1877, por el 42 de la de 21 de julio de 1878, por el 7º de la 
de 25 de julio de 1883 y por el 8º de la de 7 de julio de 1888; pero tan buen deseo de re-
organizar los servicios públicos haciendo en ellos convenientes economías, se ha visto 
contrariado por las exigencias de esa desatentada política que no sabe atender a más 
que al interés de las personalidades que se disputan el poder, a costa del desconcierto de 
esos mismos servicios y del prestigio de la Administración; de manera que la llamada 
reorganización suele convertirse en desorganización, y las economías en notable y pro-
gresivo crecimiento de los gastos…23 
  
Prescindiendo del estilo antiguo y de la economía en la dicción, hoy difíciles de lograr, 
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B. Los estudios sobre el tema y las diferencias de enfoque 
 
a. En el extranjero 
 
 Los estudios sobre el presupuesto han adoptado principalmente dos perspectivas 
distintas al analizar cómo y quiénes elaboran los presupuestos. 
 A la primera y más conocida la podríamos denominar del comportamiento o 
behaviorista, sin implicar este término su adscripción a la escuela psicológica de igual 
nombre. El conjunto de estudios a los que agrupamos así está encabezado por Aaron Wil-
davsky y desde el nacimiento de esta corriente
24
 lo que se han producido son añadidos o 
reelaboraciones de la obra inicial de este autor. La obra de Wildavsky se enmarca plena-
mente en una perspectiva politológica, compartiendo muchos de los puntos de vista polí-
ticos que son usuales en la corriente clásica anglosajona, en concreto un punto de vista 
liberal, que comparte muchas de las asunciones de la economía de mercado, y un gran 
realismo, rayano en el descriptivismo absoluto, aplicado todo ello al estudio de la Admi-
nistración y del proceso presupuestario. 
 Lord, en su estudio sobre la realidad francesa, sigue absolutamente esta perspecti-




 En conjunto, estos autores exponen críticamente los sistemas presupuestarios tra-
dicionales, pero terminan aferrándose a ellos como más congruentes con la realidad y la 
racionalidad política que las presentadas como revolucionarias e innovadoras “nuevas 
técnicas presupuestarias”. 
 El enfoque politológico de la obra The Politics of the budgetary process, de Aaron 
Wildavsky sienta las bases para un examen del comportamiento real del presupuesto de 
los Estados Unidos. Pero el hecho de su referencia continua a la situación USA en sus 
diversas ediciones y que, como tal, examine los intentos reformistas de los años 60 a 80 
en los Estados Unidos no significa que nos interese únicamente desde una perspectiva 
comparatista. El esquema conceptual de actores en litigio y de competencia entre agen-
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cias creemos que es válido para todos los sistemas presupuestarios, siempre que no se 
pretenda trasladar meramente lo que ocurre en los Estados Unidos a la situación continen-
tal europea, a la británica o a nuestro propio país. Precisamente las ideas de esta obra lle-
van a hacer la operación contraria: ¿cuál es la causa de que sistemas presupuestarios e 
innovaciones técnicas aparentemente no tan diferentes produzcan resultados tan contra-
dictorios? 
 La respuesta no cabe hallarla en la vaga referencia a las diferencias culturales o a 
lo sofisticado de los sistemas sociotécnicos norteamericanos, sino precisamente en lo di-
verso de los sistemas políticos, empezando por los propios sistemas electorales y de orga-
nización política del espacio. 
     El enfoque de la Public Choice es, dentro del punto de vista económico, el que 
más importancia da al aspecto político y burocrático del presupuesto. Su intención pres-
criptiva y su análisis de la maximización del presupuesto por los burócratas le dan una 
orientación muy distinta a la señalada en el párrafo anterior. Su visión pluralista de lo que 
ocurre en el interior y fuera de la máquina burocrática que produce el presupuesto son un 
punto de partida de todos los estudios del presupuesto que se producen actualmente. 
 Una segunda línea de estudios desde la perspectiva organizativa es aquella que 
trata de aplicar a la organización presupuestaria los conocimientos más asentados y ya 
tradicionales de la denominada “teoría de la organización”. Así la mayoría de los estudios 
sobre organización presupuestaria de Administrative Science Quarterly, que tienen como 
principal valor la operacionalización y, en ocasiones, cuantificación de la influencia del 
entorno y de las condiciones sociotécnicas sobre las distintas variables de la organiza-
ción
26
. Más que de una descripción “realista” como las que citábamos antes, se adopta 
una posición de cierto distanciamiento y descripción “fría” de los datos susceptibles de 
alguna medición. Estos análisis se apoyan por lo demás en la comparación de distintas 
organizaciones y en análisis a lo largo del tiempo de los cambios operados y de las varia-
bles significativas. 
 El estudio de Sonja Sackmann sobre las culturas y subculturas en las organizacio-
nes es un ejemplo de la posible aplicación de estos estudios parciales al análisis de la ad-
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, especialmente referido al estudio del elemento
humano y de las distintas y contradictorias lealtades organizativas que podemos encon-
trar. 
La descripción de la organización presupuestaria estatal española que aquí inten-
tamos pretende recoger parcialmente estas aportaciones, pero pretende hacerlo sin caer en 
la tentación de ir verificando la validez de cada una de las conclusiones expuestas en es-
tos estudios. Así, la descripción de hechos observados por los autores reseñados no se 
recoge directamente por no ser fundamental en este estudio, por más que ciertas afirma-
ciones provienen precisamente de esa experiencia directa, utilizada tanto por anglosajones 
como por el propio Zapico, en España. 
b. En España
Además de las aproximaciones que desde diversas disciplinas han descrito en dife-
rentes momentos la realidad que nos interesa, tres son los principales estudios que pode-
mos traer a este apartado: 
En primer lugar las visiones histórico-políticas del presupuesto que tratan a éste 
como un elemento clave del proceso político en la historia. En los análisis referidos a la 
situación actual del proceso presupuestario suelen ser menos incisivos y dar por garanti-
zado el entorno democrático y de progreso. Sus representantes serían César Albiñana 
García-Quintana y Álvaro Rodríguez Bereijo, algunas de cuyas obras se mencionan en la 
bibliografía. 
En segundo lugar los clásicos enfoques contables que tratan el presupuesto en esta 
clave por más que se refieran a aspectos organizativos y, sobre todo, a la introducción de 
nuevas técnicas presupuestarias. Las obras Nuevas Técnicas Presupuestarias de Querol y 
Bellido y El presupuesto del Estado... de Jaime Sánchez Revenga representan esta visión, 
defendida habitualmente por funcionarios dedicados a tareas de control, intervención y 
contabilidad en uno u otro momento. 
Un enfoque novedoso es el representado por aquellos que entran directamente en 
la descripción de las nuevas técnicas presupuestarias y lo hacen con una consideración de 
27
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los problemas organizativos distinta de la anterior, por cuanto exponen con alguna crítica, 
ciertamente medida, los intentos modernizadores emprendidos en nuestro país. Incorpo-
ran los aportes a la teoría presupuestaria de los clásicos de esta disciplina, pero lo hacen 
sin traer consigo la necesaria crítica y la referencia continua al sistema político. 
 El libro La modernización simbólica del presupuesto público de Eduardo Zapico 
Goñi es sin duda la mejor aportación a nuestro objeto de estudio. En nuestro país, el pri-
mer estudio realista sobre el presupuesto es también tributario de la perspectiva adoptada 
por Wildavsky y Lord, lo que puede llevar a la conclusión de que son mayores las seme-
janzas que las diferencias entre los distintos sistemas presupuestarios. Así Eduardo Zapi-
co, al analizar el sistema presupuestario estatal español entre 1984 y 1987
28
, sigue el ca-
mino de estos autores y reproduce ciertas ideas sobre el presupuesto incremental tal como 
fueron primero expuestas sobre los Estados Unidos y Francia. 
3. HIPÓTESIS 
 
 Inicialmente, se trataba de responder a la pregunta de cómo los cambios produci-
dos en la sociedad, en el sistema político y en las nuevas condiciones económicas y técni-
cas han hecho variar la estructura y actuación de un sector capital de la Administración 
pública española. Para ello se huía tanto del enfoque jurídico como de discursos volunta-
ristas, más cercanos a declaraciones de principios de contenido político que a visiones 
con pretensiones científicas. Este enfoque de sistemas destaca inicialmente el valor del 
entorno social, político y técnico.  
 La hipótesis de partida era que el estudio de las organizaciones -más aún de las 
públicas- es un aspecto del estudio de la estructura social y que, por tanto, los cambios en 
las fuerzas sociales, culturales y ambientales que prevalecen durante una época, y en la 
tecnología asequible, influyen decisivamente en la forma organizativa específica que 
adopta la Administración pública. La interrelación entre situación social total y organiza-
ción administrativa da lugar a nuevas formas de comportamiento, políticas operativas, 
procedimientos de trabajo y de control y patrones de relaciones y obligaciones. La estruc-
tura así definida -sin entrar aquí en las distinciones entre estructura formal e informal- era 
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el principal objeto de análisis de la investigación que, partiendo de la construcción de un 
organigrama realista, tendería a especificar redes de autoridad y, sobre todo, redes de co-
municación e influencia. 
 Por tanto dos eran los pilares básicos sobre los que se pretendía basar la investiga-
ción: empirismo y que efectivamente los factores principales de cambio habían sido el 
entorno sociopolítico y las condiciones tecnológicas imperantes, básicamente la informa-
tización del presupuesto. 
 En cuanto al primero, la pretensión de basar toda la investigación en datos duros 
diferentes de los discursos políticos tan a menudo presentes incluso en las propias nor-
mas, ha sido conseguido sólo parcialmente. No ha sido posible tener acceso a todas las 
fuentes de conocimiento que habrían sido necesarias, lo que ha limitado los objetivos de 
la investigación. No se ha podido acceder a documentación, informes o programas de 
trabajo que, además de la normativa legal, aportasen información relevante acerca del 
funcionamiento y de las condiciones reales de la organización considerada. En gran me-
dida porque tal información no existe o no se localiza en archivos públicos, pero también 
porque la Administración no es muy dada a permitir el examen de su funcionamiento 
interno ni a propios ni a extraños. Así el estudio ha tenido que basarse en las normas de 
diverso rango que se publican habitualmente en los boletines oficiales, en dispersos do-
cumentos internos sin carácter oficial, borradores de normas o notas de reuniones y, en 
gran parte, en la observación directa como participante en la propia actividad estudiada y 
en conversaciones mantenidas con diversos actores de la función presupuestaria. A pesar 
de estas limitaciones, se ha podido constatar que la realidad de nuestro presupuesto y de 
la organización presupuestaria difieren de la imagen que tratan de dar los máximos res-
ponsables de ambos, así como la existencia de numerosas normas cuyo cumplimiento es 
prácticamente inexistente. 
 El segundo pilar de la investigación, la hipótesis de relevancia mencionada más 
arriba, ha quedado en parte desmentida y en parte confirmada por los datos que ha sido 
posible obtener. Pero sobre todo y es lo importante, ha quedado delimitada y concretada 
por el enfrentamiento a la realidad actual y pasada, variando así las conclusiones que se 
podía esperar obtener del estudio. Se tiende a considerar, y tal era mi propia opinión antes 
de realizar esta investigación, que se dan unas relaciones entre la Administración y su 
entorno que se traducen en que éste es el principal factor que hace que aquélla sea de de-
terminada forma y actúe de determinada manera. Ello sin despreciar necesariamente ni la 
influencia que la Administración tiene sobre su entorno ni los propios elementos internos 
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que son su componente principal. Tal idea en el caso concreto estudiado, se traduciría en 
la importancia de los cambios políticos ocurridos desde 1977 en adelante sobre la Admi-
nistración presupuestaria, en un determinado sentido de mayor democratización del pro-
ceso con un protagonismo creciente de las Cortes Generales, en una profundización de los 
principios presupuestarios clásicos en cuanto éstos suponen una institucionalización del 
control de los gobernantes por los gobernados, en una modernización del proceso y de los 
medios empleados dado el impulso modernizador de la Administración que se considera 
consustancial a la democratización del sistema político. La misma idea de dominancia del 
ambiente sobre la organización se debería traducir, sin caer en un estudio jurídico de 
nuestra norma fundamental que es completamente ajeno al propósito de este trabajo, en 
un cambio radical a partir de la promulgación de la Constitución de 1978 -tan rica a veces 
en pronunciamientos acerca del sistema económico y del funcionamiento de la Hacienda 
pública. Finalmente también cabría esperar una gran cascada de cambios a partir del mo-
mento en que se produce la alternancia política en octubre-diciembre de 1982. En resu-
men existirían como grandes hitos en la evolución de la Administración en general y de la 
presupuestaria en particular, que habría que datar en julio de 1977, diciembre de 1978 y 
diciembre de 1982, esperando por tanto que al final del período estudiado (1996), la si-
tuación del documento presupuestario, del proceso por el que se elabora y de la Adminis-
tración que se relaciona más directamente con él, fuera substancialmente diferente de la 
heredada de un régimen de dictadura personal, gobierno tecnocrático y sector público con 
escasa participación en la economía global. 
 Trataremos de exponer en qué medida tal proceso se ha producido realmente en 
nuestro presupuesto, el presupuesto del Estado, como instrumento de ámbito general más 
importante para el conjunto de las administraciones públicas. 




La bibliografía que se incorpora aquí no pretende ser exhaustiva, sino referir aquellas 
obras que han sido realmente importantes en la elaboración de este trabajo de investiga-
ción. Son aquellas obras sin las cuales el trabajo carecería de un hilo conductor y aun de 
ideas. De la misma manera que se han excluido muchas obras que aparecen reflejadas en 
las notas finales y que, por tanto, han contribuido de manera importante en el texto, tam-
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poco aparecen glosadas obras que han sido fundamentales en la propia formación crítica y 
científica del autor. Entre estas últimas hay que citar el Curso de Ciencia de la Adminis-
tración de Mariano BAENA DEL ALCÁZAR en su ediciones de 1985 y 2000, El com-
portamiento administrativo de Herbert A. SIMON (Aguilar, Madrid 1964) y La estructu-
ración de las organizaciones de Henry MINTZBERG (Ariel, Barcelona, 1984). Estas tres 
obras son, junto a The Politics of the Budgetary Process, de Aaron WILDAVSKY (1ª 
Edición 1964, 4ª Edición 1984), los cimientos, a veces ocultos, a veces visibles de todo el 
trabajo. 
Deben citarse en primer lugar las obras correspondientes a Álvaro Rodríguez Bereijo, 
dado que suponen el primer contacto con la bibliografía que introducen para esta tesis la 
perspectiva política, más allá del mero empleo de técnicas presupuestarias en la Adminis-
tración pública. Además el contacto con el autor es directo y se produce cuando se em-
pieza a diseñar el proyecto de tesis doctoral. 
La Ley de presupuestos en la Constitución Española de 1978, dentro de la obra colectiva 
La Hacienda Pública en la Constitución Española, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales 
1979. Se refiere a lo siguiente: El presupuesto institución basilar del régimen parlamenta-
rio, el presupuesto en el actual Estado democrático y la supremacía del poder ejecutivo, 
los principios presupuestarios en la Constitución: el principio de competencia, la reserva 
de ley presupuestaria y su naturaleza jurídica; los principios de unidad y de universalidad 
presupuestaria; el principio de anualidad presupuestaria, los gastos plurianuales y las re-
laciones plan-presupuesto; la elaboración y aprobación del presupuesto; el ciclo presu-
puestario en la Constitución Española: elaboración y plazos preclusivos, aprobación, con-
tenido y prórroga; el debate del presupuesto y la limitación de la iniciativa parlamentaria 
en materia presupuestaria. 
El control parlamentario de la política económica, Hacienda Pública Española n° 97, 
1985 Su esquema es el siguiente: la política económica y presupuestaria en el marco de 
las funciones del Estado contemporáneo (incluye ideas ya plasmadas en la obra mencio-
nada arriba), crisis y transformación de la institución presupuestaria, decadencia (crisis) 
del control parlamentario del presupuesto (de gran interés, critica el procedimiento de 
aprobación [p.131) y alude al sector público sumergido así como a la idea de la creación 
de una Oficina Presupuestaria de las Cortes como staff presupuestario [p. 132]; critica así 
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mismo el bicameralismo en el presupuesto [p.133] y las limitaciones de las Cortes [p. 
134]. Defiende además el control cara al mercado político [p.135]; la potenciación de la 
función de control presupuestario a través del Tribunal de Cuentas. 
 
La obra de Paul LABAND, El Derecho presupuestario, Madrid, Instituto de Estudios Fis-
cales, 1979, además de obra clásica del presupuesto (1871) contiene una valiosísima in-
troducción del propio Rodríguez Bereijo (páginas IX a LXXIII), que sitúa el presupuesto 
en el marco de las relaciones entre los poderes del Estado, a la vez que señala la intencio-
nalidad política pro-ejecutivo de Laband en el conflicto en Prusia en los años 1860 y si-
guientes. A este respecto incorpora la frase de LASSALLE Los problemas constituciona-
les no son primariamente problemas de Derecho, sino de poder, y por tanto los problemas 
de negociación, de transacciones de negociación, se dan también en el seno de la Admi-
nistración pública, entre los ministerios y los ministros, y no entre Gobierno y Parlamen-
to. La frase de Alicia en el País de las Maravillas (Lewis CARROLL) “La cuestión es 
saber quién es el que manda..., eso es todo.” 
 
Ignacio BAYÓN MARINÉ, en Problemas vigentes del Derecho Presupuestario español, 
Hacienda Pública Española n° 11, 1971, además de seguir en esa perspectiva histórica y 
jurídica de gran realismo aparente que sirvió de marco conceptual a esta tesis, examina la 
presupuestaria como una institución en continua dialéctica, resaltando el significado or-
gánico y político del presupuestó [79]. Distingue entre fases de preponderancia guberna-
mental y fases de autonomía parlamentaria. Dentro del Gobierno señala la supremacía del 
Ministerio de Hacienda, defendiendo él para España la existencia de algo parecido a una 
OMB [80]. En la fase de preparación señala ya entonces las valoraciones de gastos no 
sinceras, algo de continua actualidad. En la aprobación destaca la pérdida de poderes de 
los parlamentos, por la limitación en la iniciativa de las leyes de contenido económico 
(¿cuál no?) y la elusión de la competencia parlamentaria. En la ejecución la modificación 
de los créditos por el Gobierno es el hecho señalado y en la fase de control del presupues-
to la evasión del Derecho público contable. Finalmente defiende la vinculación del presu-
puesto a la legislación programadora de gastos, conectando la plurianualidad y la seguri-
dad jurídica [99]; congruentemente defiende dotar de competencias presupuestarias a los 
órganos planificadores. Hoy simplemente señalaríamos que el presupuesto dure al menos 





La obra de César ALBIÑANA GARCÍA QUINTANA La evolución histórica del presu-
puesto español, Hacienda Pública Española n° 11, 1971 fue básica en la génesis de esta 
tesis, al asomarse a las siguientes cuestiones donde pone en relación presupuesto y sobe-
ranía política a lo largo de un dilatado período de tiempo: 
I. La prehistoria del presupuesto: Las Cortes medievales, el Consejo de Hacienda, las 
Juntas de medios, las escrituras de millones y las evaluaciones ministeriales 
II. El presupuesto en los textos constitucionales: del Estatuto de Bayona a las siete Leyes 
Fundamentales 
III. El presupuesto en las leyes ordinarias a través de los principios presupuestarios 
En Técnicas presupuestarias y opciones políticas, Presupuesto y Gasto Público 11, 1981 
este autor parte del deslinde entre actividad administrativa y actividad política, vinculan-
do el área presupuestaria al ejercicio de la política. No obstante, incorpora la Ciencia de la 
Administración como ciencia neutral o conjunto de técnicas dirigidas a la eficacia, en 
concreto a la eficacia del gasto público, dado que éste no es sometible a disciplina jurídi-
ca. Al igual que hacía Rodríguez Bereijo insiste en los apoyos orgánico-técnicos a los 
parlamentarios y, más allá que aquél, señala la influencia de los burócratas sobre la deci-
sión política a través de las nuevas técnicas [18]. 
 
La perspectiva histórico- política es manejada también por Francisco ESCRIBANO LÓ-
PEZ en El poder del Estado en el marco político general, Hacienda Pública Española n° 
50, 1978, examinando en primer lugar la pugna entre asambleas y monarcas como origen 
del presupuesto. Contempla igualmente la ley de 1911 y sus modificaciones tras la guerra 
Civil, la relación entre la reforma política y la Ley General Presupuestaria y el antepro-
yecto de Constitución de 1978. 
 
Joaquín COLLADO ANDREU, Consideraciones sobre el origen y evolución dela IGAE, 
Hacienda Pública Española n° 31, 1974, contiene una visión histórica del órgano de con-
trol interno y elaboración presupuestaria desde su origen. 
 
Luis María CAZORLA PRIETO, El control financiero externo del gasto público en la 
Constitución Española de 1978, Presupuesto y Gasto Público n° 2, 1979, examina el con-
tenido jurídico constitucional de la regulación del Tribunal de Cuentas. 
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Emilio RECODER DE CASSO, Iniciativa legislativa presupuestaria, Presupuesto y Gasto 
Público n° 18, 1983, destaca el protagonismo del Ministerio de Hacienda y extiende el 
alcance de la iniciativa a todo tipo de cuestiones salvo crear tributos. 
 
Miguel Ángel MARTÍNEZ LAGO, Los límites a la iniciativa de las Cortes Generales en 
materia presupuestaria, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, Monografía n° 90, 1990 
parte de su desacuerdo con el artículo 134, apartados 5 y 6 de la Constitución y el desa-
rrollo posterior por los reglamentos del Congreso de los Diputados y el Senado. Es muy 
importante para nosotros la perspectiva histórica y actual del problema, al contemplar el 
debate histórico-constitucional y examinar la institución presupuestaria en las relaciones 
entre el Gobierno y el Parlamento. 
 
Desde una perspectiva completamente diferente Roy T. MEYERS, en Biennial Budgeting 
by the U.S. Congress, Public Budgeting and Finance, Summer 1988, destaca la influencia 
de la mayor capacitación y profesionalización de los parlamentarios sobre la anualidad o 
bienalidad del presupuesto, así como la influencia del color político de la Presidencia y 
del Congreso 1231, asimismo refuerza mi tesis de la función política frente al carácter 
instrumental del presupuesto [28]. 
 
Asimismo, Naomi CAIDEN, en La política de sustracción, Hacienda Pública Española n° 
97, 1985 incluye una descripción muy interesante del comportamiento presupuestario del 
Congreso norteamericano. La elaboración del presupuesto en un contexto de escasez es 
diferente respecto al contexto de crecimiento de los años 60. Disminuye el incrementa-
lismo y el automatismo en la toma de decisiones, dado que restar no es lo mismo que su-
mar y ahí se incrementa el conflicto. 
 
Joan COLOM NADAL, Los trámites de aprobación del presupuesto desde una perspecti-
va fines-medios, Hacienda Pública Española n° 97, 1985 se refiere al sistema de discu-
sión y aprobación del presupuesto como una de las restricciones a tener en cuenta. De ahí 
la importancia del legislativo en el proceso presupuestario [539]. Al examinar el presu-
puesto en su paso por las Cortes Generales se refiere a la entonces inexistente Oficina de 





Para Donald W. MORAN, Perspectivas sobre las propuestas de reforma del proceso, pre-
supuestario, Hacienda Pública Española n° 97, 1985 la reforma del presupuesto empieza 
por el legislativo [637]. 
 
David COOMBES, en El poder financiero del Parlamento, Madrid Instituto de Estudios 
Fiscales, 1981 (Inglés 1976) se refiere a la introducción de la RCB y el declive del Parla-
mento en Francia, con amplia referencia a la informatización del presupuesto. 
 
Miguel Ángel LASHERAS MERINO y Miguel Ángel MARTÍNEZ LAGO, La publici-
dad del gasto público y el proceso de elaboración del presupuesto, Hacienda Pública Es-
pañola n° 110/111, 1988 aluden al equilibrio de los poderes ejecutivo y legislativo en el 
trámite de elaboración del presupuesto. Así mismo se refieren a cuestiones de márketing 
presupuestario, como el escaso eco de la intervención del poder legislativo en el proceso 
presupuestario y cómo el debate político de los presupuestos afecta a la percepción y re-
ceptividad de los ciudadanos hacia los temas presupuestarios. Finalmente se refieren a la 
ilusión financiera y al dato de que en la consecución de los derechos económicos y socia-
les tiene mucho que ver la forma y el contenido con que se gestione la Hacienda Pública 
[39 y ss. ]. 
 
Juan J. ZORNOZA PÉREZ en El equitativo reparto del gasto público y los derechos eco-
nómicos y sociales, Hacienda Pública Española n° 113, 1988 conecta el artículo 31.2 de 
la Constitución con la garantía jurídica de los derechos económicos y sociales desde el 
punto de vista de la Hacienda pública, ahondando así mismo en el significado constitu-
cional de la asignación equitativa de los recursos públicos [49]. 
 
Rudolf GOLDSCHEID, en Estado, Presupuesto y Sociedad. Un enfoque sociológico de 
los problemas de la Hacienda Pública, Hacienda Pública Española n° 2, 1970 expone: la 
deficiencia más seria de la totalidad del cuerpo de las ciencias sociales es que carezcamos 
hoy de una teoría de la sociología financiera y que los problemas de finanzas públicas 
carezcan de base sociológica [170]. Señala la necesidad de investigar las causas: para 
averiguar por qué las cosas son como son, para averiguar lo que podrían ser en otro caso 
[172]. Finalmente, aunque se fija excesivamente en los aspectos de ingresos públicos, 
señala que lo importante no son las clases y niveles de los impuestos, sino su empleo 
[173]. En Estado. presupuesto público y sociedad. Esencia y cometido de la Hacienda 
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desde el punto de vista de la sociología, Hacienda Pública Española n° 58, 1979, defiende 
la Hacienda como la doctrina del presupuesto público [334]. Lo que opone al presupuesto 
público respecto al presupuesto privado son las necesidades sociales. En Socialismo de 
Estado o Capitalismo estatal: una contribución sociológico-financiera a la solución del 
problema de la Deuda Pública, Hacienda Pública Española n° 34, 1975 (de Id. Leipzig 
1917), señala Entre el Estado y su presupuesto existen unas relaciones tan estrechas que 
es preciso calificar directamente al último como cuerpo del Estado, sin cuyo conocimien-
to más concienzudo no pueden adquirirse, en consecuencia, explicaciones suficientes e 
idóneas sobre el espíritu que lo informa y configura [198]. A continuación relaciona ínti-
mamente la Hacienda y la sociología. Como centro de las negociaciones parlamentarias 
en todos los países destaca las aprobaciones de créditos, ya que el presupuesto es la espi-
na dorsal del Estado [200]. Finalmente critica la deuda pública no por sus consecuencias 
económicas sino porque supone el control del Estado por los acreedores de éste. 
José María LOZANO IRUESTE en Una aportación a la sociología financiera, Hacienda 
Pública Española no 58, 1979 realiza una glosa de la obra de Rudolf GOLDSCHEID, la 
gran importancia del presupuesto y de la sociología financiera, de donde se extraen la 
frase El eje central de la Hacienda es el presupuesto y la definición del presupuesto como 
el esqueleto del Estado desprovisto de toda ideología embellecedora. 
En la misma línea Miguel BELTRÁN en Ideologías y gasto público en España (1814-
1860), Madrid Instituto de Estudios Fiscales, 1977 realiza en sus dos primeros capítulos 
(El análisis político del gasto público y Gasto público y funciones del Estado) un agudo 
análisis, novedoso en nuestro país, de los aspectos políticos y burocráticos del presupues-
to y su Administración. Se refiere al papel de los burócratas en la confección del presu-
puesto: la inercia burocrática puede reducir el deseo de novedades del Gobierno, incluso 
cuando parte de los efectivos burocráticos […cambiaban con el Gobierno por la vigencia 
de un spoil system que, hasta cierto punto, podía garantizar una menor resistencia buro-
crática a los cambios de cualquier orden que se propusiese el Gobierno... [47] y también a 
la modernización por los propios órganos administrativos, no por el clamor popular [128]. 
También maneja la idea de la verdad de las cifras contenidas en el presupuesto [78-79] y 
la de déficit de las necesidades públicas [85]. Los restantes capítulos, objeto central de 




1860 y sus magnitudes, relacionando su volumen y composición con la ideología impe-
rante en cada momento, con una perspectiva que hemos combatido en este capítulo. 
 
José GARCÍA LÓPEZ, en El presupuesto y la opinión pública, Hacienda Pública Españo-
la no 19, 1972 analiza el nivel de preocupación por el presupuesto por parte de la opinión 
pública, concluyendo que es escaso debido a su complejidad. Sólo se interesan los fun-
cionarios, los profesionales liberales, los ejecutivos y las sociedades medianas y grandes 
[197]. Defiende una política de extensión informativa y de participación en las elecciones 
[199]. 
 
Francisco ALVIRA y José GARCÍA LÓPEZ, en Actitudes de los españoles ante el Gasto 
Público y sentimiento del contribuyente, Hacienda Pública Española n° 34, 1975, anali-
zan a través de una encuesta de opinión las creencias, las valoraciones y actitudes de los 
sujetos, no su conducta. Distinguen entre la actitud expresada y el comportamiento o con-
ducta efectiva. Existe relación entre ambas pero hay que medirla [102]. Así mismo señala 
que un rasgo peculiar de la actitud de los ciudadanos sobre los Gastos Públicos es el di-
vorcio entre éstos y los recursos necesarios para su financiación. [110] Se refieren al sen-
timiento del contribuyente: relación entre beneficios e impuestos pagados [133]. 
 
José GARCÍA LÓPEZ y Francisco ALVIRA, en Los españoles y el sistema fiscal, Ha-
cienda Pública Española n° 44, 1977 destacan la importancia de informar a la población 
sobre el tema de la reforma fiscal para conseguir el apoyo de los beneficiarios [236], con-
templan el sentimiento del contribuyente de recibir menos beneficios que impuestos paga 
[240] y la actitud de los individuos hacia el output del Estado [244]. 
 
George KATONA, en Actitudes de los americanos hacia el gasto público y su financia-
ción, Hacienda Pública Española n° 34, 1975, se plantea si los gobiernos deberían seguir 
los cambios de la opinión pública respecto al gasto. Así, se plantea que ciertas ideas sobre 
los gastos públicos son permanentemente favorables (educación, hospitales y asistencia 
médica y reducción de la contaminación). También la opinión es permanentemente 
opuesta a la ayuda exterior y la exploración espacial. Observa cambios de opinión respec-
to al bienestar social y a la defensa (Vietnam). En aquel momento detecta ausencia de 
rebelión impositiva: la disposición a pagar impuestos más altos se relaciona con las opi-
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niones sobre la utilidad de un gasto [151]. Así mismo observa las diferencias que existen 
en las actitudes entre los diferentes grupos de población. 
 
Richard T. CURTIN y Charles D. CHOWAN, Actitudes de los americanos hacia el gasto 
público y su financiación (un análisis secundario), en Hacienda Pública Española n° 34, 
1975, matizan más al expresar: La elección del presupuesto debe reflejar las necesidades 
públicas; y todos [los teóricos] tienen en cuenta, como guía, las preferencias privadas por 
los bienes públicos [155]. Los determinantes de las preferencias fiscales son dos: las con-
sideraciones sobre nuestro propio bienestar y sobre el bienestar de los demás; y un tercer 
determinante: la programación en el tiempo de los gastos con respecto a las tendencias 
económicas esperadas. 
 
Richard GOODE, en Intereses creados y reforma tributaria, Hacienda Pública Española 
n° 100, 1986, considera los intereses con un tratamiento técnico en relación con la refor-
ma tributaria. Esta entraña aspectos de negociación, de considerar a los sectores afectados 
desde la perspectiva del impuesto (no del gasto). 
 
Fritz Karl MANN, en Perspectivas sociológicas de la decisión político-financiera, Ha-
cienda Pública Española n° 9, 1971, destaca la idea predominantemente política o de 
compromiso sobre la idea seudotécnica de racionalidad ideal [106-107]. 
 
Ricardo MONTORO ROMERO, en El gasto público frente al cambio en la sociedad es-
pañola, Hacienda Pública Española n° 52, 1978 resalta el papel del aparato administrativo 
en un Estado más intervencionista, así como la evolución del conjunto social en su res-
puesta al gasto público. 
 
G. SCHMOELDERS en La investigación del comportamiento humano en la Hacienda 
Pública, Hacienda Pública Española n° 34, 1975 se dirige sobre todo al comportamiento 
fiscal de los ciudadanos respecto al Estado y aplica categorías psicológicas para com-
prender [18]. En general resalta el elemento humano: contribuyentes, políticos, legislado-
res y funcionarios. 
 
Francisco MURILLO FERROL en La nueva economía política, Hacienda Pública Espa-




cia Económica [169], así como el hecho claro ignorado por la política de que previo a la 
distribución es la producción (campo de la eficiencia) [170]. 
 
José GARCÍA LÓPEZ, en La orientación política de la sociología financiera, Hacienda 
Pública Española n° 34, 1975, trae a colación cierta sistemática en la literatura financiera 
que busca las leyes de su ciencia, fuera de la economía y de la psicología social, en el 
sector más amplio de la política, puesto que en el fondo de toda decisión financiera está 
un problema político. 
 
La obra de J.A. SCHUMPETER, Capitalismo. Socialismo y Democracia, Biblioteca de 
Economía, Ed. Orbis, 1983 (1ª Edición 1942, 2ª Edición 1946) sí integra ambas ciencias 
en su visión de la economía pública y del presupuesto. Realiza una defensa de la gestión 
pública, en ciertos sectores de actividad, que conlleva una extensión de la participación 
del sector público [166]. Defiende la contabilidad como un elemento de racionalidad 
[171], a la vez que se plantea el problema de la gerencia burocrática [268] y de la adulte-
ración de la información eficaz [337]. Analiza el presupuesto como función administrati-
va [354] y defiende la burocracia como condición de la democracia [372]. 
 
Fernando VICENTE-ARCHE DOMINGO, en Hacienda Pública y Administración Públi-
ca destaca el aspecto organizativo de la Hacienda Pública, así como su aspecto jurídico 
(siguiendo a Santi Romano). Contrapone así mismo Hacienda Pública y Administración 
Pública como dos formas diferentes de estar organizado el Estado. 
 
Richard A. MUSGRAVE, en Principios de determinación del presupuesto, Hacienda Pú-
blica Española n° 19, 1972 (aunque la obra original es de 1956/57), parte de que el presu-
puesto es necesario por fallos del mercado, punto de vista no compartido en absoluto a la 
vista del origen histórico y político del presupuesto. Sugiere los tres fines de la política 
económica como fines del presupuesto: satisfacción de las necesidades sociales, redistri-
bución de la renta y estabilización económica. 
 
John C. WINFREY en La inversión pública y la distribución de los derechos y obligacio-
nes financieros, Hacienda Pública Española no 100, 1986, se muestra desde una perspec-
tiva económica muy crítico hacia los planteamientos neoclásicos. 
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Antoni CASAHUGA en Hacia una teoría económica de la burocracia, Hacienda pública 
Española, no 52, 1978 plantea lo siguiente: ante el fracaso de la economía de mercado y 
sus imperfecciones se recomienda la intervención pública que ayude o sustituya al mer-
cado con el fin de garantizar el óptimo paretiano, pero añade: ¿existe una teoría positiva 
del sector público que nos garantice la consecución del óptimo? Si no, es absurdo plantear 
esa intervención pública [258]. Como consecuencia señala la necesidad de estudiar el 
mecanismo decisorio de la Administración pública, la burocracia, pero no desde plantea-
mientos de teoría económica. Por un lado se fija en los impuestos, pero en lo que se refie-
re a los gastos incide en la necesidad de elaborar una teoría económica de la burocracia. 
 
William A. NISKANEN, en La peculiar economía de la burocracia, Hacienda Pública 
Española n° 52, 1978, destaca la tendencia de la burocracia a maximizar el presupuesto 
de la agencia respectiva. Concilia desde una perspectiva económica en el interior de la 
propia burocracia los intereses personales de los burócratas con la eficiencia de la buro-
cracia. 
 
Walter HETTICH, en Burócratas y bienes públicos, Hacienda Pública Española n° 52, 
1978, rebate a NISKANEN: las agencias no producirán necesariamente demasiado out-
put. 
 
Albert BRETON y Ronald WINTROBE, en El tamaño de equilibrio de una agencia 
rnaximizadora del presupuesto: una observación sobre la teoría de la burocracia ele Nis-
kanen, Hacienda Pública Española n° 52,1978, rebaten algunas de las teorías de Niska-
nen, y en concreto señalan que lo que éste indica es que se produce un exceso de output, 
no ineficiencia en sentido estricto [276]. La importancia de la información y su relación 
con el poder es un hecho destacado por este autor: el poder de los burócratas proviene de 
su control de la información, dándose una relación de rivalidad entre éstos y los políticos 
por conseguir la información y de ahí el control. El poder de control por parte del legisla-
tivo depende de ciertas técnicas para conseguir la información. 
 
En esta perspectiva económica Juan A. TOMÁS CAPRI, en La teoría económica de la 
toma de decisiones políticas y la teoría del Estado. alcance y límites del discurso del Pu-
blic Choice, Hacienda Pública Española n° 93, 1985, defiende la centralidad del proceso 
político en el sistema económico actual. Señala que cuatro corrientes integran el discurso 
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político en el económico: la perspectiva institucionalista y neoinstitucionalista, el enfoque 
histórico estructural y de los estilos de desarrollo, la visión orgánica del marxismo y la 
teoría económica de la toma de decisiones políticas (neoclásica). Toca un aspecto central 
en nuestro propio discurso al señalar que, dado que no ha de considerarse sólo la cuestión 
de la asignación de recursos sino más fundamentalmente la de redistribución, no puede 
defenderse la neutralidad de los medios o instrumentos de la política económica [135]. 
Señala algo que no parece adecuado a la realidad, dado que de ser así no se producirían 
los actuales desfases presupuestarios (déficit inesperados): se da mayor presión social por 
el lado de los ingresos que por el de los gastos, por la mayor sensibilidad en la producción 
(una fuente) que en el consumo (múltiples áreas de actividad) [143]. Se ignora aquí que 
precisamente los gastos públicos constituyen la fuente, los ingresos, de una parte impor-
tante de la sociedad, tanto productiva como inactiva o parada. Al examinar la teoría eco-
nómica de la burocracia (tema central del public choice, se plantea si el Estado tiene in-
fluencia o voluntad propias [156], y señala que las relaciones entre burócratas y políticos 
son basados en el intercambio más bien que en órdenes y directrices [157]. 
Bruno S. FREY se refiere en Una teoría dinámica de los bienes públicos, Hacienda Públi-
ca Española n° 34, 1975 a que el modelo presupuestario abarca tanto la esfera económica 
como la política y a que cuatro cuerpos intervienen en la toma de decisiones: los consu-
midores-electores, el Gobierno, la Administración y la burocracia y los empresarios. Se 
supone que cada uno de ellos aspira a una maximización de la utilidad, que en el caso del 
Gobierno se traduce en una maximización del voto, en el de la burocracia el aumento de 
la influencia, prestigio y renta,, lo que a su vez se encuentra íntimamente relacionado a la 
dimensión del presupuesto concedido (NISKANEN) [207]. 
Kurt SCHMIDT, en Sobre la reacción política ante fluctuaciones de la demanda en la 
economía estatal, Hacienda Pública Española n° 34, 1975, critica el olvido que FREY 
hace de la burocracia y de las relaciones entre parlamento y burocracia [215]. Trata de la 
influencia de los partidos, las asociaciones y la burocracia sobre la Administración [216], 
así como del entrecruzamiento de las diversas élites [217]. 
La obra de B. C. SMITH Bureaucracy and political power, Sussex and New York, 1988 
[MH 17553], analiza exhaustivamente las relaciones entre burocracia y sistema político 
en diversos contextos: la democracia liberal y el Estado capitalista, la teoría y el Estado 
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comunista y los Estados postcoloniales. La referencia clave acaba siendo el interior de las 
organizaciones y el presupuesto, planteándose sin embargo como alternativas la democra-
tización y la descentralización. 
 
Guillem LÓPEZ CASASNOVAS, en Aspectos macro y microeconómicos del análisis de 
la eficiencia en el sector público, Hacienda Pública Española n° 113, 1988, alude en la 
introducción a la falta de correspondencia entre el análisis teórico de las consecuencias de 
la intervención pública en la economía y los estudios empíricos en la materia. Las causas 
están en los problemas de definición y valoración de las distintas variables relevantes de 
los aspectos macro y micro del análisis de la eficiencia en el sector público. La conse-
cuencia sería las cautelas que hay que tener para la interpretación de los indicadores del 
gasto público [167-168] y la superación de los valores culturales de lo público [179]. 
 
Henry S. ROWEN en Determinación del papel de una toma de decisiones sistemática en 
el sector público, Hacienda Pública Española n° 19, 1972 opone la introducción a los mé-
todos modernos de presupuestar y sus implicaciones políticas. Opone el que podemos 
denominar enfoque Wildavsky, incrementalista y negociador, frente al enfoque analítico-
científico. Además de resultar una lectura necesaria para una correcta interpretación del 
enfoque Wildavsky, que pone en tela de juicio las pretendidas técnicas modernizadoras 
del presupuesto, conecta éste con el enfoque de políticas públicas, señalando que no exis-
te una prueba absoluta de la corrección de las políticas públicas [292] y valorar la deman-
da de los consumidores y su apreciación de la eficacia en las técnicas de evaluación 
anejas a los enfoques analíticos del presupuesto. 
 
David NOVICK y Daniel J. ALESCH en El presupuesto por programas: los conceptos de 
sistemas en que se basan y la difusión internacional, Hacienda Pública Española n° 11, 
1971 consideran el sistema político y de gobierno en términos de sistemas, de relaciones 
mutuas, siendo el PPBS un instrumento para que el Gobierno pueda dirigir o guiar el 
cambio de los sistemas. Es preciso un modelo que permita definir el estado deseado y los 
medios de alcanzarlo, a través de indicadores sociales especificados y, en lo posible, 
cuantificados. El presupuesto por programas es un conjunto de conceptos y métodos des-
tinados a ser integrados en los procesos de elaboración de la política del Gobierno a fin de 
proporcionar la base para las decisiones. Las raíces del PPBS en los USA son el Gobierno 




industria (Du Pont y General Motors en 1924 y los Bell Laboratories). De ahí pasa a los 
gobiernos local y estatal. Fuera de USA se experimentó o se aplicó en Austria, Bélgica, 
Canadá, Francia. Japón, Nueva Zelanda y el Reino Unido. 
 
Verne B. LEWIS en Reflections on Budget Systems, Public Budgeting and Finance, 
Spring 1988 realiza una crítica retrospectiva de lo que queda de la aplicación de PPBS y 
ZBB y su utilidad desde una perspectiva de gestión, concluyendo que ya (1988) no son 
sistemas populares. 
 
Murray L. WEIDENBAUM en La adopción de decisiones sobre las prioridades presu-
puestarias, Hacienda Pública Española n° 11, 1971 propone extender el PPBS al ámbito 
gubernamental y no sólo dentro de cada Departamento, y aporta la idea de la necesidad 
del interés y conocimiento parlamentario y público del presupuesto [278] 
 
David G. MATHIASEN, en The evolution of the OMB under President Reagan, Public 
Budgeting and Finance, Autumn 1988, examina los cambios ocurridos en estos años des-
de el papel de un consejero del Presidente a una agencia con un importante papel que 
desempeñar en el desarrollo de la política interior y exterior dentro de las constricciones 
presupuestarias. Ello se ha producido en función del tiempo y de la duración del mandato, 
no sólo del Presidente sino de los directores de la OMB. Pero es función sobre todo de la 
confluencia de las nuevas prioridades (agenda legislativa que requería el apoyo del Con-
greso) y de los déficit presupuestarios (el presupuesto como centro de las consideraciones 
políticas). Se estudia el juego mutuo de los sucesos económicos y políticos sobre la evo-
lución de la OMB. 
 
El análisis que realiza Bruce JOHNSON, en OMB and the Budget Examiner: changes in 
the Reagan Era en Public Budgeting and Finance, Winter 1988 and Spring 1989 (The 
OMB Budget Examiner and The Congressional Budget Process), distingue entre los cam-
bios producidos por tendencias políticas o institucionales y los que son fruto de la presen-
cia de una persona. Además de describir el trabajo y la organización de la OMB, así como 
los cambios operados recientemente, con papeles nuevos y la lógica nueva estructura fru-
to de cambios fundamentales en el proceso presupuestario federal, observa su disminuida 
habilidad para cumplir con el papel tradicional. 
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Siguiendo con esta referencia al funcionamiento y a la organización de una oficina presu-
puestaria, en este caso de un Estado y con finalidad no descriptiva sino prescriptiva, el 
artículo de Jon YUNKER, Managing a Budget Office, Public Budgeting and Finance, 
Summer 1990, se detiene en el papel de dirección y en los aspectos orgánicos y de estruc-
tura. Distingue cuatro pasos: 1 definición del papel de la oficina por el gobernador, el 
legislativo y el resto del gobierno del Estado; 2 definición de la estructura organizativa 
que mejor apoyaría tal papel; 3 encontrar y adiestrar y adoctrinar al personal necesario 
para la organización; y 4 adoptar un estilo de dirección y una estrategia para conseguir el 
máximo partido del personal y de la estructura. Se plantea si el proceso ha de ser centrali-
zado o descentralizado, cuán estructurada formalmente ha de ser la estructura, qué cadena 
de mando, inclinándose por ir contra una excesiva formalización. El personal debía ser 
flexible y con carrera profesional (y bien pagado y con ventajas sociales para los analistas 
presupuestarios, claro), sometido a rotación. El proceso debía ser abierto y colegiado. 
 
El artículo A Successful Budget Process, de Al KLIMAN, Public Budgeting and Finance, 
Summer 1990, señala cinco criterios para definir un buen proceso presupuestario: se hace, 
a tiempo, refleja las políticas de los máximos decisores, está precisamente elaborado y 
tiene datos que respaldan su defensa. Así mismo señala que El éxito de un proceso presu-
puestario está inversamente relacionado con la cantidad de papel producido. 
 
The Profession of Budgeting, de Herbert G. PERSIL, Public Budgeting and Finance, 
Summer 1990, se centra en la base académica de los funcionarios del presupuesto, con-
cluyendo que dado lo heterogéneo de su procedencia académica no se trata de una profe-
sión, sino de una actividad para la cual lo esencial es razonar, analizar y escribir bien. Su 
perfil profesional es, no obstante distinto según los diferentes niveles de gobierno (fede-
ral, estatal y local). No existiendo una formación académica común, sí son comunes en 
cambio las tradiciones de la presupuestación, sus costumbres y hábitos, así como unos 
intereses y temas comunes. A lo largo del tiempo se han producido cambios que reflejan 
el cambio ocurrido en la presupuestación: contables al principio, economistas en los años 
60, negociadores políticos en la actualidad (sus directores). Señala la diferencia entre el 
presupuesto incrementalista de Wildavsky, en un entorno sin límites y los presupuestos de 





Ethics and State Budgeting, de Thomas P. MENSON, Public Budgeting and Finance, 
Spring 1990 trata de hallar los valores y principios éticos en la presupuestación a partir de 
una encuesta, de la que deduce que son la imparcialidad ante conflicto de intereses y la 
fidelidad [97]. 
 
Juan PELEGRÍ GIRÓN, en La legislación actual en materia presupuestaria y la Ley Ge-
neral Presupuestaria: su revisión, Hacienda Pública Española n° 102/103, 1986, defiende 
la adaptación de la LGP a la Constitución de 1978, la existencia de Comunidades Autó-
nomas y las modificaciones en las leyes anuales de presupuestos (asegurando la prioridad 
de la LGP). 
 
Es representativo de la visión tradicional del control contable del gasto público el artículo 
de Fidel A. SÁENZ DE ORMIJANA y Francisco J. BRAVO GUTIÉRREZ, El proceso 
administrativo en la ejecución del gasto público, Hacienda Pública Española n° 19, 1972, 
donde se describe lo que su título indica sin entrar en cuestiones directamente presupues-
tarias. 
 
El Editorial subtitulado El control de la actividad financiera, de Hacienda Pública Espa-
ñola n° 31, 1974, recoge también el punto de vista del control, al igual que el artículo del 
mismo número, de José Luis GARCÍA GARCÍA, Análisis del vigente sistema de control 
interno en España y su posible evolución. 
 
Antonio CAYÓN GALLARDO, en Legalidad y control del gasto público, Presupuesto y 
Gasto Público n° 1, 1979 asocia el control al cumplimiento de la legalidad general y no 
sólo presupuestaria. 
 
Francisco BOHOYO CASTAÑAR en el comentario a El control de la eficiencia adminis-
trativa de E. L. NORMANTON, y este mismo relacionan de manera constructiva desde 
una perspectiva clásica de control éste y la eficiencia administrativa. Presupuesto y Gasto 
público n° 13, 1982. 
 
José Juan BLASCO LANG y Jesús del BARCO FERNÁNDEZ MOLINA, en Los presu-
puestos generales del Estado para 1986 y su control, Hacienda Pública Española n° 97, 
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1985, relacionan la innovación presupuestaria producida en ese año y el control a realizar 
por la IGAE. 
La obra de Santiago FUENTES VEGA, Realidad y racionalidad en el control del sector 
público, Madrid INAP, 1986 es probablemente la visión más completa y sistemática a la 
que hemos tenido acceso sobre el control de la IGAE en España. 
Jesús RUÍZ-AYÚCAR DE MERLO, en La auditoría y el control interno del sector públi-
co, Madrid Instituto de Estudios Fiscales, Monografía n° 57, 1987, repasa teorías y teo-
rías sobre presupuesto y sobre control, así como sobre auditoría. No se refiere en absoluto 
a España salvo en la prehistoria presupuestaria. A causa de ello probablemente maneja los 
conceptos modernos sobre auditoría como evaluación de la eficiencia y la eficacia de la 
gestión pública y el sector público como sistema. Expone los modernos instrumentos de 
control: de gestión, de objetivos, de programas, técnicas de evaluación, análisis coste-
beneficio, sistemas de información, sistemas de contabilidad,... Como anexos se refiere a 
las nuevas técnicas presupuestarias (anexo I), al control de gestión de las empresas públi-
cas (anexo II), al control interno desde la perspectiva de la auditoría (anexo III), a la audi-
toría en el sector público (anexo IV), la metodología de la auditoría en el sector público 
(anexo V), y la ejecución de la auditoría a través del control interno. En ninguna parte se 
explica por qué no hay referencia a España ni el por qué no se utiliza para incrementar la 
eficacia y la eficiencia del sector público. La introducción del entonces responsable del 
control interno en España se refiere precisamente a la utilidad de la auditoría para el con-
trol interno, control de gestión. 
Sobre las relaciones entre plan y presupuesto, tema colateral en este trabajo, hay que se-
ñalar las siguientes obras: 
Ceferino ARGÜELLO REGUERA, Planificación indicativa y presupuesto del sector pú-
blico, Hacienda Pública Española n° 11, 1971, contempla aspectos generales y conceptua-
les bajo el epígrafe genérico Relaciones entre la planificación y el presupuesto: delimita-
ción del campo problemático, necesidad de una estrecha relación entre el plan y el presu-
puesto, diferencias de ámbito temporal entre el plan y el presupuesto, inversiones públi-
cas y flexibilidad del presupuesto, planificación económica y estructura presupuestaria; 




cadores y presupuestarios y su materialización en soluciones institucionales concretas. 
Las relaciones plan-presupuesto en España es el segundo gran epígrafe, que analiza las 
fases de elaboración de las previsiones y la de ejecución de lo programado, así como los 
aspectos institucionales. 
 
Desde una óptica jurídica José ANTÓN PÉREZ, en Ley del plan y ley de presupuestos, 
Hacienda Pública Española n° 11, 1971, se plantea los conceptos anteriores así como la 
subordinación del plan al presupuesto. Los aspectos institucionales se contemplan bajo el 
título: El sujeto del plan y el sujeto del presupuesto (Hacienda y Presidencia). 
 
Pasada la planificación del franquismo y la transición política, los autores cambian el 
interés por este tema, así Victorio VALLE SÁNCHEZ y otros, en Plan y Presupuesto ¿un 
tema obsoleto en España? Presupuesto y Gasto Público n° 1, 1979, y Fernando MARTÍN-
CRESPO CABILDO, Planificación y presupuesto por programas: la experiencia iberoa-
mericana, Presupuesto y Gasto Público n° 7, 1980. 
 
En relación con la programación y el presupuesto, tres artículos de Celso J. BERMEJO 
SÁNCHEZ nos introducen a la presupuestación por programas como nexo entre planifi-
cación y presupuestación: La programación presupuestaria sectorial: nuevas acepciones 
sectoriales, Presupuesto y Gasto Público n° 13, 1982 llega al uso del término sector a par-
tir de la tarea de ir descomponiendo el presupuesto en objetivos y políticas públicas, dis-
tinguiendo entre políticas de ordenación (sirven a grandes objetivos ético-políticos) y 
políticas generales finalistas (sirven a fines económicos o más instrumentales). Estas úl-
timas utilizan como medios las políticas programáticas, divididas a su vez en instrumenta-
les o de área o sector. cada una de las políticas programáticas se descompone finalmente 
en programas o unidades de decisión operativa. Los programas dentro de la presupuesta-
ción por programas serían esos últimos. En La programación presupuestaria sectorial y el 
seguimiento físico y financiero de un presupuesto por programas/objetivos, Madrid, Insti-
tuto de Estudios Fiscales, Monografía n° 32, 1984 divide en dos los estadios recorridos en 
la planificación-programación-presupuestación: un estadio preprogramático presupuesta-
rio, caracterizado por una ebullición planificadora que se traduce en los tres planes de 
desarrollo elaborados y gestionados, y un cuarto plan elaborado y non nato, con cuya in-
terrupción en 1975 se iniciará un período de inercia e improvisación, escasa coordinación 
administrativa, falta de racionalidad en la asignación de recursos, inexistencia de progra-
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mas y ausencia de control. Un segundo estadio de iniciación a la programación presu-
puestaria en el que se inicia la presupuestación por programas, cuyo diseño y estrategia 
discurre por tres períodos distintos: 1° Ensayo piloto con elaboraciones piloto de presu-
puesto por programas en Agricultura y Educación que constituyen banco de pruebas entre 
1973 y 1975 con estudios de actividades y programas; 2° Período de implantación en pa-
ralelo: implantación gradual del presupuesto por programas con extensión progresiva en 
los departamentos ministeriales, de carácter adicional y elaboración simultánea con el 
presupuesto administrativo vinculante. Puede decirse que la elaboración de la estructura 
programática presupuestaria se inicia en este período: en 1979 2 áreas departamentales, 
en 1980 5 áreas departamentales y en 1981 10 áreas departamentales, en 1982-83 todo el 
Estado y sus organismos autónomos reconducen los medios a programas. El tercer perío-
do es de presupuesto único y vinculante construido a base de programas de gasto. Se 
construye por primera vez una estructura sectorial de programas presupuestarios integra-
dora de las actuaciones del Estado y sus organismos autónomos. En La planificación y el 
presupuesto: punto de encuentro de la programación presupuestaria sectorial, Hacienda 
Pública Española n° 102/103, 1986 sitúa las nuevas técnicas presupuestarias en el marco 
general de la modernización del sector público y une la planificación, la presupuestación, 
el control y la gestión. Expone así mismo una evolución cronológica de la implantación 
del PPBS en España. 
 
Las cifras pueden además manejarse en la obra El presupuesto como instrumento de con-
trol del gasto público, de Valentín EDO, Laura de PABLOS y Aurelia VALIÑO, dentro 
de la serie Economía pública de la Fundación BBV, 1994. 
     
B. Fuentes legales 
 
Boletín Oficial del Estado 
Boletín Oficial del Ministerio de Hacienda 
Aranzadi Repertorio Cronológico de Legislación 
Nuevo Diccionario de Legislación Aranzadi 
Apéndice al Nuevo Diccionario de Legislación 





C. Acopio directo de datos 
El acopio directo de datos se ha reducido al manejo directo de la documentación 
de elaboración y control presupuestarios entre 1985 y 1990 en soporte papel y soporte 
magnético, relaciones de puestos de trabajo de personal funcionario y, sobre todo, el con-
tacto directo con los responsables y personal del presupuesto entre 1984 y la finalización 
de la tesis. Se cuenta además con los datos publicados sobre nombramientos de interven-
tores y puestos ocupados por funcionarios de este cuerpo. 
Se han manejado en profundidad los datos oficiales sobre ejecución del presupues-
to en todos estos años, con especial atención a las modificaciones presupuestarias efec-
tuadas. Pero dado que no es interés central de este trabajo el examen del producto presu-
puestario y que existen numerosos trabajos que tratan extensamente esta cuestión (resal-
tando el hecho ya suficientemente conocido de que la mayoría de las modificaciones las 
realiza el Gobierno y que el grado de modificaciones ha llegado a alcanzar en torno al 20 
por 100 del presupuesto del Estado), no se han traído los resultados de tal examen (por 
otra parte quizás no tan valiosos o relevantes para nuestra finalidad).  
5. CONTENIDO Y PLAN DE LA EXPOSICIÓN
A. Contenido 
Se señalaba como objeto de la investigación aquella zona de la Administración 
central del Estado que, directamente, se ocupa de la preparación, análisis y elaboración de 
los Presupuestos Generales del Estado. Deliberadamente se excluía una aproximación 
global a la actividad presupuestaria en el sector público español, dada la amplitud de este 
objeto, que abarcaría el estudio de más de 8.000 organizaciones distintas, de muy diverso 
alcance y heterogénea configuración. Por otro lado, se excluía igualmente el estudio de la 
Administración financiera central (Ministerio de Hacienda en sus diversas configuracio-
nes y nombres) en su totalidad, por realizar ésta variadas actividades que se alejan de la 
Administración presupuestaria que atrae nuestra atención. Por necesidades de globalidad 
se ha decidido incluir, en cambio, las oficinas presupuestarias de los ministerios y otros 
órganos de elaboración presupuestaria dentro de ellos. Se eludía lo concerniente a la tra-
mitación parlamentaria de los presupuestos y el control externo de éstos por el Tribunal 
de Cuentas, si bien se hacen algunas referencias de menor importancia. La investigación 
se centraba en la “Administración Presupuestaria Central” (A.P.C.). 
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En cuanto a la limitación cronológica de la investigación (inicialmente entre 1977 
y 1986), se justificaba de la siguiente manera. En el año 1977 se dan cita una serie de 
hechos que marcan el punto de partida hacia una Administración presupuestaria moderna 
en el sentido técnico y también político del concepto. Se daba gran importancia a los 
acontecimientos políticos de aquel año, punto de inflexión en la política pública social y 
económica. En el plano normativo estricto, se comienza aprobando la Ley General Presu-
puestaria (4 de enero) y se concluye con la conocida Ley 50/77 de Medidas Urgentes de 
Reforma Fiscal. En lo concerniente a la organización, se aprueban ese año diversos decre-
tos que permiten adivinar un cambio sustancial en la orientación de la Administración 
presupuestaria. Así, se producen variaciones en la Intervención general de la Administra-
ción del Estado (I.G.A.E.), el Consejo Superior de la Hacienda pública, la Dirección ge-
neral de Presupuestos (D.G.P.), los Servicios de Información del Ministerio de Hacienda, 
la Inspección Financiera y, finalmente, el 9 de diciembre se crea la Subdirección general 
para la Reforma del Gasto Público. La limitación del período estudiado hasta 1986 venía 
de la consideración de tal año como el señalado por las autoridades financieras para la 
plena implantación de la reforma presupuestaria. 
Finalmente se ha estudiado efectivamente el conjunto de órganos que, en la Ad-
ministración central del Estado, se relacionan directamente con la presupuestación. Den-
tro del Ministerio de Hacienda son fundamentalmente la Intervención general de la Ad-
ministración del Estado, en primer lugar, la Dirección general de Presupuestos, la de Cos-
tes de Personal y Pensiones públicas (antes de Gastos de Personal), la de Informática Pre-
supuestaria (antes Centro Informático del Presupuesto y el Plan y hoy inexistente), la de 
Planificación y la de Coordinación del Plan (hoy inexistentes), la de Coordinación con las 
Haciendas Territoriales, la Secretaría general de Planificación y Presupuestos y la Secre-
taría de Estado de Hacienda. En otros ministerios en particular los órganos dependientes 
de la antigua Presidencia del Gobierno, así como su posterior transformación en el Minis-
terio de Economía y el Ministerio de las Administraciones Públicas y ciertas direcciones 
generales del de Relaciones con las Cortes, si bien ocupan un lugar inicialmente secunda-
rio en esta obra. Con carácter general las oficinas presupuestarias y órganos superiores de 
éstas en los ministerios (subsecretarías, direcciones generales de servicios o de inversio-
nes y programación). 
El período estudiado, si bien es fundamentalmente el señalado en principio 
(1977/1986), se ha extendido en dos direcciones. Se traza la situación anterior a 1977 




presupuestaria que existen hasta 1977 es básicamente la que surge en la segunda mitad 
del siglo XIX, tanto en cuanto a la organización como en cuanto al tipo de personal que 
se encarga de la materia presupuestaria. Se incluye el período de 1986 a 1996 por tres 
razones. Primero porque el documento presupuestario y la normativa han sufrido impor-
tantes variaciones en esos años, en los que por otra parte se ha abusado del término mo-
dernización aplicado en particular a las administraciones públicas, afectando la pretendida 
modernización al fenómeno presupuestario. En segundo lugar porque durante esos años 
se ha podido tener un conocimiento directo del objeto de estudio a partir de distintos pun-
tos de observación, lo que ha permitido llegar a conocer más directamente estos últimos 
años y a proyectar hacia atrás la experiencia obtenida. Finalmente porque en 1996 hay un 
cambio de partido gobernante que da lugar al cierre de una etapa larga de gobierno del 




 Por razones de claridad se ha optado por agrupar la exposición en cuatro grandes 
apartados que, partiendo de una reflexión teórica sobre el aspecto político de la Adminis-
tración presupuestaria, desarrollan diversos aspectos del presupuesto español de nuestros 
días. Las funciones de éste, múltiples pero eminentemente políticas y su configuración 
técnica dependen, antes que de cualquier otra consideración instrumental o de servicio a 
los intereses generales, del equilibrio resultante de la lucha entre diversos grupos e intere-
ses tanto políticos como burocráticos, opuestos en ocasiones entre sí, pero también coope-
rantes a la obtención de unos u otros resultados. 
 La primera parte, aunque teórica y previa en la exposición a las demás, es una 
reflexión política a partir de los datos que se dan más adelante sobre la evolución y confi-
guración de la Administración presupuestaria española. El primer capítulo que la forma 
(capítulo segundo tras esta introducción) pretende establecer qué es para nosotros el pre-
supuesto, decantándose por una visión eminentemente política del mismo, tanto en la 
historia como en la esencia actual del mismo (lugar para las luchas de poder y para la 
discusión sobre cuáles son los intereses generales y cuáles los particulares). Pero su fuer-
za política, lo que en definitiva atrae el interés sobre él, proviene de su progresivo perfec-
cionamiento técnico, de su aureola de sofisticación, que impide su fácil comprensión no 
ya por quienes carecen de conocimientos especializados en la materia sino por quienes no 
tienen acceso directo al corazón del proceso. 
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 El tercer capítulo nos muestra a la Administración presupuestaria como un sujeto 
político en el que la burocracia desempeña un papel relevante. Supone una concreción 
singular de cómo los medios cobran una cierta autonomía y se convierten en sujeto activo 
de la política, sin abandonar el campo relativamente acotado de la Administración, esto 
es, sin relacionarse directamente con los ciudadanos ni con el proceso político electoral 
del país. Se realiza aquí una primera aproximación a qué se entiende por Administración 
Presupuestaria Central, en relación con su propio contenido (entramado organizativo, 
medios de actuación e influencia y personas que lo componen), las tareas que realiza y su 
encuadramiento e importancia en el conjunto de la Administración. Para completar esta 
semblanza de la Administración presupuestaria, en relación con otros estudios y afirma-
ciones sobre la Administración pública, se muestran ópticas distintas bajo las que se po-
dría observar la Administración presupuestaria, si bien no son el objetivo central de la 
tesis que guía toda la investigación. 
 En primer lugar como un examen en profundidad de un sector de la Administra-
ción pública, entiéndase éste en primer lugar como la Administración general o la que se 
ocupa de la administración de la Administración (la que se ocupa de los factores adminis-
trativos), como la Administración económica tanto por el interés que tiene para el sector 
público como el que tiene para la economía en general o, finalmente, como un estudio 
parcial de la Administración de la Hacienda pública. 
 En segundo lugar, como una descripción particular de la importancia y el compor-
tamiento real del diseño orgánico, de cómo los órganos de la Administración se crean y 
desaparecen, de las razones de tal dinámica y del relativismo del posicionamiento o topo-
logía de los mismos órganos. 
 Finalmente, tratándose de una aproximación a la Administración como sujeto polí-
tico, no se deja de mencionar el aspecto que con más frecuencia se ha señalado como po-
lítico, el de la apropiación de sectores de la Administración pública por grupos muy cuali-
ficados de funcionarios, que tienden a actuar de acuerdo con pautas propias de compor-
tamiento y a utilizar en beneficio propio los medios supuestamente concebidos para el 
interés general. 
 Establecido el carácter de sujeto político de la Administración presupuestaria, es-
tamos en condiciones en el capítulo cuarto de oponerlo a la actividad política por exce-
lencia, si bien ampliando el sentido de ésta al significado más actual del análisis de las 
políticas públicas, que conecta a los políticos electos con el modo de formulación de las 




En primer lugar se opone a la actividad y la situación de los políticos electos di-
recta o indirectamente, pues el resultado final de la configuración de la Administración 
presupuestaria es fruto de la colaboración, oposición o resultante de ambas esferas, la de 
los políticos stricto sensu, empezando por los parlamentarios, y la de los burócratas y 
cuerpos de burócratas. Hecha esta primera delimitación de carácter general, se procede a 
distinguir la Administración presupuestaria de las otras grandes tareas políticas que afec-
tan al conjunto de la Administración y de alto contenido político. Primero aquellas que 
más fácilmente se ven como propias del ministerio de finanzas: la planificación de la 
economía, la dirección de la política económica y la planificación sectorial; en segundo 
lugar otras funciones administrativas generales cuya atribución al ministerio de finanzas 
no es tan evidente, pero donde desempeña un importante papel tanto aquél como la propia 
Administración presupuestaria. 
 El segundo apartado de este capítulo sitúa a la Administración presupuestaria en 
relación con el apoyo a las políticas públicas singulares y a la función general de mante-
nimiento en los diferentes departamentos ministeriales, dado que no cabe llevar adelante 
tales tareas sin considerar la colaboración o la oposición de quienes elaboran y controlan 
el presupuesto. Se trata de establecer qué es el presupuesto en relación con el complejo 
administrativo-político, y cómo contribuye a la actuación de la Administración y a la ac-
tividad política en su más estricto sentido, el del juego de la dominación. 
 En la segunda parte de la tesis se contemplan estas tensiones políticas. Los con-
flictos de intereses en todos los campos son los que han delimitado a lo largo del tiempo 
los principios presupuestarios, que antes que como principios asépticamente técnicos de-
ben ser tratados como la plasmación de las tensiones que se dan en torno al presupuesto. 
Con carácter general (capítulo quinto) y en la reciente historia de España, que va delimi-
tando a su vez la organización presupuestaria hasta la que hoy tenemos. Este apartado o 
capítulo sexto, de cierta extensión, no es meramente un apunte histórico, sino donde se 
van encontrando caso a caso a lo largo del tiempo las principales ideas que tenemos sobre 
la organización presupuestaria, su racionalización técnica y, sobre todo, su inserción en 
un marco político y administrativo general. 
 La tercera parte examina de una manera estática los actores que intervienen en el 
presupuesto, para partiendo de esta descripción avanzar en las funciones o aspectos pri-
mordiales del presupuesto español en la actualidad. Se examinan tanto perspectivas gene-
rales en el capítulo séptimo (modelos comparados y funciones que se pueden dar en to-
dos los países) como las funciones que podemos encontrar en nuestro presupuesto, con 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
70 
 
especial referencia a las finalidades de control, de economía y de colaboración u oposi-
ción al diseño e implementación de las políticas sectoriales (capítulo octavo). 
 El noveno capítulo es a la vez una reflexión teórica y el intento  de concretar en 
nuestro país las anteriores consideraciones, enmarcando la regulación del proceso, la des-
cripción de los conflictos que se dan en su elaboración y de cómo se ubican orgánicamen-
te las funciones en conflicto en el presupuesto español. Para ello se trata de reflexionar 
acerca del contraste entre la gran dinámica que se produce en el entorno político del pre-
supuesto en los últimos años y el sentido real de los escasos cambios producidos en la 
Administración presupuestaria. 
PARTE I UNA REFLEXIÓN TEÓRICA SOBRE EL ASPECTO POLÍTICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PRESUPUESTARIA 
CAPÍTULO II VISIÓN POLÍTICA Y VISIÓN INSTRUMENTAL DEL 
PRESUPUESTO 
Resumen 
La historia nos aproxima abruptamente a la visión política del presupuesto por dos 
razones: por la acertada visión de quiénes se han acercado con perspectiva histórica al 
mismo (con independencia de la disciplina de adscripción), y porque sólo al contemplar 
la evolución histórica del presupuesto desde sus orígenes, el cambio operado nos muestra 
las claves de su sustancia, de lo que hoy queda como residuo de ser o haber sido centro de 
conflicto, de lucha por el poder. 
La historia más remota indica que las ideas de control y de límite, de relación en-
tre los gobernantes y los gobernados y la primacía del ejecutivo, junto a su fuerza expan-
siva, son elementos centrales del presupuesto que se han ido gestando en contextos muy 
diferentes a lo largo del tiempo. Estas ideas están plasmadas en las diversas constitucio-
nes y, lo que es más importante, están en el comportamiento real de la Administración 
presupuestaria, atravesando regímenes y gobiernos. 
Más recientemente, la visión del presupuesto como un elemento fundamentalmen-
te de gestión, capaz de ser mejorado modificando sus aspectos estrictamente técnicos, 
está muy extendida incluso en el interior de la propia Administración pública. Sin embar-
go, esto, que puede ser cierto en el seno de las empresas privadas, no es muy predicable 
de los presupuestos públicos que conocemos. Además del momento histórico, el diferente 
entorno hace poco comparable la gestión pública y la privada, y tampoco las diferencias 
geográficas y culturales hacen idéntica la introducción de mejoras técnicas en los diversos 
países. 
Ambos enfoques (histórico-político y gerencial) reflejan parcialmente la realidad y 
han sido incorporados a nuestra Constitución. Ésta no sólo continúa la tradición histórica 
constitucional, sino sobre todo la inmediatamente anterior a la democracia, con la conno-
tación tecnocrática del franquismo. A pesar de ello carecemos de un concepto político y 
técnico de presupuesto, quizás por la incorporación poco ordenada y consciente de ele-
mentos muy variados y hasta contradictorios. 
Traeremos a colación dos ideas bastante arraigadas en nuestro campo: la centrali-
dad del ejecutivo en el sistema político y el papel esencial que dentro de éste representan 
las administraciones públicas; estas ideas son las que guían nuestro modo de entender la 
adopción de decisiones presupuestarias. Sin embargo, ello no supone una vía libre para 
alejarnos de la consideración del parlamento como eje del sistema político y en concreto 
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como institución central para el presupuesto. Ni tampoco supone, en absoluto, nuestra 
inclinación por el presupuesto como técnica de gestión. 
 No existiendo una relación mecánica entre sistema político y Administración pú-
blica ni, por tanto, una relación causa-efecto entre aquél y la Administración presupuesta-
ria, creemos que el aspecto parlamentario es enormemente significativo para la adecuada 
comprensión del presupuesto. 
 En éste no se plantean en última instancia cuestiones de idoneidad técnica, sino de 
legitimidad democrática, cuestión más propia de la Ciencia Política que de la gestión. La 
legitimidad representativa se refuerza por la legitimidad que da un funcionamiento más 
eficiente del sistema político-administrativo, pero no es sustituida por ésta. No obstante, 
el trasladar los cambios políticos a cambios en la Administración presupuestaria resulta 
tremendamente complicado al plantearse problemas de inclusión y definición en la agen-
da política para los problemas técnico-presupuestarios. Se podría añadir que estos se con-
cretan en una mayor efectividad para una mejor legitimidad, no en lo contrario. 
 A pesar de todo ello y aun contando con la tendencia a la estabilidad de las insti-
tuciones y los procedimientos, el cambio en el instrumento se produce, y a describirlo y 
explicarlo dedicamos nuestro esfuerzo. Este cambio no creemos que se haya producido 
respecto a la consideración del presupuesto como un instrumento, pues este es un dato, 
tanto como el deseo de tener una actuación eficaz, sino que proviene del intento de acre-
centar la legitimidad. En esta, la apariencia es clave, como muy recientemente se puede 
percibir por el papel principal que tiene la comunicación o la transparencia en todas las 
consideraciones políticas. 
 En lo que pueden existir disparidades es en la idea que cada cual tenga de la efica-
cia y en la posible divergencia entre las múltiples finalidades del presupuesto (control, 
economía, gestión, adopción de decisiones). Incluso contamos con distintos sentidos del 
control y de la economía y con énfasis diferentes en cada uno de ellos. El servicio simul-
táneo a la buena gestión y a la buena adopción de decisiones plantean además problemas 
de ubicación orgánica de quienes, con carácter principal, realizan una y otra en los diver-
sos lugares de la Administración pública. 
 Finalmente debemos mencionar la falsa oposición entre el presupuesto como ins-
trumento de control político, cuyo diseño no se ve apenas modificado desde su delimita-
ción en el siglo XIX,  y como instrumento técnico que debe ser mejorado. 
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1. ¿QUÉ ES EL PRESUPUESTO? 
 
A. Explicación histórico-política 
 
 La razón de comenzar con una explicación histórica del presupuesto, previa al 
análisis mismo de su consideración actual y de su funcionamiento concreto, proviene de 
que su tratamiento histórico es más coherente con la visión política que del mismo tene-
mos que análisis actuales que se lanzan apresuradamente al estudio del presupuesto y de 
sus técnicas más o menos novedosas. 
 Ello no sólo porque quienes se han aproximado al presupuesto desde la perspecti-
va histórica
29
 han sabido encontrar ciertas claves de su funcionamiento real (con efectos 
que llegan hasta ahora) con una referencia al pasado. Además, la construcción histórica 
de las instituciones políticas y administrativas es previa a su construcción teórica y fun-
damenta la misma. La historia sitúa las innovaciones técnicas que se han ido introducien-
do en las instituciones en una perspectiva más global, mejor situada en su entorno. 
 Esta explicación histórica la podemos encontrar en las varias disciplinas que han 
tratado la institución presupuestaria, que son las que nos aportan los datos de partida. La 
perspectiva aquí utilizada no pretende traer nuevos datos, que se extraen directamente de 
las fuentes consultadas y de la bibliografía utilizada, sino destacar el interés de la historia 
para conocer el presupuesto de nuestros días. Es decir, no es un interés histórico sino inte-
rés para comprender el presupuesto actual. 
  En primer lugar nos referiremos a los orígenes del presupuesto como institución 
universal (en un contexto occidental) y moderna. El presupuesto es así una derivación de 
los cambios políticos que empiezan a surgir en Europa en la Edad Media, culminando en 
los regímenes representativos de fin del siglo XVIII en el Norte de América y en Europa. 
Como tal fenómeno político que llega a plasmarse en normas jurídicas es estudiado fun-
damentalmente por el derecho político, el cual enfatiza su carácter de institución parla-
mentaria orientada hacia el control del ejecutivo por el legislativo
30
. Esta orientación, 
fundamentalmente política y referida a las relaciones entre Gobierno y Parlamento, per-
                                                 
29
Ver César ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA La evolución histórica del presupuesto español, en 
Hacienda Pública Española nº 11, Madrid 1971 
30
Así Nicolás PÉREZ SERRANO, Tratado de Derecho Político, Madrid 1976, página 806 y S.S. 
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manece hasta nuestros días y es recogida por las constituciones, incluyendo la española 
de 1978. 
 Los países de tradición liberal y representativa son los primeros que introducen la 
idea de presupuesto que hoy tenemos. El Reino Unido, Francia y los Estados Unidos 
comparten la idea de presupuesto como lugar de confrontación política en el que la idea 
de control de los gobernantes por los gobernados corre pareja a la confección periódica de 
un documento financiero sometido a examen, deliberación, enmienda y control antes, 
durante y después de su puesta en práctica. 
 En un contexto muy diferente, de creación de un Estado sobre la base de otros 
anteriores y de tradición monárquico-autoritaria en Prusia, se añaden muchas de las carac-
terísticas del presupuesto que hoy conocemos, en un sentido bien diferente de búsqueda 
de la autonomía del ejecutivo y de gran importancia de la burocracia estatal. Al hilo de 
una fuerte polémica (la que en términos jurídicos podríamos resumir como la disyuntiva 
entre ley formal y ley material del presupuesto) que se resolvió a favor del ejecutivo, La-
band realiza la primera gran construcción teórica del presupuesto, cuyo peso doctrinal 
llega hasta la actualidad
31
. Sobre esta construcción teórica se han basado tanto la primacía 
del ejecutivo en materia presupuestaria como la fuerza expansiva de la ley de presupues-
tos, que le permite alcanzar casi cualquier materia que afecte a la Administración pública 
e incluso a los ciudadanos.  
  Siendo tan distintos los pasos seguidos en la construcción de la institución presu-
puestaria, hay un elemento común a resaltar. La participación del ejecutivo y del legisla-
tivo en un único producto y la idea de límite son, unidas, las ideas que hoy comparten 
todos los modelos presupuestarios existentes. Sean cuales sean la regulación positiva y la 
técnica empleada, el presupuesto no se concibe sin la intervención real de los dos poderes 
y sin que uno limite al otro. Pero esta limitación no se da sólo en los momentos en que 
ambos poderes se relacionan, esto es, en la fase de discusión, enmienda y aprobación y en 
la muy lejana de control de las cuentas, sino en el propio concepto de que o el presupues-
to es limitativo en sus menores elementos (las partidas al nivel de desagregación elegido) 
y en su totalidad, o no es tal. Esto último tiene diversas e importantes consecuencias que 
                                                 
31
Ver Paul LABAND, El Derecho Presupuestario, IEF, Madrid 1979. 
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enlazan con la técnica presupuestaria y con numerosos tecnicismos presupuestarios, así 
como con la permanente revisión que se hace de los “principios” presupuestarios. 
En España podemos encontrar unos orígenes remotos del presupuesto (la prehisto-
ria del presupuesto para Albiñana), junto a unos orígenes remotos de órganos representa-
tivos, las Cortes medievales, y de técnicas administrativas
32
. Sin entrar en el escaso carác-
ter representativo y mucho menos popular de tales Cortes, lo que destacaremos es el he-
cho de la dualidad orgánica (Cortes y Corona) y de la dualidad de legitimación y de in-
tereses que confluyen en el presupuesto. Desde nuestra perspectiva administrativa, ya 
desde estos momentos aparece el presupuesto ligado a la necesidad de poner orden en el 
Tesoro y a la separación entre los ingresos y los gastos. Esta necesidad y la idea de la 
“bolsa” justificará desde el principio el gran protagonismo histórico del Ministerio de 
Hacienda o su equivalente. 
Dando un gran salto en el tiempo, el presupuesto en las constituciones españolas 
muestra el vaivén histórico que se da a lo largo del siglo XIX entre opciones progresistas 
y opciones conservadoras
33
, aunque no es el elemento de diferencia ideológica entre ellas
el que resaltaremos, sino su coincidencia en mantener el clásico esquema de poderes que 
llega desde 1835 hasta nuestros días. El Estatuto de Bayona
34
, la Constitución de 1812




ALBIÑANA (obra citada) se refiere a las distintas Cortes medievales, al Consejo de Hacienda, a 
las escrituras de millones y a las evaluaciones ministeriales como antecedentes directos del pre-
supuesto en España. 
33
La formación de los presupuestos fue iniciada ya por Real Orden de 22 de marzo de 1811 y 
Real Decreto de 16 de abril de 1816; pero no tuvo efecto realmente hasta la época constitucional 
de 20 al 23. Interrumpido este servicio hasta el año 1828, continuó con bastante irregularidad 
hasta 1835, desde cuya época se forman ya todos los años, más o menos ordenadamente, los 
presupuestos o se habilitan los formados el año anterior (ALCUBILLA, tomo V voz Hacienda 
Pública, página 1191).  
34
 El Estatuto de Bayona de 6 de julio de 1808 otorga pocas facultades a las Cortes, pero entre 
ellas, el artículo 82 establece que “La Ley fijará dentro de tres en tres años la cuota de las rentas 
y gastos anuales del Estado, y esta Ley la presentarán oradores del Consejo de Estado a la deli-
beración y aprobación de las Cortes”, sometiendo el Ministro de Hacienda las cuentas anuales a 
la deliberación de las Cortes (art.84). 
35
La Constitución Política de la Monarquía Española de 19 de marzo de 1812 enumera entre las 
facultades de las Cortes (art.131) la de (Duodécima) “Fijar los gastos de la Administración públi-
ca” y (Decimosexta) “Examinar y aprobar las cuentas de la inversión de los caudales públicos”; 
en el artículo 227 se dice que “Los secretarios del despacho formarán los presupuestos anuales 
de los gastos de la Administración pública que se estime deban hacerse por su respectivo ramo, 
y rendirán cuentas de los que se hubieren hecho, en el modo que se expresará” y en el artículo 
341 que “Para que las Cortes puedan fijar los gastos en todos los ramos del servicio público, y 
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Constitución de 1837; la Constitución de 1845; la Constitución Non Nata y el Acta Adi-
cional; la Constitución de 1869
37





 y, finalmente, la Constitución republicana de 1931
40
, tienen, en positi-
                                                                                                                                                 
las contribuciones que deban cubrirlos, el secretario del despacho de Hacienda las presentará, 
luego que estén reunidas en el presupuesto general de los que se estimen precisos recogiendo 
de cada uno de los demás secretarios del despacho el respectivo a su ramo”. En cuanto al con-
trol y contabilización de los gastos, se establece el refrendo del secretario del despacho de Ha-
cienda para todo pago, la contabilización por la Tesorería General, la intervención por la Conta-
duría de Distribución de la renta pública y la Contaduría Mayor de Cuentas.Los períodos 1814-20 
de vuelta sin paliativos al Antiguo Régimen, 1820-23 de vigencia parcial del régimen constitucio-
nal y 1823-33 de reacción virulenta contra todo lo que había significado la Constitución de 1812 y 
en concreto contra toda limitación del poder del rey, señalan la existencia o no de presupuesto. 
Sólo el período 1820-23 y desde 1835 son, tal como se señalaba en la nota anterior, de vigencia 
del presupuesto.  
36
 El Estatuto Real de 10 de abril de 1834 establece en su artículo 36 que “Antes de votar las 
Cortes las contribuciones que hayan de imponerse, se les presentará por los respectivos 
secretarios del Despacho una exposición en que se manifieste el estado que tengan los 
varios ramos de la Administración pública, debiendo después el Ministro de Hacienda 
presentar a las Cortes el presupuesto de gastos y de los medios para satisfacerlos.” 
37
 La Constitución de la Monarquía Española de 5 de junio de 1869 establece en su artículo 100 
que “El Gobierno presentará todos los años a las Cortes los presupuestos de gastos y de 
ingresos, expresando las alteraciones que haya hecho en los del año anterior.”, en el ar-
tículo 101 que “El Gobierno presentará, al mismo tiempo que los presupuestos, el balance 
del último ejercicio, con arreglo a la ley”, al mismo tiempo que se rompe la unidad del docu-
mento presupuestario estableciendo que (art.102) “Ningún pago podrá hacerse sino con arre-
glo a la ley de presupuestos u otra especial...” y que (art.105) “Todas las leyes referentes a 
ingresos, gastos públicos o crédito público se considerarán como parte del presupuesto y 
se publicarán con este carácter” 
38
 El Proyecto de Constitución Federal de la República Española de 17 de julio de 1873 no con-
tenía ninguna disposición sobre el presupuesto. 
39
 Las Constituciones de la Monarquía Española de 18 de junio de 1837, de 23 de mayo de 1845 
y de 30 de junio de 1876 establecen en sus artículos 71, 75 y 85, respectivamente, que “Todos 
los años presentará el Gobierno a las Cortes el presupuesto general de los gastos del Es-
tado para el año siguiente, y el plan de las contribuciones y medios para llenarlo; como 
asimismo las cuentas de la recaudación e inversión de los caudales públicos para su 
examen y aprobación”. La de 1876 incluyó además la prórroga presupuestaria de un año para 
otro en caso de no votarse antes del primer día del año económico siguiente los presupuestos y 
plan de contribuciones. 
El Anteproyecto de Constitución de la Monarquía Española de 6 de julio de 1929 exceptúa de la 
iniciativa legislativa de las Cortes, entre otras materias, (art.62) “las que impliquen rebaja de las 
contribuciones o aumento de los gastos públicos”, salvo “que obtengan la previa conformidad de 
una quinta parte de los diputados”; incluye la fijación bienal de los gastos e ingresos del Estado 
(arts.63 y 81); y regula con mayor detalle los presupuestos en el título denominado “De la organi-
zación y gestión de los servicios públicos”, reforzando así la visión netamente administrativa del 
presupuesto. 
40
 La Constitución de la República Española de 9 de diciembre de 1931 excluye, en cambio, de 
las materias delegables por el Congreso en el Gobierno el aumento de gastos (art.61) y contiene 
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vo o en negativo, algo que decir acerca del papel de los distintos poderes en la decisión 
presupuestaria. Todas ellas contienen ideas distintas sobre la funcionalidad y la legitimi-
dad de los distintos poderes en el presupuesto, algunas por su particular regulación, otras 
por primera vez un título específico, el octavo, que regula la Hacienda Pública y en concreto el 
presupuesto con gran detalle. 
“Art.107. La formación del proyecto de Presupuestos corresponde al Gobierno; su apro-
bación a las Cortes. El Gobierno presentará a éstas, en la primera quincena de octubre de cada 
año, el proyecto de Presupuestos generales del Estado para el ejercicio económico siguiente.La 
vigencia del presupuesto será de un año. Si no pudiera ser votado antes del primer día del año 
económico siguiente se prorrogará por trimestres la vigencia del último Presupuesto, sin que 
estas prórrogas puedan exceder de cuatro. 
Art.108. Las Cortes no podrán presentar enmienda sobre aumento de créditos a ningún 
artículo ni capítulo del proyecto de Presupuestos, a no ser con la firma de la décima parte de sus 
miembros. Su aprobación requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta del Congreso. 
Art.109. Para cada año económico no podrá haber sino un solo Presupuesto, y en él 
serán incluidos tanto en ingresos como en gastos, los de carácter ordinario. 
En caso de necesidad perentoria, a juicio de la mayoría absoluta del Congreso, podrá 
autorizarse un Presupuesto extraordinario. 
Las cuentas del Estado se rendirán anualmente y, censuradas por el Tribunal de Cuen-
tas de la República, éste, sin perjuicio de la efectividad de sus acuerdos, comunicará a las Cortes 
las infracciones o responsabilidades ministeriales en que a su juicio se hubiere incurrido. 
Art.110. El Presupuesto general será ejecutivo por el solo voto de las Cortes, y no reque-
rirá, para su vigencia, la promulgación del Jefe del Estado. 
Art.113. El Presupuesto no podrá contener ninguna autorización que permita al Gobierno 
sobrepasar en el gasto la cifra absoluta en él consignada, salvo caso de guerra. En consecuen-
cia no podrán existir los créditos llamados ampliables. 
Art.114. Los créditos consignados en el estado de gastos representan las cantidades 
máximas asignadas a cada servicio, que no podrán ser alteradas ni rebasadas por el Gobierno. 
Por excepción cuando las Cortes no estuvieren reunidas, podrá el Gobierno conceder, bajo su 
responsabilidad, créditos o suplementos de crédito para cualquiera de los siguientes casos: 
a) Guerra o evitación de la misma.
b) Perturbaciones graves de orden público o inminente peligro de ellas.
c) Calamidades públicas.
d) Compromisos internacionales.
Las leyes especiales determinarán la tramitación de estos créditos. 
Art.116. La ley de Presupuestos, cuando se considere necesario, contendrá solamente 
las normas aplicables a la ejecución del Presupuesto a que se refiera. 
Sus preceptos sólo regirán durante la vigencia del Presupuesto mismo.” 
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por su expresa omisión. Casi todas han contribuido a la delimitación jurídica y política 
que hoy tiene el presupuesto en nuestro país. 
Sin embargo, las leyes constitucionales, aunque expresión de la voluntad de quien 
formalmente ostenta el poder y normas del máximo rango, no suelen contener por sí 
mismas auténticas decisiones conformadoras en este campo, decisiones que se plasman 
realmente en la actuación de la Administración y en las normas de desarrollo de otras sólo 
formalmente superiores.  
Donde realmente se construye el derecho presupuestario es en leyes administrati-
vas que sobreviven ampliamente a las constituciones que aparentemente les dan soporte. 
La vigencia de las leyes de Administración y contabilidad es mucho más dilatada que la 
de las constituciones y tiende puentes entre constituciones y regímenes políticos. Pero 
esta vigencia es sólo parcial y en ocasiones sirve para señalar notoriamente el desfase 
entre la regulación positiva y el comportamiento real de las instituciones políticas y ad-
ministrativas. Además del proyecto de 1847 y de la ley de presupuestos de 1893, cuatro 
son las principales leyes que hay que considerar: la de 1850, la de 1870, la de 1911 y la 
de 1977, que hasta 2003 sobrevive bajo la forma de Texto Refundido de la Ley General 
Presupuestaria de 23 de septiembre de1988 (derogado por la Ley 47/2003, de 26 de no-
viembre, general presupuestaria). 
Además hay que considerar las decenas de leyes anuales de presupuestos, que con 
frecuencia han contenido no sólo lo anual, sino lo más permanente de la regulación pre-
supuestaria.  
La materia presupuestaria es quizás la más deudora históricamente de las materias 
administrativas reguladas en la Constitución Española de 1978
41
. En general, se ha resal-
41
 La Constitución de 27 de diciembre de 1978 se refiere al gasto público en numerosos precep-
tos: 
“Art.31.2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos y 
su programación y ejecución responderá a los criterios de eficacia y economía. 
Art. 66.2 Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus 
Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribu-
ya la Constitución. 
Art. 134.1 Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del 
Estado y a las Cortes Generales su examen, enmienda y aprobación. 
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tado mucho la influencia de las constituciones europeas de la posguerra mundial y la de la 
Segunda República española
42
, justificando así la procedencia doctrinal democrática y 
avanzada de la Constitución. En cuanto al presupuesto la influencia tiene otra procedencia 
menos elevada
43
 y sin conexión con los regímenes democráticos europeos. Inmediata-
mente recoge la regulación contenida en la Ley General Presupuestaria de 4 de enero de 
                                                                                                                                                 
 2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad 
de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los be-
neficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. 
 3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos 
Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior. 
 4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico 
correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio 
anterior hasta la aprobación de los nuevos. 
 5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar pro-
yectos de ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspon-
dientes al mismo ejercicio presupuestario. 
 6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de 
los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación. 
 7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley 
tributaria sustantiva así lo prevea. 
Art.136.1 El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión 
económica del Estado, así como del sector público. 
 Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delega-
ción de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado. 
 2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas 
y serán censuradas por éste. 
 El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Gene-
rales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o responsabilida-
des en que, a su juicio, se hubiere incurrido. 
 3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovi-
lidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los jueces. 
 4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de 
Cuentas.” 
42
Así lo señalan por ejemplo Jorge de ESTEBAN y Luis LÓPEZ GUERRA, en El Régimen Consti-
tucional Español, Barcelona 1980, p.32 y pp. 37-48.  
43
Que también señalan, aunque en tono menor, los autores señalados. 
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1977, evidentemente anterior a la reforma política y gestada desde varios años antes. No 
tan evidente, pero de mayor importancia, el influjo viene de más lejos y dentro de las le-
yes fundamentales del franquismo, el trascendental artículo 134 de la Constitución de 
1978 está basado, casi literalmente, en el artículo 54 de la Ley Orgánica del Estado de 10 
de enero de 1967
44
. 
 Las innovaciones posteriores, que van desde la Ley General Presupuestaria hasta 
el Texto Refundido de 1988, lejos de inspirarse en normas más progresistas, están más en 
la línea del régimen anterior a la Constitución que de las interpretaciones más benignas 
que de ésta se han hecho, como régimen representativo, parlamentario y de participación 
de los ciudadanos en la vida política. Es decir, estas modificaciones, que constituyen el 
derecho auténtico del presupuesto, no refuerzan los poderes del parlamento ni la traspa-
rencia de su elaboración, sino que incrementan la autonomía del ejecutivo para gestionar 
sin trabas ni límites y para modificar lo aprobado por las cámaras, y dan pie a su oculta-
miento a las instituciones democráticas de control. 
 
    
B. Visión de las técnicas de gestión 
 
 La introducción de nuevos métodos o sistemas de presupuestos se ha hecho im-
portando aparentemente criterios y técnicas propias de la empresa privada, donde se acen-
túa el aspecto de gestión sobre el de control y donde se tiene un criterio diferente de este 
último
45
. Pero sólo aparentemente. La influencia directa en España viene de las innova-
                                                 
44
 I. Corresponde al Gobierno acordar la redacción del proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado y a las Cortes su aprobación, enmienda o devolución. Si la Ley de Presu-
puestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico siguiente, se considerarán 
automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los 
nuevos. 
 II. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, sólo el Gobierno podrá presentar 
proyectos de ley que impliquen aumento de los gastos públicos o disminución de los ingresos, y 
toda proposición de ley o enmienda a un proyecto o proposición de ley que entrañe aumento de 
gastos o disminución  de ingresos, necesitará la conformidad del Gobierno para su tramitación. 
45
A este respecto, un medio de divulgación de cuestiones empresariales (La Gaceta de los Ne-
gocios, 1 y 2 de agosto de 1992), bajo el título El control de la gestión es la otra cara de la plani-
ficación, señala que El control se constituye en la otra cara de la moneda de la planificación, pero 
no es inmune a la cultura organizativa concreta en la que se trata de aplicar. En una organización 
autoritaria, el control invariablemente será un arma persecutoria y no una oportunidad de apren-
dizaje. 
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ciones introducidas en el sector público de otros países como los Estados Unidos, y en 
este país viene directamente de su implantación en lo público como la defensa y la carrera 
aerospacial. 
Se empieza concibiendo el presupuesto como un instrumento de gestión propio de 
las grandes organizaciones, sean públicas o privadas. Como tal instrumento sin un campo 
propio, se sitúa plenamente en el terreno de los medios y con cierta indiferencia respecto 
a los fenómenos políticos que suceden a su alrededor. Este es el enfoque de las modernas 
técnicas presupuestarias, desarrolladas sobre todo en el seno de lo privado/empresarial, 
que indirectamente han ido influyendo sobre las administraciones públicas. A este respec-
to sería modélica la implantación de nuevas técnicas presupuestarias en los Estados Uni-
dos, donde en ocasiones resulta imposible distinguir la procedencia pública o privada de 
los nuevos procedimientos. Se sigue de ahí que el punto de vista considerado tradicional o 
decimonónico es secundario y debe ser superado, ante la ventaja teórica que supone el 
empleo de lo último o más moderno y de lo más parecido a lo privado. 
A este punto de vista, muy extendido incluso en el interior de la Administración 
pública, cabe hacer bastantes objeciones, tanto por lo que el presupuesto supone para la 
empresa, como por la trayectoria que la incorporación de las nuevas técnicas al sector 
público ha tenido en los distintos países. 
En primer lugar, el presupuesto para la empresa es un tipo más de plan que poco 
tiene que ver con lo que el presupuesto es para el Estado y su Administración. Junto al 
presupuesto, concebido en la empresa como plan anual en términos monetarios sin pre-
tensión de vinculación alguna, coexisten otra serie de instrumentos de planificación más o 
menos vinculantes de no menor importancia. Así los propósitos o misiones que se asignan 
por los directivos, los propietarios o las juntas de accionistas, los objetivos que unos ór-
ganos señalan a otros de inferior rango, las estrategias, políticas, reglas, procedimientos, 
El control permite completar el ciclo de aprender de la realidad a través de las medicio-
nes de la performance real y su comparación con la performance esperada. 
Es por ello que decimos que el control de gestión tiene más que ver con la gestión que 
con el control. 
Ya hace muchos años Peter Drucker habló de un concepto que es revolucionario aún en 
nuestros días a juzgar por la realidad. Ese concepto es el autocontrol. Esto implica que cada 
directivo debe tener la información adecuada y oportuna para tomar las decisiones correctivas. 
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programas, etc., tienen tanta importancia como pueden tenerla los presupuestos cuando 
existen (pues creemos que no son algo de implantación obligatoria en la empresa). 
 Por otra parte el presupuesto empresarial puede concebirse plenamente más como 
un instrumento de control, con el que verificar desviaciones e incumplimientos sanciona-
dos más enérgicamente que lo que suele ser habitual en las administraciones públicas; eso 
sí, como un instrumento de control al servicio de la gestión y no un control concebido 
como un fin en sí mismo. 
 Finalmente algo que no es inocente. Lo que modela el comportamiento de las em-
presas privadas es el mercado y la propiedad, y no se tiene en cuenta que no existe algo 
similar en el campo del sector público (incluido aquí el sector público empresarial y 
pseudo-empresarial). Aunque la palabra sistema parece clave en esta incorporación que 
algunos hacen de lo privado, este simple dato del entorno es minusvalorado. El sector 
público no se mueve en el mercado ni respeta sus reglas, más bien lo modela, lo compen-
sa o altera sus normas o lo crea cuando no existe. Sobre todo las administraciones públi-
cas no son propiedad de nadie, sino parte del sistema político en el que todos pueden in-
tervenir. 
 La incorporación de nuevas técnicas de gestión por la Administración norteameri-
cana se ha realizado en un contexto socioeconómico y cultural muy distinto del europeo y 
en concreto del español. La fluidez entre lo público y lo privado en los Estados Unidos ha 
estado acompañada de una constante comunicación entre ambos sectores (en ambos sen-
tidos, sin olvidar la importancia de las puertas giratorias). Comunicación de modos opera-
tivos y de personal, especialmente directivo, que no tiene parecido con lo que sucede en 
Europa. En el presupuesto esto se traduce en una mayor idoneidad para la introducción de 
técnicas presupuestarias de influjo empresarial y en una mayor facilidad para abandonar 
ensayos infructuosos. Así en un período relativamente breve de tiempo se han podido 
introducir, ensayar y abandonar distintos modos de presupuestar, a la vez que el peculiar 
sistema político norteamericano conservaba la tensión entre ejecutivo y legislativo que es 
propia del presupuesto (viene a la memoria que ya es una noticia recurrente y no sólo con 
el último presidente la lucha por el presupuesto federal en USA, incluyendo el cierre de 
oficinas y el despido de empleados públicos con motivo de graves discrepancias en el 
presupuesto). 
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 Tras una fase de innovaciones presupuestarias, la doctrina norteamericana, que en 
ningún momento pierde la perspectiva gerencial, a pesar del aparente abandono de ensa-
yos de nuevas técnicas presupuestarias
46
, vuelve a considerar los aspectos estrictamente 
políticos del presupuesto: las relaciones entre Congreso y Presidencia. Ello se da en un 
contexto de complejos problemas económicos y de equilibrio presupuestario que no con-
lleva el alejamiento de los parlamentarios de los problemas presupuestarios, sino la bús-
queda de un mayor compromiso o acuerdo institucional plasmado, ¡cómo no!, en fructífe-
ras iniciativas legislativas. En cierto modo la dialéctica entre tecnificación y control par-
lamentario se decanta en favor de este último, precisamente en el país pionero en la mejo-
ra técnica del presupuesto. 
 En los países europeos, la incorporación de esta visión de las técnicas de gestión 
se produce en una época de alto crecimiento económico y de debilitación de la idea de 
límite en las elecciones presupuestarias
47
. Tiende a recoger la influencia norteamericana 
en la primera fase en que se centra en los aspectos instrumentales de las técnicas presu-
puestarias. Ello se traduce en una menor preocupación por los aspectos conflictivos y 
                                                 
46
Verne B.LEWIS “Reflections on budget systems”, Public Budgeting and Finance, Spring 1988, 
p.4 “Budget systems are not in the spotlight currently. There has not been a major drive to install 
a new system since President Carter promulgated the Zero-Base Budgeting system (ZBB) about 
a decade and a half ago. The systems that received so much attention in past eras such as ZBB 
and the Planning-Programming-Budgeting System (PPBS), have lost a great part of their popular-
ity... Though they no longer get much attention, each system has had a lasting effect. Their lega-
cies continue to influence budget practices. Moreover, budget courses in many schools of public 
administration continue to include a section on budget systems and will continue to do so if the 
recommendations of a national curriculum task force are observed.” 
47
Contexto por tanto muy diferente al que existía en los Estados Unidos en los años 30 (depre-
sión económica), y 40 (conflicto bélico) cuando se empiezan a introducir nuevas técnicas presu-
puestarias. Para el presupuesto por programas en el Reino Unido Vid. el artículo de Werner Z. 
HIRSCH “Program Budgeting in the United Kingdom”, Public Administration Review, marzo-abril 
1973 pp. 120-128, donde se destaca el proceso continuo que tiene sus raíces en la mitad de los 
años 50 y los diversos instrumentos que utiliza: PESC (Public Expenditure Survey Committee), 
Informe Plowden de 1961 on the Control of Public Expenditure, el White Paper on the Reorgani-
zation of Central Government, que preconizaba la creación del Central Policy Review Staff 
(CPRS) dentro de la Oficina del Gabinete y el desarrollo del Program Analysis and Review 
(PAR). Véase también el artículo de Ricardo CALLE SÁIZ, Reforma Presupuestaria en Inglaterra: 
Informe Armstrong (edic. orig. Oxford University Press, 1980), donde se incide fundamentalmente 
en los aspectos de procedimiento de las diversas decisiones sobre ingresos y gastos. Para Fran-
cia el trabajo aparecido en la revista Rationalisation des Choix Budgetaires, Paris, junio de 1974, 
pp. 67-75 L´Experience Française de RCB. Para otros países europeos, el artículo de Luis BE-
NEYTO Evolución de los Sistemas Presupuestarios en Europa, Hacienda Pública Española (51), 
1978, donde se recogen referencias a Holanda y Suecia. Sobre política presupuestaria compara-
da y de la OCDE, los artículos de José María ÁLVAREZ DE EULATE y Silvano CALLE CALVO y 
de Purificación ESTESO RUIZ, aunque desde una perspectiva diferente centrada en la política 
fiscal, Hacienda Pública Española (62), 1980.   
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políticos del presupuesto que habían estado presentes en épocas anteriores y en una ma-
yor confianza en la eficacia de la introducción de técnicas que lleve a un terreno neutral, 
de elección casi científica, en las decisiones presupuestarias (enfoque tecnocrático). La 
menor conflictividad aparente del presupuesto y la creencia en la técnica presupuestaria 
llevan consigo un cierto espíritu ingenuo y un gran refinamiento técnico en la incorpora-
ción del pensamiento presupuestario norteamericano. Se unen un cierto mimetismo, en el 
que se incorporan sin discusión las recetas norteamericanas, y una corriente más original 
y sólida en la RCB francesa (Rationalisation des Choix Budgetaires) que parte de una 




La introducción en España de esta preocupación por las técnicas de gestión debe 
enmarcarse en el movimiento de modernización general de la Administración que co-
mienza a finales de los años 50. También el posible retraso presupuestario debe ponerse 
en relación con el retraso general en cuanto a administración y gestión en la Administra-
ción pública española, que se va encarando y superando a lo largo de los años 60 y 70. El 
éxito o el fracaso de la reforma presupuestaria de estos años debe conectarse así con el 
del conjunto de la Administración, además de con el sistema político imperante. El punto 
de vista y la propia terminología utilizada son las propias de la gestión, y se ven acentua-
dos por la ausencia de consideraciones políticas de largo alcance y en concreto por la ca-
rencia de un marco parlamentario de actuación. 
Más recientemente, dentro de la corriente de reformas que se autodenominó mo-
dernización
49
, de nuevo la gestión pareció adueñarse de todo lo que se refiere al presu-
puesto y las consideraciones políticas fueron aún más escasas que durante la etapa tecno-
crática. Durante todo el período, antes y después de la transición política, la debilidad de 
la gestión pública, su reiterada ineficacia incluso, el crecimiento rápido del ingreso, del 
48
El Informe del Consejo Económico y Social Francés, presentado por Jacques Ferry, de 15 de 
octubre de 1969, recoge la filosofía e instrumentación de la RCB en Francia, a partir de la incor-
poración de la influencia norteamericana. Hacienda Pública Española (11), 1971.     
49
Curiosamente, ninguno de los más de 200 programas de modernización que el Ministerio para 
las Administraciones Públicas dice haber iniciado cuando se escriben estas líneas se refieren 
directamente a la mejora del presupuesto. Por otro lado estos planes de reforma no parecen 
tener nada que ver con el gasto público, ni siquiera desde el punto de vista del coste de implan-
tación de los mismos, que se considera de coste cero no sólo en el largo plazo (donde podría-
mos encontrar incluso un coste negativo de mejorar realmente la gestión), sino en su inmediata 
puesta en marcha.    
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déficit y del gasto público y la dimensión excesiva no acompañada de satisfacción con los 
servicios públicos se confunden con los problemas del presupuesto, pero no se traducen 
en una auténtica mejora de sus procedimientos de elaboración y gestión. 
 Se tiende así a equiparar la ineficacia de la gestión con las restricciones presupues-
tarias, viéndose a estas últimas como intrínsecamente ajenas o incluso enemigas de la 
buena gestión. La deficiente gestión se escuda con frecuencia en los controles presupues-
tarios y el control se aplica de manera ciega, torpe e insensible, ajeno por completo al 
análisis y a la preocupación por la buena gestión. La conclusión interesada, perjudicial 
tanto para la gestión como para el presupuesto, es la huida del presupuesto (y de los prin-
cipios clásicos) con abandono de todo intento de mejora.       
 Ambos enfoques o aportaciones (el histórico-político y el gerencial) reflejan la 
realidad, pero sólo parcialmente. De ahí que tanto los aspectos de política, en particular la 
negociación que se deriva de la fragmentación necesaria de toda gran organización, como 
los aspectos técnicos, sin olvidar las técnicas jurídicas de control de los gobernantes por 
los gobernados, deban ser tenidos en cuenta, sin que ninguno, ni el aspecto gerencial ni el 
político, se imponga. En este sentido la Constitución de 1978, al referirse a la elabora-
ción, discusión y aprobación presupuestaria, regula el primer aspecto, extensamente pero 
con poca originalidad, en el apartado dedicado expresamente a los presupuestos, funda-
mentalmente el artículo 134, pero no se refiere al de gestión ni a la mejora de la técnica 
presupuestaria. 
 Concretando, tres son las notas de la regulación clásica de los artículos 134 y si-
guientes de la Constitución. 
 
• Primero la ya mencionada gran influencia de la Ley General Presupuestaria de 1977, 
cuya consecuencia es la escasa necesidad de innovación que la Constitución impone en 
la Administración que había producido la ley preconstitucional. 
• En segundo lugar hay una continuación de la tradición histórica constitucional españo-
la, con su sistema de división de poderes formal y el poco vigor de los poderes que no 
fueran el ejecutivo. 
• Finalmente algo de difícil inserción en un texto constitucional ya suficientemente ex-
tenso y que huye de ser tildado de reglamentista, pero cuya ausencia tiene sus conse-
cuencias. La Constitución carece de un concepto de presupuesto y de una definición de 
su ámbito adecuados a las cambiantes circunstancias políticas y económicas. Qué sig-
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nifica el sometimiento de la Administración a un régimen de presupuesto público y 
cuál sea en cada momento su ámbito de aplicación se deja al legislador ordinario, esto 
es al Gobierno con el refrendo de la mayoría del Congreso de los Diputados, que en 
nuestro caso devuelve esta facultad legislativa al ejecutivo bajo la forma de legislación 
delegada. Antes nos hemos referido a la posibilidad de que los principios presupuesta-
rios y los detalles o tecnicismos se dejen en manos de la propia Administración, per-
diendo el parlamento su capacidad de control. 
Con la tendencia operada, en un hipotético caso futuro, el presupuesto podría ser 
una pequeña nota donde algunos sectores de la Administración incluyeran ciertas partidas 
estimativas de gasto para un año dado, junto a una cifra global de lo que el sector público 
estatal espera ingresar y gastar en tal período (así ocurría ya con toda esa gran parcela del 
sector público estatal ¿regulada? en el artículo 6 del Texto Refundido de la Ley General 
Presupuestaria hasta 2003). 
Nos referiremos a otro apartado que obró como aparente apertura a un futuro me-
jor en cuanto al presupuesto español. Con la aprobación del apartado segundo del artículo 
31 (enmienda R.Bereijo-Fuentes Quintana), se constitucionalizó la permanente preocupa-
ción por la eficacia y la eficiencia que debe presidir el fenómeno presupuestario hoy en 
día. La primera cuestión, los aspectos políticos del presupuesto (más concretamente el 
papel que desempeña cada uno de los actores de relevancia política), es poco innovadora 
y pocos cambios ha producido en la negociación presupuestaria, produciéndose la parado-
ja de que en un régimen formalmente parlamentario el proceso es sustancialmente idénti-
co, con las diferencias que más adelante se verán, al del régimen autoritario no parlamen-
tario anterior. No obstante, el cambio general de sistema político debería haber producido 
alteraciones, en el funcionamiento de los poderes implicados y de la propia Administra-
ción estatal, que no se han dado en el sentido que cabría esperar. Por otro lado, la moder-
nidad y reforma que se puede observar en el artículo 31.2 de la Constitución de 1978 no 
ha sido analizada más que desde puntos de vista muy generales, alejados de análisis rea-
listas de sus consecuencias políticas y administrativas. 
Sobre la innovación aparente del artículo 31.2 de la Constitución tres son los as-
pectos que destacaré. 
 En primer lugar su gestación parlamentaria, de donde cabe deducir su importancia 
para los políticos profesionales. El origen de la enmienda que se transformó en este 
artículo está fuera de lo que se ha llamado el consenso constitucional, no pertenece al 
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texto de la ponencia constitucional elaborada por los considerados padres de la Cons-
titución. Se introdujo por la intervención del senador de nombramiento real Enrique 
Fuentes Quintana que, en colaboración con el también profesor Alvaro Rodríguez 
Bereijo, trataba de mejorar técnicamente y de equilibrar formalmente el artículo 31, 
inicialmente referido sólo al impuesto. La consecuencia es que este artículo aparece 
como algo ajeno a los partidos políticos, los llamados en el futuro a extraer conse-
cuencias de cada uno de los preceptos constitucionales, más allá de la belleza de su 
existencia constitucional. 
 El segundo aspecto de este artículo, muy vinculado a su origen parlamentario, es la 
muy debatida pretensión de eficacia jurídica y su nula vinculación real para los pode-
res públicos, que han dado lugar a una abundante bibliografía académica defendiendo 
tal eficacia, pero la escasa presencia de estos principios en el actuar diario de la Ad-
ministración. 
 En tercer lugar nos referiremos a cuáles son las consecuencias de este precepto, su 
significado y su posible desarrollo ulterior en normas de inferior rango. Se ha señala-
do que este apartado se refiere simultáneamente a la eficacia (logro de los fines seña-
lados, en concreto una asignación equitativa de los recursos públicos) y a la eficien-
cia (o comparación entre fines y medios empleados para su logro, de modo que su ra-
zón o ratio sea la más satisfactoria de las posibles), a la que de modo reiterativo e in-
comprensible se diferencia de la economía. Sin embargo, la construcción lógica de 
este precepto no ha permitido un fácil desarrollo posterior en normas sobre el gasto 
público que incrementasen su eficacia y eficiencia: 
 
 El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y 
su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 
   
 Sobre el sentido de este apartado segundo del artículo 31 es necesario detenerse 
brevemente, para cuestionarnos tal sentido en relación con la Administración pública. 
Falta una visión sistemática o simplemente conjunta en la constitución de 1978. Se diría 
que los artículos 31 y 103 ni se hablan ni se conocen entre sí. Se ha olvidado una contem-
plación conjunta con lo que pretende el artículo 103 de la Constitución al establecer que: 
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 La Administración pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia,... con sometimiento pleno a la Ley y al derecho. 
 La ley regulará....las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus fun-
ciones [de los funcionarios públicos]. 
 
 En primer lugar parece partir de una concepción irreal, bien de la Administración 
pública bien de que no sea ésta la que administra el gasto público, dado que al aprobarse 
la Constitución la mayor parte del gasto público es administrado todavía por las adminis-
traciones públicas. Si tenemos en cuenta que en la Constitución ya el artículo 103 se re-
fiere a la objetividad al servicio de los intereses generales y a los principios de eficacia e 
imparcialidad por parte de la Administración y sus funcionarios, el artículo 31.2 resulta 
hasta cierto punto superfluo, dado que está redundando en el principio de eficacia y, qui-
zás, concretando de manera un tanto equívoca los principios de objetividad y de imparcia-
lidad en la asignación equitativa de los recursos públicos. Si además tenemos en cuenta 
que no hay organización (ni siquiera de servicios voluntarios no retribuidos, mucho me-
nos la Administración pública) sin gasto, la conclusión de la existencia de ambos precep-
tos puede ser un tanto disparatada, al sugerir bien una Administración de coste cero, bien 
un gasto público que se produce sin ninguna intervención de la Administración pública. 
Esta sería la conclusión de dos preceptos que coexisten ignorándose mutuamente, como a 
veces ocurre entre los estudios de Hacienda pública y de Administración pública. 
 Sin embargo, la falta de sentido de este precepto es algo únicamente especulativo, 
una diversión sobre lo que parece en sí mismo un mero juego de palabras. Su falta de 
desarrollo en normas de inferior rango ha impedido comprobar si realmente este apartado 
de la constitución tenía realmente algún sentido propio, más allá de marcar la voluntad de 
mejora estética del texto constitucional. 
 
2. PRESUPUESTO POLÍTICO Y PARLAMENTARIO 
 
 Dentro de un enfoque político ¿debe resaltarse el aspecto parlamentario o el as-
pecto administrativo-ejecutivo del presupuesto? 
En primer lugar, la respuesta a esta pregunta condiciona en gran medida el curso 
que debe seguirse para comprender mejor cómo se adoptan las decisiones presupuesta-
rias, por lo cual partimos de señalar un apriorismo bastante asentado ya en las ciencias 
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políticas, el de la caracterización del ejecutivo como el elemento impulsor y más dinámi-
co del sistema político. 
En segundo lugar se inclina este estudio hacia ciertas creencias asentadas de nues-
tra propia disciplina, en particular el papel esencial que dentro del ejecutivo desempeñan 
las administraciones públicas. 
 Históricamente ¿dónde surge el presupuesto? ¿En la Administración, zona del 
Estado donde se manejan instrumentos y que en sí misma cabe verse como un instrumen-
to? ¿En el Parlamento, lugar donde se señalan los fines a seguir y se dota a éstos de me-
dios que los hagan posibles? La respuesta no tiene un interés meramente histórico. De 
situar su origen en la Administración, existe un cierto acercamiento a la postura que tien-
de a equiparar el presupuesto administrativo con el propio de las empresas privadas, in-
troduciendo ideas de éstas en aquélla y sometiendo al presupuesto a parámetros de valo-
ración que no le son del todo propios. Más aún, toda la polémica política y jurídica sobre 
el presupuesto y su ley de aprobación giran en realidad sobre esta cuestión: el presupuesto 
como producto de la Administración, como documento administrativo antes que como ley 
en sentido pleno. 
 Contra esta idea, aun a riesgo de ir contra corriente de opiniones bien asentadas, 
hay que rebelarse no de un modo ideológico o voluntarista, sino desde la propia realidad 
de los hechos. Ciertos documentos que podrían confundirse con los presupuestos (los 
proyectos elaborados por la Administración en términos monetarios, las intenciones de 
gasto para un período dado, la clasificación de los ingresos y de los gastos con una deter-
minada sistemática de elaboración) no constituyen por sí solos presupuestos, por más que 
tengan todas las características de un complicado documento administrativo, incluyendo 
una posible vinculación en tales términos administrativos, como derivación de la jerar-
quía o planeación de actuaciones para el futuro. 
 Los presupuestos sólo existen cuando personas distintas a quienes son mandados a 
su ejecución, las Cortes medievales respecto de los príncipes y sus comisionados, tienen 
el poder de definir todos o parte sustancial de los elementos que constituyen materialmen-
te el presupuesto (su cuantía, su composición, su origen o el modo en que será gastado) y 
de controlar que efectivamente se cumplen sus mandatos o sus prohibiciones. 
 Por más que los elementos del presupuesto deban buscarse en la Administración y 
que ésta produzca y ejecute el mismo, ninguno de los elementos del presupuesto significa 
nada si no se coloca en esta perspectiva de institución política y parlamentaria. El presu-
puesto no es tanto su forma y su contenido sino el modo en que la política actúa sobre la 
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administración de los ingresos y gastos públicos. Así estamos haciendo en realidad una 
cierta declaración metodológica de intenciones, al situar nuestro campo (Administración 
pública como ciencia) netamente en la disciplina de las ciencias políticas y no de las téc-
nicas de gestión. 
 Siguiendo esta perspectiva, la de resaltar el aspecto político y parlamentario, ¿cabe 
mantener la hipótesis de que el presupuesto como tal institución es básicamente depen-
diente de esta variable político-parlamentaria? Esta pregunta tiene gran importancia para 
el curso de esta investigación. Si nos decantamos por la dependencia, por la centralidad 
del Parlamento, será en éste donde se pueden encontrar las claves de comprensión del 
presupuesto, si no habrá de continuarse la búsqueda en otra sede. Volvemos a la Adminis-
tración pública, al ejecutivo, pero no habremos salido de la política. 
 La respuesta a esta cuestión no corre paralela a lo planteado en el apartado ante-
rior, es decir creemos que no hay una dependencia directa y mecánica, en sentido socio-
lógico, del presupuesto y de la Administración presupuestaria respecto al sistema político 
y respecto a la institución parlamentaria. Más bien se han de hacer dos correcciones a lo 
apuntado en el párrafo anterior. La primera sobre una cuestión no suficientemente resuel-
ta por las ciencias sociales, pero a veces deliberadamente ignorada. No se da una relación 
de causalidad, ni siquiera de determinación entre la variable sistema político y la variable 
Administración pública. La segunda sobre la relación entre el cambio político y el cambio 
en el uso de determinadas técnicas de gestión y su necesario soporte orgánico. 
 Respecto a la primera corrección, más bien se trataría de definir en qué medida la 
Administración y el presupuesto son dependientes, independientes o interactuantes con el 
sistema político en que se insertan. En otros términos, las relaciones no son mecánicas y 
ni existe un presupuesto propio de un Estado autoritario o centralista, ni el presupuesto o 
la Administración presupuestaria actuales en España, han de ser considerados necesaria-
mente coherentes con o fruto de un Estado de derecho, democrático, social y autonómico 
como el que se define en la Constitución. 
 Sin embargo, no siendo el entorno, en concreto el sistema político parlamentario 
determinante de lo que ocurre en el interior de la Administración, hay razones para seguir 
insistiendo en el aspecto parlamentario del presupuesto, aunque sea para acabar derivando 
la atención principal a otros aspectos. 
 En primer lugar, por cuestiones de legitimidad democrática. Las conclusiones y 
objeciones que se hagan al presupuesto tienen como destinatario final al Parlamento, ór-
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gano que más allá de su competencia presupuestaria constitucionalmente fijada, tiene una 
responsabilidad general sobre el funcionamiento de todas las instituciones del Estado. 
 En segundo lugar porque sin la referencia parlamentaria es difícil imaginar el pre-
supuesto tal como es, y esta referencia sigue estando presente en la actualidad en los de-
bates acerca del presupuesto y del modo de adoptar las decisiones políticas. 
 Finalmente, por cuestiones de mera legalidad positiva que todavía no han sido 
vencidas por las tendencias políticas y jurídicas actuales. El parlamento tiene un papel 
que desempeñar y unos poderes que las leyes le otorgan, cuyo no ejercicio no debe consi-
derarse como normal ni un dato inmutable del juego político e institucional. 
 El aspecto político-parlamentario, si bien no determina el presupuesto de un modo 
mecánico, sí explica las grandes diferencias entre los diversos sistemas presupuestarios en 
los Estados Unidos y en los diversos países europeos. Ciertas variables deberían ser con-
sideradas para un estudio global, más amplio que éste, del presupuesto público: la situa-
ción del Parlamento en el juego de poderes, el sistema electoral y la composición de las 
cámaras, la estabilidad del sistema político y, finalmente, el funcionamiento interno del 
Parlamento. 
 Desde esta perspectiva los estudios realizados pueden ser insuficientes por diver-
sas causas. La mayor parte de los estudios contemplan separadamente los aspectos políti-
cos y administrativos, como si fuera absoluta la distinción y los criterios utilizados en los 
fines y en los medios. Así hay estudios sobre el funcionamiento de las cámaras que no 
tienen en cuenta como se relacionan éstas, más allá de los aspectos formales, con los ór-
ganos de la Administración; junto a ello se pueden señalar estudios sobre los aspectos 
técnicos del presupuesto que no se asoman al hecho de que el órgano del Estado que pue-
de juzgar sobre tales aspectos, especialmente sobre los fines concretos que cumple el pre-
supuesto, es justamente el Parlamento
50
. Un segundo grupo de estudios es el que, por su 
formalismo o juridicismo en el análisis del ordenamiento presupuestario, ignora aspectos 
políticos que condicionan no sólo la ley de presupuestos o la rendición formal de cuentas, 
sino también su ejecución y control ordinarios, manifestados en miles de actos de la Ad-
                                                 
50
Así el artículo de José BAREA El presupuesto para 1995: “Aquí no pasa nada”, en Cuadernos 
de Información Económica nº 91, octubre 1994, aunque se refiere al presupuesto como instru-
mento para disciplinar el quehacer de la actividad económica de los entes públicos (sic) y a una 
desviación en el último quinquenio entre los créditos figurados en el presupuesto aprobado por 
las Cortes y los créditos de más del 24 por 100 como media del período, no dedica nada más al 
papel de las Cortes en el proceso. 
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ministración. En último lugar ciertos estudios adolecen de la creencia en la supuesta im-
parcialidad política de las técnicas adoptadas, contemplando éstas como quien analiza un 
cálculo de estructuras propio de la ingeniería. 
Otra cuestión menos teñida de radicalismo, que trata de relacionar los aspectos 
políticos y administrativos del presupuesto es la siguiente: ¿implica un cambio político 
una modificación en las normas y los métodos de presupuestar? Se trata simplemente de 
observar el cambio, de comprobar si la política es capaz de cambiar sustancialmente la 
Administración o esta actúa con inercia y con independencia de lo que ocurra en los nive-
les políticos. 
Es esta una cuestión importante para la propia Administración y sus funcionarios 
y, lo que es más importante pero está menos presente habitualmente, para los ciudadanos. 
Desde la perspectiva actual, la de un régimen político democrático, reciente y de salida de 
una dictadura, que pretende nada menos que un cambio en los modos de actuar del sector 
público y una mejora en las condiciones de vida de sus ciudadanos, las cuestiones plan-
teadas en los párrafos anteriores (relaciones entre sistema político representativo y presu-
puesto eficaz y justo) deben concretarse en lo que aquí nos preguntamos (en última ins-
tancia, reforzamiento de la legitimidad representativa por la legitimidad que da un fun-
cionamiento más eficiente del sistema político-administrativo). 
Es decir, los cambios políticos pueden o no tener consecuencias sobre el modo de 
actuar de la Administración pública, y cuáles sean éstas tiene cierta importancia sobre las 
prestaciones del sector público hacia los individuos y para el juicio que los ciudadanos 
tengan sobre el propio sistema político. Al final no son mundos separados los de la admi-
nistración y los de la política o los procesos electorales. Las personas que forman una 
comunidad política son a la vez electores y contribuyentes y perceptores de gasto y de 
políticas públicas. En otras palabras, no se puede esquilmar a los ciudadanos y prestarles 
servicios públicos mediocres y pedirles a continuación que vayan alegremente a votar o 
que cumplan las normas más allá de la coerción que el Estado es capaz de ejercer.   
La primera cuestión que puede incidir sobre esta traslación al campo administrati-
vo del cambio político, es la relatividad del interés por las cuestiones político-
administrativas en la agenda política de los políticos profesionales. Este interés secunda-
rio por las cuestiones administrativas abandona el campo presupuestario -con la salvedad 
de ciertas cuestiones muy generales ya reseñadas, a algunas de las cuales ya hemos hecho 
referencia- a los técnicos, dejando en éstos las cuestiones del cómo actuar y del segui-
miento de las políticas emprendidas, como si éstas fueran políticamente irrelevantes. 
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 Como contrapunto no siempre deseable, la progresiva burocratización de la políti-
ca (con la consiguiente conversión del político en administrador) conlleva una adopción 
de decisiones administrativas con criterios políticos. La consecuencia no es favorable ni 
para garantizar que ciertas decisiones políticas, cuando son efectivamente adoptadas, se 
lleven a la práctica, ni para que su implementación tenga en cuenta los factores adminis-
trativos necesarios. 
 En esta línea, las cuestiones más técnicas no alcanzan el rango suficiente para su 
plasmación legal, ni siquiera para su aparición en los medios de publicidad de la Admi-
nistración. Su abandono a las normas menores y el propio funcionamiento extra legal de 
la Administración pueden vaciar de contenido las declaraciones políticas o legales del 
más alto nivel, pudiendo causar cierta sorpresa en quienes con buena intención pero des-
atentadamente han adoptado tales decisiones, despreocupándose después de su consecu-
ción. Así logros que las normas dan por supuestos, o situaciones ideales que se pretende 
haber conseguido, no llegan a calar en los comportamientos de la Administración ni, mu-
cho menos, a beneficiar a los ciudadanos. 
 Por otro lado, debe tenerse en cuenta la tendencia a la estabilidad de las institucio-
nes administrativas o incluso la resistencia al cambio. Tendencia que se manifiesta al me-
nos en cuanto a las normas (ya se ha mostrado anteriormente la larga duración de las es-
casas normas presupuestarias en España, frente a la innovación reiterada en materia cons-
titucional), en las estructuras y diseño orgánico de la Administración y en cuanto a las 
personas que desempeñan los puestos clave. Esta estabilidad tiene dos consecuencias fru-
to de ese distinto ritmo de actuación: la dificultad para distinguir la influencia de la políti-
ca sobre la Administración cuando se produce, y una cierta dificultad (morosidad al me-
nos) para pasar de las intenciones políticas a los hechos administrativos. 
 Sin embargo el cambio se produce. Observamos cambios a pesar de la estabilidad 
y podemos decir que, pese a todo, el presupuesto y la Administración presupuestaria de 
hoy son diferentes de los que han existido en otras épocas. Lo que hay es una dificultad 
para la descripción y explicación coherentes y, en este momento una imposibilidad de 
construcciones teóricas acabadas sobre el cómo y por qué se produce tal cambio. Pero 
antes de llegar a esas deseables teorías, bien puede admitirse este estudio como un análi-
sis de caso, paso intermedio para llegar a observar el cambio en general. 
 El primer obstáculo para la observación del modo de funcionar el presupuesto es 
el propio carácter jurídico de la Administración. Con esta paradoja no queremos decir que 
deba existir una oposición entre juridificación y presupuesto, sino que lo más sólido y a la 
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vez lo más equívoco del comportamiento de la Administración pública es que se mani-
fiesta a través de normas jurídicas. Éstas no siempre coinciden con lo que realmente que-
remos conocer de su comportamiento, pero son siempre el dato de partida. Las normas a 
veces ni son prescriptivas ni descriptivas, sino que enmascara o confunden y, con la habi-
tual mala técnica normativa, son parciales. Por ello si, por un lado, el conocimiento de los 
aspectos jurídicos de la Administración presupuestaria es imprescindible para hacerse una 
idea correcta de la misma, por otro es necesario adoptar cierta actitud precavida e intro-
ducir otros elementos de juicio. 
 El aspecto legal, las normas de actuación administrativa y el diseño jurídico de la 
organización, son parte sustancial de la realidad pero sólo una parte. Por tanto no basta 
conocer este aspecto para conocer toda la Administración y aun menos su funcionamien-
to. Por más que todo estuviese regulado jurídicamente, habría aspectos que permanece-
rían ocultos y cuyo conocimiento resulta imprescindible para el estudioso de la Adminis-
tración. 
 Las normas existentes e incluso las proyectadas pueden operar no sólo como una 
parte de la realidad, sino como un encubrimiento de ésta. Esto, que en el campo del dere-
cho puede ocurrir en todos los órdenes, es especialmente frecuente en lo que se refiere al 
funcionamiento interno de la Administración o a las relaciones entre los poderes públicos, 
menos sometidos a la acción de los ciudadanos y de los jueces y tribunales independien-
tes. En estas relaciones internas al Estado, es frecuente encontrar normas que no sólo se 
incumplen sistemáticamente, sino normas cuya función es justamente mostrar una reali-
dad que sólo existe en el campo de las ideas o de los deseos o, en el peor de los casos, de 
la comunicación política o la pura propaganda electoral, dando a ésta un sentido no peyo-
rativo. Más aún ciertas normas pretenden dar justamente una impresión contraria a la que 
la realidad nos ofrecería de poder observarse directamente. 
 Aun con los problemas que ofrece al estudio del presupuesto y de las maneras de 
presupuestar la realidad jurídica de la Administración, es difícil seguir otros caminos de 
conocimiento. La realidad del presupuesto es fundamentalmente la que podemos encon-
trar en las normas y en otros actos (¿jurídicos?) publicados en los medios oficiales habi-
tuales. Es difícil o incluso imposible el análisis de laboratorio, o el recurso a técnicas so-
ciológicas como la encuesta o económicas, en concreto los análisis del producto del pro-
ceso presupuestario (de las cifras resultantes, tanto presupuesto inicial, como final o eje-
cutado), de su output (o mucho menos del outcome, en términos ciudadanos o políticos). 
Y es necesaria la interpretación arriesgada de las normas y una cierta imaginación de su 
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vigencia antes que una recepción acrítica. Pero estas son características comunes al análi-
sis político de las instituciones parlamentarias y administrativas, que no invalidan sus 
conclusiones. 
3. ¿A QUIÉN SIRVE EL PRESUPUESTO? 
 
A. Novedad del presupuesto como instrumento 
 
 Dentro de un interés instrumental, en el que resalta lo que hoy se denomina efica-
cia y eficiencia, hay que responder a una cuestión que consideramos de importancia para 
el encuadramiento actual del objeto de estudio: ¿es nueva esa preocupación por la eficaz 
asignación de los recursos y su gestión? 
 Con frecuencia se responde a esta pregunta afirmativamente, no ya desde el cam-
po político, lo que sería comprensible, sino desde el mismo campo supuestamente cientí-
fico que pretendemos compartir. De ser efectivamente nueva esta preocupación o interés, 
coincidentes en el tiempo con importantes cambios políticos recientes, debe guardar al-
guna relación con el aspecto político antes señalado o ser fruto de una mera casualidad 
temporal en la que cuesta trabajo creer. Es decir, se pretendería indicar que la nueva si-
tuación política ha creado una nueva preocupación por las cuestiones económicas y de 
gestión, inexistente con anterioridad, o que ahora se dispone de un marco de modernidad 
que permite renovar un presupuesto, una Administración, que permanecerían enclavados 
hasta ahora en el pasado ineficaz y ritualista. 
 Una pregunta a la pregunta anterior: nueva ¿desde cuándo? ¿Desde 1977 ó 1978, 
desde algún cambio político posterior? ¿desde que hay Estado moderno? Evidentemente 
no, en todos los casos. 
 Una cuestión de índole general nos impide creer en la novedad absoluta de esa 
preocupación por el comportamiento eficiente. La idea del homo oeconomicus, orientado 
a resolver de la mejor manera posible los problemas con los que se encuentra, no es nueva 
ni reciente, ni en su concepción ni, mucho menos, en su realidad. La preocupación no es 
nueva tampoco para la Administración pública ni para el Estado, quizás uno de los mode-
los más acabados de racionalidad. ¿Acaso se pretende la novedad para la formación de 
presupuestos públicos, aislados tanto de la sociedad como de la Administración pública? 
Quizás sea así, pero no podemos compartir tal punto de vista al examinar el pasado re-
ciente del presupuesto español. 
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 En general, desde la existencia de presupuestos públicos, ligados desde el princi-
pio a la idea de control, aquéllos han estado asociados a un evidente interés por que los 
gastos se asignasen eficazmente y lo hicieran aplicando los menores recursos posibles. 
Pero cuál es la asignación eficaz de un presupuesto y de cada crédito es cosa, como vere-
mos, propia de la interpretación del interés de cada uno, de las respectivas escalas de va-
lores, de las preferencias relativas por unas actuaciones u otras que tienen, tenemos, los 
individuos y los grupos en la sociedad. 
 Descendiendo al nivel de lo obvio pero no siempre considerado, hay al menos dos 
maneras de describir una asignación eficaz, partiendo de que se trata de hacer efectivo, 
real y verdadero, un intento o propósito. Eficaz es aquella asignación que contribuye a 
que uno mismo o el colectivo al que se pertenece sea beneficiado, incluso en detrimento 
de otros. De ahí que el término sea mucho menos técnico y más político y polémico de lo 
que normalmente se pretende. La eficacia así considerada nos conduce inevitablemente al 
campo de la política y de la negociación, para obtener decisiones de asignación cuyos 
efectos sean el resultado de un equilibrio, de un consenso, no excesivamente dañoso para 
nadie
51
, cuyo resultado es un presupuesto que necesariamente incluye decisiones eficaces 
e ineficaces desde diferentes puntos de vista, pero cuya virtualidad social es ser un meca-
nismo para la decisión colectiva distinto de la mera imposición de unas perspectivas sobre 
otras. Las implicaciones de esta idea son fundamentalmente para la sociedad organizada 
políticamente, para el Estado y sus máximos mecanismos decisorios, no tanto para la ma-
nera en que los burócratas (o los técnicos, si se prefiere) interpretan la eficacia aplicándo-
la a cada medida, eficacia que podríamos considerar secundaria en relación con la prime-
ra. Dicho de otra manera: hablamos de política, de politics y no de policies o de políticas 
públicas concretas. 
 En otro sentido, eficaz es lo que cada uno decide o lo que se decide según las 
premisas a las que cada cual tiene acceso, encontrándonos con la posibilidad de decisio-
nes acertadas según la serie de premisas utilizadas y equivocadas según las que son cono-
cidas o manejadas por otro sujeto. Es fundamentalmente un problema de conocimiento 
                                                 
51
Así el criterio de Pareto, según el cual un cambio es deseable si colocase a algunas personas 
en mejor posición (en su propia opinión) sin empeorar la situación de otras (en su propia opi-
nión). Una decisión sería buena si mejorase la posición de algunos a posiciones preferidas, sin 
colocar a otros en posiciones que prefiriesen menos que la actual (Leonard MEREWITZ y Step-
hen SOSNICK, The Budget´s New Clothes, Chicago 1971 p.78) 
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por parte de los individuos y de la sociedad
52
. Se trata de contar con los elementos de
juicio necesarios para asignar los recursos de la manera más provechosa para cada uno, o 
para el conjunto en cada caso delimitado. Esta función de conocimiento, de obtención de 
información para tomar decisiones acertadas, la realiza en la sociedad moderna la Admi-
nistración pública cuando se trata de decisiones que afectan a la colectividad, pero tam-
bién es sabido que la Administración pública no rinde cuentas directamente a la sociedad 
sino al grupo que ejerce la dominación, cualquiera que sea el fundamento de ésta. Por 
tanto, conseguir que la eficacia se realice en este sentido es básicamente una cuestión de 
organización y funcionamiento de la Administración. Pero aun aquí, hay que contar con 
la posibilidad de que el conocimiento se maneje (se cree, se obtenga o se destruya o evite 
su difusión) no para el interés de la sociedad, sino para el interés propio o del grupo o de 
los grupos que están en los diversos lugares del poder. 
Si bien la preocupación por la eficacia es consustancial a la idea de presupuesto 
público desde sus orígenes, recientemente -pero no tanto como se podría pensar- hay dos 
grandes épocas de renovación presupuestaria, en el sentido antes indicado de preocupa-
ción por la eficacia en un sentido netamente instrumental. En primer lugar en los años 
veinte a cuarenta en los Estados Unidos, con un marcado enfoque micro, de mejora de la 
decisión
53
. Más recientemente en los años sesenta y setenta en el mundo entero, con gran
interés sobre las decisiones que afectan a grandes cifras y grandes organizaciones
54
. Estas
dos oleadas de progreso en el aspecto presupuestario no han sido superadas fundamen-
talmente por trabajos posteriores, sino sólo continuadas en su orientación. Por tanto, no 
podemos destacar de ningún modo la actualidad original de la eficacia en el presupuesto 
desde una perspectiva comparada.  
52
En este sentido MEREWITZ (obra cit. p.78) se refiere a la desconsideración que hace Pareto 
de las razones que hacen a las personas desear una u otra posición. 
53
Cuyos hitos son fundamentalmente la Ley de Administración y Contabilidad de 1921, que sus-
tancialmente ha regido hasta la actualidad, la mejora de la organización que se opera en la TVA 
(Tennessee Valley Authority) en los años 30 y las innovaciones en la organización del esfuerzo 
bélico a partir de 1942 con la creación del War Production Board. 
54
Implantación del PPBS en 1961 en el Ministerio de Defensa y en 1965 en toda la Administra-
ción Federal y gran parte de los gobiernos locales y estatales, implantación del ZBB en la Admi-
nistración Federal en 1976, en los Estados Unidos. Movimiento de reforma presupuestaria en 
toda Europa en los años 60, cuyo mejor ejemplo es la RCB francesa. 
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 España no es ajena a ese viejo interés por la buena administración, pudiéndose 
encontrar ideas de asignación eficaz tanto en el pasado remoto, como en el pasado más 
reciente. Más aún, la idea de eficaz asignación de los recursos, como realidad y como 
pretexto, es una de las claves principales de explicación de ciertos fenómenos de la Ad-
ministración contemporánea, como son el desmembramiento y tendencia a estados parti-
culares de la misma (creación de personas jurídicas diferentes de la del Estado, alejamien-
to de normativas generales, en especial de las reglas generales de control, contratación, 
personal, etc.). 
 Tanto en sentido general como en lo que se refiere al presupuesto, la Administra-
ción y sus instrumentos se conciben al servicio de una mayor eficacia en la gestión. Cosa 
distinta es el éxito de tal interés, que depende de muchos más factores que la mera preo-
cupación o deseo por que se administre correctamente, idea contra la que nadie se mani-
festaría en contra pero que no resulta fácil de llevar a la práctica. Lo que queremos decir 
es que la novedad, de existir, se puede encontrar (o no) en el resultado, no tanto en la idea 
genérica de que el presupuesto sea un instrumento que sirva con eficacia a la correcta 
asignación de los recursos. 
 
B. Multifinalidad del presupuesto 
 
 Cuestión diferente es que las medidas adoptadas para un fin concreto vayan en 
detrimento de otros fines que también se persiguen. Recientemente, la introducción de 
técnicas presupuestarias ha evidenciado el ya conocido por los economistas trade off de 
las medidas técnicas que se adoptan
55
. El presupuesto, ¿debe servir al control, a la eco-
nomía, a la gestión, a la adopción de decisiones? Cabe todo tipo de respuestas, desde las 
más armonizadoras, que pretenden hacer del presupuesto el remedio de todos los males 
que aquejan al sector público (o la causa de todos los males, de no aplicarse los remedios 
sugeridos), hasta las más parciales, fieles a un campo de estudio y un enfoque bien deli-
                                                 
55
Cuestión no novedosa en absoluto, ni en la teoría ni en la práctica presupuestaria, como mani-
fiesta José Luis CHANCHO NEVE en Política Presupuestaria en los Países del Mercado Común 
y en España, Hacienda Pública Española (6-7) 1970, p.341, “Todos estos fines no es posible 
conseguirlos simultáneamente a un nivel máximo, pues pueden existir, y de hecho existen, cier-
tas incompatibilidades entre ellos, de forma tal que, al tratar de alcanzar el máximo en uno de 
ellos, se imposibilita o dificulta la consecución de los otros”. 
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mitados, que se centran en la resolución de algún aspecto del fenómeno, renunciando a 
tratar de considerarlos todos a la vez. 
 Cuatro son, al menos, los aspectos que están implicados en el presupuesto y hay 
que partir de la dificultad de encontrar solución a todos ellos en una sola medida técnica. 
Pero sí hay que considerarlos todos ellos, cualquiera que sea el camino adoptado, bien sea 
de dar respuesta global a todos los problemas, bien se trate de mejorar alguno de ellos. 
 En primer lugar el control aparece absolutamente ligado a la idea de presupuesto. 
Primero en el tiempo, sigue siendo hoy una de las cuestiones capitales a las que se enfren-
tan los protagonistas del presupuesto en todos los países. Pero su concepto no es unívoco, 
estando muy condicionado por la cultura organizativa concreta en que se aplica. Con in-
dependencia de sus definiciones, dos son los significados del término. En primer lugar el 
de comprobación, inspección, fiscalización o intervención, en el que predomina la acción 
inmediata por la que se comprueba la correspondencia entre un comportamiento previsto 
y el comportamiento real del controlado. Un segundo significado, el de dominio, mando, 
preponderancia, en el que la idea fundamental es la de poder sobre lo controlado o sobre 
las personas controladas por parte de quien controla. En el comportamiento real, ambos 
significados se entremezclan, resaltándose uno u otro según la conveniencia política o 
técnico-administrativa del momento. Son de destacar las implicaciones metodológicas 
(desarrollo sobre todo de técnicas contables) y orgánicas (atribución de la función presu-
puestaria a los órganos encargados del control y situación predominante de éstos) que la 
idea de control tiene para el presupuesto. 
 La idea general de economía afecta al presupuesto en dos sentidos. En primer 
lugar, relacionado con el sentido ordinario, doméstico, de economía, por la necesidad de 
articular el presupuesto y la Administración presupuestaria de modo que ambos contribu-
yan a la eficacia y eficiencia de la Administración pública, cualidades que tras su simpli-
cidad aparente necesitan ser examinadas una y otra vez. El segundo sentido, el de la eco-
nomía política, muy de actualidad dada la dimensión creciente del sector público, es el 
que se refiere al papel del presupuesto en el conjunto del sistema económico, desde una 
perspectiva macroeconómica. El comportamiento económico en estos dos sentidos se 
busca a través de modernas técnicas contables (del tipo de la contabilidad analítica y de la 
contabilidad nacional) y de un diseño orgánico que permita a la vez la Administración 
recta y prudente de los bienes en el sector público, dando a los responsables de éste auto-
nomía para su logro, y unas relaciones funcionales que pongan en conexión la política 
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económica con la política presupuestaria, manteniendo a ambas como cuestiones distintas 
pero relacionadas. 
 La gestión, en el sentido del trabajo diario y permanente que logra que las cosas 
se hagan, es el fin último del presupuesto y el que justifica su existencia. Las ideas ante-
riores de control y economía son superfluas si no van encaminadas a una buena gestión. 
La asignación eficiente de los medios y el control de éstos no deben ir en detrimento de la 
gestión, siendo frecuente la queja por parte de los gestores de que las medidas de presu-
puestación y de control, cuya necesidad no niegan, no tiene en cuenta las necesidades de 
la gestión o incluso obstaculizan su labor. Incluso la propia teoría y no sólo la práctica 
administrativa suele contraponer la idea de gestión y de control, sin reparar en que tal 
oposición es muestra de una cierta disfuncionalidad organizativa. A esta defensa de la 
gestión, ocupada en tareas urgentes e inmediatas que no deben ser estorbadas por la ela-
boración y el control del presupuesto, debe añadirse su visión más amplia como acción a 
largo plazo, que excede de la labor del gestor concreto de una unidad y que tiene conse-
cuencias sobre el conjunto de la sociedad, para mostrar la necesidad de planificación, 
presupuestación, control y medidas de economía que excedan ese día a día urgente de la 
gestión. 
 Finalmente, el presupuesto como técnica de adopción de decisiones, por encima 
de los otros aspectos reseñados, puede dar cierta coherencia y unidad al conjunto de las 
cuestiones implicadas en la presupuestación. Hemos visto cómo todos los implicados en 
la tarea general de administrar son relevantes a la hora de reflexionar sobre el presupuesto 
en sus diversos momentos. El presupuesto como mecanismo decisorio permite la con-
fluencia de los diversos actores, siendo cuestión primordial la descomposición en los di-
versos tipos de decisiones en presencia, para hallar el nivel de adopción de decisiones 
adecuado en cada caso, así como la manera de organizar la información presupuestaria y 
el nivel de agregación de esa información. Aquí deben contraponerse, desde la perspecti-
va del sistema político de división de funciones o poderes y desde la perspectiva adminis-
trativa de atribución de competencias, la legitimidad y el conocimiento. Se trata de hacer 
coincidir o de acercar los lugares donde se adoptan las decisiones y aquellos donde se 
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cuenta con la información pertinente para adoptarlas, salvando la legitimidad democrática 




C. presupuesto control parlamentario versus presupuesto instrumento ejecu-
tivo 
 
 Un último punto es el que trata de dar respuesta a esta pregunta: ¿en qué medida la 
modernización técnica debe hacer disminuir el perfil tradicional del presupuesto como 
instrumento de control del ejecutivo por parte de los parlamentos? O, en otros términos, 
¿es enemiga la mejora de los aspectos técnicos del presupuesto de la conservación de sus 
perfiles característicos como institución parlamentaria de control? 
 Con frecuencia la respuesta es afirmativa y toda mejora técnica de la Administra-
ción, toda modernización en el sentido más al uso, tiende a enfocarse de este modo como 
un alejamiento del mundo de la política y del derecho. Se tiende a ver en primer lugar que 
la complejidad de los instrumentos empleados, su tecnificación, implica dejar el campo 
libre a la Administración, a veces bajo la premisa de que lo complejo es demasiado com-
plicado para dejarlo en manos de los políticos, diletantes en toda materia que no sea el 
campo electoral y de comunicación con la opinión pública. La tentación es entonces, me-
nos o no tanto para los burócratas profesionales como para el alto funcionario eventual 
proveniente del campo precisamente de la política, hacer las cosas más complejas (aun-
que sólo sea superficialmente) para escapar del control de los políticos situados fuera de 
su dominio administrativo, los parlamentarios en particular. Se llega a algo que hemos 
calificado anteriormente de burocratización de la política. 
 Pero no resulta tan clara tal respuesta afirmativa. La tentación tecnocrática de 
apartar de las manos y de los ojos del público y de sus representantes el presupuesto, ins-
titución consustancial y paralela al Estado de raíz representativa, es inconsistente no sólo 
con la idea de democracia y de participación en los asuntos públicos, sino que abandona 
el concepto mismo de presupuesto y lo sustituye por una vulgar técnica que trata de es-
camotear el contenido del presupuesto de la vista de los parlamentarios. 
                                                 
56
 A este respecto resulta muy pertinente para todo esta análisis lo que dice BAENA (2000) p.257 
en relación con las políticas públicas: “distinguir en la actividad pública entre un macromanage-
ment que se refiere a la coordinación y el manejo de los subsistimos sociales y está relacionado 
directamente con el problema de la gobernance, y un nivel micro de análisis que se refiere a la 
decisión que constituye una regulación social”.   
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Frente a esta idea que se relaciona directamente con la política maquiavélica como 
lucha por mantener el poder, sin plantearse cuestiones de legitimidad, la modernización 
del presupuesto consiste más bien en proseguir la línea evolutiva de mejora de su proceso 
de elaboración, negociación y aprobación, ayudando al sector público al logro de sus ob-
jetivos. Se moderniza el presupuesto cuando su información, modo de elaboración y pro-
cesos de gestión facilitan que las decisiones sean tomadas con acierto por quienes están 
más legitimados para ello, implicando potencialmente a los propios electores, parte fun-
damental y no meros espectadores del proceso político. En este sentido toda supuesta 
mejora del presupuesto que no cuente con sus aspectos parlamentarios y no se dirija, en 
última instancia, al servicio de la comunidad, es contrario a la idea de modernización y 
racionalización de la vida política. Y toda medida de mejora que no considere los aspec-




El control parlamentario del presupuesto es, como se ha visto, en sí mismo un 
elemento de modernidad en dos aspectos: técnico a secas, como un instrumento que apor-
ta una contemplación conjunta, simultánea y relacionada de toda la actividad pública, de 
sus fines, de sus medios y de sus costes; técnico-político, al facilitar y dar transparencia a 
la negociación política, evidenciando el consenso (o el disenso) sobre grandes y pequeñas 
cuestiones de la vida política. 
El control del presupuesto, por el Gobierno y por el Parlamento, cabe verse en un 
sentido moderno y dinámico distinto de lo que ofrecen los aspectos más rutinarios del 
control interventor y del tardío del Tribunal de Cuentas. Pero para poder verse en ese sen-
tido favorable es necesaria una reforma sustancial de las instituciones políticas y de su 
comportamiento, no sólo arreglos de fachada de la Administración financiera del Estado. 
La mejora de los aspectos técnicos no se opone a la conservación de sus perfiles 
característicos como institución parlamentaria de control. Más bien impone la necesidad 
de progresivo perfeccionamiento del presupuesto en la Administración, en sus relaciones 
con el legislativo, y en éste, que con frecuencia contempla la Administración y las institu-
ciones como el presupuesto como algo ajeno sobre lo que no tiene responsabilidad. Esta 
57
 BAENA (2000) p. 262 Política pública es “toda decisión conformadora, en principio de carácter 
innovador, que va acompañada de las medidas administrativas necesarias para su seguimiento y 
ejecución”. 
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responsabilidad política no es delegable ni cabe refugiarse en la falta de pericia o de in-
formación. 
En conclusión, la técnica presupuestaria no es necesariamente enemiga de los as-
pectos políticos del presupuesto, ni éstos se oponen a la mejora de los instrumentos que el 
presupuesto, sobre todo en sede administrativa, utiliza. Si no se moderniza en un sentido 
real el presupuesto, las razones deben verse en la falta de interés de algunos políticos por 
someterse al escrutinio de los parlamentos y de la opinión pública, más que a una oposi-
ción conceptual entre la técnica presupuestaria y el presupuesto como institución parla-
mentaria. Tampoco ayuda la dejadez de los parlamentarios hacia los aspectos administra-
tivos del presupuesto o la posibilidad de simultáneamente reclamar y rechazar el control 
efectivo sobre el presupuesto. 
CAPÍTULO III LA ADMINISTRACIÓN PRESUPUESTARIA COMO SUJETO 
POLÍTICO 
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Resumen 
Para llegar a tomar la Administración presupuestaria no sólo como un objeto de 
análisis sino como un auténtico sujeto político, capaz de tener una entidad, una dinámica 
y un protagonismo propio en el juego político que se da en el seno de la Administración 
pública, partimos de un examen organizativo de ésta última. En el capítulo anterior se 
veía la importancia del presupuesto en la política general, en éste se ve a la Administra-
ción presupuestaria como un sujeto, con una cierta personificación y dinámica propia en 
su contexto más inmediato. 
Así vemos como elementos que necesitan ser estudiados su entramado organizati-
vo (estructura, unidades y funciones), los medios utilizados (competencias, medios técni-
cos y capacidades) y los recursos humanos que, esencialmente, la componen. Todo ello 
constituye la caja negra del presupuesto, la que transforma los ingresos y gastos públicos 
en un documento que soporta el conjunto de la acción de las diversas administraciones 
públicas, una vez que es aprobado por las Cortes Generales. 
En primer lugar situamos esa caja negra en el conjunto del ejecutivo estatal, cerca 
de su punto más relevante, el Gobierno, pero alejada de lo que los ciudadanos perciben 
como Administración, pues ni recauda, ni regula, ni produce bienes y servicios ni, sobre 
todo, se relaciona directamente con los ciudadanos. Se dedica a elaborar los presupuestos 
y de ahí a programar la actuación y las inversiones públicas, a definir la política de finan-
ciación de las restantes administraciones y a establecer pautas (o decisiones muy precisas) 
para el número y las retribuciones del conjunto de los funcionarios. Tal diversidad de 
objetivos plantea problemas de diseño orgánico y de posible colisión entre tan gran núme-
ro de objetivos a veces contradictorios. De ahí que además de ser un mecanismo de coor-
dinación del conjunto, tenga problemas internos de coordinación de sus diversos órganos. 
A los objetivos que podríamos denominar de la organización hay que añadir los fines 
contradictorios que los distintos ministerios manifiestan en el presupuesto y los objetivos 
menos formales que muestra la organización presupuestaria relacionados con su posición 
de poder en el seno de la Administración General del Estado. Todo ello se manifiesta en 
una gran dinámica tanto en su estructura como en los fines que se le asignan formalmen-
te. 
Los medios de la organización presupuestaria que se consideran marcan los lími-
tes reales de la organización presupuestaria, más reducidos y más amplios a la vez que los 
señalados por las normas. Estos medios son básicamente su conocimiento o capacidad de 
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manejar la información y los instrumentos informáticos, y el poder de decidir cuáles son 
las premisas a utilizar en la nunca acabada discusión presupuestaria. Sobre todos ellos 
gravita el poder como capacidad y como posibilidad de usar esa capacidad en su labor de 
apoyo a la toma de decisiones. 
Los recursos humanos son el último y más importante elemento a considerar en 
esta organización, por ser a la vez medio y protagonista de la misma. Consideramos los 
recursos humanos en su doble dimensión de personas con capacidades y personas con 
intereses propios y no identificables con los de la organización. En el caso de la organiza-
ción presupuestaria creemos además haber identificado unas culturas organizativas pro-
pias, que se cruzan además con las culturas corporativas de la Administración pública 
española. 
Al trazar los límites del objeto de la Administración presupuestaria, oscilamos 
entre lo que se puede denominar muy estrictamente, es decir, la Dirección general de Pre-
supuestos, y lo que se extiende a todos los órganos y elementos que intervienen funda-
mentalmente en la decisión presupuestaria. Ya utilizando un criterio estricto nos encon-
tramos con que la Administración Presupuestaria Central llega mucho más allá de la DGP 
y del Ministerio de Hacienda, abarcando órganos de Economía y de Hacienda, de la Pre-
sidencia y de los diversos departamentos ministeriales. Con un criterio menos estricto y 
ampliando los límites, acudimos al concepto de entorno inmediato, al que hay que referir-
se para conocer las influencias externas que tiene el presupuesto y su organización. 
Finalmente, del examen de la organización presupuestaria, un subconjunto muy 
parcial y reducido de la Administración, se deduce un conocimiento que afecta a ese con-
junto más amplio y a los diversos colectivos personales que lo integran. Ello nos sirve 
para comprobar y esbozar hipótesis generales sobre el funcionamiento de las administra-
ciones públicas, en su vertiente de Administración general, de Administración económica, 
de Hacienda pública, o simplemente de Administración pública. También el análisis de 
los órganos presupuestarios nos da idea de los diferentes tipos de órganos y de las rela-
ciones entre ellos, así como del distinto carácter de los órganos tradicionales y de los ór-
ganos ad hoc. El fenómeno corporativo se analiza aquí en una perspectiva muy concreta, 
más allá de señalar el número de los componentes de un cuerpo y su extensión por una 
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zona de la Administración pública, valorando el papel ejercido sobre la configuración 
orgánica y el reparto de competencias y funciones
58
.
1. UN ASPECTO DESCUIDADO: LA CAJA NEGRA O ADMINISTRACIÓN
PRESUPUESTARIA 
A. Descripción del entramado organizativo 
Una primera aproximación a la organización presupuestaria proviene del análisis 
de la estructura y funciones generales de una organización como es la Administración 
pública. Los patrones de autoridad y los sistemas de comunicación colocan la Adminis-
tración presupuestaria en un lugar relevante de la organización, alejado en todo caso del 
nivel operativo y más próximo a los niveles coordinador y estratégico. Se puede situar así 
no muy lejos de la jefatura del gobierno y de los puestos clave en el máximo nivel guber-
namental. Esto ocurre tanto en el modelo norteamericano en el que depende directamente 
del Presidente y se inserta en su oficina de apoyo directo, como en el modelo europeo en 
el que la inserción en el ministerio de finanzas va acompañada de una especial relevancia 
de este ministerio sobre los demás
59
.
No participa en la línea del proceso de obtención de recursos ni en la del proceso 
de producción de bienes y servicios, por lo cual no se relaciona directamente con el exte-
rior de la organización, en particular con los ciudadanos (dicho esto con ciertos matices 
como se verá en el apartado dedicado a los límites de la organización). De ahí que ni los 
estudios de la Hacienda pública, como fuente principal de los recursos del Estado y como 
sujeto de la relación jurídico-tributaria
60
, ni los estudios de la Administración pública
como prestadora de bienes y servicios a los ciudadanos tengan a la Administración presu-
puestaria como objeto de análisis. 
58
 BAENA (2000) p. 242 “ la estructura burocrática … es … la que suele influir sobre el diseño de 
la organización y no a la inversa.” 
59
Para KAST y ROSENZWEIG (Administración en las Organizaciones, McGraw Hill, México 
1979), la presupuestación se inserta en el subsistema gerencial, aquel que marca los objetivos, 
la planificación, la organización y el control de las actividades 
60
Una excepción es el artículo de Fernando VICENTE-ARCHE DOMINGO Hacienda Pública y 
Administración Pública, en HPE nº 26, Madrid 1974, que destaca el aspecto organizativo de la 
Hacienda Pública basándose en la teoría institucionalista de Santi Romano. 
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Más bien, el proceso en el que participan quienes elaboran el presupuesto es el de 
la adopción de decisiones, para muchos el núcleo de la organización, especialmente para 
quienes contemplan ésta como un sistema de actividades básicamente constituido por una 
red de adopción de decisiones
61
. Lo que sí resulta evidente es que las decisiones sobre los
recursos y su empleo exceden de la política concreta sobre unos y otros, colocándose en 
el centro de la caja negra que para muchos continúa siendo la Administración. Este ca-
rácter de centro o parte más oculta de la caja negra, alejada por tanto del entorno o am-
biente social dificulta la observación de las reacciones de la Administración presupuesta-
ria ante los cambios en su entorno, que son siempre indirectas. 
Por tanto conceptos como la mayor diferenciación o integración respecto a las 
variables del contexto pierden casi por completo su significado habitual. La diferencia-
ción no se produce tanto por cambios en el entorno social, sino que el estado de segmen-
tación en subsistemas o unidades menores o por el contrario la integración entre ellos 
mediante unidades de coordinación o procesos creados con tal finalidad, variables en cada 
momento, se producen en relación con los requisitos del resto de la Administración y muy 




Como objetivo principal hay que citar la elaboración del documento presupuesta-
rio que el ejecutivo presenta a la aprobación por parte del legislativo
63
. De ahí una serie
de objetivos (¿secundarios?) tales como la programación de las inversiones públicas, la 
financiación de las haciendas descentralizadas o la política de retribuciones del personal. 
La distinción de diferentes objetivos ligados a la elaboración de presupuestos es útil para 
considerar el diseño orgánico de este sector de la Administración. Objetivos principal y 
secundarios están en cada momento más o menos alejados entre sí, dependiendo de las 
condiciones y complejidad concreta en que se decide situar a la organización presupuesta-
ria, no de un alejamiento sustancial entre ellos, que no existe en ningún momento. 
61
Definición a mi entender excesiva y unidimensional, pero expresiva del interés que este tipo de 
actividades tiene para el conjunto de la organización. 
62
Se trata de definir en este caso su contexto externo pertinente, bastante alejado en este caso 
del contexto “social” y en parte del contexto político. 
63
Para Al KLIMAN, A successful budget process, en Public Budgeting and Finance, Summer 
1990, son cinco los criterios para definir un buen proceso presupuestario: se hace, a tiempo, 
refleja las políticas de los máximos decisores de la organización, está precisamente elaborado y 
contiene datos que respaldan su defensa. 
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Esta distinción de los objetivos que puede tener la organización presupuestaria es 
relevante a la hora de describir y considerar la evolución que puede tener y su aparente o 
real pérdida o adquisición de funciones y dispersión de tareas, pero una determinada dis-
tribución efectiva de éstas lleva en un momento dado a reconsiderar la relación entre los 
objetivos. Sobre esto hay que resaltar que el compartir clara y formalizadamente un obje-
tivo común facilita la adaptación mutua, la coordinación voluntaria, puede hacer innece-
sarios los controles más formalizados, influyendo así el funcionamiento de la organiza-
ción. Por el contrario, la falta de claridad respecto a los objetivos obliga a la creación de 
mecanismos de coordinación, que hacen más compleja de lo necesario la organización, y 
a que distintas partes de ésta que comparten el objetivo principal operen en sentido con-
trario sin justificación para ello
64
.
Otro tanto se podría decir respecto a la organización en su totalidad (la AGE en 
nuestro caso) considerando la diversidad de objetivos entre la organización como un todo 
y los objetivos de los subgrupos y suborganizaciones en ella comprendidos. En este caso 
quien suele representar el objetivo global es el jefe del ejecutivo o del departamento de 
finanzas, según los casos, mientras que los objetivos parciales son representados por cada 
uno de los departamentos de obtención y producción de recursos. 
Pero desde una perspectiva menos formal podríamos enumerar otra serie de obje-
tivos y actuaciones de una organización respecto a las demás: tratar de influir en el siste-
ma político general de la organización, tratar de condicionar el comportamiento de otras 
organizaciones, tratar de poner en cuestión la supervivencia de otras organizaciones; todo 
ello tendente a lograr los máximos beneficios para la organización considerada (en even-
tual rivalidad con otras organizaciones y colectivos humanos). Con ello tratamos de decir 
que los objetivos y la estructura de la organización no tienen por qué obedecer a unos 
criterios de máximo beneficio para todos, o de racionalidad general o abstracta, sino pre-
cisamente de beneficio parcial o particular a costa de pérdidas de otros o del conjunto. 
64
En este sentido una mayor dotación de medios y una estructura organizativa mayor y más 
compleja, con aparente mayor especialización y diversificación de funciones, no tiene por qué 
producir un output de mejor calidad. Parte del papel de dirección es precisamente definir el papel 
de la oficina del presupuesto para el ejecutivo, para el legislativo y para el resto del sistema polí-
tico; definir la estructura organizativa que mejor apoyaría tal papel; encontrar y desarrollar el per-
sonal necesario para la organización y adoptar un estilo de dirección y una estrategia para con-
seguir el máximo partido del personal y de la estructura (Jon YUNKER, Managing a budget offi-
ce, Public Budgeting and Finance, Summer 1990). 
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Una cuestión de primera importancia y de máxima dificultad es la dinámica de la 
organización, expresada en los cambios orgánicos o de estructura. Las organizaciones 
cambian a lo largo del tiempo y su estructura aparente también, o mejor, ciertas caracte-
rísticas cambian mientras otras permanecen igual
65
. Ya nos hemos referido a la estructura
legal como deseo de organización y como reflejo de la realidad. También la estructura 
condiciona el resultado que se puede obtener. 
En primer lugar las normas sobre la organización sólo describen parcialmente la 
organización, pero en todo caso nos informan sobre ella. Las normas aportan datos sobre 
la organización deseada o la imagen que de ella se quiere mostrar; diseñan en ocasiones la 
organización futura, si además de las normas se dan otras condiciones (sobre todo en 
cuanto a los medios asignados y a las personas llamadas a ocupar los puestos clave); fi-
nalmente orientan sobre otro tipo de fuentes de información alternativas. 
En segundo término la estructura y funciones que muestra la estructura legal ope-
ran como condicionantes primordiales del posible producto, del presupuesto buscado; al 
diseñar la organización se es consciente de que no es posible un presupuesto eficaz sin 




Marshall W.MEYER (Change in Public Bureaucracies, Cambridge University Press, 1979) se 
refiere con una perspectiva comparada al proceso de cambio en los departamentos de finanzas, 
las oficinas de contabilidad y control, los departamentos de administración y las funciones de 
contabilidad y auditoría. Partiendo de una teoría weberiana o de modelo de sistema cerrado, 
cambia de perspectiva al avanzar la investigación adoptando una teoría contingente sobre el 
cambio. 
66
MEYER (obra cit, p.8) contempla tres formas organizativas básicas: 
a) Oficina de Intervención: es la más vieja forma, fruto de la depresión de los años 30 en los Es-
tados Unidos. Tiene funciones de regulación el gasto y las funciones clásicas de intervención. El 
control que realiza es sobre todo contable, poco relacionado con la política. Sus características 
en cuanto al cambio son el escaso campo de visión y el poco cambio que experimenta. 
b) Departamento de Finanzas: complica su organización. La intervención existe, pero es sólo una
parte entre muchas funciones más modernas y complicadas (tesorería, deuda, patrimonio...). 
Tiene una estrecha relación con la política, sobre todo cuando se encarga del presupuesto. Hace 
menos distinción entre aspectos financieros y no financieros, debido al nuevo planteamiento pre-
supuestario (PPBS, ZBB, ...) que pone en relación gastos y productos obtenidos. Se tiende a una 
menor distinción entre lo que es financiero y el resto de la actividad administrativa. 
c) Departamento de Administración: muy reciente, completa la subordinación de la oficina de
intervención a otras actividades, entre otras la de proceso de datos. Creciente integración en la 
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En cuanto a la estructura habrían de considerarse cuestiones tales como el tamaño 
de la organización, las divisiones existentes en cada momento, el número de subunidades 
dentro de cada división, el nivel de supervisión, la amplitud de control, el grado de forma-
lización, las responsabilidades o funciones asignadas y ejercidas, los competidores, las 
otras unidades que tienen responsabilidad parcial o total en funciones relacionadas con el 
presupuesto (contabilidad, auditoría, preparación de presupuestos, inversiones, etc.) 
Por último, se deduce de lo expuesto (fundamentalmente de la mayor estabilidad 
posible de características no estructurales que de las estructurales) la necesidad de acudir 
en todo caso a otros elementos de mayor permanencia que la estructura legal: los medios 
y los hombres. 
B. Medios utilizados 
El examen de los medios utilizados nos debería permitir contrastar la idea de or-
ganización que nos transmite su estructura formal, así como tener una primera aproxima-
ción a lo que realmente puede hacer la organización. Los medios operan como límite o 
restricción para la organización al permitirle realizar o no ciertas tareas, y como parte de 
ella misma
67
. En los últimos tiempos con mayor intensidad, los medios empleados tien-
den a considerarse un factor esencial en la descripción de cualquier organización. Sin ir 
más lejos, en España se ha estado produciendo un fenómeno de identificación de la mo-
dernización administrativa (no nos referimos ahora a la administración presupuestaria en 
particular) con el desembolso de grandes sumas de dinero en la adquisición de bienes y 
servicios informáticos, sin que eso sea más que un aspecto secundario y, ésta vez sí, me-
ramente instrumental de una modernización que, de existir, debería tener que ver más con 
el cambio cultural y de procedimientos. 
Tanto en la presupuestación como en la administración en general como en políti-
cas públicas concretas (educación, sanidad o infraestructuras, por poner ejemplos relevan-
                                                                                                                                                 
administración general y se hace del directivo de esta unidad un segundo jefe de Gobierno. Sus 
funciones son crecientes y en expansión. 
67
Llegándose al extremo de confundir la organización con sus medios en ciertos casos: empre-
sas de ferrocarriles, hospitales, ejércitos, sistemas de enseñanza, etc. 
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tes) se confunde a veces el disponer de muchos medios, el gastar mucho o más, con el 
disponer de unos buenos servicios o comunicaciones o mejora en la actuación pública. 
Pero conviene dar a cada aspecto de la organización la importancia que le corres-
ponde, no confundiendo medios exclusivamente materiales con su uso, o con lo que se 
suele denominar el know how o dominio de tales medios. Los medios informáticos no son 
los únicos medios con los que cuenta una organización moderna, y no son nada sin otros 
medios más relacionados con el reparto de responsabilidades a lo largo de la organización 
más ampliamente considerada. No obstante estas prevenciones, la informatización y la 
introducción de nuevas técnicas de presupuestar, que requieren expertos y trabajo de in-
novación han operado como fuerzas hacia el cambio, a través de la diversificación que 
introducen en el trabajo y de la selección o sesgo en la selección que introducen en el 
personal. 
Aun así, se ha exagerado la importancia del elemento tecnológico por sí mismo en 
las decisiones que afectan al presupuesto. Más que de imperativo tecnológico se debería 
mostrar cómo la tecnología opera como pretexto de ciertas decisiones administrativas
68
,
por ejemplo como medio de operar una tendencia a la centralización deseada política o 
administrativamente. 
No todos los medios son clave para conocer una organización ni todos tienen una 
manifestación, una presencia física. De entre ellos algunos deben ser tratados: poder (co-
mo medio de producir comportamientos en otros), técnica (especialmente la capacidad de 
tratar la información y de servirse de ella y no simplemente acumularla o producirla), 
ayudas al cálculo (provenientes de decisiones sobre el tipo de información manejada y 
sobre el diseño de la organización) y capacidad de obtener información de otros (proba-
blemente una manifestación del poder mencionado en primer lugar). Pero no todos los 
medios son analizados de la misma manera ni como tales medios. En concreto el diseño 
de la organización y de la información son tratados en otros apartados, así como el factor 
humano, por requerir un tratamiento más específico o más disperso a lo largo de todo el 
análisis, por una mayor transversalidad. 
El poder debe considerarse en relación, de nuevo, con la normatividad y la regula-
ción que rodean todo el comportamiento de las administraciones públicas y del proceso 
68
MEYER (obra cit.p.5) “La mayor parte de las decisiones provienen de juicios administrativos o 
políticos más bien que de imperativos tecnológicos” 
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presupuestario. El sistema político deja las decisiones superiores, plasmadas en normas 
superiores, a los órganos del máximo nivel político, pero las normas son elaboradas y 
producidas por órganos sin tanto nivel, que manifiestan así su poder efectivo. Existe así, 
legitimada legalmente, la posibilidad de que la organización presupuestaria regule las 
conductas de otras organizaciones. Así, por ejemplo la unidad encargada de elaborar el 
presupuesto o parcelas concretas de él ejerce un poder sobre los departamentos de gasto, 
los centros presupuestarios de cada departamento sobre el resto de los centros, la oficina 
de intervención y contabilidad sobre todos ellos, la unidad de informática sobre numero-
sas decisiones que exceden de la mera técnica de tratamiento de la información. Esto 
plantea la cuestión de si se puede hablar de poder en sentido estricto o de meros medios 
instrumentales puramente técnicos, cada cual dentro de su competencia formalmente de-
limitada. 
Nos hemos referido a la necesidad de medios técnicos por parte de las organiza-
ciones, a cómo operan como límites al desarrollo de la organización. De ahí que la elec-
ción de medios técnicos o la misma decisión de su uso se convierten en decisiones suma-
mente políticas, a pesar de su carácter operativo. También la configuración específica de 
los medios técnicos, por ejemplo la opción por uno u otro sistema de organización de una 
red de información, lo que implica compartir o no la información y en qué grado, se con-
vierte en una elección tanto técnica como política. 
Las ayudas al cálculo
69
 aluden a la frontera entre la información manejable y la
información necesaria para adoptar racionalmente las decisiones. Como ayudas al cálcu-
lo, además de las consideradas por Wildavsky, podríamos considerar la simplificación de 
la información utilizada y de la que se remite al Parlamento, la opción por un presupuesto 
a la vez tradicional y por programas, la negociación a nivel departamental y no funcional. 
Como obstáculos al cálculo sus contrarios: la información excesiva que impide considerar 
todos los problemas, suministrar información no relevante que oscurece la negociación o 
impide a una parte actuar como negociador, insistencia en discutir por programas paque-
tes de gasto que no han sido elaborados con tal lógica, etc. Tanto las ayudas al cálculo 
69
Concepto muy amplio utilizado por WILDAVSKY (obra cit.) para combatir la complejidad y el 
cálculo impuestos por el entorno en el conocimiento de los participantes en el proceso presu-
puestario. Como ayudas principales al cálculo cita Wildavsky la experiencia, la simplificación o 
retirada a los gastos más simples y la satisfacción, no maximización, en las elecciones presu-
puestarias.  
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como sus obstáculos pueden considerarse a la inversa, convirtiéndose entonces en una 
ayuda al poder que una parte negociadora tiene sobre las demás. Todas estas cuestiones 
están presentes en las normas de elaboración y control del presupuesto o, con mayor rele-
vancia, en los procedimientos internos reales de la APC (por tanto dentro o fuera de las 
órdenes ministeriales y resoluciones de elaboración del presupuesto o de control). 
 
C. El instrumento central: el factor humano 
 
 El elemento humano es a la vez un medio del que se sirve la organización (recur-
sos humanos) y un agente protagonista que decide y organiza el resto de los medios y la 
propia configuración de la organización. 
 Sólo ciertas características del elemento humano pueden ser conocidas con preci-
sión, con alguna dureza en la información que se aporta acerca del mismo. Muchas otras, 
las más relevantes, son apreciaciones, interpretaciones, supuestos, están sometidas a cier-
ta duda sobre su consistencia. Esto ocurre sobre todo en lo que se refiere a la burocracia y 
los altos funcionarios, sobre los cuales los datos duros son muy poco expresivos de su 
significado y de su papel en la organización. 
 No obstante, la mera descripción de qué colectivos intervienen en el proceso pre-
supuestario y a qué niveles político-administrativos es bastante orientativa sobre la direc-
ción que ha tomado nuestro presupuesto, en particular sobre los fines que es capaz de 
alcanzar. Igualmente, la decisión política sobre la utilización de unos u otros colectivos, 
aunque no adoptada ex novo o en el vacío, precisa el carácter que se ha querido dar al 
presupuesto. Desafortunadamente no tenemos la contraparte en el poder legislativo, pues 
los datos que conocemos se refieren sólo a los aspectos administrativos, no a las caracte-
rísticas que reúnen los parlamentarios que entran en contacto con el presupuesto.  
 Un dato central en toda organización es que en la estructura real distinguimos en-
tre puestos dotados de autoridad formal y puestos con autoridad derivada del conocimien-
to. En esta distinción es fundamental no sólo la diferenciación y especialización de acti-
vidades por la que se opte, sino la capacidad personal de los miembros de la organización 
y su reparto a lo largo de ella, más aún cuando los funcionarios se agrupan por cuerpos y 
no por tipos de puestos. 
 Los puntos a tratar se refieren al tipo de formación de los miembros de la organi-
zación, su trayectoria y perfil profesional, sus aptitudes. Estos datos son importantes para 
valorar la adaptabilidad de las capacidades a las innovaciones presupuestarias y organiza-
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tivas, la necesidad de distintas, nuevas, capacidades y, en definitiva, el tema ya mencio-
nado de los medios como condición o límite para la organización y las decisiones políti-
cas para la utilización de nuevos medios. 
Los intereses tienen una cierta relación con las capacidades, por cuanto los hom-
bres tienden a agruparse con frecuencia en razón de una comunidad de aptitudes o de 
ocupaciones, pero acaban compartiendo una serie de intereses. En concreto la primera 
cuestión es si existe un cierto profesionalismo presupuestario, cuestión diferente tanto de 




Más relacionada con el mundo de los valores que con las capacidades de los indi-
viduos es la cuestión de la cultura organizativa de los miembros de la Administración 
presupuestaria, muy relacionada con esos intereses y con el posible cambio en las organi-
zaciones
71
. Podríamos hablar de una cultura presupuestaria que excede de los límites de la
propia organización, al extender ciertas ideas sobre cómo tiene que funcionar la Adminis-
tración más allá de los límites que podamos establecer (extensión que llega no sólo a la 
Administración, sino a la política o a la sociedad en general). Entre los mecanismos que 
utiliza que intervienen en la extensión de tal cultura, resaltaré un peculiar proceso próxi-
mo a la cooptación que consiste en la creación, en el exterior de la organización, de uni-
dades que aparentemente comparten las decisiones y que hacen disminuir más la autono-
mía organizativa de la parte exterior que de la propia organización presupuestaria (ofici-
nas presupuestarias departamentales). 
Otras cuestiones muy relacionadas con este aspecto de los intereses de los miem-
bros de la organización son las que se refieren a la estructura informal de la autoridad, las 
redes informales y personales de comunicación, el sistema impersonal de definir formal-
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Herbert G. PERSIL (The Profession of Budgeting, Public Budgeting and Finance, Summer 
1990) parte de la base académica de los funcionarios del presupuesto para descartar el uso del 
término profesión, dado que los presupuestadores provienen de una gran diversidad de campos 
académicos. En cambio encuentra el nexo común en las tradiciones, costumbres, hábitos y, so-
bre todo, los intereses y temas comunes, dentro de una orientación neutral y profesional y no 
política. 
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A este respecto MEYER (obra cit.p.4) “Los funcionarios de finanzas tienden a no anticipar de-
masiado el cambio en sus organizaciones. Su orientación es hacia la contabilidad, y contemplan 
innovaciones tales como el proceso de datos y las técnicas presupuestarias sofisticadas como 
nuevos medios de lograr viejos fines”, PERSIL (obra cit.) contempla en cambio unos ciertos cam-
bios referidos a los directores del presupuesto en los Estados Unidos, a los que describe como 
contables al principio, economistas en los años 60 y negociadores políticos en la actualidad. 
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mente las tareas, y el sistema de lealtad personal de los miembros de la organización (o 
interiorización de los fines organizativos). 
 Más conectada con un tema de interés central, es la interacción entre políticos y 
funcionarios, que representan distintos intereses
72
 y las manifestaciones en el campo pre-
supuestario del fenómeno corporativo (en nuestro continente y más concretamente en 
nuestro país la organización en cuerpos sigue siendo de la máxima importancia). Esta 
cuestión, que unos y otros presentan a menudo como conflicto entre las lealtades persona-
les o de grupo y las lealtades organizativas, merece un tratamiento separado. A este res-
pecto Niskanen
73
 modifica tal planteamiento en un sentido que podríamos denominar 
liberal, de competición o competencia, próximo al de Wildavsky, conciliando los intere-
ses personales de los burócratas con la eficiencia de la burocracia, al destacar la tendencia 
de la burocracia a maximizar el presupuesto de la agencia respectiva, si bien esta conci-
liación se produce sólo a un determinado nivel de identificación organizativa y no respec-
to al conjunto de ella. No obstante, cuesta creer que nuestro sistema de cuerpos y la com-
petencia entre ellos produzca tal beneficio derivado de la competencia. 
 
2. LOS LÍMITES DEL OBJETO 
 
A. La Administración presupuestaria estricta 
 
 En sentido muy estricto, por Administración presupuestaria podríamos entender 
exclusivamente aquellos órganos de una Administración pública (Federación, Estados, 
entes territoriales) que materialmente confeccionan su presupuesto. Con una definición 
tan estricta ni siquiera el BOB (Bureau of the Budget) o el OMB (Office of Management 
and Budget) norteamericanos o la DGP (Dirección general de Presupuestos) española 
serían órganos estrictamente presupuestarios, o al menos no sólo presupuestarios. 
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BUCHANAN, en Valentín R. VÁZQUEZ DE PRADA, La Administración Pública: enfoques y 
ramas, HPE nº 86, Madrid 1984, p.82, señala tres valores que guían la actuación de las organi-
zaciones públicas, que pueden corresponder a otros tantos grupos humanos dentro de ellas: 
racionalidad administrativa, moralidad democrática y supervivencia política; valores que son con-
flictivos entre sí. 
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Por otra parte numerosas materias del presupuesto quedan fuera de la competencia 
de estos órganos, y sin la intervención de otros órganos el presupuesto no podría ser reali-
zado. No existe pues una correspondencia exacta entre presupuesto y órganos presupues-
tarios, ni probablemente ha existido nunca. 
Se trata en este punto de delimitar qué se entiende por Administración Presupues-
taria Central en el contexto de las administraciones públicas. En  primer lugar habría que 
decir que es aquella parte de la Administración central que se ocupa de las tareas que 
conciernen a la previsión, la ejecución y el control de los ingresos y los gastos públicos, 
para a continuación observar que no hay parte alguna de la Administración, central o no, 
que escape de relacionarse directamente con tales tareas. Dado que el funcionamiento de 
toda organización consiste en la aplicación de unos recursos a unas actividades, todos sus 
componentes están involucrados en la obtención de tales recursos, en su utilización o en 
el control de los mismos. Y no sólo los componentes de la Administración propiamente 
dicha, sino los actores externos a la propia Administración, como son las cámaras delibe-
rantes, los políticos elegidos y los propios ciudadanos, tienen relación constante con ta-
reas que de un modo u otro podemos denominar presupuestarias. 
Pero es evidente que, por esta vía, más que delimitar el objeto de estudio lo esta-
mos convirtiendo en el estudio de la totalidad de la Administración pública y de sus rela-
ciones con los gobernantes y los ciudadanos, y no es ésta la intención de este trabajo. Sí 
es en cambio uno de los fines del mismo poner de manifiesto que la presupuestación es 
un fenómeno mucho más amplio que la política económica y que la Administración fi-
nanciera. 
Por otro camino, se puede tratar de insertar la Administración presupuestaria en la 
Administración de la Hacienda pública, junto y como cuestiones separadas a la “contabi-
lidad, intervención, Administración de compras y suministros, Administración tributaria 
y Administración del Tesoro... la política fiscal y el papel de la Administración financiera 
respecto a la estabilización económica”74. Campo que coincide sustancialmente con el
del departamento de Hacienda en los diversos países. Desde este punto de vista es el ór-
gano concreto encargado de la presupuestación, dentro del departamento de Hacienda el 
que habría que estudiar. 
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NIGRO Y NIGRO, Administración Pública Moderna, Colección Estudios Administrativos, INAP, 
Madrid 1981, p.445 
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 Desde nuestro punto de vista, el punto principal de atención es el del mecanismo 
general de coordinación de la actuación administrativa, en cuanto ésta supone siempre el 
empleo de recursos de todo tipo con una traducción monetaria. En cuanto mecanismo de 
coordinación general es algo que se relaciona directamente con la cúspide del poder polí-
tico que, en los sistemas democráticos, hay que situar en las cámaras que aprueban y con-
trolan formalmente el presupuesto del Estado. En cuanto que se refiere a la actuación de 
la Administración pública está en relación con la parte del poder ejecutivo que dirige y 
coordina la misma y propone al legislativo la adopción de un presupuesto. En cuanto, y 
éste es también a primera vista el interés principal de los ciudadanos, tiene implicaciones 
sobre los ingresos y gastos públicos, es tarea principal del departamento de Hacienda. 
Pero sobre todo, en lo que tiene de mecanismo complejo para la adopción de decisiones 
que afectan al funcionamiento de cada uno de los componentes de la Administración, es 
el conjunto de actores, de relaciones entre ellos y de tendencias contradictorias y en lu-
cha, que se dan en el mismo seno de la Administración y de las personas que la compo-
nen, excediendo por tanto por abajo al gobierno, a las cámaras y al departamento de Ha-
cienda. Este es el principal aspecto que creemos que merece la pena destacarse, el de me-
canismo general de coordinación. 
 El interés político de la materia presupuestaria viene señalado por varios factores 
de gran importancia. En primer lugar y de ahí el origen mismo de la institución, porque 
en el presupuesto y en sede parlamentaria se dan los principales pasos hacia el control de 
los gobernantes por los gobernados, dado que son éstos los que, al aportar los recursos 
financieros, piden a través de sus representantes limitar el crecimiento de los impuestos a 
través del control de los gastos públicos. Este primer factor es fundamental y se refiere en 
primer lugar, simplemente a la cuantía global de los gastos, derivando posteriormente a 
otra series de controles que se traducen en los principios presupuestarios clásicos (políti-
cos, económicos y contables). Este hecho lleva a que sea el Tesoro o departamento de 
Hacienda el que ocupe el protagonismo en la materia, dado que es esta parte de la Admi-
nistración la única que tiene el manejo y el conocimiento simultáneo de las dos corrientes, 
ingresos y gastos, que son consustanciales al presupuesto. 
 En segundo lugar, el documento presupuestario presenta, con globalidad y especi-
ficidad a la vez, una imagen certera de la actividad y de las políticas públicas que desarro-
lla el conjunto de las administraciones públicas que existen en un determinado país. A 
través del examen de un presupuesto, de su ejecución y de la evolución y diferencia de 
unos presupuestos respecto a otros, es posible analizar y enjuiciar las características de un 
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determinado Estado y gobierno. De ahí que la discusión presupuestaria sea el principal 
debate que se produce entre las distintas opciones políticas y que los objetivos de un go-
bierno o de un jefe del ejecutivo se plasmen en este documento. Todo tipo de proyectos 
gubernativos y de leyes que requieran la intervención de la Administración (que son la 
práctica totalidad) son viables en cuanto tengan reflejo en un presupuesto o en sus modi-
ficaciones
75
. Por esto la tendencia de la cúspide del poder ejecutivo a tener un control
directo del proceso de elaboración presupuestaria, aunque por razones históricas no en 
todos se de la dependencia directa del Presidente que se da en los Estados Unidos. 
En tercer lugar, el presupuesto es un documento que elabora y controla la Admi-
nistración para sí misma. Es un documento extenso y complejo en el que se utilizan un 
conjunto de técnicas y de recursos no fácilmente comprensibles. Se dan en este proceso 
decisorio relaciones de todo tipo entre grupos de burócratas, entre gestores y presupuesta-
dores, entre funcionarios y políticos que no sólo se traducen en modificar en un sentido u 
otro las cifras presupuestarias, sino incluso la forma misma de la Administración. 
Las tres razones marcan el interés de este estudio y también la delimitación del 
mismo con énfasis en su faceta administrativa. Por Administración Presupuestaria Cen-
tral entendemos el mecanismo de coordinación de la actuación global de la Administra-
ción pública, compuesto básicamente por los órganos administrativos que intervienen en 
la presupuestación y las personas que forman parte de ellos. 
Del mismo modo que no se da esa correspondencia entre elaboración presupuesta-
ria y órganos, tampoco son idénticas las situaciones en los distintos países ni en un mismo 
país a lo largo del tiempo. De ahí que en Estados Unidos sean frecuentes los estudios or-
ganizativos de corte transversal o comparativos de organizaciones presupuestarias en un 
momento dado, así como los estudios de evolución cronológica de esas organizaciones. 
Pero tales estudios requieren, en el primer caso, un conocimiento previo de tales organi-
zaciones que permitan su comparación, así como una variedad de organizaciones distintas 
de un mismo tipo
76
. En el segundo es necesario comenzar por algún análisis parcial de las




 Con las precisiones que habría que hacer respecto a políticas públicas idealistas, simbólicas, 
nominalistas, o cínicas, BAENA (2000) P. 266 
76
Así estudios que comparan formas de presupuestar u organizaciones presupuestarias en distin-
tos entes territoriales (Ernesto CARRILLO, Gestión de Recursos Humanos, Presupuestación y 
Hacienda Local en España, IEF, Madrid 1991) o en distintas universidades (Frederick S. HILLS y 
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En nuestro caso esto no es posible por razones obvias de falta de estudios previos 
y de un conocimiento suficiente, desde esta perspectiva, de la organización presupuestaria 
de la Administración del Estado español. 
Sí aparecen claras, en cambio, las dos circunstancias referidas al principio de este 
apartado: el presupuesto, hoy y en el pasado, lo elaboran otros órganos además de los 
mencionados anteriormente (BOB, OMB, DGP) y éstos extienden sus funciones mucho 
más allá de la mera elaboración material del presupuesto. Sin embargo ahí casi terminan 
las semejanzas entre la organización norteamericana y la española al máximo nivel esta-
tal. El estudio comparativo no resulta fácil ni parece apropiado realizarlo antes que estu-
dios parciales, como éste, sobre la situación española. La mera transposición de la situa-
ción norteamericana al caso español falsea más que aclara la realidad de nuestro presu-
puesto y de nuestra Administración, como ocurre al establecer simplemente que el presu-
puesto español sigue pautas incrementalistas, lo que además de no ajustarse exactamente 
a la realidad dice poco acerca del funcionamiento de la Administración española. 
Más allá de la elaboración material del presupuesto de cada período (año general-
mente) deben considerarse la decisión sobre cómo se elabora el presupuesto, quiénes in-
tervienen y en qué momentos. Este tipo de decisiones están normalmente por encima de 
los órganos de elaboración, en la cúspide del ejecutivo (en el caso norteamericano) o en el 
responsable financiero dentro del Gobierno (como ocurre en España). La normativa, las 
instrucciones de elaboración llevan a ampliar el ámbito de la Administración presupuesta-
ria hasta el jefe del ejecutivo y a los órganos asesores con que éste cuenta para adoptar las 
decisiones, comprendida la de la opción por un sistema presupuestario y una determinada 
configuración estructural de la organización. 
Finalmente están las decisiones sobre lo que se incluye en el presupuesto y lo que 
se omite, su modo de estar reflejado en éste y los objetivos que se espera alcanzar con 
unos medios dados. Intervienen aquí una gran cantidad de agentes a considerar, además 
de los que elaboran el proyecto de ley de presupuestos, cada uno de los cuales tiene una 
organización propia y unos objetivos distintos que cumplir, no siempre confluyentes en 
Thomas A. MAHONEY, University Budgets and Organizational Decision Making, Administrative 
Science Quarterly, September 1978, volume 23; Jeffrey PFEFFER y William L. MOORE, Power 
in University Budgeting: A Replication and Extension). 
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Así el estudio de MEYER citado 
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un objetivo común. Hablamos aquí de los gestores de políticas públicas que solicitan me-
dios para lograr sus objetivos (sean de recursos a obtener o de productos que ofrecer), de 
los responsables de grandes unidades administrativas, de los órganos colegiados asesores 
o decisores sobre el gasto público o la economía en general, del Gobierno y del Parlamen-
to al ejercer sus competencias en materia presupuestaria. Conforme nos alejamos del cen-
tro operativo de la elaboración presupuestaria, va siendo necesario cuestionarse, en cada 
caso, la inclusión o no de otro elemento en la organización presupuestaria. Sea cual sea la 
respuesta, que nos va llevando hacia los límites de la organización, es necesario pregun-
tarse por el papel que cada uno de estos agentes desempeña respecto al presupuesto. 
B. La Administración presupuestaria ampliada y sus límites 
El principal obstáculo a la hora de fijar los límites es el concepto de ambiente, de 
entorno, de sistema global que nos puede llevar a diluir la organización en lo que le rodea 
hasta hacerla inmanejable, y a buscar influencias mediatas o inmediatas hasta extremos 
poco operativos. 
Se tiende a concebir las organizaciones como sistemas muy, muy abiertos que 
desbordan las posibilidades de análisis y que pueden hacer minusvalorar los aspectos in-
ternos que al principio han atraído nuestra atención
78
. No obstante, ciertas ideas nos per-
miten incorporar el entorno de una manera más manejable. 
En primer lugar los efectos del entorno pueden ser mediatizados por unos cuantos 
mecanismos en las organizaciones, incluyendo la naturaleza de las posiciones de lideraz-
go. 
En segundo lugar, los aparentes efectos de los cambios históricos sobre las organi-
zaciones no son más que residuos de mayores diferencias debidas a los orígenes, dismi-
nuyendo pues los efectos sustanciales del entorno. 
78
MEYER (obra cit. p.14) “La estructura y el comportamiento de las burocracias están marcados  
profundamente por las fuerzas del ambiente, especialmente las fuerzas de los suprasistemas 
sociales y políticos. Los procesos internos están como mucho lejanamente relacionados, mien-
tras que los intercambios entre los ambientes y las organizaciones muestran algunas regularida-
des y parecen ser de significado más sustancial que las relaciones entre las variables que des-
criben las mismas organizaciones.” 
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Quizá lo más operativo sea comenzar identificando a qué elementos concretos del 
entorno responde la organización, comenzando por distinguir el entorno inmediato, que 
en nuestro caso estaría formado por el sector público (su dimensión, las relaciones inter-
gubernamentales existentes, su categorización y la variación en su composición, su ritmo 
de crecimiento y disminución, etc.); la Administración pública no presupuestaria, en es-
pecial la financiera (con funciones sobre ejecución presupuestaria, decisiones sobre nive-
les de gasto que condicionan la formación de presupuestos futuros; sobre controles inter-
nos y externos); las posiciones de poder relevantes en esas organizaciones para el proceso 
presupuestario, y los requerimientos que todas esas organizaciones imponen a la propia 
organización del presupuesto. Este entorno inmediato forzaría muchos de los cambios a 
corto plazo (con la dificultad, al estudiar un pasado muy reciente, para fijar en qué plazo 
nos encontramos). Creemos que el plazo en que hemos situado este estudio, desde la tran-
sición hasta 1996 permite pensar en este corto plazo y dar la mayor relevancia a este en-
torno inmediato.  
El entorno amplio (social, político, económico, ...) induciría los cambios a largo 
plazo, así como los cambios en el entorno inmediato
80
. Por tanto, aunque se puedan iden-
tificar los elementos de este entorno, que son los generales del sistema político español, 
no es fácil comprobar la triple relación con la Administración pública general y con la 
presupuestaria. No obstante, debe reflejarse con qué factores externos contamos a la hora 
de valorar si la Administración presupuestaria responde a los mismos. Nos arriesgaremos 
a decir que en 2015, veinte años después del período analizado, este entorno amplio (so-
cial, político, económico) podría estar ya produciendo ciertos efectos sobre la administra-
ción presupuestaria. 
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THOMSON, Organizations in action, 1967, describe tres mecanismos que median entre el en-
torno y la estructura organizativa: la estructura jerárquica, la naturaleza de las posiciones de lide-
razgo y la tensión permanente entre la continuidad organizativa y la reorganización. 
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Así, para MEYER (obra cit.), que hace la distinción entre ambos entornos, es importante distin-
guir entre las influencias del entorno inmediato y amplio, inclinándose por la intermediación de la 
influencia del entorno, esto es por la mayor influencia del entorno inmediato, el cual es influido a 
su vez por el entorno en sentido lejano. 
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3. INTERÉS DE LOS EXÁMENES PARCIALES DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA PARA LA COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS GENERALES 
La delimitación operada en los apartados anteriores indica claramente que muchas 
de las cosas que se digan acerca de la Administración presupuestaria pueden ser perfec-
tamente aplicables al resto de la Administración pública y de los colectivos que la inte-
gran. Primero porque aquí se parte de estudios y de hipótesis anteriores sobre la Adminis-
tración, por lo que se hace una constatación empírica de tales ideas. En segundo lugar 
porque a su vez lo dicho aquí puede orientar el conocimiento global sobre el funciona-
miento general de la Administración pública. 
A. Examen de la estructura orgánica de un sector de la Administración públi-
ca 
El estudio de la organización presupuestaria puede contemplarse como un estudio 
parcial de la Administración general, es decir de la zona de la Administración con compe-
tencias sobre el conjunto de la Administración, como opuesta a las organizaciones con 
competencias sectoriales. Esto tiene grandes implicaciones para el conjunto de la Admi-
nistración, con frecuencia más afectada por esta influencia de su entorno inmediato (fe-
nómeno de intermediación del entorno ya referido anteriormente) que por el ambiente 
social, político o económico (entorno amplio). Podemos adelantar que la APC actúa como 
entorno y como variable independiente del resto de la administración pública, condicio-
nando su actuación.  
Trae a colación el interés que existe por el fenómeno de la coordinación en las 
grandes organizaciones, del cual es un ejemplo excepcional la función que realizan los 
órganos presupuestarios en el marco del Estado. 
Finalmente, este estudio trata de la generalidad y el particularismo en la Adminis-
tración pública, mostrando el fenómeno paradójico que supone hallar un indudable parti-
cularismo en una organización de teórica orientación general. 
La Administración económica es otra de las posibles grandes áreas de la Adminis-
tración que, con distinto prisma, es estudiada indirectamente al examinar la presupuesta-
ria. Las decisiones contenidas en el presupuesto pueden ser contempladas como una parte 
de las decisiones económicas generales, las más formalizadas. 
Dentro de la Administración económica son importantes las tareas de planifica-
ción del sector público, en la que cabe oponer la planificación de estricto carácter econó-
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mico con la planificación de carácter sectorial. Dependiendo de la idea de presupuesto 
que se maneje (en términos monetarios o en términos de objetivos y recursos de todo ti-
po), la presupuestación se relacionará más con un tipo u otro de planificación y estará 
más o menos relacionada con las agencias financieras o con las agencias operativas o 
prestadoras de bienes y servicios. Esta doble visión de la planificación, económica o sec-
torial, enlaza con la contemplación de la planificación general del sector público como 
una tarea de la Administración económica (ligada a la política económica) o de la Admi-
nistración general (coordinación a largo plazo de las políticas públicas sectoriales). Idea 
que debe servir para valorar el condicionamiento que las decisiones estrictamente econó-
micas tienen sobre decisiones de tipo general (recursos humanos, organización, acción 
pública) o sobre decisiones sectoriales (política de defensa, de infraestructuras, de regula-
ción o intervención en mercados, de sanidad, de educación, etc.). 
El concepto de la Hacienda pública queda también afectado por una contempla-
ción en profundidad de la organización presupuestaria. La dualidad de ingresos y gastos, 
o “conjunto de derechos y obligaciones de contenido económico, cuya titularidad corres-
ponde al Estado y a sus organismos autónomos”81, tiene poca fuerza descriptiva de la
actividad económica del sector público estatal y deja fuera la mayor parte de las cuestio-
nes a las que se refiere el presupuesto del Estado. 
El concepto de Administración de la Hacienda pública, como diferente al de Ad-
ministración pública, es engañoso respecto a qué órganos tienen la función de administrar 
los recursos del Estado y coloca inadecuadamente el centro de gravedad para impulsar el 
comportamiento eficaz de la Administración. 
En realidad los conceptos que rodean el gasto son herederos de una visión, antigua 
y simple, que divide la actividad estatal en interior y exterior, y dentro de aquélla en las 
cosas de la justicia y lo demás, siendo esto lo propio de la Hacienda pública. Describe en 
definitiva una situación más parecida a la que durante todo el siglo XVIII y hasta la reor-
ganización de 1812 tuvo la Secretaría del Despacho Universal de Hacienda
82
, que similar
a la que hoy es común en todos los países occidentales. 
81
Artículo 2º de la Ley General Presupuestaria 
82
José María GARCÍA MADARIA, Estructura de la Administración Central (1808-1931), INAP, 
Madrid 1982, pp.13 a 47 sobre la situación introducida por los Borbones en España a partir de 
1705, hasta la separación de la Secretaría de Hacienda de las dos Secretarías de Gobernación 
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El interés por los gastos viene del interés por una prestación eficaz de los servicios 
públicos, que compete fundamentalmente a toda aquella parte de la Administración inte-
rior del Estado que ni lejanamente puede considerarse Administración de la Hacienda 
pública. A menos que consideremos ambos términos sinónimos, en cuyo caso sobra la 
distinción. Por tanto, aunque las ideas sobre el fisco o sobre la bolsa tienen un desarrollo 
antiguo, anterior o precursor de las que surgen acerca de la Administración pública, es 
ésta la que justifica lógica y cronológicamente aquéllos y la que da lugar al flujo de ingre-
sos-gastos. 
Por otra parte, el concepto de Hacienda pública estatal, en el sentido manejado, ha 
quedado ampliamente desbordado por los cambios orgánicos (sociedades estatales, entes 
con estatuto jurídico especial, entidades de derecho público, fundaciones, ...) y por el 
concepto mismo de presupuesto y de régimen presupuestario, que en una parte creciente 
se dirige a dotar de medios y a regular a toda esa Administración pública que, bajo formas 
jurídicas y ficciones diversas, satisface las necesidades sociales. 
Finalmente, el estudio de este pequeño sector de la Administración refleja, al ana-
lizar su funcionamiento y su estructura orgánica, el propio cambio en la consideración del 
Estado. La contingencia del ámbito presupuestario respecto a su entorno inmediato acaba 
reflejando las circunstancias cambiantes en el ambiente social, económico y político al 
que nos hemos referido. Desde la ubicación del presupuesto junto al control y la contabi-
lización del gasto, fruto de esa concepción universalista y reducida del papel de la Admi-
nistración pública-Hacienda pública, hasta la implicación del presupuesto en la mejora de 
la eficacia y en el servicio al público por parte de su Administración, en la que nos encon-
tramos, los cambios orgánicos del presupuesto reflejan ideas cambiante sobre el papel del 
Estado. 
Lo que vemos confirmado en el largo plazo, que hemos situado en este momento 
(2015) es que el elemento dominante en cuanto al pensamiento es el económico, que pro-
bablemente ha desbordado el paradigma del control. Como tal decisión económica, la 
ciencia económica tiende a considerar la Administración pública como uno más de los 
componentes del mercado, una parte del sistema económico, un sector económico más 
(con su volumen de gastos, su parte en la población activa, su participación en la forma-
(la de la Península sería el origen de lo que hoy día es la mayor parte de lo que la Constitución 
de 1978 denomina “sector público estatal”) en 1812. 
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ción bruta de capital fijo, etc.). De la consideración de estos aspectos económicos, de in-
dudable importancia que no cuestionamos aquí, derivan ciertas patologías para las orga-
nizaciones públicas en general, determinados comportamientos claramente irracionales 
desde un punto de vista estrictamente organizativo, que vienen del hecho de que ciertas 
decisiones que se adoptan con finalidades de política económica tienen repercusiones 
negativas para aspectos internos de la organización
83
, que redundan en una aparente inefi-
cacia relativa de ésta. Al cabo del tiempo podemos observar que comportamientos apa-
rentemente racionales desde una perspectiva económica y presupuestaria acaban siendo 
disfuncionales. Esta falta de funcionalidad, la irracionalidad en las decisiones de ingreso 
y de gasto de acuerdo con una razón común, la mala organización o disposición de los 
recursos públicos, aunque aparentemente tengan cierta racionalidad económica, acaba 
redundando en una mala administración y en una mala economía. Un ejemplo ilustrativo 
es la facilidad para favorecer las inversiones sobre los gastos de funcionamiento y para 
poder invertir sin prever que las inversiones de hoy son los gastos de funcionamiento de 
mañana (por ejemplo hospitales sin personal y autopistas sin usuarios y sin luz). 
B. Descripción del funcionamiento de unos órganos 
Del análisis de la organización presupuestaria ha de derivarse el conocimiento del 
papel y la evolución de unos órganos que resultan esenciales para hacerse una idea de la 
Administración que tenemos. Contribuye por tanto a acumular conocimientos sobre la 
imagen global que de la Administración pública se va elaborando, camino acumulativo en 
el que basar la visión parcial que tenemos de la administración pública y teorías de mayor 
alcance. 
En primer lugar la Intervención, examinando por un lado sus competencias y fun-
ciones para la elección y conformación del presupuesto, e incorporando derivadamente 
noticia sobre su carácter como órgano de control (no sólo financiero) y contabilidad de la 
acción pública. Se destaca sobre todo su carácter de unidad del Ministerio de Hacienda, 
frente a su servicio a cada una de las unidades que componen la Administración del Esta-
83
Así ocurre respecto a la política de recursos humanos de la Administración pública con la fija-
ción de topes salariales, obligatorios para el sector público e indicativos para la economía en 
general. Es un caso claro en el que un elemento importante de la organización aparece clara-
mente perjudicado por un factor del entorno como es la lucha contra la inflación. 
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do. La dificultad de servir a fines distintos se observa mejor cuando tantos clientes tienen 
exigencias contrapuestas sobre un mismo servicio, y ese parece ser el caso de la Interven-
ción general de la Administración del Estado. 
De la Dirección general de Presupuestos destacan los titubeos en su existencia 
hasta la promulgación de la Ley General Presupuestaria en 1977
84
, con sucesivas creacio-
nes y desapariciones. Desde ese momento contemplamos la progresiva dispersión de sus 
funciones y la continua competencia con otros órganos, dentro y fuera del Ministerio de 
Hacienda. Las funciones efectivamente ejercidas, alejadas de visiones triunfalistas y de 
supuestas implantaciones de novedosas técnicas presupuestarias, contrastan con las com-
petencias que las normas parecen darle, lo cual difumina su papel como órgano técnico de 
elaboración presupuestaria y le acerca a funciones menos técnicas y con menor apoyo al 
84
La Dirección general de Presupuestos se crea definitivamente por Real Decreto 924/1977, de 
28 de marzo (BOE de 6 de mayo), que reorganiza la misma (creada inicialmente pero sin estruc-
tura a finales de 1976) partiendo de que la Ley General Presupuestaria representa para la Direc-
ción general de Presupuestos un importante incremento de las tareas propias de este centro. El 
aspecto orgánico y de ámbito de los presupuestos generales del Estado es la causa de la crea-
ción de una Subdirección general de Entidades Autónomas del Estado. Las retribuciones del 
personal la de la creación de dos subdirecciones generales de retribuciones: Retribuciones de 
Personal Laboral y Gestión de Retribuciones de Funcionarios (asume las funciones de la Secre-
taría de la Junta Central de Retribuciones). 
En cuanto a lo primero tres son las razones basadas en la Ley General Presupuestaria: 
1) La Ley General Presupuestaria exige la confección y sometimiento a las Cortes de un
nuevo modelo de presupuestos generales del Estado, incluyendo las que hasta el presente ejer-
cicio se sometían individualizadamente a la aprobación del Consejo de Ministros y que corres-
pondían a los organismos autónomos. 
2) La Ley General Presupuestaria ordena la incorporación a la sistemática tradicional en
la materia, de los presupuestos de las entidades gestoras de la seguridad social, cuya importan-
cia, número y volumen no parece necesario destacar. 
3) La Ley General Presupuestaria regula los presupuestos de explotación y capital que
en determinadas circunstancias deben elaborar las sociedades estatales. 
En cuanto a la creación de unidades encargadas de las retribuciones del personal, se 
dice que, aparte de las nuevas tareas que se deducen de la Ley General Presupuestaria, cobran 
importancia creciente las cuestiones que se refieren al régimen económico del amplio colectivo 
humano que la Administración pública emplea, especialmente el laboral. 
Además completan la estructura de la Dirección general de Presupuestos cuatro subdi-
recciones (Presupuestos del Estado, Inversiones, Financiación y Programación, Retribuciones de 
Funcionarios y Régimen Financiero de Corporaciones Locales) y una secretaría general.  
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bienestar de la comunidad. Este órgano se caracteriza más por lo que deja sin hacer (bien 
porque otros órganos realizan tal tarea, bien porque ciertas tareas no se consideran nece-
sarias, nadie las hace y quedan sin ponerse en marcha) que por lo que efectivamente eje-
cuta: el anteproyecto de ley de presupuestos
85
, con las limitaciones que hoy día tiene este
instrumento. 
Desde el punto de vista orgánico destacan dos hechos más: por una parte la exis-
tencia de órganos superiores con competencia en gasto público (subsecretarías, secretarías 
generales, secretarías de Estado), cuyo papel es muy variable a lo largo del período con-
siderado; en segundo lugar el surgimiento de un cierto adhoquismo en la organización 
presupuestaria, con órganos no estables que supuestamente pretenden introducir la coor-
dinación que la organización tradicional es incapaz de lograr. 
El papel de esos órganos superiores distintos del Gobierno y de los ministros me-
rece por sí mismo un tratamiento específico, por ser una de las figuras que más han proli-
ferado (y continúan haciéndolo) desde el cambio de régimen. En el caso de la organiza-
ción presupuestaria, unos y otros son ilustrativos del rango que se trata de dar a la elabo-
ración del presupuesto y, aún más, de los órganos sin relevancia legal que intervienen en 
esta tarea. La existencia de estos órganos en la organización presupuestaria plantea la 
politización frente a la tecnificación del presupuesto, cuando no simplemente la descon-
fianza en los burócratas. 
En cuanto a los órganos ad hoc que se crean para tratar de los presupuestos (gru-
pos de trabajo, comisiones diversas,...), ponen de manifiesto en primer lugar la supuesta 
crisis de la organización tradicional para la adopción de decisiones que excedan del ámbi-
to de un ministerio, lo que obliga a la creación de órganos de coordinación. La impreci-
sión de ámbito de lo presupuestario y de los criterios de organización de la información 
presupuestaria (el contenido y las clasificaciones del gasto), se evidencian en la pluralidad 
de órganos y en la poca estabilidad de los criterios de división de sus trabajos, que dificul-
tan el seguimiento cronológico de los cambios operados. En lo que se refiere a la compo-
sición de estos órganos, evidencian el doble carácter, político y técnico, del presupuesto, 
85
Al fin y al cabo, el presupuesto viene realizándose desde mucho tiempo antes de la existencia 
de una Dirección especializada en España. En otros países tenemos desde una oficina presiden-
cial que asesora directamente al Presidente, hasta un ministerio ad hoc, pasando por situaciones 
en las que ni siquiera se da tal nombre al documento que incluye los planes financieros del Esta-
do. 
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que dificulta en todo momento saber quién debe tomar qué decisiones. Finalmente, el 
funcionamiento efectivo de estos órganos muestra que, junto a la minusvaloración de la 
organización tradicional que supone su creación, impulsada por un deseo de dar cierta 
apariencia de colegialidad y modernidad a la organización, su papel es de menor impor-
tancia que el que se deduce de las normas que, escasamente, los regulan. 
C. El carácter corporativo de la Administración española: análisis del Cuerpo 
de Interventores del Estado, antes Inspectores de Finanzas del Estado, es-
pecialidad de Intervención y Contabilidad o Cuerpo Pericial de Contabilidad 
Conforme iba avanzando la investigación, pronto apareció en ella el fenómeno 
corporativo concretado en un cuerpo de los considerados especiales con especial relevan-
cia en cuanto al gasto público. El estudio requería aproximarse a la cuestión de las élites 
administrativas en España, es decir, al papel de los cuerpos de funcionarios en la adop-
ción de decisiones, directamente o, especialmente en cuanto vehículo de selección de 
élites para puestos políticos. 
Y como segunda cuestión a la importancia de las posiciones frente a la de los in-
dividuos; posiciones que, en nuestro país, no pueden desligarse de la apropiación de cier-
tos puestos por parte de los cuerpos más relevantes de funcionarios. Aquí el papel de los 
residuos históricos muestra su relevancia. Así, Baena se refiere a cómo en el desgaste del 
Estado autoritario se muestra un mayor poder de los altos funcionarios, así como fenóme-
nos como un enfrentamiento interno de la burocracia con conflictos entre ellos. En el caso 
de la Intervención podríamos añadir que se constata la típica patrimonialización del sector 
de control y presupuesto, pero no su desbordamiento (BAENA 2005, capítulo 3). 
Este papel de un cuerpo de funcionarios aparece directamente conectado con el 
objeto central de estudio. Es el hilo conductor que da unidad a la Administración presu-
puestaria: permanencia de la Intervención y del cuerpo de interventores frente a una cierta 
volatilidad de las estructuras formales de la propia organización presupuestaria. De ahí la 
importancia de la comprobación de su mayor o menor presencia en los lugares clave del 
proceso presupuestario, y de la variación que se produce en tal presencia a lo largo de 
todo el período. 
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Resumen 
Dado que nos situamos en un estudio de Ciencia de la Administración, conviene 
en este capítulo oponer dentro del continuo política-administración las dimensiones polí-
tica y administrativa de la organización presupuestaria. Para ello comenzamos haciendo 
la ya clásica distinción entre política y administración ciñéndonos a los órganos que os-
tentan una u otra condición, para ver si de ahí cabe extraer conclusiones operativas. Como 
ya se puede aventurar, nos encontramos con lo cambiante de la situación, que nos impide 
hacer una distinción tajante ya que, de existir diferencia, tanto una como otra función 
contribuyen al diseño de las políticas presupuestarias. Más operativa parece la distinción 
entre políticos y burócratas, para lo que se manejan algunos de los conceptos ya acuñados 
sobre estos últimos. 
Mientras que los políticos puros en relación con el presupuesto cabe situarlos ex-
clusivamente en el legislativo, los burócratas en un sentido amplio ocupan todo lo que se 
refiere a la organización presupuestaria del ejecutivo. En un sentido más estricto, sólo los 
puestos que llegan hasta el nivel inmediatamente inferior al de los ministros y secretarios 
de Estado (cuando éstos existen) son ocupados siempre por burócratas. Más aún, cabe 
distinguir entre los que son directivos profesionales de la genérica área de gasto público y 
los que tienen esa calificación burocrática pero proceden de otras áreas de la Administra-
ción. 
Resaltaremos nuestro mayor interés por la organización que por el producto o re-
sultado presupuestario. Dado el tipo de tareas que se desempeñan en este sector, el poder 
de los altos funcionarios se manifiesta con gran fuerza en el diseño de la organización, en 
la elección de técnicas a emplear y su puesta en práctica, y en las relaciones de poder que 
se dan respecto al resto de los sectores implicados en el presupuesto. 
En cuanto a estos últimos, cabe distinguir entre dos sectores muy próximos en 
todo momento, como son, primero, la planificación de la economía, la dirección de la 
política económica y la planificación de los distintos campos de actividad pública y, en 
segundo término, otras funciones administrativas generales, sean las de tipo horizontal 
(organización, recursos humanos, seguimiento de la actividad administrativa, relaciones 
con otras administraciones públicas y flujos financieros con la Unión Europea), la Admi-
nistración de los recursos generales (gestión de unidades administrativas y de personal, 
contratación y patrimonio), o la importante función de información. 
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En todas estas tareas administrativas, que afectan a toda la Administración, el re-
ferente presupuestario está presente no sólo en la elaboración del soporte financiero para 
el siguiente ejercicio, lo que parece lógico. El presupuesto y su control están presentes en 
el día a día de los asuntos, lo que lleva a nivel gubernamental a una posición preeminente 
a los más altos cargos del presupuesto, y a nivel ministerial a que bien el interventor, bien 
el jefe de la oficina presupuestaria, o ambos, ocupen un lugar preeminente de apoyo a los 
subsecretarios, como encargados de la intendencia general y, a menudo, segundos respon-
sables de la marcha de un departamento. 
1. LA DICOTOMÍA POLÍTICA-ADMINISTRACIÓN
A. Órganos políticos y órganos administrativos 
Partiendo de la indefinición legal del término, encontramos la primera dificultad 
de distinguir entre unos y otros. El modo de nombramiento no es un criterio válido de 
distinción
86
. De acuerdo con éste, tal como se entiende habitualmente, los órganos políti-
cos serían todos aquellos cuyo titular es nombrado por decreto o real decreto, esto es, en 
nuestro caso llegando hasta el nivel de director general. Pero este puesto es de controver-
tida definición como político o administrativo y para él, en el objeto de estudio conside-
rado, es nombrado invariablemente lo que se podría considerar más nítidamente como un 
burócrata, un funcionario público del Estado de titulación superior que pertenece a uno de 
los cuerpos adscritos al ministerio correspondiente. 
La distinción entre órganos superiores y órganos inferiores
87
 tampoco es un crite-
rio muy adecuado pese a su apoyo legal, pues no establece qué supone la superioridad, 
además de que de tales órganos superiores dependen orgánicamente el resto de los órga-
nos y entidades de la Administración General del Estado. Ni la norma entra a considerar 
la superioridad o inferioridad de órganos análogos en unos y otros ministerios de muy 
86
Sobre esta cuestión la tesis doctoral Las élites político-administrativas del Estado Central en 
España (1982-1991) de Salvador PARRADO DÍEZ. 
87
Distinción realizada por el artículo 8º de la Ley 10/1983 de 16 de agosto, de Organización de la 
Administración Central del Estado, que incluye entre los mismos a los ministros, los secretarios 
de Estado, los subsecretarios y los secretarios generales que tengan rango de subsecretario. 
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distinta entidad, o el carácter político o administrativo de sus titulares, con lo que es muy 
escaso el contenido real de la supuesta superioridad. 
La distinción de los conceptos de órgano político y órgano administrativo es más 
mutable que las normas que se relacionan con él. Una vez más hay que remontarse a la 
historia reciente. El crecimiento por arriba de la pirámide administrativa ha llevado a los 
puestos de jefes de sección (o de negociado) de ayer a los de las direcciones generales de 
hoy, y no necesariamente por una progresión en la carrera administrativa de sus titulares. 
Considerar órgano político a un Director general de Presupuestos de 1992 y órgano admi-
nistrativo a un Jefe de la Sección de Presupuestos de la Intervención de 1962, no es cohe-
rente ni con las funciones ejercidas por uno y otro ni con la cercanía que uno y otro po-
drían tener respecto al jefe del departamento o del Gobierno, sin entrar a considerar la 
situación relativa de uno y otro respecto al conjunto de la Administración y al número de 
cargos de nivel equivalente. 
Por tanto ¿qué órganos considerar en cada caso y en cada momento como políticos 
o administrativos? No podemos seguir una regla, pudiendo aventurar que la posición del
Secretario general de Planificación y Presupuestos, nombrado por el Gobierno en pleno, 
no es comparable a la del Interventor general en 1943, perito de contabilidad en activo y 
Jefe Superior de Administración de segunda (por tanto funcionario y burócrata en sentido 
pleno), en cuanto a las competencias que uno y otro podrían tener sobre el presupuesto 
del Estado e incluso sobre otras administraciones públicas. Habrá que valorar en cada 
caso qué órganos deciden qué, para evaluar el ámbito y el tipo de decisión que correspon-
de a cada órgano. 
B. Políticos y burócratas: concepto general, políticos que actúan como buró-
cratas y altos funcionarios 
Vista ya la dificultad de distinguir entre órganos políticos y administrativos, se 
tratará de distinguir según las personas que ocupan tales puestos en la Administración 
presupuestaria. Dejamos de lado en primer lugar el caso de los que inequívocamente pue-
den ser mencionados como políticos, es decir los parlamentarios que desempeñan sus 
tareas en relación con el presupuesto, pues aunque la presencia de burócratas en las Cor-
tes (en particular en las comisiones de Hacienda y de Presupuestos) era importante duran-
te el régimen de Franco y parece ser importante en la actualidad, el papel de las cámaras 
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en cuanto al presupuesto, relevante para las cifras resultantes, puede ser no muy determi-
nante del desarrollo de la organización y de los procedimientos. 
 Más importante parece centrarse en el papel de los políticos que pertenecen al 
ejecutivo, dentro de los cuales podemos distinguir aquellos que deben su puesto exclusi-
vamente a su adscripción personal o partidaria, y aquellos cuyo nombramiento viene de-
terminado por su competencia técnica, sea o no burocrática. Se verá más adelante que 
aunque es fundamental la capacitación técnica en el acceso a los puestos del ejecutivo que 
se relacionan con el presupuesto, aquélla no es necesariamente de tipo burocrático, en un 
sentido que podríamos considerar puro (de los cuerpos burocráticos que controlan el área 
de actividad a la que nos referimos). Más bien se da este último tipo, como parece razo-
nable, en los puestos más cercanos a la tarea presupuestaria estrechamente delimitada. 
Pero se da también esta mayor intensidad burocrática en los momentos más alejados del 
actual y en las zonas menos dinámicas de la organización (caracterización esta última que 
puede ser bastante discutible). Ello sería congruente con considerar el régimen autoritario 
anterior a la democracia de 1978 de una fuerte impronta burocrática, frente a una crecien-
te politización de la misma. Pero antes de proseguir por estos caminos inseguros, parece 
conveniente traer a colación algunos conceptos. 
 El rasgo más importante que sirve para contraponer políticos y burócratas es el de 
la permanencia de estos últimos en la organización o, más exactamente, la vinculación 
profesional e indefinida en el tiempo de las personas incorporadas para desarrollar las 
tareas permanentes de la misma. Frente a esto, los políticos se vinculan a la organización 
en función de su representación temporal de intereses sociales y para un período determi-
nado. Cuestiones como la función que cumplen unos y otros colectivos completan sus 
definiciones, pero no sirven para contraponerlos. Así, en principio, los burócratas derivan 
su poder de la cualificación técnica y del dominio de los medios y los factores administra-
tivos, y se incorporan a la organización por una legitimidad meritocrática. Los políticos, 
aunque pueden poseer un mismo tipo de cualificación o ser incluso burócratas en sentido 
estricto, tienen un poder que se deriva de su relación directa o indirecta con la constituen-
cy o cuerpo social activo políticamente, incorporándose a la organización por medio del 
proceso electoral y su cascada más o menos amplia de nombramientos de carácter políti-
co. 
 El sistema político en los estados occidentales contemporáneos coloca a los se-
gundos en posición subordinada respecto a los primeros. Pero a la vez la complejidad de 
los asuntos y la propia duración de las políticas públicas en desarrollo contrarrestan esta 
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 Encontramos así un cierto reparto de papeles que en el proceso presupuestario ha 
de manifestarse en que los burócratas proporcionan el conocimiento experto para la adop-
ción de las decisiones presupuestarias, y los políticos la presencia de la opinión pública en 
las decisiones más relevantes. Sin embargo, encontramos que numerosas cuestiones no 
admiten una fácil catalogación entre decisiones de carácter burocrático (en principio de 
carácter eminentemente técnico y referidas sobre todo a la información utilizada y los 
medios a emplear) y decisiones fundamentalmente políticas (referidas al qué hacer y a 
elecciones optativas en las que utilizar prioridades de tipo político y social). 
 Ante esta situación cabe que las decisiones se tomen sobre premisas no proporcio-
nadas por los burócratas o los expertos en general, y que los políticos suplanten el papel 
de los burócratas, confiados en su propio saber experto
89
. Precisamente por esta razón se 
ha dejado abierta la posibilidad de que el poder derivado del conocimiento se distribuya 
entre ambas esferas personales, de donde se derivaría la creencia en la legitimidad políti-
ca para desbordar su campo, nunca delimitado, de competencia.  
 Dejemos en este momento de lado el aspecto del poder que los burócratas tienen 
para orientar las decisiones sociales sobre el gasto en uno u otro sentido. Este poder per-
tenece a los burócratas en general y se orienta más bien sobre las elecciones sobre el vo-
lumen y la asignación concreta de programas de gasto. En principio, dada la división ge-
neral de papeles entre políticos y burócratas y la diferencia de legitimidades, esta parece 
una situación extrema en la que los políticos ven suplantado su papel. Por otra parte, fuera 
de la situación, diferente de la anterior, en la que los burócratas defienden su respectiva 
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Salvo en el artículo 103 de la Constitución española de 1978, cuyo contenido referente al ca-
rácter estatutario de los funcionarios públicos y a las garantías para la imparcialidad en el ejerci-
cio de sus funciones consideramos que no se ha desarrollado en normas cuyo cumplimiento sea 
exigible. 
89
Naomi CAIDEN, Do politicians listen to experts? The Budget Enforcement Act of 1990 and the 
capacity to budget, Public Budgeting and Finance, Spring 1991. Sobre la influencia de los cientí-
ficos políticos (Allen SHICK) sobre la vida política, expresa la duda de que las decisiones presu-
puestarias se tomen sobre bases de conocimiento experto. En su lugar, son aspectos no presu-
puestarios sino sociales, económicos y sobre todo políticos los que orientan las decisiones pre-
supuestarias. El libro de SCHICK The Capacity to Budget se centra en el proceso presupuesta-
rio, en las relaciones entre Congreso y Presidente más que en el producto presupuestario. 
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organización particular y las clientelas e intereses afectas a la misma
90
, esta situación no
es característica de la burocracia presupuestaria en particular, sino un comportamiento 
general en el que todos, políticos y burócratas, tratan de incrementar los medios puestos a 
su disposición. 
Más importante es el papel que cumplen los burócratas del presupuesto respecto al 
diseño del proceso y de la organización presupuestaria, y en las medidas técnicas que 
afectan a los modos operativos de actuar y a la propia documentación presupuestaria que 
sirve de apoyo a las decisiones y de presentación ante las cámaras y la opinión pública de 
la justificación de las decisiones. En este campo resulta particularmente incorrecto partir 
de la indiferencia de los medios utilizados y de la simple utilización por los políticos de 
los instrumentos, en principio idóneos, que les proporcionan los funcionarios a sus órde-
nes. 
Dos han sido las cuestiones generalmente mencionadas por la bibliografía existen-
te. En primer lugar la necesidad de apoyo político para la implantación de nuevas técnicas 
presupuestarias, sin el cual resulta inútil todo intento de innovación en este campo. Se-
guidamente la importancia del convencimiento y de la cualificación técnica entre los fun-
cionarios encargados de la aplicación de tales técnicas, lo que hace necesaria una previa 
tarea de adoctrinamiento y de adiestramiento entre los funcionarios, incluido los burócra-
tas. Ambas cuestiones son correctas, pero dejan abiertas varias más que también tienen su 
importancia, que afectan sobre todo a los funcionarios en contacto más directo con los 
políticos y corresponsables en cierta medida de sus decisiones. Esta serie de cuestiones se 
derivan sobre todo del papel de los burócratas en cuanto a la formulación de las decisio-
nes y a la implementación de las mismas. 
Primero la necesidad de advertir al político de las consecuencias y de los costes 
(en términos de recursos a emplear y de consecuencias no deseadas de la decisión adop-
tada) que tiene el seguir una determinada política de reforma o de sustitución del proceso 
presupuestario. En lugar de esta función de información sobre la viabilidad y oportunidad 
de la decisión, se adopta una postura de mera aceptación de decisiones políticas un poco 
alejada de lo que cabe esperar de un alto funcionario. En este caso el poder no ejercido 
90
En la situación descrita por Wildavsky en la que cada actor representa un papel de competen-
cia respecto al resto de los actores, redundando todo ello en el beneficio común. 
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del alto funcionario puede adulterar el fin perseguido por el político y hacer ilusoria más 
adelante la política emprendida. 
Una de las cuestiones más importantes es la implicación que el sistema presupues-
tario tiene sobre la opción entre centralización y descentralización de la totalidad de la 
Administración pública, aspecto no suficientemente valorado en la elección de un presu-
puesto por programas y en la configuración de la Administración pública a partir de su 
implantación. 
Una segunda cuestión, partiendo de que se ha decidido acometer una determinada 
política, es la que se refiere a la puesta en práctica de la misma. Esta requiere de toma de 
decisiones acerca del sistema contable y su correspondiente soporte informático, con lo 
que supone de puesta en cuestión de modos tradicionales de actuación y de crisis incluso 
del papel de parte de la organización del presupuesto. Requiere tomar medidas acerca de 
la posibilidad de emprender actuaciones para la evaluación de la actuación pública, que 
puede ser crítica o inconveniente tanto para los funcionarios como para los políticos en-
cargados de la misma. 
En último lugar, el cumplimiento estricto de principios presupuestarios, clásicos y 
sobre todo modernos, necesita de una mecánica de actuación en la que, a la vez que pare-
ce reforzarse el papel del cuerpo de tecnócratas y analistas del presupuesto, puede poner 
en evidencia ante las cámaras y la opinión pública las razones de la actuación de quienes 
se manejan dentro de la intrincada maquinaria administrativa. En todas estas cuestiones el 
papel de la burocracia puede quedar reforzado, pero debe tenerse siempre en cuenta que 
la lógica política, al igual que la burocrática, no es la lógica común, por lo que deberán 




Como conclusión de este apartado se podría decir que, dados los fines concretos 
de la burocracia presupuestaria, su poder se manifiesta con más intensidad sobre las me-
didas concretas de aplicación, que afectan a su propia supervivencia y a su poder en rela-
ción con otras burocracias, que sobre la misma decisión aparente de emprender uno u otro 
91
DEBBASCH (1972) P.45 “El poder de la Administración se impone como una evidencia...La 
Administración tiene siempre inclinación a desarrollar un poder autónomo...La importancia de ese 
poder depende de las relaciones reales que se establecen en un momento dado entre el poder 
político y la Administración” 





 o, como ya se vio anteriormente, sobre las opciones compe-
titivas de gasto, sobre las que, eventualmente, la burocracia podría actuar con neutralidad 
e incluso con indiferencia. 
2. LA ADMINISTRACIÓN PRESUPUESTARIA Y OTROS SECTORES RE-
LACIONADOS 
 
 La razón de la inclusión de ciertas actividades administrativas en este apartado y 
no en el siguiente es de tipo absolutamente valorativo. Se parte de que estas cuestiones 
que aquí se enuncian (planificación económica, política económica y planificación secto-
rial) van necesariamente unidas a la presupuestación, se den o no unidas en cada caso 
concreto. Unidad en el sentido de que las consideraciones sobre estas actividades están 
presentes necesariamente al presupuestar las actuaciones de las administraciones públi-
cas. Y de que cualquier decisión adoptada en esos otros ámbitos ha de contar necesaria-
mente con el factor presupuestario. 
 En el caso de la economía hay que resaltar que ha ido teniendo una importancia 
creciente y que en el momento actual es frecuente que la economía sea casi la única polí-
tica o que tenga tal relevancia que las demás políticas públicas queden oscurecidas o re-
ducidas a una labor de continuidad. 
 
A. La planificación de la economía 
  
 Debemos referirnos al concepto de planificación, ya que no es un concepto pacífi-
co en relación con el presupuesto. La función de planificación puede entenderse de una 
manera que tiene en cuenta únicamente el aspecto de largo plazo o de plurianualidad de lo 
proyectado hacia el futuro. Tal parece ser la óptica superficial utilizada en España en la 
actualidad, donde prácticamente se reduce a eso, a la existencia de un presupuesto pluri-
anual que se va actualizando sin ninguna consideración ni a la función de previsión ni a la 
función de presupuestación. 
 Un concepto más amplio de planificación es el que se refiere fundamentalmente a 
la plasmación de los objetivos del gobierno y a cómo se relacionan esos objetivos con 
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Decisión simbólica más propia de la lucha política que del juego de fuerzas interno a la Admi-
nistración.Vid. ZAPICO, op.cit.  
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decisiones concretas de programas de gasto. Esta función implica el establecimiento y 
especificación de objetivos, la evaluación de acciones o programas alternativos, y el re-
parto de la asignación de recursos entre estos programas. La plurianualidad es una conse-
cuencia y no lo fundamental de esta planificación, y proviene de la elemental considera-
ción de que son escasos los objetivos que pueden alcanzarse en plazo inferior al año. 
Ambos conceptos no tienen por necesidad una significación predominantemente 
económica, si bien es éste el significado más habitual, que equipara planificación a direc-
ción de la política económica a medio o largo plazo, y que por tanto se debería imponer 
sobre la presupuestación al tener una perspectiva más amplia (planificación como pluri-
anual y presupuestación anual). En la planificación económica se anticipan magnitudes 
correspondientes a conceptos económicos, tales como la participación del presupuesto o 
del déficit presupuestario en el producto interior bruto, el componente de la inversión 
pública sobre el gasto público total o sobre la inversión en general. Es más, con frecuen-
cia la actividad planificadora se ha reducido a la planificación de las inversiones públicas, 
al considerar a éstas las más importantes en el desarrollo. No se planifican ni los recursos 
humanos, ni las adquisiciones de bienes que no sean de inversión. 
En el contexto de economía de mercado en el que nos encontramos, el concepto de 
planificación es muy diferente según se esté refiriendo al sector privado o al sector públi-
co. En primer lugar porque aplicado en general, por ejemplo para referirnos a la planifi-
cación de actividades necesaria para llevar adelante cualquier proyecto en una empresa 
privada, el término carece inicialmente de contenidos políticos o de connotaciones ideo-
lógicas. El término así utilizado es aplicable teóricamente tanto a las organizaciones pri-
vadas como a las públicas o, lo que es lo mismo, presenta parecidos inconvenientes y 
dificultades para su implantación; la planificación suele ser más un deseo que una reali-
dad, algo a buscar pero inalcanzable para la mayor parte de las organizaciones, a pesar de 
su necesidad reconocida. La dificultad no está tanto en diseñar unos determinados cursos 
de acción hacia el futuro o en prever unos determinados comportamientos o sucesos, ta-
reas bastante complicadas de por sí, sino en hacer que la realidad se acomode realmente a 
lo que se ha pensado que debe ocurrir. Esa es probablemente la diferencia entre la planifi-
cación y la mera especulación o adivinación acerca del futuro. 
Pero refiriéndonos más precisamente a la planificación en el sector público, el 
significado va más allá de lo que también podríamos denominar planeación, el utilizado 
en el párrafo anterior. Generalmente va acompañada en primer lugar de una connotación 
de autoridad por cuanto se ha aplicado o se ha preconizado en regímenes políticos de tal 
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carácter, tanto de economía con propiedad privada de los medios de producción (regíme-
nes fascistas en sus diversas versiones), como de lo que propiamente se denomina de eco-
nomía planificada (regímenes socialistas) o de propiedad fundamentalmente pública de 
los medios de producción. 
Además de esa connotación autoritaria, la planificación pública de la economía 
también lleva consigo la idea de que tal tarea es vinculante al menos para el sector públi-
co de la economía (lo que tiene algo en común con la presupuestación) y que tiene algún 
significado para el sector privado de la misma, cuando éste existe. La vinculación u obli-
gatoriedad viene impuesta por algún órgano que cuenta con medios jurídicos y técnicos 
para vigilar su cumplimiento, resida tal órgano en la propia Administración pública o en 
alguna cámara representativa. 
El significado de la planificación para el sector público es fundamentalmente 
coordinador, tendente a distribuir los recursos a lo largo del tiempo con unas ciertas ga-
rantías de cumplimiento. Para el sector privado el significado de la planificación que rea-
liza el sector público es más bien orientativo, una señal o indicación del comportamiento 
de lo que hoy día sería casi la mitad de la economía para un período relativamente largo. 
A partir de ahí numerosos agentes privados pueden planear sus actividades, fundamen-
talmente cuando su cliente principal resulta ser alguna entidad de ese sector, o simple-
mente se tiene conciencia de que la totalidad de la actividad económica viene altamente 
condicionada por el comportamiento del sector público, tal como viene siendo en la ac-
tualidad. De esta última idea se deriva el hecho de que los agentes privados de la econo-
mía sean llamados a consulta para la planificación, lo que no ocurre en la elaboración de 
presupuestos, tarea exclusivamente administrativa, y que en los planes se recojan no sólo 
las actividades del sector público, sino también las actividades a desarrollar por el sector 
privado de la economía. 
En el caso de que se recurra a la denominada planificación indicativa, el presu-
puesto se considera un instrumento de la planificación, al concretar para el año lo previsto 
en el plan. La tarea final de la planificación sería precisamente la conversión del plan en 




Así, Ceferino ARGÜELLO REGUERA, en Planificación indicativa y presupuesto del sector pú-
blico, Hacienda Pública Española, nº 11, Madrid 1971, p.210, da gran importancia a la vincula-
ción del presupuesto al plan: “mediante el examen del vínculo entre un plan y un presupuesto, se 
estará en condiciones de decir si un gobierno intenta o no realizar el plan”. En general, el número 
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distinta es que lo cambiante de las circunstancias económicas, o de otros aspectos de dife-
rente índole, aconsejen modificar tanto el plan como los presupuestos inicialmente previs-
tos. 
 Aun cuando no existe formalmente planificación, como es el caso de nuestro país 
en la actualidad, se tiende a anticipar el futuro aunque sea sólo extrapolando hacia los 
próximos años la situación actual. Tal ocurre cuando se aplican determinados coeficientes 
o medidas de tendencia a los presupuestos aprobados para un año determinado y a eso se 
le denomina plan o, si se quiere con mayor corrección, presupuesto plurianual. 
 El presupuesto plurianual se puede relacionar con el ciclo presupuestario anual si 
se le dota de ciertas características de vinculación o rigidez, o sus características (pronós-
tico de tendencias para gastos e ingresos, establecimiento de límites al gasto para años 
futuros, rigidez o flexibilidad de cara a futuros programas u obras) permiten contar con el 
presupuesto plurianual para la elaboración de los presupuestos de cada año. De este modo 
algunas de las características de la planificación, fundamentalmente la de servir de guía o 
de referencia para los agentes económicos, contribuyen positivamente a anticipar y fun-
damentar las decisiones económicas o de actuación. 
 
B. La dirección de la política económica 
 
 El papel que desempeña el presupuesto en la estabilización económica, la preci-
sión, exactitud y utilidad de las previsiones económicas utilizadas en la elaboración del 
presupuesto y el ajuste del presupuesto a las desviaciones entre proyecciones y compor-
tamiento real de la economía son factores que muestran la vinculación del presupuesto a 
la política económica. 
 La relación entre política económica y política presupuestaria no nos interesa tanto 
desde el punto de vista conceptual, como desde la percepción que los propios burócratas y 
directivos de la organización presupuestaria tienen de esa relación. Cabe ver al menos dos 
percepciones entre este colectivo. 
                                                                                                                                                 
primero de la revista Presupuesto y Gasto Público, Madrid 1979, contiene diversos artículos so-
bre las relaciones entre presupuesto y plan referidos a España.  
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Primeramente aquella que contempla la política económica como una de las face-
tas de la política presupuestaria, sin descuidar las demás
94
, y que además considera tanto
los aspectos de organización institucional y organización para la ejecución de la política 
presupuestaria, como el proceso de información económica para tomar decisiones correc-
tas
95
. Dentro de este enfoque de cierta sensibilidad político-administrativa se ponen en
cuestión aspectos tales como la sacralización de la inversión y se incide en lo que hace el 
sector público desde una óptica de eficiencia general y no de mera apariencia de ortodo-
xia económica. Dentro de este punto de vista está la postura que se niega a hacer depen-
der cuestiones de largo alcance tales como las inversiones públicas, supuestamente plani-
ficadas y con unas razones reales que aconsejan su puesta en marcha, de medidas de polí-
tica económica coyunturales, como es el hacer disminuir la inflación o el déficit en un 
momento dado. 
Una segunda percepción es aquella que ve el presupuesto meramente como el ins-
trumento con el que lograr cumplir ciertas características deseadas de la política econó-
mica, por ejemplo una determinada relación entre gastos e ingresos o un determinado 
nivel de gasto público de tal o cual tipo, sin tener en cuenta que al final bajo esas grandes 
magnitudes lo que se ocultan son actuaciones concretas de las administraciones públicas 
y servicios o bienes proporcionados a los ciudadanos. 
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Así José Luis CHANCHO NEVE, en Política Presupuestaria en los Países del Mercado Común 
y en España, Hacienda Pública Española (6-7) 1970, p.341, “Uno de los principales instrumentos 
que las autoridades de los diferentes países disponen para la dirección de la política económica 
es la política presupuestaria... una faceta de la política presupuestaria, su utilización a efectos 
estabilizadores o de regulación de la demanda, para evitar desequilibrios en la balanza de pagos, 
inflación de precios o situaciones de desempleo” expone los fines generales de la política eco-
nómica a los que contribuye la presupuestaria, resumiéndolos en la “estabilidad económica”. 
Además señala los otros fines de la política presupuestaria, algunos de los cuales son también 
reseñados por la mayoría de la doctrina hacendística. Así “facilitar la prestación de determinados 
servicios públicos”, “realizar la redistribución de las rentas a través de un sistema impositivo pro-
gresivo que detraiga más rentas a los perceptores de niveles elevados por un lado, y por otro, 
mediante gastos públicos sociales que favorezcan a los perceptores de rentas bajas”, y “promo-
ver el desarrollo del país mediante la creación de las infraestructuras adecuadas no solamente 
de bienes de capital, sino principalmente a través de la potenciación de los recursos humanos”. 
Finalmente trae a colación, a pesar de la inexistencia entonces de un régimen democrático en 
España, la “finalidad específica y tradicional del documento presupuestario el de servir de ins-
trumento contable y de control del poder ejecutivo por parte del poder legislativo”. 
95
Ibid. p.346 
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C. La planificación sectorial 
 
 Frente a la planificación económica, que a falta de otro tipo de planificación gene-
ral se ve como una planificación global, la planificación sectorial es aquella que se realiza 
en los distintos sectores de la actividad pública con fines muy diversos y una perspectiva 
parcial, tanto desde el punto de vista orgánico como desde el punto de vista funcional. Así 
por ejemplo la planificación que realizan los distintos ministerios de las inversiones a 
acometer en una serie de años, o la previsión de necesidades y de programas destinados a 
cubrirlas en materia de recursos hidráulicos, de infraestructuras viarias o de personal para 
la Administración de justicia. La tarea de planificación enlaza así con lo que antes decía-
mos acerca de la planeación tanto en el sector privado como en el sector público, al con-
siderarse una de las actividades básicas de la tarea más general de administrar en toda 
clase de sectores. 
 El propio término sector es sometido a discusión, pues admite múltiples significa-
dos
96
 (sector privado-sector público, subsector Estado, sectores primario, secundario y 
terciario, función-sector, sector como equivalente a un ámbito de actividad o al conjunto 
de competencias de un determinado departamento ministerial,...). Pero en todo caso lo 
que nos interesa resaltar no es la corrección de los múltiples usos que se admiten, sino la 
oposición entre ambos tipos generales de planificación. Planificación sectorial o parcial 
frente a planificación económica o global, implican así oponer lo general, o con preten-
siones de generalidad, frente a las visiones más particulares, sin caer en la cuenta de que 
la diferencia es meramente de óptica en la consideración de los asuntos y de una valora-
ción mutua de actividades y de medios a emplear. 
 La misma sectorialización de las políticas y de los objetivos de gasto permite rea-
lizar múltiples subdivisiones y la creación de sucesivos niveles de sectorialización. Esta 
visión de árbol de objetivos en la que se fija una jerarquía de objetivos y de unidades res-
ponsables de las distintas políticas, generales o sectoriales, subordina éstas a aquéllas sin 
considerar otras posibles delimitaciones o priorizaciones ni poner en cuestión la propia 
imagen arbórea de múltiples subdivisiones (que pese a su apariencia de modernidad re-
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Así lo hace Celso J.BERMEJO SÁNCHEZ, en La programación presupuestaria sectorial: nue-
vas acepciones sectoriales, en Presupuesto y Gasto Público nº 13, Madrid 1982. 
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cuerda la tradicional división aristotélica en géneros y especies o en categorías
97
), frente a
una visión más sistemática de las relaciones entre objetivos y prioridades. 
La crítica que planteamos se refiere, en conclusión, a que se tiende a colocar cada 
una de las políticas sectoriales en función de su contribución al logro de políticas más 
generales, que giran en torno al concepto de la actividad pública como gasto público; de 




Pero la crítica anterior, que se refiere no sólo a la oposición entre diferentes tipos 
o niveles de planificación, sino a la priorización entre diferentes perspectivas del papel
del sector público, cobra un sentido diferente cuando nos centramos en la planificación 
sectorial subordinada a la planificación económica, dado que ni nos planteamos una pla-
nificación económica guiada por el conjunto de planificaciones sectoriales. 
En primer lugar, de existir la planificación económica y no existir o no estar sufi-
cientemente formalizada otra planificación, se plantea si la primera debe ofrecer garantías 
de un marco relativamente estable a las actuaciones sectoriales, o se trata simplemente de 
un instrumento más de sometimiento de la totalidad de la Administración pública a los 
órganos centrales planificadores, de una mera cuestión de distribución de poder. 
En caso de producirse la primera circunstancia, la planificación económica como 
marco de referencia estable para las organizaciones que ponen en práctica actuaciones 
sectoriales, éstas, aun no participando en el diseño de esta planificación, cuentan con cier-
tas garantías de los recursos que se van a poner a su disposición y podrán actuar en con-
secuencia. De ahí podría incluso derivarse el intento de planificar mínimamente su activi-
97
Johannes HIRSCHBERGER, Historia de la Filosofía, Editorial Herder, Barcelona 1977, p. 153 y 
154 
98
Celso BERMEJO, La programación presupuestaria sectorial...,(cit.), p. 39 “estas políticas se 
hallan ligadas a fines con altos contenidos de valores ético-políticos, que defienden la libertad de 
mercado en un extremo o el intervencionismo a ultranza en el otro./ Las segundas, políticas ge-
nerales-finalistas, son aquellas que persiguen fines más puramente económicos o que se articu-
lan a través de planteamientos más económico-instrumentales que ético-políticos; se fijan fines 
como el máximo nivel de empleo, estabilidad de precios, máximo desarrollo,etc., que si bien son 
común aspiración, lo son con distinto orden de prioridad, según sea el sistema económico vigen-
te./ En consonancia con este primer estadio que abarca las políticas programáticas, cuyos objeti-
vos programáticos derivados son meros medios para alcanzar las políticas generales-finalistas. 
Se encuentran, pues, subordinadas a estas últimas, las cuales se alimentan de aquéllas. Las 
políticas programáticas se dicotomizan en políticas programáticas instrumentales, que afectan al 
espectro total de la actuación pública, y políticas programáticas de área o sector, que inciden 
sobre un punto, área o sector de la misma.”   
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dad, con la evidente mejora para su actuación y una mejor coordinación entre los distintos 
sectores de la Administración. 
De no ser así, de ser la planificación económica un mero juego retórico que no 
ofrece confianza ni al resto de la Administración ni a los agentes privados de la sociedad, 
dada su reiterada y previsible falta de consistencia, la planificación económica se convier-
te en un factor añadido de incertidumbre, que resta crédito a la actuación económica y 
desmotiva cualquier intento serio y no propagandístico de planificación. 
El uso de la planificación sectorial en los distintos sectores de la actividad admi-
nistrativa es una segunda posibilidad, en principio más deseable, si se desea, como parece 
estar en el origen de la organización y del ordenamiento jurídico-administrativo, una cier-
ta predictibilidad del comportamiento del sector público y no sólo de sus magnitudes mo-
netarias. En este caso el problema que se plantea es el del engarce entre los distintos tipos 
de planificación: sectorial, económica y general, fundamentalmente el del modelo organi-
zativo institucional en el que apoyar la misma (planificación y presupuestación realizadas 
por el mismo órgano, por distinto órgano e inserción en el ministerio de finanzas, en el 
del presupuesto o planificación o en la presidencia) y el del grado de vinculación de todas 
ellas (más allá de la ya vieja y pobre distinción entre la naturaleza vinculante o indicativa 
de la planificación
99
), problema vinculado al de la adaptación de lo planificado a los vai-
venes de la coyuntura. 
Estas cuestiones, aunque tienen un cierto contenido técnico, son fundamentalmen-
te de tipo político, de la política interna y la distribución del poder en el seno de la Admi-
nistración, si bien los defensores de unas u otras soluciones tenderán a arroparlas de ar-
gumentos técnicos. 
Finalmente, la planificación sectorial, más que la planificación económica, enlaza 
con ciertas técnicas presupuestarias ya mencionadas como el presupuesto por programas, 
que pretenden resolver las relaciones entre planificación y presupuestación y los proble-
mas de ubicación institucional de las competencias sobre ambas tareas, pero que acaban 
decantándose por una mayor centralización. Quizá por ello la planificación sectorial pue-
99
Sobre esta cuestión véase el artículo de José ANTÓN PÉREZ, Ley del Plan y Ley de Presu-
puestos, Hacienda Pública Española, nº 11, Madrid 1971, donde además de las clásicas disqui-
siciones sobre la vinculación que establecen las propias leyes del plan, se resuelve la cuestión 
por el mucho más operativo criterio de que las leyes posteriores prevalecen sobre las anteriores 
del mismo rango (entrando además a contemplar la posibilidad de que ambas leyes sean de 
distinto rango o tengan competencia para regular distintas materias). 
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de ser vista como un primer paso que facilita la implantación de presupuesto por progra-
mas, lo que explica que aquellos sectores más dados a la planificación de sus actividades 
(Defensa, Infraestructuras, Educación, ...) sean también los primeros en implantar tales 
técnicas presupuestarias y, en general, la programación de sus actividades. 
3. OTRAS FUNCIONES ADMINISTRATIVAS GENERALES
La administración general u horizontal, o de los recursos generales, son aquellas 
actividades que se subsumen en los factores administrativos: diseño orgánico, recursos 
humanos, factor presupuestario, procedimiento de gestión e información. Las cuestiones 
que afectan al conjunto de la organización y que directa o indirectamente tengan alguna 
connotación de gasto público son pronto relacionadas con la elaboración del presupuesto. 
Así el diseño de la estructura organizativa, la política de recursos humanos, la Adminis-
tración de control de gestión, la evaluación del rendimiento y de la calidad de los servi-
cios públicos. Concretamente todo el campo de actividad tradicionalmente cubierta en 
nuestro país por la Presidencia y que hoy maneja el Ministerio de Hacienda y Adminis-
traciones públicas. 
Un sector de particular relevancia es el que supone la relación con otras adminis-
traciones públicas, sea en el interior o fuera del Estado. Así las relaciones con entidades 
locales y comunidades autónomas, su regulación o las transferencias de medios persona-
les y materiales, son campo a compartir con el Ministerio de Finanzas (en sus diversas 
denominaciones y configuraciones) por los sucesivos ministerios o secretarías de Estado 
de Administración Territorial. 
En el exterior, a través de la financiación y del presupuesto comunitario, el Minis-
terio de Finanzas ostenta competencias en todo lo que se relaciona con la Unión Europea. 
De este modo el ministerio por excelencia se ve con competencias en agricultura, en 
asuntos exteriores, en comercio o en justicia, más allá de lo que pueda resultar razonable. 
Las tareas de gestión o de control de la gestión cuando ésta se opera desconcen-
tradamente (típicas en nuestro país de las subsecretarías de los ministerios) dado que 
siempre tienen una dimensión económica, son dentro de los ministerios y organismos una 
labor que tiene como referente constante al presupuesto y sus modificaciones. 
La contratación no tiene sus mayores problemas en cuestiones esenciales como los 
proyectos, pliegos de condiciones, cláusulas de los contratos o el uso de la concurrencia 
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para obtener los mejores precios y condiciones. El control de los aspectos contables y 
presupuestarios es la espada de Damocles que puede hacer peligrar que los proyectos y 
contratos se lleven a buen término. o como mínimo que el tiempo de tramitación se dispa-
re injustificadamente. 
Otro tanto ocurre con lo que se refiere a los asuntos de patrimonio o a la gestión 
de personal. El presupuesto o sus cuestiones anejas es siempre la competencia concurren-
te y, las más de las veces, irresponsable o insensible a los aspectos de gestión. 
Finalmente hay que dedicar una referencia especial a la información administrati-
va
100
. El papel del presupuesto en la información administrativa se pone de manifiesto
desde los primeros momentos en que se elaboran los presupuestos, al decidir clasificar los 
gastos e ingresos de una manera u otra y ajustar las denominaciones y clasificaciones a la 
realidad. Pero es con el interés por la implantación de nuevas técnicas presupuestarias que 
la información se convierte en uno de los aspectos centrales para quienes intervienen en 
el presupuesto (políticos y burócratas), si bien algunos, en un exceso de loable alegría 




Es tan extensa y variada la información contenida en los presupuestos, que con-
viene diseccionarla utilizando algunos criterios prácticos. En primer lugar según el tipo de 
información que contiene, ya que el presupuesto contiene información sobre la estructura 
de la Administración, tanto a la que se refiere a la del interior de la propia Administración 
(los medios o factores) como a la del sector de actividad que constituye el objeto de la 
política pública. Esta información permite valorar en función de la distribución de los 
créditos la importancia relativa en términos de gasto (que no son los únicos a utilizar) de 
100
 BAENA (2000) p. 140-142 destaca la información sobre los medios personales y financieros 
(propios del presupuesto tradicionalmente) y sobre la realidad económica y social (presente en 
las variedades más modernas del presupuesto). 
101
Es evidente que si en su acepción más literal un presupuesto no es otra cosa que un docu-
mento cuyo propósito básico es transmitir información, discutir la utilidad de esa información, 
tratando de mejorar su cuantía y calidad, es algo que interesa a todos cuantos integran el grupo 
político al que el Presupuesto se refiere. Por tanto, en un primer sentido, la discusión abierta de 
los cambios presupuestarios realizados, comprobando hasta qué punto esa nueva información 
satisface los deseos de los posibles usuarios, reviste una gran importancia, pues sólo una oferta 
de información adecuada a su demanda permite que el costoso esfuerzo de su producción se 
equilibre por la utilidad que de ella se deriva. Si el Presupuesto ha de convertirse en una ley eco-
nómica fundamental es indispensable que incorpore y haga accesible toda la información que 
interesa a los ciudadanos a los que esa ley se dirige. (del Editorial del número 14 de Hacienda 
Pública Española, 1972)  
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las diferentes unidades; sobre las grandes decisiones de gasto en términos de elecciones 
sociales, tanto en su vertiente económica como funcional (es el puente entre el sistema 
electoral como mecanismo de elección alternativo al del mercado y el sistema de asigna-
ción de recursos que realizan conjuntamente políticos y burócratas) y de prioridades; fi-
nalmente, en su concepción contemporánea ideal, muestra los modos de actuar de las ad-
ministraciones públicas, las actividades realizadas y la relación fines-medios en diferentes 
grados de agregación, siendo así potencialmente un valioso instrumento para el análisis y 
evaluación de las políticas públicas
102
. 
 Siguiendo una cierta deformación profesional presupuestaria, se tipificarán los 
tipos de información según las clasificaciones habitualmente utilizadas en los distintos 
presupuestos, al menos en nuestro país. Así, se examinará primeramente la clasificación 
tradicional u orgánica del gasto, para a continuación detenernos en las clasificaciones 
económica, funcional-programática y operativa. 
 Se ha manifestado con gran frecuencia, en la bibliografía académica y política y 
en las propias normas de reforma, que tradicionalmente la información contenida en el 
presupuesto se ha limitado a dar idea de la estructura orgánica de la Administración, 
equiparando presupuesto clásico a presupuesto orgánico y descartándolo como falto de 
valor para la adopción de decisiones. Sin embargo, la estructura orgánica del gasto, nunca 
eliminada, sigue siendo, para los políticos, la única que refleja la lucha entre los distintos 
actores del proceso de asignación presupuestaria, y probablemente, para los estudiosos ex 
post del gasto real realizado, la que menos se presta a la confusión o a la adulteración de 
series temporales de comparación, lo que no ocurre con las series basadas en clasificacio-
nes funcional-programáticas o económicas, y la necesidad de acordar tablas de equivalen-
cia o cuentas puente para explicar los criterios de agrupación. 
 Por otra parte, la clasificación orgánica aun en su versión más primitiva, contiene 
información adicional en su seno acerca de las actividades que realizan las distintas uni-
dades, si bien esto es más bien otra clasificación dentro de la orgánica. 
 Finalmente, la clasificación orgánica cobra un nuevo valor al confrontarse con la 
de programas, mostrando ciertas disfunciones que pueden responder tanto a un incorrecto 
                                                 
102
Así Xavier BALLART, en ¿Cómo evaluar programas y servicios públicos? Aproximación siste-
mática y estudios de casos, MAP, INAP, Madrid, mayo de 1992, se refiere a la conexión entre 
reforma presupuestaria y evaluación en los Estados Unidos (p. 54), y en Europa Occidental y 
Canadá (p.58 y ss.). 
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diseño orgánico como a una mala clasificación por programas, si bien la aspiración a “fi-
gurar” en el presupuesto haga coincidir ambas clasificaciones, que tienden a coincidir. 
Esto es debido a que mientras que en la clasificación orgánica aparece con cierta (no ab-
soluta) claridad quién es competente para gastar y responsable de un campo de actividad, 
no ocurre lo mismo con la programática que, en caso de no coincidir con la clasificación 
orgánico incrementa la libertad de acción del Ministerio de Economía y Hacienda y dis-
minuye la de los centros gestores. 
 Mientras que la clasificación orgánica tiene una utilidad sobre todo para el proce-
so de elaboración presupuestaria y para la atribución de responsabilidades en la gestión, 
la clasificación económica del gasto manifiesta su utilidad para los gestores de la política 
económica y para las unidades de previsión económica tanto públicas como empresaria-
les. 
 La clasificación económica recibe todo su carácter de la macroeconomía y de la 
orientación de la política fiscal o de macromagnitudes que ya se expuso en otro apartado. 
Como tal depende mucho de la concepción que los economistas tengan de qué tipo de 
gastos son mero consumo y cuáles incrementan la potencialidad futura de la economía, 
más allá de las denominaciones formales en cada momento de consumo o inversión (sin 
entrar ahora a considerar cuestiones aún más escurridizas como las operaciones de trans-
ferencia de renta o las operaciones financieras). No resuelve por ejemplo el criterio, que 
puede ser cambiante, de qué tipo de compras que se realizan para el servicio público in-
crementan realmente el capital fijo público y cuáles deben ser consideradas mero consu-
mo, o qué tipo de personal contratado por las administraciones públicas realiza una tarea 
de mantenimiento de los servicios existentes y cuáles lo incrementan. 
 La clasificación económica puede ser así utilizada para dar una imagen más inver-
sora o más prestadora de servicios, o incluso de mayor o menor transferencia de riqueza, 
según por ejemplo se decida tener un personal investigador o científico pagado con cargo 
a un capítulo inversor, de remuneraciones de personal o de contratación de servicios o, 
finalmente, mediante transferencias de carácter corriente. 
 Más que aportar auténtica información para la adopción de decisiones económicas 
que no yerren, esta clasificación puede facilitar la presentación favorable de los hechos 
(¿Comunicación o propaganda?) y abrir un importante campo para los expertos en la con-
fusión o en una información bastante gris. 
 Por último la clasificación funcional y por programas, por mantener la unidad que 
le da la actual legislación española, es la más difícil de asir de las existentes. Siendo la 
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estrella de las últimas reformas presupuestarias, su contenido se asemeja mucho al del 
conjunto vacío, a pesar de su gran volumen y de la apariencia de utilidad que pueda ofre-
cer a quien no profundice en su significado real. La mejora de la eficiencia y elasticidad 
de los programas y gastos públicos mediante el proceso presupuestario, la evaluación y 
coordinación de los programas cuando estos son llevados a cabo por diferentes unidades 
son palabras absolutamente alejadas de lo que ocurre en el seno de los programas presu-
puestarios. 
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PARTE II CONFLICTOS DE INTERESES Y  DE PRINCIPIOS 
PRESUPUESTARIOS 
CAPÍTULO V LAS TENSIONES POLÍTICAS EN LA ELABORACIÓN, 
APROBACIÓN Y GESTIÓN DEL PRESUPUESTO 
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Resumen 
El mismo origen del presupuesto es esencialmente conflictivo, pues sin la admi-
sión de este conflicto de intereses es dudoso que los países de democracia liberal se hu-
bieran dotado de este instrumento de negociación y de decisión. Hoy día sigue siendo el 
conflicto de intereses sociales, políticos y administrativos lo que explica su funciona-
miento y la organización de que se dota, tanto como la lucha que se ejerce por las grandes 
y las detalladas cifras que contiene. 
Partimos de las ideas teóricas que nos permiten oponer una hipotética idea del 
interés general como algo establecido o que se puede acordar desde un punto determina-
do, con la situación más real de que existen numerosos intereses particulares perfecta-
mente diferenciables y oponibles a ese imaginable fin común de la sociedad o de la orga-
nización. En este último caso, el de las organizaciones, las perspectivas de un interés uni-
tario de las organizaciones (o de las sociedades o comunidades políticas) han sido ya sus-
tituidas por visiones más pluralistas en las que la idea de conflicto se ve con normalidad. 
De acuerdo con esta identificación del conflicto como algo consustancial a las 
organizaciones, se trata aquí simplemente de aislar analíticamente a los portadores de las 
diferentes ideas e intereses en presencia, para trazar una visión realista y racional de la 
organización presupuestaria. Esto es así especialmente en la localización de las diversas 
culturas que coexisten en la organización y de las diferentes aportaciones técnicas y de 
conocimiento que cada una produce. 
Sin embargo, no todas las características del presupuesto cabe encontrarlas en las 
diferencias que existen, sino que algunas de ellas serán debidas a la necesidad general de 
racionalidad de una organización de gran tamaño y complejidad como es el Estado. Así, 
con carácter general la necesidad de eficacia y eficiencia en el logro de los fines variados 
de las organizaciones. Además podemos adelantar que, globalmente, ciertos rasgos del 
presupuesto corresponden a la definición que del interés general hace el ejecutivo, mien-
tras que otros rasgos obedecen a su origen parlamentario. La conciliación de los diversos 
intereses en presencia es efectuada en primer lugar por la burocracia, pero es el poder 
político (ejecutivo y legislativo) el que tiene capacidad para la definición final de ese inte-
rés resultante. 
Para concretar estas tensiones políticas en el presupuesto de nuestros días, se rea-
liza una mención al origen histórico del presupuesto, desde la dualidad rey-reino en el 
antiguo régimen, que origina la existencia de votaciones sobre los recursos otorgados al 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
154 
 
rey sencillamente para hacer patente la existencia del reino al monarca. Más adelante es el 
Estado liberal el que genera los principios presupuestarios que hoy todavía dan forma a la 
institución presupuestaria. El presupuesto refleja así tanto el nacimiento del presupuesto 
cuando es una sola clase la que tiene acceso al poder político y lo acaba plasmando en su 
derecho a  imponer, desde el Parlamento, un corsé financiero al ejecutivo del rey, como la 
propia crisis de los principios presupuestarios con el ascenso de nuevas clases y su pre-
tensión de que el presupuesto refleje sus intereses. 
 Estas cuestiones del surgimiento y derivación histórica del presupuesto, se plas-
man en nuestro sistema político en la gran importancia aparente que las Cortes tienen 
para el presupuesto y otros instrumentos financieros. Este poder de las Cortes se comparte 
con el ejecutivo, pero no se abandona, idealmente, en él. La realidad es, sin embargo, que 
la falta de definición constitucional sobre el presupuesto permite todo tipo de soluciones 
presupuestarias, algunas abiertamente inconstitucionales (esta es una afirmación un tanto 
contradictoria, ya que por un lado no creemos que existan afirmaciones constitucionales 
suficientemente claras sobre lo que es un presupuesto, y por otro es evidente que el pre-
supuesto no es una carta blanca para que el ejecutivo actúe libremente). Y permite tam-
bién, con casi total independencia de las normas utilizadas, un funcionamiento acorde con 
la definición democrática y parlamentaria del sistema político. En todo caso, con objeto 
de situar adecuadamente los capítulos posteriores, se realiza un breve repaso del marco 
constitucional de las tensiones presupuestarias en nuestro país. 
 En el presupuesto más que las ideas consideradas abstractamente, lo que explica el 
comportamiento son fundamentalmente las posiciones ocupadas por unos y otros actores, 
que suelen además intercambiar temporalmente tales posiciones en el caso de los políti-
cos (alternancia en la mayoría parlamentaria). En el caso de los funcionarios, este fenó-
meno también se produce aunque con menor intensidad en lo temporal, dependiendo de la 
ubicación orgánica en cada momento. La permanencia y duración en las posiciones de las 
personas es un factor que influye además en reforzar o debilitar tales posiciones, lo que 
en el caso de la burocracia, permanente por definición, tiende a inclinar la balanza a su 
favor. Aunque esta constatación nos sirve sobre todo para nuestro análisis de la organiza-
ción y de los procedimientos, el valor de las posiciones y, de resultas, de la burocracia, 
sirve para relativizar también la importancia de las ideologías para determinar el conteni-
do sustancial de las magnitudes presupuestarias. 
 La conclusión de este capítulo es que debemos tratar lo que el presupuesto signifi-
ca para los distintos agentes individualizadamente, y de ahí, como una resultante dinámi-
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ca, deducir y adivinar (¿prever?) la evolución de la organización y del mismo presupues-
to.   
1. INTRODUCCIÓN: EL INTERÉS DE LA ORGANIZACIÓN COMO UN TODO
O LA BÚSQUEDA DE INTERESES ESPECÍFICOS 
Dos ideas de la teoría política general: el utilitarismo y la voluntad general, deben 
ser incorporadas en este apartado. Su traslación a la Administración y la consiguiente 
revisión de esta idea a la luz de la fragmentación y la heterogeneidad social son una de las 
claves para una adecuada comprensión de las tensiones políticas que rodean al presupues-
to. 
Estas mismas ideas en el sistema político y legal español (política orientada hacia 
el interés general; Administración vinculada al poder legalmente instituido a través de la 
jerarquía, eficacia y su carácter estatutario y orientación al interés general, también de-
mocráticamente recogido por la Constitución en su artículo 103) acaban por plasmarse en 
la definición del presupuesto por la Constitución y por las leyes ordinarias. Estos princi-
pios conviven en nuestra vida presupuestaria como lo hacen en las relaciones entre políti-
ca y Administración: de manera conflictiva. O mejor, son parte de un sistema de equili-
brio inestable en el que pueden coexistir situaciones e interpretaciones diversas sobre la 
eficacia, la eficiencia y el servicio al interés o a los intereses generales.    
La idea de una oposición entre intereses del todo (la organización, el Estado o la 
sociedad) o de las partes componentes (los individuos, los grupos organizados o no y las 
unidades menores de cada organización) no es, estructural o esquemáticamente hablando 
una innovación de las ciencias que tratan las organizaciones o la Administración pública. 
Qué es lo bueno en cada momento y si existe una bondad general o si la bondad es 
de acuerdo con la interpretación de cada uno o según la conveniencia o el interés de cada 
uno, son cuestiones mucho más generales que pertenecen al terreno no ya de la teoría 
política o de la historia de las ideas, sino al de la propia filosofía general. 
Naturalmente y por una mínima precaución, no vamos a entrar en un campo que 
se aleja por completo del de nuestro dominio. Sin embargo, ciertas ideas pueden ayudar-
nos a insertar una cuestión tan aparentemente alejada como la técnica presupuestaria en 
esta idea más amplia de los intereses generales. Permítase un breve excurso que ayude a 
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situar la cuestión sin el menor ánimo de invadir un terreno ajeno y no suficientemente 
conocido. 
Junto a una corriente realista basada en contar lo que los hombres hacen en políti-
ca y no lo que deben hacer, inaugurada por Maquiavelo, surgen contemporáneamente a él 
autores como Erasmo y Moro que precisamente tratan de exponer el deber ser de la polí-
tica, enlazando con la vieja filosofía política de la Antigüedad. Estos precursores del utili-
tarismo contraponen en su crítica social una visión del Estado como expresión de los in-
tereses de grupo, de la clase dominante, con una visión del fin de la política como el ser-




Estas ideas, coherentemente con la rotundidad con que pretenden conocer qué es 
lo bueno, inspiraron intentos organizadores que reconducen la diversidad a la unidad y 
que eliminan toda traza de descentralización o de dialéctica en el interior de las socieda-
des. Si sólo se toman estas ideas como un deber ser, sus implicaciones no son grandes 
para la organización de los Estados, pero el paso siguiente de considerar esta descripción 
como una cuestión de hecho lleva a una cierta confusión sobre la realidad de la política y, 
en nuestro caso, de la Administración. 
El poso que ha quedado de estas ideas forma parte no sólo de ideas políticas, mo-
rales o religiosas, que no son directamente de nuestro interés, que no nos conciernen. Sí 
importa en cambio considerar que tanto la opinión común o vulgar, como ideas que ac-
túan como creencias en el campo político, jurídico e incluso científico se nutren de esta 
vieja idea del interés general, de los intereses generales o del bien común. A partir de tal 
consideración los sistemas de pensamiento, los ordenamientos legales o las organizacio-
nes se pueden exponer de manera coherente y con comodidad, pero a nuestro entender de 
manera errónea. 
Se puede oponer una visión de bloque (monolítica) coherente y ordenada, gene-
ralmente racionalista pero falsa por errónea con una visión pluralista. 
Partiendo de la idea de pluralidad, tanto social como en el interior del propio Esta-
do, no es congruente contemplar el presupuesto como el resultado de algo buscado por 
una supuesta voluntad de la organización, orientada idealmente hacia la búsqueda del 
103
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interés general o el bien común. Cada uno busca en el presupuesto, en su contenido y en 
su propia organización y funcionamiento algo que satisfaga sus propios intereses (aun en 
el caso de que estos se expongan como coincidentes con el interés general). 
 Esto, que es asumido hoy día fácilmente cuando se aplica a los grupos sociales en 
presencia en la sociedad, y que es visto como lo habitual en el plano político de la lucha 
entre países, bloques o partidos políticos, no se suele ver tan claro al contemplar las insti-
tuciones estatales, ni mucho menos al examinar sus instrumentos técnicos, aparentemente 
insensibles a los intereses propios o ajenos. 
 Es justamente el paso de una Ciencia Política general a una ciencia administrativa, 
especializada en el complejo político-administrativo, lo que nos permite introducir esta 
simple idea sin socavar los fundamentos de la Administración pública, basados constitu-
cionalmente en ideas un tanto añejas como el interés general o, en un alarde de falsa plu-
ralidad y de desvinculación de la realidad, los intereses generales. 
 
A. Perspectivas unitaristas de las teorías sobre las organizaciones. 
 
 Existe una tendencia a atribuir fines o valores a las organizaciones como bloques o 
al conjunto de sus componentes como si la pertenencia a una misma unidad, de análisis o 
de hecho, unificase fines y valores. Así, aparente o legalmente, la Administración sirve al 
Estado del que es su principal instrumento o al interés de la colectividad o interés general 
que justifica idealmente su existencia. Si la Administración sirve pues a unos valores o 
está orientada a unos fines que le son dados, otro tanto podría decirse de los instrumentos 
que utiliza o de la racionalidad que, según el modelo weberiano, le es propia. 
 El encabezamiento de este apartado nos sirve para referirnos a las perspectivas 
más clásicas de las teorías de la organización, que entienden ésta como un todo unitario al 
que atribuyen intereses o voluntad propios, estudiando en el caso más extremo aquélla 
como se estudia un ser vivo. De ellas nos separamos, siguiendo aquí lo que ocurre con las 
actuales ciencias administrativas. 
 En primer lugar la ausencia de conflicto. Hay que distanciarse un tanto de aquellas 
perspectivas científicas o técnicas que parten de la posibilidad de una técnica aplicable sin 
problemas a cualquier tipo de organizaciones y en cualesquiera circunstancias (posibili-
dad ya combatida en otro apartado y que goza de una envidiable supervivencia más allá 
de lo razonable). Para éstas no se plantea siquiera la posibilidad de un conflicto radical 
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entre unas y otras zonas de la organización, existiendo a lo sumo problemas de ajuste 
entre unos y otros elementos humanos que componen la organización
104
.
En el caso del presupuesto, lo que existirían serían problemas de comunicación o 
de diseño orgánico que pueden resolverse a través de una mejora de la organización y de 
la implantación de técnicas de mayor calidad intrínseca. El problema que podríamos de-
nominar político no se plantea siquiera, al prevalecer el propósito común de la organiza-
ción sobre las distintas individualidades
105
 y sobre la complejidad y fragmentación inhe-
rentes a las grandes organizaciones que son, en nuestro caso, las administraciones públi-
cas. 
En segundo lugar el conflicto existe pero está fuera de la organización, que sigue 
siendo una con un interés unitario, existe respecto a otras organizaciones (se puede ver así 
conflictos en el presupuesto entre beneficiarios y damnificados por las políticas de gasto, 
entre grupos sociales o entre ésos y la Administración pública. Se acerca más al punto de 
vista mantenido por nosotros, aunque no acaba de situarse en una perspectiva organizati-
va netamente pluralista, la posibilidad de que se vea a cada organización como un todo 
unitario que tiene una expresión única, cuyo conflicto puede producirse respecto a perso-
nas o grupos externos a ella. Así ocurriría cuando se examina fundamentalmente el con-
flicto que se produce respecto al producto del presupuesto entre distintos grupos benefi-
ciarios o damnificados por él, o entre estos grupos y el conjunto político administrativo 
que ha producido el presupuesto. 
Ejemplos de estas visiones son las referencias a qué grupos sociales salen benefi-
ciados o perjudicados de tal o cual política presupuestaria, o qué estados, regiones o mu-
nicipios salen igualmente más o menos mejorados de una determinada política de gasto o 
de ingresos del ámbito presupuestario y de gobierno inmediatamente superior. 
Tercero: el conflicto dentro de la organización. Así, considerando sólo las tensio-
nes externas, las que se producen sobre las magnitudes presupuestarias, se está obviando 
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la diversidad de presupuestos deseados que existen en el interior del Estado y, más impor-
tante para nuestros propósitos, los diversos papeles desempeñados por cada una de las 
zonas de ese mismo Estado. Cada una de estas zonas exige al presupuesto no sólo una 
determinada dimensión o que los gastos en él incluidos se apliquen a tal o cual fin, sino 
una determinada funcionalidad del instrumento mismo, modificando el procedimiento o 
las premisas a utilizar en su elaboración. 
Pero lo común es contemplar el posible conflicto fuera de la organización, no en 
su interior, por lo que las posibles dialécticas son de tipo social o político en un sentido 
general, nunca organizativo. Así, puede verse el conflicto en general, afectando a la cons-
telación de organizaciones que pueblan nuestra sociedad. Pero al referirnos al interior del 
Estado, se hace necesario trazar (imaginando) múltiples fronteras y delimitaciones entre 
hipotéticas organizaciones y grupos para observar el conflicto entre ellos. 
Difícilmente llega a verse el conflicto en el interior de las organizaciones, y cuan-
do se hace nos vemos en la necesidad de diseccionarlas extremadamente en partes que 
ninguno reconoceríamos como tales organizaciones
106
. Concretando esta cuestión a nues-
tro estudio, se necesitaría ver a cada departamento o a cada grupo humano como una or-
ganización en sí, o incluso a cada subdivisión de unos y otros, sin seguir el camino, para 
nosotros más correcto, de encontrar las tensiones y contradicciones de los diversos secto-
res de la organización estatal y, más concretamente, lo que cada una de ellos exige a los 
distintos instrumentos y procesos de la organización, que sigue siendo una pero fragmen-
tada. 
B. Perspectivas pluralistas: la idea de conflicto. 
La idea de que en el interior de cada organización existe todo un complejo mundo 
de intereses contrapuestos, con un potencial conflicto entre ellos, corresponde a un mo-
106
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mento más avanzado de las ciencias de la organización, que dirige parte de sus esfuerzos 
a la resolución de éstos o a la integración del conflicto en la explicación del funciona-
miento organizativo. Aquí cabe ya ver que entre propietarios y trabajadores o entre direc-
ción y unidades operativas puede existir un conflicto, del mismo modo que puede existir 
entre las unidades centrales o la cúspide de una organización y sus unidades más o menos 
alejadas del centro. 
Dando un paso más se pueden contemplar cuestiones como la mayor o menor cen-
tralización o descentralización de la decisión como temas eminentemente políticos o que 
afectan a la distribución del poder en el interior de las organizaciones. 
Ya en el camino de contemplar la diferencia y el conflicto como algo consustan-
cial y algo no necesariamente perturbador de las organizaciones (aunque sí potencialmen-
te), la perspectiva de Simon
107
, tratando de las lealtades y la identificación organizativa y
del juego de objetivos en la organización, nos coloca del todo en la perspectiva adoptada, 
que trata de encontrar la funcionalidad en el presupuesto de la admisión del conflicto co-
mo algo normal y de la conciliación de los distintos puntos de vista que mantienen unos y 
otros sectores de la organización estatal, sin necesidad de disgregarla en multitud de mi-
croscópicas organizaciones. 
La funcionalidad de esta idea para nuestro propósito es clara. Se trata de ver en el 
capítulo siguiente de qué manera el presupuesto español, más exactamente la organiza-
ción presupuestaria que lo produce, es fruto de un complejo mundo de interacciones no 
dirigidas a un fin común más que de manera prescriptiva o incluso retórica. Esas interac-
ciones dan como resultado un elemento más para el juego político en el interior de la 
Administración pública y en el interior de la sociedad organizada políticamente. 
Por otro lado, suavizando un poco la necesidad de introducir la idea de conflicto 
en el interior de la organización presupuestaria, podemos referirnos simplemente a la di-
versidad de culturas y subculturas en el interior de la organización, lo que es perfectamen-
te coherente con la importancia que damos al elemento humano, principal pero no único 
depositario de estas diferencias culturales. Seguimos la conceptualización realizada por 
Sackmann
108
, que basa las diferencias culturales en los distintos tipos de conocimiento
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que se comparten por los miembros de la organización en sus diferentes unidades, espe-
cialmente el hallazgo de que los mismos campos funcionales de diferentes divisiones son 
más parecidos que diferentes campos funcionales dentro de la misma división (junto a la 
importancia de los grupos profesionales en la formación de subculturas). 
 Esto nos lleva a la diferenciación debida a las variadas funciones asignadas a dis-
tintos colectivos humanos (similar a la tradicional división en cuerpos dentro de la Admi-
nistración), conectada con la idea de cultura de una organización o de subculturas dentro 
de una parte de ésta. Por otra parte, la importancia que damos a la idea de cultura y su 
misma introducción como clave explicativa no oculta que ésta se difumina cuando se dan, 
como suele ser frecuente, solapamientos entre las diferentes culturas. Así mismo no esta-
mos minusvalorando ni la importancia del liderazgo político ni la del tiempo para marcar 
diferencias culturales.   
 
C. Diferentes intereses y conceptos del presupuesto. 
 
 Además de poder examinar diferentes y opuestas maneras de ver el presupuesto, 
por la diversidad individual y social y el eventual conflicto entre personas y grupos, cier-
tas ideas del presupuesto las podemos considerar fijas. La función presupuestaria como 
necesidad objetiva general de los Estados nos señala unas características constantes y 
universales del presupuesto. 
 Algunas de ellas se dan en las organizaciones en general, así las relaciones con la 
planeación (selección entre diversos cursos futuros de acción), su expresión en términos 
numéricos, cuantitativos, pero no necesariamente monetarios, el ser un instrumento de 
control y la relación con la organización y con la gestión, pero al servicio de éstas. Se 
puede añadir la no exclusión de otros mecanismos de información y de control. 
 Ciertas características generales de las organizaciones están en el origen de estas 
características de los presupuestos: la división y especialización del trabajo, la coordina-
ción entre unidades y funciones y la normalización de actividades, los flujos de autoridad 
entre las diferentes áreas de las organizaciones, la necesidad de sistemas de información y 
decisión, las necesidades de reducción de la incertidumbre y  de anticipación, en definiti-
va la altísima correlación entre la existencia del presupuesto y la eficiencia. 
 Otras características del presupuesto obedecen a su surgimiento en el Estado mo-
derno y a ellas nos referiremos en el apartado siguiente dedicado al origen histórico del 
presupuesto. 
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 En primer lugar el presupuesto como documento administrativo, ya que a partir de 
ésta, de su existencia, se elabora por el Gobierno el presupuesto. El interés general es 
definido por el Gobierno y plasmado tanto en la forma de confección como en el propio 
contenido del presupuesto. Es decir el Gobierno define el cómo se adecua el presupuesto 
a este interés. Para ello en primer lugar el presupuesto refleja la propia existencia de la 
Administración y de sus diferentes unidades. Además este documento refleja la propia 
jerga administrativa y los medios de que se vale la Administración para lograr sus objeti-
vos. 
 Podemos decir que lo contenido en las normas de Administración y Contabilidad 
(como se denominan inicialmente las regulaciones de la materia presupuestaria) sirve 
fundamentalmente a esos fines administrativos de orden, regularidad y certeza que tiene 
la Administración. Como algo secundario está la idea de resultados y de control por agen-
tes externos a la propia Administración. 
 Como documento que se envía al Parlamento, que se dirige a la sociedad y que 
debe recoger los fines a que se orienta la Administración en general y el gasto público en 
particular, el presupuesto incide más en su controlabilidad externa, en su omnicomprensi-
vidad, y en recoger todas las finalidades y resultados que se ofrecen a los ciudadanos. 
 Ello viene dado tanto por la propia existencia de un agente externo al presupuesto, 
como por el debate público que puede suscitarse en torno al mismo. En este sentido no es 
casualidad que antes de denominaciones más tecnificadas como las de presupuesto por 
programas o presupuesto en base cero (o PPBS y ZBB, respectivamente), se introduzcan 
nombres tales como el presupuesto del ciudadano o presupuesto por productos (output 
Budget) que aluden a los frutos del presupuesto y no a como se elabora éste o a los me-
dios que emplea. 
 La posible contradicción entre las diferentes definiciones del interés público es 
resuelta en primera instancia por la propia Administración, por sus burócratas, por lo que 
en la descripción de la contraposición de intereses en España y en la contemplación de los 
aspectos orgánicos daremos gran importancia a este aspecto, si bien en última instancia es 
el poder político residente en el Parlamento quien tiene capacidad para definir este inte-
rés. 
 Ante ello, bien podríamos pensar que la existencia o no de Parlamento, su entidad 
y el que esté compuesto en cierta medida de burócratas son factores que influyen en la 
determinación final del modo de proceder, de los conceptos dominantes y del producto 
del presupuesto. 
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2. EL ORIGEN HISTÓRICO: LA DUALIDAD REY-REINO EN EL ANTI-
GUO RÉGIMEN, LA TENSIÓN PARLAMENTO-GOBIERNO Y LOS PRINCI-
PIOS PRESUPUESTARIOS LIBERALES Y LOS ASPECTOS POLÍTICOS Y DE 
CONTROL 
 
 Los presupuestos son en primer lugar algo que aparece desde el principio junto al 
Estado y que aparece como algo consustancial con él. El lugar ocupado en la estructura 
del Estado condiciona el modo de adoptar las decisiones y la elección de los instrumentos 
a utilizar y está en el origen de la institución. 
 
A. La prehistoria presupuestaria 
 
 Se puede hablar de un estado primitivo o embrionario de la institución hasta el 
comienzo del Estado liberal con la guerra de la Independencia y la constitución de Cádiz 
de 1812, y a partir de ese momento de la existencia de una institución propiamente de 
presupuestos tal como hoy los conocemos. También aquí se da la extensión y el relativo 
paralelismo universal del presupuesto. El presupuesto es una institución cuyo nacimiento 
viene de ciertas características de las organizaciones y del Estado, por lo que dos son las 
causas de que en tiempos anteriores al principio del siglo XIX no se pueda hablar con 
precisión de presupuesto. Las decisiones las adopta quien tiene legitimidad para ello y el 
instrumento elegido no es el presupuesto, pues no lo exige ni la sociedad ni su instrumen-
to de decisión colectiva, el Estado. 
 En primer lugar no es una necesidad dada la propia escasa magnitud de los gastos 
y de los ingresos y el hecho de que tampoco es importante la presión impositiva sobre las 
clases representadas en las Cortes. Por ello no hay una gran exigencia técnica ni social de 
presupuesto. 
 En segundo término la idea de freno político y de control, con la consiguiente con-
sideración de las Cortes como un órgano del Estado distinto de la Corona no se impone 
en este período. El presupuesto está ligado al parlamentarismo, aunque sea escasa su base 
de representación. La democracia no tiene nada que ver con el surgimiento de esta insti-
tución. 
  En último término la dialéctica entre los monarcas y las asambleas es la clave ini-
cial del presupuesto. Menos importante que cuánto y a qué se dedicará el dinero del Esta-
do, las Asambleas tratan de imponer al Monarca su participación, que conlleva el ser re-
conocidos como sujetos políticos. Primero aprobándolo, y segundo obteniendo una garan-
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tía de que se cumplen ciertas características técnicas como la temporalidad, periodicidad, 
contabilidad, unidad de caja y certeza en los gastos que se van a producir. Sobre todo 
diseñan el juego de poderes que existirá en el futuro de la institución y hacen emerger de 
la oscuridad el gasto público. 
B. El Estado liberal. 
Junto a la perdurabilidad y extensión de la existencia de  presupuestos, que nos 
indican el carácter de institución necesaria del presupuesto para el Estado liberal, aparece 
la diversidad de formas y de funcionamientos concretos que adopta, precisamente en rela-
ción con las diversas interpretaciones que pueden existir del interés general. Ello muestra 
de nuevo el valor de la contingencia sobre las estructuras estatales y administrativas y 
también sobre la percepción que en cada momento y lugar histórico se tiene sobre cuál 
sea el interés general protegible en cada caso concreto. 
Ciertas características que adoptan los presupuestos son bastante constantes, tanto 
trazando una división espacial como cronológica, y tales características son con frecuen-
cia compartidas por las organizaciones no públicas. Estas características comunes y cons-
tantes son debidas a necesidades generales de las organizaciones y a necesidades especí-
ficas de la organización estatal. Sobre estas características es poco previsible que incidan 
ni las luchas por el poder ni los intereses o ideologías de quienes inciden en la configura-
ción del Estado. 
El presupuesto en el contexto del Estado liberal parlamentario va recibiendo la 
definición de sus principios, los cuales, a pesar de sus crisis en las organizaciones públi-
cas, mantienen básicamente su vigencia hoy día al menos en el plano normativo. Ciertas 
necesidades específicas del Estado liberal (algunas son las de las grandes organizaciones 
en general, pero exacerbadas): dimensión y complejidad, división de tareas como necesi-
dad política de garantía del sistema, el valor de la opinión y del voto, el control de los 
gobernantes por los gobernados, el mercado político y la competencia entre opciones son 
las que intervienen en la definición de los principios clásicos del presupuesto. 
A título meramente indicativo se suele distinguir entre principios políticos (com-
petencia, universalidad, unidad, claridad, especialidad, anualidad y publicidad), contables 
(presupuesto bruto, unidad de caja, especificación y ejercicio cerrado) y económicos (li-
mitación del gasto, neutralidad impositiva, equilibrio anual y deuda pública autoliquida-
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ble). Cada uno de ellos tiene reflejo en la variación de nuestra organización presupuesta-
ria que se examina en los siguientes capítulos. 
 La permanencia de los principios y de las características del presupuesto, aun ha-
bida cuenta de su permanente crisis y subsiguiente modificación relativa, se produce a 
pesar de tres factores de cambio que deben ser considerados: 
 Las luchas por el poder, los cambios en los intereses representados en el Estado (el 
mencionado por Baena paso de un Estado monoclase a un  Estado pluriclase), y las nue-
vas ideologías imperantes (sea el keynesianismo o la socialdemocracia) no producen un 
completo abandono de los principios presupuestarios liberales porque ciertos de éstos son 
propios de una organización compleja y grande orientada al logro eficiente de fines dados 
externamente. Algunas de las características del presupuesto liberal son consustanciales a 
la propia existencia de un Estado complejo, garantizando su propia supervivencia. El ca-
rácter polémico del Estado liberal no conlleva la eliminación de la competencia y ciertas 
características del presupuesto han de permanecer para hacerla posible. 
 Frente a los cambios en la configuración estructural del esquema o modelo tipo 
parlamentario y con cierta dosis de democracia, el presupuesto ha seguido manteniendo 
ciertas características esenciales. Así las configuraciones en las que se rompe el esquema 
liberal de competencia y discusión, las dictaduras, necesitan conservar ciertas caracterís-
ticas que incluyen la conservación del presupuesto como institución liberal-parlamentaria. 
Las posibilidades no parlamentarias, como son los regímenes presidencialistas, tampoco 
abandonan del todo el esquema parlamentario del presupuesto: Estados Unidos. Las cau-
sas bien podrían estar en que en la configuración del presupuesto, es la dialéctica entre 
Gobierno y Parlamento, dentro ya de un régimen representativo, la que delimita los perfi-
les más destacables del presupuesto y no el carácter democrático de la forma política o el 
tipo de régimen democrático. 
 Finalmente, en la crisis de la institución presupuestaria surge una nueva legitimi-
dad de la Administración como gestora y productora de servicios y bienes, lo que a la vez 
que incrementa la propia dimensión del presupuesto, refuerza el papel de éste como el 
único documento administrativo que pone en valor la opinión pública y la heterogeneidad 
social. La dialéctica entre mayoría y minorías que se da en el Estado contemporáneo re-
fuerza la introducción de nuevas técnicas presupuestarias más transparentes, pero no eli-
mina los viejos principios clásicos. 
 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
166 
 
C. Importancia de las Cortes en el cuadro constitucional español en sus as-
pectos financieros 
 
 Una primera cuestión que debe señalarse, no por obvia menos importante, es la 
definición constitucional que la Constitución hace en su artículo primero de la forma polí-
tica del Estado: monarquía parlamentaria. Ello implica que las instituciones alrededor de 
las cuales gira todo el sistema político son la Corona y el Parlamento, siendo este último 
el órgano que habitualmente soporte la mayor carga del sistema, al ser además el órgano 
en el que se sitúa el pluralismo político expresado por los partidos políticos. De ahí que 
los poderes más importantes deban situarse, y así lo haga la Constitución, en las Cortes 
Generales, emanación más directa del pueblo español, al que representan. 
 Por esta razón las funciones que la Constitución atribuye a las Cortes son de la 
máxima importancia, y las normas que ellas mismas producen o las que proceden del go-
bierno pero afectan su funcionamiento no pueden hacer dejación de esas funciones consti-
tucionalmente atribuidas. De ahí también que en aquellos poderes o funciones que son 
ejercidos conjuntamente con otra institución constitucional, como necesariamente y no 
sólo por razones constitucionales ocurre con las funciones financieras, esta conjunción o 
funcionamiento conjunto deba permitir a las Cortes mantener su lugar principal en el sis-
tema político. 
 Todo ello, que parece de Perogrullo y algo así como la síntesis del acuerdo consti-
tucional, es puesto en cuestión cada año y de manera sistemática tanto por el gobierno y 
la Administración en la que se apoya, como por la mera inacción de las propias Cortes 
Generales. 
 La valoración que se haga del sistema político, en concreto su calificación como 
régimen parlamentario o régimen de gabinete, está en función del papel de las Cortes en 
cuanto a la tramitación de las leyes fundamentales, en particular de las leyes que gobier-
nan las relaciones entre los poderes públicos como es la del presupuesto. 
 Y esta calificación no está tanto en función de las normas básicas que regulan el 
sistema sino del uso que se haga de las opciones que la Constitución permite. En materia 
presupuestaria, como en otras materias, la Constitución admite el desarrollo de diversas 
posibilidades, y son los hechos posteriores a su promulgación, surgidos de cuestiones no 
estrictamente jurídicas, como el sistema de relaciones entre unas comunidades autónomas 
y el centro y los concretos resultados electorales, los que nos llevan hacia una u otra cali-
ficación del régimen político, su calificación actual como federalizante y de gabinete. 
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 En materia presupuestaria, como en otras de gran importancia, la Constitución no 
puede calificarse sino de tosca, pero eso es distinto de que carezca de toda efectividad 
jurídica. La tosquedad de la Constitución no viene tanto de permitir diversas posibilidades 
(que vienen siempre determinadas por la situación política y no por los textos constitu-
cionales), sino de propiciar lecturas y relecturas absolutamente contrapuestas y alternati-
vamente inconstitucionales. Ello la convierte en instrumento poco útil para regular la vida 
democrática y sí en campo abierto a la confrontación y la inseguridad. 
 Esa tosquedad se refiere en nuestro campo a la posibilidad de iniciativa y enmien-
da presupuestaria, que aun regulada con exquisita ecuanimidad no habría sido operativa 
en una situación de mayoría absoluta monopartidaria, aunque sí en una de mayoría relati-
va o de coaliciones electorales. Pero cuestión distinta es que la norma no pretende que el 
Gobierno manipule a su antojo el contenido de la ley y vacíe de contenido la supuesta 
limitación presupuestaria. 
 Este efecto proviene directamente del carácter democrático del sistema y de la 
transferencia limitada del poder que se produce del cuerpo electoral a las Cortes y de és-
tas al Gobierno. Pero también se produce en el seno de una democracia elaborada y crea-
dora de finos mecanismos de equilibrio que creemos que debería caracterizar a nuestra 
sociedad, más que de la propia de una sociedad primitiva. Así, el gobierno no debe utili-
zar la ley de presupuestos como un instrumento más de poder y no debe falsear el mo-
mento anual de rendición de cuentas (no nos referimos a la rendición formal de las cuen-
tas tras la ejecución, sino a la presentación del proyecto de ley de presupuestos) ante unas 
cámaras que, de antemano, se saben mayoritariamente partidarias. Por tanto no es desde 
un punto de vista jurídico como puede lograrse la calificación de las relaciones gobierno-
parlamento en materia presupuestaria, pues la Constitución y los reglamentos poco ope-
ran para hacer variar la opinión que podamos hacernos del juego de poderes en el que 
debemos insertar el presupuesto. 
 El desagrado de algunos autores ante la regulación constitucional
109
 cabe enten-
derlo así desde la perspectiva del virtuosismo jurídico, que se desasosiega ante la tosque-
dad que antes mencionábamos y que comentaremos en su lugar, pues los defectos de 
nuestra vida política o de nuestra vida presupuestaria mal pueden ser resueltos por las 
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Así Martínez Lago, op.cit., p.19 
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leyes. Pero nos unimos a él en la pretensión de que las leyes, entre ellas la Constitución y 
sus leyes básicas de desarrollo, deben dejar cerrado suficientemente un problema como el 
que contemplamos. 
a. Rango de ley formal para la planificación y la presupuestación
La regulación constitucional de la planificación, de la presupuestación y de las 
relaciones entre ambas sitúa este campo como algo propio de las Cortes Generales con 
independencia de la formalización de este hecho en leyes. Es preciso indicar esto porque 
hoy día, en que la mayor parte de las leyes provienen en su origen del ejecutivo, y cuando 
éste legisla además vía decretos-ley y legislación delegada, lo que importa no es el carác-
ter de ley o el valor o la fuerza de ley. Desde un punto de vista estrictamente político lo 
que nos interesa es el poder de obligar por un lado (que es algo que sólo en parte ocurre 
con la ley de presupuestos respecto al ejecutivo), y ahí es indiferente que nos encontre-
mos ante una ley o ante un acto reglamentario, si éste se cumple, y por otro la proceden-
cia del acto, en este caso parlamentario. 
Es decir, más que el carácter de ley de los presupuestos o del plan, lo que destaca 
inicialmente la Constitución es que los presupuestos son aprobados por las Cortes Gene-
rales, como algo distinto tanto de la potestad legislativa del Estado como de la función de 
control que ejercen sobre el Gobierno. 
Esto es, por más que en otro lugar hemos insistido en el carácter de instrumento de 
control que históricamente ha tenido el presupuesto, éste es algo distinto del mero control 
que, a través de una pluralidad de instrumentos, ejercen las cámaras. También la labor 
presupuestaria es algo distinto de la potestad legislativa, aunque fuera sólo por el mero 
hecho de que, a pesar del engrosamiento de la parte literaria y legiferante que se va pro-
duciendo en nuestras leyes de presupuestos, lo sustancial del presupuesto son unos extra-
ños estados numéricos, cuadros, claves cuya cifra se encomienda a normas de ínfimo ran-
go, etc., nada propios de la generalidad de las leyes, y cuya comprensión se escapa a la 
inmensa mayoría de los juristas. 
Por tanto el carácter de ley de los presupuestos es una consideración secundaria 
frente al hecho de que su aprobación corresponde a las Cortes. Sin embargo, también se 
trata de una ley y de gran importancia, por lo que -al igual que las leyes orgánicas y de 
bases, la reforma constitucional y las cuestiones internacionales- no puede ser objeto su 
aprobación de delegación del pleno en comisiones legislativas permanentes. Mucho me-
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nos puede ser objeto de delegación formal o implícita en el Gobierno la regulación de 
aspectos esenciales de la operativa presupuestaria de elaboración, ejecución y control. 
 Pero parece importante resaltar la preeminencia del carácter parlamentario sobre 
el carácter legislativo de los presupuestos para considerar de otra forma la intervención 
del ejecutivo en la conformación de esta ley. A este respecto, es de señalar que el contex-
to es lo que marca la diferencia entre la discusión alemana, del siglo XIX, sobre el carác-
ter de ley formal o ley material de los presupuestos, y la más reciente discusión española 
sobre el tema, planteada ante el Tribunal Constitucional
110
. Mientras que optar por el ca-
rácter de ley formal y la restricción de la participación de las cámaras en su aprobación 
tenía el sentido de favorecer al ejecutivo autoritario en la Prusia de Bismarck, en la re-
ciente polémica jurídica sobre el tema, el resultado de decantarse por el carácter material 
de la ley era favorecer igualmente al ejecutivo o, en otros términos, favorecer a la mayo-
ría absoluta frente a las minorías y, en definitiva, disminuir las posibilidades de debate 
para el parlamento. 
 En todo caso, sin entrar a fondo en una cuestión ya resuelta -a mi entender insatis-
factoriamente para el sistema político democrático- por la doctrina mayoritaria y por el 
Tribunal Constitucional, la regulación de la ley de presupuestos es peculiar y se encuentra 
en un título diferente a los utilizados para regular a las Cortes, al Gobierno y la Adminis-
tración y a las relaciones entre ambos conjuntos. 
 La regulación está contenida en el título denominado Economía y Hacienda, don-
de se obliga a utilizar la ley para otras cuestiones además de para los presupuestos genera-
les del Estado.  
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Así en una de las primeras sentencias del Tribunal Constitucional, la 27/81 de 20 de julio, que 
resuelve el recurso de inconstitucionalidad contra los artículos 36, 37, 38, 43 y disposición adi-
cional 5 de la ley 74/80, de 29 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para 1981. 
Señala que el artículo 66.2 de la Constitución enuncia la aprobación del presupuesto como una 
competencia específica desdoblada de la genérica potestad legislativa del Estado. La singulari-
dad de la ley de presupuestos “excede la cuestión, en estos momentos superada, del carácter 
formal o material de esta Ley. Deriva ,..., del carácter instrumental del presupuesto en relación 
con la política económica; pero, por otra parte, las notas singulares de la Ley presupuestaria ha 
de reconocerse que también vienen impuestas por el hecho de que su debate está, de alguna 
manera, restringido por las disposiciones reglamentarias de las Cámaras que regulan su proce-
dimiento. Cierto que quizás pueda decirse que tales limitaciones no deriven de la Constitución, 
pero también lo es que el requisito de conformidad del Gobierno para toda proposición o en-
mienda que suponga aumento de gastos o disminución de ingresos que afecta a cualquier Ley 
envuelve en este caso una restricción constitucional del debate.”   
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 En concreto se exige la ley para: 
 




• Acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el interés general. 
• Establecimiento de las formas de participación de los interesados en la Seguridad So-
cial y en la actividad de los organismos públicos cuya función afecte directamente a la 
calidad de vida o al bienestar general. 
• Planificar la actividad económica general para atender a las necesidades colectivas, 
equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la 
renta y de la riqueza y su más justa distribución. 
• Desarrollo de la composición y funciones de un Consejo para la planificación que se 
constituya. 
• Régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales. 
• Patrimonio del Estado y Nacional. 
• Tributación. 
• Autorización para emitir deuda pública o contraer crédito. 
• Regulación del Tribunal de Cuentas. 
 
 De entre estas leyes destacan dos peculiares: la del Tribunal de Cuentas, que ha de 
ser orgánica y la de planificación, donde la iniciativa -al igual que en el presupuesto- co-
rresponde en exclusiva al Gobierno. La de presupuestos, que como las demás leyes ordi-
narias debe ser aprobada por mayoría simple de la mayoría de los miembros presentes de 
las cámaras (número bien bajo, por cierto) tiene además unas peculiaridades que la sepa-
ran de la generalidad de las leyes, incluso de las económicas, por el papel que tiene el 
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Dicción equívoca la del término “especialmente”, que no deja claro si en los demás casos 
siempre se necesita ley o sólo cuando conlleve monopolio. Deja abierta además la cuestión de 
los monopolios públicos de hecho o de los monopolios privados, aunque esta es una cuestión de 
defensa de la competencia o de la economía de mercado que desborda este trabajo.    
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 Concretamente, la Constitución da a la ley de presupuestos el pleno carácter de ley 
y la práctica legislativa ha utilizado ampliamente tal carácter de ley, entrando a regular 
cualquier materia pública o privada, tuviera o no algo que ver con la gestión de los crédi-
tos presupuestados
113
. Otra cosa es que las leyes las sacan adelante las mayorías parla-
mentarias y no las minorías, y esto puede resultar incómodo para estas últimas. 
 Así, los apartados uno, dos y siete del artículo 134 de la Constitución definen cla-
ramente y con amplitud el contenido de la ley de presupuestos y la participación del Go-
bierno y de las Cortes: 
1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales 
del Estado y a las Cortes Generales, su examen, enmienda y aprobación. 
 
                                                 
112
Tema tratado en profundidad por Miguel Ángel Martínez Lago en Los límites a la iniciativa de 
las Cortes Generales en materia presupuestaria, Monografía nº 90 del Instituto de Estudios Fis-
cales, Madrid 1990. 
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Así, la Sentencia del Tribunal Constitucional 65/87 de 21 de mayo admite el amplio contenido 
de las leyes de presupuestos, basándose -como en la STC 27/1981-  en el carácter de vehículo 
de dirección y orientación de la política económica, que corresponde al Gobierno. Así, establece 
“Si las previsiones del artículo 134.2 de la CE configuran un contenido mínimo, necesario e in-
disponible de la Ley de Presupuestos (que ha de incluir, así, el presupuesto, en sentido estricto, 
del Estado) no es posible considerar que confieran a tal contenido también un carácter exclusivo 
y excluyente, impidiendo que la Ley de Presupuestos contenga disposiciones que no coincidan 
exactamente con ese contenido. Esta Ley  se ha ido configurando progresivamente, no sólo co-
mo un conjunto de previsiones contables, sino... ... como un vehículo de dirección y orientación 
de la política económica, que corresponde al Gobierno. Este carácter... ... ha supuesto la inclu-
sión en la Ley de Presupuestos, en su articulado, de disposiciones relativas a materias no asimi-
lables directamente al estado de gastos y previsión de ingresos presupuestarios, pero de conve-
niente regulación conjunta con ese núcleo, por su relación técnica e instrumental con el mismo, a 
efectos de la orientación de la política económica.” 
 
Una tendencia contraria en el Tribunal Constitucional es la que se manifiesta en la de 14 de ma-
yo de 1992, que limita el amplio contenido posible de la Ley de Presupuestos, que detiene su 
importante desarrollo como ley ómnibus, desarrollo que había alentado el propio TC. A partir de 
ella la ley de presupuestos suele ir acompañada de una llamada ley de acompañamiento que 
incluye todo aquello que, en principio, pudiera parecer excesivo de acuerdo con la nueva doctrina 
limitadora del TC. 
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2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán
la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se con-
signará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. 
7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos
cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea. 
Y es obvio que el juego real que han dado las leyes anuales de presupuestos ha ido 
más allá, mucho más lejos, de lo que este artículo preveía. La práctica reciente de aprobar 
en paralelo a la ley de presupuestos una ley financiera o de acompañamiento sólo resuel-
ve formalmente el problema planteado, y pone más en evidencia la gravedad del mismo. 
Tan sólo nos confirma que las formas, que así quedan plenamente cubiertas, pueden res-
petarse sin resolver en absoluto el carácter, en este punto, democráticamente poco funcio-
nal de nuestro sistema político. 
b. Anualidad de la aprobación presupuestaria y plazo garantizado
para el examen y la discusión 
Como es suficientemente conocido, los antecedentes de esta previsión constitu-
cional están en la pugna entre los monarcas y las cámaras representativas por la imposi-
ción de tributos; los primeros tratando de obtener recursos sin convocar reuniones de es-
tas cámaras, y éstas tratando de utilizar la reunión para votar los impuestos como ocasión 
de hacer llegar a los monarcas sus pretensiones en los más diversos órdenes, o meramente 
como ocasión de reunirse como tal asamblea, de señalar su existencia como cuerpo políti-
co. 
Hoy se puede ver que ya no existen razones de fondo para mantener esta reunión 
anual, dado que los impuestos tienen vigencia permanente con independencia de la ley de 
presupuestos, las Cortes a través de su Diputación Permanente están constantemente en 
vigor y los parlamentarios encuentran mejores lugares para reunirse que las inhóspitas 
salas de pleno y de comisiones, y mejores medios de llegar a la opinión pública que la 
plúmbea transmisión de los debates presupuestarios. 
No obstante, la Constitución, heredera de otras constituciones democratizadoras y 
deseosas de arrebatar poderes al monarca, y conocedores sus autores de que tal es la prác-
tica habitual en nuestro entorno, contiene una previsión al respecto en el apartado 3 del 
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artículo 134, que completan la referencia al carácter anual de los presupuestos del aparta-
do anterior: 
3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Pre-
supuestos Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los 
del año anterior. 
4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejerci-
cio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados 
los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos. 
La eficacia de la garantía es doble pero poco efectiva. Por un lado garantiza en el 
plano presupuestario algo que en el ámbito general ya está garantizado, la reunión de las 
Cortes para la presentación del proyecto de ley de presupuestos. Por otro, la garantía, den-
tro de eso que se ha venido a denominar constitucionalismo racionalizado, opera a favor 
del gobierno, que puede, mediante la prórroga automática del presupuesto, gobernar sin el 
consentimiento expreso de las Cortes, complementando así en el plano financiero la nece-
sidad de censura constructiva para oponerse a un gobierno no deseado por la mayoría del 
parlamento. 
Si la primera garantía es hoy día innecesaria, dado que las Cortes o la Diputación 
Permanente están permanentemente reunidas, la segunda garantía ha operado durante los 
años examinados en un sentido completamente diferente del dicho más arriba, al permitir 
que la prórroga opere para evitar sin discusión crecimiento del gasto. 
La prórroga presupuestaria, que lleva consigo una cierta congelación de los gastos 
públicos y la necesidad de realizar cambios técnicos e interpretaciones en los presupues-
tos precedentes, puede operar como un instrumento de reducción del gasto público y de 




La razón fue la disolución de las Cortes debida a la convocatoria de elecciones generales para 
el 29 de octubre del año 1989, lo que impidió que la ley de presupuestos para 1990 pudiera en-
contrarse publicada en el BOE antes del 31 de diciembre de 1989. de hecho se publicó en el 
BOE de 30 de junio de 1990, batiendo récords de tardanza en la publicación de la ley de presu-
puestos. El Real Decreto ley 7/1989, de 29 de diciembre, sobre medidas en materia presupuesta-
ria, financiera y tributaria (publicado como ley 5/1990 de 29 de junio en el BOE de 30 de junio a 
continuación de la ley de presupuestos 4/1990 de 29 de junio) realizó las primeras adaptaciones 
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Tal parece para nosotros el sentido de la prórroga de 1989, realizada con intenciones de 
restringir enérgicamente el gasto público, lo que lleva incluso a pensar, quizás  exagera-
damente -dados los magros resultados electorales obtenidos- que la prórroga pudo operar 
en este caso como causa y no como efecto de la disolución de las Cortes. 
 En cuanto al plazo garantizado para el examen y la discusión de los proyectos de 
ley de presupuestos, que en nuestro sistema es de tres meses (octubre-diciembre), ni es 
suficiente ni es tampoco causa de que los presupuestos se examinen de forma tan liviana 
en nuestras cámaras. No es suficiente porque debe dividirse entre las dos cámaras, en este 
caso operando la bicameralidad como un obstáculo al buen funcionamiento de nuestro 
parlamento. Ni es suficiente porque mientras que el ejecutivo dedica doce meses al año a 
cada presupuesto y todo su interés, la actividad presupuestaria de nuestras cámaras es 
como el Guadiana y del poco esfuerzo no suelen salir grandes resultados. 
 No obstante no es el plazo de tres meses la causa de que el parlamento diga poco 
sobre lo que el gobierno le presenta en forma de presupuestos. Tres meses con un ade-
cuado apoyo técnico durante los meses anteriores, con trabajo en comisión y plenos de 
trabajo para cada cámara podrían permitir suficientemente la detallada discusión del pre-
supuesto. Pero las medidas técnicas contenidas en los reglamentos de las Cámaras son 
notoriamente insuficientes para que las Cortes desarrollen con plenitud sus facultades 
presupuestarias. 
 
c. Universalidad del ámbito presupuestario 
 
 La novedad de esta universalidad es sólo relativa, significando respecto a la situa-
ción anterior que también se contemplan los presupuestos de los organismos autónomos 
que hasta la instauración democrática aprobaba el gobierno. 
 Sin embargo los efectos son muy limitados, dado que lo que ha ido creciendo so-
bremanera ha sido el sector de la Administración institucional al que se le ha cambiado el 
nombre y se ha excluido de un auténtico control presupuestario. Parte de ese sector públi-
co estatal se ha ido además configurando bajo formas privadas de personalidad -que no de 
                                                                                                                                                 
de carácter técnico, pero las más importantes para la Administración fueron operadas conjunta-
mente por la Intervención y la Dirección general de Presupuestos. 
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funcionamiento-, deduciéndose de ahí la falta de obligación de someterse a un régimen 
presupuestario pleno. 
 La universalidad se ve así truncada vía ley ordinaria, contraviniendo abiertamente 
pero sin consecuencias lo previsto en la Constitución. Cada ley de presupuestos contiene 
cifras absolutamente abiertas y no vinculantes sobre los ingresos y los gastos de todo el 
sector empresarial público del Estado. Contiene además los falsamente llamados presu-
puestos de los entes públicos que adoptan formas presupuestarias de lo más variado, y 
finalmente contiene muy poco que pueda obligar desde las Cortes al sector administrativo 
estatal en el campo financiero. Además se crean figuras nuevas de forma jurídica privada 
y funciones netamente administrativas, con el fin de huir no sólo del presupuesto público, 
sino de las formas públicas de contratación, personal, transparencia, etc. De estos diver-
sos modos la máxima capacidad en materia presupuestaria queda ampliamente desmenti-
da por el desarrollo real de la vida financiera del Estado. 
 
d. Restricciones constitucionales al poder de las Cortes 
 
 Las restricciones establecidas por la Constitución se resumen en el artículo 134 en 
sus apartados 5 y 6: 
 
 5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presen-
tar proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingre-
sos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario. 
 
 6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminu-
ción de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tra-
mitación. 
 
 Las conclusiones son evidentes para el gobierno: puede presentar proyectos de ley 
que modifiquen los derechos o las obligaciones financieras del ejercicio de acuerdo con el 
presupuesto en vigor y puede oponerse a iniciativas del mismo tipo que provengan de las 
Cortes. 
 Más allá, los reglamentos parlamentarios y parte de la doctrina han extendido las 
limitaciones que las facultades gubernamentales implican para los parlamentarios, en un 
caso de insólita autolimitación.  
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 En el campo del seguimiento de lo que el ejecutivo hace y deshace con los presu-
puestos ya en vigor, en muchos casos, la intervención que se da a las Cortes Generales es 
una mera comunicación periódica de los cambios ocurridos en los presupuestos. En la 
mayor parte de los casos ni siquiera esto. Esto ocurre por ejemplo en cuanto a los proyec-
tos de inversión que se incluyen en los anexos que acompañan a los presupuestos. Si por 
un lado la ley de presupuestos da cierto valor a estos anexos, por otro, órdenes ministeria-
les de Economía y Hacienda permiten cambios aparentemente menores que impiden un 
auténtico seguimiento de los proyectos
115
. 
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 Así el artículo 73 de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1987, establece que: 
“Los proyectos de inversión incluidos en el Anexo de Inversiones Reales que se acompaña a los 
Presupuestos del Estado y sus Organismos autónomos, se identifican mediante el código de 
proyecto que en dichos anexos se les asigna con el fin de establecer el seguimiento presupues-
tario de su realización. 
 El código asignado a cada uno de estos proyectos no podrá ser alterado hasta su finali-
zación. En consecuencia, las modificaciones de los programas de inversión que impliquen el 
inicio de nuevos proyectos requerirán la asignación por el Ministerio de Economía y Hacienda del 
código nuevo correspondiente. 
 De las modificaciones que se produzcan en los proyectos incluidos en el Anexo de Inver-
siones Reales se dará cuenta a la Comisión de Presupuestos del Congreso.” 
 
 Por Orden de 16 de marzo de 1987 (BOE de 23 de marzo) se estableció el procedimien-
to de alteración de los proyectos que, a pesar de lo expresado en el preámbulo de la orden mi-
nisterial, no contemplaba el modo de hacer llegar a las Cortes las modificaciones, competencia 
en realidad de la Intervención, excepto en Defensa, donde la modificación la realizaría la Subdi-
rección general de Contabilidad, ni que las Cortes recibieran la información relevante que permi-
tiera hacerse un juicio sobre las razones de los cambios operados. Se establecía el siguiente 
procedimiento: 
 
 1. Cuando por exigencias de la gestión resulte conveniente la inclusión de un pro-
yecto de inversión nuevo, no contenido en el Anexo de Inversiones Reales que en su momento 
se adjuntó a los Presupuestos Generales del Estado para 1987, el Centro gestor afectado trami-
tará la oportuna propuesta de alteración a la Intervención Delegada en el Departamento ministe-
rial o en el Organismo autónomo o, en su caso, a la Subdirección general de Contabilidad del 
Ministerio de Defensa, a través de la correspondiente oficina presupuestaria. 
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En la propuesta se incluirá el código de proyecto que reflejará el año de inicio del proyec-
to, sección y servicio presupuestario y el número secuencial que corresponda dentro de los pro-
yectos que se desarrollen en el Centro gestor. 
2. La Intervención Delegada o, en su caso, la Subdirección general de Contabilidad
del Ministerio de Defensa, previo informe de la oficina presupuestaria, asignará, si procede, el 
nuevo código del proyecto de inversión de acuerdo con las instrucciones dictadas por la Inter-
vención general de la Administración del Estado respecto del Sistema de Información Contable. 
3. Al objeto de que el total de las anualidades de los proyectos incluidos bajo el
epígrafe de un artículo presupuestario coincida con la consignación que para el mismo exista en 
cada momento en los Presupuestos Generales del Estado, se procederá a anular, en su caso, el 
importe equivalente de la anualidad de los proyectos a los que el nuevo sustituya. Si el nuevo 
proyecto fuera financiado por la correspondiente modificación presupuestaria, no será necesaria 
tal anulación. 
4. Mensualmente, las oficinas presupuestarias darán traslado al Comité de Inver-
siones Públicas y a la Dirección general de Presupuestos de una relación detallada de los pro-
yectos dados de alta, de aquellos otros cuya ejecución no sea posible iniciar durante el ejercicio 
presupuestario, así como de aquellos cuya anualidad sea alterada, utilizando a tal efecto los mo-
delos I, II, y III que se acompañan como anexo. 
Pero aún esa escasa información debió parecer excesiva en claridad al Ministerio de 
Economía y Hacienda, por lo que al año siguiente, la información sobre los cambios realizados 
se extendió a los proyectos de inversión incluidos en el Anexo de Proyectos de Inversión Vincu-
lantes, que acompaña a los presupuestos, a los que se parece dotar de cierta estabilidad. 
Fue el artículo 21.2 de la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Estado para 1988 
el que dispuso la extensión, incluyendo la información suministrada al Senado: 
“Las cantidades que se asignen a los proyectos incluidos en el Anexo de Proyectos de 
Inversión Vinculantes, que asimismo acompañan a los Presupuestos Generales del Estado y sus 
Organismos Autónomos, deberán destinarse exclusivamente a la realización de los referidos 
Proyectos de carácter vinculante. 
La alteración de estas cantidades para financiar proyectos diferentes deberá ser autori-
zada por el Ministerio de Economía y Hacienda, a propuesta del centro gestor responsable.” 
En ejecución de esta disposición, se dictó la Orden de 28 de abril de 1988 (BOE de 9 de 
mayo), que previó además la comunicación a las Comisiones de Presupuestos del Congreso y 
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Pero aun cuando existen ciertas normas que obligan a informar a las Cortes de los 
cambios efectuados, fijarse en esas normas o hacer un análisis pormenorizado de las 
mismas para resaltar su importancia desenfoca la cuestión, dada la escasa entidad de la 
del Senado, lo que había sido omitido por la orden anterior, y desarrolló con detalle la necesidad 
teórica de justificar el cambio de proyecto o superproyecto. En ella se disponía: 
1. El Comité de Inversiones Públicas, a propuesta de los Centros gestores, podrá
autorizar la alteración de las cantidades asignadas a proyectos vinculantes con el objeto de fi-
nanciar otras actuaciones diferentes. La propuesta de los Centros gestores deberá acompañarse 
de la justificación de las alteraciones que se proponen, así como del cambio en la programación 
de las inversiones que la misma supone. 
2. En el caso de que los costes de los proyectos contenidos en el anexo de proyec-
tos vinculantes resulten superiores a las cifras asignadas a los mismos, los Centros gestores 
podrán incrementar estas partidas detrayéndolas de las que tienen consignadas los proyectos no 
vinculantes. De estas alteraciones y del cambio de programación que ello suponga se dará cuen-
ta al Comité de Inversiones Públicas. 
3. Para la tramitación de las modificaciones contempladas en la presente Orden se
utilizará el modelo del anexo I y la memoria justificativa con el contenido que se detalla en el 
anexo II. 
4. De los acuerdos adoptados, la Secretaría del Comité de Inversiones Públicas
dará conocimiento al Departamento correspondiente, a la dirección general de Presupuestos, a la 
Intervención Delegada del Centro Gestor y a las Comisiones de Presupuestos del Congreso de 
los Diputados y del Senado. 
La Memoria justificativa de las alteraciones que se proponen (Anexo II) incluía dos apar-
tados: 
I. Motivos por los que no se realizan, en su totalidad o en parte, los superproyec-
tos/proyectos vinculantes. 
II. Justificación de  la nueva programación:
1. Descripción de la nueva inversión y calendario de ejecución previsto.
2. Resultados esperados e importancia de la inversión en la consecución de los objetivos
del programa. 
3. Objetivos de la inversión. Descripción del calendario anual de cumplimiento.
4. Coste de la inversión. Estimación del coste global y explicación del método de obten-
ción del coste. 
5. Beneficios esperados de la inversión. Justificación de los beneficios económico-
sociales. 
6. Resultados de rentabilidad, en su caso..
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vinculación de los proyectos y la cada vez mayor parte de los mismos que escapan a 
cualquier tipo de control o de información. Para 1992 se vincularon 47 superproyectos y 
15 proyectos, por un importe total de crédito vinculado de 87.065 millones de pesetas
116
, 
apenas el 9.5 por 100 de la inversión del subsector Estado y el 6.7 por 100 de la inversión 
de los presupuestos generales del Estado consolidados. 
 Al crecimiento de las competencias del ejecutivo para ejecutar libremente y modi-
ficar sin freno el presupuesto aprobado por las Cortes Generales, se ha reaccionado re-
cientemente, al introducir límites a la capacidad global de modificación que tiene el eje-
cutivo. No se ha reducido en cambio su competencia para modificar internamente las ci-
fras de la ley o para mantener una práctica completa libertad en materia militar. Las razo-
nes de esta limitación, dado el carácter de ley de autolimitación del ejecutivo que atribui-
mos a la ley de presupuestos, no se encuentran en la voluntad de devolver el papel princi-
pal a las Cortes. Hay que buscarlas en el creciente déficit público y en la incapacidad del 
Ministerio de Economía y Hacienda para mantener el crecimiento del gasto público en 
cifras razonables. 
 Así, a través de esta limitación legal al crecimiento del gasto, se logran razones 
que oponer a las solicitudes de modificación presupuestaria provenientes de los ministe-
rios, ya que estas razones no operan ni para el propio Ministerio de Economía y Hacien-
da, responsable fundamentalmente de la política contra el déficit público y del endeuda-
miento, ni para el de Defensa en cuanto a los gastos en inversiones militares. 
 
3. EL PRESUPUESTO COMO CENTRO DE CONFLICTO DE INTERESES 
EN LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ORGANIZACIÓN: LA PERSPECTIVA 
OCUPACIONAL O DEL LUGAR OCUPADO 
 
 Resulta paradójico poner de manifiesto el carácter instrumental o de aparato sin 
voluntad propia de la Administración frente al marcado carácter político del presupuesto. 
Pero precisamente esa falta de compromiso de la Administración respecto a las diferentes 
opciones políticas permite que, siendo un aparato sin voluntad propia respecto al gasto 
que se decide, su volumen o finalidad concretas, el aspecto de las posiciones o del lugar 
ocupado tenga un mayor valor. Este es sobre todo sobre los aspectos propiamente organi-
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zativos y de información, lo que con el tiempo se ha ido destacando como un factor fun-
damental en las sociedades democráticas.  
 Destacaremos la importancia del lugar frente a la perspectiva ideológica, el valor 
de las posiciones como variable explicativa del comportamiento de la organización pre-
supuestaria. Dentro de la Administración no se tiene una opción política en el sentido 
general, de partidos y de opciones por ésta o aquélla política social, sectorial o económi-
ca, pero se siguen políticas en el sentido que los teóricos de la Public Choice utilizan al 
decir, por ejemplo, que los burócratas o las agencias tienden a la maximización de su pre-
supuesto (en su cuantía y en el margen de maniobra) sin importar si esta maximización se 
refiere a allegar más recursos a la defensa o a la creación de infraestructuras en cualquier 
sector administrado. 
 No vamos a seguir por el camino ya transitado de discutir la tendencia a la maxi-
mización del presupuesto, sino a tratar de explicar cómo los diferentes agentes tratan de 
tener un procedimiento, criterios organizativos, diseño de la estructura y distribución de 
competencias y tareas congruentes con sus propios intereses. Y ello referido no sólo a las 
unidades administrativas, sino predicable también de quiénes en un momento dado son 
Gobierno o componen el Parlamento. 
 La dinámica que da origen al nacimiento de la función presupuestaria moderna 
nos  muestra qué distintos son los requerimientos, lo que se espera o se pretende del pre-
supuesto, según el lugar que se ocupa en la estructura general de la sociedad y del Estado. 
Parece preferible esta perspectiva del lugar ocupado a la de la ideología mantenida por ser 
más consistente con la observación que hacemos en los siguientes capítulos de la realidad 
concreta de nuestro país. 
 En general el valor explicativo de las posiciones ha sido utilizado por Narciso Pi-
zarro
117
, quien a partir de tal valor llega al análisis general de las organizaciones públicas: 
el puesto como categoría referida al individuo e independiente de él, su relación con el 
concepto de función y la topología estructural que de ella se deriva. 
 Se puede hacer una traslación del concepto de posiciones a un ámbito mayor: cada 
organización, cada departamento, cada ministerio (o el conjunto legislativo, ejecutivo, 
                                                 
117
 Narciso PIZARRO, Los métodos de estudio de las organizaciones administrativas. Copia 1982 
Las tensiones políticas en la elaboración, aprobación y gestión del presupuesto 
181 
 
administrativo, etc.) ocupa una posición general que induce un comportamiento diferen-
ciado respecto a otras posiciones. 
 Tiene una menor importancia el análisis ideológico y el estudio de los individuos  
para conocer el proceso decisorio y para aplicar el análisis del pasado inmediato al pre-
sente o para predecir el futuro, que el análisis de las posiciones. 
 La ideología o el programa ideológico global que sostienen las distintas fuerzas 
sociales parecen determinar más el producto final del presupuesto, su magnitud y los fi-
nes a que se dedica, que la forma de adoptar las decisiones y los instrumentos utilizados. 
Estos, el proceso decisorio y los medios utilizados, parecen depender más del lugar ocu-
pado. 
 La tosquedad del análisis aquí realizado, en el que no se llega a un análisis com-
pleto de redes de posiciones viene del objetivo limitado del estudio que se ciñe al análisis 
de la organización presupuestaria española, lo que nos obliga a reducir deliberadamente 
las posiciones estudiadas. 
 En el caso del presupuesto, cuyo origen histórico afirmábamos que está no tanto 
en definir qué se quiere hacer, y en qué campos y con qué intensidad, sino en hacer valer 
la propia posición en el mecanismo decisorio: el reconocimiento del papel del estamento 
o de la clase o grupo a la que se pertenece. La cuestión primaria en el presupuesto es des-
tacadamente la de la competencia o el haz de funciones que corresponde a cada posición, 
entendida muy generalmente dada su dinámica y variabilidad. El componente relacional 
resulta esencial para la explicación del papel de cada actor en oposición a los de los de-
más (entre legislativo y ejecutivo y entre los distintos miembros del ejecutivo) por ver 
quién ostenta el papel directivo. 
 La incidencia de la ideología o programa político sobre el producto final (output) 
del presupuesto, su volumen y fines específicos no se desprecia aquí. La visión funcional 
del presupuesto recoge precisamente la importancia de este factor en la comprensión del 
documento presupuestario. Pero de lo que tratamos desde el comienzo en este estudio es 
de la caja negra, no del análisis del input y del output presupuestarios. 
 Que inicialmente se carezca de un instrumento para poder valorar esa ideología en 
los programas de gasto, ello es debido precisamente a que existía una mayor relevancia 
del aspecto posicional/competencial, una visión restringida del papel del sector público 
por ser escasas las distintas opciones de gasto y, sobre todo a un Estado monoclase y la 
consiguiente ausencia de una idea clara de posible conflicto ideológico. 
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La idea de presupuesto de producto o presupuesto funcional es fruto de admitir el 
posible conflicto en cuanto al volumen y a la distribución del gasto. No incorpora todavía 
la idea de eficacia en cuanto a qué fines alcanzar con el presupuesto (así en el concepto de 
presupuesto funcional y su origen en USA y así también en el concepto de presupuesto 
funcional al uso). Tampoco tiene ideas sobre la eficiencia, cuestión aun hoy día muy leja-
na de nuestro presupuesto. 
Pero a la vez entendemos que el examen de la caja negra condiciona la validez de 
la visión funcional para comparar opciones ideológicas (así en el libro de Beltrán, Ideolo-
gías y gasto público en España). Esta visión es inválida si no existe acuerdo acerca de la 
utilización del presupuesto como instrumento de tipo ideológico (cara al Parlamento y al 
electorado) y de la posible diferencia entre presupuesto inicial y presupuesto ejecutado, 
así como sobre la composición real de los gastos a incluir en cada función: se manifiesta 
la no neutralidad de la Administración presupuestaria y de los modos de elaborar el pre-
supuesto. 
Dada la imposibilidad de poner en cuestión cada vez todos los pequeños compo-
nentes del presupuesto que sirven de base a las grandes clasificaciones, lo que se requiere 
es un acuerdo político acerca de las medidas instrumentales y de ejecución, pero tal 
acuerdo depende de un previo reconocimiento de la importancia de estas cuestiones. Una 
vez resuelto este enorme inconveniente para el análisis de los presupuestos públicos es 
posible analizar las diferentes dialécticas que se producen en la sociedad acerca del carác-
ter y significado del presupuesto. En el volumen de los gastos públicos: las teorías sobre 
el volumen del gasto y su evolución (causas exógenas y causas ideológicas); en la com-
posición de los gastos públicos: las tensiones entre absolutismo y liberalismo, entre con-
servadurismo y progresismo, entre populismo y socialismo. La consolidación o petrifica-
ción del gasto público y el análisis marginal de las variaciones, desde el que se llega al 
margen de maniobra presupuestaria, requiere también resolver previamente esa examen 
de la caja negra, de la Administración presupuestaria. 
4. CONCLUSIÓN: UN PRESUPUESTO PARA MÚLTIPLES AGENTES
Con carácter previo y frente a las dialécticas arriba mencionadas deben observarse 
la multifinalidad del presupuesto y su forma concreta como una resultante de fuerzas con-
trapuestas o  parcialmente paralelas. 
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 Así, dentro del terreno por nosotros elegido de la eficiencia y la eficacia de las 
actuaciones públicas, la introducción de técnicas analíticas que valoren la eficiencia y la 
eficacia de los distintos programas (o la productividad y efectividad de los mismos) no es 
tanto una necesidad natural en una mejora gradual de la técnica presupuestaria, cuanto 
fruto de la competencia entre distintos actores de la decisión presupuestaria. 
 Allí donde el ejecutivo (elemento más dinámico en la configuración del presu-
puesto) utiliza tales técnicas de análisis, el legislativo se ve obligado a realizar lo propio. 
Mientras que, en sistemas políticos de idéntico nivel de desarrollo y con una cultura polí-
tica y administrativa que podríamos considerar análoga, donde el ejecutivo no utiliza tales 
medios, el legislativo no se ve obligado a dotarse tampoco de los mismos. 
 El presupuesto para el Parlamento en cuanto a la forma busca la mayor especifica-
ción posible de cada una de las rúbricas que componen el presupuesto, una relación efec-
tiva entre gastos y responsables de su Administración, una vinculación de los créditos a 
los fines señalados en su aprobación, la posibilidad de control del cumplimiento, la clari-
dad o realidad de lo reflejado en los proyectos de presupuestos,... El papel de la comuni-
dad y de la opinión pública y su exigencia de transparencia se trasladan al presupuesto en 
esta sede parlamentaria, trayendo a colación la heterogeneidad social y la participación en 
los beneficios y cargas del presupuesto. 
 En lo que respecta al procedimiento, vemos en primer lugar que se busca la perio-
dicidad del proceso y su amplitud en sede parlamentaria, el libre desenvolvimiento de las 
facultades parlamentarias (derecho de propuesta y enmienda), las facilidades en los me-
dios para un adecuado examen de las cifras presentadas y la posibilidad de conocimiento 
directo de las cifras y de los antecedentes presentados. 
 En cuanto al contenido se trata por un lado de que el presupuesto tenga la mayor 
amplitud (que éste englobe la mayor parte, si no todo, el objeto presupuestario, que el 
presupuesto sea omnicomprensivo y sin necesidad de normas adicionales) y a la vez que 
el presupuesto sea sólo eso, un presupuesto. Se deben dejar incólumes las facultades par-
lamentarias en el resto de la actividad legislativa y de control del Parlamento. Además los 
principios de unidad y universalidad sirven principalmente al Parlamento. 
 El presupuesto del Gobierno tiene en la forma las siguientes características: el 
gobierno buscaría el menor grado de vinculación de los créditos o en todo caso la posibi-
lidad de efectuar modificaciones libremente, sin autorización o incluso sin información al 
parlamento; la existencia de grandes partidas de libre disposición o no controlables por el 
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parlamento; la forma ininteligible o confusa para los parlamentarios, incluso amparándose 
en la necesidad técnica o en la especialidad de la materia. 
 En lo que tiene de obligación de seguir un procedimiento destaca el protagonismo 
absoluto del Gobierno en la preparación e iniciativa presupuestaria, la mínima duración 
del tiempo parlamentario, la utilización del Parlamento como lugar de refrendo y no de 
decisión. El uso de técnicas asequibles para él pero no para el Parlamento (la renovación 
frecuente de las técnicas empleadas, de la terminología utilizada, de las formas de presen-
tación, de la apariencia, van en este sentido). Finalmente algo para nosotros clave: la pre-
valencia del uso de la jerarquía que vincula a la Administración con el Gobierno, sobre el 
carácter estatutario de ésta. Esto no es una particularidad del ámbito presupuestario: el 
Gobierno impone su jerarquía y busca en los funcionarios no sólo el cumplimiento de sus 
instrucciones, sino el secreto respecto al Parlamento o la opinión pública y el encubri-
miento cuando fuere necesario. 
 El contenido del presupuesto gubernamental tiene las siguientes características: 
amplitud del campo abarcado por los presupuestos, de manera desproporcionada a la re-
ducida información útil para su comprensión por el Parlamento; el incremento del carác-
ter de instrumento de mando y control que puede ser el presupuesto frente a la Adminis-
tración pública y frente a otras organizaciones. 
 Finalmente, en cuanto a la forma del presupuesto administrativo, la Administra-
ción busca en la forma del presupuesto la adecuación a la gestión que deben desarrollar 
sus distintas unidades. Respecto a éstas debe tenerse en cuenta que coexisten unidades 
dedicadas a la gestión de los recursos con aquéllas que justifican su existencia por el con-
trol que ejercen sobre otras o por el papel que desempeñan en el desarrollo de mecanis-
mos de coordinación. Unas y otras condicionan poderosamente la forma que adopten los 
presupuestos y, más concretamente, las clasificaciones utilizadas para los gastos públicos 
y su grado de vinculación en la gestión de los créditos. 
 El procedimiento
118
 tiene como fundamental interés para la Administración el 
grado de participación que cada una de las unidades y cada uno de los colectivos huma-
nos presentes en la Administración aspiran a y consiguen efectivamente tener. También 
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aquí es básica la distinción entre unidades de gestión (en un sentido muy amplio) y uni-
dades de control y de coordinación y el papel que desempeñan los grupos humanos. To-
dos tratan de tener un papel relevante en las distintas fases del proceso presupuestario en 
su vertiente interna, administrativa, y en sus relaciones con el ápice estratégico y con los 
representantes populares. Se trata de mantener e incrementar la participación en el proce-
so de toma de decisiones, bien sea participando en la elaboración y control presupuesta-
rios, bien detrayendo del proceso y del ámbito presupuestario aspectos o sectores que se 
reservan para sí las unidades gestoras o que reenvían a  otros procesos administrativos en 
los que la capacidad propia de maniobra sea mayor. 
 En cuanto al contenido, la referencia sería fundamentalmente a la búsqueda de la 
mayor parte del total que trata de lograr cada unidad (maximización cuantitativa en la que 
coinciden Niskanen y Wildavsky) y al grado de control sobre el uso de la parte asignada 
del presupuesto (maximización cualitativa). 
 Como vemos, los requerimientos que cada uno proyecta sobre el presupuesto son 
contrapuestos a los de los demás y la plasmación de cada uno de ellos en el presupuesto 
concreto lo que produce la dinámica de la organización y del mismo presupuesto. 
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Resumen 
Para examinar las tensiones que se dan en nuestro país a lo largo del tiempo, se 
parte de señalar dos notas básicas de nuestro presupuesto: el incrementalismo y el enorme 
protagonismo del Ministerio de Hacienda, en concreto de la Intervención como uno de 
sus centros directivos, en todo lo que se relaciona con el presupuesto. Ambas notas pro-
vienen del siglo XIX y definen mejor que ninguna otra la realidad del presupuesto hasta 
nuestros días, partiendo de unas consideraciones previas que llegan hasta la actualidad. 
Se divide el primitivo presupuesto del régimen franquista en un primer período 
que va desde la guerra civil hasta 1957, de marcada inercia del presupuesto clásico, y un 
segundo período que va desde la fuerte convulsión económica y administrativa de 1957 
hasta 1967, etapa rica administrativamente en la que se introducen las innovaciones más 
duraderas en nuestro presupuesto, de las que aún vivimos. En la primera etapa, en la que 
el presupuesto es un débil instrumento para el control y no se producen intentos de mejora 
para ningún otro fin que el señalado, la Intervención sigue siendo la dominadora de la 
organización presupuestaria o casi su único componente. La segunda etapa es aquella en 
la que coincide una puesta en cuestión radical del presupuesto de control por el control, 
esto es el papel de la Intervención en el presupuesto, con la modernización del mismo. En 
estos años surge un órgano superior con competencias en materia de gasto público, existe 
de 1963 a 1967 una DGP no controlada por la Intervención y se comparte el proceso con 
la Presidencia del Gobierno. 
El período de 1967 a 1977 es el de transición y vuelta atrás en materia presupues-
taria. Aunque para nosotros es el período clave que marca los siguientes veinte años hasta 
la actualidad, no resulta nada fácil su calificación positiva o negativa o determinar si su-
pone un avance o una involución claros en nuestro campo. Por un lado están más presen-
tes que nunca las nuevas ideas sobre las técnicas presupuestarias, que se llevan incluso a 
la legislación que hoy tenemos. En cambio, comienza la grave crisis de los principios 
clásicos y se da una auténtica involución organizativa que nos devuelve al dominio de la 
presupuestación por los interventores y a la ausencia de medidas efectivas para renovar 
técnicamente el presupuesto. La denominación que hemos dado a este apartado: la transi-
ción hacia las nuevas ideas-técnicas presupuestarias, revela sin embargo que es ahora 
cuando se gesta el que la idea de presupuesto por programas esté continuamente presente 
en toda modificación del presupuesto. 
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 Así, como si de un esquema hegeliano (no buscado en absoluto) se tratase, el pe-
ríodo siguiente, el de la primera transición política (1977-1982), supone el claro contraste 
entre la gestión tradicional del presupuesto y los nuevos enfoques. Contraste entre la si-
tuación antigua y las nuevas ideas o, como hemos titulado, su equilibrio. Claramente se 
dan en apariencia numerosos pasos para conseguir llevar a la realidad lo previsto el la Ley 
General Presupuestaria sobre el nuevo presupuesto por programas. Pero creemos que la 
ebullición de órganos y de medidas no va acompañada de una revisión de las auténticas 
taras del presupuesto español que, como hemos señalado, provienen de un siglo atrás. Se 
producen además dos hechos que ponen en cuestión el modo tradicional de elaborar los 
presupuestos, pero que no lo cambian positivamente: la creación de nuevas figuras jurídi-
co-públicas (los entes) excluidas del control presupuestario pleno y la adaptación al Esta-
do autonómico que se está creando sin un modelo de financiación definitivo. Los pasos 
dados deben tacharse de infructuosos, tanto en 1995 como ahora. 
 La etapa final produce el desbordamiento de ciertos hechos que surgen en el pe-
ríodo anterior: déficit público, creación de entes ajenos al control tradicional y disminu-
ción de éste para el conjunto del sector público, y descentralización territorial tanto en las 
comunidades autónomas como en los entes locales. Todos estos fenómenos se traducen 
en una menor capacidad del Estado para controlar los gastos públicos y en una máxima 
desviación por parte del ejecutivo de los gastos presupuestados, tal como viene reiterando 
el Tribunal de Cuentas. Por otro lado, a la vez que se produce un gran olvido de los prin-
cipios presupuestarios clásicos, acompañado de una falta absoluta de tensión entre legis-
lativo y ejecutivo (lo que permite que lo primero suceda), se pretende haber conseguido 
realizar las tareas pendientes desde 1977, esto es, profundizar y culminar la reforma mo-
dernizadora del presupuesto. Para nosotros lo cierto es que el nuevo modelo de presu-
puestar, basado en apariencia en la presupuestación por programas, en la programación 
plurianual y en la plena inserción del presupuesto tradicional en su envolvente económi-
co-financiera, es más la transformación del presupuesto en algo muy distinto de lo que la 




 Antes de contemplar la contraposición de intereses que se da en nuestro país en el 
último período, que aquí consideramos centralmente (aunque enmarcado por el primitivo 
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presupuesto franquista y su evolución a través de la reforma técnica y de la reforma polí-
tica), hay que señalar dos notas que, elaboradas en el siglo pasado
119
, definen el presu-
puesto español a lo largo de todo el siglo XX y que llegan hasta la actualidad. 
 Estas notas definitorias son: el tan denostado método incrementalista en la confec-
ción del presupuesto, que significa simplemente que para la elaboración de un presupues-
to, el principal, si no único, referente es el presupuesto del año anterior; y, en segundo 
término, la clara preponderancia del Ministerio de Hacienda en todo lo que concierne al 
presupuesto, de modo que el punto de vista imperante en cada momento en este departa-
mento es el que primordialmente se lleva al interior del presupuesto y condiciona así toda 




 En cuanto al incrementalismo, antes que discutir si es o no es incrementalista 
nuestro presupuesto, ya que es nota común a todos los presupuestos (incluidos los que 
tratan de incorporar las últimas novedades en materia de técnicas presupuestarias), debe 
considerarse que lo es en primer lugar por lo que se podría denominar incrementalismo 
por imperativo legal. Este imperativo incrementalista que está presente en la legislación 
de toda la segunda mitad del siglo XIX
120
, se consagra en el XX por la ley de 30 de enero 
de 1900, al establecer que: 
 
 “sólo deben discutirse y votarse por conceptos los ingresos y por capítulos en los 
gastos, las alteraciones que el Gobierno proponga se hagan en los Presupuestos del año 
anterior inmediato respectivo, y las que las Cortes acuerden que se introduzcan por ini-
                                                 
119
El uso de las leyes de presupuestos para disciplinar el conjunto de la Administración pública es 
una constante a lo largo del siglo XIX y no una novedad. Tampoco resulta novedoso su sistemá-
tico incumplimiento. Así, por ejemplo la ley de presupuestos de 26 de mayo de 1835 estableció 
de manera terminante la centralización de fondos, vuelta a imponerse mediante la publicación del 
Real Decreto de 24 de octubre de 1849, y extendida a las cajas especiales por la ley de 2 y el 
Real Decreto de 29 de agosto de 1886. La Administración central y provincial de la Hacienda 
pública y el sistema de ingresos se reorganizaron por la ley de presupuestos y reales decretos de 
23 de mayo de 1845. 
120
 Los Proyectos de Leyes Fundamentales de Bravo Murillo, de 2 de diciembre de 1852, esta-
blecen por primera vez el incrementalismo legal del presupuesto. Ya en el preámbulo se dice que 
“Únicamente serán objeto de la discusión de las Cortes respecto de los presupuestos las 
alteraciones que en ellos se introduzcan cada año, cuando hayan sido ya definitivamente 
aprobados”, lo que se lleva al artículo 6º del proyecto de constitución. 
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ciativa parlamentaria, en uso de sus facultades legislativas. Las demás partidas se enten-
derán aprobadas
121“
Igual modo de trabajo es el que existe en la negociación entre los ministerios y el 
de Hacienda, ya que aquéllos deben remitir: 
“una nota de las variaciones que juzgue convenientes” [respecto al presupuesto 
vigente] 
Tal incrementalismo legal y no sólo de hecho se ve confirmado por leyes posterio-
res como la de 18 de diciembre de 1950, y es obviado por las demás hasta muy reciente-
mente, ya que sólo a partir de 1957 se empiezan a encontrar innovaciones en este modo 
de proceder, no tanto en las normas con rango de ley cuanto en las normas de elaboración 
presupuestaria. Pero incluso con esta innovación formal habrá que tener siempre en cuen-
ta el peso de esta larga tradición presupuestaria, que en su forma práctica tiene repercu-
siones sobre todo sobre la manera de trabajar de la Administración. 
Pero además del incrementalismo legal, deben hacerse algunas consideraciones 
abstractas sobre esta manera de proceder. Este denostado método de trabajo tiene dos 
efectos principales que permiten tanto incrementar como reducir la racionalidad de la 
operativa presupuestaria. Uno, que la discusión presupuestaria tiene un campo muy limi-
tado: el del examen en más o en menos de las variaciones que se proponen. Con ello se 
pueden dedicar todos los recursos, toda la atención de quienes intervienen en el proceso a 
un número relativamente pequeño de cuestiones o de partidas a debatir. Esto más que ser 
un rasgo de irracionalidad facilitaría la decisión aun reduciendo las premisas para su 
adopción al mínimo (recursos mentales o facilidades para el cálculo en la terminología de 
Wildavsky) y, como contrapartida, dejaría en todo momento claras las diferencias entre 
los presupuestos de un año respecto de los de años precedentes y siguientes, es decir sería 
relativamente sencillo el establecer series homogéneas y la comparación interanual. Se 
podría añadir que, en su necesaria fase parlamentaria, una menor complejidad de la mate-
121
Ya el artículo 31 de la ley de 1870 establecía que Las Cortes discutirán y votarán, por concep-
tos en los ingresos y por capítulos en los gastos, todas las alteraciones que el Gobierno propon-
ga con relación a los presupuestos del año anterior; las demás partidas se entenderán aproba-
das.  
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ria a debatir se convierte en una mayor competencia efectiva del actor con menor compe-
tencia técnica, en este caso las Cortes, sobre la materia presupuestaria. 
El segundo efecto, muy relacionado con el anterior, es que no existe una discusión 
global sobre la totalidad ni sobre cada una de las partidas que componen el presupuesto. 
El incrementalismo produce una excesiva reducción del objeto de la presupuestación. 
Pero, sobre todo, el incrementalismo, en cuanto puede tender a hacer aprobar sin discu-
sión las partidas preexistentes, induce a una consolidación, una petrificación de las parti-
das ya existentes, impidiendo en cierto grado la innovación, o introducción de nuevas 
actividades y puesta en cuestión de las existentes
122
.
Pero tras este primer comentario crítico hacia el incrementalismo impuesto a lo 
largo de todo el siglo, surgen dos cuestiones que pueden hacer variar la visión que se ten-
ga sobre el mismo. Cuestiones que surgen precisamente de una visión crítica de las medi-
das de perfeccionamiento del proceso presupuestario que desde 1957 llegan hasta la ac-
tualidad. 
El volumen de cambios que el ejecutivo proponga hacer a las Cortes no es un dato 
fijo ni necesariamente, como se apuntaba al principio, pequeño en su cuantía e importan-
cia. A lo que obliga este método es a pensar en lo variable, dando por supuesto que lo que 
no varía sigue igual. Así se limita la facilidad que puede tener el Gobierno para hacer 
aparecer como distinto lo que no ha cambiado y se le obliga a hacer patentes los cambios 
que desea efectuar en su política general o en su política económica, al nivel de detalle 
deseado. Si el volumen de variaciones, llevando las posibilidades al extremo, alcanzara el 
total del presupuesto que es posible aprobar, tal método se convertiría en una visión glo-
bal y detallada de la actuación del Gobierno pero, eso sí, con una clara referencia inter-
temporal que no anula completamente la participación de los no expertos, los políticos y 
sobre todo la opinión pública en el proceso. El procedimiento incrementalista sería algo 
parecido al llamado “control de cambios” de los procesadores de texto, que nadie tilda de 
irracional, sino que fomenta la racionalidad, la transparencia y la eficiencia. 
122
 A este respecto es interesante recordar un tema abierto por BAENA (2000): la contraposición 
entre innovación (p.264) e incrementalismo (p.265) en las políticas públicas, quedando por de-
terminar si las políticas públicas no confortadoras, o menores, son autenticas políticas públicas. 
Debe considerarse que la propia política presupuestaria separada de las políticas públicas secto-
riales existe aun cuando sea de aparente continuidad o incrementalismo. 
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 Las cuestiones de procedimiento, tales como qué gastos se incluyen en unas rúbri-
cas u otras del presupuesto, el ámbito mismo del presupuesto y qué gastos se financian 
extrapresupuestariamente en cada año, surgen con claridad de la metodología incrementa-
lista, mientras que las más modernas técnicas presupuestarias tienen una cierta compo-
nente de encubrimiento de tales prácticas, más que de renovación profunda de las razones 
reales de las elecciones presupuestarias. 
 
Protagonismo de Hacienda 
  
La segunda nota es el enorme protagonismo del Ministerio de Hacienda, y en concreto de 
la Intervención general de la Administración del Estado, que sólo manifestó dos graves 
crisis en sendos momentos de grave crisis del Estado: la Primera República y la dictadura 
de Primo de Rivera. En ambos casos fueron razones de duplicidad en materia contable 
con el Tribunal de Cuentas las que motivaron su desaparición y la separación de las tareas 
de censura de cuentas y las de contabilidad y presupuestación. 
 Señalaré que tanto la ley citada de 1900 como la de 1911 atribuyen la presentación 
ante las Cortes del “plan general” o presupuesto no al Gobierno o a su Presidente, sino al 
Ministro de Hacienda, si bien con sujeción a los acuerdos del Gobierno. Esta situación, si 
bien no recogida así en la legislación actual, que atribuye tal cometido al Gobierno, es 
rigurosamente la que tenemos hoy en día, en la que el protagonismo del Ministro de Ha-
cienda llega casi a ocultar al público que se trata de un proyecto de ley emanado, como 
los demás, del Gobierno de la nación. 
 Ya la Instrucción Provisional para la Administración de la Hacienda pública de 23 
de mayo de 1845
123
 sitúa la competencia presupuestaria en lo que hoy es la Intervención 
general de la Administración del Estado, entonces Contaduría General del Reino, al esta-
blecer en su artículo 27 que: 
 
 Son atribuciones del contador general del Reino las siguientes: 
 18ª y última.  Formar los presupuestos anuales del Ministerio de Hacienda, re-
clamar en tiempo oportuno los de los demás Ministerios, y redactar el general del Esta-
do. 
                                                 
123
Real Orden de 15 de junio de 1845.  
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Como modificación menor pero de significado para nuestro objeto podemos enun-
ciar el cambio en junio de 1850 del nombre de la Contaduría General por el de Dirección 
general de Contabilidad de la Hacienda Pública
124
.
Sobre su mecánica más detallada de elaboración, se establece poco después 
(1849)
125
 la tradicional división en secciones, capítulos y artículos que hoy constituye el
centro (si no la única relevante) de la clasificación presupuestaria: 
Articulo 3. Cada Ministerio formará el presupuesto anual de todos los gastos de 
su servicio y lo pasará al de Hacienda, por el cual se redactará y presentará a las Cortes 
el presupuesto general del Estado, comprendiendo el de ingresos, o la propuesta de me-
dios para cubrir las obligaciones. Esta propuesta acompañará a todo proyecto de ley que 
lleve autorización de gastos. 
Artículo 4. El presupuesto de cada Ministerio se formará dividiéndolo en capítu-
los y artículos. Cada capítulo contendrá las obligaciones de una misma naturaleza, y sus 
artículos los diferentes objetos que aquéllas comprendan. Por regla general formarán 
capítulos separados las obligaciones o gastos correspondientes al personal en todos los 
ramos del servicio y los del material en los mismos ramos. 
Como ley general la que perduró fue la de 20 de febrero de 1850, cuya vigencia se 
extiende hasta la de 1870 (que en su mayor parte conservó el contenido de la anterior). La 
ley de 1850 no tuvo más modificaciones importantes que la prohibición de realizar trans-
ferencias de crédito sino por ley especial en la ley de presupuestos para 1867 y que fue de 




Artículo 1º del Real Decreto de 21 de junio de 1850 que fue desarrollado por Real Orden de la 
misma fecha, que distingue entre contabilidad y redacción de los presupuestos. La denominación 
se mantiene en el Real Decreto de 18 de febrero de 1871, que aprueba el reglamento orgánico 
del Ministerio de Hacienda, y en el Real Decreto de 8 de noviembre de 1871, que aprueba el 
reglamento orgánico de la Dirección General de Contabilidad. 
125
Real Decreto de 24 de octubre de 1849, desarrollado por la Instrucción de 25 de enero de 
1850. 
126
Ley de presupuestos de 3 de agosto de 1866. .La ley de 1870 introdujo de aquí en adelante la 
posibilidad de realizar transferencias de crédito por el Consejo de Ministros entre capítulos dentro 
de una misma sección. 
La evolución de la Administración presupuestaria en España 
195 
Artículo 22. En el ejercicio del presente presupuesto y sucesivos no podrán con-
cederse sino por leyes especiales, suplementos de crédito, créditos extraordinarios y 
transferencias de crédito de uno a otro capítulo para ningún objeto de ninguna especie. 
Exceptúanse únicamente los casos de guerra, de calamidad pública o de grave 
alteración de orden público, y aquellos en que los gastos de material correspondientes a 
servicios explotados por la Administración se aumenten por mayor rendimiento de los 
productos en los respectivos ramos. 
La ley de 1870
127
 que, como decimos, conservó sustancialmente el contenido de la
de 1850, divide los presupuestos en ordinarios (incluyen los recursos y gastos que tengan 
carácter permanente aunque su cuantía sea variable) y extraordinarios (detallarán los re-
cursos y obligaciones de carácter transitorio), e introduce normas de claridad que evitan 
las secciones de varios o gastos de diversos ministerios o los capítulos con diversos servi-
cios o que incluyan en el mismo servicio y capítulo gastos de personal y material
128
.
Respecto a las tareas de contabilidad y de presupuestación se rebaja el rango de la 
Intervención y se establece
129
:
Para redactar los presupuestos generales de ingresos y gastos del Estado; para 
formar los balances y cuentas generales que el Gobierno ha de presentar a las Cortes; 
para examinar las liquidaciones ... se crea una Sección de Intervención general y Tene-
duría de libros en la Secretaría, con dependencia inmediata del Ministro de Hacienda... 
Podrá la Sección central de Intervención reclamar de las de todos los Ministerios, Cen-
tros directivos, Negociados de contabilidad y jefes, económicos y administrativos de las 
provincias cuantos datos sean necesarios para la redacción de los presupuestos genera-
les.  
127
Ley de 25 de junio de 1870, gaceta del 28. 
128
Artículo 30: no podrán incluirse en una sección obligaciones correspondientes a distintos Mi-
nisterios, ni en un capítulo diversos servicios, ni tampoco los gastos del personal y material del 
mismo servicio. 
129
Decreto de 29 de mayo de 1873, artículos 2º y 6º. 
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 Poco después, el Decreto presidencial de 7 de enero de 1874 volvió a dar al inter-
ventor general la categoría de jefe superior de Administración (director general) y consa-
gró definitivamente la denominación de Intervención general de la Administración del 




 Artículo 5. Compete a la Teneduría de libros: 
 primero. Redactar los presupuestos generales de ingresos y gastos del Estado con 
los datos que faciliten los Ministerios y demás Centros de la Administración pública, con 
arreglo a las instrucciones que el Ministro de Hacienda comunique a la Intervención 
general 
 Séptimo. Entender en los expedientes que se instruyan para modificar los créditos 
de los presupuestos,  y redactar los decretos y proyectos de ley a que aquéllos dieren 
lugar. 
 Artículo 9. La Teneduría de libros se compondrá de los Negociados siguientes: 
 ...sexto y último. Presupuestos, cuentas generales y contabilidad anticipada. 
 
 Así mismo establece el mismo reglamento respecto al orden de los trabajos (de-
nominación del capítulo segundo): 
 
 Artículo duodécimo. El servicio de contabilidad correspondiente a cada año eco-
nómico empezará con la impresión y circulación de los presupuestos generales, que la 
Teneduría realizará inmediatamente después que aquéllos sean aprobados por las Cor-
tes. Si al aproximarse el año no estuviesen aprobados los presupuestos se redactará un 
prontuario de los mismos, y se circulará a todas las dependencias centrales y provincia-
les de la Administración pública para que conozcan la nomenclatura y clasificación de 
los diversos conceptos y capítulos, y se ajusten al orden con que están consignados los 
ingresos y los gastos en todo lo relativo a la expedición de documentos de cargo y data 
para la redacción de las diferentes cuentas. 
 
                                                 
130
Real Decreto de 7 de diciembre de 1878. 
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 Como se puede ver, para el control que ejerce la Intervención es indiferente que 
exista o no un presupuesto aprobado por las Cortes. Si éste no está aprobado, se sustituye 
por un prontuario, que garantiza la prórroga del presupuesto del ejercicio anterior. 
 El Reglamento orgánico de la Administración Central de la Hacienda Pública, 
vigente a lo largo de casi todo el siglo XX, atribuye a un mismo órgano todo lo que se 
refiere a presupuestos, intervención y contabilidad y ésta es una unidad que llega con dis-
tintas variantes hasta la actualidad. Establecía de modo claro y sin ambigüedades la com-
petencia respecto a la materia presupuestaria
131
, además de las restantes competencias que 
son, tradicional y actualmente, propias de la intervención (actividad fiscalizadora y con-
table propiamente dicha). 
 Ya en este momento la actividad presupuestaria está unida por tanto a la interven-
tora y contable y son los mismos funcionarios los que se encargan de realizar una y otra: 
los Cuerpos de Contabilidad o Cuerpos Pericial y Auxiliar de Contabilidad
132
, aspiración 
de los sucesivos ministerios de Hacienda durante toda la segunda mitad del siglo XIX
133
. 
Durante los años que siguen son por ello Cuerpos de Contabilidad los que elaboran cada 
año los presupuestos del Estado y realizan los trabajos necesarios para llegar a la Ley de 
Administración y Contabilidad de 1 de julio de 1.911
134
, la cual regula en su Capítulo IV 
los presupuestos y en los Capítulos VII y VIII la intervención y la contabilidad, respecti-
vamente. 
                                                 
131
“La intervención general de la Administración del Estado tiene a su cargo la formación del pre-
supuesto general del Estado, la tramitación de expedientes de modificación de créditos y reorga-
nización de servicios” Artículo 10 del Real Decreto de 13 de octubre de 1.903, Gaceta del 14 
132
La ley de 27 de diciembre de 1878 de bases de contabilidad de la Hacienda pública, autorizó 
en su base novena y última la constitución de un Cuerpo de empleados especiales para los car-
gos de jefes de Intervención y tenedores de libros de las Administraciones económicas y demás 
dependencias del Estado, exigiéndose las circunstancias de aptitud que en uso de esa autoriza-
ción determine el Gobierno para el ingreso en los referidos destinos. 
133
Lo inició el Real Decreto de 7 de enero de 1879, inspirado en el propósito de centralizar la 
contabilidad y vigorizar la intervención, gaceta del 8. El Real Decreto de 12 de febrero de 1884 
recordó la autorización de 1878 mandando que una comisión propusiera las bases para constituir 
un cuerpo pericial de empleados de contabilidad de la Hacienda pública, gaceta del 18. Final-
mente es el Real Decreto de 28 de marzo de 1893 el que, a la  vez que reforma la contabilidad 
del Estado, que se llevará por partida doble desde entonces, creó el Cuerpo Pericial de Contabi-
lidad del Estado; pero el Cuerpo no se creó definitivamente hasta el Real Decreto de 6 de di-
ciembre de 1894 
134
Gaceta del 2 de julio 
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 La intención principal de esta ley y de sus normas de desarrollo
135
 es sujetar la 
actividad pública al control de legalidad presupuestaria y mejorar el conocimiento de las 
cuentas públicas a través de la contabilidad, materias en las que la competencia técnica y 
normada es propia de los Cuerpos de Contabilidad, en particular del Pericial que ostenta 
las jefaturas de los servicios de elaboración presupuestaria, lo que es ilustrativo sobre el 
concepto que inicialmente se tiene sobre el presupuesto y su estrecha relación con la con-
tabilidad y el control. 
 Salvo un corto período de la dictadura de Primo de Rivera
136
, en el cual se atribu-
yen las funciones presupuestarias a la Dirección general de Tesorería y Contabilidad (sin 
funciones de control), hasta 1963 la función presupuestaria se situó en la Intervención 
general de la Administración del Estado, que reunía las tres funciones ya reseñadas. La 
situación en la dictadura de Primo de Rivera coincide además con un cese en el funcio-
namiento de las instituciones parlamentarias que, en nuestro campo, va acompañada co-
mo algo natural, de la refundición del Tribunal de Cuentas con la Intervención en el Tri-
bunal Supremo de la Hacienda Pública. 
 Así, durante la dictadura primorriverista no se producen innovaciones importantes 
en cuanto a la elaboración del presupuesto, pero sí en cuanto a su control y a la estructura 
de la organización presupuestaria. El real decreto-ley de 19 de junio de 1.924 refunde los 
servicios del Tribunal de Cuentas del Reino con los de la Intervención general de la Ad-
ministración del Estado en el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, uniendo las fun-
ciones de fiscal e interventor de la Administración con la de censor de los actos que esta 
misma Administración realiza. De este original órgano se separaron durante este período 
las funciones contables, que pasaron a ser centralizadas en la Dirección general de Teso-
rería y Contabilidad, con lo que es difícil saber de qué manera podía ejercerse el control 
sin contar con el instrumento de la contabilidad. 
                                                 
135
Instrucción de la Ley de Contabilidad  aprobada por Real Orden de 27 de diciembre de 1.916, 
Gaceta del 28,y Disposiciones complementarias aprobadas por Real Decreto de 2 de febrero de 
1.917, Gaceta del 8. 
136
Real Decreto-Ley de 19 de junio de 1924, que refunde los servicios de la Intervención y del 
Tribunal de Cuentas en cuanto a la fiscalización y la intervención, por un lado, y la censura de 
cuentas, por el otro en el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, separándose de éste las 
funciones de contabilidad, que pasan a la Dirección General de Tesorería y Contabilidad. El Real 
Decreto-Ley de 4 de febrero de 1930 vuelve a la situación anterior.   
La evolución de la Administración presupuestaria en España 
199 
De este período es también (como de muchos otros cuerpos de funcionarios, por lo 
demás) el Reglamento del Cuerpo Pericial de Contabilidad
137
 y la modificación del año
económico ajustándolo al natural
138
, modificación ésta que quedaría incorporada, con
ligeras variantes a lo largo del tiempo, hasta nuestros días. Igualmente en los diversos 
ministerios las competencias presupuestarias son propias de las secciones de contabilidad, 
viéndose la formación de presupuestos como una operación puramente contable. 
Tras seis años de vigencia de esta situación (coincidentes con los de gobierno de 
Primo de Rivera) en la que no se distingue entre control interno y control externo a la 
Administración y en la que, lo más importante, se separa la función interventora de la 
contable, en 1.930 se vuelve a la situación anterior, deshaciendo lo hecho por la Dictadu-
ra
139
. Es decir, en 1.930 la situación es idéntica a la de 1.903, reuniéndose en la Interven-
ción las funciones fiscalizadora y contable y la de elaboración de los presupuestos. Ade-
más se devuelve su plena vigencia a la ley de 1.911 y se encomienda indistintamente la 
jefatura de las intervenciones centrales y provinciales a los Cuerpos Pericial de Contabili-
dad del Estado y General de la Administración de la Hacienda Pública
140
, matizándose así
algo la situación precedente en el aspecto del personal y de la adscripción a cuerpos de las 
funciones interventoras. 
De qué modo se ve en este período la unión entre funciones interventoras, conta-
bles y presupuestarias se observa claramente en el artículo 1º de la real Orden de 12 de 
junio de 1.930: 
“Que reunidas en la Intervención general de la Administración del Estado, no 
sólo las funciones interventoras, sino las contables,..., a dicho Centro oficial corresponde 
exclusivamente informar y tramitar los expedientes por virtud de peticiones de los Depar-
tamentos ministeriales que se incoen en este de Hacienda para la modificación de los 
créditos presupuestarios”141
137
Decreto de 3 de marzo de 1.925 
138
Ley de 23 de junio de 1.926 
139
Real Decreto-Ley de 4 de febrero de 1.930, Gaceta del 5 
140
Real Decreto de 25 de febrero de 1.930 
141
Gaceta del 13 
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Esta relación entre presupuesto e Intervención no se modificó durante la Segunda 
República
142
, pese al espíritu innovador que en materia administrativa tuvo tal período.
Cuando se piensa en modificar el presupuesto, ante la situación insatisfactoria que presen-
taba, de nuevo es grande el protagonismo de la Intervención, sin la cual no se concibe 
ninguna aproximación al presupuesto. Así ocurre con la formación en 1932 de una Comi-
sión cuyo propósito era la racionalización presupuestaria, que, como veremos a continua-




El único atisbo de intento de reforma del presupuesto lo encontramos con la crea-
ción de una Comisión interministerial para los estudios preparatorios de la formación de 
presupuestos (decreto de 30 de diciembre de 1932). Esta es una más entre las numerosas e 
infructuosas comisiones que se forman en este período para la reducción del gasto público 
a través de la reforma administrativa
144
. La formación de tal comisión, con carácter conti-
nuo y permanente, por los mismos órganos y personas que tenían legalmente atribuida la 
competencia presupuestaria, hacen pensar si no sería en gran medida una duplicación de 
la estructura administrativa. Tal comisión, interministerial por supuesto, tenía una compo-
sición aparentemente muy plural y un ambicioso programa de actividades: 
“que presidirá el Interventor general de la Administración del Estado, y de la que 
formarán parte el Jefe de la Sección de Presupuestos de dicho Centro, los Jefes de Nego-
ciado de dicha Sección y los Jefes de las Secciones de Contabilidad de todos los Depar-
tamentos ministeriales...procederá...a hacer el estudio detallado de cada uno de los pre-
142
Un dictamen del Consejo Asesor de Economía observa una gran continuidad entre los presu-
puestos de la República y de la Monarquía, con el gran interés por la nivelación presupuestaria. 
Dentro de este interés por la nivelación destaca el papel de la Intervención en cuanto al control y, 
más importante para nuestro objeto, la manipulación de las cifras para dar apariencia de nivela-
ción al presupuesto. Publicado en el número 101 (enero-febrero de 1932) de la Revista Nacional 
de Economía (Hacienda Pública Española nº 90, Madrid 1984).  
143
Así el Decreto de 30 de diciembre de 1932 que constituye la Comisión para el estudio del pre-
supuesto, formada casi en exclusiva por funcionarios que desempeñan sus funciones en la Inter-
vención (que entonces integraba la sección de presupuestos). 
144
Así lo recoge BAENA, en Curso de Ciencia de la Administración, volumen I, Tecnos, Madrid 
1985, p.183 “durante todo el período existe un intento tenaz pero frustrado de Reformar la Admi-
nistración para reducir el gasto público, creándose al efecto numerosas Comisiones que funcio-
nan en la Presidencia del Gobierno o en el Ministerio de Hacienda”. 
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supuestos aprobados por las Cortes, proponiendo una estructura uniforme y clara para 
los presupuestos futuros de los diferentes Departamentos ministeriales, estudiando los 
créditos que deban ser objeto de subdivisión y separando en todo caso los gastos de per-
sonal y material en forma de que cada concepto se refiera a un solo servicio; hará estu-
dios comparativos de las cantidades presupuestadas para cada Centro y servicio, en re-
lación con las asignaciones de otros y con las dotaciones que los mismos tuvieren en pre-
supuestos anteriores; especificará qué servicios hay comunes dentro de la Administra-
ción del Estado, e informará sobre las posibilidades que ofrezca su unificación; compa-
rará el rendimiento de los servicios con los gastos que origine; informará sobre las dota-
ciones de los distintos Cuerpos de funcionarios de la Administración detallando la fun-
ción encomendada a cada uno con determinación de la especialidad y responsabilidad de 
su función y de la competencia y jornada de trabajo que su ejecución exija, examinando 
las remuneraciones especiales asignadas a cada uno, estudiándolas y relacionándolas 
entre sí y, en general, recogerá todos los antecedentes que considere conveniente aportar 
e investigará cuantos particulares juzgue necesario esclarecer y detallar para la más 
rápida y perfecta comprensión de la necesidad del gasto y de su cuantía”145 
 
 La comisión debía elevar sus informes y propuestas directamente al Ministro de 
Hacienda, quien a partir de ellos dictaría las instrucciones a que debiera ajustarse la for-
mación de los proyectos parciales de cada departamento y daría conocimiento de tales 
informes tanto a la Comisión de Presupuestos de las Cortes como a la Intervención gene-
ral de la Administración del Estado. Además se establece una relación directa entre la 
comisión y las Cortes, a las cuales no sólo se remitirían los informes por parte del Minis-
tro de Hacienda, sino que podrían encomendar a la comisión los trabajos que considera-
ran necesarios y solicitar de ella los informes y esclarecimientos que juzgasen precisos. 
Finalmente, el presidente de la comisión quedaba facultado para requerir asistencia y co-
laboración de personal especializado de todos los ministerios, así como para reclamar 
datos y documentos. 
 
 El programa de trabajo incluía: 
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Decreto de 30 de diciembre de 1.932, Gaceta del 3 de enero 
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• Revisión de la estructura presupuestaria
• Estudios comparativos de las asignaciones por centros y ejercicios
• Estudio de los servicios comunes y posibilidad de supresión y unificación
• Comparación coste-rendimiento de los servicios
• Informe de dotaciones de funcionarios y remuneraciones
No hay frutos del trabajo de esta Comisión que resaltar desde una perspectiva ac-
tual, por lo que sólo merece destacarse el análisis contenido en el propio preámbulo, que 
refleja tanto la situación anterior del presupuesto como situaciones muy próximas a nues-
tros días. De acuerdo con el preámbulo existía por entonces una ausencia de coordinación 
en la elaboración del presupuesto, independencia de unos ministerios respecto a otros, 
falta de criterio uniforme incluso respecto a la forma de justificar los créditos, que se tra-
ducían en que ni el Ministerio de Hacienda ni las Cortes tuviesen elementos de juicio para 
conocer la justificación de las cifras que se solicitaban. 
Dos aspectos son importantes en la formación de esta comisión: en primer lugar, 
que en los trabajos que se le encomiendan hay todo un programa de reforma de la elabo-
ración del Presupuesto, alejado de la mera agregación de partidas y del control de su cre-
cimiento. Un programa en el que podemos ver el germen de toda una corriente de moder-
nización de la presupuestación que está presente hasta la actualidad. 
En segundo lugar, que bajo la apariencia de una comisión interministerial existe 
una comisión que no se diferencia gran cosa de un órgano de coordinación presupuestaria 
de la propia Intervención, ya que sólo funcionarios de tal órgano la forman con carácter 
permanente. 
Es de resaltar, no obstante, el hecho de que se tuviese en cuenta el aspecto parla-
mentario del presupuesto a la hora de encauzar los trabajos de una Comisión cuyo fin 
parecía ser la reforma del presupuesto del Estado, y que se limitó a modificar levemente 
la estructura en 1934. 
Como era de esperar, con tan grandes y ambiciosas funciones y competencias y 
una composición tan unidimensional, los trabajos de la Comisión no llegaron muy lejos y 
ni se analizó el gasto público en el sentido querido por la norma ni se elaboraron los in-
formes que se preveían. Quizá se pueda responsabilizar de su falta de actividad a la situa-
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ción política del momento y al cambio de tendencia en el Gobierno que se produce al año 
siguiente. Pero lo que es claro es que la reforma no se produjo y que en este período y 
dada la simplicidad de la organización existente en relación con la actual, no eran razones 
de ausencia de coordinación o de multiplicidad de órganos lo que podía oponerse a la 
misma. 
 Siguiendo la misma línea de atribuir a quien ostenta las funciones de control y 
contabilidad las funciones presupuestarias, la Ley de Bases de 3 de diciembre de 1.932, 
relativa a la Administración de la Hacienda Pública, fijaba como competencia de la mis-
ma Administración  Financiera, en su base 1ª a) 
 
 “La formación de los Presupuestos generales, su liquidación y la solución normal 
de las incidencias que surjan en su desarrollo” 
 
 manteniendo así la organización establecida a principios de siglo y, como estable-
ciendo un límite a un eventual desbordamiento de competencias que se viniera produ-
ciendo, dice: 
 
 “La función encomendada a cada uno de los Cuerpos al Servicio del Ministerio de 
Hacienda no podrá ser otra que la que corresponda estrictamente a la técnica de cada 
uno de ellos”146 
 
 Así pues se puede deducir que la formación del presupuesto general del Estado 
aparece como función propia del Cuerpo que desempeña sus funciones en la Intervención. 
La alta dirección por el Ministro de Hacienda se efectúa en el Consejo de Dirección, que 
se crea por decreto de 30 de diciembre de 1.932
147
. En éste, presidido por el ministro y 
con el subsecretario como vicepresidente, se dan cita como vocales los directores genera-
les, el presidente del Tribunal Económico-Administrativo Central y el Interventor general 
de la Administración del Estado. Dentro del Consejo funcionaría una Comisión Perma-
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Ley de Bases de 3 de diciembre de 1.903 relativa a la Administración de la Hacienda Pública, 
Gaceta del 6 
147
Gaceta del 3 de enero 
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nente de la que son miembros los directores generales y el Interventor general, además de 
su presidente y el secretario general. 
      La relación del presupuesto con la contabilidad es estrecha en todo el período, en 
el que además se examinan los problemas presupuestarios como meros asuntos de control 
contable. Así, a la caótica situación de la Administración durante la década de los cuaren-
ta, corresponde una situación análoga del cumplimiento de los principios presupuestarios 
y de la contabilización de las operaciones presupuestarias. Los primeros años después de 
la guerra se funciona sin un presupuesto propiamente dicho; existen numerosas habilita-
ciones de crédito singulares para cada ministerio, con lo que uno de los principales pro-
blemas es la falta de una visión unitaria de los ingresos y de los gastos, y aun de éstos en 
su conjunto. De normas posteriores se deduce un gran desorden en la gestión pública y en 
las cuentas de este período, en el que el Ministerio de Hacienda es incapaz de poner or-
den. 
 Además de las circunstancias de posguerra y de guerra mundial del período, en el 
que no se puede esperar un funcionamiento regular de las instituciones, las causas organi-
zativas que se han detallado antes explican en parte esta situación.  
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 Este período, que va de la posguerra a la depresión económica, no es quizás el más 
indicado para esperar de él grandes mejoras en el aspecto administrativo y presupuestario. 
En cuanto al contexto para este último, lo más destacable es que, junto a toda una retórica 
claramente fascista en la intervención económica, se da una gran debilidad del sector pú-
blico y la falta absoluta de instrumentos para orientar la actuación administrativa y el 
desarrollo de la economía. Debe destacarse desde el principio por ser una cuestión desta-
cadamente presupuestaria que entre 1939 y 1957 se dispara el número de organismos au-
tónomos y otros entes públicos con personalidad jurídica propia y, lo que es más destaca-
ble, con ingresos propios que escapan al control del Ministerio de Hacienda. 
 Sólo al final del período se produce una cierta mejora económica, que va de 1951 
a 1955, años en los que se recuperan los niveles de renta de 1931-33. Para algunos auto-
res esta bonanza es no sólo posterior a la reforma institucional, esto es a los cambios en el 
gobierno y en su composición producidos en 1951
148
, sino producto de ella. 
 Esta reforma institucional afecta mucho al aspecto organizativo del presupuesto, 
por lo que será uno de los referentes fundamentales en este período, pues de creer que la 
reforma institucional incide en la mejora económica (en un contexto de relativa cerrazón 
respecto al exterior) no serían completamente inefectivos los cambios organizativos. 
 La política agraria es la fundamental, en un país de estructura económica basada 
en el campo. Dedicada en los primeros tiempos a desbaratar la reforma agraria redistribu-
tiva iniciada por la república, se basó después en la colonización y la extensión de los 
regadíos (lo que ya requería el uso de medios financieros estatales para abonar las indem-
nizaciones por parte del Instituto Nacional de Colonización), que manifestó su gran fraca-
so precisamente por la falta de medios presupuestarios y de una política de endeudamien-
                                                 
148
Jacinto ROS HOMBRAVELLA, en Entrega por lustros, EL PAÍS de 2 de abril de 1990. 
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to y financiación imaginativa, que llevó a una inmovilización de grandes recursos durante 
largos años sin obtener resultados. La política de concentración parcelaria, menos necesi-
tada de recursos, no es muy relevante en este período, ya que las leyes de concentración 
parcelaria se revisaron varias veces
149
 y no comenzaron a surtir efecto hasta prácticamen-
te 1957. La legislación sobre latifundios
150
 no fue prácticamente aplicada, dedicándose a
ello entre 1954 y 1960 inversiones por valor de 43 millones de pesetas, lo que no motiva-
ba grandes repercusiones presupuestarias. 
La política industrial, basada en la autarquía (y la consiguiente restricción de los 
intercambios con el extranjero y estrangulamiento industrial
151
) y en el fomento del INI,
sólo en muy pequeña medida contó con la intervención del Ministerio de Hacienda o tuvo 
grandes repercusiones presupuestarias. En primer lugar porque la protección de la indus-
tria se apoyó muy poco en la política arancelaria o aduanera, sino en la mera prohibición 
de importaciones o en su contingentación, controlada por el Ministerio de Comercio. En 
segundo lugar porque el Instituto Nacional de Industria, cuya historia es la historia de la 
industrialización en España durante muchos años, se adscribe hasta 1968 a la Presidencia 
del Gobierno, y se financia hasta 1958 no con cargo a los presupuestos, sino con cargo a 
deuda pública monetizable, que a partir de 1958 es emitida por el propio organismo (im-
poniendo la adquisición de tan valiosos activos a las cajas de ahorro). Por tanto en este 
período el INI se financió pura y simplemente creando inflación, y no a través de los pre-
supuestos. 
El sistema fiscal entre 1939 y 1957 se basaba en la falta de medios de la hacienda 
para la determinación de las bases imponibles reales y en la consiguiente defraudación 
institucionalizada y creciente. La consiguiente derivación hacia los impuestos indirectos 
eliminó toda elasticidad en el sistema tributario y debilitó el presupuesto del Estado, que 
tuvo que basarse en la emisión constante de deuda pública en sentido estricto para cubrir 
el déficit, con los mismos efectos negativos sobre la inflación que la financiación del INI. 
Se vive todavía bajo el recuerdo del relativo caos de la larga posguerra, de la co-
rrupción generalizada y del olvido de las más elementales normas presupuestarias. Esto, 
149
Leyes de  20 de octubre de 1952, 20 de julio de 1955 y 27 de julio de 1968 
150
Ley de fincas manifiestamente mejorables de 3 de diciembre de 1953 
151
Leyes industriales de 1939, de Protección y fomento de la industria nacional y de Ordenación y 
Defensa de la Industria Nacional, y de 1941 de creación del Instituto nacional de Industria. 
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unido al hecho de que no se vive en un Estado parlamentario con otros mecanismos de 
control además del presupuestario, lleva a que se mantenga un cierto papel de guardianes 
del tesoro y de garantes de la legalidad por parte de los órganos presupuestarios y de con-
trol, si bien en un Estado pequeño en tamaño, ingresos y gastos. 
 En este momento habría sido inoportuno, quizás incluso imprudente, impulsar otro 
tipo de comportamiento presupuestario. Nos hemos referido al trade off que se produce 
en la adopción de distintas medidas técnicas. Un presupuesto para la adopción de decisio-
nes económicas o para la gestión, sin menoscabo del control, es quizás inimaginable en 
momentos como los de este período. Y, no hay que olvidarlo, el control, aun sin la inter-
vención de los representantes populares en él, es un valor administrativo, político y, sobre 
todo, social que no debe perder una sociedad racionalizada. Así, en este momento el con-
trol clásico y el papel en general conservador de la Intervención es, a pesar de todo, el 
mayor rasgo de racionalidad del sistema presupuestario. 
 
b) Cortes Españolas 
 
 La importancia de las Cortes para la caracterización de la Administración pública 
trasciende con mucho al fenómeno presupuestario. Así, algún autor utiliza precisamente 




 Al coincidir el comienzo de este período con el final de la guerra Civil, con la au-
sencia de una cámara deliberante con funciones presupuestarias, la aplicación de la legis-
lación anterior (la de 1911) afecta a cuestiones menores alejadas de lo que propiamente es 
el centro de la institución. Hasta el año 1943 los créditos anuales son aprobados por el 
jefe del Estado y ninguna de las dialécticas que han hecho avanzar la institución parecen 
existir. Ni el parlamento ni la comunidad tienen presencia ni el Gobierno y la Administra-
ción se diferencian netamente. 
 En este período hay que señalar que inicialmente se da una cierta contradicción 
entre una normativa presupuestaria concebida para un Estado parlamentario, heredera de 
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Así, BAENA, obra citada, p. 185, marca como el final del período de la Administración de gue-
rra y de posguerra (1936-1943) precisamente el funcionamiento de las Cortes creadas en 1942. 
Se sigue así el criterio de situar la Administración en su contexto político, por encima de las divi-
siones estrictamente administrativas o legales. 
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la regulación de la monarquía borbónica en la que la vida política se centra en las cámaras 
y en su relación con los gobiernos, y un Estado que carecía de tal institución representati-
va. Esto llevó a que en los primeros años (entre 1940 y 1944) se funcionase con habilita-
ciones de crédito aprobadas por ley del Jefe del Estado que contenían las siguientes carac-
terísticas: eran leyes singulares para cada Departamento ministerial en las que faltaban las 
ideas de unidad y de universalidad presupuestarias y no se conectaban con las previsiones 
de ingresos para cada ejercicio. No contenían previsiones especiales sobre su modifica-
ción a lo largo del ejercicio, lo que supone que tales modificaciones seguían el mismo 
camino que la ley aprobatoria inicial, esto es, actos singulares emanados del Jefe del Es-
tado como autoridad suprema tanto de la legislación como de la administración. Su con-
trol último no correspondía por tanto a unas Cortes inexistentes, sino que lo realizaría 
hipotéticamente un órgano dependiente del propio Jefe del Estado e interno por ello a la 
propia Administración. Aunque sin reflejo legal, la situación en cuanto al control (in-
terno-externo) financiero es idéntica a la mantenida durante la dictadura de Primo de Ri-
vera, con lo que podemos encontrar un claro ejemplo de la mayor importancia del diseño 
orgánico de las grandes unidades político-administrativas sobre el diseño de las organiza-
ciones menores o instrumentales.  
 La creación por ley de 17 de julio de 1942 de las Cortes Españolas, de corte orgá-
nico y con fuerte presencia de la propia Administración y el aparato paraestatal del fran-
quismo, no cambia sustancialmente la situación. A partir de 1944, la única novedad de 
cierta importancia es la unificación en un único documento anual de todas las partidas 
presupuestarias, que hasta entonces y desde una perspectiva orgánica estaban dispersas en 
una docena de leyes de autorización que se iban aprobando a lo largo del año. Pero ni se 
renueva el procedimiento ni el sector de la Administración con competencias plenas en la 
materia perdía parte de sus competencias. Así, la ley constitutiva de las Cortes altera sólo 
formalmente la situación
153
, al establecer que 
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Para BAENA, Ob.Cit. p.187, la situación sí es diferente, pues el Jefe del Estado “aun conser-
vando íntegramente sus facultades, comparte la elaboración de las normas con rango de ley con 
los grupos políticos y sociales partidarios del régimen, vertebrados a través del funcionamiento 
de la Cámara”. Sin embargo el propio autor señala el posterior retroceso que supuso la reforma 
de 1946, que autorizaba a Franco a dictar decretos-leyes. 
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 Artículo 10.  Las Cortes conocerán, en Pleno, de... los Presupuestos ordinarios y 
extraordinarios del Estado” 
 
 A partir de 1943 son las Cortes Españolas las que aprueban los presupuestos del 
Estado (ley de 30 de diciembre de 1943). Con ello se vuelve formalmente a la situación 
anterior y a la plena vigencia del procedimiento parlamentario de aprobación de los pre-
supuestos. Sin embargo no vale la pena detenerse en un estudio pormenorizado del fun-
cionamiento de tales Cortes de carácter orgánico para desterrar la idea de un presupuesto 
en el sentido aquí mantenido. La composición de las Cortes y su supeditación, incluso 
formal, al Jefe del Estado, muestran que en cierto modo es la propia Administración la 
que elabora, discute y aprueba sus presupuestos
154
 (el Subsecretario de la Presidencia 
desde 1941, almirante Carrero Blanco, es a la vez vicepresidente segundo de las Cortes 
desde 1943). 
 El articulado es, no obstante, mucho más largo y detallado, incluyendo “leyes” o 
“normas” más que los meros estados de gastos155, pero tal normatividad y detalle no es en 
sentido pleno una regulación ajena impuesta al ejecutivo, sino una manera de funcionar 
que la propia Administración se da a sí misma. Entre 1944 y 1950 las leyes de presupues-
tos serían anuales y a partir de este año (ley de 18 de diciembre de 1950) bienales, ini-
ciándose con la prórroga del presupuesto de 1950 a 1951. 
  
b. Gobierno y administración 
 
 El embrión de Gobierno sería la Junta Técnica creada por  Ley de 1 de octubre de 
1936, no utilizándose la terminología tradicional de Gobierno y Departamentos Ministe-
riales hasta la Ley de 30 de enero de 1938 de Administración Central del Estado, que res-
tablece el cargo de Subsecretario y de Director general (o Jefe de un Servicio Nacional). 
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Así lo muestra BAÑÓN en Poder de la burocracia y Cortes franquistas 1943-71, INAP, Madrid 
1978. 
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Sin embargo, la existencia de normas detalladas y abundantes en las leyes de presupuestos, 
que regulan o modifican situaciones preexistentes o que introducen auténticas innovaciones, 
debe ser vista con cautela a la hora de juzgar el papel de los diversos agentes (legislativo y eje-
cutivo) en la decisión adoptada. Por las restricciones existentes, por el procedimiento legislativo y 
por la propia rutina de su tramitación, esta importancia de las leyes presupuestarias puede ir 
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A partir de este momento ya existe un Gobierno en el sentido tradicional, pero se ha des-
tacado que en el régimen de Franco la separación entre Gobierno y Administración es 
difícil de delimitar. 
 Una nota destacada de todo el período es la escasa variación que se produce en los 
equipos de Gobierno (diez hasta 1957), tras una primera considerable inestabilidad para-
lela al desarrollo de la Segunda Guerra Mundial (en los ministerios de Asuntos Exteriores 
y del Ejército). 
 Aun hay más estabilidad en la cúspide del ejecutivo, donde no hay cambios hasta 
los años 70 y por muerte de sus protagonistas. En primer lugar, los dos hombres claves 
del Gobierno, su Presidente y el Subsecretario de la Presidencia (Franco y Carrero Blan-
co, respectivamente) ostentarán este carácter de número uno y dos hasta su muerte res-
pectiva. En 1951 el Subsecretario de la Presidencia obtiene rango de Ministro
156
, a la vez 
que se le asignan funciones de Secretario del Consejo de Ministros
157
, confirmándose así 
su papel principal en el seno del Gobierno. Como culminación, en febrero de 1957 se 
refuerza además el entorno de la Jefatura del Estado en sus aspectos administrativos. 
 En el caso de Hacienda, aunque no se obtiene ese reconocimiento formal de su-
premacía, se da igualmente esa gran duración en los cargos que asociamos a un robuste-
cimiento del poder. Francisco Gómez y de Llano (Abogado del Estado y hasta entonces 
Director general de lo Contencioso), sustituyó a Joaquín Benjumea Burín (ministro desde 
1940) el 19 de julio de 1951 y estuvo de ministro hasta 1957, cubriendo así todo el perío-
do que termina en la crisis económica de 1957. También en 1951, Santiago Basanta Silva 
sustituye a Fernando Camacho Baños como Subsecretario y Juan Manuel Rozas Eguiburu 
a Eugenio Gómez-Pereira Ranz como Interventor general. Los proyectos de presupuestos 
los presenta el Ministro de Hacienda “previo acuerdo del Consejo de Ministros y autori-
zación del Jefe del Estado”, manteniéndose así la señalada preponderancia de Hacienda 
en materia presupuestaria. 
 El final del período coincide con un gran vuelco en la composición del Gobierno, 
con la entrada en éste de miembros del Opus Dei considerados de tendencia tecnocrática 
(Mariano Navarro Rubio en Hacienda y Alberto Ullastres en Comercio), que darían un 
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Decreto ley de 19 de julio de 1951. 
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sentido diferente a la actuación de la Administración (26 de febrero de 1957). Estos cam-
bios van acompañados de relevos en los segundos niveles del Ministerio de Hacienda 
(Santiago Basanta Silva es sustituido por Alfredo Cejudo Lletget como Subsecretario, se 
nombra a César Albiñana García Quintana Secretario general Técnico y José María Zabía 
y Pérez sustituye a José Fernández-Arroyo y Caro como Director general de lo Conten-
cioso; poco después, el 10 de mayo, Juan Antonio Ortiz y García sustituye al Secretario 
general Técnico y José Salgado Torres es nombrado Director general del Tesoro, Deuda 
Pública y Clases Pasivas en sustitución de Vicente Fúster Sirvent (Interventor e Inspector 
de los Servicios y desde  26 de febrero de 1954 Director general de la Deuda y Clases 
Pasivas), encargado de la nueva Dirección general de Régimen Fiscal de Sociedades y 
Corporaciones. 
       
a) Aspectos orgánicos 
 
 Ya desde el principio de la Guerra Civil, el nuevo régimen trata de dotarse de una 
organización administrativa que se tradujo en la Junta Técnica con sus Comisiones, el 
Gobernador General del Estado, las Secretarías de Relaciones Exteriores y General del 
Jefe del Estado
158
, a la que se agregaría con posterioridad la Secretaría de Guerra. Al 
principio de este período no se contienen prevenciones especiales de interés para nuestro 
objeto, dada la situación bélica vivida y el funcionamiento ajeno a la normativa presu-
puestaria. 
 Es en 1938
159
, cuando se reorganizan los servicios centrales de la Administración 
del Estado en ministerios, entre ellos el de Hacienda. Este se organiza en los siguientes 
servicios nacionales, que sustituyen a las Direcciones Generales: Intervención, Tesoro, 
Presupuesto, Propiedad y contribución territorial, Deuda Pública y Clases Pasivas, Rentas 
Públicas, Aduanas, Timbres y monopolios, Contencioso del Estado, Banca, Moneda y 
Cambio, Seguros y Régimen jurídico de Sociedades Anónimas. 
 Es de destacar la novedad que supone la creación de un Servicio o Dirección ge-
neral de Presupuestos distinto de la Intervención, por más que la situación precedente y la 
capacidad técnica en la materia del Cuerpo Pericial de Contabilidad no permitiesen gran-
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des variaciones. Tanto es así que dos semanas después de la creación del Servicio o Di-
rección general de Presupuestos, su jefatura se encomienda al Jefe del Servicio Nacional 
de Intervención
160
. No obstante y continuando con la reorganización de la Administración
del Estado, poco después se fijan las funciones del Servicio Nacional de Presupuestos, 
que consistían en 
“el estudio y la formación del Presupuesto General del Estado y tramitará los 
expedientes de modificación de créditos”161
Norma probablemente inoperante, ya que siendo el Jefe del Servicio el de la Inter-
vención y estando desempeñadas sus tareas por funcionarios del mismo Cuerpo, es difícil 
ver alguna diferencia respecto a la situación anterior. Lo que podría haber dado pie a que 
la creación de un órgano diferenciado llevase a diferenciar también la función y las pautas 
de actuación en torno al presupuesto, se convierte en una mera nota curiosa en la historia. 
Así, al año siguiente y dando carácter de ley a lo que debía ser una realidad prácti-
ca, se suprime la Dirección general de Presupuestos, 
“que pasará a constituir una Sección de la Intervención General”162
La situación es desde la perspectiva orgánica interna al Ministerio de Hacienda, de 
absoluto predominio sin cambios en la Intervención, en cuanto concierne al gasto público. 
En el resto de los ministerios se deduce de un decreto de 3 de octubre de 1952 una 
situación algo diferente. Las Oficinas de Contabilidad que en cada ministerio conocían 
del propio presupuesto (cuando existían) podían estar servidas, tanto en general como en 
sus jefaturas, por personal del propio ministerio o de otros ministerios que se integrasen 
en el mismo. Podían existir también contabilidades en cada Dirección general o Depen-
dencia que no estuviesen unificadas con la central del departamento. El decreto de 1952 
reconduce la situación e impone que tales jefaturas sean ocupadas por funcionarios del 
160
Orden de 17 de febrero de 1938, Boletín de 18 de febrero 
161
Decreto de 2 de marzo de 1938, B.O. del 5  
162
Ley de 23 de septiembre de 1939, Boletín del 30 
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Ministerio de Hacienda, esto es, principalmente por funcionarios del Cuerpo Pericial de 
Contabilidad. Tal proceso de ocupación se debería realizar paulatinamente, según fuesen 
quedando vacantes las jefaturas de los ministerios civiles y de sus organismos autónomos. 
 Y durante todos estos años (1939 a 1959) sería la Intervención la encargada tanto 
de las funciones contables y fiscalizadoras como de las de elaboración de los presupues-
tos. Para ello cuenta no sólo con la norma habilitante de la competencia, sino con la cre-
ciente presencia en todos los ministerios a través de las Intervenciones Delegadas y de las 
Oficinas de Contabilidad, cuyas Jefaturas hasta entonces sólo a menudo están desempe-
ñadas por funcionarios del Cuerpo Pericial de Contabilidad
163
 y cuyas funciones com-
prenden entre otras las de  
 
 “emitir su informe respecto del proyecto de presupuesto del Ministerio u Orga-
nismo autónomo en que presten sus funciones, al efecto de determinar si se ha redactado 
de conformidad con lo que establece el artículo 35 de la Ley de Administración y Conta-
bilidad de la Hacienda Pública y con las instrucciones que, para la redacción de los an-
teproyectos de presupuestos parciales correspondientes a cada ejercicio económico, ha-
ya dictado el Ministerio de Hacienda” 
 
 Así pues, tras esos titubeos iniciales que se han señalado, durante este período la 
función presupuestaria no es más que una vertiente más de la función contable y fiscali-
zadora, siendo ejercida por el mismo colectivo y con las mismas normas de funciona-
miento interno. En lo demás sigue plenamente en vigor la Ley de 1911, sin más modifica-
ciones que la introducción del presupuesto bienal a partir de 1950/1951
164
, modificando 
para ello sus artículos 32 a 34. 
 El nuevo rumbo que toman los asuntos públicos en 1951 se traduce, pues, en el 
establecimiento de oficinas de la Intervención del Ministerio de Hacienda en todos los 
ministerios civiles y en una cierta elevación del rango de la Sección de Presupuestos
165
. 
Estas oficinas o delegaciones del Ministro de Hacienda que son las Oficinas de Contabili-
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Ley de 18 de diciembre de 1950, Boletín del 19 
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Hasta la Orden de 8 de octubre de 1953 no se da entrada en el Consejo de Dirección de la 
Intervención al Jefe de la Sección de Presupuestos 
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dad se colocan bajo la dependencia de la Intervención (como se ha indicado, hasta enton-
ces podían ser servidas por funcionarios del ministerio respectivo). Así, desde este mo-
mento no sólo la Intervención tiene que confeccionar presupuestos cada dos años, limi-
tándose el resto del tiempo a controlar las modificaciones de los mismos, sino que cuenta 
además con el auxilio de las Oficinas de Contabilidad establecidas en toda la Administra-
ción pública. 
 No obstante, la debilidad demográfica del Cuerpo Pericial de Contabilidad (que se 
analizará con detalle más adelante) lleva a pensar en la dificultad de que tal previsión se 
cumpliera, habida cuenta de que se preveía un proceso gradual de sustitución de los anti-
guos jefes de contabilidad por interventores. 
 Es pues una época de gran estabilidad, propiciada además por la larga permanen-
cia al frente de la Intervención de Juan Manuel Rozas Eguiburu (19/7/51 a 21/7/65), 
quien, no siendo interventor de carrera (era Intendente al Servicio de la Hacienda Pública, 
cuerpo que con el tiempo se integraría en el de inspectores fiscales), conoce el período 
más largo de mandato en la Intervención de la reciente historia. Sin duda esta permanen-
cia de catorce años produce una continuidad en las actuaciones y en los comportamientos 
presupuestarios, que no se puede separar del fortalecimiento de una auténtica posición de 
poder dentro del Estado y que probablemente tuvo consecuencias en el siguiente período 
en la creación de la Dirección general de Presupuestos y en otras importantes innovacio-
nes. 
 El cambio de Ministro de Hacienda en 1957 no lleva consigo ningún cambio en la 
Intervención, permaneciendo así el mismo Interventor general con dos ministros sucesi-
vos. La larga permanencia de un interventor general no ligado a la Intervención, frente a 
una menor duración en el cargo de los ministros-burócratas, llevan a poner en cuestión las 
ideas sobe como funciona el corporativismo en el interior de la Administración pública y 
el fenómeno de la captación burocrática de los políticos. Pero debe tenerse en cuenta que, 
como veremos, es bajo este interventor general cuando se produce la primera puesta en 
cuestión radical del papel de la Intervención en el aspecto presupuestario, coincidiendo 
además con una auténtica crisis demográfica del cuerpo de interventores por el escaso 
número de incorporaciones al mismo. 
 Los cambios, cuando se producen, parecen estar también relacionados con lo que 
ocurre fuera del ministerio. Crisis en el país y crisis en el sistema tributario que obligan a 
una visión menos estática y continuista del papel del presupuesto; opción por otra política 
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económica y presupuestaria alentada desde la Presidencia del Gobierno, que obligan a 
una reorganización importante en el ámbito de Hacienda. 
 
b) Racionalización técnica: orden y plazos en la elaboración de presu-
puestos 
 
 Tras la Ley de Cortes de 1942 se empieza a considerar la necesidad de una actua-
ción más ordenada de la Hacienda pública, con un sistema de presupuesto similar al de 
antes de la guerra. En 1943, a la vez que se refuerzan algo los servicios centrales de la 
Intervención, encontramos las primeras instrucciones para la elaboración de presupuestos. 
Cuando estas instrucciones se publican, previo acuerdo del Consejo de Ministros, el inte-
rés principal es evidentemente el de la reconducción de la multitud de organismos públi-
cos a un único documento, o mejor un conjunto de documentos que recoja la totalidad de 
los gastos e ingresos públicos. De momento se considera suficiente que todos los distintos 
presupuestos se centralicen en la Intervención general, no tanto que haya una considera-
ción conjunta y sistemática de los mismos. 
 Es a este nivel normativo inferior como podemos examinar mejor cómo esto afec-
ta a los presupuestos. La orden de 30 de septiembre de 1943 es la primera para presupues-
tos que han de ser estudiados por las Cortes Españolas. Los presupuestos de los organis-
mos autónomos figurarán como Apéndice de los generales del Estado y tendrán una tra-
mitación y aprobación separada y singular por parte del Gobierno. Se introducen diversas 
medidas de contención de los créditos y de ortodoxia presupuestaria: el presupuesto ordi-
nario tendría como límite los gastos para 1943, el presupuesto extraordinario no excedería 
del cuarto del presupuesto general ordinario, se financiaría con ingresos remanentes del 
presupuesto ordinario o con emisiones de deuda pública y, sobre todo, sus créditos se 
destinarían a gastos de primer establecimiento de carácter reproductivo, a los que exce-
dieran considerablemente en su cuantía del normal gasto de estas construcciones y a los 
de excepcional repetición. Finalmente, los presupuestos no podrían contener créditos que 
implicasen incrementos de gastos de personal ni modificaciones de plantilla, que requeri-
rían ley ad hoc. 
 Tras esta primera actuación presupuestaria, de centralización de toda la informa-
ción en un único punto, se requiere un mayor rigor en esa información. Durante el otoño 
de 1943, las cifras remitidas al Ministerio de Hacienda y los gastos efectivamente proyec-
tados por ministerios y organismos no debieron ir parejos. El documento presupuestario 
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era de indudable complejidad (presupuesto general ordinario, presupuesto extraordinario 
de gastos, apéndice de presupuestos de los organismos autónomos) y el tiempo de que 
disponían Intervención, Gobierno y Cortes para su estudio muy reducido (aproximada-
mente de menos de un mes para cada una de estas instituciones). Pero sobre todo, presu-
puesto y gastos reales iban por caminos distintos. 
 Así la orden del siguiente año para la elaboración de los presupuestos de 1945
166
, 
firmada ya por el Ministro de Hacienda y no por el Subsecretario de la Presidencia insis-
tía en 
 “la máxima ponderación y sinceridad en la evaluación de los gastos y en la fijeza 
en el señalamiento de los tributos y gravámenes que hayan de cubrirlos”, 
 
 así como en cuestiones aparentemente menores sobre su mecánica de elaboración, 
tales como el cumplimiento exacto de lo previsto en la propia orden, la estructura presu-
puestaria a seguir, la expresión de los conceptos, empleando 
 
 “la mayor concisión y claridad posibles”, 
 
 los gastos a incluir en los proyectos, la excepcionalidad de los presupuestos extra-
ordinarios, la posible reducción de gastos y la estimación detallada de las necesidades a 
cubrir, la inclusión de un estado numérico de diferencias con referencia al ejercicio ante-
rior y de una memoria explicativa de las mismas, etc. 
 Las órdenes de elaboración de los presupuestos son en los años siguientes muy 
similares a la de 1943, con la característica de que emanan del Consejo de Ministros (y no 
del Ministerio de Hacienda) y de que los plazos de remisión de los anteproyectos son 
exageradamente breves tanto para los ministerios como para el de Hacienda. La orden de 
9 de agosto de 1946 de elaboración de los presupuestos para 1947 abre la mano al admitir 
que se incluyan incrementos de gastos de personal con aprobación previa del Consejo de 
Ministros, lo que llevaría a que en los presupuestos de 1948 se incrementasen las planti-
llas de varios cuerpos de funcionarios. 
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 Los presupuestos de estos años, a pesar de que sus proyectos habían de incluir un 
estado numérico de diferencias y una memoria explicativa de las mismas, dan la impre-
sión de apresuramiento en su confección fruto de una escasa dedicación temporal al mis-
mo en todas y cada una de sus instancias. 
 Las órdenes para 1947 y 1948
167
 son reveladoras respecto al incumplimiento que 
se hacía de lo previsto en normas anteriores e insisten en la restricción presupuestaria. 
Respecto a lo primero, por tratar de evitar que en más de un concepto se recojan dotacio-
nes destinadas a un mismo gasto y que se incluyan dotaciones en partidas que, a juicio del 
Ministerio de Hacienda, no les son propias. Respecto a las restricciones presupuestarias, 
innovadoras en el sentido de considerar excepcionales los presupuestos extraordinarios, 
no admitiéndolos en departamentos que no los tuvieran ya en vigor; reduciendo su cuantía 
del 25 al 15 por 100 de la fijada para el presupuesto general ordinario y sometiendo a los 
organismos autónomos a un mayor control en materia de gastos de personal. Finalmente, 
la segunda orden aumenta el tiempo de que dispone la Intervención para el examen de los 
anteproyectos de presupuestos, adelantando la fecha de remisión por parte de los ministe-
rios al 1º de octubre. Fecha que, como siempre ha ocurrido con la presentación de los 
anteproyectos por parte de los ministerios, se incumplió, volviéndose de nuevo a retrasar 
la fecha en la siguiente orden, en la que además se reconocen numerosos hechos que son 
de absoluta actualidad hoy día: 
 
 “La experiencia viene demostrando que en los Presupuestos de los Departamen-
tos en que así ha ocurrido en años anteriores [el rebasamiento del plazo de remisión] se 
observan numerosos defectos de aplicación en los créditos e incluso diferencias de crite-
rio con el seguido respecto de los demás, perjudicando la unidad que debe presidir la 
aceptación de las modificaciones y para cuyo logro se dictan estas normas preparatorias, 
que no deben, en modo alguno, resultar luego ineficaces.”168 
 
 El realismo de esta orden, que contrasta con la falsedad contenida en disposiciones 
más recientes, no debe llevar a la conclusión de que los defectos señalados se deban tan 
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solo a quince días de demora en la remisión de la documentación presupuestaria. Las cau-
sas hay que verlas en la tendencia a la autonomía que cada departamento y organismo 
tiene respecto al Ministerio de Hacienda, que les lleva a incumplir, en ocasiones delibera-
damente, las normas de elaboración presupuestaria. La insistencia en el plazo parece más 
una cuestión de autoridad que de necesidad. Dado que muchos otros aspectos no pueden 
ser controlados y llegan a escapar al ojo del interventor, los aspectos estrictamente forma-
les pueden servir bien de pretexto disciplinador. 
A partir de diciembre de 1950, con el presupuesto bienal, los presupuestos dejan 
de proponerse, debatirse y aprobarse cada año. Esto significa que, vigente la ley de presu-
puestos, durante dos años el ministerio gestor se convierte en un órgano mendicante ante 
quienes pueden hacer variar sus créditos mediante modificaciones. El poder queda así 
alterado en beneficio de la Intervención general y de los interventores delegados en cada 
ministerio y organismo, que han de informar necesariamente cada modificación y propo-
ner su aprobación al Ministro de Hacienda. Así, se opta inicialmente por la prórroga del 
presupuesto de 1950 a 1951, que en su operación técnica (nada fácil ni pacífica, como han 
demostrado las prórrogas realizadas en 1990 y 1996) deja un amplio margen de actuación 
al órgano con competencias presupuestarias. Tras la prórroga, la primera orden de elabo-
ración para presupuestos bienales
169
 restringe, sin embargo, el plazo con que cuentan los
ministerios para la preparación del presupuesto a cerca de dos meses, aumenta el tiempo 
para la Intervención a dos meses y medio y deja el segundo semestre del año a las Cortes. 
Las siguientes órdenes de elaboración
170
 insisten en los aspectos de método y no-
menclatura ya apuntados, y modifican algunos epígrafes de la estructura de gastos. A los 
ministerios se les reduce el plazo de envío del anteproyecto a poco más de un mes en al-
gún caso y se da a la Intervención, auxiliada por las secciones de contabilidad de los de-
partamentos, poder para modificar las imputaciones proyectadas de créditos, cuando a 
juicio de la Intervención no se hubieran observado las normas de elaboración presupues-
taria. 
Si durante todo este período la referencia es constante a la orden de 1943, en la 
que se introducen modificaciones de escasa importancia, a partir de 1950 la situación 
169
Orden de 2 de febrero de 1951 
170
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cambia considerablemente. En la orden de 2 de febrero de 1951 de elaboración de los 
presupuestos para el bienio 1952-53 se unifican los gastos ordinarios y los extraordina-
rios, se elimina toda referencia a las Corporaciones Locales, se adelanta la fecha de remi-
sión al Ministerio de Hacienda al 15 de abril (se venían remitiendo la primera quincena de 
octubre) y la de presentación a las Cortes al 1 de julio. Debe relacionarse tal cambio con 
el vuelco que se da en junio y julio de 1951, con reforzamiento de la función coordinado-
ra de la presidencia y los cambios realizados por los decretos de igual fecha en el Ministe-
rio de Hacienda  
 En esta línea de revisión de lo que se había hecho hasta entonces, la orden de ela-
boración de los presupuestos para el bienio 1954-55, de 20 de marzo de 1953, critica la 
confección de los presupuestos anteriores en cuanto a la vulneración del artículo 35 de la 
ley de 1911 por su falta de especificidad y cambia la descripción de algunos artículos y 
conceptos presupuestarios, vuelve a la orden de 1943 en cuanto a la no inclusión de au-
mentos en gastos de personal y de nuevo se refiere a las Corporaciones Locales (obligada 
referencia por la Ley de Régimen local de 16 de diciembre de 1950). 
 Del  mismo modo, la orden de elaboración de 28 de febrero de 1955 para el si-
guiente bienio denota un cierto incumplimiento en el pasado de la normativa presupuesta-
ria. Así encarga a la Intervención general de la Administración del Estado controlar el 
cumplimiento de lo previsto en la propia orden, en cuanto a que 
 
 “en las dotaciones contenidas en cada artículo no se consignen expresiones que 
permitan realizar gastos que correspondan a otro artículo del mismo o diferente capítu-
lo”, 
 
 conteniendo previsiones específicas para que cada concepto del presupuesto con-
tenga con claridad únicamente lo que según la normativa presupuestaria debe contener. 
Este control se realiza sobre las Secciones de Contabilidad de los departamentos y, en 
caso de no facilitar éstas los datos y antecedentes precisos para distribuir adecuadamente 
los créditos, sería la propia Intervención general la que la efectuaría. Otra de las innova-
ciones contenidas en esta orden es la acomodación de la estructura de los presupuestos de 
los Organismos Autónomos a la del Estado, manteniéndose la práctica de formar con 
ellos un apéndice de los generales del Estado.  
 El decreto ley de 25 de febrero de 1957 provoca una cierta innovación, al reforzar-
se el entorno de la Jefatura del Estado y comenzar así un nuevo período que coincide con 
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el comienzo de la crisis de los principios presupuestarios tradicionales. Lo curioso es que, 
como se ha visto, tal crisis no supone un abandono de unos principios nunca bien conoci-
dos ni aplicados, sino que se pasa de no aplicarlos por la propia dinámica política y admi-
nistrativa, a pensar en no aplicarlos porque en el exterior se habían producido innovacio-




a. Contexto general y parlamentario 
 
 Este período es calificado por los diversos autores que lo han estudiado desde va-
riadas perspectivas como de reforma administrativa y de desarrollo económico
171
. Para 
nosotros es fundamentalmente el período en que se producen las grandes innovaciones en 
materia presupuestaria, que perduran hasta la actualidad no sólo en el terreno normativo, 
sino fundamentalmente en las prácticas de elaboración y de presentación de los documen-
tos presupuestarios. 
 A este respecto conviene aclarar que nos estamos refiriendo a las prácticas presu-
puestarias, esto es, a lo que a partir de la interpretación de los datos de la realidad hemos 
estimado que acontece realmente dentro de la organización presupuestaria y no a lo que 
declaran los políticos del presupuesto y las propias normas en su parte programática. Para 
algunos autores
172
, el período que se inicia en este año es fundamentalmente el del fracaso 
matizado de las reformas presupuestarias, pero visto lo ocurrido posteriormente resulta 
harto difícil compartir esta opinión. 
 Lo importante es que hoy día, transcurridos tantos años, lo que queda de novedad 
efectiva en cuanto al presupuesto son las innovaciones en la presentación presupuestaria 
que introducen las nuevas clasificaciones en 1957 y 1967, y no las constantes referencias 
a innovaciones presupuestarias que son comunes desde entonces sin cambiar demasiado 
las prácticas. Es asimismo el período en que se produce un desarrollo económico que va 
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acompañado de un modelo institucional diferente, hasta el punto de que para algún autor 
se da prácticamente una relación de causa-efecto: 
 
 Si en los primeros cincuenta la reforma institucional de la economía española 
había precedido la bonanza, el fenómeno queda aún más marcado en los primeros sesen-
ta, a raíz del cambio copernicano de la política económica amagado desde 1957 y explo-
sionado en julio de 1959. La reforma institucional que acarreó llenó sistemáticamente el 




 En este período, el papel de la Presidencia y de su entorno económico es funda-
mental, iniciándose un nuevo camino en el modo de encarar los problemas presupuesta-
rios, más allá del viejo control administrativo característico de la intervención. 
 A partir de 22 de diciembre de 1958 (Discurso ante las Cortes del Ministro de Ha-
cienda), se produce la estabilización económica que llega hasta fines de 1962, que va 
acompañada de cambios organizativos tanto en la Presidencia como en el propio Ministe-
rio de Hacienda. Con evidente relación con ese nuevo interés por la política económica, 
se produce el plan de estabilización de 1959, auspiciado por las autoridades económicas 
internacionales y plasmado en el Decreto-ley de Ordenación Económica de 21 de julio de 
1959 y en la Ley de presupuestos para el bienio 1960-61, que preveía el superávit presu-
puestario (con intenciones de contracción o estabilización económica). 
 Inicialmente la vigilancia de la ejecución de la programación económica se centra 
en la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, con el Programa Na-
cional de Ordenación de las Inversiones aprobado por Decreto de 12 de marzo de 1959. 
Este hecho no tiene demasiada importancia si tenemos en cuenta que poco después se da 
un frenazo en esta dirección con la denominada estabilización, plasmada en el Decreto 
Ley de 21 de julio del mismo año. 
 Desde 1962, año en que empieza el desarrollismo, con los Planes de Desarrollo se 
plantean problemas de protagonismo entre la Presidencia, representada por Laureano Ló-
pez Rodó como Comisario del Plan, y el Ministro de Hacienda, que en principio reclamó 
para sí la incardinación del Plan de Desarrollo fundamentándose en ser el departamento 
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del control presupuestario, con representantes en todos los ministerios y organismos. Se 
da una cierta pugna entre el criterio desarrollista de Presidencia, más próximo al criterio 
de los ministerios y organismos inversores, y el de Hacienda, preocupado más por el con-
trol de los gastos públicos y por el binomio ingresos-gastos de su inmediata responsabili-
dad que por los fines a los que sirven las distintas políticas sectoriales y la política general 
del ejecutivo. 
 El desarrollismo propiamente dicho va acompañado de las medidas preliminares 
del Plan de Desarrollo, adoptadas por el Decreto de 23 de noviembre de 1962, la Ley de 
Bases para la Ordenación del Crédito y la Banca, la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado que recoge el Programa de Inversiones Públicas y de la Ley de 28 de diciembre de 
1963, que aprueba el Plan de Desarrollo Económico y Social para el cuatrienio 1964-67,  
con lo que tiene plena vigencia la planificación económica para el sector público
174
, que 
según su exposición de motivos cierra las medidas adoptadas por el Decreto de 23 de no-
viembre de 1962 y numerosas normas de este período de diversa índole. 
 El período acaba aparentemente como había empezado, con una contracción eco-
nómica y una reducción del gasto público, sin embargo en esta ocasión la crisis es una 
crisis de crecimiento, motivada por el propio éxito de las medidas adoptadas. La termina-
ción del período con una serie de medidas contractivas que afectan directamente al gasto 
público  e indirecta, pero decisivamente, a las estructuras de la Administración del Estado 
y a la puesta en práctica de ciertas medidas reformadoras iniciadas con anterioridad, su-
pone una nueva línea en lo que se refiere a la innovación presupuestaria, que parte ya de 
los importantes logros de este período.  
 Las Cortes no tienen protagonismo alguno en este período, de puro carácter tecno-
crático y de predominio del ejecutivo. No hay innovaciones respecto a su participación en 
el presupuesto, que conserva los rasgos ya mencionados de mantenimiento nominalista 
del esquema parlamentario con un fuerte componente de autorrepresentación de los pro-
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b. Gobierno y administración
El período comienza con los cambios ya señalados en el epígrafe anterior en Pre-
sidencia y el Ministerio de Hacienda, ascenso de los tecnócratas y remodelación orgánica. 
Estos dos hechos están íntimamente relacionados con las tensiones entre diferentes cuer-
pos o grupos de burócratas por el control del proceso presupuestario.  
Poco después, el 7 de marzo de 1958, se producen una serie de cambios en los 
siguientes niveles del Ministerio de Hacienda, que indican un cierto ascenso de los buró-
cratas más relacionados con los ingresos públicos o con actividades diferentes de la pura 
contabilidad. José Salgado Torres sustituye a Armando de las Alas Pumariño y González 
Muñoz como Director general de Banca, Bolsa e Inversión, sustituyendo al primero en su 
puesto como Director general del Tesoro, Deuda Pública y Clases Pasivas Álvaro de La-
calle Leloup, quien además no se puede considerar exactamente un burócrata del propio 
ministerio, pese a su larga permanencia en el mismo. 
Lacalle pasaría a ser el segundo Subsecretario del ministerio con la creación el 10 
de octubre de 1959 de la Subsecretaría del Tesoro y Gasto Público. Como Director gene-
ral del Tesoro, Deuda Pública y Clases Pasivas se nombraría a Juan José Espinosa San 
Martín (hasta entonces Subdirector general de Tributos Especiales). 
En Presidencia, los principales cambios que se dan son el nombramiento de López 
Rodó, hasta entonces Secretario general Técnico de la Presidencia e impulsor de la re-
forma administrativa, como Comisario del Plan de Desarrollo en julio de 1962. Ello no 
supone una ruptura sino una confirmación del papel director de la Presidencia, que se vio 
potenciado por la larga permanencia de López Rodó en el cargo (hasta el 11 de junio de 
1973) y la dimisión de Navarro Rubio y su sustitución por José María Martínez y Sán-
chez-Arjona en julio de 1965, precisamente por los problemas de clara rivalidad con la 
Comisaría del Plan. 
 Lo que resulta más destacable de estos cambios es la comparación entre la gran 
duración en el cargo de Carrero (Subsecretario de la Presidencia desde 1941 y Vicepresi-
dente del Gobierno desde 1967, en sustitución de Muñoz Grandes) y López Rodó frente a 
los cambios más frecuentes, en este período, en el Ministerio de Hacienda (con una ma-
yor efervescencia en lo que respecta a la ocupación por los diferentes colectivos de buró-
cratas de los puestos directivos), lo que tendría repercusiones sobre la distinta importancia 
de ambas áreas del Gobierno, con evidente ventaja para Presidencia, con resultados más 
que notables. 
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a) Creación de un instrumento coordinador en Presidencia. 
 
  La crisis política y económica que padece el régimen al final del período anterior 
y el creciente valor que cobra la idea de eficacia y de buena gestión, que justifican cada 
una de las medidas adoptadas en este período, explican el nuevo rumbo que adopta la 
presupuestación. En este decenio se adoptan paralelamente nuevas técnicas presupuesta-
rias y nuevas formas organizativas en la Administración financiera, lo que no está exento 
en absoluto de tensiones. 
 Las medidas introducidas por el decreto ley de 25 de febrero de 1957 nos sitúan en 
una etapa de plena modernidad en el aspecto administrativo general, pero también en el 
del presupuesto, en el que se manifiesta constantemente la impronta de la Presidencia del 
Gobierno, que conecta el antiguo CEN
175
 (Consejo de Economía Nacional) con la recién 
creada OCYPE (Oficina de Coordinación y Planificación Económica) . Es de resaltar que, 
si bien la competencia presupuestaria continúa inicialmente residiendo en la Intervención, 
la reforma en el aspecto informativo y de conceptos se hace siguiendo el criterio del INE. 
 Si la estabilización trajo al campo presupuestario fundamentalmente un cambio 
sustancial en la estructura del presupuesto que se ha mantenido hasta la actualidad: su 
visión económica, la política de desarrollo trajo consigo dos importantes innovaciones. 
 Por un lado, en el plano instrumental, la programación de las inversiones públicas. 
Por otro lado, en el plano organizativo, ello supuso el protagonismo de la Comisaría del 
Plan de Desarrollo, ligada como el Instituto Nacional de Estadística (INE), el Instituto 
Nacional de Industria y el Cuerpo de Economistas del Estado a la Presidencia del Go-
bierno, la cual, paralelamente a las difíciles relaciones que se dan entre presupuesto y 
plan en todo Estado, entra en competencia con el hasta entonces todopoderoso Ministerio 
de Hacienda en la asignación de los recursos públicos y en la obtención de información 
con repercusiones sociales y económicas y, por consiguiente, presupuestarias. 
 Se concibe a la Secretaría general Técnica
176
 de la Presidencia del Gobierno como 
instrumento de impulso y ejecución de la reforma administrativa, resaltando el carácter 
coordinador de la Presidencia del Gobierno y su entorno administrativo respecto de los 
demás ministerios. Fruto de ello, la reforma administrativa es uno de los hechos funda-
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mentales del período, que comienza con la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado de 20 de julio de 1957 (Texto Refundido de 26 de julio) y concluye con la Ley 
Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967. En medio se asiste a la promulgación de la 
Ley de Procedimiento Administrativo y de importantes medidas sobre función pública: 
Ley de funcionarios Civiles del Estado de 7 de febrero de 1964 y Ley de retribuciones de 
4 de mayo de 1965. 
 En apoyo de ambos fines (programador y administrativo) se crean: 
• La Secretaría general Técnica del Ministerio de Hacienda para que el Secretario gene-
ral Técnico del Ministerio de Hacienda pudiera intervenir junto a los demás Secreta-
rios Generales Técnicos de los ministerios económicos en el estudio de la programa-
ción económica. 
• Las Comisiones Delegadas del Gobierno, cuatro, entre ellas la de Asuntos Económi-
cos. Todas ellas están presididas por el Presidente del Consejo (el Jefe del Estado) o, 
en su defecto, el Ministro Subsecretario de la Presidencia, quien preside además las 
Comisiones de Subsecretarios. Además el secretariado permanente de las Comisiones 
Delegadas del Gobierno está adscrito a la Secretaría general Técnica de la misma Pre-
sidencia del Gobierno. 
• La OCYPE (Oficina de Coordinación y Programación Económica) como órgano de 
trabajo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, “dada la 
importancia de la función coordinadora tradicionalmente asignada a la Presidencia, 
más necesaria en la esfera económica”. Se inserta en la Presidencia para llevar adelan-
te los Planes de Desarrollo, teniendo en cuenta los informes del Consejo de Economía 




 Sobre todo, para lograr una cierta coordinación con el presupuesto anual, que re-
coge el Programa de Inversiones Públicas, se crea la Comisaría del Plan de Desarrollo. En 
cuanto a la ubicación de la Comisaría en el conjunto de órganos, señalemos que se conci-
be a la vez como un órgano de trabajo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asun-
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tos Económicos y como uno de los órganos centrales de la Presidencia del Gobierno
178
 a 
los siguientes fines:  
 
 a) Adoptar las medidas conducentes al logro de los objetivos propuestos. 
b) Establecer la debida coordinación entre los órganos encargados de la ejecu-
ción del Plan. 
 c) Vigilar la ejecución del Plan. 
 
 Para ello se faculta a la Comisaría a solicitar directamente de los ministerios la 
información sobre el cumplimiento del Programa de Inversiones Públicas, y se requiere 
su informe para la mayor parte de las medidas de ejecución del plan. Para cumplir sus 
funciones cuenta con tres subdirecciones: el Gabinete de Estudios (con cinco secciones), 
el Servicio de Acción Regional y Asuntos Generales (tres secciones) y la Oficina de Vigi-
lancia del Plan (Sección del Programa de Inversiones Públicas y Sección de Informes). 
Pero sobre todo el comisario tiene rango análogo al de ministro, ya que, además de estar 
asistido por un comisario adjunto con rango de subsecretario, es “Delegado Permanente 
del Gobierno para la elaboración y vigilancia del Plan”. 
 
b) Creación de un órgano superior de coordinación en materia de gastos 
públicos en Hacienda y creación de la Dirección general de Presupuestos. 
 
 Frente a la situación anterior de organización tradicional en el seno de la Interven-
ción y criterios reducidamente administrativos en el presupuesto, por contraste esto po-
dría llevarnos a pensar que las innovaciones introducidas a partir del gran giro de 1957, 
que llegan hasta la actualidad, han modificado radical y permanentemente la situación. 
Más bien lo que se observa es una adaptación orgánica a las nuevas condiciones para so-
brevivir, pero con el tiempo esta adaptación no sería más que un paréntesis que terminaría 
por cerrarse. 
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Lo cierto es que, si bien en 1957 se encuentran muchas de las características que 
hoy encontramos en los presupuestos (gran incremento del contenido tributario de la Ley 
de presupuestos, intentos de hacer disminuir los gastos públicos, individualización y tra-
tamiento especial de las inversiones públicas con la creación del “Estado letra C” en los 
anexos presupuestarios, novedades en cuanto a modificaciones de crédito, nueva estructu-
ra de los gastos, etc.)
179
, esto no debe conducirnos a pensar que a partir de ahora exista
una política presupuestaria propia del Ministerio de Hacienda radicalmente distinta de la 
del control. 
Es decir, el presupuesto no llega a ser algo central en la visión que el Ministerio de 
Hacienda tiene de sus funciones, ni éste es capaz de proponer una política presupuestaria 
que vaya más allá de ajustar los gastos a los ingresos y de controlar la adecuación de 
aquéllos a la Ley. No obstante, a partir de 1957 algo ha cambiado en el comportamiento 
de la Administración española respecto al presupuesto y en las siguientes décadas la Ad-
ministración presupuestaria experimenta importantes modificaciones. 
A partir de estos años no se vuelve en apariencia a la situación tradicional y la 
Administración presupuestaria no sólo se modifica en su forma, sino que alcanza una 
dimensión que no puede ser explicada por el crecimiento general del sector público o por 
la politización de los órganos centrales de la Administración del Estado. 
Lo que se quiere indicar aquí es que, no obstante los importantes cambios orgáni-
cos, el presupuesto no es para Hacienda algo distinto de lo que había sido, con una estruc-
tura orgánica radicalmente diferente, durante todo el siglo, y que la única política presu-
puestaria posible para este departamento es precisamente la del control tradicional, a pe-
sar de apoyarse en nuevas estructuras orgánicas y presupuestarias. 
En definitiva: hasta 1957 el Ministerio de Hacienda se había ocupado del control 
presupuestario en su sentido más tradicional y pobre de contenido técnico pero amplio de 
ejercicio de poder ligado al ejercicio de la función interventora; desde 1957 a la actuali-
dad, la política presupuestaria del Ministerio de Hacienda sigue siendo la del control de 
las previsiones presupuestarias, no transformando realmente su comportamiento acos-
tumbrado. Desde ese momento, la contracción o estabilización económica, primero, y el 
desarrollismo después, imponen un crecimiento aparentemente paralelo a la nueva Admi-
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nistración económica del desarrollo, asimilando primero otra terminología, fagocitando 
después en cierto modo lo que había sido la función de la nueva Presidencia en el terreno 
económico. 
Esto lleva a ir incorporando igualmente ciertos nuevos órganos y cierta apariencia 
de modernidad o de racionalidad, pero no a cambiar los modos profundos de actuar. La 
organización de este período es, no obstante, más especializada, con la existencia de una 
Subsecretaría con competencias en gasto y de la Dirección general de Presupuestos, en 
una estructura que se reiteraría a lo largo de los siguientes períodos, llegando hasta la 
actualidad. 
(1) Creación de un órgano superior con competencias en gasto público. 
A la vez que en el entorno de la Presidencia del Gobierno se refuerza su carácter 
coordinador, con especial énfasis en la programación económica, liderado por un órgano 
cuasi-ministerial, el Ministerio de Hacienda recalca sus funciones sobre los gastos e in-
versiones públicos (“que siempre fueron una de las atribuciones más características y 
fundamentales del Ministerio de Hacienda”). Para ello, por decreto de 10 de octubre de 
1959, se crea una segunda Subsecretaría, la del Tesoro y Gastos Públicos competente en 
materia de gasto público en general y de operaciones financieras, que no se separan toda-
vía de las que atañen a la financiación del sector público 
Tal Subsecretaría se extinguió ocho años después, pasando sus competencias a la 
Subsecretaría única del Ministerio de Hacienda (decreto de 25 de enero de 1.968). Pero 
ya en este momento la competencia presupuestaria no era, en cuanto a órganos adminis-
trativos se refiere y tanto en el interior como en el exterior del Ministerio de Hacienda, 
propia en exclusiva de la Intervención. 
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Hoy día, en que es frecuente la proliferación de órganos y entes de cada vez de 
mayor aparente entidad, la creación de una segunda subsecretaría en un ministerio como 
el de Hacienda puede ser minusvalorada. Sin embargo, si tenemos en cuenta que la es-
tructura orgánica del ministerio y del conjunto de la Administración no había sufrido más 
modificaciones que la creación de algunos ministerios con nuevas funciones, la creación 
de esta subsecretaría adquiere una dimensión extraordinaria. 
En primer lugar por el recelo con que el régimen veía la existencia de órganos no 
estrictamente administrativos o “técnicos” (comenzó por suprimir precisamente las sub-
secretarías y por sustituir la denominación de direcciones generales por la mucho más 
“administrativa” de servicios, eso sí con el apelativo de nacionales). 
En segundo término por la gran alteración que suponía en la distribución de com-
petencias del antiguo Ministerio de Hacienda, restándoselas al subsecretario hasta enton-
ces único del ministerio y a las direcciones generales existentes y que se colocaban bajo 
su control y dirección. 
Finalmente porque su creación implicaba dar un tratamiento diferenciado a las 
competencias horizontales del ministerio respecto a las tradicionales de ingresos. Por un 
lado los ingresos públicos, tarea tradicional y por aquel entonces central del Ministerio de 
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Hacienda (su sector de actividad o ramo), por otro los gastos públicos, tarea que la Presi-
dencia le estaba arrebatando. 
 La nueva Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos conocería de los presupues-
tos generales del Estado, de las entidades estatales autónomas y de las corporaciones lo-
cales y de los gastos e inversiones del sector público. Adjunta a la Subsecretaría se crea la 
Junta Consultiva del Gasto Público, después convertida en la Secretaría general de la 
Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos, como órgano de apoyo
180
, situada en la pro-
pia Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos, cuyo titular la preside. 
 A esta junta se le dota de una amplia representación ministerial del campo de los 
gastos, formando una especie de Consejo de dirección bis. La componen así el Secretario 
general Técnico, el Interventor general de la Administración del Estado, el Director gene-
ral del Tesoro, Deuda Pública y Clases Pasivas, el de Banca, Bolsa e Inversiones, y el de 
Régimen Fiscal de Corporaciones. El Ministro de Hacienda podría designar otros funcio-
narios del departamento, uno de los cuales sería Secretario permanente de la Junta, con 
categoría de subdirector general adscrito a la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos. 
Como Secretario Permanente de la Junta Consultiva del Gasto Público se nombra al hasta 
entonces Subdirector general del Tesoro, puesto para el que es nombrado Felicísimo de 
Blas Hernando, quien con el tiempo sería nombrado Interventor general. 
 La Junta desaparecería finalmente al crearse la nueva Dirección general de Presu-
puestos en 1963. Completando la reorganización general que se produce en este año, por 
decreto de 15 de noviembre de 1.963
181
 se suprime la Junta Consultiva del Gasto público, 
asumiendo sus funciones el Consejo de Dirección del Ministerio, que integra desde este 
momento al nuevo Director general de Presupuestos. 
 
(2) Creación de la Dirección general de Presupuestos. 
 
 Durante el período que va de 1.959 a 1.963 debieron plantearse problemas de fun-
cionamiento, de coordinación entre la nueva estructura competente en gasto público y la 
Intervención, por lo que, basándose en la autorización contenida en el decreto de octubre 
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de 1959 referido, en febrero de 1963
182
, se regulan conjuntamente las atribuciones de la
Dirección general de Presupuestos (que se crea desgajándose de la Intervención general 
de la Administración del Estado). 
“La creciente complejidad e importancia de los trabajos relacionados con la for-
mación de los Presupuestos Generales del Estado, sus incidencias y su íntima conexión 
con las facultades atribuidas al Ministerio de Hacienda respecto a los presupuestos de 
las Entidades Estatales Autónomas, al Régimen Financiero de las Corporaciones Locales 
y a la Financiación de las Inversiones aconsejan reunir tales cometidos en un solo Cen-
tro directivo del Departamento. 
Procede, al mismo tiempo, reorganizar la IGAE, a fin de que desglosadas de ella 
las actividades relacionadas con los Presupuestos, centre la competencia en sus peculia-
res funciones fiscalizadoras e interventoras, así como en las de dirección y control de la 
Contabilidad del Estado y de sus Entidades Autónomas.” 
Así, este decreto convierte la Dirección general de Régimen Fiscal de Corporacio-
nes en la Dirección general de Presupuestos, añadiendo a las competencias propias de la 
Dirección anterior (régimen financiero de las corporaciones locales) las materias presu-
puestarias, propias hasta este momento de la Intervención, y las de financiación de inver-
siones, que dentro de la propia Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos venía ejer-
ciendo la ahora extinguida Secretaría para la Financiación de Inversiones. 
A las competencias en materia de presupuestos que hasta ahora ostentaba la Inter-
vención, se unen en la nueva organización la materia de financiación de inversiones, 
cuestión primordial en la que el Ministerio de Hacienda ha de relacionarse necesariamen-
te con la Comisaría del Plan, motor de todo el proceso inversor característico del desarro-
llismo. Así, en la nueva Subdirección general de Financiación de Inversiones (germen de 
lo que con el tiempo sería la unidad responsable del Programa de Inversiones Públicas), 
se estudian e informan en términos de prioridades las inversiones comprendidas en los 
presupuestos, que son también las recogidas en los Planes de Desarrollo que en estos 
momentos se comienzan a implantar. 
182
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 Además y más importante, desde 1963 existe una unidad dentro del Ministerio de 
Hacienda, en el área presupuestaria, que incorpora la idea económica y el interés por los 
modelos de previsión de la economía. En otro lugar nos referimos a la importancia que 
tiene la unidad especializada dentro del área estricta de elaboración presupuestaria, que 
también es predominante hasta la actualidad. Esta tendencia debe considerarse iniciada 
por esta unidad, creada inicialmente sobre todo para el seguimiento de las inversiones 
públicas, que va incorporando gradualmente funciones en materia de estudios previsiona-
les, evaluación de proyectos, técnicas presupuestarias y, fundamentalmente, política pre-
supuestaria. 
 A la Subdirección de Financiación de Inversiones, creada inicialmente con dos 
secciones, de Política Presupuestaria y Financiera y de Coordinación y Programación de 
Inversiones, se agregan después competencias y unidades en materia de ingresos y crédi-
tos para inversiones
183
, en materia de análisis presupuestario y estudios previsionales
184
, 
de evaluación de proyectos
185
, de técnicas presupuestarias
186
. Se convierte así en la uni-
dad con mayor especialización en el campo macroeconómico (política presupuestaria y 
financiera y estudios previsionales) y supuestamente en el campo microeconómico (análi-
sis presupuestario, evaluación de proyectos y técnicas presupuestarias), división básica 
que conserva hasta 1980. Las funciones que se asignan a esta unidad son, por tanto, aque-
llas que se ven afectadas directamente por las funciones de la Administración planificado-
ra del desarrollo económico, motivo por el cual se le encargan además las relaciones con 
la Subsecretaría de Planificación.  
 La estructura de la nueva Dirección general de Presupuestos es muy simple, coin-
cidente con los tres bloques de materias que ostenta: subdirecciones de presupuestos, de 
régimen financiero de corporaciones y de financiación de inversiones. A las dos secciones 
de la Subdirección general de Financiación de Inversiones (Política Presupuestaria y Fi-
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Desde este momento a la Intervención le sigue correspondiendo ser centro directi-
vo de la contabilidad y centro al que compete fiscalizar todos los actos de la Administra-
ción pública, incluso los de la Administración militar, que motiven derechos y obligacio-
nes de contenido económico o ingresos y pagos, intervenir la efectividad de los mismos y 
llevar a cabo la intervención material de las inversiones públicas. No aparece pues men-
ción de la materia presupuestaria ni de las relaciones que sin duda seguiría teniendo la 
Intervención con la Dirección general de Presupuestos, ni en cuanto a funciones ni en 
cuanto a cuerpos. La única innovación es meramente simbólica: en 1.964 se cambia la 
denominación del Cuerpo Pericial de Contabilidad del Estado por el de Cuerpo de Inter-
vención y Contabilidad de la Administración Civil del Estado
188
.
La Intervención se reorganiza en dos subdirecciones: de contabilidad y fiscal. A la 
Intervención le quedan pues sus funciones de contabilidad y fiscalización, divididas en 
sendas subdirecciones, además de las Oficinas de Enlace con las intervenciones militares 
y las intervenciones delegadas en los ministerios civiles. Así pues, se ha privado aparen-
temente a este centro de las funciones que recogía el artículo 72.5º de la ley de 1 de julio 
de 1.911, tal como recoge la orden que desarrolla el anterior decreto (orden de 30 de 
abril)
189
, añadiéndose a la primera un servicio no existente hasta entonces que bien puede
explicar en parte la evolución futura de la presupuestación: servicio de estudio y análisis 
del coste y rendimiento de los servicios públicos. Se conserva de esta manera una tarea 
que en la perspectiva actual es fundamental para la correcta elaboración presupuestaria y 
de la que se priva desde entonces y hasta la actualidad a la Dirección general de Presu-
puestos. 
Además de estar compartido el ciclo presupuestario con la Intervención, de modo 
que no hay retroalimentación del presupuesto sino a través de ésta, lo que se observa es 
una nueva terminología que parece fruto de la reforma administrativa en marcha. Pero la 
orden que regula la Dirección general de Presupuestos da el contraste negativo de esta 
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situación. Indicativo a este respecto es precisamente que, al crearse la Dirección general 
de Presupuestos en 1963 y nombrarse como director a un funcionario no interventor, la 
Intervención creara ese servicio para “el estudio y análisis del coste y rendimiento de los 
servicios públicos”, impidiendo de este modo que tales trabajos se realizaran desde la 
Dirección general de Presupuestos. Si en su artículo 4º encarga a la Subdirección general 
de Presupuestos de cuantos asuntos de carácter presupuestario venía despachando hasta 
ahora la Intervención, en el siguiente artículo se encomienda a la Sección sexta las si-
guientes funciones 
 
 “el estudio de la estructura presupuestaria a efectos económicos, funcionales y de 
consolidación del Presupuesto del Estado y Organismos Autónomos; el estudio y redac-
ción de informes y proyectos de disposiciones; realizar, dentro de las competencias del 
Centro, los trabajos y estudios convenientes, para que, por la IGAE, se pueda determinar 
el coste y rendimiento de los servicios públicos, así como aplicar a la política presupues-
taria, los resultados obtenidos.” 
 
 Poco después, por orden de 14 de junio de 1.963
190
 se introduce en la Dirección 
general de Presupuestos el germen de lo que con el tiempo serían, primero unas subdirec-
ciones de la Dirección, y actualmente la Dirección General de Costes de Personal y Pen-
siones Públicas, que primero comparte con el Ministerio de las Administraciones públicas 
y luego integra de nuevo en Hacienda la tarea de regular y fijar las retribuciones del per-
sonal del Estado. 
 
 “Se crea en la Dirección general de Presupuestos una Sección, directamente de-
pendiente del Director General, que tendrá como función el estudio y tramitación de to-
dos los asuntos que hacen referencia a los sueldos y remuneraciones de los funcionarios 
públicos, recabando para ello cuantos datos sean precisos de los distintos Organismos, 
tanto de la administración del Estado como de los Autónomos”. 
 
 La justificación que se da para esta creación es la siguiente: 
                                                 
190
Boletín del 17 de julio de 1963 
La evolución de la Administración presupuestaria en España 
235 
“Entre los problemas que plantea la formación de los presupuestos y el enjuicia-
miento y calificación de los gastos públicos en general, tienen autonomía propia e impor-
tancia relevante los relativos al sueldo y remuneraciones que perciben los funcionarios 
públicos; constituyendo, por otra parte, el conocimiento de estas retribuciones la base 
para la futura Ley económica de la función pública que ha de estar en íntima conexión 
con el Estatuto de los Funcionarios.” 
Pero lo que más destaca de la organización en este momento es que a cada inno-
vación en la Presidencia o en la Comisaría del Plan sucede una modificación paralela en 
el área de gastos del Ministerio de Hacienda. Así, a los trabajos en la Presidencia del Go-
bierno dirigidos a racionalizar el sistema de Función pública, con la mirada puesta en un 
nuevo estatuto de funcionarios y un nuevo sistema retributivo, le acompañan pasos para-
lelos en Hacienda. La creación de una sección y, después, de una Subdirección, de retri-
buciones en la Dirección general de Presupuestos, corre paralela a la reforma de la fun-
ción pública que se impulsa desde la Presidencia y cada uno de los siguientes pasos que 
se dan es correspondencia con lo sucedido en Presidencia. 
En 1.965 se crea en la Dirección general de Presupuestos la Subdirección general 
de Retribuciones de Funcionarios, elevando así el rango de la antigua Sección de Remu-
neraciones de Personal. La orden de 26 de febrero de 1.965 organizó esta Subdirección 
general que se perfila así: 
“tendrá a su cargo el estudio y tramitación de los asuntos referentes a las remu-
neraciones de los funcionarios públicos civiles en activo, la recogida, estudio y clasifica-
ción de datos en relación con éstas, para la mejor regulación de las percepciones de los 
funcionarios civiles del sector público, de acuerdo con los principios de la legislación en 
vigor...Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección general de Presupuestos podrá 
solicitar cuantos datos y antecedentes considere oportunos de todos los órganos y depen-
dencias de la Administración”191
191
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 No mucho después se aprobó (el 4 de mayo) la Ley de Retribuciones, pieza clave 
para la reforma administrativa que trataba de conciliar las competencias en tal materia de 
la Presidencia y de Hacienda. Hay que añadir a este respecto que no obstante la compe-
tencia de la Dirección general de Presupuestos (por su origen más en la línea de la refor-
ma administrativa que la Intervención) sobre esta materia, las consultas formuladas en 
relación con las nuevas retribuciones de los funcionarios son resueltas por circulares con-
juntas de ese órgano y de la Intervención general de la Administración del Estado
192
.  
 En cuanto a la coordinación entre los presupuestos y los planes de desarrollo, en-
tre el Ministerio de Hacienda y el de Presidencia, se adapta la estructura y el funciona-
miento dentro de Hacienda, que muestra además una cierta lucha por la competencia so-
bre los análisis de la ejecución presupuestaria (coste y rendimiento de los servicios públi-
cos), competencia -como veíamos- de la Intervención general de la Administración del 
Estado. La orden de 1 de abril de 1.967
193
 sobre reorganización de los Servicios de la 
Dirección general de Presupuestos convierte la Sección de Recopilación y Análisis de 
Datos Relativos a Haciendas Locales en Sección de Análisis Presupuestario, encargada de 
 
 “los trabajos para la determinación preventiva del coste y rendimiento de los ser-
vicios públicos y los que afecten a la estructura del presupuesto, la recopilación de do-
cumentación en materia presupuestaria y el análisis de proyectos” 
 
 y pasa de depender de la Subdirección general de Régimen Fiscal de Corporacio-
nes a la Subdirección general de Financiación de Inversiones. 
 La Sección Sexta de la Subdirección general de Presupuestos pasa a ser primera y 
además de funciones generales de estudio y de asesoramiento se encarga de 
 
 “los trabajos que sean precisos para recoger sistemáticamente en los presupues-
tos los datos y antecedentes que complementen los trabajos que sobre coste y rendimiento 
de los servicios públicos se realicen por la Dirección General” 
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 Las funciones de la Sección de Créditos para inversiones se realizarán por la de 
Coordinación y Programación de Inversiones, convirtiéndose aquélla en la Sección de 
Estudios Previsionales, que tendrá a su cargo 
 
 “la realización de trabajos de esta naturaleza y la preparación de los correspon-
dientes informes, la integración del presupuesto del sector público en un cuadro econó-
mico global y la información periódica sobre la marcha de su ejecución y en general los 
estudios económicos o jurídicos relativos al presupuesto” 
 
 Pero el año 1967 es de contracción económica y administrativa, como ya se dejaba 
ver en el decreto-ley 8/66, de 3 de octubre al prever la reducción de los gastos consunti-
vos en la Administración del Estado mediante la reestructuración de los servicios y la 
integración de organismos, y en el decreto-ley de 27 de noviembre de medidas comple-
mentarias de la nueva paridad de la peseta. Se inició el cumplimiento de dicho precepto 
respecto a la Administración descentralizada por el decreto 2149/1967 de 19 de agosto, 
que suprime e integra organismos
194
 y el de 27 de noviembre hace lo mismo con la Ad-
ministración centralizada. Este último decreto pone así fin a la nueva estructura creada en 
1959 y 1963, suprimiendo a la vez la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos y la Di-
rección general de Presupuestos. 
 
c)  Racionalización técnica: tensiones entre la estructura tradicio-
nal y la económica y de programas; flexibilización de las leyes de 
presupuestos y mecanización de su gestión. 
 
(1) Introducción de las nuevas clasificaciones del presupuesto. 
 
 En el año 1957 se inaugura una nueva etapa en la materia presupuestaria. Es fun-
damental y realmente supone un rasgo de modernización del Presupuesto, la introducción 
de la nueva estructura económica
195
. De este año es pues la distinción, hoy fundamental, 
entre los gastos y los ingresos corrientes, ordinarios o de administración y los de capital, 
extraordinarios o de inversión. Comienza este período con la aprobación por el Ministerio 
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de Hacienda de una nueva estructuración de la clasificación presupuestaria que, como se 
hace constar en el propio preámbulo, sigue el criterio del Instituto Nacional de Estadística 
y una clara recepción del influjo exterior. 
Se contiene en esta orden la idea de presupuesto de producto (output Budget), 
proponiendo atender a los fines en lugar de a los medios. Como técnica para ello mencio-
na el análisis de los medios empleados y de los fines alcanzados con ellos, así como hallar 
el coste por actividad, función y unidad de servicio rendida. Toda una terminología y un 
programa de reforma alejados radicalmente de lo que se estaba haciendo en esos momen-
tos en España y de lo que se haría en el futuro. 
Se clasifica el presupuesto de gastos en ocho capítulos, algo diferentes de los ac-
tuales, que permiten por fin conocer el impacto económico de los presupuestos. Las razo-
nes que se aducen, en una larga exposición de motivos, son claras al tratar de separarse de 
cualquier atisbo de ideologización y centrarse en las razones de eficacia económica que 
conducen a esta importante innovación y de ser un hecho común a todos los países
196
.
La estructura del Presupuesto de Gastos del Estado y de los Organismos autóno-
mos que le son dependientes, se ajustará en el año 1958 y sucesivos a la siguiente clasifi-
cación: 
• Capítulo 1.º Personal
• Capítulo 2.º Material, alquileres y entretenimiento de locales
• Capítulo 3.º Gastos de los servicios
• Capítulo 4.º Subvenciones, auxilios y participaciones en ingresos
• Capítulo 5.º Atenciones financieras
• Capítulo 6.º Inversiones no productoras de ingresos
• Capítulo 7.º Inversiones productoras de ingresos
• Capítulo 8.º Ejercicios cerrados
La de ingresos se clasificaría así: 
196
Ibid. “Es un hecho innegable la cada vez mayor importancia que va adquiriendo la actividad 
económica y financiera del Estado y de los entes públicos que le están subordinados. Se produ-
ce este hecho prácticamente en todos los países, cualesquiera que sean las ideas de orden polí-
tico o económico que presidan el Gobierno de la Nación. 
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• Capítulo 1.º Impuestos directos
• Capítulo 2.º Impuestos indirectos
• Capítulo 3.º Tasas por servicios prestados y otros ingresos
• Capítulo 4.º Subvenciones, auxilios y participaciones en ingresos
• Capítulo 5.º Operaciones financieras
• Capítulo 6.º Enajenación de inversiones no productoras de ingresos
• Capítulo 7.º Enajenación de inversiones productoras de ingresos
• Capítulo 8.º Ingresos patrimoniales
Así mismo, en el campo contable, se observa una pretensión que es diferente a la 
de la contabilidad administrativa tradicional que representa la Intervención General, la de 
servir a la contabilidad nacional para la mejor dirección de la política económica
197
. Y,
finalmente, se destaca el papel que en la innovación producida ha tenido el Instituto Na-
cional de Estadística. 
Ni la terminología ni el programa de reforma tendrían mucho impacto en lo más 
innovador de dicho programa, referido al análisis de la actuación administrativa y a su 
posible mejor presupuestación desde el punto de vista programático-funcional. Sí sería 
grande y perdurable el impacto en cuanto al aspecto central de la orden que comentamos, 
el de la clasificación económica del gasto. El preámbulo de la orden indica: 
“considerar el presupuesto no desde el punto de vista tradicional de los servicios 
y productos que el ente público compra (personal, material, etc.), sino desde el de los 
servicios y productos que proporciona; dicho de otra manera, considerar o resaltar los 
fines a que ha de atender el presupuesto y no los medios con que dichos fines se obten-
gan. Y por el análisis de los medios empleados y los fines alcanzados, llegar a determi-
nar, en la medida de los posible, el coste íntegro de cada actividad o función, y también 
197
Ibid. “para facilitar la obtención de datos del sector público de la economía, que junto con los 
correspondientes al sector privado, permitirán en su día la formación de una contabilidad nacio-
nal...las ventajas que tendría para una mejor dirección de nuestra política económica poder dis-
poner de tal instrumento.” 
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el coste por unidad de servicio rendido. La ventaja de un estudio como el que se propug-
na, resalta fácilmente y contribuye a lograr que los Presupuestos se apoyen en proyectos 
de fines concretos y detallados a realizar, permitiendo en muchos casos una fácil compa-
ración de costes unitarios entre servicios que atienden a necesidades iguales o simila-
res.” 
 
 También en la misma orden de estructura de los gastos e ingresos públicos se en-
cuentra la base de un presupuesto por fines y no por medios utilizados, muy en la línea de 
lo que se considera un presupuesto por programas
198
. Así, si en el artículo primero se fija-
ba la nueva clasificación de los gastos, en el segundo se establecía que 
 
 “Simultáneamente a la presentación de los anteproyectos de presupuesto, todos 
los Departamentos ministeriales y Organismos autónomos redactarán un estudio, en el 
que, con referencia a las cifras contenidas en aquéllos, determinen los gastos proyecta-
dos por cada una de las actividades específicas que desarrolle el Departamento u Orga-
nismo correspondiente, llegando en cuanto sea posible a fijar el coste por unidad de pro-
ducto a obtener o de servicio a rendir. Solamente podrá prescindirse de esta fijación en 
aquellos casos en que los Departamentos u Organismos desarrollen servicios o activida-
des en que la misma sea imposible o muy difícil determinación, expresándolo así en el 
citado estudio e indicando las razones en que fundamenten su criterio” 
 
 Otra característica de la innovación es que se aplica gradualmente, pero desde el 
principio, a todos los entes públicos sometidos a un presupuesto, tanto Estado como Or-
ganismos Autónomos (aunque estos mantendrían de hecho una contabilidad particular de 
cada uno de ellos prácticamente hasta los años 70), excluyéndose por el momento sólo a 
las Corporaciones Locales. 
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Finalmente se habilitaba a la Intervención general de la Administración del Estado 
para dictar las normas complementarias y aclaratorias que resultasen convenientes  para 
la mejor ejecución de lo establecido en la orden. 
Poco después se establece la clasificación de los Presupuestos del Estado, de Or-
ganismos Autónomos y de las Corporaciones Locales, completándose así la estructura 
económica para todo el sector público con fines estadísticos
199
. El esquema de clasifica-
ción básico a que habrán de adaptarse los presupuestos de los organismos del sector pú-
blico estatal desde el 1 de enero de 1959 es el siguiente: 
Ingresos: 
Corrientes: 1. Impuestos directos
2. Impuestos indirectos
3. Otros impuestos y tasas por servicios prestados
4. Subvenciones y ayudas
5. Ingresos patrimoniales
6. Otros ingresos
De capital: 7. Venta de bienes reales
8. Operaciones mobiliarias
9. Otros ingresos
Extrapresupuestarias: 0. En metálico 
Clasificación que perdura, con ligeras modificaciones en la terminología utilizada 
pero no en el contenido, con la actual. 
Pagos: 
Corrientes: 1. Personal activo
2. Material y diversos (no inversiones)
3. Clases Pasivas
4. Subvenciones y ayudas
5. Deuda
199
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De capital: 7. Inversiones en bienes reales
8. Operaciones mobiliarias
Op.extrapresup: 0. En metálico
Ejercicios cerrados 
En realidad se trata de extender la clasificación del Estado y sus organismos autó-
nomos a las corporaciones locales, sobre las que son competentes el Ministerio de la Go-
bernación y el Hacienda. Para ello se busca la coordinación entre estos dos ministerios y 
el Instituto Nacional de Estadística, coordinando las diferencias en última instancia la 
Presidencia del Gobierno. A ello se añade la orden de 17 de noviembre de 1959 que con-
tiene normas para la elaboración de los presupuestos de las entidades estatales autónomas 
para 1960. 
Al final de este período, la creación de la nueva Dirección general de Presupuestos 
pareció dar sus frutos en la dirección considerada fundamental: la información presupues-
taria y la coordinación interministerial para el desarrollo económico. 
En primer lugar en cuanto a la mejora de la información contenida en el presu-
puesto. Así la ley de 21 de diciembre de 1965 de presupuestos para el bienio 1966-67 
deroga la orden de 26 de julio de 1957 a partir de 1967 y autoriza a su sustitución por una 
nueva norma de estructura presupuestaria. 
Haciendo uso de esta autorización se promulga la orden de 1 de abril de 1967, con 
un deseo expresado en su preámbulo de recoger las nuevas técnicas y realizar los planes 
de desarrollo económico
200
. Se mantiene la clasificación orgánica que también se ha con-
200
En el preámbulo se refiere a la tradicional clasificación orgánica, que sirve para conocer la 
cuantía de las dotaciones de los servicios y para clarificar el mecanismo administrativo de reali-
zación del gasto. Pero además recoge la nueva significación de la institución presupuestaria en 
las últimas décadas, que obliga a la adaptación del presupuesto a técnicas renovadas. Como 
causa inmediata de la nueva estructura menciona el volumen del presupuesto y su puesta al 
servicio de los planes de desarrollo económico, para “dar efectividad a cualquier tipo de política 
económica”. La orden ministerial anterior, de 26 de julio de 1957, era insuficiente, por lo que la 
nueva contiene sobre todo criterios económicos, una clasificación funcional y orgánica, una clasi-
ficación por programas, la distribución geográfica del gasto público, el establecimiento de con-
ceptos tipificados y estadísticos, una estructura básica para los presupuestos de recursos y dota-
ciones y para los planes de operaciones de los organismos autónomos que realizan actividades 
comerciales y de producción y, finalmente, una normalización de la documentación complemen-
taria. Su ámbito de aplicación son el Estado y las entidades estatales autónomas sujetas al régi-
men de presupuesto según la Ley de 26 de diciembre de 1958, entrando en vigor en el ejercicio 
de 1968. La clasificación orgánica es la más importante, distinguiendo las diferentes secciones 
(que coinciden con las actuales en cuanto a las obligaciones generales y la sección 31) y dentro 
de cada una la dirección general, organismo autónomo o servicio que tenga a su cargo la gestión 
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servado hasta la actualidad; la clasificación económica ya no difiere gran cosa de la ac-
tual, salvo en la relativamente reciente atribución a capítulo sexto (inversiones) de los 
gastos de  mobiliario, equipo de oficina y otro material inventariable, que tradicionalmen-
te se han considerado capítulo segundo (compra de bienes corrientes y servicios) y en la 
creación de conceptos estadísticos distintos de los limitativos o vinculantes (lo que ya 
venía contemplado en la regulación para el sector público de 1958). 
El esquema de clasificación a que habrán de adaptarse los presupuestos de los 
organismos del sector público desde el 1 de enero de 1968 es el siguiente: 
Ingresos: 
Operaciones Corrientes: 1. Impuestos directos
2. Impuestos indirectos
3. Tasas y otros ingresos
4. Transferencias corrientes
5. Ingresos patrimoniales
Operaciones de Capital: 6. Enajenación de inversiones reales
7. Transferencias de Capital
9. Otros ingresos
Clasificación que perdura, sin modificaciones. 
de determinados créditos. Dentro de cada servicio se utiliza la clasificación económica (en capí-
tulos, artículos, conceptos y subconceptos), creándose además los conceptos estadísticos, cuya 
misión es reflejar la probable distribución del crédito del artículo o de una parte del mismo a tra-
vés del ejercicio sin carácter limitativo. Sólo a posteriori los créditos presupuestarios elaborados 
según las clasificaciones anteriores se agruparían según la naturaleza de las funciones a realizar 
por cada servicio, realizándose el control fiscal y contable de los gastos sólo según la clasifica-
ción orgánico-económica. Las dotaciones de inversiones de cada servicio aparecerán detalladas 
en función de programas, subprogramas, proyectos y obras cuya realización tengan a su cargo, 
estableciendo la debida coordinación entre el programa de inversiones públicas del Plan de 
Desarrollo y la actividad anual de la Administración. La Dirección general de Presupuestos que-
daba autorizada para ir aplicando paulatinamente a los gastos corrientes la asignación de crédi-
tos presupuestarios en función de los programas a realizar. Por último, la Dirección general de 
Presupuestos, en coordinación con los diferentes servicios de la Administración, iniciaría los tra-
bajos necesarios para el conocimiento de la distribución del gasto público de inversión entre las 
diferentes áreas geográficas. La documentación complementaria incluye una memoria de carác-
ter orgánico para cada dirección general, servicio u organismo autónomo que contiene su fecha 
de creación, su estructura orgánica, las funciones desempeñadas en líneas generales y los obje-
tivos que se conseguirán con las dotaciones que se solicitan. Incluye también anexos de perso-
nal, de programas de inversión y de coste y rendimiento de los servicios.   
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Gastos: 
Operaciones Corrientes: 1. Remuneraciones de personal
2. Compra de bienes corrientes y servicios
3. Intereses
4. Transferencias corrientes
Operaciones de Capital: 6. Inversiones reales
7. Transferencias de capital
8. Variación de activos financieros
9. Variación de pasivos financieros
Los créditos se agrupan además según la naturaleza de las funciones a realizar por 
cada servicio y las inversiones se detallan en función de programas, subprogramas, pro-
yectos y obras, pero el control fiscal y contable se continúa realizando únicamente sobre 
la clasificación orgánico-económica. Así mismo se autoriza a la Dirección general de 
Presupuestos a ir aplicando paulatinamente a los gastos corrientes la asignación de crédi-
tos presupuestarios en función de los programas a realizar. Los anteproyectos de presu-
puestos han de ir acompañados de una memoria y de anexos de personal, de programas de 
inversión y de coste y rendimiento. 
Por tanto, la innovación principal de esta norma es el perfeccionamiento de la cla-
sificación económica del gasto, ya que la funcional es sólo algo indicativo a ir desarro-
llando en el futuro, y la clasificación por programas se refiere sólo a los gastos de inver-
siones, que se relacionan directamente con el Programa de Inversiones Públicas del Plan 
de Desarrollo. 
No obstante lo limitado de la innovación, se comenzó a aplicar para los presupues-
tos de 1968 con una perspectiva gradualista y de perfeccionamiento a lo largo de diversos 
ejercicios; tanto la orden de 1967 como la de 1957 no pretenden una ruptura con lo ante-
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rior ni declaran haber hecho un enorme adelanto o gran innovación, sino que se colocan 
en una línea de progresivo perfeccionamiento de la presupuestación
201
.
Así mismo contiene la estructura básica para los presupuestos de recursos y dota-
ciones y para los planes de operaciones de los organismos autónomos comerciales; adopta 
medidas para la normalización y racionalización de la documentación presupuestaria y 
prevé que en su día los organismos autónomos y las corporaciones locales adopten la cla-
sificación estatal. En esta línea de mejora de la información presupuestaria, comienza a 
publicarse en 1966 el “Libro Rojo” del presupuesto, con abundante información no vincu-
lante sobre las distintas clasificaciones del gasto y el contenido de la ley de presupuestos.  
La orden de estructura se perfecciona con la resolución de 27 de enero siguiente 
de la Dirección general del Tesoro y Presupuestos
202
, que desarrolla las definiciones de
las distintas rúbricas presupuestarias, dejando sin utilizar el capítulo cinco del presupues-
to de gastos, para en el futuro incluir los gastos ficticios como las amortizaciones del in-
movilizado
203
. Detalla con amplitud las rúbricas de la estructura presupuestaria de 1 de
abril de 1.967, una vez experimentadas con el presupuesto bienal de 1.968/1.969, inclu-
yendo no sólo la económica (objetivo primordial de la orden de 1 de abril de 1.967) sino 
la funcional, los objetivos de los programas, la definición de programas, los proyectos, los 
anexos de programas de inversión, los conceptos estadísticos. 
Se dedica una parte importante de las definiciones contenidas en la resolución a 
explicar qué se entiende por objetivo, por programa, por proyectos, incluyendo ejemplos 
de cada tipo e instrucciones sobre su realización, siendo importante resaltar la conexión 
con el plan y el papel de primera importancia que corresponde a los gestores de los servi-
cios y organismos. La resolución define conceptos económicos y presupuestarios como el 
consumo público (capítulos uno y dos), las operaciones de repartición de rentas (capítulos 
tres y cuatro) y el ahorro público (diferencia entre los capítulos uno a cinco de ingresos y 
de gastos), incluye los códigos del anexo de inversiones con objetivos, programas y pro-
yectos, los sectores económicos con definiciones operativas y los modelos de impresos 
normalizados. 
201
Orden de 2 de enero de 1968, Boletín de 11, por la que se modifican determinados anexos de 
la de 1 de abril de 1967. 
202
Boletín de 26 de febrero de 1968 
203
Hoy día el capítulo quinto del presupuesto de gastos continúa sin utilizar. 
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Como contraste que muestra lo distinto de los dos mundos (el presupuestario y el 
contable) para complementar estas normas en cuanto a la ordenación y contabilidad de los 
gastos públicos, se publica una circular conjunta de la Intervención y de la Dirección ge-
neral del Tesoro y Presupuestos, que afecta a ejercicios cerrados, secciones apéndice y 
anexa y resultas, pero nada en absoluto a la contabilización de los programas, los proyec-
tos, los resultados y rendimientos o los medios y costes de las acciones emprendidas en el 
marco del presupuesto. 
(2) Flexibilización de las leyes de presupuestos. 
La reforma emprendida en la Administración central requería de una mayor flexi-
bilidad en el ámbito presupuestario, tanto en cuanto al contenido que se pudiera dar a la 
ley de presupuestos como a la virtualidad jurídica o eficacia de lo contenido en la propia 
ley. Así, ya por decreto-ley de 8 de noviembre de 1957 se dejan en suspenso indefinida-
mente determinados preceptos de la Ley de Administración y Contabilidad de 1911. En 
esta flexibilidad se adelanta un debate que tendría lugar varios decenios después ya en 
democracia y que enlaza con el del XIX sobre el contenido de la ley de presupuestos y lo 
que puede regular o no. 
En 1957 se amplía sin demasiada concreción la materia que puede contener la ley 
de presupuestos (hasta entonces sólo podía comprender los estados numéricos y las dis-
posiciones “necesarias para la administración de los presupuestos respectivos”), se auto-
rizan las anticipaciones de fondos y las transferencias entre capítulos, artículos y concep-
tos (que habían estado prohibidas con la salvedad del período comprendido entre el real 
decreto de 30 de septiembre de 1923 y el real decreto-ley de 3 de enero de 1929, en plena 
dictadura de Primo de Rivera) y se remite la regulación de tales materias a las leyes de 
presupuestos de cada año. 
La ley de presupuestos para el bienio 1958-59 y de reformas tributarias (de 26 de 
diciembre) recoge todas las innovaciones mencionadas, resaltándose en su preámbulo la 
diferencia de contenido entre esta ley y las anteriores: nueva estructura de gastos, amplia-
ción del ámbito presupuestario a las inversiones de numerosos organismos, autorización 
al Consejo de Ministros para realizar transferencias de crédito dentro del mismo artículo 
del presupuesto de gastos, con especialidades para el Ministerio del Ejército (lo que desde 
entonces será una constante que llega hasta nuestros días) y para efectuar anticipos de 
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tesorería (solución que se contrapone entonces a la creación de un crédito especial para 
imprevistos). 
(3) Mecanización del presupuesto. 
En lo que a la instrumentación informática del presupuesto se refiere, las únicas 
medidas legales que se adoptan en los primeros momentos se refieren a la mecanización 
de la contabilidad, aspecto técnico que altera la estructura de los gastos del presupuesto 
desde una perspectiva diferente a la contenida en la innovadora orden de estructura de 
1957. 
2. LA TRANSICIÓN ¿HACIA LAS NUEVAS IDEAS-TÉCNICAS PRESU-
PUESTARIAS? (1967-1977) 
A. Contexto general y parlamentario 
Algún autor señala
204
 1967 como el año en que se empieza a gestar el proceso de
transición española. Aunque desde una visión democrática hay muchas razones para opo-
nerse a esta visión, desde una perspectiva administrativa esto está plenamente justificado, 
por cuanto en ese año se cierra la prolongada etapa constituyente del franquismo, dise-
ñando un esquema constitucional (con las salvedades que la utilización de este término en 
el peculiar régimen político franquista puede tener) y administrativo que tendría gran re-
percusión sobre el futuro régimen de monarquía parlamentaria. 
La terminación del período la situamos en 1977 y no en 1975
205
, debido a dos ra-
zones. Primero porque hasta 1977 no está claro el nuevo camino político del país ni se 
dan pasos auténticamente reformadores, en materia asociativa y sindical, conservándose 
además todas las instituciones políticas del régimen de Franco, incluyendo las normas 
presupuestarias que lo habían regido y las Cortes orgánicas. Segundo porque queremos 
enfatizar que la Ley General Presupuestaria, fundamental para nosotros, es un producto 
de este período histórico y administrativo y no un producto de la siguiente etapa democrá-
204
Jorge de ESTEBAN en El Régimen Constitucional Español, de Jorge de Esteban y Luis López 
Guerra, Labor Universitaria, Madrid 1984. 
205
Tal como hacen por ejemplo BAÑÓN en ob. cit., y BAENA en Ob.Cit, aunque desde una pers-
pectiva diferente a la adoptada aquí. 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
248 
tica. Por si no fuera suficiente la fecha de promulgación (4 de enero de 1977) , a este res-
pecto es esclarecedor que las reformas a introducir años después por la Ley General Pre-
supuestaria, están contenidas ya en el informe sobre aplicación de nuevas técnicas para 
mejorar la eficacia del gasto público, presentado por el Ministro de Hacienda a las Cortes 
Españolas en diciembre de 1975
206
, lo que es indicativo del valor de las variables internas
del sistema administrativo, sólo parcialmente condicionadas por los cambios políticos.   
La Ley Orgánica del Estado, de enero de 1967 plantea la sucesión ordenada en la 
Jefatura del Estado y prevé la existencia de una Presidencia del Gobierno separada de la 
del Estado. Se trataba de permitir la existencia de un franquismo sin Franco, apoyado en 
un régimen más racionalizado, en el que los mecanismos normales de relación entre el 
Estado y la sociedad y entre el poder ejecutivo y el legislativo tuvieran cabida. Las previ-
siones contenidas en esta ley se cumplieron con la designación, el 22 de julio de 1969, del 
príncipe don Juan Carlos como sucesor de Franco, y del almirante Carrero Blanco como 
presidente del Gobierno en junio de 1973
207
.
Pero la desaparición del almirante Carrero en diciembre de 1973 y los cambios 
operados en la sociedad española por el crecimiento económico iniciado en 1959, conse-
cuencias ambas no previstas por los gestores del régimen, provocan un camino diferente 
en la evolución del Estado español. Si a esto se une la progresiva integración internacio-
nal de la economía española a partir del Acuerdo Preferencial de 1970 con la CEE y la 
caída de las dictaduras de Grecia y Portugal, tenemos el cuadro completo en que se pro-
duce la reforma política de 1977, posible una vez producida la muerte del general Franco 
en noviembre de 1975. 
206
Citado por Isidoro Marcos Sanz en “La reforma presupuestaria en España”, comunicación pre-
sentada al VIII Seminario Interamericano de Presupuesto, del 3 al 7 de diciembre de 1979, en la 
revista Presupuesto y Gasto Público, 1979. Este autor busca la legitimidad de la reforma presu-
puestaria emprendida en el proceso político democratizador, al decir que la Ley General Presu-
puestaria de 4 de enero de 1977 (de las Cortes franquistas) “supuso el respaldo legislativo a la 
implantación de nuevas técnicas que, con independencia de opciones políticas, se aplican en el 
proceso presupuestario”. Siguiendo con la contradicción, traza una ruptura entre dos etapas: el 
antiguo y el nuevo régimen, pero el antiguo régimen ofrece los antecedentes técnicos para con-
seguir los objetivos del nuevo. Congruente con su posición, destaca las deficiencias del antiguo 
régimen que, no obstante, se repiten en el nuevo, pero sobe todo destaca los: “numerosos es-
fuerzos de modernización de los instrumentos presupuestarios protagonizados fundamentalmen-
te por funcionarios de la Administración financiera, sin suficiente apoyo político y legislativo.”   
207
No obstante, como pone de manifiesto Baena en Ob. Cit., se evita cuidadosamente afirmar 
que dirija la actividad del Consejo de Ministros en su conjunto. 
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 Tras los ensayos absolutamente continuistas de Arias Navarro, mal aceptados tan-
to por el ala dura del régimen como por la emergente oposición política y sindical, el Rey 
optó por una estrategia reformista en la que Adolfo Suárez debía pilotar el cambio de ré-
gimen. La nueva estrategia tuvo su plasmación legal y democrática en la Ley para la Re-
forma Política, aprobada por referéndum en diciembre de 1976. Esta ley, basada en la 
legalidad vigente e introductora a la vez de nuevos principios que rompían con tal legali-
dad, permitiría la apertura de un proceso constituyente en el que nuevas Cortes elaborasen 
una constitución de corte democrático. A partir de las elecciones del 15 de junio de 1977, 
queda consagrada la democracia parlamentaria basada en los partidos políticos y la ruptu-
ra política con el pasado. 
 Las cuestiones antes expresadas sobre el papel de las Cortes en el régimen fran-
quista son básicamente aplicables a este período, reforzándose si acaso su perfil como 
lugar de debate entre los grupos adictos al régimen y, sobre todo, como órgano estatal de 
formalización de las grandes decisiones adoptadas en sede básicamente administrativa. 
Las leyes son así la expresión de las decisiones adoptadas por los técnicos del régimen, y 
permiten así un cierto seguimiento de cuáles son los contenidos de tales elecciones. 
 Por otro lado, la crisis económica internacional y el final un tanto abrupto de la 
etapa planificadora (devaluación de la peseta por Decreto 2731/67, de 19 de noviembre), 
llevan a una preocupación creciente por las cuestiones del gasto público, pero con un foco 
de atención diferente, que trata de evitar en primer lugar la quiebra fiscal del Estado, po-
niendo énfasis en los aspectos de ingresos públicos dentro del binomio ingresos-gastos, 
aunque apareciendo ya entonces una preocupación por el incremento de los gastos socia-
les muy de actualidad
208
. Pero se dan pasos contradictorios, unos  dirigidos a un mayor 
control del gasto público y otros permitiendo un cierto descontrol de este gasto, en parti-
cular en las personas jurídico públicas independientes.  
 Uno de los datos de este período es la vuelta al principio de anualidad presupues-
taria, operada con los presupuestos para 1972, que era un clamor de la doctrina presu-
puestaria por razones de política económica y de restricción del gasto público, dada la 
                                                 
208
J. ROS HOMBRAVELLA en el artículo citado, define como muy estratégico el aumento de 
peso del sector público de la mano del engorde de los mecanismos de la seguridad social...Ahí 
tenemos una red de protección para los años de la crisis al pasar el peso del sector público de un 
18,5 % del producto interior bruto en 1969 al 25 % en 1975. 
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existencia de modificaciones (incorporaciones automáticas y parciales, principalmente) 
operadas fuera de las propias leyes de presupuestos. 
En este caso, dado el sistema de modificaciones automáticas existente, se vuelve 
al presupuesto anual para retomar el control que ejerce el Ministerio de Hacienda, pero se 
utiliza a las Cortes como pretexto para operar ese control, al permitir a éstas intervenir 
cada año en su discusión y aprobación. Por ello se reduce además el plazo de que dispo-
nen las Cortes para la discusión y aprobación del proyecto de presupuestos, fijando el 
límite para la presentación del proyecto a las Cortes en el 15 de octubre del año anterior al 
comienzo del ejercicio en que haya de regir
209
.
Por otro lado, como contrapartida, al final de este período es frecuente la adopción 
de decisiones políticas de gasto fuera del marco de elaboración del presupuesto: 
No se trataba únicamente de la política de “puerta entreabierta” de introducción 
de nuevos programas de gasto subvalorando los costes, sino de la adopción de decisiones 
sin ninguna evaluación previa de sus consecuencias financieras, al amparo de intereses 
de grupos de presión, fuera del proceso presupuestario.
210
Al igual que se destaca la quiebra de los principios de universalidad, publicidad y 
competencia:  
Las Cortes únicamente conocían y aprobaban los Presupuestos Generales del 
Estado, en tanto los presupuestos de las restantes Administraciones públicas, incluidos 
los Organismos autónomos, Corporaciones locales y Seguridad Social, no se sometían al 
voto y control del legislativo
211
.
En este período se aprueban los Planes de Desarrollo, II para 1969-71 (ley de 11 
de febrero de 1969 y Texto Refundido de 9 de mayo) y III para 1972-75 (ley de 10 de 
209
Artículo 93 del Reglamento de las Cortes Españolas (BOE núm. 274, del 16 de noviembre de 
1971) 
210
Táctica recogida por Wildavsky (obra cit.) y descrita como la de “nariz del camello”. 
211
Isidoro MARCOS SANZ, en La reforma presupuestaria en España, en la revista Presupuesto y 
Gasto Público, nº 4, 1979, p.108  
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mayo de 1972 y Texto Refundido de 15 de junio), además de prorrogarse la vigencia del 
II por decreto-ley de 23 de diciembre de 1971, en tanto se aprobase el III. 
 Esto conlleva, por lo que se relaciona con la presupuestación y con las relaciones 
entre plan y presupuesto, un perfeccionamiento de las técnicas de evaluación de proyectos 
de inversión y su uso generalizado a nivel metodológico en el sector público estatal, a la 
vez que cuestiones orgánicas de ubicación del órgano planificador y del órgano compe-
tente para adoptar las decisiones vinculantes en torno a ambos instrumentos de programa-
ción. Pero ya hemos reiterado lo poco relevante de las decisiones micro, sea de índole 
organizativa o -como en este caso- de tipo más técnico si cabe, cuando a un nivel superior 
se toman decisiones en un sentido contrario. Así ocurre al afinar y emplear técnicas de 
evaluación de proyectos de inversión o al tomar medidas micro de contención de los gas-
tos corrientes, si ello va acompañado de una progresiva adopción de grandes medidas 
fuera del presupuesto o de una infrapresupuestación deliberada de los gastos corrientes o 
recurrentes. 
 En el plano normativo general, y como muestra de la preocupación por el descon-
trol presupuestario, en particular de los organismos y empresas, la ley que aprobó el III 
Plan de Desarrollo
212
 preveía que el Gobierno remitiese en el plazo de dos años sendos 
proyectos de ley sobre el régimen jurídico de los Organismos autónomos del Estado y 
sobre el Estatuto de las Empresas Públicas, así como, antes del 31 de diciembre de 1973 
el proyecto de una nueva Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública, 
para lo cual se formó en 1973 una comisión para la Redacción de un Anteproyecto de Ley 
general de Presupuestos y de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública
213
. 
Su fruto sería la ley de 4 de enero de 1977, General Presupuestaria. 
 El contexto en que se produce la reorganización de la Administración presupuesta-
ria y su nueva normativa es de agotamiento del impulso tecnocrático justamente cuando, 
en este sector, estaba empezando a dar sus mejores frutos. Las razones que se dan para la 
supresión de unidades son poco consistentes y muy en la línea de las esgrimidas habi-
tualmente por los controladores del gasto público: reducción de los gastos consuntivos o 
gastos corrientes, en definitiva: pequeños ahorros capaces de crear grandes desastres. 
                                                 
212
Ley de 10 de mayo de 1972, Boletín del 11 
213
Orden de 19 de noviembre. 
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 Al final el área presupuestaria no cambia tanto como se podría pensar ni las técni-
cas anunciadas en las normas publicadas en 1967 se implantan efectivamente en los si-
guientes años. Se carece de una visión global del presupuesto y la estructura organizativa 
fomenta la fragmentación del proceso, en el que Hacienda compite con Presidencia por 
los proyectos de inversión. Todo ello haría que la nueva normativa no supusiese una con-
tinuación del impulso reformador de Presidencia ni de la puesta en cuestión del compor-
tamiento tradicional de la Intervención. 
 
B.  Gobierno y administración 
 
 En 1973 se crea el Ministerio de Planificación del Desarrollo, que sustituye a la 
Comisaría del Plan de Desarrollo
214
, y se suprime la OCYPE
215
 y el 2 de enero del año 
siguiente una Ley hace que el Ministro Subsecretario de la Presidencia pase a denominar-
se Ministro de la Presidencia a secas, perdiendo aquella denominación modesta, algo in-
correcta, pero indicativa de su lugar y su relación con la jefatura del Estado durante el 
régimen de Franco. 
 Tras la larga duración en el cargo de Laureano López Rodó, el 11 de junio de 
1973 se nombra a Cruz Martínez Esteruelas Ministro de Planificación del Desarrollo, 
cargo -pese a la denominación- de mucha menor importancia que el de Comisario del 
Plan; seis meses después, el 3 de enero de 1974 se nombra a Joaquín Gutiérrez Cano, 
último Ministro de Planificación al desaparecer el ministerio tras la muerte de Franco 
(desde ahora se encargaría de lo que quedaba de la planificación el Ministro para la Presi-
dencia, que pronto cedería sus competencias en este campo al nuevo Ministerio de Eco-
nomía). 
 Ya nos hemos referido a la gran diferencia en la duración de los cargos hasta 1973 
en Presidencia y en Hacienda, con evidente ventaja proveniente de la estabilidad para la 
primera. A partir de este año la inestabilidad crece en los gobiernos de Franco y de la 
primera transición, llegando a todos  los departamentos, Hacienda incluida, pero ya no se 
trata de oponer Hacienda a Presidencia, dado que esta última está ya descomponiéndose 
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en lo que se refiere a sus poderes y competencias efectivas. No es ya mera inestabilidad 
gubernamental, es la liquidación de un régimen. 
El 3 de enero de 1974 Antonio Barrera de Irimo es nombrado Ministro de Hacien-
da y Vicepresidente Segundo del primer Gobierno de Carlos Arias Navarro, en octubre 
del mismo año Rafael Cabello de Alba, el 12 de diciembre de 1975 Juan Miguel Villar 
Mir, el 7 de julio de 1976 (primer Gobierno de Adolfo Suárez en el que ya entra como 
Ministro de Agricultura Fernando Abril Martorell) Eduardo Carriles Calarraga; el si-
guiente Gobierno es el que se forma tras las primeras elecciones democráticas (constitu-
yentes) de 15 de junio de 1977, con lo que entramos en el siguiente período y apartado. 
Tenemos la impresión de que, junto a unos mejores trabajos para la elaboración 
presupuestaria que parten de la creación de la Dirección general de Presupuestos en 1963, 
las nuevas circunstancias económicas a partir de finales del año 1967, con supresión de la 
Dirección incluida, propician pasos atrás en esta evolución, que se transforma así en invo-
lución organizativa. Así la ley de 5 de abril de 1.968 de Presupuestos del Estado para el 
bienio 1.968/1.969
216
 decía en su artículo 48
“La nueva aplicación presupuestaria de los créditos consecuencia de lo dispuesto 
en la Orden Ministerial de 1 de abril de 1.967 no afectará al procedimiento de adminis-
tración y gestión de los mismos, que seguirá rigiéndose por las normas que lo venían 
regulando. En el transcurso del bienio 1968/1969, se efectuarán, mediante el trámite 
reglamentario, las rectificaciones que procedan en las citadas normas, con objeto de 
armonizar el procedimiento de administración de los créditos con sus aplicaciones pre-
supuestarias.” 
Lo ocurrido en la organización presupuestaria en los siguientes años muestra que 
las tensiones que comienzan en 1968 acabarían por resolverse netamente en favor de una 
vuelta atrás tanto en la organización en su nivel superior (consolidación del antiguo poder 
del Ministerio de Hacienda y de la Intervención) como en los modos de elaborar el presu-
puesto del Estado (se consolida el presupuesto tradicional en lo administrativo sin que el 
216
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nuevo régimen naciente permita el papel de control de las nuevas Cortes). El balance que 
cabe hacer no es de suma cero, es de claro retroceso. 
 
a. Aspectos orgánicos: las relaciones plan-presupuesto y el pro-
tagonismo de la Presidencia, la estructura compacta tras la supre-
sión de órganos y el ascenso final de la Intervención general  
 
a) Las relaciones plan-presupuesto y sus implicaciones orgánicas: prota-
gonismo de la Presidencia. 
 
 El segundo plan fue el que más problemas suscitó con Hacienda, al incluir la pre-
visión de que se evaluaran los proyectos incluidos en el Programa de Inversiones Públi-
cas, planteando la cuestión de quién realizaba la evaluación de los proyectos y quién fija-
ba la metodología. 
 Durante estos años siguen siendo numerosas las referencias a la planificación, 
vinculante para las inversiones y siempre relacionada con los presupuestos. La primera 
modificación de este período viene de la adaptación a la programación económica conte-
nida en el II Plan de Desarrollo, que obligaba a evaluar los proyectos de más de 500 mi-
llones de pesetas. Pero la planificación no es dirigida por el Ministerio de Hacienda, sino 
por la Presidencia del Gobierno, de la que siguen dependiendo el Instituto Nacional de 
Estadística y la Comisaría del Plan de Desarrollo Económico y Social, así como el Conse-
jo de Economía Nacional y el Instituto Nacional de Industria. 
 No obstante, la situación no es admitida pacíficamente por el Ministerio de Ha-
cienda, que no encuentra nunca conveniente la existencia de competencias operativas 
fuera de su propio ámbito, reclamando que la evaluación y, lo que es más importante, la 
selección de proyectos de inversión, se realicen en la fase de presupuestación y no en la 
de planificación
217
. Como en tantas otras parcelas, el corto plazo y lo inmediato o urgente 
acaban imponiéndose a la visión a largo plazo y a lo necesario. 
 Así por la ley de 5 de abril de 1968 se incorporó al proyecto de presupuestos gene-
rales del Estado la primera anualidad del Programa de Inversiones Públicas del II Plan, el 
cual se aprobó por ley de 11 de febrero de 1969
218
. En esta línea, en la propia Dirección 
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general del Tesoro y Presupuestos se crea, a principios del año siguiente
219
, una Sección
de Evaluación de Proyectos en la Subdirección general de Inversiones, Financiación y 
Programación.  Esta sección debería realizar 
“los trabajos necesarios para establecer los métodos y criterios que deban seguir-
se en la evaluación de los proyectos de inversiones públicas y de las cargas recurrentes, 
el examen e informe de las evaluaciones que de conformidad con la citada Ley 1/1969, de 
11 de febrero, hayan sido efectuadas por los correspondientes Servicios de los departa-
mentos ministeriales, y la evaluación directa de los proyectos que se le encomienden” 
El 15 de marzo siguiente una orden creaba una Comisión Interministerial de Eva-
luación de Proyectos de Inversiones Públicas para establecer los procedimientos de eva-
luación y cooperar a su implantación. La Comisión está presidida por el Comisario Ad-
junto del Plan de Desarrollo y como vicepresidentes tiene al Director general del Tesoro y 
Presupuestos y al Secretario general de la Comisaría del Plan. Se crean dos subcomisio-
nes. Una de evaluación de proyectos de inversión pública que estaría presidida por el Se-
cretario general de la Comisaría del Plan y cuyo Secretario sería un funcionario del Gabi-
nete de Estudios de la Comisaría del Plan de Desarrollo. La segunda, de normas de pro-
cedimiento de evaluación, presidida por el Director general del Tesoro y Presupuestos y 
cuyo Secretario sería un funcionario de la Subdirección general de Inversiones, Financia-
ción y Programación. El vicepresidente de cada una de estas comisiones sería el presiden-
te de la otra. 
Paralelamente al establecimiento de las necesarias metodologías, se fueron crean-
do en los diversos departamentos secciones de evaluación de proyectos para llevar a cabo 
tales tareas (Además de en la Comisaría del Plan de Desarrollo y en Hacienda, en Agri-
cultura, Obras Públicas,...). 
No obstante la existencia de estos intentos por integrar la planificación del desa-
rrollo y la presupuestación, o por encontrar qué proceso se impone al otro y qué conjunto 
orgánico lidera el proceso de decisión sobre el gasto público, los resultados no son defini-
tivos en ningún sentido. Coexisten así sin integrarse ambos procesos, que mantienen su 
219
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atención sobre conjuntos de gasto diferentes y con estructuras informativas incompatibles 
en gran parte. 
 En este período comienza el interés por cuestiones estrictamente financieras con 
perspectiva global y no sólo de la financiación necesaria para el sector público, fruto del 
cual es la creación por decreto de 24 de julio de 1970 de la Dirección general de Política 
Financiera, a la que por decreto de 11 de febrero siguiente se adscribe la Subdirección 
general de Seguros que estaba en Tesoro. Así se acaban de deslindar las cuestiones finan-
cieras generales, en las que hay que contar además con el papel del Banco de España, 
delimitándose mejor las de la Dirección general del Tesoro y Presupuestos, centradas en 
lo que concierne estrictamente al sector público. 
 Continuando con la labor que se inicia en 1972 (preparación de un presupuesto 
por programas que incluía todos los gastos de inversión
220
), por orden de 23 de marzo de 
1973
221
 se crea la Sección de Técnicas Presupuestarias en la Subdirección general de In-
versiones, Financiación y Programación de la Dirección general del Tesoro y Presupues-
tos, con las siguientes funciones: 
 
 “a) La realización de estudios sobre nuevas técnicas presupuestarias, en particu-
lar del presupuesto por programas. 
 b) La elaboración de la metodología y normativa aplicables a los presupuestos 
por programas 
 c) La formación de personal capacitado en dichas técnicas y la difusión de los 
nuevos sistemas a todos los niveles” 
 
    Se amplía en la misma orden el número de secciones de la Subdirección general 
de Retribuciones de Funcionarios (tres) y de la de Presupuestos (una), regulándose por 
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acuerdo de 24 de abril
222
 las funciones de las tres subdirecciones de la dirección que son 
propiamente de presupuestos: de Presupuestos, de Retribuciones de Funcionarios y de 
Inversiones, Financiación y Programación. 
 En segundo lugar, la Subdirección general de Presupuestos, la que se relaciona 
con carácter general con los distintos ministerios y materialmente confecciona los presu-
puestos, adopta una estructura que coincide básicamente con la que hasta hoy ha mante-
nido la Dirección general de Presupuestos: una parte dedicada a asuntos de carácter más 
técnico e innovador (la Sección de Asuntos Especiales y Presupuestarios) y un total de 
ocho secciones de actividades generales, de actividades sociales y de actividades econó-
micas, denominación que atiende al tipo de funciones desempeñadas por los distintos 
ministerios. 
 A la vez que se producen estos hechos dentro del Ministerio de Hacienda, en el 
interior de varios departamentos sectoriales se producen avances para la implantación del 
presupuesto por programas, sin tener en cuenta estos cambios en el área de Presupuestos 
y de la Intervención. Tres son las líneas seguidas: 
 
I. Elaboración de estructuras de programas a partir de un inventario expost, de acuerdo 
con los objetivos de política económica y social; gestión del presupuesto por objetivos en 
el caso de algunos programas-piloto, y adaptación del sistema contable total a las necesi-
dades de información del nuevo sistema, incluido el establecimiento de una contabilidad 
de costes y presupuestaria. Para ello se definieron los siguientes instrumentos básicos en 
los departamentos que siguieron esta línea (Agricultura y Educación): 
1. Aplicación de técnicas cuantitativas que posibiliten los análisis coste-beneficio 
y coste-eficacia. 
2. Creación de un cuadro sistemático de presupuesto por programas. 
3. Implantación de un sistema básico de información apto a: 
 - suministrar los datos suficientes a los órganos ejecutores 
 - hacer posible un control efectivo, financiero y de gestión. 
4. Adecuación a estas necesidades del actual sistema contable. 
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5. Organización de la estructura administrativa basada en criterios de unidad, fun-
cionalidad y racionalización. 
 
II. Perfeccionamiento de la gestión y control presupuestario (económico y financiero), 
con los siguientes objetivos específicos (en Puertos): 
1. Mejora de la información portuaria a través de un nuevo sistema de contabili-
dad externa e interna (de costes por centros y servicios). 
2. Modernización de la gestión portuaria aplicando un sistema de gestión por obje-
tivos y de evaluación de resultados; y 
3. Implantación de un sistema de planificación financiera a corto y medio plazo, 
así como del sistema de control correspondiente con tratamiento mecanizado. 
 
III. Presupuestos por programas ex ante, con preparación y discusión paralela a la de los 
tradicionales en el (Instituto de Reforma de las estructuras Comerciales).
223
 
   
 Pero estos cambios se producen cuando se han producido ya importantes cambios 
en el área de Presidencia, que dejan el camino libre al monopolio programador de Tesoro 
y Presupuestos y evaluador de la Intervención. A mediados de 1973, coincidiendo con el 
nombramiento del almirante Carrero Blanco como Presidente del Gobierno, la organiza-
ción de la Presidencia, y con ello de la planificación, experimenta un cambio sustancial, 
al suspenderse la vinculación de la Presidencia a la Jefatura del Estado
224
 y crearse el Mi-
nisterio de Planificación del Desarrollo en lugar de la Comisaría del Plan
225
, suprimiéndo-
se la Oficina de Coordinación y Programación Económica. 
 En esta misma línea la Presidencia propiamente dicha se separa del Ministerio de 
la Presidencia en la ley de 2 de enero de 1974, que crea dos Subsecretarías, de Despacho 
y Técnica, bajo el Presidente del Gobierno y convierte al Ministro-Subsecretario de la 
Presidencia en un Ministro ordinario con un Subsecretario como el de cualquier ministe-
rio. La composición y funciones de la Comisión de Evaluación de Proyectos de Inversio-
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nes Públicas se modificaría con la orden de 17 de abril de 1974, que recoge las previsio-
nes del III Plan
226
 y la nueva estructura organizativa en la que un ministerio sustituiría a 
la Comisaría del Plan. 
 Debe tenerse en cuenta que hasta entonces, la existencia de la competencia plani-
ficadora fuera de Hacienda tenía consecuencias incluso sobre las modificaciones presu-
puestarias, dado que para redistribuir conceptos por los departamentos era necesario, en el 
caso de que fuesen créditos para inversiones, ponerlo en conocimiento del Ministerio de 
Planificación del Desarrollo. Así mismo, para realizar por parte del Ministerio de Hacien-
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El artículo 42 del texto refundido del III Plan (Decreto de 15 de junio de 1972) establece: 
 “a) Los Departamentos ministeriales ordenarán de forma inmediata y con carácter 
urgente el estudio de los proyectos correspondientes. 
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siones Públicas, atenderán, de modo especial, a la necesaria adecuación con los que hayan de 
redactar o ejecutar otros servicios y al tiempo mínimo requerido para la plena realización de las 
inversiones. 
 Dichos proyectos se evaluarán con inclusión de cuantos elementos han de integrar el 
coste final de la inversión necesaria para su inmediata puesta en servicio. A este efecto, el expe-
diente comprenderá las previsiones del coste de las obras, instalaciones, mobiliario, expropiacio-
nes y posibles incidencias. Las anualidades de inversión se programarán de acuerdo con el ritmo 
normal de ejecución de las obras. 
 Cuando el presupuesto de un plan específico, o el conjunto de los proyectos parciales 
que lo integren, exceda de 500 millones de pesetas, la memoria correspondiente deberá conte-
ner la evaluación económica y financiera de la inversión y los gastos recurrentes que exija su 
funcionamiento. 
 En los proyectos de inversiones en centros de enseñanza, sanidad y asistencia social, o 
en aquellos otros en que también los gastos recurrentes tengan especial relevancia respecto al 
coste de la inversión, el Gobierno, a medida que la experiencia lo aconseje, podrá rebajar la cifra 
anterior hasta un mínimo de 10 millones de pesetas. 
 En lo sucesivo, todo proyecto de repercusión en la economía del país deberá ir, inexcu-
sablemente, acompañado de un estudio y dictamen económico emitido precisamente por un 
economista. 
 En los asuntos de importancia, a juicio del Gobierno, se oirá también el informe del Con-
sejo de Economía Nacional.” 
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da transferencias en operaciones de capital dentro de un mismo servicio, era necesario el 
informe previo de este ministerio
227
.
La situación de competencia entre el área de Presidencia y la de Hacienda acaba 
por resolverse netamente en favor del Ministerio de Hacienda al suprimirse el Ministerio 
de Planificación del Desarrollo, por decreto ley de 8 de enero de 1976, y convertirse el 
Ministro de Hacienda en Vicepresidente del Gobierno para Asuntos Económicos. Como 
tal preside la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos en sustitución 
del Presidente del Gobierno y controla su secretariado a través del Subsecretario de Plani-
ficación, cuyo nombramiento propone. En un primer momento esta subsecretaria se con-
figura como una segunda Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia
228
, existiendo en
aquella (además de la Secretaría general, con funciones de staff de la Subsecretaría), una 
Dirección general de Planificación Sectorial y tres subdirecciones generales: Dirección de 
Estudios, Dirección de Vigilancia de la Planificación y Subdirección general de Planifi-
cación Sectorial (reduciéndose el número y el nivel de los Centros Directivos existentes 
en el extinguido Ministerio de Planificación del Desarrollo (Subsecretaría, Secretaría ge-
neral técnica y Direcciones generales de Planificación Económica, de Planificación So-
cial, de Planificación Territorial y de Vigilancia del Plan), pero el nombramiento del sub-
secretario titular se hace a propuesta del Ministro de Hacienda como Vicepresidente del 
Gobierno para Asuntos Económicos. 
Casi simultáneamente a este abandono del campo económico por la Presidencia y 
a su alejamiento orgánico de la Jefatura del Estado se crea en Hacienda una nueva Subse-
cretaría, de Economía Financiera
229
 con competencias sobre las Direcciones generales del
Tesoro y Presupuestos, Patrimonio del Estado, Seguros, Política Financiera e Instituto de 
Crédito Oficial, unidades de las que depende la mayor parte del sector público estatal, con 
exclusión de las empresas del INI, dependientes del Ministerio de Industria. 
227
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 En el contexto de tal reforzamiento del Ministerio de Hacienda se produce la crea-
ción definitiva de la Dirección general de Presupuestos dependiente de la Subsecretaría 




 “la creciente complejidad e importancia de la Ordenación Presupuestaria”, 
 
 Se le da una estructura similar a la que tuvo en 1963 y que conservó sustancial-
mente durante todo este período, cuatro grandes áreas correspondientes a sendas subdi-
recciones generales se desgajan de la Dirección general del Tesoro y Presupuestos: Pre-
supuestos, Inversiones Financiación y Programación, Retribuciones de Funcionarios y 
Régimen Financiero de las Corporaciones Locales. 
 Con las distintas variaciones que se han señalado, la estructura de la organización 
presupuestaria que finaliza este período es la misma desde el lado del Ministerio de Ha-
cienda, pero ya no existe una organización competidora como durante todo el período 
1963-76 había sido la Presidencia. La Subsecretaría de Economía Financiera no parece 
ser de gran importancia como tal órgano superior, debido probablemente a la corta dura-
ción en el cargo de quienes la ocuparon y al corto horizonte que en estos años tendrían los 
altos cargos del departamento en general. No obstante, en esta Subsecretaría se creó una 
Subdirección general de Estudios Económicos que, con el tiempo, pasaría a integrarse en 
la Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público creada en su lugar, pero con competen-
cias sensiblemente más ejecutivas. 
 
b) La estructura compacta: la Dirección general del Tesoro y Presupues-
tos 
 
 Por las circunstancias mencionadas anteriormente
231
, en 1967 se suprime la Sub-
secretaría del Tesoro y Gastos Públicos y se integra la Dirección general de Presupuestos 
en la del Tesoro junto a la de Seguros y respecto a la totalidad de los Departamentos se 
prevé que dentro de cada Subsecretaría exista una unidad Económico-Administrativa que 
asuma todas las funciones referentes a presupuestos, contabilidad, habilitación y suminis-
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tros. En cumplimiento del decreto de compactación orgánica para el Ministerio de Ha-
cienda, el decreto 151/68 de 25 de enero
232
 centra en la Oficialía Mayor, con rango de 
Subdirección general, la administración de los créditos presupuestarios del ministerio, tal 
como ocurre en algunos de los restantes ministerios. No en todos, ya que por ejemplo en 
la Presidencia del Gobierno se separan las funciones de la Oficialía Mayor de aquellas 
que son propias del Servicio de Administración Financiera, que incluye el negociado de 
presupuestos, estando ambos servicios dentro de la Subdirección general de Servicios. 
 Por otro lado, que tiene que ver más con la administración general que con el pre-
supuesto, siguiendo con la línea iniciada en el período anterior en materia de función pú-
blica, se regulan las retribuciones complementarias de los funcionarios por decreto de 13 
de abril de 1972
233
, compartiéndose su fijación entre Hacienda y Presidencia y el resto de 
los ministerios. Siguiéndose un esquema organizativo que recuerda mucho al actual, para 
fijar los complementos de destino se crea en el Ministerio de Hacienda la Junta Central de 
Retribuciones, que está presidida por el Subsecretario de Hacienda y tiene como Vicepre-
sidente primero al Director general del Tesoro y Presupuestos, como Vicepresidente se-
gundo al Director general de la Función Pública y como Vocales permanentes al Secreta-
rio general Técnico de la Presidencia del Gobierno, al Interventor general de la Adminis-
tración del Estado, un Vocal Permanente de la Comisión Superior de Personal y al Subdi-
rector general de Retribuciones de la Dirección general del Tesoro y Presupuestos. En 
cada Departamento ministerial existiría una Junta de Retribuciones, presidida por el Sub-
secretario, de la que sería vocal, entre otros funcionarios del propio ministerio, el Inter-
ventor Delegado. 
 Todo ello se produce acompañado de la eliminación de numerosos órganos y car-
gos administrativos, coches oficiales y una serie de medidas dirigidas a restringir el gasto 
público, tales como que no existieran como norma general más que secciones y negocia-
dos en las direcciones generales y que excepcionalmente se pudieran crear subdirecciones 
generales por acuerdo del Gobierno y previo informe del Ministerio de Hacienda. 
 Los fines declarados en el preámbulo de esta norma eran, una vez más, producir 
una importante e inmediata reducción de los gastos consuntivos y un freno a su incremen-
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to futuro, además de un estímulo para mejorar la productividad de los órganos administra-
tivos, pero tuvo además el efecto de cambiar la organización de la Administración presu-
puestaria en un sentido diferente y bien contrario al del período anterior. 
 La nueva Dirección general del Tesoro y Presupuesto está integrada por las subdi-
recciones generales del Tesoro, de la Deuda Pública, de Clases Pasivas, de Seguros y por 
la Caja General de Depósitos y, en cuanto al área de presupuestos, donde no se modifica 
la estructura anterior ni su distribución de competencias, por las subdirecciones generales 
de Presupuestos, de Inversiones, Financiación y Programación, de Retribuciones de Fun-
cionarios y de Régimen Financiero de Corporaciones Locales. 
 Al nivel inferior, se mantiene la Sección Primera de Estudios Especiales Presu-
puestarios, de la Subdirección general de Presupuestos, distribuyéndose entre las cuatro 
restantes, además de los distintos ministerios y organismos autónomos, funciones espe-
cializadas como el análisis estadístico de los créditos, su control, los informes económi-
cos en propuestas de nuevos gastos y la documentación presupuestaria mecanizada. La 
Subdirección de Inversiones, Financiación y Programación acentúa sus competencias 
próximas a la política económica general y en relación a tesorería, deuda, mercado de 
capitales y relaciones con la Comisaría del Plan de Desarrollo Económico y Social. 
 Así, para lo fundamental, sigue vigente la anterior organización presupuestaria. Es 
decir, la inclusión en la gran Dirección general del Tesoro y Presupuestos no afecta, al 
nivel operativo, la cuádruple división que hasta hoy se mantiene de las tareas presupues-
tarias, a saber: elaboración de presupuestos, planificación de las inversiones públicas, 
retribuciones y financiación de las Haciendas descentralizadas. Cada una de estas áreas 
corresponde entonces a una Subdirección. 
 Cuando a partir de octubre de 1976 y de la promulgación de la Ley General Pre-
supuestaria el 4 de enero siguiente, comience la etapa contemporánea de la Dirección 
general de Presupuestos, se volverá a mantener esta división de competencias y órganos, 
que es la que hasta hoy debe mantenerse para una visión global de la Administración pre-




. No obstante, pocos meses después comienza la expansión de la estructura
de la Dirección general de Presupuestos
235
.
c) Ascenso de la Intervención general
En 1972 se aprueba el nuevo Reglamento del Cuerpo de Intervención y Contabili-
dad de la Administración Civil del Estado
236
, a cuyos funcionarios, además de las funcio-
nes fiscalizadoras y contables, que desempeñan en el centro directivo que ostenta tales 
competencias y en las intervenciones delegadas, se les atribuye la de 
“Informar los anteproyectos de presupuestos de los Departamentos ministeriales 
que hayan de integrarse en los Generales del Estado, así como los presupuestos de las 
Entidades Estatales Autónomas y los expedientes de modificación de créditos, sin perjui-
cio de las competencias atribuidas a la Dirección General del Tesoro y Presupuestos.” 
Así, tal y como ocurrió diez años antes con la creación de la DGP en 1963, por 
decreto de 30 de agosto de 1974
237
 se encomienda a la Intervención la formulación anual
de la memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios públicos y el resumen 
territorial de las inversiones realizadas. Así, a la vez que para la Dirección general del 
Tesoro y Presupuestos se prevé la realización de tareas conducentes a la elaboración de 
presupuestos por programas, se separan de éstos las competencias necesarias para que 
éstos se hagan realidad. De este modo, se dispone que: 
234
El Real Decreto de 1 de octubre de 1976, que crea la Dirección general de Presupuestos bajo 
la dependencia de la Subsecretaría de Economía Financiera, mantiene esta división en subdirec-
ciones de: Presupuestos, Inversiones, financiación y programación, Retribuciones de funciona-
rios y Régimen financiero de las corporaciones locales. 
235
Por el Real Decreto de 28 de marzo de 1977, que estructura la Dirección general de Presu-
puestos y crea las subdirecciones generales de Entidades Autónomas del Estado, de Retribucio-
nes del Personal Laboral y de Gestión de Retribuciones (que asume las funciones de la Secreta-
ría de la Junta Central de Retribuciones).  
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“La Intervención general de la Administración del Estado formulará anualmente 
la Memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios públicos y el resumen 
territorial de las inversiones públicas realizadas, dispuestos por el artículo 45 de la Ley 
31/1973, de 19 de diciembre, dentro del plazo establecido para la rendición de la Cuenta 
General del Estado del ejercicio a que los mismos se refieren” 
Para ello se preveía que los distintos órganos de la Administración proporcionasen 
a la Intervención cuantos datos y antecedentes se soliciten por ésta, y que los demás órga-
nos que precisasen estos datos para el ejercicio de sus funciones específicas se coordina-
sen con la Intervención. Y se creaba además, adscrito a la Subdirección general de Con-
tabilidad de la Intervención, el Servicio de Contabilidad Económica y Analítica (sucesor 
en estas competencias del inoperante Servicio de Estudio y Análisis del Coste y Rendi-
miento de los Servicios Públicos creado en 1963), cuyas funciones serían, entre otras, las 
siguientes: 
“a) Establecimiento de los planes contables y dirección de la contabilidad en 
cuanto al coste y rendimiento de los servicios públicos y a la distribución territorial de 
las inversiones. 




 se crea en la misma Dirección del Tesoro y Presupuestos el Servicio de
Mecanización, el cual se integra en la Intervención de la misma, creándose así mismo una 
Comisión de Mecanización del Centro para asistir en estas cuestiones al Director general. 
b. Racionalización técnica: la supuesta introducción del presu-
puesto por programas 
Hasta este período, todas las innovaciones que se habían introducido, o tratado de 
introducir, no se ven claramente en conexión con la corriente de implantación de nuevas 
técnicas presupuestarias que se estaba produciendo en los países occidentales. Paradóji-
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camente, será a partir de 1971, con la plena vuelta del cuerpo de interventores al área pre-
supuestaria, cuando las reformas, hasta entonces generales y más relacionadas con la pla-
nificación que con el presupuesto, se inserten en la implantación de lo que ya se denomi-
na presupuesto por programas, en torno al cual surge una gran producción literaria justifi-
cando su implantación y con una declarada voluntad de cambio
239
. 
 Se parte de los logros alcanzados en materia de clasificación económica del gasto 
y de la elaboración de las cuentas económicas de las administraciones públicas del perío-
do 1958-1969, pero se reconoce la necesidad de un salto cualitativo respecto a la etapa 
iniciada en 1957. Se requiere pasar a un sistema de gestión por objetivos y control de re-
sultados, base de la presupuestación por programas
240
. Para ello se cuenta con el avance 
que ha supuesto, para la elección de gastos optativos, la elaboración de los programas de 
inversiones públicas de los Planes de Desarrollo. Los fines declarados de la renovación 
que se quiere producir son: 
 
“Completar la información fragmentaria y parcial de la actividad financiera 
[que] ofrecen los Presupuestos Generales del Estado, elaborando un Presupuesto 
del sector de Administraciones Públicas como paso previo hacia un Presupuesto 
consolidado del sector público. 
 
Poner el presupuesto al servicio de las necesidades de la economía nacional, uti-
lizando ampliamente las fórmulas y análisis presupuestario que permitan apre-
ciar el impacto económico de la actividad financiera. 
 
Establecer las debidas relaciones entre Plan y Presupuesto alargando las previ-
siones presupuestarias y comprobando en qué medida pueden servir mejor a los 
fines del plan, compatibilizando las perspectivas a plazo medio y a corto plazo de 
                                                 
239
Así los número 11 y 14 de la influyente revista Hacienda Pública Española se dedican ínte-
gramente al presupuesto, agotándose rápidamente en los años 1971 y 1972.  
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José BAREA TEJEIRO, Pasos para la implantación en España de un presupuesto por progra-
mas, Hacienda Pública Española (11), 1971. La fijación de objetivos y su coste, la estructuración 
de programas a realizar para alcanzar dichos objetivos, el análisis de las desviaciones para 
imputar responsabilidades y conocer sus causas, que constituye el sistema básico de la gestión 
en la empresa privada, puede y debe ser introducido en el Sector Público. 
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ambos documentos, racionalizando, finalmente, las decisiones del gasto público 
al servicio de los objetivos de la planificación.”241 
  
 Como puede verse, hay una cierta contradicción entre los objetivos declarados de 
implantación del PPBS y de la planificación, y los que son únicamente de contribución a 
la política económica, ya declarados y comenzados a implantar en 1957. Lo que al final 
primará será la función de información meramente económica y la vuelta al control tradi-
cional, utilizando la nueva clasificación económica como una cortapisa a la gestión y no 
una ayuda a la decisión. 
  Coherente con este fin informativo que se asigna al presupuesto, se empieza a 
publicar en 1972 el “Libro Verde”, que contiene un Presupuesto Consolidado de las Ad-
ministraciones Públicas, al que se añaden en 1973 dos nuevos documentos: el Presupues-
to Consolidado de las Empresas Públicas, y una presentación de los créditos de inversión 
contenidos en el presupuesto del Estado por programas (Anexos de programas de inver-
sión pública), instrumento que se aspira a implantar paulatinamente. 
 Continuando con la mejora de la información iniciada en anteriores períodos, se 
desarrollan en 1973 normas de la orden de 1 de abril de 1967 referentes a los presupues-
tos de recursos y dotaciones y los planes de operaciones de los organismos autónomos 
comerciales
242
. Asimismo la ley de Presupuestos para 1974
243
, establece que a partir de 
1974, a la Cuenta General del Estado se unirá un resumen de las inversiones públicas 
efectivamente realizadas localizadas territorialmente, distribución geográfica del gasto 
regulada por orden de 1 de febrero. 
 Los Presupuestos Generales para 1977, elaborados cuando se ha reconocido ya 
(algo tardíamente) lo profundo de la crisis económica (por lo que se trata de darles un 
efecto contractivo sobre la economía), todavía mantienen las principales características de 
los de años anteriores, al contener sólo los del Estado, afectando a los organismos autó-
nomos en cuanto a créditos de personal e inversiones. Tanto los presupuestos de RTVE 
como los de éstos los aprueba el Gobierno a propuesta del Ministro de Hacienda. No se 
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hace mención de los de la Seguridad Social. Se elimina el estado letra “C” correspondien-
te a la dotación para el fondo de acción coyuntural, cuyos créditos figuran incluidos en 
1977 en el presupuesto general de gastos. 
 
3. EL EQUILIBRIO DE LAS TENDENCIAS ENTRE LA GESTIÓN  TRA-
DICIONAL Y LOS NUEVOS ENFOQUES (1977-1982) 
 
A. Contexto político y económico 
 
a. Entorno político general. 
 
 Entre 1977 y 1982 el entorno político es sustancialmente distinto al que existe 
durante el régimen de Franco. Un nuevo régimen político de carácter parlamentario, un 
Gobierno y una Administración responsables ante la opinión pública por fuerza han de 
influir en el modo de tomar las decisiones administrativas ¿o no? 
 Este período viene, no obstante, marcado por distintos hechos que provienen de la 
etapa anterior y que condicionan la agenda política de la transición. En primer lugar por 
un lógico y prioritario gran interés por las grandes cuestiones políticas (la reforma consti-
tucional,  el sistema de participación articulado a través de los partidos políticos y la crea-
ción de un modelo territorial diferente) y por urgentes cuestiones económicas (la salida de 
la crisis económica y la inserción de nuestro país en la Comunidad Económica Europea), 
que dejan aparcadas otras cuestiones que afectan directamente a la Administración públi-
ca. 
 Los temas político-administrativos, como la modernización de la decisión y la 
gestión públicas y la planificación de la actividad administrativa, son absolutamente se-
cundarios dentro de la agenda política. La reforma de la presupuestación entra dentro de 
esta serie de temas de segundo orden de interés, pero entra en la agenda al fin y al cabo. 
La reforma del gasto público y la racionalización del presupuesto del Estado venían pues 
impuestos por la Ley General Presupuestaria predemocrática y los Pactos de la Moncloa 
de 1977 lo recogieron así como objetivo secundario. 
 Además de la regulación de la tramitación parlamentaria de la ley de presupuestos 
y de su contenido, dos aspectos se recogen en la Constitución: la regulación del Tribunal 
de Cuentas e in fine una ampliación del sector público, que a la vez se trata de someter en 
su totalidad al régimen presupuestario. Estos dos aspectos nos sirven para poner de mani-
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fiesto que la Constitución ni tenía como programa ni ha logrado imponer cambios en la 
confección del documento presupuestario, en un sentido de perfeccionamiento técnico y 
de mayor respeto por los principios democráticos. 
Aunque el máximo poder de hacer queda restringido al ejecutivo, el parlamento 
conserva su poder de control, consagrado constitucionalmente
244
, que ejerce a través del
Tribunal de Cuentas. Éste es considerado por la Constitución el órgano supremo fiscali-
zador y jurisdiccional de las cuentas públicas
245
.
 El artículo 136 de la Constitución recoge la regulación básica del Tribunal de 
Cuentas, en particular la necesidad de emisión de un Informe Anual y de su presentación 
a las Cortes Generales. Su actuación se produce tanto respecto al sector público estatal 
(Administración del Estado, sus organismos autónomos y sociedades estatales) y la Segu-
ridad Social, como respecto a las comunidades autónomas y corporaciones locales. Se 
244
Así lo mantiene entre otros autores Luis María CAZORLA PRIETO, en El Control Financiero 
Externo del Gasto Público en la Constitución, Presupuesto y Gasto Público nº 2, Madrid 1979.  
245
Es. dice el Sr. Canga[Argüelles], “el Cuerpo más antiguo de la Hacienda, a cuyo cargo se ha 
confiado desde la más remota antigüedad inspeccionar la administración y distribución de las 
rentas, pudiendo exigir cuentas a todos los que hubieren recibido caudales del Estado”. 
Según la Guía Oficial de España, fue creado este Tribunal por la Ordenanza de 2 de julio 
de 1437 que otorgó el rey D. Juan II a consecuencia de la petición hecha por los procuradores de 
las ciudades y villas, confiriéndole muchas prerrogativas y facultades que después se aumenta-
ron, con autoridad privativa y absoluta para reclamar, censurar y fallar todas las cuentas de los 
funcionarios públicos que manejaban caudales y efectos. Estuvo incorporado por espacio de más 
de dos siglos al Consejo de Hacienda como Sala tercera. 
Por Real Cédula de 10 de noviembre de 1828 se dio nueva planta a este Tribunal, y se 
establecieron sus Ordenanzas, determinándose su autoridad y atribuciones; y por la ley de 25 de 
agosto de 1851 se le dio el nombre de Tribunal de Cuentas del Reino [...]. 
El nombramiento de los ministros del Tribunal se hacía por las Cortes con arreglo a la ley 
de 1870 y a la constitución de 1869, pero hoy [por 1892] se hace por Real decreto acordado en 
Consejo de Ministros, conforme a la de 1876 y a la ley de 3 de julio de 1877 [...]. La semejanza 
de sus funciones con las de la Intervención general de la Administración del Estado nos hicieron 
pensar, ya hace algunos años, en la conveniencia de suprimirle, estableciendo una Sección de lo 
Contencioso dentro de dicho Centro. En el proyecto de presupuestos para 1893-94 el Sr. Ministro 
de Hacienda adoptó por entero este plan, al que después ha renunciado, manteniendo en el pro-
yecto el Tribunal de Cuentas, cuya composición habrá, sin embargo, de ser modificada. (ALCU-
BILLA, voz Hacienda Pública, páginas 1194-1195).   
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concibe como un órgano técnico y político a la vez. Es técnico por la materia que debe 
ocupar su actividad, la fiscalización y enjuiciamiento de las cuentas del sector público. 
 Es órgano político por una doble razón: por una parte porque es un órgano depen-
diente de las Cortes Generales, lo que hasta cierto punto es congruente con el esquema 
general de poderes formales que consagra la Constitución, en el que las elecciones son el 
mecanismo que a través de los órganos representativos hace llegar el poder popular a to-
dos los resquicios de la vida pública. 
 En segundo lugar porque los mecanismos de representación que la constitución 
establece, en principio restringidos a las Cortes, a los ayuntamientos y a las asambleas de 
las comunidades autónomas, se proyectan a todos y cada uno de los sectores del sector 
público, como si la representación incluso en un grado muy indirecto fuera garantía de 
acierto y de objetividad en las decisiones adoptadas y en las acciones emprendidas, de 
modo que en cada institución pública se trata con frecuencia de cumplir no los fines cons-
titucionales, sino una representación personal acorde con la que existe en parlamentos y 
asambleas. 
 La Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, de 12 de mayo de 1982 indica que su 
función fiscalizadora se referirá al sometimiento de la actividad económico-financiera 
del sector público a los principios de legalidad, eficiencia y economía, recogiendo así 
tanto el artículo 103 como el artículo 31.2 de la Constitución. Igualmente recoge lo pre-
visto en la LGP al indicar que: 
 
 ejercerá su función en relación con la ejecución de los programas de ingresos y 
gastos públicos. 
 
 De este modo parece referirse a la clasificación por programas de los presupuestos 
del Estado, sin tener en cuenta que todo el sector público no está regulado por el presu-
puesto ni por tanto presenta sus gastos e ingresos por programas. Por otra parte tampoco 
su definición de lo que comprende el sector público es hoy universalista, ya que el artícu-
lo 4 integra en éste hasta las sociedades estatales y demás Empresas públicas, pero no las 
fundaciones de creación y financiación públicas, hoy última figura de huida de las normas 
públicas de actuación. No obstante, al referirse al contenido del Informe o Memoria anual 
que el Tribunal debe remitir a las Cortes Generales, extiende la fiscalización a la raciona-
lidad en la ejecución del gasto público basada en criterios de eficiencia y economía y a 
la ejecución de los programas de actuación, inversiones y financiación de las Sociedades 
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estatales y de los demás planes o previsiones que rijan la actividad de las Empresas pú-
blicas, así como el empleo o aplicación de las subvenciones con cargo a fondos públicos. 
De este modo se debería entender de nuevo recogida la totalidad del sector público, con 
independencia de las formas jurídicas adoptadas. 
La función jurisdiccional del Tribunal de Cuentas se extiende a la totalidad de la 
gestión económica del sector público, tanto del Estado como de los demás ámbitos políti-
cos territoriales, excluyendo así la competencia de otros órganos análogos que pudieran 
existir en comunidades autónomas y corporaciones locales. 
Se convierte así en un pseudo-tribunal de instancia única con vocación de enjui-
ciar toda la actuación de las distintas administraciones públicas entendidas en su sentido 
más amplio. Tal posición exclusiva y excluyente fue refrendada por el Tribunal Constitu-
cional al suprimir la Sección de Enjuiciamiento de la Sindicatura de Cuentas de la Gene-
ralidad de Cataluña
246
. Pero a esta posición aparente de exclusividad y preeminencia pa-
rece que no le han acompañado ni sus competencias ni su funcionamiento efectivo. 
Además de la función de fiscalización externa, permanente y consuntiva de la ac-
tividad económico-financiera del sector público, el Tribunal actúa como un auténtico tri-
bunal para enjuiciar la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo 
el manejo de caudales o efectos públicos (funcionarios, políticos designados o electos, 
partidos políticos, particulares...). 
La competencia jurisdiccional ha sido esclarecida tanto por el propio Tribunal de 
Cuentas
247
 como por el Supremo
248
, considerándola distinta y no subordinada a la fiscali-
zadora. El concepto de responsabilidad contable contenido en el artículo 38.1 de su Ley 
Orgánica ha sido delimitado por las actuaciones de la Sección de Enjuiciamiento del tri-
bunal
249
, distinguiéndola de la responsabilidad civil frente a la Administración pública,
que es enjuiciada por otros órdenes jurisdiccionales (civil y contencioso-administrativa). 
Así, debe interpretarse restrictivamente el artículo 38.1 de la Ley Orgánica “El que por 
246
STC 187/88 de 17 de octubre sobre la Ley de 5 de marzo de 1984 de la Generalidad de Cata-
luña. 
247
Auto de la Sala de Apelación del Tribunal de Cuentas de 12 de diciembre de 1986. 
248
Sentencia de la Sala Tercera de 18 de octubre de 1986. 
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acción u omisión contraria a la Ley originare el menoscabo de los caudales o efectos 
públicos quedará obligado a la indemnización de los daños y perjuicios causados”, es 
decir debe darse una interpretación conjunta con los artículos 2,b) y 15 de la misma Ley 
Orgánica. De este modo incurren en responsabilidad contable quienes tengan a su cargo 
el manejo de caudales o efectos públicos, siempre que esa responsabilidad se desprenda 
de las cuentas que deben rendirse y se infrinjan las leyes de contabilidad pública (texto 
refundido de la Ley General Presupuestaria y leyes de presupuestos). 
Dada la frecuencia con que se infringen las normas de contabilidad, la cuestión 
que permanece abierta es la de qué operaciones dan lugar a responsabilidad contable y 
qué grado de dolo, culpa o negligencia deben considerarse graves en el sujeto responsa-
ble. En concreto nos interesa saber si las operaciones que no suponen un manejo directo 
de fondos o efectos, tal como ocurre con la mayoría de las operaciones que se refieren a 
la elaboración del presupuesto y a su envío a las Cortes, deben considerarse incluidas, 
siendo la respuesta de la práctica del tribunal negativa. Ello no obsta para que el Tribunal 
de Cuentas reproche a la Administración, a la Intervención general de la Administración 
del Estado, no haberle remitido comunicación sobre los expedientes incoados para depu-
rar responsabilidades contables por “no rendir las cuentas reglamentarias exigidas o pre-
sentarlas con graves defectos”, en ciertos organismos autónomos. 
El campo del presupuesto se acerca a ciertos campos como el electoral y el de los 
partidos, en los que resulta casi imposible obtener resultados prácticos. Además de lo 
previsto en las leyes específicas del Tribunal de Cuentas, ciertas normas (leyes orgánicas 
del Régimen Electoral General y de Financiación de los Partidos Políticos) prevén la emi-
sión de informes especiales sobre las finanzas de los partidos políticos, pero este es un 
campo tan escurridizo que ni el Tribunal Supremo ni el de Cuentas han llegado a nada 
que pudiéramos considerar positivo. En cierto modo el campo presupuestario y el partida-
rio-electoral parecen compartir la exclusión de actos políticos que estaba consagrada por 
las normas franquistas para cierta actuación de la Administración pública. 
b. Entorno económico y jurídico-presupuestario
Desde una perspectiva general sobre el papel y la magnitud del sector público en 
la economía, se observa en estos años el cambio desde un punto de vista pro sector públi-
co y a favor de un progresivo incremento de su participación en el PIB, hasta una puesta 
en cuestión casi unánime acompañada de la petición de su reducción o al menos de una 
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brusca detención de su crecimiento
250
. Este dato, que se puede encontrar en todos los paí-
ses de nuestra órbita cultural y económica, va acompañado en nuestro país de una serie de 
paradojas de tipo político. 
En primer lugar, un gobierno reformista y que trata de marcar distancias respecto 
al régimen anterior produce la consolidación del estado del bienestar cuyas líneas esen-
ciales se habían delineado en aquel régimen. En segundo término, durante estos años un 
gobierno de centro o centro derecha que lleva en su seno importantes elementos liberales 
o, cuando menos, no socialistas, culmina su gestión elevando hasta límites nunca antes 
conocidos el endeudamiento público, poniendo las bases para un futuro período socialista 
de persistente elevado gasto y déficit públicos. 
Estos años, que son a la vez de reforma política y de crisis económica, contienen 
tres hechos que son fundamentales para la reforma del proceso presupuestario: primero 
los pactos de la Moncloa y la lucha contra la crisis económica por los gobiernos de la 
UCD, que parecen contar con la implantación de un nuevo modelo presupuestario como 
uno de sus instrumentos principales, pero que obtiene sus mayores logros en la reforma 
del ingreso, no del gasto; segundo la Constitución de 1978 y el consenso político, que 
definen el marco institucional y el modelo económico en el que insertar los presupuestos 
generales del Estado; y tercero el cambio de Gobierno de 1982 que pone fin a los intentos 
de innovación presupuestaria que manifestaban un cierto talante reformista y de desarro-
llo del impulso visto en el anterior apartado, e inicia una reforma presupuestaria de dife-
rente carácter. 
Ya se dijo al principio de este trabajo que a estos hechos se les suele atribuir un 
valor que consideramos excesivo para valorar el cambio respecto a los presupuestos en 
España
251
. No obstante, aunque sea para mostrar su falta de vigor, estos hitos enmarcan
nuestro campo y deben ser considerados. Sobre esto es interesante traer a colación la idea 
250
“Desde la perspectiva actual resulta curioso observar el cambio progresivo que se ha venido 
registrando, a lo largo de los últimos 25 años, en la percepción de la sociedad española respecto 
al papel del sector público en la economía. Basta con repasar los sucesivos informes anuales del 
Banco de España para darse perfecta cuenta de dicha transformación intelectual.”  La eficacia y 
eficiencia del gasto público, de Miguel Ángel ARNEDO, en EL PAÍS del 24 de mayo de 1994. 
251
Isidoro MARCOS SANZ, en La reforma presupuestaria en España, en la revista Presupuesto y 
Gasto Público nº 4, 1979, p.108, llega al extremo de hablar de “el antiguo y el nuevo régimen”, 
separados por la aplicación de la Ley General Presupuestaria y la Constitución. Sin embargo, se 
refiere también al modo en que el nuevo se apoya en los antecedentes técnicos del antiguo.   
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
274 
 
que se desprende sobre la Ley General Presupuestaria del primer número de Hacienda 
Pública Española dedicado a la misma. Sobre todo porque ninguna relación se establece 
entre cambio político y nueva regulación presupuestaria, que se debe a una consideración 
estrictamente técnica de la misma. Además por la importancia que, en mi opinión erró-
neamente (y así creo que lo demostraron los hechos), se da a la ley y a su incidencia sobre 
las futuras leyes de presupuestos: 
 
 “La regulación que establece la nueva Ley sobre la mecánica de la ejecución del 
presupuesto eliminará prácticamente de los futuros presupuestos la necesidad de que 
éstos se vean precedidos de un largo texto legal, salvo para situaciones muy peculiares y 
transitorias, limitadas en su vigencia al ejercicio económico.” 
 
 Idea más errónea aún si se considera que una de las razones principales para la 
promulgación de una nueva ley que sustituyese a la de 1911, era que ésta se había conver-
tido en excepción en lugar de en regla de actuación en materia presupuestaria. Este hecho 
era debido precisamente a que cada año se incorporaban numerosas excepciones y refor-
mas a la regulación general, lo que puede mostrar el difícil acompasamiento de la norma-
tiva presupuestaria al cambiante mundo de la gestión del gasto, o sencillamente a que el 
ejecutivo no es muy dado a dejarse controlar por leyes provenientes del poder legislativo, 
manifestando desde el Gobierno una fuerza capaz de imponerse a las leyes, tanto en una 
situación de mayorías pluripartidistas como en gobiernos monocolores. 
 Como no podía ser menos, la Ley General Presupuestaria ha sido mucho más to-
cada en sus aspectos imperativos de lo que, en un período incomparablemente más largo, 
había sido la ley anterior. Pero las causas de este cambio acelerado tienen poco que ver 
con la calificación política y jurídica del régimen. 
 En primer lugar, como causa de los cambios en la presupuestación creemos que 
debe rechazarse (en lo que se pretenda de realismo, no en su deber ser) la idea tan arrai-
gada de que 
 la profundización del régimen presupuestario es algo consustancial al régimen 
democrático y que éste comienza en 1977
252
. 
                                                 
252
 RODRÍGUEZ ONDARZA y RUBIO GUERRERO, op. cit., p.136, recogen esta idea como pun-
to de partida. Se trae a esta colación esta obra por su carácter reciente y colectivo, que habría 
podido permitir un mayor distanciamiento crítico respecto a nuestra reciente historia. Contra esta 
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 Además de las contradicciones en que se incurre generalmente al trazar divisiones 
en estos años de la transición y no considerar la dinámica propia de la Administración 
pública, lo que en el momento de la transición se contempla como algo consustancial al 
régimen democrático es realmente la reforma fiscal, y este es el tema realmente de moda 
tanto entre los partidos políticos y los medios de opinión como entre los propios ciudada-
nos. A partir del incremento de los ingresos que permite la reforma fiscal, se ve posible el 
incremento de los gastos, sin que entonces este incremento se estime como algo peligroso 
o indeseable en sí mismo. Lo cierto es que el gasto público no es en estos años un tema 
popular ni siquiera entre los estudiosos de la Hacienda pública
253
. 
 En segundo lugar la extraña relación temporal-conceptal que se establece entre la 
Ley General Presupuestaria y la Constitución de 1978, ya que para alguno es un mero 
accidente sin demasiada importancia que tanto las primeras elecciones legislativas libres 
que dan lugar a unas Cortes representativas como la Constitución sean posteriores a la ley 
de ordenación presupuestaria. 
 A otras razones habrá que atribuir que una y otra parezcan recoger los principios 
democráticos y de eficacia que se defienden en la nueva era postfranquista
254
, pero que ya 
                                                                                                                                                 
idea y con gran incongruencia, los mismos autores trazan un puente entre la época anterior a 
1975 y la que llega a 1982. Contra lo realmente expresado en la Introducción, señalan: “Comen-
tábamos en la introducción que en la historia de la presupuestación por programas podían distin-
guirse dos etapas perfectamente diferenciadas: la primera, que se inicia antes de 1975 y que se 
concreta en 1979, de forma parcial, con el inicio de este tipo de presupuesto en dos departamen-
tos, para generalizarse en 1982; en esta primera etapa no puede hablarse de una transformación 
del sistema tradicional de presupuestación por cuanto no tiene carácter vinculante, la metodolo-
gía de su realización sigue siendo la clásica, y no integra planificación a medio plazo y presu-
puesto anual. Sin embargo, sí se produce un hecho de enorme trascendencia que hará viable el 
Presupuesto por Programas: la creación de las Oficinas presupuestarias en los Departamentos 
ministeriales; y la segunda, que se inicia en 1984 con la elaboración de los Presupuestos Gene-
rales del Estado y que constituye la definitiva implantación del sistema.” 
253
Así lo pone de manifiesto el número 44 (1977) de la revista Hacienda Pública Española, dedi-
cado al presupuesto, que dice en su Editorial (p.3), refiriéndose a la Ley General Presupuestaria: 
 “Su extraordinaria importancia está fuera de toda duda, y ello a pesar del casi total silen-
cio con que su nacimiento fue acogido por los distintos medios de información, lo cual no deja de 
sorprender y de preocupar.” 
254
Así, insistiendo en una idea anterior, RODRÍGUEZ ONDARZA y RUBIO GUERRERO, op.cit., 
Es por ello que la Constitución Española de 1978, al igual que la de los países democráticos 
(sic), establece los principios fundamentales y las limitaciones básicas en la realización del pre-
supuesto y el desarrollo del ciclo presupuestario, bien entendido que el desarrollo de estos prin-
cipios se realiza en la Ley General Presupuestaria y que sólo razones de aparición cronológica 
nos han llevado a su repaso previo al de la Constitución. 
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venían siendo recalcados por los funcionarios, los políticos y las normas desde tiempo 
atrás. 
 En realidad, frente al pretendido mayor protagonismo de las Cortes, con renova-
ción del principio de universalidad, se da un escaso protagonismo de las Cortes en los 
procesos de reforma. Se da como hecho, como dato establecido, el de la debilidad de las 
Cortes (sistema de gabinete), partiéndose de lo que en otros países ha sido todo un largo 
proceso de debilitamiento. Así vemos que, mientras que se han aprobado dos leyes que 
regulan el Tribunal de Cuentas y su funcionamiento, ninguna hasta muy recientemente ha 
entrado a regular en profundidad la materia presupuestaria estricta, que se sigue rigiendo 




 Tras las elecciones de junio se forma el 4 de julio el primer Gobierno
255
 de la eta-
pa democrática, que tiene como Vicepresidente del Gobierno para Asuntos Económicos y 
Ministro de Economía  (puesto de nueva creación) a Enrique Fuentes Quintana y como 
Ministro de Hacienda a Francisco Fernández Ordóñez, representantes de la ortodoxia 
económica y del reformismo y el posibilismo político, respectivamente. Como contrapar-
tida, como Consejeros del Presidente se nombra a representantes de las diversas tenden-
cias políticas (menos ortodoxas económicamente y menos reformadoras políticamente) 
que integran la UCD (Alfonso Osorio García -antes Vicepresidente Segundo del Go-
bierno encargado de la política económica-, José Ramón Lasuén Sancho, Federico Mayor 
Zaragoza, Salvador Sánchez-Terán Hernández, Arturo Moya Moreno, Lorenzo Olarte 
Cullen y Leopoldo Calvo-Sotelo y Bustelo) el 29 de julio. 
 Este Gobierno tendría que enfrentarse a la crisis económica, realizar los pactos de 
la Moncloa (de 23 de octubre de 1977) y emprender la reforma de la tributación con el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
 Al nacer el Ministerio de Economía a partir de algunas de las competencias eco-
nómicas del de Hacienda (ya que no se establece ninguna relación con lo que es realmen-
te su origen, el Ministerio de la Presidencia) se suprimen las efímeras subsecretarías de 
Economía Financiera y la de Planificación, cuyas competencias de estudio, programación 
                                                 
255
Reales decretos de 4 de julio de 1977. 
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y planificación económica pasan al nuevo ministerio. Éste, a través de la Secretaría de 
Estado para la Coordinación y Programación Económicas (suprimida luego por real de-
creto de 27 de abril de 1979), ostenta la secretaría de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos. 
 Las competencias propiamente ejecutivas de la antigua Subsecretaría de Economía 
Financiera (las de Tesoro, Presupuestos, Patrimonio y Seguros) permanecen en el Minis-
terio de Hacienda, donde se encarga de tales funciones a la Subsecretaría de Presupuesto 
y Gasto Público. Los cambios en la estructura conllevan cambios en las personas que los 
ocupan. Así José Barea Tejeiro (que había sido Director general del Tesoro y Presupues-
tos entre el 25 de enero de 1971 y 6 de octubre de 1976, durante el período al que hemos 
calificado por el ascenso de la Intervención general y la fingida implantación de un pre-
supuesto por programas) ocupa el cargo de Subsecretario del Presupuesto y Gasto Públi-
co
256
. Como Director general de Presupuestos se nombra a Ángel Marrón Gómez, tam-
bién interventor y continuador de esa tendencia de que la Dirección general fuera ocupada 
por un burócrata de orientación controladora de la Intervención. 
 La creación del nuevo ministerio supone sin duda problemas de coordinación en-
tre la política económica y la política presupuestaria, entre compromisos y finalidades 
distintas. Para resolverlos, para coordinar las funciones de los dos ministerios en el campo 
presupuestario se crea una Comisión de Presupuesto y Gasto dependiente de ambos. Ello 
no impidió la brevedad en el cargo del primer ministro de Economía, disconforme con el 
resultado de esta coordinación, con el paso de convertir las grandes líneas teóricas de po-
lítica económica en presupuestos vinculantes. 
 La falta de una política decidida de reforma del gasto público y de reducción del 
déficit, debida quizás en parte a los problemas de coordinación mencionados y en mayor 
parte a la necesidad de conjugar ortodoxia económica y fines políticos generales, está en 
el trasfondo de la crisis de 24 de febrero de 1978 en el área económica del Gobierno. Fer-
nando Abril Martorell, hasta entonces Vicepresidente Tercero del Gobierno, sustituye a 
Fuentes Quintana como Vicepresidente Segundo para Asuntos Económicos y Ministro de 
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Es el autor del primer Editorial democrático de la revista oficial Hacienda Pública Española (nº 
50 de 1978), donde resalta que el “presupuesto de 1978 hay que situarlo en un marco totalmente 
diferente del vigente en los últimos cuarenta años. Este nuevo marco viene dado por un Parla-
mento democrático y por un Presupuesto comprensivo de la total actividad del Sector Público”, 
inaugurando así el cuarentañismo en materia presupuestaria y manteniendo la misma posición 
de poder y de responsabilidad que había ocupado durante esos años. 
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Economía. Fuentes Quintana pasa a ser Consejero para Asuntos Económicos y Presidente 
del Grupo de Consejeros Económicos de Suárez. 
Con el cambio de ministro, en el segundo escalón José Luis Leal Maldonado (an-
tes Director general de Política Económica) sustituye a José Ramón Álvarez Rendueles 
(que pasa a ser Gobernador del Banco de España) como Secretario de Estado para la 
Coordinación y Programación Económica, cargo que desaparecería cuando en la siguiente 
remodelación fuera nombrado ministro. 
En el tercer Gobierno Suárez (5 de abril de 1979), Jaime García Añoveros sustitu-
ye como ministro de Hacienda a Fernández Ordóñez (ya que éste pasa a Justicia a realizar 
otra importante reforma, la del divorcio)  y José Luis Leal Maldonado a Abril Martorell 
como Ministro de Economía pero no como Vicepresidente para Asuntos Económicos. 
También el segundo escalón del Ministerio de Hacienda tendría cambios
257
 en esta
ocasión: Miguel Martín Fernández sustituiría a José Barea Tejeiro como Subsecretario de 
Presupuesto y Gasto Público (que sólo a partir de este momento abandona casi definiti-
vamente el área presupuestaria, en la que ocupaba puestos directivos desde 1971), conti-
nuándose así el prolongado dominio del campo de los gastos públicos por parte del Cuer-
po de Intervención y Contabilidad. Probablemente no es ajeno a este cambio el real decre-
to de 18 de julio de 1980, continuando con el intento de reducir los gastos de funciona-
miento de la Administración pública, que crea una Comisión Delegada del Gobierno para 
la Administración Pública con competencias en materia de capítulos primero y segundo 
del presupuesto. Se refleja así un cierto acuerdo entre Presidencia y Hacienda para man-
tener el equilibrio. 
Carlos García de Vinuesa y Zabala sustituye a Dionisio Martínez Martínez como 
Subsecretario de Hacienda. Al año siguiente
258
, Ignacio Montaño sustituiría a Augusto
Gutiérrez Robles como Interventor general de la Administración del Estado. 
Tras esta sustitución de personas en los dos primeros escalones, comienza aparen-
temente una nueva etapa de política económica y presupuestaria. En cumplimiento de los 
Pactos de la Moncloa, el Programa a Medio Plazo para la economía española, elaborado 
257
Decretos de 27 de abril 
258
Decreto de 18 de julio de 1980 
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por el Gobierno en agosto de 1979
259
 establece diversas medidas para la implantación 
generalizada del nuevo sistema de presupuestación por programas y la paulatina implan-
tación del presupuesto base cero con la regulación y creación con carácter general de ofi-
cinas presupuestarias en cada ministerio, que se irían poniendo en funcionamiento efecti-
vamente a lo largo de la primera mitad de 1980; para la programación plurianual de la 
inversiones se crea por acuerdo de Consejo de Ministros de finales de 1979 el Comité de 
Inversiones Públicas, presidido por el Subsecretario de Economía; se prevé la formula-
ción de un Plan General de Contabilidad Pública que comprendería, además de la presu-
puestaria, la contabilidad patrimonial, la de gestión y la analítica. 
 El cuarto Gobierno Suárez (8 de septiembre de 1980), tras la crisis de los barones 
de UCD planteada abiertamente en el congreso del partido en el verano de 1980 en Ma-
llorca, no trae cambios a este área, con excepción de la creación del Ministerio de Eco-
nomía y Comercio
260
, otras muestra de la indefinición de las tareas a desarrollar por el 
nuevo departamento. 
 El quinto y último Gobierno de Suárez (1 de enero de 1981) conlleva la sustitu-
ción de José Luis Leal Maldonado por Juan Antonio García Díez como Ministro de Eco-
nomía y Comercio y el nombramiento de Leopoldo Calvo Sotelo como Vicepresidente 
Segundo para Asuntos Económicos. 
 Los primeros Gobiernos de Leopoldo Calvo Sotelo (26 de febrero y 31 de agosto 
de 1981) no traen cambio alguno a los ministerios de Hacienda y de Economía y Comer-
cio. Su tercer Gobierno (1 de diciembre de 1981) lleva consigo el nombramiento del Mi-
nistro de Economía y Comercio como Vicepresidente Segundo para Asuntos Económi-
cos, lo que no cambiaría en los Gobiernos de 30 de julio y 13 de septiembre de 1982. 
 Tal como hemos visto, en menos de seis años hay un total de ocho gobiernos, 
mientras que en el Ministerio de Hacienda tan sólo dos titulares diferentes (Fernández 
Ordóñez y García Añoveros). En el Ministerio de Economía tenemos a cuatro titulares 
diferentes y dos bloques competenciales diversos (Fuentes Quintana, Abril Martorell, 
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Ministerio de Economía, Secretaría General Técnica, Madrid, 1979.  
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Regulado por el Real Decreto de 3 de octubre y la Orden Ministerial de 30 del mismo mes, que 
refunde la Dirección General de Política Económica y Previsión (subdirecciones de Análisis Co-
yuntural, de Previsión Económica, de Política de Empleo y de Política de Rentas) y da una nueva 
estructura a la Dirección General de Planificación (subdirecciones generales del Programa de 
Inversiones Públicas, de Planificación Regional y de Planificación Sectorial). 
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Leal Maldonado y García Díez). Esto debería traducirse en un mayor peso y una mayor 
estabilidad de las políticas seguidas desde Hacienda, cuyos titulares son además altos 
burócratas del Estado con competencia en Hacienda Pública (inspector fiscal y catedráti-
co de Universidad de Hacienda pública, respectivamente). 
 El final del período muestra de manera cruda la influencia del ciclo electoral sobre 
la marcha del sector público, la visión a corto plazo que daña la eficacia de lo público, o 
tiene una distinta percepción de la eficacia de la que es común, lo que en nada beneficia 
el interés general. 
 El 2 de abril de 1982, en pleno deterioro de la situación política del partido gober-
nante, con desbocamiento del déficit público incluido, se aprueba un programa extraordi-
nario de inversiones públicas claramente electoralista y el mismo día por real decreto se 
declara la urgencia de la ejecución de los proyectos que lo componen “con la finalidad de 
atajar la evolución del desempleo”.  
 Pese a todo este esfuerzo inversor de última hora, las elecciones generales de 28 
de octubre de 1982 suponen el fin de una etapa, para algunos el fin de la transición políti-
ca con la sustitución de la débil mayoría parlamentaria de una UCD en crisis por una ma-
yoría absoluta del PSOE. El primero de diciembre de 1982 se declara el fin de las funcio-





 El período viene determinado por los trabajos realizados desde 1973 para la elabo-
ración de una nueva ley que sustituyese a la de 1911, de Administración y Contabilidad, 
que concluyen en la Ley General Presupuestaria de 4 de enero de 1977. 
 Inicialmente esto se traduce en dos reales decretos que reorganizan la Interven-
ción
261
 y la Dirección general de Presupuestos
262
 para adaptarlos a la nueva situación y en 
varios reales decretos que clasifican los organismos autónomos según la Ley General 
Presupuestaria (en administrativos y comerciales, financieros, industriales y análogos). 
En desarrollo de la misma ley, se modifica poco después la misma organización de la 
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Real Decreto 215/1977, de 8 de febrero (BOE de 23) 
262
Real Decreto 924/1977, de 28 de marzo (BOE de 6 de mayo) 
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Dirección general de Presupuestos para adaptarla al control que se trata de realizar sobre 
los organismos autónomos y otros entes públicos, y se publica una nueva orden sobre la 
estructura de los presupuestos y los programas de actuación e inversiones, ampliando el 




a. Aspectos orgánicos: adaptación de la Dirección general de 
Presupuestos a la nueva estructura ministerial y a las comisiones de 
reforma 
 
 Ya al crearse de nuevo la Dirección general de Presupuestos en octubre de 1976, 
se integran en ella todas las funciones que se pueden considerar de relevancia en la presu-
puestación: inversiones y retribuciones de funcionarios como cuestiones de importancia, 
para lo cual se crean subdirecciones separadas, además de los dos bloques tradicionales 
de elaboración de presupuestos y haciendas descentralizadas. 
 Así se crean la Subdirección general de Inversiones, Financiación y Programación 
y la de Retribuciones de Funcionarios (potenciada, ya que el 28 de marzo de 1977 se des-
doblaría en tres SSGG: Retribuciones de Funcionarios, Retribuciones de Personal Laboral 
y Gestión de Retribuciones de Funcionarios -que sustituye a la Secretaría de la Junta Cen-
tral de Retribuciones). Esta potenciación de la Dirección general de Presupuestos, y la 
que veremos a continuación, dan lugar a la creación de una Secretaría general. 
 Las relaciones financieras con el entonces sector público territorial distinto del 
Estado se sitúan en la Subdirección general de Régimen Financiero de Corporaciones 
Locales, que cubre con ello la totalidad de la presupuestación no estatal si en ella debe 
recogerse la globalidad del sector público entonces existente. También en esta ampliación 
del ámbito hay que tener en cuenta que, como consecuencia de la extensión por la LGP a 
los organismos autónomos del alcance del presupuesto, se tiene que crear la Subdirección 
general de Presupuestos de Entidades Autónomas del Estado, que conocería de los presu-
puestos de los organismos autónomos y de la seguridad social, de las sociedades estatales 
(de los planes de actuación, inversiones y financiación y de los presupuestos de explota-
ción y capital). 
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Orden ministerial de Hacienda de 10 de agosto de 1977. 
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Tras las elecciones, la reorganización del Ministerio de Hacienda se contiene en el 
real decreto de 29 de julio
264
, que subsana el error cometido en el de 4 de julio, incluyen-
do a la Intervención general entre los órganos bajo la Subsecretaría de Presupuesto y Gas-
to Público, y creando la Comisión de Racionalización y Descentralización del Gasto Pú-
blico (se nombra como Secretario a Luis Ramón Beneyto Juan el 10 de agosto), que inte-
graría a representantes de todos los ministerios nombrados por el Secretario general téc-
nico respectivo (recuérdese que en las secretarías generales técnicas había descansado el 
impulso reformador de la presidencia en los años 60 y 70), al Interventor general y al Di-
rector general de Presupuestos. Esta comisión canalizaría los trabajos para la implanta-
ción de los presupuestos por programas, trabajando en grupos de trabajo en los que se 
integrarían unidades de los ministerios directamente afectados
265
.
La estructura orgánica y funciones del Ministerio de Economía, se regulan en el 
real decreto de 23 de julio que, además de la Dirección general de Planificación (antes de 
Planificación Sectorial), para la que se nombra a Julio Alcaide Inchausti, crea las Direc-
ciones generales de Política Económica (José Luis Leal Maldonado) y de Previsión y Co-
yuntura (Anselmo Calleja Siero). 
De la Subsecretaría de Economía Financiera dependían también las unidades pro-
piamente financieras (Tesoro y Política Financiera, que acabarían siendo una única Di-
rección general y Seguros), así como Patrimonio del Estado, ICO y Presupuestos. Todo 
264
El Real Decreto 1973/1977, de 29 de julio por el que se reorganiza el Ministerio de Hacienda 
(BOE de 4 de agosto), se refiere al Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio que crea la Subsecre-
taría de Presupuesto y Gasto Público. Pretende la racionalización del proceso del gasto público 
en la toma de decisiones, la programación, la gestión y el seguimiento, así como la descentrali-
zación del gasto. Las competencias del Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público se ex-
tienden a la Intervención y a las direcciones del Tesoro, Presupuestos, Patrimonio del Estado y 
Seguros. Son órganos de la misma la Secretaría General, el Gabinete Técnico y la Subdirección 
de Estudios Económicos del Sector Público, así como el secretariado de la Comisión de Raciona-
lización y Descentralización del Gasto Público. 
265
Así, por ejemplo, la formación de un grupo de trabajo adscrito a la subsecretaría del MOPU por 
medio de la Subdirección general de Coordinación de Inversiones en enero de 1978. Dicho grupo 
estaba integrado por un representante de cada dirección general y de la Secretaría General Téc-
nica, debiendo actuar como coordinador y como impulsor y provocador de la tarea a realizar (la 
implantación del presupuesto por programas). El contacto del grupo de trabajo con el presupues-
to por programas se realizó en un seminario organizado por el Ministerio de Hacienda, al que 
asistían además representantes de Ministerio de Sanidad y Seguridad Social y un miembro -al 
menos- de la Secretaría de la Comisión de Racionalización y Descentralización del Gasto Público 
(fuente: El primer presupuesto por programas del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, en 
Hacienda Pública Española nº 58 (1979). 
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este área se disgregaría entre Hacienda y Economía, pasando a ésta la Dirección general 
de Política Financiera y el ICO. 
Además de las comisiones ya mencionadas (de Presupuesto y Gasto y de Raciona-
lización y Descentralización del Gasto Público) por real decreto de 9 de diciembre de 
1977 se crea una Subdirección general para la Reforma de la Gestión del Gasto Público
266
(se nombra a Jesús Palacios Rodrigo hasta el 14 de febrero de 1978 en que le sustituye 
Isidoro Marcos Sanz, el 4 de diciembre de 1979 Francisco Ripoll Prados y el 22 de julio 
de 1980 Marceliano Cuesta de la Fuente, siendo todos ellos interventores; el 14 de marzo 
de 1981 le sucede Albert Ballesteros Vilarrodona, economista del Estado). Con el tiempo 
esta unidad acabaría dependiendo de la DGP
267
.
La unidad para la Reforma del Gasto Público se estructura en dos servicios: de 
Formación del Personal (Celestino Vicario Ramírez), para la organización de cursos, se-
minarios y reuniones diversas encaminadas a la difusión de técnicas modernas en materia 
de proceso presupuestario, así como el estudio y divulgación de la bibliografía, documen-
tación y experiencias disponibles en la misma materia y de Reforma de la Gestión del 
Gasto (Sixto Heredia Herrera), para la preparación, asesoramiento, prestación de asisten-
cia y ejecución de trabajos en materia de racionalización del gasto público. Esta Subdi-
rección realizó numerosos trabajos de tipo teórico y de elaboración de nuevos métodos de 
actuación para la implantación del presupuesto por programas. Trabajos que se hicieron 
importando las últimas experiencias de otros países y en estrecho contacto con funciona-
rios de diversos ministerios. Pero tales tareas tuvieron escasa relación con la elaboración 
de los presupuestos que se presentarían a las Cortes. 
La reglamentación de la LGP parece una tarea tan difícil como su modificación 
por una ley sustantiva, dado que se crean sendas comisiones con este fin el 13 de enero y 
15 de diciembre (Comisión para la Reglamentación de la Ley General Presupuestaria). La 
creación por dos veces en el mismo año 1977 no impide que no fructifique en este perío-
do la difícil tarea de reglamentar la LGP. 
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Real Decreto 3148/1977, de 9 de diciembre (BOE de 13 de diciembre). 
267
Orden de 15 de enero de 1982. 
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 Al siguiente año
268
 se crea en la Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público una 
nueva Comisión encargada de elaborar los criterios para una política del gasto público. 
 En 1980 se producen importantes innovaciones que debían tender a modificar la 
elaboración de los presupuestos. El real decreto de 18 de julio de 1980, continuando con 
el intento de reducir los gastos de funcionamiento de la Administración pública, crea una 
Comisión Delegada del Gobierno para la Administración Pública con competencias en 
materia de capítulos primero y segundo del presupuesto
269
. Este intento de restaurar la 
competencia de Presidencia en el ámbito presupuestario no tuvo más éxito que su partici-
pación en las tareas programadas para 1981 respecto a la revisión de programas de gasto. 
 Por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 
29 de septiembre de 1980 se crea el Comité de Seguimiento de Inversiones
270
, cuya com-
posición se regula por real decreto de 6 de marzo de 1981. Lo preside el Subsecretario de 
Economía, vicepresidente el de Presupuesto y Gasto Público, vocales el Director general 
de Presupuestos y el de Planificación y secretario el Subdirector general del Programa de 
Inversiones Públicas. Tampoco esta comisión parece que haya tenido mucha importancia 
respecto al capítulo sexto del presupuesto de gastos, desconociéndose incluso si alguna 
vez llegó a suprimirse por norma alguna. 
 Lo más importante es que desde el primer trimestre de 1980 se van poniendo en 
marcha las oficinas presupuestarias, que por primera vez implica dar importancia en el 
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Orden de 29 de septiembre de 1978. 
269
Incluye al Ministro de Hacienda, al de Economía, al de Presidencia, al de Administración Terri-
torial y al Adjunto al Presidente para la Administración Pública. El artículo 2º b establece como 
competencia de esta comisión la de “el examen, a propuesta del Ministro de Hacienda, de las 
instrucciones que el Gobierno haya de dictar para la elaboración de los presupuestos, en cuanto 
se refieran a las retribuciones de personal y a los gastos de funcionamiento de la Administración 
Pública”. 
270
Se recoge su existencia en la Ley de presupuestos generales del Estado para 1981 de 29 de 
diciembre de 1980. 
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b. Racionalización técnica: el fracaso en la introducción de nue-
vas técnicas presupuestarias 
 
 La primera orden de elaboración de presupuestos tras la Ley General Presupuesta-
ria mantiene en lo sustancial la orden de 1 de abril de 1967. Contiene la previsión de un 
sistema de objetivos y una clasificación por programas a establecer durante 1978 y una 
clasificación territorial de las inversiones. Para ello se habían continuado las actividades 
dirigidas a la implantación del presupuesto por programas, actividades que, por su origen 




 En cuanto a la implantación del presupuesto por programas, se preveía que cada 
departamento u organismo autónomo estableciera, a lo largo de 1978, de acuerdo con el 
Ministerio de Hacienda, un sistema de objetivos que sirviera de marco a su gestión presu-
puestaria y, de conformidad con ellos, se iniciaría la gestión de los créditos según los pro-
gramas de actuación. En la formulación de los programas se detallarían los medios perso-
nales, bienes y servicios, inversiones y demás gastos que originasen, así como los resulta-
dos, objetivos o unidades físicas de realizaciones que de aquéllos se derivasen, de manera 
que pudiera enjuiciarse la eficacia de la asignación de recursos y la optimización de los 
beneficios para la comunidad, ya fuera en términos económicos o sociales 
 La orden de elaboración de los presupuestos para 1979
272
 reconocía la aplicación 
sólo parcial de las novedades contenidas en la anterior orden, por la brevedad de los pla-
zos (apenas tres meses y medio para presentar un presupuesto de contenido más amplio 
que los anteriores) y la premura de la elaboración de los presupuestos para 1978. 
 Por aplicación de los Pactos de la Moncloa (plasmados irónicamente antes en el 
artículo 53 de la Ley General Presupuestaria) se prevé la aplicación de la estructura por 
programas (no presupuesto por programas) a Obras Públicas y Urbanismo y a Sanidad y 
Seguridad Social, así como su futura extensión a otros departamentos. Con la creación de 
todas las comisiones y unidades orgánicas mencionadas se emprende la reforma del pre-
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Así, por ejemplo, el 28 de abril de 1977 se celebra el II Seminario de Presupuesto por Progra-
mas, dirigido a la transformación de un presupuesto tradicional en programas. 
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Orden de 1 de abril de 1978 e Instrucciones del Ministro de Hacienda de 20 de abril sobre 
establecimiento de la asignación de recursos a través de Presupuestos por Programas para 
1979. 
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supuesto, que comienza con la clasificación de los programas de lo ministerios de Obras 
Públicas y Urbanismo (donde ya en 1979 se había hecho pública una orden circular con-
junta nº 1 de la Subsecretaría del Presupuesto y Gasto Público y de la Subsecretaría del 
MOPU, determinando normas para el seguimiento del presupuesto por programas durante 
ese año) y de Sanidad y Seguridad Social, y con la celebración de numerosas reuniones 
de grupos de trabajo interministeriales coordinadas por la Subdirección general para la 
Reforma de la Gestión del Gasto Público, bien para el estudio de la posible implantación 
en cada uno de los ministerios de presupuestos por programas, bien para la revisión y 
evaluación de determinados programas de gasto (según lo acordado por el Consejo de 
Ministros de 25 de mayo de 1979). 
Se recoge una regulación más precisa del ciclo presupuestario y de la documenta-
ción aneja al presupuesto (P.1...P.10: pormenor, resumen, diferencias, plantillas de fun-
cionarios, complementarias de funcionarios, plantillas de laborales, plantillas de contrata-
dos, cuotas a la Seguridad Social, gastos en el exterior y anexos de inversiones), las me-
morias y los criterios de presupuestación. Se establecen los criterios generales a que ha de 
adaptarse la cuantificación de los créditos, según las directrices aprobadas por el Go-
bierno en el marco de las previsiones económicas y de las distintas opciones presupuesta-
rias. Y sobre todo, como siempre desde una óptica gradualista, se consolidan y reafirman 
los avances que para la mejora de las técnicas presupuestarias incluían las órdenes minis-
teriales de 1 de abril de 1967 y 10 de agosto de 1977. 
Como consecuencia de todo lo anterior, durante estos años los trabajos administra-
tivos en la materia fueron importantes, llegando a plasmarse parcialmente en las leyes 
anuales de presupuestos. Pero el resultado final, necesitado de importante y comprometi-
do apoyo político, decepcionante. Un tema a mencionar en este apartado es que las rela-
ciones entre presupuesto y plan, de máxima importancia en cualquier intento de mejorar 
la decisión presupuestaria, venían quizás lastradas por la connotación tecnocrática y desa-
rrollista, por un lado, y por el halo izquierdista y de restricción de la iniciativa privada, 
por otro. La consecuencia de todo esto, falta de relevancia política e inadecuación del 
debate planteado en el seno de la Administración pública, fue el fracaso final de la refor-
ma presupuestaria. 
Para los presupuestos de 1980 se quiere dar un gran impulso a la implantación de 
las nuevas técnicas que se estaban ensayando de modo casi experimental. Así, la orden de 
15 de marzo de 1979, primera tras la aprobación de la Constitución, incluye los benefi-
cios fiscales en el ámbito del presupuesto y extiende la clasificación por programas a los 
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ministerios de Educación y Ciencia, de Universidades e Investigación, de Agricultura y 
de Industria y Energía para los presupuestos de 1980). No se incluyen los criterios de 
presupuestación, sino que se indica que ya se comunicarán por el Ministerio de Hacienda. 
La resolución de la Dirección general de Presupuestos de 27 de marzo, por la que 
se publican los códigos que definen las rúbricas de la estructura presupuestaria estableci-
da por esta orden, incluye una clasificación por los sectores de la contabilidad nacional y 
una clasificación de conceptos estadísticos para el capítulo dos de gastos, con fines tam-
bién de contabilidad nacional. 
Asimismo, en mayo de 1979, se elabora una orden especial de normas para la ela-
boración de los presupuestos por programas para 1980 en los departamentos de Obras 
Públicas y Urbanismo, Sanidad y Seguridad Social, Agricultura, Educación, Universida-
des e investigación, Industria y Energía y Defensa, siguiendo los trabajos y los acuerdos 
adoptados por la Comisión de Racionalización y Descentralización del Gasto Público. Tal 
orden no se publicó
273
, pero contenía grandes avances para la implantación del presupues-
to por programas. El contenido de la orden era el siguiente: 
En el marco del proceso de racionalización del gasto público y de acuerdo con el 
mandato de la Ley General Presupuestaria, se llevaron a cabo durante 1978 los trabajos 
necesarios para la implantación de nuevas técnicas presupuestarias en el Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo y de Sanidad y Seguridad Social, fruto de los cuales fue la 
elaboración de sus presupuestos, estructurados según criterios de clasificación de gastos 
por programas, e incorporados al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Esta-
do. 
La experiencia de implantación durante el ejercicio anterior mostró, en primer 
lugar, dificultades, deficiencias y problemas, y ventajas: mayor riqueza en la información 
presentada, que se traduce en una mayor transparencia y racionalidad en la programa-
ción del gasto público, una estimable tecnificación en la fase de elaboración y negocia-
ción del proyecto de presupuesto y, desde luego, una formulación más clara del destino 
de los recursos consumidos y de las actividades a realizar por cada Departamento. 
273
Para ello se elabora una Orden de 30 de mayo de 1979 (no publicada) para la elaboración de 
los presupuestos por programas, que parte de la experiencia del año anterior. 
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Por ello dos tendencias: profundización en los dos ministerios cuya presupuesta-
ción por programas se ha iniciado (avanzando en la puesta a punto de técnicas de eva-
luación, seguimiento y control de los programas) y extensión a otros ministerios, de con-
formidad con el acuerdo unánime de la Comisión de Racionalización y Descentralización 
del Gasto Público. 
Objetivos para el Presupuesto de 1980: 
1. Técnicas de evaluación de proyectos de inversión
2. Sistema de información para el seguimiento de la gestión
3. Plan de acción cuatrienal por cada Departamento con objetivos cuantificados
Ámbito de aplicación: de acuerdo con la propuesta del Pleno de la Comisión de 
Racionalización y Descentralización del Gasto Público de 21 de febrero de 1979, se ex-
tiende a todos los gastos, incluyendo al Estado, todos los Organismos autónomos y las 
Sociedades Estatales, incluidas las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Segu-
ridad Social. 
Especialidad para Defensa. 
Elaboración del PPP 1980: 
1. Procedimiento de elaboración: dirigido por los servicios centrales de cada
ministerio, de acuerdo con el Ministerio de Hacienda 
2. Plazo: 15 de junio
3. Documentación: memoria, estructura de objetivos y programas, cuadros de
paso de presupuesto por programas al presupuesto tradicional, cuadro consolidado del 
presupuesto por programas, presupuesto por programas, integrado por siete modelos 
(resúmenes de evolución temporal y económico financiero, fichas de programa, anexos 
de personal y de inversiones, resúmenes de gastos de funcionamiento y de transferen-
cias). previsiones sobre evaluación de programas y/o proyectos y sobre contabilidad de 
programas 
Finalmente, el acuerdo de Consejo de Ministros (con un Gobierno nuevo desde 
abril de 1979) por el que se establecen las directrices de política presupuestaria para la 
elaboración de los presupuestos generales del Estado para 1980, fija no sólo criterios res-
pecto a la evolución de determinados capítulos de gasto (criterio general de incremento de 
la masa salarial, retribuciones básicas y complementarias, revisión de las partidas de gas-
tos consuntivos, financiación a organismos y otros entes, inversiones, etc.), sino sobre 
todo un extenso apartado dedicado a medidas de racionalización y limitación de gasto en 
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la Administración pública (horario de trabajo, ampliación de plantillas, modificaciones en 
la estructura orgánica de las unidades administrativas, vacantes en las plantillas presu-
puestarias, incompatibilidades de percepciones en el ejercicio de la función pública, revi-
sión de actividades, funciones y unidades administrativas y racionalización del proceso 
presupuestario)
274
.    
 Podemos plantearnos si la orden de elaboración de los presupuestos para 1981
275
 
profundiza en el camino iniciado o da el gran salto para la elaboración de presupuestos 
por programas, al prever dos modos de elaboración de los presupuestos en paralelo: tradi-
cional, con clasificación orgánica, económica y funcional y por programas, para once 
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Acuerdo de Consejo de Ministros de ¿17? de octubre de 1979. 
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Orden de 9 y Resolución de la Dirección general de Presupuestos de 12 de mayo de 1980. 
Contenido de la orden: 
 Continuación de la labor iniciada en ejercicios anteriores de, mediante una adecuada 
estructuración, dotar a los Presupuestos de una mayor capacidad informativa que permita poten-
ciar el grado de transparencia de los mismos. Se extiende a otros Entes Públicos: la RTVE. 
 Se incluyen aquí las normas referentes a presupuestos por programas para ciertos minis-
terios, en el proceso de gradual introducción de la nueva técnica presupuestaria. 
 El ámbito se extiende a “los demás Entes del sector público estatal”: 
Ente Público RTVE y Consorcios de la Disposición Adicional 2ª del Real Decreto-Ley 11/1979, de 
20 de julio.  
 Plazos y procedimiento: 
 Envío de la documentación antes del día 15 de junio, a través de la Oficina Presupuesta-
ria. 
 La Dirección general de Presupuestos confeccionará, en coordinación con la Secretaría 
General Técnica, Inspección General y demás Centros Directivos del Ministerio de Hacienda que 
gestionen recursos del Estado, el anteproyecto del presupuesto de ingresos y la previsión del 
importe de los beneficios fiscales. 
  Grupos de entes: 
 - Los presupuestos generales del Estado incluyen los del Estado, organismos autóno-
mos, Seguridad Social, Ente Público RTVE y los demás Entes, y el presupuesto de la sociedades 
estatales de la radio y la televisión. 
 - Sociedades Estatales: PAIF, presupuesto de explotación las que reciba subvenciones y 
presupuesto de capital las que reciban tales transferencias. (Sigue siendo igual que en años 
anteriores). 
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ministerios (los nuevos son: Defensa, Hacienda
276
, Comercio y Turismo, Transportes y 
Comunicaciones y Cultura; los restantes seguirían un sistema de objetivos para que en los 
presupuestos de 1982 todos pudiesen presentar presupuestos por programas). 
 Se incluyen las normas referentes a presupuestos por programas y la documenta-
ción necesaria: estructura de objetivos y programas de cada departamento, centro u orga-
nismo, según criterios de prelación o grados de prioridad, presupuesto por programas 
(concreción anual de los planes de acción de los órganos de la Administración), que com-
prende todas las actividades, objetivos a alcanzar durante un período, medios físicos, hu-
manos y financieros asignados y agentes encargados de su ejecución, así como los indi-
cadores que permitan juzgar su racionalidad y viabilidad según su grado de realización 
física y financiera, y memoria del presupuesto por programas 1981. 
 Cada centro elaboraría su memoria y la oficina presupuestaria una consolidada del 
departamento. Aunque cada uno de los departamentos siguió un camino propio en la ela-
boración del presupuesto por programas para 1981, existen unos estadios comunes que 
implican una estrecha colaboración entre los departamentos y el Ministerio de Hacienda, 
especialmente los equipos de trabajo dependientes de la Subsecretaría de Presupuesto y 
Gasto Público (Subdirección general para la Reforma de la Gestión del Gasto Público y 
Comisión interministerial para la Racionalización y Descentralización del Gasto Público). 
 El resultado fue un número de programas probablemente excesivo (571), con di-
versos niveles de desagregación y grandes diferencias entre los distintos departamentos 
en casi todos los aspectos. Además se puso de manifiesto la gran complejidad del proceso 
y lo inadecuado del calendario tradicional de elaboración presupuestaria
277
. 
 Pero el dato fundamental en este año de 1980 es el conjunto de medidas tendentes 
a implantar progresivamente un presupuesto base cero, a través de la revisión de todas los 
factores y las medidas que condicionan el gasto público, fuera del propio proceso presu-
puestario formal. En 1980 se producen dos órdenes de 4 de febrero sobre revisión y eva-
luación de los programas de gasto de los departamentos ministeriales y de sus organismos 
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Para la elaboración del presupuesto por programas en el Ministerio de Hacienda véase el ar-
tículo del primer jefe de la Oficina Presupuestaria del Ministerio de Hacienda, Luis Ramón BE-
NEYTO JUAN, La elaboración del primer presupuesto por programas del Ministerio de Hacienda, 
en Presupuesto y Gasto Público nº 9, Madrid 1981, p. 19 y ss.  
277
Celso Javier BERMEJO SÁNCHEZ, El presupuesto por programas: implantación y aspectos 
generales del P.P.P. para 1981, en Hacienda Pública Española nº 67, Madrid 1980, p.113 y ss.  
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autónomos, y sobre normas para la elaboración de la memoria económica justificativa de 
los proyectos de leyes y disposiciones administrativas (todavía vigente pero incumplida). 
Ambas órdenes van dirigidas a la contención y reducción del gasto público e implican 
participación de las oficinas presupuestarias de los ministerios, considerándose por algún 
autor los dos elementos integrantes de una aproximación al presupuesto base cero, pero 




La primera establece la revisión y evaluación por parte de todos los departamentos 
y organismos de una selección que englobe al menos el 25 por 100 de sus créditos. Los 
que ya en 1980 hubieran elaborado presupuestos por programas propondrían una lista de 
grupos de programas y subprogramas a revisar, los restantes lo harían respecto a una lista 
de actividades o servicios administrativos susceptibles de evaluación independiente. La 
oficina presupuestaria informaría y propondría la relación o lista a la comisión presupues-
taria, la cual elevaría al ministro la propuesta. El plazo sería del 15 de marzo para remitir-
lo al Ministro de Hacienda, quien, conjuntamente con la Presidencia del Gobierno, some-
tería al Consejo de Ministros el “Plan General de Revisión y Evaluación de Programas de 
Gasto”. La Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público desarrollaría orientaciones de 
carácter general y daría asistencia técnica a los departamentos. Antes del 30 de junio de-
bería remitirse un informe de situación y propuestas al Consejo de Ministros. 
La memoria de repercusiones presupuestarias contendría los gastos presupuesta-
rios y fiscales (de personal, de primer establecimiento y demás de funcionamiento, sub-
venciones y demás gastos corrientes, gastos de inversión, transferencias de capital y ope-
raciones financieras y gastos fiscales), la financiación de los gastos presupuestarios y una 
memoria explicativa (descripción de los antecedentes y justificación de las necesidades, 
tabla de correspondencia entre preceptos y evaluación de gastos, descripción del progra-
ma presupuestario en que se inserta y modificaciones que implica en función de los obje-
tivos perseguidos y la evaluación económica y social de su aplicación). 
Más adelante, la revisión de programas de gasto iniciada en 1980 experimenta un 
fuerte impulso político y normativo al ser refrendada por la ley de Presupuestos Generales 
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Celso Javier BERMEJO SÁNCHEZ, El presupuesto base cero versus revisión de programas 
de gasto, en Presupuesto y Gasto Público nº 8, Madrid 1980. 
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del Estado para 1.981
279
, hasta el extremo de ser considerada un inicio de la presupuesta-
ción base cero: 
Uno. Durante el ejercicio de mil novecientos ochenta y uno los Departamentos y 
Organismos procederán a revisar y evaluar los programas de Gasto de las Uni-
dades que tengan a su cargo, con objeto de adoptar decisiones que incrementen 
la productividad y eficacia de la Administración. 
Por el Ministerio de Hacienda, previa iniciativa de los Departamentos co-
rrespondientes, se propondrán al Gobierno, antes del treinta y uno de enero de 
mil novecientos ochenta y uno, los programas de revisión para dicho ejercicio, 
que deberán alcanzar, al menos, el veinticinco por ciento de los gastos de cada 
Departamento. 
El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Hacienda, determinará los cri-
terios generales aplicables a las actuaciones de revisión que podrán incluir las de 
control financiero y presupuestario, inspección de los servicios, plantillas y pro-
cedimientos y análisis del costo y rendimiento de aquéllos. 
Dos. Se autoriza al Gobierno, a propuesta de los Ministerios de la Presidencia y 
de Hacienda e iniciativa de los Departamentos ministeriales respectivos, para 
disponer la supresión y refundición de Organismos Autónomos en los casos en 
que así lo aconsejen los resultados de las revisiones y evaluaciones que se efec-
túen. 
En los casos de reducción o supresión de servicios o actividades, el Go-
bierno podrá reasignar los efectivos de personal, modificando las respectivas 
plantillas, respetando en todo caso los derechos adquiridos; en tales supuestos, 
autorizará, a propuesta del Ministerio de Hacienda, las transferencias de crédito 
que resulten necesarias y las que correspondan a la redistribución, en su caso, de 
las dotaciones sobrantes. 
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Artículo 30 de la Ley 74/1980, de 29 de diciembre. 
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Tres. Todo anteproyecto de Ley. o proyecto de disposición administrativa, cuya 
aplicación pueda suponer un incremento de gastos o disminución de ingresos pú-
blicos, en el ejercicio del año corriente o cualquier otro posterior, deberá incluir 
entre los antecedentes y estudios previos una memoria económica en la que se 
pongan de manifiesto debidamente evaluados cuantos datos resulten precisos pa-
ra conocer las posibles repercusiones presupuestarias de su ejecución. 
Cuatro. Durante el ejercicio de mil novecientos ochenta y uno el Gobierno queda 
obligado a no tomar en consideración y a oponerse a toda iniciativa legislativa o 
administrativa que suponga incremento del gasto público presupuestado, cuando 
no se propongan y aprueben al mismo tiempo los recursos adicionales o las re-
ducciones de gasto proporcionales con su debida especificación presupuestaria. 
Los resultados de estas revisiones de los programas de gasto fueron considerados 
satisfactorios por el Ministro de Hacienda, si bien sus resultados durante 1981 no permi-
tieron suprimir o recortar programas de gasto, dada la resistencia generalizada de los mi-
nisterios a aportar conclusiones operativas
280
.
La ley prevé que para el ejercicio de 1.982 el Gobierno presente el presupuesto 
por programas de los departamentos ministeriales, de sus organismos autónomos y de la 
Seguridad Social, cuyos créditos deben ser susceptibles de distribución territorial para su 
agrupación por áreas regionales. 
En cumplimiento de todo lo previsto por esta ley de presupuestos, la orden de 
normas de elaboración del presupuesto para 1982
281
, contempla una importante, quizás
280
Contestación parlamentaria del Ministro de Hacienda, Jaime García Añoveros, al diputado 
socialista Enrique Barón, EL PAÍS, 1 de diciembre de 1981, p. 72 
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Orden de 26 de mayo y Resolución de 26 de septiembre de 1981. Ámbito, plazos y procedi-
miento prácticamente igual a 1980. 
Se territorializan los gasto de personal y otros gastos además de los de inversión (éstos 
se territorializan en su totalidad, de acuerdo con la Ley 8/1980, de 22 de septiembre) 
Programas: 
Todos los ministerios, organismos y la Seguridad Social se estructuran en programas. 
Sólo ciertos programas (Anexo VII, que contiene prácticamente todos los programas 
posibles) se consignarán separadamente en los Presupuestos Generales del Estado. 
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excesiva, carga de trabajo sobre la Dirección general de Presupuestos: tres documentos 
presupuestarios a elaborar. El presupuesto tradicional, con pleno valor jurídico y triple 
clasificación, un documento de enlace y un presupuesto formalmente presentado en tér-
minos de programa, tratando de lograr la 
 
 “mejora en la racionalidad y eficacia del gasto público”. 
 
 Para justificar esta exigencia de perfeccionamiento, se remonta a la evolución 
desde el artículo 35 de la ley de 1911, la orden de 1957, la orden de 1967 (criterios eco-
nómicos), la Ley General Presupuestaria, artículo 53 regla 1ª, c (adaptación a las nuevas 
técnicas que estaban teniendo significativos éxitos en la gestión del presupuesto en otras 
Administraciones públicas), y el compromiso de los Pactos de la Moncloa: presupuesto 
por programas para 1979 de Obras Públicas y Sanidad y Seguridad Social. Finalmente 
parte del artículo 31 de la ley de Presupuestos Generales del Estado para 1981, aplicable a 
la elaboración del Presupuesto para 1982. Por ello no se abandona la estructura tradicio-
nal de presentación 
 
 “marco de referencia jurídica válido de todo el proceso de gestión del presupues-
to”. 
 
 Por primera vez todos los créditos que van a financiar el gasto público estatal van 
a ser clasificados por programas. Se trata de implantar a medio plazo un sistema global de 
presupuestación por objetivos, con un documento de enlace entre presupuesto por pro-
gramas y presupuestos tradicionales. Así pues, tres son los elementos básicos del presu-
puesto para 1982: 
 
                                                                                                                                                 
 Documentación: 
 Los P.1 a P.10 son iguales salvo por la territorialización y la distribución en programas de 
los gastos de funcionarios y de inversiones, el P.11 es de distribución por programas de los cré-
ditos y constituye el documento de enlace con el PPP, el P.12 es de distribución territorial de los 
créditos y el P.13 la Memoria. La documentación por programas es similar a la del año anterior.  
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• Presupuesto tradicional con pleno valor jurídico y triple clasificación (orgánica, eco-
nómica y funcional).
• Documento de enlace entre el presupuesto financiero y el presupuesto por programas.
• Presupuesto formalmente presentado en términos de programa.
Teóricamente, los Presupuestos se han presentado ya por programas en 1982, ya 
que, al autorizar las transferencias de crédito en su artículo dos, se debe acreditar 
“su incidencia en los programas del Departamento, así como las variaciones que 
puedan producirse en los objetivos de los mismos,  expresadas en términos de unidades 
físicas de realización”. 
La última orden de elaboración de presupuestos de un Gobierno de UCD, para 
1983
282
, contempla todos los presupuestos por programas y considera eficientes y ade-
cuadas las normas anteriores. Como novedad prevé la existencia de un presupuesto marco 
de la Dirección general de Presupuestos, que sería previo al examen conjunto con las ofi-
cinas presupuestarias, 
“en el que se consoliden las variaciones en los créditos de los programas como 
consecuencia de las leyes, disposiciones, acuerdos o expedientes tramitados que hayan 
de tener efectos económicos en 1983, así como las modificaciones técnicas y de la base 
282
Orden de 26 de mayo de 1982. Ámbito: 
Incluye el Consejo de Seguridad Nuclear y el Instituto Nacional de Fomento de la Expor-
tación. 
La Seguridad Social seguirá la estructura de la Orden de 15 de marzo de 1982. 
En el apartado de estructura se incluye una precisión curiosa: (respecto a la triple clasifi-
cación orgánica, económica y funcional) “debiendo velar por la fiabilidad de las mismas cuantos 
colaboren en su elaboración o revisión”. 
Programas: 
Al igual que el año anterior se prevén varios niveles de programas, según la importancia 
de la actividad y las funciones en que se desarrollan, aclarando aquí que los no incluidos en el 
Anexo VII son desarrollo de los sí incluidos. 
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de datos a que se refiere el número 3.8 de la Orden de este Departamento de 22 de febre-
ro de 1982”, 
Finalmente, ya en noviembre y como ministro en funciones, el de Hacienda dicta 
las normas relativas a la implantación del Plan General de Contabilidad Pública en el sub-
sector Estado
283
  y extingue la Comisión encargada de elaborar los criterios para una polí-
tica del gasto público, que había sido creada por orden de 29 de septiembre de 1978 en la 
Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público
284
.
La implantación del Plan General de Contabilidad Pública proseguiría bajo el Go-
bierno del PSOE, con la orden de 14 de julio de 1983 que desarrolla las subdirecciones 
generales para la Implantación del Plan General de Contabilidad Pública y de Control 
Financiero y Cuentas Económicas del Sector Público, de la Intervención. Una vez más se 
observa que lo único que queda para el futuro de la supuesta introducción de técnicas 
presupuestarias es el aspecto contable, y que la expansión de la Intervención se produce 
atravesando cambios de régimen y de gobiernos, sin que vaya acompañada de contribu-
ción alguna a la mejora de la elaboración presupuestaria. 
c. Ámbito: se reconducen los organismos, se excluyen los entes.
La primera orden tras la LGP contiene además instrucciones para los presupuestos 
de explotación y capital de los organismos autónomos comerciales, industriales, financie-
ros y análogos y los programas y presupuestos de las sociedades estatales. Para las enti-
dades gestoras de la Seguridad Social se mantiene la orden anterior a la LGP. 
Los presupuestos para 1978, como única innovación incorporan los de los orga-
nismos autónomos administrativos y el presupuesto-resumen de los comerciales y de la 
Seguridad Social, además de introducir en el vocabulario político presupuestario el tér-




Orden de 19 de noviembre de 1982. 
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Orden de 25 de noviembre de 1982. 
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En la intervención del Ministro de Hacienda, Francisco FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ, en la sesión 
plenaria del Congreso de los Diputados el día 22 de diciembre de 1977, presentando los Presu-
puestos Generales del Estado para 1978: 
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En 1980 se pone de manifiesto también lo que sería una constante a partir de ahora 
de manera más acentuada que nunca: la tendencia a la huida de los principios presupues-
tarios generales con la creación de formas organizativas nuevas. 
En el caso del primer Ente Público: RTVE, el Estatuto de la radio y la televisión 
aprobado por ley de 10 de enero, resultaba poco claro, en opinión de sus directivos, res-
pecto al sometimiento a las instrucciones presupuestarias del Ministerio de Hacienda y a 
la aprobación de su presupuesto por el Consejo de Ministros. Los presupuestos de RTVE 
eran sometidos a la aprobación del Gobierno a propuesta del Ministro de Hacienda desde 
la ley de presupuestos para 1977 (preconstitucional). La orden de elaboración de los pre-
supuestos para 1981 extiende su ámbito general al Ente. Pero el cumplimiento de esta 
orden no debió ser muy riguroso, dado que poco después un real decreto de 31 de julio 
del mismo año, somete a RTVE al procedimiento general de la orden de elaboración y al 
régimen general de modificaciones presupuestarias. En la ley de presupuestos para 1981 
se contienen especialidades para RTVE. 
Según el proyecto de orden para 1981, casi se llegó a incluir a la Seguridad Social 
y a las sociedades estatales, pero esto no ocurrió al final. Una orden diferente
286
 presenta
la nueva estructura de los presupuestos de la Seguridad Social, derogando la orden de 26 
de junio de 1976. 
La ley de presupuestos para 1981 incluye el presupuesto del Estado y de los orga-
nismos autónomos de carácter administrativo, el presupuesto del Ente Público Radio Te-
levisión Española y de sus sociedades estatales (TVE S.A., RNE S.A., RCE S.A.), el pre-
supuesto resumen de los organismos autónomos de carácter comercial, industrial o finan-
ciero y el presupuesto resumen de la Seguridad Social. 
En 1982, abierta ya la vía de los entes, se contienen especialidades para el nuevo 
Ente Consejo de Seguridad Nuclear y en 1983 para el Consejo de Administración del 
Patrimonio Nacional y el Instituto Nacional de Fomento de la Exportación. De acuerdo 
“En el campo económico, ante una situación de gravedad excepcional, se ha formulado 
un programa de convergencia aceptado no hace mucho por esta Cámara. Un programa en el 
que los partidos políticos signatarios coinciden en un propósito esencial: dar una respuesta a la 
crisis desde la democracia porque no habrá solución fuera de ella” (Hacienda Pública Española 
nº 50, 1978). 
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Orden de 13 de mayo de 1980. 
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con lo previsto en la orden de elaboración y en las leyes anteriores, en la ley de Presu-
puestos Generales del Estado para 1.982
287
, ya no existe el presupuesto resumen de los
organismos autónomos de carácter comercial, industrial o financiero, ya que se presentan 
sus presupuestos íntegros. Sigue existiendo en cambio el presupuesto-resumen de la Se-
guridad Social. Se incluye además el Presupuesto del Consejo de Seguridad Nuclear, pero 
no el de los restantes entes mencionados. 
d. Adaptación autonómica
Ya en la orden para 1979 se recoge el impacto del proceso de transferencias a los 
entes preautonómicos: mejor análisis y desglose de la adscripción territorial del gasto 
(para programas, subprogramas, proyectos y obras de más de 500 millones de pesetas). 
Además, al año siguiente, un grupo de normas recogen en el ámbito presupuestario las 
innovaciones impuestas por la implantación del llamado Estado de las Autonomías. 
Las funciones en cuanto a régimen económico de las Haciendas descentralizadas, 
que habían estado en el origen de la propia Dirección general de Presupuestos
288
, tiene un
comportamiento diferenciado a pesar de su inicial inserción en ésta. Frente a la dimensión 
creciente de otros sectores de la organización presupuestaria, este sector, pasado su rápido 
crecimiento inicial, apenas crece en tamaño, sin resultar siquiera demasiado afectado por 
el surgimiento de las nuevas Haciendas autonómicas en la segunda mitad de los años 
70
289
. La adaptación al Estado autonómico, que entonces se está poniendo en funciona-
miento, se produce con la creación de la Dirección general de Coordinación con las Ha-
ciendas Territoriales, que se separa, a partir de ahora, del ámbito de gastos, del ámbito 
controlado por la Intervención y la Dirección general de Presupuestos. 
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Ley 44/1981, de 26 de diciembre. 
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La Dirección General de presupuestos se crea a partir de la Dirección General de Régimen 
Fiscal de Corporaciones. Ésta había visto reforzadas sus funciones a partir de la creación de una 
Comisión Interministerial para el estudio de la coordinación con las Haciendas locales (Decreto 
de 8 de noviembre de 1957) y del Decreto de 21 de febrero de 1958  
289
La expansión que conoce la Dirección general de Presupuestos a partir de 1977 no afecta a 
este área, que permanece como Subdirección general de Régimen Financiero de Corporaciones 
Locales con un único Servicio de Asistencia Técnica de Gestión Financiera (Real Decreto de 28 
de marzo de 1977). 
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 Frente a la colonización por la Intervención que se podía observar en otras áreas, 
el paso de interventores por ésta es escaso y muy fugaz. En el aspecto orgánico hay que 
señalar que, al contrario de lo que ocurre con la Dirección general de Presupuestos, este 
área se dota aparentemente, durante el proceso de transferencias a las Comunidades Au-
tónomas a principios de los 80, de sus propios medios de seguimiento y análisis, lo que 
permitiría un cierto desarrollo integrado para el desempeño de sus funciones
290
.   
 El real decreto de 13 de junio de 1980 crea la Dirección general de Coordinación 
con las Haciendas Territoriales (para la que se nombra inicialmente al hasta entonces 
Subdirector general de Presupuestos Generales del Estado, Vicente Querol Bellido, inter-
ventor) y da una nueva organización a la de Presupuestos. El 10 de abril de 1981 se nom-
bra un nuevo Director general que ya deja de ser un interventor (Jaime Trebolle Fernán-
dez, inspector financiero y tributario), situación que durará hasta la actualidad, lo que 
lleva a que este área se vaya alejando progresivamente de la estrictamente presupuestaria 
y se centre cada vez más en los ingresos de las comunidades autónomas, con lo que ello 
supondría de pérdida de control por el Estado no sólo de los presupuestos de éstas, lo que 
es congruente con el diseño autonómico, sino de pérdida de control sobre la dimensión 
del sector público dentro de la economía. 
 Se da un auténtico reforzamiento de este área, al pasarse de una Subdirección ge-
neral a una Dirección general, contando ésta con tres SSGG, siete servicios (frente a uno 
hasta entonces) y 14 secciones (eran sólo cuatro) y veintiocho negociados. Esta Dirección 
general se ve además reforzada en 1981 al recibir del Ministerio de Administración Terri-
torial la Subdirección general de Estudios y Planificación, y dotársele además de una es-
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Así, el Real Decreto 1178/1980, de 13 de junio, que crea la Dirección General de Coordinación 
con las Haciendas Territoriales, establece dos unidades claramente operativas (subdirecciones 
generales de Régimen Financiero de las Corporaciones Locales y de Coordinación Financiera 
con las Comunidades Autónomas) y una Subdirección general de Evaluación y Estadística. La 
orden de 22 de marzo de 1982, que completa la estructura orgánica de la Dirección General de 
Coordinación con las Haciendas Territoriales, desarrolla por igual un área operativa y un área de 
análisis y estudio, dando tanta importancia y tamaño orgánico a una como a otra. Al principio las 
denominaciones de los servicios son claramente presupuestarios (en 1980 servicio de Presu-
puestos y Créditos y servicio de Coordinación Presupuestaria y Financiera), pero luego se acen-
túa la divergencia de denominaciones respecto a la Dirección general de Presupuestos: cada 
una de las subdirecciones con dos servicios (Relaciones Financieras y Asistencia y Comproba-
ción para las Haciendas Locales, y Transferencias de Recursos Presupuestarios y Coordinación 
Financiera para las autonómicas) y cuatro o cinco secciones. Por otro se aumentan las subdirec-
ciones de estudio o análisis: la de Análisis, Evaluación y Estadística (servicios de Evaluación del 
coste y niveles mínimos de los servicios públicos y de Análisis, estadística e Información) y la de 
Estudios y Planificación (servicios de Estudios y Planificación y de Auditorías y Relaciones Exter-
nas), que procede de la Dirección General de Tributos. 





. En esta línea, al año siguiente, se crea una nueva sección de Análi-
sis Económico y Financiero
292
 y a finales de ese mismo año, ya con Gobierno del PSOE, 
se le añade la Subdirección general de Tributos Locales, proveniente de la Dirección ge-
neral de Tributos.  
 En otro orden de cosas, por real decreto-ley de 12 de diciembre se regula el régi-
men presupuestario y patrimonial de los entes preautonómicos (luego ley de 10 de julio), 
que trasvasa a los nuevos entes todo el régimen de control característico de la Hacienda 
estatal y el régimen de presupuesto de la Ley General Presupuestaria, lo que hará que las 
características y los errores de la Administración presupuestaria estatal se trasladen al 
conjunto de las nuevas administraciones autonómicas. 
 Un real decreto de la misma fecha introduce las comisiones mixtas de transferen-
cias por cada ministerio en lugar de por cada ente preautonómico, tratando de racionalizar 
el proceso de transferencias. 
 Respecto a los entes locales, todavía el real decreto-ley de 16 de enero de 1981 y 
la orden de 19 de febrero dan además normas para que las corporaciones locales formen 
sus presupuestos para 1981, lo que no volvería a ocurrir en el futuro. A partir de ahora los 
presupuestos de los entes locales sólo se verían afectados a través de las normas generales 
sobre retribuciones en el sector público, y por la vía de su financiación a través de transfe-
rencias de los presupuestos estatales. 
4. LA ETAPA FINAL Y SUS CARACTERÍSTICAS (1982-1995) 
 
A. Contexto parlamentario y económico 
 
a. Las Cortes, el Tribunal de Cuentas y la Oficina Presupuestaria 
 
a) Las Cortes 
 
 Esta etapa puede considerarse de nominalismo reformador y de definitivo fracaso 
de la mejora de la presupuestación. En primer lugar tanto la reforma del presupuesto co-
mo la necesidad de la planificación aparecen claramente en la agenda política de los ges-
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Real Decreto de 3 de agosto de 1981. 
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Orden de 22 de marzo de 1982. 
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tores del período. La terminología modernizadora aparece más que nunca en las leyes de 
presupuestos de estos años, dando la impresión de pasos de gigante en la tarea acometida. 
El resultado es bastante contrario a esta impresión. 
 Por un lado el presupuesto no se convierte en un instrumento idóneo para la adop-
ción de decisiones ni se relaciona con una inexistente planificación estratégica y global, 
deteriorándose como instrumento tanto para la gestión pública como para la dirección de 
la política económica, cada vez más necesitada de políticas fiscales activas y menos de 
medidas monetaristas. 
 Pero, lo más importante, y aquí se muestra claramente la importancia del sistema 
político y los distintos requerimientos en función del lugar ocupado en la estructura del 
Estado, el presupuesto como instrumento de control parlamentario sobre el ejecutivo 
(Gobierno y Administración) va perdiendo importancia y se vacía de contenido. Si la fase 
1977-82 podría ser considerada, en su vertiente político-institucional, como de “parla-
mento”, desde 1982 lo que denominamos “gobierno”, ha sido el verdadero protagonis-
ta
293
. Hay que decir que ello está probablemente relacionado con la impresionante mayo-
ría absoluta de ese año y la consiguiente entrega de todo el poder desde las Cortes hacia el 
Gobierno y la Administración. Este es un fenómeno que se produce ya en otras ocasiones, 
siendo la principal preocupación de todos los partidos con expectativa de poder ganar si 
la victoria electoral será o no por mayoría absoluta.   
 No se logra en este período más que lo que Zapico denomina, sin duda con fina 
ironía, la modernización simbólica del presupuesto público, pero en cambio el perfil del 
presupuesto, que se había ido formando en sentido progresivo técnico y político a lo largo 
de siglos, se desdibuja y se convierte incluso en un instrumento más del aparato ideológi-
co de control por los gobernantes. La consolidación simultánea del sistema democrático y 
de su articulación a través de los partidos políticos produce el efecto de que el interés 
general se confunda más de lo habitual con el interés del partido en el poder y la función 
prevalente del presupuesto no coincide con la que se le supone en un entorno democráti-
co. 
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A este respecto es importante la caracterización que realiza SUBIRATS (en obra citada, 1992, 
páginas 42 y 43), sobre la diferencia entre el período inaugurado en 1982 (de relevancia guber-
namental) frente al período anterior (de relevancia parlamentaria, de la administración, de los 
partidos o de los grupos de presión). 
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No indico aquí que se haya producido exactamente un retroceso democrático res-
pecto a lo existente en las décadas anteriores. Antes no había ni Congreso ni Senado. Lo 
que quiero resaltar es el hecho de que es mayor el contraste que se da entre la institución 
presupuestaria y su contexto político, de tendencia democratizante. Además se pone de 
manifiesto que la institución viene definida más por la posición ocupada que por cuestio-
nes ideológicas o técnicas, que son cuestiones hasta cierto punto menores que sólo modu-
lan accesoriamente la institución. El enfoque adoptado en la reforma socialista del presu-
puesto prescinde precisamente de este enfoque, con lo que los criterios de eficacia des-
consideran gravemente el elemento del poder y dan menor importancia al diseño global 
de la organización estatal. 
Una cuestión que hay que destacar es que, en este período que comienza con la 
abrumadora mayoría absoluta del PSOE a finales de 1982, la dinámica que se plantea 
entre los diversos agentes es diferente a la de los períodos anteriores. Por razones muy 
diferentes a las del franquismo y amparadas en una incuestionable legitimidad democráti-
ca, las relaciones entre mayoría parlamentaria y gobierno no son tan dinámicas como ca-
bría esperar en un sistema formalmente parlamentario, en el cual las Cortes Generales 
deberían ejercer una labor de vigilancia sobre el ejecutivo. Al contrario, precisamente la 
mayoría estable en las Cortes, que podría haber proporcionado una mayor relevancia de 
éstas, las convierte en una auténtica cámara de registro de las decisiones adoptadas por el 
gobierno y elaboradas por una muy poderosa Administración pública que, en determina-
dos sentidos no siempre deseables desde una perspectiva democrática y de alternancia en 
la ocupación del poder, logra una eficacia nunca alcanzada hasta este momento. 
Así pues, tenemos ante nosotros unas Cortes que no resultan ser un poder que 
oponer o que conjugar con el ejecutivo, al menos en materia presupuestaria. La dinámica 
tampoco se puede decir que se produzca entre mayoría y minoría o minorías, pues tampo-
co éste es el lugar en el que se produce la confrontación presupuestaria, como no sea para 
alcanzar cierta notoriedad ante la opinión, es decir el uso de las cámaras como mera caja 
de resonancia de disputas que surgen y se resuelven fuera de ellas. 
El papel de las Cortes ha sido rescatado recientemente no porque haya incremen-
tado su contribución a la decisión presupuestaria, tan escasa como en el período anterior, 
sino porque ha conseguido traspasar la barrera que, para la opinión pública, rodean las 
cuestiones presupuestarias, especialmente las que atañen a estas cámaras. Sin embargo, 
las cuestiones puestas de manifiesto con el plante de parte de la oposición en el otoño-
invierno de 1991 (ritual simbólico de la presentación y tramitación de la ley anual de pre-
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supuestos, debilidad técnica de los parlamentarios para participar en el proceso de discu-
sión, inutilidad de la presentación de enmiendas si no se cuenta con el visto bueno del 
gobierno o incluso del Ministerio de Hacienda
294
), son nota común a todo el período y ya
desde tiempo antes se habían producido recomendaciones, sin mucha fe, de reforma del 
procedimiento de enmienda, esperando dinamizar así la vida parlamentaria en torno al 
presupuesto del Estado. 
Pero los plantes cara a la opinión pública o las reformas formales o procedimenta-
les no pueden ser desvinculados del resto del sistema político, por lo que cualquier refor-
ma de éste incidirá sobre el presupuesto y, muy importante, cualquier reforma de carácter 
menor o instrumental del presupuesto puede provocar grandes consecuencias sobre la 
totalidad del sistema. 
Respetuosa con el carácter parlamentario de nuestra Constitución y a la vez con la 
complejidad técnica de una norma de tal carácter, la ley de presupuestos para 1982 esta-
bleció que el Gobierno presentara, en el plazo de seis meses, un proyecto de ley de modi-
ficación de la Ley General Presupuestaria. Tal proyecto no se presentó, dado que no era 
un año muy propicio para normas de tal envergadura, pero ya no se vuelve a prever en 
una norma que se modifique con instrumento de ley la LGP hasta 1995. La reforma de la 
Ley General Presupuestaria planteada a mediados de este año y rechazada por las Cortes 
a finales de éste (por razones que nada tenían que ver con el presupuesto) no daba preci-
samente a las Cortes un papel más destacado. Tampoco profundizaba en los aspectos de 
control ni producía un cambio sustancial en el procedimiento de elaboración presupuesta-
ria. Se limitaba a llevar a un único texto legal las múltiples modificaciones de la Ley Ge-
neral Presupuestaria que se introducen entre 1977 y 1995 en las leyes anuales de presu-
puestos y en las órdenes de elaboración. 
La prórroga del presupuesto de 1982 hasta mediados de 1983 fue consecuencia de 
una importante renovación de las Cortes y del gobierno que impedía realmente aprobar en 
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Al proyecto de ley de presupuestos para 1992 se presentaron 1413 enmiendas por parte de la 
oposición y 111 por parte del grupo socialista. Las de la oposición fueron retiradas o dadas por 
defendidas ante la inutilidad de su defensa (Miguel Ángel MARTÍNEZ LAGO, ponencia pronun-
ciada el día 3 de junio en las XV Jornadas de Estudio sobre el sistema económico en la Constitu-
ción Española, organizadas por la Dirección General del Servicio Jurídico del Estado). 
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tiempo un nuevo presupuesto
295
, si bien inicialmente no fueron importantes las diferen-
cias del nuevo presupuesto respecto al anterior. La posterior prórroga del presupuesto de 
1989 fue también a consecuencia de unas elecciones generales y de una posible, aunque 
poco probable, renovación del equipo gobernante. Pero en este caso, la expectativa de 
continuidad y la falta de cambios importantes que se pudieran obtener del presupuesto, 
sugieren otra posible causa de prórroga presupuestaria algo alejada del papel de las Cortes 
y más relacionada con el papel de Hacienda y el intento de controlar el gasto público. 
 
b) El Tribunal de Cuentas 
 
 Si bien el Tribunal de Cuentas con cuenta con un papel activo en la conformación 
de nuestro sistema presupuestario, ni creemos que su actuación haya originado modifica-
ciones reales en el mismo, durante este período se promulga su Ley de Funcionamiento y 
se empieza un período en el cual sus informes analizan el proceso de elaboración presu-
puestaria. La notoriedad que alcanzan estos informes alcanza a los medios de comunica-
ción y son un material valioso, dada la posición institucional del Tribunal, para criticar 
sin parecer excesivamente agrio los frutos reales de la reforma presupuestaria de los años 
de la reforma socialista del presupuesto. 
 Por otro lado, los medios asignados al Tribunal de Cuentas en los diversos ejerci-
cios, entre la entrada en vigor de la Ley de Funcionamiento (abril de 1988) y la actuali-
dad, fueron notablemente inferiores a los que se asignaron a la Intervención general de la 
Administración del Estado, no obstante la distinta importancia de las repercusiones políti-
cas potenciales de uno y otro órgano. Resulta esperanzador es que con el tiempo se ha ido 
incrementando más la asignación presupuestaria al Tribunal de Cuentas que a la Interven-
ción, con lo que la razón ha pasado de 1/3 a 1/2. 
 Hay ahora que esperar un buen uso de esos recursos públicos, pero recuérdese que 
no compartimos la visión de que a más dinero más resultados, sin otros factores que lo 
traduzcan en eficacia y eficiencia. 
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Lo que no obstó a la larga vigencia del presupuesto prorrogado, a pesar de la supuesta prisa 
por renovar la acción del Estado y de lo completo de las medidas a emprender por el nuevo par-
tido gobernante.  
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Año Tribunal de Cuentas Intervención 
1989 2.594.314 8.065.246 
1990 2.720.588 8.554.963 
1991 3.315.985 8.505.452 
1992 3.982.833 9.536.336 
1993 4.563.945 9.670.058 
1994 4.865.885 9.699.894 
1995 5.314.535 10.272.705 
 
miles de pesetas 
 
 Rara vez se suele caer en la cuenta de las consecuencias que la actuación del Tri-
bunal de Cuentas puede tener sobre la eficacia y eficiencia del sector y del gasto público. 
Ello es probablemente debido al poco interés con el que, en general, venimos progresi-
vamente observando la actuación política institucional que no procede del ejecutivo. En el 
caso del Tribunal de Cuentas, parece que hayamos llegado a la conclusión de que es un 
comparsa más en el débil sistema parlamentario que la práctica política ha consagrado. 
Son muy escasas las manifestaciones en contra de esta opinión generalizada y más esca-
sas aún aquéllas que relacionan el Tribunal de Cuentas con la posible mejora de nuestro 
sector público y de nuestra economía, incluso llegando a relacionarlo con la propia legi-
timación del sistema político. 
 Por ello, por su rareza, traeré a colación en primer lugar un artículo periodístico 
que relaciona la acción del Tribunal con la eficacia y eficiencia del gasto público, para a 
continuación referirme a los propios informes anuales del Tribunal que, aunque técnicos, 
realizan una crítica política de primer orden e intensidad. 
 
 Uno de los medios más adecuados para detectar y corregir dichas deficiencias 
[de organización del sector público] es la actividad fiscalizadora del Tribunal de Cuen-
tas. Resulta, por ello, conveniente que dicho organismo vaya concediendo cada día ma-
yor importancia, dentro de sus planes de fiscalización, a las tareas dirigidas a analizar la 
gestión del sector público. Ello no debería significar, en modo alguno, un abandono del 
control de la regularidad formal contable ni del sometimiento de la actividad pública a la 
legalidad, dos áreas de singular trascendencia. Por el contrario, lo que se propone es 
que, sin abandonar esas tareas, el supremo órgano fiscalizador potencie de manera pro-
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gresiva la labor que ha venido realizando hasta ahora en el terreno de la auditoría de 
gestión. 
Es muy importante, en efecto, que el Tribunal de Cuentas analice la regularidad 
contable y la legalidad de la actuación administrativa. Pero me parece de igual valor, y 
sobre todo, de un mayor impacto en el bienestar social, que dicho organismo se ocupe de 
verificar que la gestión pública responda a los principios de eficacia, eficiencia y econo-
mía. Estas tareas no son en modo alguno ajenas al tribunal, ya que tanto su ley orgánica, 
en el artículo 9.1, como la de funcionamiento en el 27.1, se refieren a este tipo de actua-
ciones...Sin olvidar tampoco el que dichas auditorías de gestión constituyen, al mismo 
tiempo, un mecanismo de reducción del gasto público, a través de la optimización de 
recursos que promueven. 
Cabe concluir, por consiguiente, que la actual situación de la economía española 
aconseja que el Tribunal de Cuentas incremente de forma paulatina su actividad de con-
trol de la gestión administrativa. El progresivo aumento de las tareas en este campo, que 
no debe redundar en una menor atención al control de la regularidad formal y de legali-
dad, tiene perfecta cabida dentro de su normativa. En estos momentos en los que tanto se 
habla del Estado de bienestar, el Tribunal de Cuentas tiene, por tanto, bastante que decir 
y mucho que hacer.
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Los informes anuales del Tribunal de Cuentas se han referido de modo reiterado al 
peligro en que el Gobierno de la Nación estaba situando a la institución presupuestaria y a 
la falta de veracidad que acompañaba al comportamiento presupuestario y contable del 
ejecutivo, incluida su administración. 
Así, al fiscalizar el presupuesto para 1985 se exponían las modificaciones realiza-
das en el presupuesto aprobado por las Cortes. Tales modificaciones elevaban la cuantía 
global del presupuesto de gastos del Estado y de sus Organismos Autónomos en un 16 
por 100, como resultado de incrementos por 2.2 billones de pesetas y disminuciones por 
0.7 billones. Las modificaciones no estaban justificadas en absoluto, según el marco legal 
que tienen las modificaciones presupuestarias. Sólo por una clara voluntad de engaño por 
parte del Gobierno a la hora de confeccionar y de gestionar el documento presupuestario 
296
La eficacia y eficiencia del gasto público, la acción del Tribunal de Cuentas, de Miguel Ángel 
ARNEDO, consejero del Tribunal de Cuentas, en EL PAÍS, 24 de mayo de 1994. 
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se podría explicar la magnitud de la diferencia. Sin embargo, el Tribunal se limitaba a 
señalar con exquisita finura que 
“junto a modificaciones justificadas había otras en las que las causas aducidas no 
justificaban plenamente las modificaciones efectuadas como: presupuestación por defec-
to de ciertas partidas de gasto de cuantía fácilmente determinable con carácter inicial o 
incorporaciones de remanentes debidas a presupuestaciones excesivas en ejercicios ante-
riores.” 
En el siguiente informe anual, referido al año 1986, se ponía de manifiesto la rein-
cidencia y agudización de la práctica viciosa referida. La elevación sobre lo que las Cor-
tes habían aprobado ascendía al 20 por 100, fruto de 2.5 billones de pesetas de aumentos 
y 0.5 billones de disminuciones, 
“lo que demuestra la consolidación de una práctica administrativa que de no ser 
atajada restará virtualidad a la institución del presupuesto.” 
Ahora el Tribunal es más concreto y, además de señalar que 
“las expresadas modificaciones no siempre traen su causa en necesidades impre-
vistas en el momento de confeccionar el presupuesto, sino en unas previsiones poco rea-
listas”, 
se señala más en donde se producen los mayores incrementos: créditos ampliables, 
que suponen un 72 por 100 del volumen neto de modificaciones, y que son aprobadas 
fundamentalmente por el Ministro de Economía y Hacienda. 
Esto es, el ejecutivo, sin intervención alguna de las Cortes Generales, va fijando el 
volumen real de los créditos en función de las obligaciones reconocidas, invirtiendo el 
orden lógico del proceso, según el cual el ejecutivo utiliza los créditos aprobados por el 
legislativo. Se pone de manifiesto además una infrapresupuestación de los gastos corrien-
tes, a la vez que la política de personal no queda reflejada en los presupuestos. 
De lo expresado por el Tribunal de Cuentas se deduce una voluntad por parte del 
Gobierno de presentar a las Cortes unos presupuestos más austeros y más inversores de lo 
que realmente son. En realidad se gasta más y se invierte menos de lo que se podría dedu-
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cir de la lectura de los presupuestos que el Gobierno envía a las Cortes y de los que éstas 
aprueban. 
Por el lado de los ingresos se observa un error parecido. Aunque globalmente se 
ingresa lo previsto (en 1986 apenas un 2 por 100 más de lo presupuestado), los impuestos 
indirectos, juzgados por la doctrina fiscal como más toscos y menos progresivos (o no 
progresivos en absoluto), son mucho más importantes de lo que se dice a las Cortes que 
van a ser, recaudándose menos por los demás capítulos de ingresos. Además tanto en 
1985 como en 1986 crecen más los impuestos indirectos que los directos, llegándose a 
una composición para 1991 del 49.1 por 100 de impuestos directos y un 37.9 por 100 de 
impuestos indirectos, en nada coincidente con la estimación presentada previamente a las 
Cortes y a la opinión pública. 
En el campo de las técnicas presupuestarias también entra a juzgar el Tribunal de 
Cuentas. Con una cierta candidez impropia de un órgano fiscalizador y jurisdiccional, el 
informe sobre el presupuesto para 1985 pondera la mejora de la técnica presupuestaria 
contenida en el texto de la Ley 50/84. Así, partiendo de un hecho cierto como es la consi-
deración de los programas como limitativos y vinculantes por segundo año consecutivo, 
el Tribunal estima que se afianza 
“la transformación del tradicional presupuesto administrativo en un presupuesto 
por objetivos. En este mismo sentido se produce una simplificación de la clasificación 
económica del gasto, y una mejora de la clasificación funcional y por programas.” 
Y sin embargo, conectando la hipotética técnica presupuestaria con el hecho cierto 
e incontrovertible de la ampliación de las facultades en materia de modificaciones presu-
puestarias, deduce que se está contradiciendo una de las características del presupuesto 
por programas, la necesidad de mantener los objetivos iniciales sin excesivos cambios. 
Sin entrar a discutir la idea que el Tribunal de Cuentas tenga sobre en qué consiste 
tal técnica, lo cierto es que la inexistencia real de unos objetivos ligados a unos medios 
presupuestarios impide hablar de presupuestos por programas en el caso español. Así, el 
Tribunal se refiere a la 
“falta de rigor en la presupuestación, probablemente por la utilización de técni-
cas incrementalistas que resultan imperfectas, y a la aprobación de ciertas modificacio-
nes de crédito innecesarias, por lo que es recomendable un perfeccionamiento en la pre-
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supuestación y especialmente un mayor rigor en la aprobación de las modificaciones al 




 “el perfeccionamiento del análisis ex-post de los presupuestos con la elaboración 
de memorias de ejecución presupuestarias pertinentes y cuya carencia condiciona nota-
blemente el análisis a efectuar sobre la gestión presupuestaria del ejercicio”. 
 
 Sin embargo a la vez se observan mejoras y avances en relación al ejercicio ante-
rior (1985 respecto a 1984), sin duda basados en la mejor apariencia formal del presu-
puesto por programas de 1985. 
 Es decir, aunque no existe ningún seguimiento de objetivos (por lo que no cabe 
hablar de insuficiencia y perfectibilidad del sistema, sino lisa y llanamente de su implan-
tación por primera vez, de admitir que se esté implantando), ni éstos tienen nada que ver 
con los medios asignados, se propone su mejora y perfeccionamiento. En los casos en que 
se examinan más detenidamente actuaciones concretas, tales como la construcción de 
portaaeronaves y fragatas FFG, la gestión del Consejo Superior de Deportes, las transfe-
rencias a RENFE, las Obras Hidráulicas, el Plan de Carreteras, el organismo Aeropuertos 
Nacionales, la gestión del IRYDA (guiada por un presupuesto por programas), la gestión 
del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, etc., se observan tanto irregu-
laridades de actuación como una deficiente presupuestación, y sobre todo gestión, por 
programas. Además se confunden los criterios funcionales con los económicos, los orgá-
nicos con los de programa. En la presupuestación y gestión presupuestaria de 1985 y 
1986 se sabe que hay partidas, que hay una absoluta libertad para cambiar las cifras co-
rrespondientes a cada partida, y que ni cifras ni partidas ni las memorias explicativas de 
los programas tienen su base en la presupuestación por programas. 
 Los comentarios de 1986 no mejoran el juicio manifestado respecto a 1985 y 
1984, sino que ahondan en el examen particularizado de esta situación. 
 Pero lo más importante es que se pone en cuestión, fuera ya de la introducción u 
Observaciones Generales, la validez de toda la información contenida en las Memorias de 
Programa aneja a los presupuestos. Ni éstas ni el Plan de Inversiones Públicas contienen 
datos fiables y reales en cuanto a logros o en cuanto a previsiones. Al mirar atrás, los pre-
supuestos no contemplan lo efectivamente realizado; al proyectar hacia el futuro las cifras 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
310 
 
de inversión, papel del Programa de Inversiones Públicas, hay un gran desfase entre pre-
visiones y realizaciones. Para el Tribunal de Cuentas, las cifras son tan escasamente fia-
bles en casi todos los casos que no merece la pena entrar a fondo en el examen de todos y 
cada uno de los programas. 
 La situación no va cambiando en los años siguientes. En los dos últimos años ana-
lizados, 1990 y 1991, el estado de las cosas es, si cabe, peor. Aunque es posible pensar 
que no es que la situación empeore, sino que algo mejora la capacidad del Tribunal para 
enjuiciar la actividad financiera del sector público. 
 Finalmente está la cuestión de la influencia que tiene la actuación del tribunal so-
bre la actuación del sector público controlado y en qué medida el punto anterior es una 
actividad importante del Tribunal de Cuentas o una mera consecuencia residual. 
 Aunque con la lentitud propia de este tipo de órganos, la actuación del Tribunal 
acaba teniendo ciertas consecuencias, si no sobre el ejecutivo -destinatario último de su 
actuación- sí sobre las Cortes. Así, la aprobación por el Pleno de Tribunal el 21 de di-
ciembre de 1993 de una importante moción-propuesta que trasladó a las Cortes Generales 
y que éstas convirtieron el requerimiento al Gobierno. La moción 
 
 “proponiendo los criterios y medidas, a su juicio, necesarias para que los Presu-
puestos Generales del Estado cumplan su misión constitucional como expresión del equi-
librio entre los poderes del Estado, como fiable vehículo informativo del plan financiero 
anual del sector público estatal y como medio de control del gasto público”, 
 
 supone la crítica de lo realizado desde la entrada en vigor de la Ley de Funciona-
miento del Tribunal en 1988. 
 De provenir del Tribunal Constitucional, se podría interpretar como una cuasi de-
claración de inconstitucionalidad del conjunto de leyes de presupuestos aprobadas duran-
te nuestra reciente etapa constitucional
297
, al poner en cuestión que los presupuestos estén 
cumpliendo su misión constitucional (crítica política), que sean veraces (crítica que ronda 
lo penal y que desde luego cuestiona los elevados gastos que supone a los contribuyentes 
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Esta moción proponía los criterios y medidas necesarios para que los Presupuestos Generales 
del Estado cumplan su misión constitucional como expresión del equilibrio entre los poderes del 
Estado, como fiable vehículo informativo del plan financiero anual del sector público estatal y 
como medio de control del gasto público. 
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el mantenimiento de todo el entramado presupuestario) y que sirvan al control del gasto 
público (crítica de utilidad). 
 Así, se ponen de manifiesto las excesivas modificaciones presupuestarias que 
aprueba el ejecutivo, la ausencia de desarrollo reglamentario del título dedicado a los pre-
supuestos del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, la insuficiencia de la 
información contable, la no observancia del principio de anualidad presupuestaria. Todo 
ello lleva a la grave conclusión de que no se está respetando la institución presupuestaria 
tal como viene configurada constitucionalmente, en concreto anulando por completo el 
principio de competencia en lo que se refiere a la competencia de las Cortes para conocer 
y aprobar los gastos e ingresos que han de producirse en el ejercicio de referencia
298
. Por 
su importancia expondré las recomendaciones que realiza el Tribunal de Cuentas, que 
fueron incorporadas parcialmente por las Cortes: 
 
 “Primera.- Desarrollar reglamentariamente en el plazo más breve que sea posible 
el Título II “De los Presupuestos” del TRLGP, con derogación expresa de todas las nor-
mas presupuestarias de dudosa vigencia y con particular desarrollo de los aspectos y 
aplicación de los criterios que a continuación se expresan: 
 
 Requisitos para que pueda ser incrementada la cuantía de los créditos ampliables 
(artículo 66 TRLGP). 
 Causas que se han de considerar justificadas a efectos de incorporaciones de re-
manentes (artículo 73.1) y órgano competente para acordar la incorporación de aquellos 
remanentes en que concurre la doble condición de derivar de compromisos de gasto 
(competencia de los Jefes de los Departamentos) y de operaciones de capital (competen-
cia del Ministro de Economía y Hacienda). 
 Improcedencia de disminuir, vía transferencia, los créditos que sean necesarios 
para atender el cumplimiento de obligaciones o gastos preexistentes o que deriven de 
normas legales. 
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Tanto la resolución de 27 de abril de 1994 del Presidente del Congreso de los Diputados como 
la moción del Tribunal de Cuentas de 21 de diciembre de 1993 se recogen en el BOE de 29 de 
junio de 1994. 
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Definición de los créditos presupuestarios que pueden ser objeto de incremento en 
los supuestos de generación por ingresos, estableciendo una correlación objetiva entre la 
naturaleza de los ingresos y de los gastos a financiar, así como entre los centros gestores 
de los ingresos y de los correspondientes créditos. 
Improcedencia de efectuar generaciones de crédito en tanto la recaudación no 
rebase las previsiones presupuestarias de ingresos. 
Expresión, en todos los expedientes de modificación presupuestaria, de los recur-
sos con los que van a ser financiados los incrementos de los créditos. 
Clara delimitación entre los gastos de los organismos autónomos de carácter co-
mercial, industrial, financiero o análogo imputables a la cuenta de operaciones comer-
ciales (consignaciones estimativas) y los imputables a créditos limitativos. 
Segunda.- Adecuar la estructura de las cuentas de liquidación del Presupuesto 
que deben ser rendidas a este Tribunal de manera que reflejen el gasto presupuestario a 
nivel de crédito vinculante. 
Tercera.- Efectuar una presupuestación rigurosa que comprenda la totalidad de 
los gastos e ingresos previstos sin que el carácter ampliable de determinadas partidas o 
la posibilidad de incorporación se utilice en ningún caso para eludir esta exigencia cons-
titucional. Las modificaciones presupuestarias deben limitarse a reflejar los gastos deri-
vados de necesidades nuevas o imprevistas. 
Cuarta.- Evitar, en la medida de lo posible, las continuas excepciones a la Ley 
General Presupuestaria a través de las leyes anuales de presupuestos pues, aun cuando 
sean jurídicamente válidas, la racionalidad de la gestión presupuestaria aconseja que 
ésta se desarrolle por los cauces de la ley vertebradora del ordenamiento financiero. 
Quinta.- Los gastos e ingresos deberán presupuestarse, primero, e imputarse des-
pués, al ejercicio en que se generan, sin demorar su contracción en cuentas a ejercicios 
posteriores. 
Sexta.- Limitar las competencias de modificación presupuestaria, salvo que por 
expresa habilitación legal se doten de mayor contenido, al ámbito financiero. Concreta-
mente, la autorización para acordar determinadas transferencias no debe comportar por 
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sí misma habilitación para incidir en el campo de las leyes sustantivas o en competencias 
materiales atribuidas por éstas. 
Séptima.- Expresar en toda modificación presupuestaria, además de su forma de 
financiación, su incidencia en el déficit público. En este sentido se consideraría una acer-
tada solución para el control del mismo convertir en precepto permanente la limitación 
global al reconocimiento de obligaciones establecida en las últimas Leyes de Presupues-
tos Generales del Estado siempre que se creen los mecanismos adecuados para su efecti-
vidad, no en el momento de la contracción en cuentas de las obligaciones, sino en el de 
su nacimiento.”  
Pues bien, incluso cuando la actividad del Tribunal de Cuentas alcanza tal grado 
de radicalidad y de franqueza, la actividad parlamentaria es tardía (el 7 de abril de 1994 
se reúne la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas acordando 
requerir al Gobierno para la adopción de un paquete de medidas, y el 27 del mismo mes 
el presidente del Congreso de los Diputados resuelve publicar tal paquete de medidas, que 
no aparecen en el Boletín Oficial del Estado hasta dos meses después
299
).
Además de tardía es corta y mal orientada, por no decir sorda a la moción aproba-
da por su órgano delegado de control. En lugar de tomar cartas en el asunto que tan abier-
tamente le mostraba el Tribunal de Cuentas, las Cortes, los parlamentarios, le piden al 
Gobierno, al mismo Gobierno que les hurta, les camufla y les omite información, gene-
rando confusión a través de la creación de normas, que les arregle el problema planteado 
mediante la creación de nuevas normas. 
Finalmente, el acuerdo de los parlamentarios es corto y escaso, siendo como una 
síntesis mal pergeñada por quien ni entiende ni deja que le hagan entender lo obvio. Las 
siete medidas que se solicita que adopte el Gobierno son las siguientes: 
1. Que se presente a las Cámaras en el más breve plazo posible un
nuevo proyecto de Legislación General Presupuestaria que regule adecuadamen-
299
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te la actuación administrativa en la elaboración del presupuesto y la ejecución 
del gasto. 
2. Que el ámbito de los créditos ampliables quede limitado a aquellas
obligaciones de la administración que son ex lege ya sea como consecuencia de la 
propia Ley de Presupuestos, o de leyes sustantivas, y que, por tanto, puedan nacer 
aunque no exista cobertura presupuestaria previa. Deberá evitarse que sean in-
cluidos en el anexo correspondiente, créditos que no cumplen esta condición. 
3. Que en relación con las incorporaciones de créditos se exija la jus-
tificación de las razones que aleguen los centros gestores. 
4. Que en los expedientes de transferencias se controle que no se dis-
minuyan los créditos que sean necesarios para atender el cumplimiento de obli-
gaciones o gastos preexistentes o que deriven de normas legales. 
5. Se adecue la estructura de las cuentas de liquidación del presu-
puesto de organismos autónomos que deben ser rendidas al Tribunal de Cuentas 
de manera que reflejen el gasto presupuestario a nivel de crédito vinculante. 
6. Se efectúe una presupuestación rigurosa que comprenda la totali-
dad de los gastos e ingresos previstos sin que el carácter ampliable de determina-
das partidas o la posibilidad de incorporación se utilice en ningún caso para elu-
dir esta exigencia constitucional. Las modificaciones presupuestarias deben limi-
tarse a reflejar los gastos derivados de necesidades nuevas o imprevistas. 
7. Se evite, en la medida de lo posible, las excepciones a la Ley Gene-
ral Presupuestaria a través de las leyes anuales de presupuestos. 
Además, cada vez más lo que hace el Tribunal de Cuentas trasciende a la opinión 
pública, que no necesita dramatizar para exponer una situación que aparece como peligro-
sa. Así, en febrero de 1994, el diario EL PAÍS se hace eco del informe del Tribunal sobre 





EL PAÍS, 19 de febrero de 1994. En la noticia se recoge además que Se han infringido normas 
presupuestarias y contables, según el informe enviado a las Cortes, destacando entre los orga-
nismos especialmente incumplidores aquellos que dependen directamente del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda como el Centro de Gestión Catastral y el Instituto Nacional de Estadística. El 
fiscal ante el Tribunal es más agudo en su crítica, al señalar que no se trata de fallos formales, 
sino de aplicación excesiva de facultades de la Administración y de vulneración de normas vigen-
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 Y poco después pasa a recoger el fenómeno al que aludimos en sus apartados de 
opinión editorial bajo la siguiente rotunda afirmación: 
 
 LA CREDIBILIDAD de la política presupuestaria, el respeto de los Gobiernos y 
el control del Parlamento al proceso presupuestario constituyen, además de una exigen-
cia básica del funcionamiento de las democracias, elementos esenciales en la formación 




 Aunque la moción anterior parcialmente reproducida no tuvo demasiado eco in-
formativo, pese a lo explosivo de su contenido, sí lo tuvo el examen del Tribunal de las 
cuentas del año 1991. Así, el diario EL PAÍS bajo el supratítulo El Tribunal de Cuentas 
exige al Ejecutivo que cumpla ´plenamente´ la ley de presupuestos señala El Gobierno 
´maquilló´ una deuda de 2,6 billones en las cuentas de 1991, destacándose como en oca-
siones anteriores la especial crudeza de las afirmaciones del fiscal ante el Tribunal, que 
destaca el escaso parecido con la realidad de las cuentas que presentó el Gobierno ante el 




c) La Oficina Presupuestaria 
 
 Paradójicamente, en el final de este período encontramos algunas referencias a la 
necesidad de dotar a las Cortes de una administración auxiliar en materia presupuestaria. 
La administración que depende del Parlamento es una cuestión poco estudiada y aparen-
temente de escaso interés, pero de una importancia capital desde nuestra perspectiva. Con 
frecuencia se explica la situación real de inferioridad de las Cortes Generales, o de los 
parlamentos en general, respecto al ejecutivo, por la fuerza que surge de una poderosa 
                                                                                                                                                 
tes. Respecto a las que han sido convertidas por los últimos gobiernos en la principal figura mo-
dificativa, las ampliaciones de crédito, señala que no es que sean ilegales, sino algo más grave 
que la capacidad presupuestaria que corresponde a las Cortes quede, de hecho, en manos de la 
Administración. 
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EL PAÍS, 27 de febrero de 1994. En este Editorial, además de hacerse una demoledora crítica 
económica y de la nula eficacia económica de este proceder engañoso, se pone de manifiesto el 
atentado que supone contra el papel de las Cortes Generales y contra el propio Estado de Dere-
cho. 
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EL PAÍS, 4 de agosto de 1994. 
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burocracia al servicio del gobierno. Sin embargo, no se sabe si por un cierto prejuicio 
antiburocrático o por considerarlo un tema menor, la realidad muestra poco esfuerzo por 
dotar a nuestras Cortes de un aparato auxiliar para un correcto ejercicio del control par-
lamentario en su sentido más amplio, no en el anticuado y, a pesar de todo, corto de los 
tribunales de cuentas. 
 No obstante, la necesidad de que exista una Administración que colabore con las 
Cortes en el ejercicio de sus funciones presupuestarias ha sido expresada por parte de los 
estudios españoles sobre el presupuesto
303
, que además expresan una gran confianza en la 
necesidad de que exista tal órgano staff. 
 La única referencia, que no norma, respecto a la Administración presupuestaria 
del parlamento español es la contenida en la disposición adicional vigésima de la Ley de 
Presupuestos para 1990: 
 
 “Se crea, en el seno de la Secretaría General del Congreso de los Dipu-
tados, una Oficina Presupuestaria destinada a asesorar técnicamente a los Órganos 
de las Cámaras, y a informar a los Grupos Parlamentarios y a los Diputados y Se-
nadores sobre la ejecución durante cada ejercicio de los Presupuestos Generales 
del Estado y de la Seguridad Social, y sobre aquellos aspectos de la actividad le-
gislativa que tengan repercusión en el ingreso y en el gasto público. 
 La organización y el funcionamiento de la indicada Oficina se regularán 
por el Reglamento de la Cámara y por las normas de desarrollo dictadas conforme 
a lo dispuesto en el mismo.” 
  
 La inexistencia de una burocracia parlamentaria auxiliar para las cuestiones finan-
cieras se ha traducido en el apoyo en la burocracia del ejecutivo por el partido gobernan-
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Así Ceferino ARGÜELLO REGUERA, en Perspectiva actual del proceso presupuestario del 
gasto público, nº 51 de la revista Hacienda Pública Española, 1978, p.164: “Para finalizar, una 
breve alusión al Legislativo y al Presupuesto. En orden a este punto, casi todo está por hacer en 
España, puesto que a lo largo de la historia del país nunca ha existido una real actividad fiscali-
zadora de aquél sobre la Administración. Para iniciarla se precisan, a mi modo de ver, dos requi-
sitos previos, ambos de índole técnica: la creación de un <<staff>> profesional de asesoramiento 
permanente a los parlamentarios, y la adscripción del Órgano de control externo al Legislativo... 
Con el soporte técnico mencionado, todo lo demás dependerá de la voluntad política de llevar a 
cabo el control. Sin dicha asistencia, existen graves riesgos de caer en la demagogia y de que-
darse en la superficie de los problemas.” 
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te. De este modo, la mayoría parlamentaria, que de todos modos no está especialmente 
interesada en el control del presupuesto, no siente necesidad de contar con medios técni-
cos y personales para realizar ese control o para hacer un papel digno en la tramitación de 
la ley de presupuestos, mientras que la oposición, posible interesada en ese control, ape-
nas puede intervenir con juicio bien fundado en las cuestiones presupuestarias. 
 La no creación de la Oficina Presupuestaria prevista por ley, no cabe atribuirla a 
un mero accidente o a la indolencia de los parlamentarios. Por el contrario, la inexisten-
cia, más de seis años después de su teórica creación por ley, de un órgano auxiliar de las 
Cortes en materia presupuestaria, entra perfectamente en el conjunto de características 
que conforman la realidad de nuestro parlamento en esta materia. En esta oscura realidad 
desentonaría o sería incongruente con el entorno la existencia de un órgano que, además 
de existir, cosa deseable a tenor de su presencia en una ley, funcionase adecuadamente, 
esto es, sin hacer discriminaciones entre los distintos grupos parlamentarios y represen-
tantes. 
 Por otro lado, los parlamentarios de las Cortes Generales españolas no cuentan, en 
general, ni con la imagen pública ni con la permanencia en el puesto (en las Cortes y en 
las comisiones de presupuestos del Congreso y del Senado) que podrían servir de base 
para una auténtica especialización técnica en las funciones que la Constitución les atribu-
ye. El propio sistema electoral, que hace depender la consideración de parlamentario y su 
propia elección de factores ajenos a la vida parlamentaria, favorece esta situación. 
 En el caso de los presupuestos la situación se ve agravada por la propia compleji-
dad de la materia y por la frecuencia con que las auténticas decisiones públicas se adoptan 
fuera de la sede parlamentaria. En unos casos las decisiones se adoptan por el ejecutivo, y 
se comunica a continuación a los líderes en el parlamento lo que tienen que hacer para 
ponerlas en práctica en la parte que les compete, el voto de las enmiendas planteadas 
realmente por el Gobierno, esto es, por la Administración. En otros casos, cuando es el 
propio equilibrio inestable de fuerzas en el parlamento lo que provoca acuerdos o revisión 
de acuerdos que deberán plasmarse en el presupuesto, no es la propia institución parla-
mentaria la que valora y traduce prácticamente tales decisiones. 
 Así pues, venga la decisión del ejecutivo, venga de la propia situación de las fuer-
zas parlamentarias, es raro, por no decir inexistente, el caso en que los parlamentarios 
tienen que demostrar algo más que su habilidad para girar la llave que traduce las deci-
siones en proposiciones o enmiendas aprobadas. 
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Como ejemplo de peso, observamos que en la Ley de Presupuestos para 1990 se 
introduce la limitación legal al crecimiento del gasto, elaborada en un momento de clara 
inflexión en la lucha contra el déficit público. Primero porque se produce a continuación 
de un período de prórroga del presupuesto de 1989 que ya tuvo el efecto de cortar de cua-
jo, razonable o irrazonablemente, los gastos públicos sin intervención del legislativo y sí 
con un gran protagonismo del Ministerio de Hacienda. En segundo lugar, porque deja 
claro que las modificaciones que resultan realmente importantes son las que se aprueban 
por el ejecutivo, no las que pasan por las Cortes para su ratificación que, no obstante, se 
ven limitadas, si bien de manera tosca y falta de eficacia. 
En los presupuestos para 1991 se contiene la siguiente justificación de la limita-
ción al gasto: 
“Se mantiene la limitación ya introducida en la Ley de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 1990 a la facultad de reconocimiento de obligaciones no 
financieras, con las matizaciones que el propio texto contiene, al haberse podido 
comprobar que esta medida constituye un instrumento de control efectivo respec-
to de la gestión y evolución del gasto público.” 
y en los presupuestos para 1992: 
“Se reitera la limitación, ya introducida desde la Ley de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 1990, de la potestad de la Administración Pública de re-
conocimiento de obligaciones no financieras, con las contadas excepciones que el 
propio texto legal autoriza, dado que la misma se ha revelado como un instru-
mento eficaz de vigilancia del déficit público.” 
La limitación existente hasta 1996 es la siguiente: 
Artículo once. De la limitación al reconocimiento de obligaciones 
Uno. El conjunto de las obligaciones reconocidas en 1996 con cargo al presupues-
to del Estado y referida a operaciones no financieras, excluidas las derivadas de los crédi-
tos extraordinarios y suplementos de crédito aprobados por las Cortes, y de las generacio-
nes de créditos financiadas con ingresos previos, no podrán superar la cuantía total de los 
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créditos inicialmente aprobados para atender dichas operaciones no financieras en el pre-
supuesto del Estado. 
 El Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados y al Senado información sobre 
las ampliaciones de crédito que se acuerden durante el ejercicio 1996, mediante identifi-
cación de los créditos afectados, de su importe y de la finalidad de las mismas. 
 
 Dos. Los créditos extraordinarios y suplementos de crédito no podrán superar en 
ningún caso el 3 por 100 de los créditos inicialmente aprobados. 
 
 Tres. El Gobierno comunicará trimestralmente a las Comisiones de Presupuestos 
del Congreso y del Senado, las operaciones de ejecución del presupuesto del Estado reali-
zadas en dicho período de tiempo, a los efectos de acreditar el cumplimiento de la obliga-
ción prevista en el número uno de este artículo. 
 
 Cuatro. Con el fin de garantizar el esfuerzo de austeridad en lo relativo a las fi-
nanzas públicas, una vez cumplido lo establecido en los párrafos anteriores, el exceso de 
derechos económicos que se produzca por encima de los estimados en el artículo 2º de la 
presente Ley, se aplicará a reducir el déficit público inicialmente considerado.  
 
 Las implicaciones de este artículo son varias y de gran importancia. En primer 
lugar suponen a la vez un freno para la desviación global en los créditos inicialmente 
concedidos por el legislativo para los gastos en general, y además alcanza a dos parcelas 
excluidas en 1992: la deuda pública, sin duda basándose en la limitación existente en el 
artículo 135.2 de la Constitución, y los gastos para la modernización de las fuerzas arma-
das, basándose en la intangibilidad de los dineros militares, regla no escrita que hasta 
hace poco tuvo absoluta vigencia en el ámbito presupuestario. 
 En segundo término, la prohibición que existe respecto a los créditos extraordina-
rios y suplementos de crédito debe entenderse hecha para el gobierno, que queda así im-
pedido para presentar proyectos de ley que superen el límite establecido del 3 por 100, 
dado que las Cortes no estarían sujetas por tal limitación, superable mediante una ley pos-
terior (de contar con la autorización del Gobierno, por supuesto), y podrían aprobar cual-
quier crédito adicional con el único requisito de la presentación del correspondiente pro-
yecto de ley. 
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 Se plantea así la necesidad de que exista algún tipo de control técnico residente en 
el Parlamento para evitar que el gobierno pueda hacer llegar a las Cortes tales proyectos 
de ley ilegales, controles que no cabe situar en la Dirección general de Presupuestos, la 
Intervención, o el Consejo de Estado, situados bajo la superior autoridad jerárquica del 
propio gobierno (no en el caso del último órgano considerado). La única responsabilidad 
que cabe exigir es la que plantee el Tribunal de Cuentas con ocasión de la fiscalización de 
las cuentas, pero parece inútil pretender un control de este órgano, cuando el órgano del 
que dependen, las Cortes Generales, ha aprobado un proyecto de ley que podría conside-
rarse ilegal. 
 
b. Contexto económico 
 
 Desde el punto de vista económico, podemos distinguir tres etapas diferentes: una 
primera etapa que va desde el principio de 1983 (“con un presupuesto muy inercial, que 
era una pura continuación prácticamente inevitable del presupuesto de 1982”304) hasta 
finales de 1985, en que casi podemos asistir a una continuación de las tendencias del pe-
ríodo anterior, aunque tratando de detener la recta ascendente en cuanto al déficit público. 
 Una segunda etapa de mejora de la mayor parte de las variables económicas, que 
no es sino consecuencia de la mejora generalizada en el plano internacional de la situa-
ción económica general, etapa que se extiende desde el final de 1985 hasta 1988, en que 
se empiezan a mostrar deterioros importantes de nuestra economía. 
 Y finalmente una fase de franco deterioro de la situación económica que va desde 
1988 a 1992, año en el que el esfuerzo inversor se manifiesta pero no impide el declive de 
la economía pública y privada (manifestada tanto en el elevadísimo déficit público como 
en la atonía del consumo privado). Esta última fase coincide con la irreversible inserción 
de nuestra economía en la comunitaria europea, lo que lleva a la necesaria pérdida de 
importancia de las medidas monetaristas, de gran utilización durante los años 80 y a un 
mayor protagonismo de la política fiscal y presupuestaria, impuesta además por condicio-
namientos exteriores de la Unión Europea. 
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José BORRELL FONTELLES, Conferencia pronunciada en la Universidad Internacional Me-
néndez y Pelayo (Santander) el 1 de agosto de 1988 dentro del seminario sobre “Reestructura-
ción y Saneamiento del Sector Público 1982-1988”, en Hacienda Pública Española nº 110-111, 
Madrid 1988. 
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 Si por el lado de los ingresos este período observa un importante incremento de la 
presión fiscal acompañado de un abandono de la política fiscal como instrumento o ele-
mento redistributivo
305
, que ha sido reconocido por los propios directivos del Ministerio 
de Economía y Hacienda
306
 y que permite reducir el fuerte déficit público existente en 




 Frente a la conclusión simple de que el diferencial ingresos y gastos se ha ido en 
despilfarro y mala gestión (o en nuestro caso en una peor presupuestación y, sobre todo, 
gestión del sector público), la respuesta gubernamental de aquel período es que  
 
“en una gran medida, el aumento de recursos fiscales ha sido destinado a rees-
tructurar y sanear una economía que la Administración socialista encontró con 
grandes problemas estructurales y financieros en 1982. Este es un gasto oscuro 
cuyos efectos no lucen de forma directa en el bienestar del ciudadano, pero cuya 
ausencia podría haber sumido a la economía española en una situación de retra-
so difícil de superar”308 
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César ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, en Presupuestos: el gasto público releva al impuesto 
como elemento redistributivo, ABC 2 de abril de 1990 
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Desde 1982 a 1987 ha habido un sustancial aumento de la presión fiscal. Si tomamos como 
ámbito de referencia las Administraciones Públicas, la presión fiscal (impuestos más cotizaciones 
sociales) ha crecido desde un 26.9 por 100 del PIB en 1982 a un 33.4 por 100 en 1987. Es decir 
6.5 puntos en cinco años, a razón de 1.3 puntos por año. Desde cualquier perspectiva este es un 
incremento importante, que aunque haya sido conseguido fundamentalmente a través de la re-
ducción del fraude, no deja de tener un impacto significativo tanto desde el punto de vista social 
como del económico...Antonio ZABALZA MARTÍ, en la Presentación del número 110/111 de la 
revista Hacienda Pública Española dedicado a la “Reestructuración y Saneamiento del Sector 
Público: 1982-1988.  
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Desde 1982 a 1987 no ha habido un aumento equivalente en la calidad media de los servicios 
públicos que más directamente inciden en el bienestar de los ciudadanos. Esta es, por lo menos, 
la impresión que de forma mayoritaria se detecta en el ciudadano español. Es una impresión 
difícil de documentar, pero así parecen inclinarse las pocas encuestas que sobre esta cuestión 
se han realizado en nuestro país. Esta impresión probablemente esté justificada cuando se com-
paran las mejoras habidas en la calidad media de sanidad, educación, justicia, pensiones y segu-
ridad ciudadana, y en el volumen de equipamientos sociales e infraestructuras, con los aumentos 
de presión fiscal registrados. Ibídem. 
308
Ibídem. 
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La respuesta no está pues en la racionalidad común, que quiere maximizar los 
resultados de sus aportaciones a las administraciones públicas, ni en la administrativa, 
orientada además hacia una ratio satisfactoria entre esfuerzos y resultados, sino en una 
peculiar racionalidad económica donde lo que no se comprende es porque es misterioso u 
“oscuro” e incomprensible para una racionalidad no suficientemente adiestrada. Pero esta 




Aun admitiendo que “el coste presupuestario y devengado del saneamiento y re-
estructuración de la economía española” pudiera cifrarse entre un 9 y un 10 por 100 del 
gasto total del Estado durante el mismo período, esto no explica que el coste actual del 
sector de las Administraciones públicas en España ascienda a casi 30 billones de pesetas 
de los casi 60 billones de PIB
310
, ni sobre todo que ese coste no rinda los resultados espe-
rados y esté en su mayor parte enquistado en los presupuestos del Estado. Y sobre todo no 
explica, años después de las consideraciones optimistas del entonces Secretario de Estado 
de Hacienda socialista la consideración que entonces se hacía sobre los resultados de tal 
despilfarro y tan mala ratio ingresos-gastos: 
“la experiencia ha sido globalmente positiva y ha situado a la economía española 
en un nivel de competitividad lo suficientemente adecuado como para poder afrontar en 
condiciones mucho mejores el reto que supone nuestra plena integración en la Comuni-
dad Europea.”311
309
Así lo vislumbra un político tan sagaz como José BORRELL FONTELLES, al decir: “Reconoz-
co que esta complejidad hace difícil la tarea de información de los medios de comunicación y 
hace fácil la crítica, desprovista de escrúpulos científicos o técnicos, que desde ciertos sectores 
de la sociedad se dirige al fenómeno. Esta crítica resulta fácil porque siendo como es un fenó-
meno difícil de comprender, si no se tiene la honestidad intelectual de intentarlo comprender, es 
fácil de descalificar, apoyándose en datos que o no son relevantes o están trucados, porque no 
hacen referencia exacta al fenómeno de que se trata. ”Ibídem. 
310
De acuerdo con el Informe Económico Financiero que acompaña a los Presupuestos Genera-
les del Estado para 1992 el PIB previsto para 1992 asciende a 59.883 miles de millones de pese-
tas (p.123), y el presupuesto inicial consolidado de las Administraciones públicas para 1992 as-
ciende a 29.697.1 miles de millones de pesetas (el 49.59 por 100 del total), de los cuales el 68.93 
por 100 (descontando las transferencias a administraciones públicas territoriales) corresponde al 
Estado (p.375)  
311
Antonio ZABALZA MARTÍ, Ibídem. 
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 En la última fase, en la que nos encontramos, parece caer el velo que cubría nues-
tro presupuesto, al darse cita dos hechos importantes. Por un lado, en el interior, la clara 
pérdida de la senda de crecimiento conseguida en los años anteriores (siguiendo la mar-
cha de la economía mundial), junto a una relativa culpabilización del sector público en la 
mala marcha de la economía, resumida en la escasa contribución al bienestar general que 
se achaca al sector público en general y a las administraciones públicas en particular, po-
nen en crisis el papel del sector público e inciden en su déficit. El segundo hecho de im-
portancia es la progresiva inserción de nuestra economía en la de la Comunidad Europea, 
junto a planes de una mayor homogeneización de las políticas económicas, que muestran 
las grandes diferencias que todavía nos separan de la zona más próspera de Europa. Es 
importante la separación que hacemos de estos dos hechos, porque con frecuencia se re-
sume toda la coyuntura actual bajo el epígrafe único de “la convergencia”, que trata de 




    El gobierno es el elemento central del sistema político, al concentrar el poder pro-
veniente de la mayoría parlamentaria y utilizar para reforzar ese poder la maquinaria ad-
ministrativa. Una de las razones de esta centralidad del gobierno podemos verla en el gran 
volumen de lo que, en un sentido muy amplio pero no incorrecto, constituye ahora el go-
bierno, que se rodea de un entorno político y administrativo altamente reforzado. 
 Es decir, en ese sentido amplio de gobierno similar al que se utiliza en el Reino 
Unido se incluyen ahora un elevadísimo número de altos cargos, tanto de apoyo directo al 
gobierno y a su presidente como en el entorno de cada uno de los ministros y de los secre-
tarios de Estado. Esta característica, que es generalizable al conjunto del gobierno, se da 
con gran fuerza en el ala económica del mismo, que incluye al final del período estudiado 
todo lo que se refiere al presupuesto del Estado. 
 El primer gobierno del PSOE es para algunos
312
 la salida de un período de oscuri-
dad en materia de reforma presupuestaria como en muchas otras materias. Ello lleva bien 
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Así RODRÍGUEZ ONDARZA y RUBIO GUERRERO, op.cit., p.136, para quienes la definición 
de intenciones contenida en la Ley General Presupuestaria de 1977, quedó prácticamente en 
suspenso hasta que, con la llegada al poder del primer gobierno socialista, se replantea la nece-
sidad de ordenar y racionalizar los programas de gasto público. 
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a ignorar el pasado, haciendo tabla rasa de lo realizado hasta este momento, lo que dice 
que hace, por ejemplo, la legislación en materia de gasto público, bien a considerar el 
pasado como un derroche de esfuerzos mal empleados al que se va a poner fin, superando 




El primero de diciembre de 1982 se nombra Presidente de Gobierno a Felipe Gon-
zález Márquez, Vicepresidente a Alfonso Guerra González, Ministro de Economía y Co-
mercio y Ministro de Hacienda a Miguel Boyer Salvador, Ministro de Industria y Energía 
a Carlos Solchaga Catalán, y al resto de ministros que forman el Gobierno. 
Estos nombramientos suponen ya un cierto giro hacia una orientación más econo-
micista del Gobierno, ya que los anteriores ministros de Hacienda habían tenido una for-
mación más propia de hacendistas, con lo que la diferencia de términos implica. Ni Gar-
cía Añoveros ni Fernández Ordóñez fueron economistas, aunque tuvieran un amplio co-
nocimiento de las cuestiones económicas que afectan al sector público. 
Boyer Salvador, en la presentación de los primeros presupuestos socialistas ante el 
pleno del Congreso de los Diputados el 17 de mayo de 1983, marca claramente la dife-
313
Esta visión de las fases anteriores va acompañada de un alto concepto de lo realizado bajo el 
gobierno del PSOE, partiendo de que el carácter vinculante de la estructura de programas equi-
vale a la plena implantación del presupuesto por programas. Así Jaime SÁNCHEZ REVENGA, 
Presupuestos Generales del Estado, Ariel, Barcelona 1989; y RODRÍGUEZ ONDARZA y RUBIO 
GUERRERO, op.cit., que dicen en 1990 sobre el período 1984-1990: “tras seis años de aplica-
ción de esta técnica presupuestaria, se pueden sacar algunas conclusiones respecto a su viabili-
dad en nuestro país, y a los obstáculos que se han debido salvar para su sedimentación... Res-
pecto a los obstáculos genéricos, la importancia que tuvo la creación de las Oficinas presupues-
tarias de los Departamentos ministeriales se entiende a partir del esfuerzo de formación y adies-
tramiento de personal involucrado en las diversas fases del presupuesto (planificación, ejecución 
y control). Por su parte, las diferentes Memorias sectoriales que forman parte de la documenta-
ción presupuestaria, han sido un buen ejercicio para algunos centros gestores del gasto público 
para poder expresar sus actividades en términos de programas; no obstante, este ejercicio se ha 
visto condicionado por el proceso de transferencia de competencias de gasto hacia las Comuni-
dades Autónomas, que ha producido una importante desfuncionalización del gasto en los Depar-
tamentos afectados. En tercer lugar, se puede señalar la escasa aplicación de técnicas analíticas 
para evaluar los costes y los beneficios, amén de la eficacia de los programas de gasto público 
debido a discrepancias metodológicas respecto a los parámetros básicos de estas técnicas (tasa 
de descuento, precios sombra, valoración de intangibles, beneficios y costes sociales, etc.). Por 
último, también han existido grupos de presión de carácter básicamente político que ante la es-
tructura excesivamente técnica y prolija de este sistema han adoptado prácticas de rechazo y 
enfrentamiento a esta técnica presupuestaria.” 









 Nada más tomar el poder, las medidas urgentes de reforma administrativa, apro-
badas por real decreto-ley de 7 de diciembre de 1982, afectan en primer lugar al Gabinete 
de la Presidencia del Gobierno y al Portavoz del Gobierno (que sustituye al Secretario de 
Estado para la Información). Esto indica ya un cierto reforzamiento del entorno del Presi-
dente y Vicepresidente y una mayor atención a la unidad de acción del Gobierno y a su 
imagen pública, controladas ambas desde la Presidencia, no sólo a lo que pueda hacerse 
desde cada departamento, incluido el de Economía y Hacienda. 
 Las principales tareas en las que se embarca el primer Gobierno del PSOE son, en 
el ámbito de la política presupuestaria, la lucha contra el déficit público y la implantación 
del presupuesto por programas para 1984. Como contrapunto a las medidas tomadas en 
período preelectoral por el anterior Gobierno centrista, acelerando las inversiones previs-
tas a última hora, el Gobierno socialista comienza aprobando unas medidas urgentes en 
materia presupuestaria, financiera y tributaria
316
 entre las que se encuentra la presenta-
ción, en enero de 1983, de lo que sería una constante de todos los gobiernos a partir de 
entonces: un presupuesto extraordinario para regularizar “situaciones derivadas de insu-
ficiencias de créditos presupuestarios o de inexistencia de los mismos para atender a 
determinados gastos”, derivadas por tanto de incumplimientos graves de la Ley General 
Presupuestaria. Las dos leyes en las que se plasma tal previsión son de 29 de junio de 
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“Hoy, en nuestras economías mixtas con Estado democrático beligerante en la demanda, en la 
producción y en la distribución, el debate parlamentario es muy diferente en su naturaleza. Es un 
debate de política económica; es una política fundamentalmente macroeconómica la que se dis-
cute en esta ocasión, dirigida a restablecer los equilibrios fundamentales, a impulsar el crecimien-
to, pero también una política microeconómica, una política encaminada a aumentar la eficacia 
productiva y a repartir los costes y beneficios sociales.” Diario de Sesiones del Congreso de los 
Diputados nº 36/1983, pp. 1656-1678, en Hacienda Pública Española nº 82, Madrid 1983.  
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“Suelo repetir a quienes se extrañan de que los Gobiernos en la hora actual, sean de derechas 
o de izquierdas, tengan preocupación y utilicen instrumentos muy semejantes de política macro-
económica, puesto que en una economía abierta al exterior hay poco margen para introducir la 
política a secas. El paro, la inflación y el déficit exterior pueden ser apreciados con sensibilidad 
desigual por unos u otros Gobiernos, pero todos los Gobiernos de países de economía de mer-
cado inmersos en un área internacional regida por el mercado deben utilizar los mismos instru-
mentos de política monetaria, fiscal o de rentas. Casi podría decirse que no hay política macro-
económica progresista o conservadora, aunque en los años sesenta hubo la ilusión -debida aun 
error teórico- de que podía intercambiarse establemente inflación por paro y que así podría dis-
tinguirse la derecha de la izquierda, según la preferencia por el uno o por la otra.” Ibídem. 
316
Real Decreto-Ley de 29 de diciembre de 1982 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
326 
 
1983, una que convalida el real decreto-ley y otra que regulariza anticipos de fondos e 
insuficiencias presupuestarias por un importe total de 664.300 millones de pesetas. Se 
pretenden evitar tales actuaciones en el futuro mediante diversas medidas administrativas 
de menor nivel
317
, lo que no evita que, con el tiempo, la contabilidad presupuestaria no 
refleje en absoluto la realidad del gasto público, su dimensión y su gestión, y sea necesa-
rio, con el mismo o con nuevos partidos políticos, acudir a nuevas regularizaciones con-
tables y a rectificaciones en los gastos públicos. 
 Aunque ya a poco más del año de formarse el Gobierno se da una importante cri-
sis en el Ministerio de Economía y Hacienda en febrero de 1984, con la sustitución de 
José Víctor Sevilla Segura por José Borrell Fontelles en la Secretaría de Estado de Ha-
cienda, la primera crisis ministerial se produce con la sustitución de Miguel Boyer (aun-
que militante antiguo, siempre visto como un tecnócrata liberal dentro del partido)  por 
Carlos Solchaga (5 de julio de 1985). En adelante sólo se sustituiría a este último por Pe-
dro Solbes en 1993, con lo que para un período relativamente largo tenemos tan sólo a 
tres titulares de Economía y Hacienda. 
 Las crisis subsiguientes de los Gobiernos de Felipe González (25 de julio de 1986 
y 7 de julio de 1988) no afectan al Ministerio de Economía y Hacienda. Es más, a princi-
pios de 1991 se consolida el predominio de Carlos Solchaga con el abandono del Go-
bierno de Alfonso Guerra y su sustitución por Narciso Serra, así como por el ascenso de 
José Borrell al nuevo Ministerio de Obras Públicas y Transportes y su sustitución como 
Secretario de Estado de Hacienda por un hombre promocionado por él como Antonio 
Zabalza Martí (anterior Secretario general de Planificación y Presupuestos, Director gene-
ral de Planificación y Director de Gabinete desde el 8 de junio de 1984 del propio Bo-
rrell). 
 El contraste con los frecuentes cambios ocurridos en la etapa inmediata anterior de 
UCD es llamativo y sugiere un mayor peso de la visión conjunta de Economía y Hacienda 
tanto en el Gobierno como en la Administración. Además, el real decreto de 25 de julio 
de 1986 debilita el antiguo Ministerio de la Presidencia al separarlo en dos: Administra-
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Para evitar tales situaciones en el futuro, la Secretaría General de Presupuesto y Gasto Públi-
co publica la Circular de 21 de enero de 1983 de normas sobre disciplina en la ejecución presu-
puestaria, que no hace sino recordar el cumplimiento de las normas presupuestarias y advertir de 
las responsabilidades de todo tipo en que podrían incurrir autoridades y funcionarios que come-
tiesen las irregularidades. En este marco de transición y de prórroga presupuestaria se publica la 
Orden de 24 de febrero de 1983 sobre tramitación anticipada de expedientes de gasto. 
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ciones Públicas y Relaciones con las Cortes y Secretaría del Gobierno. Esta partición, 
aunque ha sufrido algunas modificaciones de menor importancia, parece haberse consoli-
dado desde entonces, con numerosas reorganizaciones hasta la situación final de ser ab-
sorbida por Hacienda toda el área de Administraciones Públicas. 
Quizás como consecuencia de ese mayor peso del ejecutivo frente al legislativo, 
frente a la obligación de presentar un proyecto de ley que existió en 1982, la ley de pre-
supuestos para 1987 autoriza al Gobierno (entonces con la mayoría absoluta suficiente 
para conseguir la aprobación de cualquier proyecto de ley) a elaborar, antes del 30 de 
septiembre de 1.987, un Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero 
de 1.977 
“al que se incorporarán, con autorización previa para regularizar, aclarar y ar-
monizar las disposiciones legales vigentes de carácter permanente en materia de gestión 
presupuestaria contenidas en las leyes anuales de presupuestos posteriores a la entrada 
en vigor de la citada Ley General Presupuestaria”. 
Igualmente se ordena al Gobierno que en el mismo plazo actualice las normas 
reglamentarias del ordenamiento presupuestario, 
“acomodándolas a la citada Ley General Presupuestaria y al real decreto legisla-
tivo que se apruebe en ejercicio de la autorización contenida en el apartado precedente”. 
En 1987 la ley de presupuestos para 1988 prorroga durante este año la autoriza-
ción al Gobierno para refundir la Ley General Presupuestaria. Esta autorización daría 
lugar al correspondiente texto refundido de 1988, que no pone fin al hábito de alterar cada 
año la normativa presupuestaria en las leyes anuales de presupuestos. Al reparto de com-
petencias en materia de modificaciones que establece el texto refundido de la Ley General 
Presupuestaria, hay que añadir las que cada año prevé la ley de presupuestos correspon-
diente. El contenido de tales alteraciones de la ley sustantiva del presupuesto es seguir 
incrementando el poder del ejecutivo y, sobre todo, del Ministerio de Economía y Ha-
cienda en el presupuesto. 
Con el tiempo, incluso el Tribunal Constitucional entra a criticar el crecimiento de 
la parte normativa de las leyes de presupuestos, lo que da lugar a que se separe el conte-
nido de estas leyes en dos: la ley de presupuestos propiamente dicha y la ley de acompa-
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ñamiento. Con ello se resuelve el problema desde una perspectiva estrictamente nominal, 
ya que las leyes ómnibus que son las de acompañamiento persisten en la práctica de alte-
rar sin un debate en profundidad toda la normativa de variado carácter que tenga algún 
contenido relacionado aun lejanamente con el presupuesto. 
C. Administración 
En este período cobra una gran actualidad la polémica sobre la eficacia de la Ad-
ministración y sobre su función como prestadora de bienes y servicios a los ciudadanos. 
Esto parece haber desplazado algo la vieja contemplación de la Administración como 
aparato de dominación y ha pretendido basar su legitimidad en este segundo grupo de 
cuestiones instrumentales, relacionadas con la calidad y la cantidad de los servicios ren-
didos. Además se puede decir que tanto los defensores del estado de cosas existente (o del 
gobierno de turno en ejercicio) como sus oponentes y críticos coinciden en poner en cues-
tión tal eficacia, bien para justificar las medidas reformistas o modernizadoras adoptadas, 
que tratan de solucionar los males de la vieja Administración, bien para mostrar a la opi-
nión pública la ineficacia de los actuales gestores políticos. 
Es mi opinión, fruto tanto de la experiencia directa como ciudadano como del es-
tudio de la Administración pública, en particular de la presupuestaria, que la cuestión 
adolece de cierta pérdida de enfoque y de un apresurado y falto de base real enamora-
miento por la gestión y el productivismo (si se me permite la expresión) y olvido de la 
dimensión política del presupuesto. 
La vieja visión de la Administración como aparato de dominación, quizás algo 
desacreditada por su parentesco con las teorías sustentadoras de los fenecidos regímenes 
de inspiración marxista, no merece quizá ser completamente abandonada, ni llevada a un 
segundo plano que palidece ante la posibilidad de ver la Administración funcionando tan 
bien como la más eficaz de las empresas. Primero porque lo más brillante de la Adminis-
tración y de sus mejor considerados burócratas no dedica sus esfuerzos a la prestación de 
esos denostados servicios públicos, o a posibilitar con su apoyo su mejor prestación. Gran 
parte de los esfuerzos actuales de la Administración se consume precisamente en el servi-
cio a esa tarea de dominación, antes que a la prestación de los servicios o a su implemen-
tación, tarea secundaria y medial que sólo es practicada en cuanto colabora al manteni-
miento de la dominación. Sólo el papel de la opinión pública (y el para algunos incómodo 
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dato de que se continúan celebrando elecciones periódicas) aconsejan dedicar recursos y 
esfuerzos a mejorar la situación de unos ciudadanos sin perjudicar gravemente a otros. En 
el fondo, la cuestión más general de la legitimidad es la que aconseja distribuir los esfuer-
zos entre ambas tareas, y lo que da cierta unidad a la dualidad entre autoridad y eficacia. 
Precisamente a partir de esta idea, de este rescate de la idea de la Administración 
pública como aparato de dominación, cobra sentido hablar de que la Administración ac-
tual actúa de modo terriblemente eficaz, tan eficaz como la Administración franquista y 
siendo incluso más eficaz para el grupo dominante que la que permitió la transición de un 
régimen político a otro, sin suficiente dividendo para los políticos que entonces encabe-
zaban esa Administración. En esa eficacia para la dominación desempeña un papel impor-
tante la Administración presupuestaria que, si no tiene una gran contribución a que se 
utilicen mejor para los ciudadanos los recursos públicos, sí colabora al mantenimiento en 
el poder de quienes ostentan la más alta posición en el sistema político. 
a. Aspectos orgánicos: la elevación de rango de la estructura  y
discusión presupuestarios y la creación de comisiones para la elabo-
ración de los presupuestos 
a. La nueva estructura orgánica
Una cuestión previa a la que debemos referirnos es si las cuestiones orgánicas 
tienen alguna relevancia durante todo este período, a la vista de la escasa importancia que 
le dan en sus declaraciones públicas los responsables políticos del mismo
318
. La respuesta
que hay que avanzar es rotundamente afirmativa, al ser los cambios organizativos opera-
dos en este período más importantes y condicionar más el gasto público en particular y el 
proceso de elección política en general que los cambios ocurridos en períodos anteriores. 
Lo que ocurre es que las cuestiones orgánicas se suscitan únicamente en el ejecutivo, y 
dentro de éste se da una traslación a los órganos superiores de los problemas presupuesta-
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José BORRELL FONTELLES, Ibídem, p. 24, al aludir a las formas de explicar el gasto público, 
aunque desde diferente perspectiva a la nuestra, señala que “la descripción orgánica tiene una 
relevancia prácticamente nula, porque los cambios organizativos modifican solamente la estruc-
tura orgánica del gasto, por ejemplo al crear un ministerio nuevo o dividir en tres algunos de los 
que hay”. Esto equivale a decir que la creación de nuevos ministerios o su multiplicación o divi-
sión no incrementa ni disminuye el gasto público, algo tan absurdo como decir que un ministerio 
cuesta lo mismo que tres, sin entrar a considerar la conveniencia organizativa de tal estructura 
multiplicada. 
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rios y una aparente pérdida de funciones de los tradicionales órganos de elaboración pre-
supuestaria, en concreto de la Dirección general de Presupuestos. 
Se crea en primer lugar un gran macroministerio que incluye los antiguos ministe-
rios de Hacienda y de Economía y Comercio, con una compleja estructura de órganos 
superiores donde conviven tres secretarías de Estado y tres secretarías generales cuyo 
titular tiene rango de subsecretario. Descontando el área de Comercio, que con el tiempo 
se acabaría separando de esta gran estructura, volvería a sus orígenes con Industria y de 
nuevo regresaría a Economía y Hacienda, a la estructura anterior se superponen dos se-
cretarios de Estado: de Hacienda y de Economía y Planificación, y las dos subsecretarías 
preexistentes se refunden en una, compensadas y aumentadas por las nuevas secretarías 
generales, que empiezan a plantear crudamente los problemas de coordinación de estos 
nuevos órganos superiores  y de las direcciones asignadas a cada uno con la estructura 
tradicional. 
En el conjunto de la Administración, la importancia del nuevo ministerio es sobre-
saliente, tanto en el nivel de los distintos tipos de altos cargos, como en el de los puestos 
superiores de funcionarios
319
, con un peso en los órganos centrales del conjunto de la
Administración General del Estado de más del 25 por 100. En adelante, dentro de este 
macroministerio se darían frecuentes cambios en lo referente a los órganos superiores, 
que afectarían sobre todo a los órganos encargados de la política económica y del gasto 
público, en los que se mezclan tareas de análisis y de prospectiva con tareas más directa-
mente ejecutivas y vinculantes. 
La política económica es competencia de la Secretaría de Estado de Economía y 
Planificación, que incluye a la Secretaría general de Economía y Planificación, competen-
te sobre la Dirección general de Política Económica (se le adscribe el Secretariado de la 
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Mediante simultáneos Reales Decretos de 22 de diciembre se determina la estructura orgánica 
básica de la Presidencia del Gobierno, del Ministerio de Economía y Hacienda y de los gabinetes 
de los ministros y secretarios de Estado. La estructura orgánica del Ministerio de Economía y 
Hacienda se desarrolla por Real Decreto de 4 de agosto de 1983 y la organización de la Adminis-
tración central del Estado por ley de 16 de agosto siguiente. La situación es que (según la Guía 
de la Administración del Estado de 25 de noviembre de 1983 y el Fichero de Altos Cargos), ex-
cluidos los órganos de asistencia política y técnica del Presidente y Vicepresidente, el 43 por 100 
de los Secretarios de Estado (3 de 7), el 17 por 100 de los Subsecretarios o Secretarios Genera-
les (4 de 23), el 18 por 100 de los Directores Generales (28 de 151) y el 23 por 100 de los Subdi-
rectores Generales pertenecen al Ministerio de Economía y Hacienda. 
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Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos), la Dirección general de 
Previsión y Coyuntura, la de Planificación (planes a medio y largo plazo) y la de Coordi-
nación del Plan (realmente sin funciones a la vista, es la única dirección general que se 
crea en este momento), así como el INE, Seguros y Tesoro y Política Financiera. 
A la estructura de la antigua Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público no se le 
introducen grandes modificaciones, al mantener las competencias sobre las unidades rela-
cionadas con todo el gasto. En agosto de 1983 se crea la Dirección general de Gastos de 
Personal, adscrita a la Secretaría general de Presupuesto y Gasto Público, desgajando así 
todo el aspecto de las retribuciones del personal activo y pasivo de la Dirección general 
de Presupuestos. En la nueva dirección se nombra a Manuel Balmaseda Arias-Dávila
320
,
sin ninguna vinculación ni con los presupuestos ni con la Intervención, ya que se trataba 
de implantar un nuevo sistema retributivo que trataba de separarse claramente de los mo-
delos seguidos hasta entonces en nuestra función pública, e imitar, en un contexto total-
mente diferente, los seguidos en las grandes empresas privadas. 
A principios de 1984 y como crisis cuasi-gubernamental, tal como se ha señalado 
en el apartado anterior dedicado al Gobierno, se producen importantes cambios en las 
personas y en la estructura orgánica del Ministerio de Hacienda, que durarían hasta 1987. 
El real decreto de 8 de febrero de 1984 modifica la estructura orgánica del Ministerio de 
Economía y Hacienda, desapareciendo la Secretaría general de Presupuesto y Gasto Pú-
blico y modificándose radicalmente la estructura del ministerio
321
 por el lado de Hacien-
da, ya que en economía se mantiene prácticamente la organización prexistente, que here-
daba gran parte de lo que era el antiguo Ministerio de Economía. 
En el nuevo esquema la Secretaría de Estado de Hacienda tiene como competencia 
la asignación de recursos públicos a corto plazo, es decir, el análisis y la decisión presu-
puestaria, dependiendo directamente de ella -y no a través de una Secretaría general in-
terpuesta- la Dirección general de Presupuestos, la de Costes de Personal, Coordinación 
de las Haciendas Territoriales y el Centro Informático del Presupuesto y el Plan, además 
de la de Tributos, con lo que se disminuye el número de centros que dependen directa-
320
Creación de la Dirección General el 4 de octubre de 1983, nombramiento del Director general 
el 13 de octubre. 
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Órdenes de estructura de 8 y de 26 de noviembre de 1984 y de 7 de  enero y 20 de marzo de 
1985. 
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mente del Secretario de Estado y éste se implica más directamente en la política presu-
puestaria (en realidad sigue haciéndolo, ya que él era el antiguo Secretario general). 
Todavía la política del gasto público: elaboración de presupuestos, gastos de per-
sonal y financiación de las haciendas descentralizadas no se coordina sino en el nivel  
superior (ministerial) con la política económica, que tiene una ubicación orgánica neta-
mente separada, existiendo en realidad los antiguos ministerios. 
La Secretaría general de Hacienda tiene un contenido mucho menos político que 
la anterior Secretaría general, al dedicarse a la gestión integrada de los ingresos públicos 
y del control de los gastos, con competencias sobre las direcciones dedicadas a la aplica-
ción del sistema tributario (antecedente de lo que con el tiempo sería la Agencia Tributa-
ria) y sobre la Intervención. Así ocurre que con la reforma emprendida al principio del 
Gobierno del PSOE, dirigida en primer lugar a reformar el sistema de contabilidad
322
, se
separa otra vez la presupuestación de la retroalimentación del sistema a través de la Inter-
vención.  
Los nombramientos en el tercer nivel recaen desde 1982 en personas provenientes 
casi siempre de órganos de estudio, no de elaboración presupuestaria o control contable. 
Como Director general de Presupuestos se nombra inicialmente a Ceferino Argüello Re-
guera (aunque interventor, sin demasiada experiencia práctica en la elaboración de presu-
puestos, sino proveniente de actividades de estudio), como Interventor general a Juan 
Francisco Martín Seco (antes Subdirector general de Estudios Económicos del Sector 
Público, pero con experiencia como interventor y con un marcado carácter político en 
todo momento). 
Al sustituir Borrell a Sevilla en 1984, nombra Director general de Presupuestos a 
Rafael de la Cruz Corcoll (antes Subdirector general de Estudios Económicos del Sector 
Público e inspector financiero y tributario, una auténtica cuña en esta Dirección general 
coto cerrado de interventores). El recién nombrado asigna a su nuevo centro directivo la 
unidad de la que provenía, en este caso la Subdirección general de Estudios Económicos 
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Así, en marzo de 1984, un órgano de comunicación gubernamental expresaba lo siguiente: “la 
Intervención general de la Administración del Estado ha iniciado una fase experimental para la 
implantación descentralizada de un sistema de información sobre costes de los servicios de los 
departamentos ministeriales (Resolución de 26 de diciembre de 1983, BOE de 30 de enero de 
1984). Por primera vez... parte de la base de potenciar una información dirigida a facilitar una 
asignación eficiente de los recursos y no a controlarla...” Información Directivos, INAP, nº 1, p.5  
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del Sector Público. Como Secretario general de Hacienda Borrell nombra al antiguo In-
terventor general, Juan Francisco Martín Seco, al que sucede Ricardo Bolufer Nieto. 
Por real decreto de 22 de febrero de 1984 se desarrolla el Centro Informático del 
Presupuesto y el Plan (para el cual desde 7 de diciembre anterior se nombra a Federico 
Montero Hita, interventor con larga experiencia en la implantación informática de la con-
tabilidad pero con nula experiencia en presupuestación) que, a pesar de esta denomina-
ción es sobre todo el gran centro informático de la contabilidad y del control realizado por 
la Intervención. Dada la importancia que se otorga al aspecto tecnológico, se da gran im-
pulso a la aplicación de nuevas tecnologías al presupuesto y a su control. Como medida 
complementaria de la nueva mecanización de la contabilidad del gasto, la orden de 19 de 
noviembre modifica la de 17 de mayo de 1974. La culminación de la implantación de un 
nuevo sistema de información contable en sustitución del vigente desde 1962 (decreto de 
18 de enero) se lleva a cabo mediante el real decreto de 10 de febrero de 1986, que im-
planta el SICOP. 
A finales de 1986 se da un paso importante en ese mayor peso de la visión eco-
nómica del presupuesto. El real decreto de 28 de noviembre suprime la Secretaría general 
de Economía y Planificación y el de 20 de febrero de 1987 refuerza aun más los poderes 
de dirección del Secretario de Estado de Hacienda, rectificando el aparente error de 1984 
y volviendo a crear una unidad con rango de subsecretaría coordinando los gastos públi-
cos (la Secretaría general de Planificación y Presupuestos) con competencias, además de 
sobre lo ya tradicional de presupuestos e intervención, sobre la Dirección general de Pla-
nificación. 
El área de ingresos se separa de la de gastos y también se deja fuera la coordina-
ción financiera con autonomías y corporaciones locales, todo ello bajo la más alta direc-
ción del Secretario de Estado de Hacienda. 
Para la nueva Secretaría general de Planificación y Presupuestos se nombra provi-
sionalmente al hasta entonces Director general de Presupuestos Rafael de la Cruz Corcoll, 
en este último cargo al antiguo Director del Centro Informático del Presupuesto y el Plan 
y para éste a Juan José Puerta Pascual (antiguo subdirector del CIPP y subdirector tam-
bién previamente en tareas de elaboración presupuestaria). Más adelante, el nombramien-
to como Secretario general de Planificación y Presupuestos del Director general de Plani-
ficación el 22 de abril de 1988 reforzaría el predominio de la visión de pura teoría eco-
nómica, que culminaría con su nombramiento como Secretario de Estado de Hacienda en 
febrero de 1991. 
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La cercanía de la Dirección general de Planificación (y el nombramiento en este 
cargo del hasta entonces Jefe de Gabinete del Secretario de Estado de Hacienda), con una 
orientación tradicionalmente más de macroeconomía que de tipo administrativo, supone 
un reforzamiento de tal visión estrictamente económica de la elaboración del presupuesto. 
Por reales decretos de 12 de abril de 1991, se pone fin a la etapa Borrell en la Se-
cretaría de Estado de Hacienda al ser promovido al principal ministerio inversor, que re-
sulta de la fusión de Obras Públicas y Urbanismo, Transportes y Comunicaciones. Pero 
aunque parte de equipo le acompaña, la cúpula de Hacienda sigue formada por hombres 
de su inmediata confianza. Su segundo, Antonio Zabalza, le sustituye, y el Director gene-
ral de Coordinación con las Haciendas Territoriales desde el 5 de octubre de 1990, es 
nombrado Secretario general de Planificación y Presupuestos (Julio Viñuela Díaz) y le 
sustituye un Subdirector general de la misma Dirección (José Tanco Martín-Criado). 
También cesa la Directora general de Costes de Personal y Pensiones Públicas, Elena 
Salgado Méndez, que acompaña a José Borrell Fontelles como Secretaria general de Co-
municaciones (le sustituirá poco después Luis Herrero). El Jefe de Gabinete de Borrell le 
acompañará también como Secretario de Estado al nuevo ministerio (José Alberto Zara-
goza Rameau). 
El período que comienza con la Secretaría general de Planificación y Presupuestos 
recibe un juicio positivo para aquellos que ven la culminación de la presupuestación en su 
inserción en un plazo más largo y de ahí en la planificación
323
, sin consideración a la ne-
cesaria relación entre presupuesto y comportamiento real del sector público o entre plani-
ficación y algún tipo, aunque sea mínimo, de vinculación o garantía de cumplimiento. 
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Por ejemplo RODRÍGUEZ ONDARZA y RUBIO GUERRERO, op.cit., p.168: “En conclusión el 
sistema de presupuestación por programas ha permitido: 
a) Incorporar un horizonte plurianual en el proceso presupuestario al advertir que el
horizonte temporal anual es corto. Esta tesis dio origen a la Secretaría General de Planificación y 
Presupuestos en 1986, que es la encargada de coordinar los objetivos descritos y planeados a 
medio plazo a través de unos escenarios macroeconómicos y presupuestarios, en programas 
concretos de gasto de duración anual. De esta manera, el presupuesto anual viene a ser una 
anualidad del Plan presupuestario a medio plazo previamente concebido.” 
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b. El nuevo procedimiento: órganos superiores y comisiones
La elaboración de los presupuestos es cada vez más, según las órdenes de elabora-
ción, obra de las comisiones y de los órganos superiores del departamento, que actúan 
con una orientación netamente económica y no en función del gasto real y de las necesi-
dades de los ministerios. Por la importancia de este hecho, trasladamos el examen de las 
comisiones de decisión presupuestaria al apartado dedicado al examen de las funciones 
primordiales del presupuesto. 
La orden de 1985 es la primera que contiene, al dar las normas para la elaboración 
de los presupuestos de 1986, las repercusiones del cambio orgánico-personal sobre el 
procedimiento presupuestario. De ahí en adelante las decisiones presupuestarias se adop-
tan bien en los órganos superiores, bien en las numerosas comisiones de variados nom-
bres que se crean en apariencia. 
En 1987 se mantiene el mismo procedimiento que en el ejercicio anterior, con las 
salvedades siguientes: la coordinación se efectúa no por la Dirección general de Presu-
puestos, sino por la Secretaría general de Planificación y Presupuestos; no proponen la 
asignación de créditos, sino la distribución funcional del gasto, es decir, de los recursos 
presupuestarios entre funciones; en esta fase no se da entrada a la Intervención, sino úni-
camente a las direcciones generales de Planificación y de Presupuestos (ambas muy rela-
cionadas, incluso por su ubicación física, con la Secretaría general de Planificación y Pre-
supuestos), y de Tributos y de Coordinación con las Haciendas Territoriales (dependiendo 
ambas, junto con el Instituto de Estudios Fiscales, directamente del Secretario de Estado 
de Hacienda) las cuales aportarán los estudios sectoriales necesarios para el adecuado 
diseño de las políticas presupuestarias por los altos órganos de coordinación. 
Además se detrae del examen conjunto de los anteproyectos de presupuestos la 
inversión pública. Será el Comité de Inversiones Públicas el que examine y priorice el 
conjunto de proyectos de inversión que los centros gestores remiten directamente a este 
comité y no a la Dirección general de Presupuestos, debiendo conjugar “rentabilidad eco-
nómica y social con financiación en el marco de las disponibilidades presupuestarias”.
Es de resaltar que para el examen de las inversiones, el Secretario general de Pla-
nificación y Presupuestos, que preside el Comité de Inversiones Públicas, se apoya direc-
tamente en la Dirección general de Planificación, una de cuyas subdirecciones ocupa la 
secretaría del mismo comité. 
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La ejecución del presupuesto de la propia dirección es una buena muestra del ale-
jamiento entre previsiones y realidad, ya que en el capítulo presupuestario más fácil de 
prever, el correspondiente a gastos de personal, las desviaciones alcanzan entre 1986 y 
1989 hasta el 49 por 100 por encima de las previsiones, siendo lo presupuestado insufi-
ciente todos los años considerados. Insuficiencia en todo caso pequeña y de poca impor-
tancia, si se la compara con los grandes defectos de presupuestación detectados año tras 
año por el Tribunal de Cuentas, y que afectan sobre todo a la parte del presupuesto que es 
competencia exclusiva del Ministerio de Economía y Hacienda, y que tiene un contenido 
más propiamente económico: la deuda pública. 
b. Racionalización técnica
a) Vinculación de los programas, no del presupuesto
Ya desde el principio se prescinde del carácter de instrumento de previsión y de 
vinculación del presupuesto. Aunque nuestro ordenamiento de estos años se refiere reite-
radamente a la presupuestación por programas y a la vinculación de estos, la realidad es 
justamente la contraria: lo que importan son las cifras de laboratorio que vienen de arriba, 
no los programas y, para enmendar los evidentes errores, las modificaciones presupuesta-
rias. 
Las novedades que contiene la ley de Presupuestos para 1983, de 13 de julio (por 
estar el presupuesto prorrogado desde 1982) y normas complementarias, son el establecer 
un conjunto de normas encaminadas a la agilización del procedimiento de las modifica-
ciones presupuestarias, en aplicación de lo cual se aprueban diversas disposiciones
324
. A
partir de este año se multiplica el número y sobre todo la cuantía de las modificaciones 
presupuestarias, lo que pone en entredicho el carácter vinculante del presupuesto. En ge-
neral a todos los ministros se capacita para autorizar determinadas ampliaciones de crédi-
to de las contenidas en el anexo de créditos ampliables que cada año contiene la ley de 
presupuestos. Pero tales habilitaciones están sometidas al informe previo, preceptivo y 
vinculante de la intervención delegada correspondiente. 
324
Orden de 15 de julio y Circular de la Intervención General de 13 de septiembre, aclarando las 
competencias que sobre tales modificaciones tienen los interventores delegados en los ministe-
rios. 
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 La primera orden de elaboración del presupuesto de este período, para el presu-
puesto de 1984, es la de 17 de junio de 1983, que parte, paradójicamente, de que los es-
fuerzos anteriores no han sido efectivos porque los programas no eran vinculantes ni eran 
el instrumento conductor de la asignación de recursos, ya que dominaba la estructura ad-
ministrativa en el proceso de presupuestación. 
 
 “Objetivo prioritario de la elaboración de los Presupuestos Generales del 
Estado para 1984 es la reforma del actual proceso presupuestario, básicamente 
de carácter orgánico o administrativo, orientándolo hacia otra lógica de presu-
puestación construida desde los propios objetivos del sector público, coordinados 
con las directrices de la planificación a medio plazo y con la política presupues-
taria de las Comunidades Autónomas...” 
 
 Siguiendo a continuación todo un programa de reforma de la presupuestación, que 
resulta ser en realidad un cambio bastante profundo de su apariencia y de su base docu-
mental. La clasificación funcional y por programas se unifica en una sola en la que los 
programas se agrupan en funciones. Se admiten desagregaciones de los programas en 
niveles inferiores por los órganos gestores, cuyo seguimiento, en este caso, será de su 
especial competencia. La documentación cambia: FP 0, 1, 2 y 3 (objetivos e indicadores 
de programa, conceptos económicos repartidos por servicios u organismos que intervie-
nen en cada programa, créditos que no son coste del programa y transferencias a las co-
munidades autónomas), ADP (anexos de gastos de personal, quince fichas diferentes), P 
4, 6 y 7 (plantillas y retribuciones), P8 (gastos en el exterior), P10 (anexo de inversiones), 
P12 (distribución territorial de los créditos), P13 (memoria). 
 Los presupuestos de los órganos superiores del Estado, de los ministerios y de los 
organismos autónomos, se determinarán por agregación de los programas en los que cada 
centro gestor del gasto concrete sus actividades, especificándose en términos financieros 
y de unidades físicas, cuando proceda, los objetivos a desarrollar y los medios requeridos 
para ello. Los presupuestos se presentan en tres combinaciones: económico-programático, 
económico-orgánico y programático-orgánico. 
 El presupuesto para 1984 contiene como novedad mantener la integración de to-
dos los organismos de la Administración del Estado, que ya se había producido por la ley 
para 1983 y, sobre todo, la declaración de que con estos presupuestos (ya no de transi-
ción, como eran los anteriores), se alcanza la plena presupuestación por programas, as-
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pecto en el que redundan las larguísimas exposiciones de motivos de las futuras normas 
presupuestarias. 
 Así, la orden de 23 de abril de 1984 al contener las normas para la elaboración de 
los presupuestos para 1985, incluye el siguiente Preámbulo, cuyo principal contenido es 
la referencia a la vinculación de los programas (lo que choca con lo que se dijo en páginas 
anteriores que expresaba el Tribunal de Cuentas): 
 
 “Con la elaboración de los PGE para 1984, se inicia la reforma del proceso pre-
supuestario, para pasar... a un sistema de presupuestación orientado hacia los objetivos 
del Sector Público, coordinados con las directrices de la planificación a medio plazo. 
 Aún cuando todavía no se ha completado el ciclo presupuestario correspondiente 
al ejercicio de 1984, la experiencia ya adquirida, tanto en el proceso de elaboración del 
mismo como en el de su discusión y aprobación por las Cortes, así como en el ya iniciado 
de su ejecución, aconsejan continuar en la plena introducción de una lógica de presu-
puestación en base a objetivos y programas vinculantes” 
  
 Esta orden trae consigo: el perfeccionamiento de la estructura funcional y de pro-
gramas, de cuatro grandes grupos de funciones se pasa a diez; la adaptación de la estruc-
tura económica del gasto al Plan General de Contabilidad Pública; un nuevo sistema re-
tributivo; la creación de programas de apoyo para recoger gastos indivisibles, a fin de 
permitir una más ágil ordenación del gasto; y hacer del documento presupuestario un ins-
trumento que permita una mayor participación de los agentes gestores en sistemas racio-
nales y coordinados de discusión del contenido de los programas. Para ello se apoyan en 
la siguiente documentación: 
 
 340 Detalle de ajuste 1984-1985 con niveles máximo y mínimo de realización del 
programa; la 341 desarrolla en subprogramas. 
 345 Transferencias a Comunidades Autónomas 
 350 Ajuste como 340, aquí incluyendo los medios personales  
 355 Explica la anterior, en particular los objetivos alcanzables en 1984, las conso-
lidaciones y las transferencias a CC.AA.(355.1), y las medidas de ahorro o incremento y 
su incidencia diferencial entre niveles de objetivos. 
 360 Resumen de la proyección plurianual del programa 
 365 Indicadores de programa 
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 370 Anexo de conceptos no tipificados 
 380 Distribución territorial de los programas de gasto 
 440, 445 de ingresos 
 ADP Personal: 1 efectivos reales, 2 vacantes a dotar, 3 efectivos reales a reasignar 
(que sobran para conseguir el objetivo), 4 personal transferido a Comunidades Autóno-
mas 
 Seguridad Social: Anexo de equivalencias entre la estructura económica y de pro-
gramas de sus presupuestos y los de esta orden. 
 Sociedades Estatales. Todas: Cuentas Previsionales de Explotación y de Pérdidas 
y Ganancias y Balance; las que reciben subvenciones ciertos documentos propios de los 
organismos autónomos de carácter económico; las que hayan de suscribir Contrato-
programa, propuesta del mismo. 
 
  La ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1.985, incide en la exposición de motivos en que estos presupuestos 
 
 “representan un nuevo paso en la consolidación del sistema de presupuestación 
por objetivos iniciado en los Presupuestos para 1.984, vehículo imprescindible para lo-
grar una más eficaz y racional utilización de los recursos públicos e instrumento necesa-
rio para conseguir dar respuesta adecuada a las demandas de la realidad socio-
económica actual” 
 
 La vinculación general de los créditos del Estado y los organismos autónomos, 
con carácter limitativo, es a nivel de conceptos y por programas, salvo los capítulos II y 
VI, que lo son por artículos. El contenido normativo de la ley se extiende a recoger el 
nuevo sistema retributivo de la ley 30/1984 y a reformar el régimen de Clases Pasivas. 
 No obstante las aparentemente importantes innovaciones realizadas en la presu-
puestación entre 1983 y 1985, el proceso era descrito como altamente insatisfactorio por 
algunos de los más conscientes protagonistas del mismo. Las causas parecen estar más 
que en la falta del impulso político tan reiterada, en cuestiones de un diseño de la organi-
zación inadecuado para la mejora de la decisión y en el proceso mismo de elaboración 
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presupuestaria, que se contemplan más detalladamente en el siguiente capítulo que anali-
za en profundidad la organización
325
.
La ley 46/1985, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1.986 relaciona, en la exposición de motivos la reducción del déficit público con la  
325
Este proceso era descrito del siguiente modo por el actual responsable de la informatización 
del presupuesto y del control. Fuera del Ministerio de Economía y Hacienda la primera interven-
ción principal era la realizada por las oficinas presupuestarias, como elaboradoras directas del 
anteproyecto y colaboradoras con los distintos centros gestores y organismos autónomos de 
cada ministerio, cumpliendo un papel básicamente de coordinación. El Consejo de Ministros no 
solía intervenir en esta primera fase, no dando por tanto directrices o instrucciones sobre el ante-
proyecto de presupuesto. La Dirección general de Presupuestos elaboraba previamente la Orden 
con instrucciones procedimentales para la elaboración de los presupuestos generales del Esta-
do, insertando en ellos la estructura orgánica de los departamentos a efectos presupuestarios (y 
poniendo de manifiesto una cierta incompatibilidad con la estructura por programas). Para ello 
existía una suerte de comunicación previa con los ministerios para tratar de incluir algunos de 
sus criterios o para informarles de lo que estaba listo para ser publicado en el BOE. En paralelo a 
las tareas realizadas por los departamentos ministeriales, dentro del Ministerio de Hacienda se 
trabaja en dos líneas. Primero concretando presupuestariamente y contribuyendo a la definición 
de las grandes líneas de política macroeconómica, siendo escasa la información oficial y abun-
dando en cambio la información oficiosa (incluso vía prensa). En segundo lugar, dentro de esas 
grandes líneas (y del AES), se trabaja en sentido microeconómico, distribuyendo el gasto total 
dado, con frecuencia considerando al nivel administrativo las opiniones públicas latentes y resol-
viendo a este nivel la tensión entre la presupuestación por programas y el incrementalismo tradi-
cional. 
La segunda fase se daba íntegramente dentro de los distintos ministerios, coordinados 
por la Oficina Presupuestaria respectiva. Idealmente se partía de un presupuesto mínimo y se 
elaboraban paquetes de decisión hasta llegar a un presupuesto máximo, con objeto de poder 
posteriormente recortar gasto de una manera más racional, en función de las prioridades guber-
namentales y de los objetivos a conseguir con cada presupuesto, elaborando indicadores de 
medida para el posterior seguimiento de los programas (se pretendía, en el siguiente ejercicio, 
controlar y verificar la validez de los indicadores de cumplimiento de los programas). 
En tercer lugar, se realizaría el análisis de programas por la Dirección general de Presu-
puestos, debatiendo con cada ministerio las asignaciones para los distintos programas. A partir 
de ahora se da la intervención del Consejo de Ministros, actuando como árbitro y decisor final en 
las conversaciones interministeriales bilaterales, realizando asignaciones de gasto a los distintos 
programas. 
Finalmente, la Dirección general de Presupuestos realiza la elaboración material final de 
la documentación que el Ministro de Hacienda lleva al definitivo Consejo de Ministros, que remite 
el proyecto a las Cortes. A partir de ahora es la Secretaría de Estado para las Relaciones con las 
Cortes la que vehicula las enmiendas que el propio ejecutivo desea realizar al presupuesto, bien 
por nuevas decisiones adoptadas, bien por errores materiales de cierta envergadura.   
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“transcendencia y utilidad que tiene el sistema de presupuestación por objetivos a 
través del cual, y prosiguiendo en el proceso iniciado años anteriores, se pretende conse-
guir una mayor eficacia y más racional utilización de las decisiones sobre el gasto y 
permitiendo, en definitiva, que, dentro de las limitaciones económicas que impone el 
cumplimiento del objetivo de reducción del déficit público, se marque la atención en los 
sectores más afectados por la realidad socioeconómica actual” 
La orden de 21 de abril de 1986 de presupuestos para 1987 se refiere en su 
Preámbulo a lo siguiente: la reforma presupuestaria iniciada en 1984 ha ido completándo-
se a lo largo de los siguientes ejercicios con las normas que la práctica y la experiencia 
han aconsejado, con el fin de consolidar en nuestra realidad presupuestaria el presupuesto 
por programas como instrumento de asignación de recursos definidos en función de los 
objetivos propuestos por los distintos centros gestores del gasto público. 
Siguiendo la línea iniciada en 1986, se reitera que los PGE para 1987 se constru-
yen dentro de un marco plurianual en el que los créditos presupuestarios constituyen la 
primera anualidad. Se dice perseguir de esta forma la coherencia de un proceso presu-
puestario basado en la definición previa de unos objetivos a conseguir con los plazos 
temporales requeridos para ello y que suelen ser superiores al presupuesto anual. Este 
marco plurianual permite asimismo establecer teóricamente prioridades temporales del 
gasto público, en función de las directrices de política económica del Gobierno. Es tam-
bién una novedad el tratamiento dado al análisis de los gastos de personal (los catálogos 
de puestos de trabajo, mientras que el Anexo de Personal, que se elabora para la presenta-
ción a las Cortes Generales como documentación aneja a los Presupuestos Generales del 
Estado, no es vinculante), la reestructuración del proceso de análisis de las subvenciones, 
la elaboración del presupuesto plurianual, basado en: 
A) La definición y concreción de los objetivos, metas y tareas que se prevea al-
canzar (memoria de objetivos) 
B) La determinación de los indicadores necesarios para lograr el seguimiento de
los objetivos (fichas de indicadores) 
C) La cuantificación y clasificación de los recursos financieros precisos para lo-
grar los objetivos (fichas financieras). 
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Como contrapunto a esta supuesta vinculación del presupuesto por programas, se 
dispara la atención y el volumen de las modificaciones presupuestarias. Así hacia el final 
del período, en 1992, la parte de la ley de presupuestos dedicada a posibilitar las modifi-
caciones de crédito es la más debatida en el seno de la Administración, por ser la que más 
ha de condicionar la ejecución presupuestaria. Antes de ser remitida al Congreso de los 
Diputados, la ley de presupuestos contiene esencialmente los mecanismos de su altera-




“Uno. Con vigencia exclusiva durante 1992 [y 1989, 1990, 1991], corresponden 
al Ministro de Economía y Hacienda las siguientes competencias específicas en 
materia de modificaciones presupuestarias: 
1. Incorporar al presupuesto de la Sección 14 <<Ministerio de Defensa>>,
los remanentes de crédito del ejercicio precedente, cualquiera que sea el capítulo 
en que se produzcan, siempre que procedan de dotaciones fijadas en cumplimien-
to de la Ley 44/1982, de 7 de julio, prorrogada y ampliada por la Ley 6/1987, de 
14 de mayo, y 9/1990, de 15 de octubre. De tales incorporaciones se dará cuenta 
a las Comisiones de Presupuestos del Congreso de los Diputados y del Senado. 
2. Incorporar a los correspondientes créditos de los presupuestos de gastos
del ejercicio inmediato siguiente los remanentes de crédito por operaciones co-
rrientes del ejercicio de 1991, cuando correspondan a actuaciones financiadas o 
cofinanciadas por la Comunidad Económica Europea. 
3. Autorizar las transferencias de crédito que resulten procedentes en favor
de las Comunidades Autónomas, como consecuencia de los respectivos Reales 
Decretos de traspaso de servicios. 
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Artículo 9 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para 
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4. Autorizar transferencias de crédito entre uno o varios programas inclui-
dos en la misma o distinta función correspondiente a Servicios u Organismos au-
tónomos de distintos Departamentos ministeriales, cuando ello fuese necesario en 
función de los convenios suscritos entre los diferentes Departamentos ministeria-
les u Organismos autónomos.” 
En cuanto a competencias en materia de modificaciones presupuestarias, también 
existía una especialidad respecto al Ministerio de Defensa, al que se autorizaban ciertas 
generaciones de crédito vedadas al resto de los ministros
327
:
“Dos. Con vigencia exclusiva durante 1992 [y 1989, 1990, 1991], corresponde al 
Ministro de Defensa autorizar las generaciones de crédito, contempladas en el 
artículo 71, b) y c), del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, motiva-
da por ingresos procedentes de ventas de productos farmacéuticos o de presta-
ción de servicios hospitalarios.” 
En materia de modificaciones presupuestarias que afecten a gastos de personal, la 
comunicación no se realiza a las Cortes, sino que se produce únicamente en el seno del 
ejecutivo, dado que el Ministerio de Economía y Hacienda debe comunicarlas al Ministe-
rio para las Administraciones Públicas, para que éste tenga conocimiento de que se han 
producido. Pero la comunicación es posterior a su aprobación o denegación, por lo que 
esta comunicación no tiene ninguna consecuencia, al igual que no sabemos qué conse-
cuencia tendría la ausencia de comunicación
328
.
b) El seguimiento de programas
La orden de 11 de abril de 1989 regula el sistema de seguimiento de programas, 
que parte de dos falacias: que ya en 1984 se implantó el sistema de presupuestación por 
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Artículo 9 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para 
1992. Estas generaciones de crédito son habitualmente competencia del Ministro de Economía y 
Hacienda. 
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objetivos (fundamentado en la definición previa de los objetivos asignados a cada pro-
grama, permitiendo así la distribución de los recursos con criterios de racionalidad y efi-
cacia) y que desde entonces se ha producido la consolidación del presupuesto plurianual 
por programas (instrumento que permite asegurar la máxima coherencia de los presupues-
tos anuales con los planes de actuación sectoriales a medio plazo, formulados por los dis-
tintos centros gestores del gasto público). 
 El sistema se concibe como un medio de control para la gestión basado en el se-
guimiento de objetivos y prevé la actuación de los centros gestores, de la Intervención 
general y de la Dirección general de Presupuestos. Los centros gestores establecen el sis-
tema de seguimiento (no se sabe muy bien qué es el “sistema de seguimiento” teniendo en 
cuenta lo que sigue), la Dirección general de Presupuestos establece las normas y la In-
tervención general de la Administración del Estado realiza el control financiero de acuer-
do con sus propias normas. Este control consiste en el examen, análisis y evaluación de 
los sistemas y procedimientos de seguimiento de objetivos y de cuantos documentos y 
antecedentes sean necesarios, y concluirá en un informe con opinión sobre el grado de 
cumplimiento de los objetivos y de su adecuación a los programas. Finalmente se estable-
ce cierta conexión con el proceso de elaboración presupuestaria al preverse que las comi-
siones de análisis de programas valorarían el grado de cumplimiento de los objetivos. 
 Más adelante, y siguiendo con la misma retórica de perfeccionamiento del proceso 
presupuestario, se modifica el sistema de seguimiento de programas, coincidiendo con un 
absoluto descontrol tanto en el volumen (problema del déficit) como en el progresivo 
deterioro de la calidad de la prestación de algunos servicios públicos. Así en julio de 
1992, el mes clave en el que se manifiesta ostensiblemente el fracaso de la política presu-
puestaria iniciada años atrás, se dictan nuevas normas para la regulación del sistema de 
seguimiento de programas. Estas normas poca influencia tienen en la confección de pre-
supuestos, proceso que no cuenta con más sistema de retroalimentación que el de la con-




 Contrasta la aparente voluntad de lograr alcanzar el principio de universalidad con 
el incremento de entes que se escapan del corsé del presupuesto o que pasan a adoptar 
formas jurídicas que les permiten eludir en mayor medida los controles tradicionales. 
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 En la primera orden de elaboración, se incluyen entre las sociedades estatales que 
deben elaborar presupuestos de explotación o capital las que hayan tenido pérdidas en el 
ejercicio anterior, que además establecerán contratos-programa con el Estado
329
. 
 Además, en la ley de presupuestos para 1983, se elimina el presupuesto-resumen 
de la Seguridad Social y se amplía el control del Ministerio de Economía y Hacienda so-
bre el sector público
330
. El presupuesto para 1984 reitera que contiene como novedad 
mantener la integración de todos los organismos de la Administración del Estado, que ya 
se había producido por la ley para 1983. La ley de 1.984 se limitó a cambiar el nombre 
del Instituto de Tecnología de Obras Públicas y de la Edificación por el de Centro de Es-
tudios y Experimentación de Obras Públicas. 
 La Ley para 1.985, que en tantos aspectos introdujo importantes novedades, inicia 
con fuerza el fenómeno de la reducción de la Administración Institucional del Estado, 
refiriéndose al mismo como fruto del proceso autonómico y del empleo de criterios de 
racionalidad y eficacia en la gestión pública. Se dedica a la supresión  y refundición de 
Organismos Autónomos un largo Título VII que suprime 133 Organismos creando tan 
sólo cinco. Suprime con carácter general los servicios o centros de publicaciones (once 
organismos autónomos administrativos) y los patronatos de casas para funcionarios civi-
les (trece organismos autónomos comerciales que subsistieron durante 1.985 y se supri-
mieron efectivamente a lo largo de 1.986) y los consorcios para la gestión e inspección de 
las contribuciones territoriales (un total de 65 consorcios de ámbito local o provincial 
dependientes del ministerio de Economía y Hacienda y de las entidades locales, que se 
refunden en el Centro de Gestión y Cooperación Tributaria, que mantiene el carácter ad-
ministrativo y la dependencia del Ministerio de Economía y Hacienda). 
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De 14 de septiembre de 1983 es la Resolución que regula la información económico-financiera 
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 Se suprimen también ciertos organismos que no tienen que ver con el proceso de 
transferencia a las comunidades autónomas. Así el Instituto de Estudios Africanos del 
Ministerio de Asuntos Exteriores (que curiosamente no aparece en los estados de gastos e 
ingresos de los Presupuestos desde 1.984); la Comisión Liquidadora de Créditos Oficiales 
a la Exportación (que desaparece en 1.986) y la Caja Autónoma de Información y Expan-
sión Comercial, dependientes del área de comercio del Ministerio de Economía y Hacien-
da; el Crédito Social Pesquero, cuyas funciones y personal se integran en la banca públi-
ca; el Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo Benéficas, que se integra junto al Servicio 
Nacional de Loterías en el organismo autónomo comercial Organismo Nacional de Lote-
rías y Apuestas del Estado del Ministerio de Economía y Hacienda; el Instituto Nacional 
de la Calidad de la Edificación, que se integra en el Centro de Estudios y Experimenta-
ción de Obras Públicas; el Canal Imperial de Aragón, que se integra en la Confederación 
Hidrográfica del Ebro, Organismo Autónomo Comercial del Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo; el Instituto Nacional de Asistencia y Promoción del Estudiante, el Patrona-
to de Promoción de Formación Profesional y el Instituto Nacional de Educación Especial, 
organismos autónomos administrativos del Ministerio de Educación y Ciencia; el Institu-
to de Estudios Laborales y de la Seguridad Social, el Instituto Español de Emigración, el 
Instituto Nacional de Asistencia Social, la Junta Económica General de Escuelas Sociales 
y el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, organismos autónomos administra-
tivos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
 Novedades de la orden para 1985 son la integración funcional de la Seguridad 
Social (la orden de 13 de mayo del Ministro de Trabajo y Seguridad Social recoge sepa-
radamente las normas correspondientes a la Seguridad Social), los organismos autónomos 
comerciales, industriales, financieros y análogos, las sociedades estatales y de otros entes 
públicos, y la extensión de la obligación de presentar presupuestos de ingresos y gastos a 
las sociedades estatales que deban formalizar contratos-programa con el Estado. 
 La exposición de motivos y el artículo primero de la ley para 1985 dicen lograr el 
principio de universalidad, al incluir los presupuestos de las sociedades estatales que per-
ciben subvenciones u otras ayudas financieras con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, incluyéndose las estimaciones de sus gastos. Suprime y refunde numerosos orga-
nismos autónomos: los servicios de publicaciones de los departamentos, que se integran 
en ellos, los patronatos de casas para funcionarios civiles y Policía Nacional, los consor-
cios para la gestión e inspección de las Contribuciones Territoriales y numerosos orga-
nismos de todo tipo y en todos los departamentos. 
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El presupuesto para 1986 incluye el presupuesto de acciones conjuntas de España-
Comunidades Europeas y se convierte el organismo autónomo de Ministerio de Industria 
IDAE (Instituto para la Diversificación y el Ahorro Energético) en ente de Derecho Pú-
blico. Así mismo modifica el artículo 87.4 de la Ley General Presupuestaria sobre presu-
puestos de explotación y de capital de las sociedades estatales subvencionadas. 
La ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1.987, refleja la totalidad de los gastos e ingresos del Sector Público Estatal, es decir, Es-
tado, organismos autónomos de todo tipo, Seguridad Social, Ente Público Radio Televi-
sión Española y sus sociedades estatales, Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Ad-
ministración del Patrimonio Nacional, Instituto Nacional de Fomento de la Exportación y 
las sociedades estatales que perciben subvenciones de explotación y capital con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado (de éstas últimas en cuanto a gastos se incluyen 
sólo sus estimaciones). Se une como anexo el presupuesto-resumen de la Mutualidad Na-
cional de Previsión de la Administración Local (de acuerdo con el real decreto Legislati-
vo 781/1986, de 18 de abril, que refunde las disposiciones legales en materia de Régimen 
Local. Así mismo, se incluye un título VIII de normas relativas al Presupuesto de Accio-
nes Conjuntas España-Comunidades Europeas. 
La ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1.988, incluye importantes novedades respecto a la organización del sector público. Den-
tro del concepto de sociedad estatal se distingue entre sociedades mercantiles y entidades 
de Derecho Público, incluyéndose en el ámbito de la ley a aquellas de estas entidades que 
no perciben subvenciones de explotación o capital con cargo a los presupuestos del Esta-
do. De las primeras, las sociedades mercantiles con mayoría de capital público que reci-
ben subvenciones de explotación y capital con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, se siguen incluyendo las estimaciones de gastos; de las entidades de Derecho Pú-
blico que se especifican se incluyen también estimaciones de ingresos. Los entes públicos 
son ahora los siguientes: 
1. Centro para el Desarrollo Tecnológico e Industrial (CDTI) organismo autónomo hasta
1984 
2. Ferrocarriles de Vía Estrecha (FEVE), cuyos presupuestos eran aprobados hasta en-
tonces por el gobierno
3. Instituto Nacional de Hidrocarburos (INH), creado en diciembre de 1981 como socie-
dad estatal
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4. Instituto para la Diversificación y el Ahorro de la Energía (IDAE), hasta 1986 orga-
nismo autónomo 
5. Puerto Autónomo de Barcelona 
6. Puerto Autónomo de Bilbao 
7. Puerto Autónomo de Huelva 
8. Puerto Autónomo de Valencia 
9. Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles (RENFE), sociedad estatal del 6.1b 
10. Sociedad Estatal de Promoción y Equipamiento del Suelo (SEPES) 
11. Instituto de Crédito Oficial (ICO), hasta entonces organismo autónomo de carácter 
financiero 
12. Fábrica Nacional de Moneda y Timbre (FNMT), hasta entonces organismo autó-
nomo de carácter industrial  
 
 Hay que tener en cuenta que es la misma ley la que vuelve a redactar el artículo 
seis de la Ley General Presupuestaria, distinguiendo dos tipos de sociedades estatales y 
creando un tercer tipo de entes 
 
 “el resto de los Entes del Sector Público estatal no incluidos en este artículo ni en 
los anteriores”, que “se regirá por su normativa específica”. 
 
 Igualmente es esta ley la que cambia la configuración del ICO y de la FNMT, pa-
sando de ser organismos autónomos de carácter financiero e industrial, respectivamente, a 
ser sociedades estatales, subespecie entidades de Derecho Público, con lo que escapan a 
la aplicación de la Ley de Entidades Estatales Autónomas y de Contratos del Estado. 
 En 1989 se crean el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas y la Agencia 
para el Aceite de Oliva como organismos autónomos administrativos y se transforma el 
CEDEX en organismo autónomo comercial. 
 La ley de Presupuestos para 1989 hace alusión al carácter limitativo de los crédi-
tos del presupuesto de gastos del Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Administra-
ción del Patrimonio Nacional e Instituto Español de Comercio Exterior (antes INFE). Se 
transforma la Escuela de  Hacienda Pública en organismo autónomo administrativo, la 
Escuela de Organización Industrial pasa de ser organismo autónomo administrativo a 
comercial. Se crea el Centro Nacional de Información Geográfica como organismo autó-
nomo comercial. Se incluyen como entes de Derecho Público: 
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1. Instituto Nacional de Industria (INI) antes organismo autónomo
2. RETEVISION de nueva creación
3. Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV)
4. Empresa Nacional de Autocares y Transporte por Carretera (ENATCAR) creada en
1987 
La ley de presupuestos para 1990 incluye, en el articulado, todas las sociedades de 
carácter mercantil con mayoría de capital público y las cuentas de operaciones comercia-
les de los organismos autónomos comerciales. Pero según la publicación de la Secretaría 
de Estado de Hacienda “El Sector Público Estatal”, faltan en ese año: 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, Fondo de Garantía de Depó-
sitos Bancarios, Fondo de Garantía de las Cajas de Ahorro, Fondo de Garantía de las 
Cooperativas de Crédito, Banco de España, Consejo de la Juventud de España, Consejo 
Superior de Cooperativismo, las Gerencias de Reconversión del Naval, la Siderurgia, el 
Textil y la Línea Blanca, ENOSA, PESA Electrónica, TELESINCRO, INISEL, I-
CUATRO, ENCE, POVISA, IBERFORESTAL, ERIA, ISELSA, IBERIA MÉXICO, 
IBERIA, AVIACO, TRANSEUROPA, BINTER CANARIAS, CARGOSUR, CAMPSA, 
FOCOEX INTERNACIONAL, INIEXPORT, MERCABADAJOZ, ENISA, ENDIASA y 
más de un centenar más de sociedades de carácter mercantil con mayoría de capital públi-
co. 
Además se transforman la Escuela de Organización Industrial y el Instituto de 
Salud Carlos III en Entes Públicos y cada vez son más los entes excluidos del régimen 
general de presupuesto y, consecuentemente, se han de dictar normas particulares: la or-
den de 6 de febrero de 1991 contiene de modo separado las normas de elaboración de los 
planes de actuación, inversiones y financiación de las sociedades estatales. La orden de 5 
de noviembre de 1991 y resolución de la Intervención de 6, determinan la estructura de 
las cuentas a rendir por las sociedades estatales y otros entes del sector público estatal. 
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
350 
PARTE III LAS FUNCIONES DEL PRESUPUESTO Y LA DINÁMICA DE LOS 
INTERESES Y GRUPOS EN CONFLICTO 
CAPÍTULO VII ESCENARIO DE LOS ACTORES Y MODELOS A 
CONSIDERAR 
Resumen 
Una vez examinada la evolución de las tensiones políticas en el presupuesto espa-
ñol desde los comienzos del presupuesto moderno hasta muy recientemente, trataremos 
de examinar las distintas visiones que del presupuesto han coexistido en los últimos mo-
mentos y en la actualidad en nuestro país. El examen de las distintas funciones del presu-
puesto (económica, gerencial, de control) nos muestra a los actores que defienden cada 
una de tales funciones. La estructura orgánica, los grupos en conflicto y las funciones de 
las diferentes unidades nos dan la imagen de la actual organización presupuestaria espa-
ñola. 
Por ello y como capítulo introductorio que permita la comprensión de nuestro 
propio presupuesto, nos referiremos a los modelos generales de organización, así como a 
la manera de organizarse al máximo nivel de la Administración en nuestro país. 
Simplificamos al exponer dos maneras de analizar cómo y quiénes elaboran los 
presupuestos. Wildavsky, en primer lugar para Estados Unidos, Lord para Francia y en 
nuestro país Zapico, siguen un análisis realista del comportamiento que observa el presu-
puesto como un fenómeno político que inserta en un marco institucional amplio. Los es-
tudios sobre el presupuesto de la corriente teoría de la organización analizan la realidad 
descomponiéndola en sus datos elementales y, en lo posible midiendo y valorando, con 
frecuencia separadamente, sus distintas variables. Ambas aportaciones son nuestro punto 
de partida, sin que tratemos continuamente de ir validando sus conclusiones en nuestra 
propia realidad. 
Los dos modelos comparados de organización presupuestaria, el norteamericano y 
el continental europeo, sitúan el presupuesto dependiente de la cúspide de la organización 
(la presidencia del Estado y del ejecutivo) o del órgano que se ocupa de la más genérica 
función financiera. Ambos modelos tienen consecuencias diferentes no sólo para la pro-
pia organización presupuestaria, sino para la importancia y el comportamiento del poder 
legislativo en cada uno de ellos. 
De los dos modelos extraemos dos grupos de funciones principales que se dan, se 
comparten de manera desigual en nuestra propia realidad: función gerencial amplia (la 
dirección del país, del Estado o de la Administración en general) y relación ingresos-
gastos, política económica y control del gasto (tareas estas más específicas que las ante-
riores, que nos sirven para construir el siguiente capítulo). 
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Los elementos a considerar por nosotros son las unidades (ministerios y unidades 
internas de cada uno de ellos) y las relaciones entre ellas (destacadamente cuando las 
mismas son de autoridad y dependencia). El aspecto referido a los recursos humanos en-
cabeza el segundo gran grupo de cuestiones, ya que en el análisis de las tensiones en 
nuestro país ha surgido el factor de los recursos humanos como altamente explicativo. El 
continuo contraste entre las funciones atribuidas legalmente y las tareas realmente 
desempeñadas, que se centra especialmente en el período que comienza con la Ley Gene-
ral Presupuestaria, cuya aprobación da pie a que cualquier intento reformista trate de ce-
rrar teóricamente el tremendo escalón que hay entre unas y otras. En el apartado final nos 
referiremos a la imagen del presupuesto y de la Administración presupuestaria central en 
nuestro país, ya que entendemos que el valor de la imagen, de la apariencia es capital para 
entender las políticas públicas reales.  
Finalmente, los límites de la organización no están bien definidos, entremezclán-
dose con la elaboración de presupuestos otras tareas de diseño orgánico y de recursos en 
general que teóricamente corresponden a áreas distintas. 
1. LOS MODELOS GENERALES DE ORGANIZACIÓN
El marco político y las razones eminentemente políticas que guían todo el proceso 
presupuestario son el referente básico de lo que aquí se dice sobre la organización, de-
biéndose distinguir entre lo que son cuestiones políticas de índole general de lo que son , 
aparentemente, opciones políticas de menor rango. 
En cuanto a las primeras, se enlaza directamente con la idea de conflicto y se parte 
de la necesidad de debate público y competencia para alcanzar soluciones políticas, pre-
sentes en la obra de Wildavsky y que llevan a éste a defender en su última edición
331
 la
irracionalidad radical de las nuevas técnicas presupuestarias. 
Del segundo grupo de cuestiones rescataremos la importancia de ciertas decisio-
nes sobre el diseño de las organizaciones administrativas, es decir veremos las conse-
cuencias, finalmente políticas, de optar o no por un determinado modelo de organización. 
Como se verá, la perspectiva estructuralista, con especial incidencia en las cuestiones que 
331
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afectan al diseño orgánico, pesa más en la exposición realizada que las cuestiones sobre el 
comportamiento de los actores presupuestarios. No obstante, este último se ve como pro-
ducto y agente precisamente del diseño orgánico, en el cual cobra sentido. 
Si algún contenido prescriptivo pudiera deducirse, sería precisamente la importan-
cia de este diseño orgánico para el comportamiento de las organizaciones públicas. 
Para comenzar, se hará una breve descripción de los dos modelos generales de 
organización presupuestaria al máximo nivel, el de la inserción o dependencia orgánica 
del órgano que tiene como misión la elaboración del presupuesto. Los dos modelos com-
parados existentes de organización de la administración presupuestaria (encuadramiento 
en la cúspide de la organización o dependencia de la función financiera) indican la diver-
sidad de funciones que se asignan a la presupuestación. 
En unos casos de función gerencial en un sentido amplio, en el que el departamen-
to de presupuestación tiene una competencia explícita sobre el conjunto de las tareas ge-
nerales de la organización, situándose en relación directa con la presidencia. 
En otros casos, más frecuentes, se mezclan las actividades presupuestarias con las 
de obtención de los ingresos o con las de gestión de la política económica. Así tendremos 
un marco cuando iniciemos la descripción de nuestra organización presupuestaria, situán-
dola en el marco político y destacando las cuestiones relativas al diseño orgánico, de don-
de cabe deducir distintos comportamientos de la organización y de sus actores componen-
tes. 
A. Modelo norteamericano 
La dependencia de la cúspide del ejecutivo con relevancia del legislativo es la 
principal característica del sistema presupuestario norteamericano, por encima de su ma-
yor tecnificación y de las características orgánicas menores y del tipo de personal em-
pleado. En los Estados Unidos, la formación del proyecto de presupuestos es una tarea del 
Presidente de la Unión, en la que todos los ministros o secretarios, incluido el del Tesoro, 
ocupan una posición subordinada. 
Así, creemos que se pueden distinguir netamente los papeles y perspectivas del 
presidente y de los miembros del Congreso de los departamentos y agencias, a los que se 
puede atribuir una perspectiva limitada, unos intereses ligados a los de los fines y perso-
nas con los que conviven y a los que sirven. Cada unidad defiende así unos incrementos 
de asignaciones por encima de los intereses del Presidente, contra éste y contra los mis-
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mos representantes del Congreso. Los intereses del Tesoro también son declarante espe-
cializados y limitados, se expresan en términos netamente fiscales y no son directamente 
conflictivos con los de cada uno de los demás departamentos, sino en cuanto colisionan 
con esta política particular. Sólo el Presidente y su staff actúan desde una perspectiva 
general que se opone a la particular de las agencias. Perspectiva general que, dado que se 
apoya en una diferente fuente de poder, no tiene que coincidir con la propia del Senado y 
de la Cámara de Representantes, todas ellas en potencial conflicto. De hecho hay tantos 
intereses generales como actores en presencia y el proceso presupuestario es paralelo al 
político, cada agente tratando de hacer primar abierta o subrepticiamente su punto de vis-
ta. 
 Para tal juego de muchos jugadores, cada cual se trata de dotar de los medios y de 
las posibilidades de acción que los demás le permiten, multiplicándose las fuentes de in-
formación y los esfuerzos por demostrar la racionalidad de las opciones defendidas y los 
puntos débiles de las rivales. Dentro de este esquema no está ausente la opinión pública, 
el electorado, que actúa bien a través de organizaciones y de grupos de interés (o de pre-
sión) en relación con las agencias, la Presidencia y el Congreso, bien a través de los me-
canismos electorales para la Presidencia, las cámaras del Congreso y los órganos de re-
presentación administrativos. 
 La tecnificación del proceso presupuestario norteamericano no conlleva la anula-
ción del peso de la opinión pública, en aras de una superioridad de los elementos técnicos, 
sino que es una técnica más para la democracia con el pueblo. 
 Hasta ahora las administraciones y las burocracias parecen estar ausentes de la 
descripción que se ha hecho de este proceso, que poco parece tener que ver con las mucho 
más famosas ayudas al cálculo e instrumentos analíticos que los norteamericanos han 
exportado por todo el mundo. Sin embargo, el aspecto organizativo trae a colación la im-
portancia de los órganos que se ocupan de la elaboración presupuestaria en los diversos 
ámbitos. Lo que ocurre es que no se enfocan los aspectos organizativos como si se estu-
viera diseñando el departamento de control de una industria o el negociado de licencias 
de pesca en aguas interiores de una comunidad autónoma. Los aspectos organizativos se 
ven como un aspecto menor pero de gran importancia de la política y de la sociedad. Sólo 
así se percibe la altura política que cobra la descripción de Wildavsky del comportamien-
to de diversos departamentos de la Administración federal norteamericana. 
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B. Modelo financiero con legislativo débil 
Este modelo, prácticamente coincidente con el nuestro en sus líneas generales, es 
el seguido por la mayor parte de los países europeos. En él el papel principal es el desem-
peñado por el Ministerio del Tesoro o de Finanzas, existiendo no obstante, con cierta fre-
cuencia un departamento específico para el presupuesto (así en Italia, lo cual no contradi-
ce en absoluto las líneas generales dado el elevado número tradicional de departamentos 
ministeriales y la escasa entidad del ministerio del presupuesto, en la última versión co-
nocida dentro del MEF, Ministerio de Economía y Finanzas), o la denominación de pre-
supuesto añadida a la de ministerio de finanzas (tal como ocurre en Francia, Ministro De-
legado del Presupuesto dentro del Ministerio de Finanzas y Cuentas Públicas). 
En cuanto al legislativo débil, pensamos que ésta es la principal característica que, 
contra lo expuesto habitualmente por el derecho político, da unidad a los sistemas parla-
mentarios de estos países. 
Tanto en el Reino Unido, con su ponderada soberanía parlamentaria y su sistema 
de representación mayoritaria, como en Francia, con un sistema semi-presidencialista y 
una representación mayoritario-proporcional, el papel de las asambleas representativas es 
infinitamente menor que el que existe en los Estados Unidos, al menos en el aspecto pre-
supuestario. Las cámaras se limitan a refrendar lo que el gabinete o los estados mayores 
de los partidos políticos les imponen, existiendo así un amplio campo libre para la acción 
del ejecutivo. 
Tanto el Gobierno como la Administración son los auténticos protagonistas del 
juego presupuestario, en el que los parlamentarios no cuentan ni con la información ni 
con la formación ni, probablemente, con el interés suficiente para ocupar el papel que las 
distintas constituciones les dan. Sólo el ejecutivo desempeña con creces el papel de direc-
ción en materia presupuestaria. 
Sin embargo aun siendo tan distintas las estructuras, la descripción que se hace del 
comportamiento en este que nosotros consideramos modelo, no difiere radicalmente de la 
descripción del modelo norteamericano, si bien hay que decir que aquella venía fuerte-
mente condicionada por la brillantez expositiva del norteamericano. Las dos descripcio-
nes de sistemas continentales que conocemos (la de Lord y la de Zapico) parecen tras-
plantar el comportamiento norteamericano a contextos diferentes. Creemos que la razón 
está en que se ignora precisamente la diferencia contextual, en particular el papel del par-
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lamento y el de la opinión pública en los Estados Unidos y en Europa, para a continua-
ción no tener en cuenta la gran diferencia de diseños orgánicos en ambas realidades. 
Muy someramente, se desconsidera el papel técnico de las cámaras y de sus órga-
nos técnicos de apoyo (la Oficina Presupuestaria del Congreso y la General Accounting 
Office en Estados Unidos, sin parangón en Europa) y la diferente ubicación del órgano 
técnico de elaboración presupuestaria en ambos (en la Presidencia estadounidense y en 
algún sector de la administración financiera en Europa). 
C. Diversidad de funciones asignadas 
A dos realidades organizativas diferentes (que probablemente no agotan las posi-
bilidades imaginables) corresponden diferentes concepciones sobre lo que implica la ela-
boración de presupuestos públicos. Es decir, justamente al contrario en el orden lógico y 
temporal, estas diferentes concepciones parecen orientar la opción por un modelo u otro 
de organización, en realidad fruto de dos culturas políticas distintas. 
Naturalmente no queremos decir que ello obedezca a elecciones meditadas sobre 
ubicar aquí o allá las competencias sobre el presupuesto, o sobre el papel a representar 
por cada participante. Lo que queremos señalar es una cuestión de congruencia en el sen-
tido utilizado por Mintzberg al referirse a la relación entre el entorno y el diseño orgánico 
y entre los distintos parámetros de diseño
332
. Es decir, resulta incongruente situar una
función especializada, como la de dirección de la política económica o la política fiscal, 
en un lugar de la organización (en sentido amplio que comprende al legislativo) orientado 
hacia una tarea mucho más general o al conjunto de las tareas de la organización en su 
vertiente estratégica. Y resulta igual de incongruente asignar la función general de direc-
ción de un país o de la totalidad de su Administración pública, a un sector de la organiza-
ción cuya función es tremendamente especializada en un sentido diferente, o cuyos 
miembros carecen de esa orientación general y estratégica. 
Pero el dato principal que queremos señalar en este lugar es mucho más simple e 
importante que el tratar de buscar la eventual incongruencia de las soluciones efectiva-
mente adoptadas. Se trata de señalar que cabe exigir al presupuesto que cumpla funciones 
muy variadas, desde ser un instrumento de debate público sobre las metas a perseguir por 
332
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una sociedad, en clara conexión con la opinión pública y, en nuestras sociedades demo-
cráticas, con el proceso electoral de elección de unos u otros gobernantes, hasta ser una 
previsión de las magnitudes monetarias que, en un período anual, mensual o diario, el 
sector público detraerá o pondrá en las manos de las economías privadas. 
 Entre estas dos opciones caben multitud de funciones a asignar al presupuesto, 
permanentes o coyunturales, piénsese en el uso del presupuesto como instrumento para 
derribar gobiernos o como instrumento para disciplinar el comportamiento anárquico de 
una Administración pública (o de un ente territorial que depende de un presupuesto ajeno 
para su propio funcionamiento o incluso existencia). 
 Al carácter instrumental del presupuesto ya nos hemos referido reiteradamente, 
aquí lo que se trata de destacar es la posible utilización del presupuesto asignándole una 
función gerencial amplia, en contacto con los restantes factores administrativos (el diseño 
orgánico, los recursos humanos, el procedimiento de gestión y los sistemas de informa-
ción) para la puesta en práctica de la totalidad de las políticas públicas. 
 También cabe asignar al presupuesto una estricta función financiera, relacionada 
bien con el binomio ingresos-gastos y su gestión y control, bien con la política económica 
general cuando ésta existe. 
 El segundo caso es el que se da en nuestro país, pero el dinamismo de la Adminis-
tración y la contingencia del reparto competencial han dado lugar a situaciones diversas. 
 De coexistencia de gestión de los ingresos y de control del gasto, sin mayores 
preocupaciones ni por la planificación ni por la gestión de la política económica, en un 
contexto de relativa autonomía y hasta anarquía administrativas. También una situación 
en la que la administración financiera stricto sensu coexiste con órganos con competencia 
general sobre la administración y la planificación económica. Finalmente una situación en 
la que el control, la gestión de los ingresos y la política económica se atribuyen al mismo 
departamento ministerial, el cual aspira a la dirección de la totalidad de la acción adminis-
trativa. 
2. ELEMENTOS A CONSIDERAR 
A. Estructura y relaciones 
 
 Se parte inicialmente de una descripción un tanto clásica de la organización, con-
siderando las unidades que integran la organización presupuestaria y las relaciones entre 
ellas. En tal descripción hay que acostumbrarse a tener que tratar simultáneamente una 
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cierta estabilidad de las grandes líneas de la organización, más duradera en el tiempo de 
lo que los boletines oficiales parecen indicar, con los constantes cambios orgánicos que se 
producen, que dificultan el seguimiento de la organización formal. Debemos así distinguir 
entre la organización real más estable, de la aparente, en la que se cambian denominacio-




 Las unidades o elementos componentes de la organización se dividen en dos nive-
les diferentes, uno que afecta a la división ministerial, donde se consideran fundamental-
mente los ministerios de Hacienda, de Presidencia y la propia jefatura del Gobierno, así 
como las derivaciones posteriores de estos ministerios: Economía, Economía y Hacienda, 
Relaciones con las Cortes y Administraciones Públicas
333
. 
 Otro segundo nivel es el que afecta a las unidades arriba mencionadas, que se sub-
dividen o agrupan a su vez a las unidades menores, tales como subdirecciones generales, 
direcciones generales, subsecretarías, secretarías generales, secretarías de Estado, diver-
sas comisiones o grupos de trabajo y unidades equivalentes. 
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Este ministerio desapareció, tras su refundición con el del Portavoz del Gobierno y con la Se-
cretaría General de la Coordinación y Servicios de la Presidencia del Gobierno, y la vuelta a la 
antigua denominación de Ministerio de la Presidencia (Real Decreto 1173/1993, de 13 de julio, 
de reestructuración de Departamentos ministeriales y Real Decreto 1486/1993, de 3 de septiem-
bre, por el que se determina la estructura básica del Ministerio de la Presidencia, BOE de 6 de 
septiembre).  
1.Altos órganos de competencia horizontal 




PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO 
ECONOMÍA 
ECONOMÍA Y HACIENDA 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
RELACIONES CON LAS CORTES Y LA SECRETARÍA DEL GOBIERNO 
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 a) La división ministerial y el presupuesto 
 
 A un primer nivel de división han de considerarse los distintos ministerios impli-
cados en la elaboración de las decisiones presupuestarias. 
 Entre los ministerios propiamente dichos habrá que distinguir entre los que 
desempeñan funciones coordinadoras, a los que podemos llamar de competencia horizon-
tal o manifestada sobre el conjunto de la Administración pública, y los ministerios del 
ramo o sectoriales, con una delimitación mucho más restringida de competencias, limita-
das a un sector de actividad. Esto no quiere decir que así quede resuelta la delimitación de 
competencias entre estos últimos, pues unos y otros tienden a expandir sus competencias 
más allá de lo que en un momento dado puede parecer razonable, o está prescrito por el 
ordenamiento jurídico, pero en todo caso la delimitación de competencias entre estos mi-
nisterios del ramo desborda ampliamente el objeto de este trabajo. 
 Lo que interesa distinguir es que mientras que los primeros parecen disfrutar de un 
cierto derecho a intervenir en aspectos capitales de la política de cada una de las ramas de 
la Administración
334
 (en esto se traduce precisamente su horizontalidad), no ocurre lo 
mismo con los ministerios de competencia verticalmente delimitada, que se encuentran 
claramente subordinados a los primeros, de los que obtienen sus recursos y de los que 
reciben siempre algún tipo de supervisión. Destacaremos el área de grandes órganos de 
competencia horizontal, fundamental no sólo por el alto contenido político de sus atribu-
ciones, sino por su intervención en los asuntos cotidianos de los demás ministerios. 
 Por un lado los órganos y ministerios aparentemente más ligados a la cúspide del 
ejecutivo, así como las vicepresidencias, económicas o no, cuando existen. Incluimos a la 
Presidencia del Gobierno en esta división ministerial, a pesar de su carácter de superiori-
dad, por haberse provisto casi siempre de un entorno ministerial como staff de apoyo (ga-
binetes u órganos asesores) y por su lugar subordinado pero inmediato, contiguo a la jefa-
tura del Estado hasta la muerte de Franco. Y a las vicepresidencias por dos razones: com-
partir con aquélla la función de coordinación general que se ha de manifestar necesaria-
mente en la tarea presupuestaria y su necesaria relación con la presidencia. De ahí que 
orgánicamente resulta difícil distinguir de la propia presidencia, al compartir tanto su ubi-
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Por participar precisamente de manera destacada en lo que BAENA, en sus apuntes de cáte-
dra, denomina las funciones de apoyo a la decisión o, fundamentalmente, de mantenimiento. 
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cación física como, más importante, sus órganos de apoyo. Más recientemente, deben 
incluirse ministerios como el de Relaciones con las Cortes y Secretaría del Gobierno y el 
de Administraciones Públicas. Estos ministerios suceden al de la Presidencia del Go-
bierno y conservan hasta muy recientemente importantes competencias en el área presu-
puestaria, competencias de tipo coordinador general, por cuanto son el apoyo del Consejo 
de Ministros y el órgano de relación ordinaria con las Cortes Generales (en el primer ca-
so) o los responsables de la política general de recursos humanos (en el segundo caso), o 
competencias más específicas que inciden en nuestro campo de análisis. Entre estas com-
petencias más específicas citaremos ahora la coordinación de la actuación del Gobierno y 
de la Administración ante las Cortes para la tramitación del presupuesto, que son más de 
tipo informal que formal, así como las actuaciones concretas del Ministerio de las Admi-
nistraciones Públicas en cuanto a capítulo primero de los presupuestos generales del Es-
tado y elaboración de la Oferta de Empleo Público. 
Siguiendo con los órganos de competencia general u horizontal, hay que referirse 
al Ministerio de Economía y Hacienda, haciendo notar que tal denominación y fusión de 
dos áreas competenciales es reciente (de diciembre de 1982 a diciembre de 2011) y que el 
área de economía o de planificación, antes de seis años de existencia separada de dos mi-
nisterios, se ha situado durante mucho tiempo en la Presidencia del Gobierno. 
Además, refiriéndonos específicamente al área de Hacienda, es de resaltar que en 
ella se dan, de acuerdo con nuestro criterio de división, dos clases de competencias bien 
distintas. El área de obtención de recursos, que aunque allega recursos para el conjunto de 
la Administración e incluso para el conjunto de las administraciones públicas y del sector 
empresarial público, no tiene competencias significativas sobre las actuaciones concretas, 
sobre las políticas públicas asignadas, de cada uno de los demás ministerios. Y todo un 
bloque de competencias de muy distinto tipo que se proyecta precisamente sobre cada 
uno de los ministerios y de las demás administraciones públicas. Este segundo bloque de 
competencias es muy heterogéneo, incluyendo desde el asesoramiento y control de estric-




Desde 1985, en que esta dirección, con el nombre de Dirección General del Servicio Jurídico 
del Estado, depende del Ministerio de Justicia, la situación es algo diferente, si bien cabe decir 
que la función que ejerce esta dirección, además de la asesoramiento jurídico y la defensa en 
juicio del Estado, continua siendo de un cierto tipo de control, a menudo ejercido en colaboración 
con la respectiva intervención delegada del Ministerio de Economía y Hacienda. 
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hasta la gestión patrimonial de la Administración del Estado y de parte del sector público 
empresarial. En este segundo bloque es en el que podemos incluir a los órganos presu-
puestarios y de control financiero. 
 Hay que decir que, tras esta delimitación analítica en la que se pueden separar 
sucesivos sectores del Ministerio de Economía y Hacienda, se oculta una gran compleji-
dad en la que no aparecen claras las competencias ejercidas ni las razones que llevan a 
adoptar unas u otras decisiones. Esto se manifiesta no sólo en el funcionamiento efectivo 
del departamento y en los problemas de delimitación competencial interna y externa, sino 
en el propio diseño orgánico del mismo
336
. 
 Es decir, el diseño orgánico refleja los problemas de coordinación entre funciones 
que potencialmente pueden ser tanto complementarias como contradictorias, entre fun-
ciones orientadas a la modificación del futuro o a su predicción, entre funciones de puro 
mantenimiento y funciones de coordinación, con la connotación de superioridad que, pese 
a todo, conlleva esta palabra. Entre un ministerio del mismo rango que los demás, con 
una delimitación competencial al efecto similar a la del resto de los departamentos, y un 
ministerio con una constante vocación de dirección y vigilancia sobre los demás. 
 El resto de los ministerios (incluidos a efectos presupuestarios la totalidad de 
ellos, también los de competencia horizontal a los que acabamos de referirnos) tienen una 
competencia verticalmente delimitada y horizontalmente restringida. Es a estos efectos 
como podemos observar que cada ministerio tiene un doble problema de delimitación 
competencial. 
 Por un lado (y a título de ejemplo), por bien que se puedan delimitar las compe-
tencias del Ministerio de Educación respecto al de Industria y Comercio, o del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social respecto a los de Sanidad o de cada uno de ellos respecto 
al de Asuntos Sociales o de Asuntos Exteriores, en los que la distinción no siempre es 
                                                 
336
A este respecto, ya a principios de 1985 era patente para los propios altos funcionarios o direc-
tivos del área presupuestaria el problema de coordinación y de delimitación de competencias que 
planteaba la participación de numerosas direcciones generales pertenecientes a dos secretarías 
de Estado distintas (Economía y Hacienda). Desde el punto de vista propio de Hacienda, o del 
complejo Intervención-Presupuestos, la solución parecía encontrarse en un mayor liderazgo de la 
Dirección general de Presupuestos, la cual (ya entonces se decía) interviene demasiado tarde en 
el proceso decisional previo a la gran decisión política. Así mismo se veía la necesidad de discu-
tir los programas en su conjunto, no fragmentando los aspectos de personal, de gastos corrien-
tes, de inversiones y de financiación de las haciendas descentralizadas.(Primer Curso -y único 
con este nombre y con finalidad renovadora- de Presupuestación en el Sector Público, organiza-
do por la Secretaría de Estado de Hacienda entre octubre de 1984 y mayo de 1985).   
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perfecta, la realidad es mucho más rica respecto a problemas competenciales con los mi-
nisterios horizontales de lo que aquí podamos dejar indicado. También aquí se manifiesta 
el poder de los ministerios horizontales, ante los que aquéllos deben acudir para resolver 
estos problemas de delimitación competencial. 
Por otro lado, de mayor importancia para nuestro propósito, cada ministerio de los 
sectoriales mencionados en el párrafo anterior no controla todas las claves necesarias para 
orientar su propia política, no dominando concretamente ni los recursos con que cuenta 
para ello ni el ritmo al que podrá utilizar tales recursos. Aquí intervienen con más fuerza 
los departamentos horizontales más arriba referidos, que conocen de todos estos aspectos 
de recursos humanos, organizativos y financieros. 
Se podría decir a este respecto que, si bien los ministerios de vocación horizontal 
pueden actuar para dar apoyo y asegurar ciertas condiciones en principio inciertas como 
las referidas a los recursos, y para ese fin están idealmente concebidos, la realidad no es 
siempre tan benigna. Es decir, estos ministerios horizontales no obran positivamente para 
reducir la incertidumbre o garantizar el acceso a los recurso. Aspectos en principio exter-
nos, como la hostilidad o la incertidumbre del entorno, no existen únicamente fuera de la 
Administración, limitados a la sociedad en sus distintas manifestaciones, sino que ciertos 
órganos de la propia Administración pueden convertirse en fuente de esas agresiones, 
pasando de ser órganos creados para el mantenimiento general de la organización (o in-
cluso para reducir la incertidumbre respecto al entorno) a órganos que impiden diseñar y 
planificar convenientemente el futuro. Se trata evidentemente de consecuencias no busca-
das pero no por ello menos reales que deben considerarse. 
En concreto veremos cómo el ejercicio de la función presupuestaria no contribuye 
precisamente a dar ese apoyo positivo a la política propia de cada ministerio, convirtién-
dose para éstos en una amenaza, la cual no resulta justificada o minorada por la supuesta 
defensa de intereses superiores o comunes a toda la organización por parte de los órganos 
con especial competencia presupuestaria. 
Ya se deduce del apartado anterior que se pondrá especial énfasis en los ministe-
rios horizontales o coordinadores, singularmente en el de Hacienda. Sí se puede sacar 
partida de esta oposición entre ministerios horizontales y verticales, pero no llegar a ex-
traer todas sus consecuencias. Así pues nos dedicaremos en primer lugar a examinar los 
ministerios horizontales, especialmente el área de gasto de Presidencia, Economía y Ha-
cienda. 
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b). La organización de Hacienda 
 
 En el Ministerio de Hacienda, veamos en primer lugar que el ministerio se nos 
presenta como una pirámide de altura variable, en cuya cúspide se puede situar al minis-
tro. Dentro de esta figura piramidal podemos encontrar en unos momentos una estructura 
muy plana en la que además del ministro se encuentra un subsecretario (competente al 
igual que el ministro tanto en ingresos como en gastos) y bajo él un grupo de direcciones 
generales, cada una de ellas con sus correspondientes secciones o (más recientemente) 
subdirecciones generales. 
 Una de estas secciones, dentro de la Intervención general, sería durante mucho 
tiempo la competente en materia de formación y modificación de presupuestos. Esta sería 
la estructura más simple, en la que los presupuestos y su control, poco tecnificados, se 
encuentran en la misma unidad, a poca distancia del ministro. 
 En otros momentos la estructura se vuelve más “picuda”, con la creación de nue-
vas subsecretarías o secretarías de Estado superpuestas al área de presupuestación y con-
trol, que quedan de este modo sustraídas del mando directo del ministro. Además en el 
nivel inferior se pueden crear nuevas unidades de distinto rango que complican aún más 
la organización. 
 Por arriba habremos de referirnos a la creación de las Subsecretarías del Tesoro y 
Gastos Públicos, de Economía Financiera o de Presupuesto y Gasto Público, y a las Se-
cretarías generales de Presupuesto y Gasto Público, de Hacienda y de Planificación y Pre-
supuestos, así como a la creación de las Secretarías de Estado de Hacienda y de Econo-
mía y Planificación. 
 Descendiendo en la estructura, a la primitiva organización en la que todo lo presu-
puestario dentro del Ministerio de Hacienda se integra en una única dirección general, la 
Intervención general, suceden situaciones en las que sus funciones se desagregan en una 
multitud de direcciones generales de nueva creación, tales como la de Presupuestos, la del 
Tesoro y Presupuestos, la de Coordinación con las Haciendas Territoriales, la de Gastos 
de Personal (luego Costes de Personal y Pensiones Públicas), la del Centro Informático 
del Presupuesto y el Plan (luego Informática Presupuestaria) y, más tardíamente, la de 
Planificación, dentro del área de economía. 
 Esta estructura más compleja puede dar como resultado, por una parte, una mayor 
especialización y tecnificación del trabajo, pero por otro lado redunda en la necesidad de 
Escenario de los actores y modelos a considerar 
365 
 
crear nuevos mecanismos de coordinación y de resolución de conflictos que reconduzcan 
la dispersión de funciones a la integración de objetivos. 
 Prueba y consecuencia de esto último es la creación, en distintos momentos, de 
unidades fuera de la línea jerárquica ordinaria, que se superponen a las unidades referidas. 
Tales unidades fuera de la estructura tradicional son tanto de carácter permanente como 
de existencia esporádica, e integran tanto a funcionarios del propio ministerio como a 
funcionarios de los demás ministerios, siendo las más de las veces (pero no siempre) de 
funcionamiento colegiado. 
 
2 Órganos superiores de Hacienda 
ÁREA DE INGRESOS Y GASTOS 
 -Subsecretaría Hacienda (hasta 1959 y 1968/73) 
 -Secretaría Gral. de Hacienda (1984/87) 
 -Secretaría de Estado de Hacienda (1982/87) 
ÁREA DE INGRESOS 
 -Subsecretaría de Hacienda (1959/68) 
 -Secretaría Gral. de Hacienda (1987/92) 
 -Agencia Estatal Administración Tributaria 
ÁREA DE GASTOS 
 -Subsecretarías/Secretarías generales 
  Tesoro y Gastos Públicos (1959/67) 
  Economía Financiera (1973/77) 
  Presupuesto y Gasto Público (1977/84) 
  Planificación y Presupuestos (1987/92) 
  
 
c) la organización de la Presidencia 
 
  El otro gran sector de coordinación es el que se refiere a la Presidencia del Go-
bierno y sus órganos relacionados. No resulta fácil distinguir la estricta Presidencia del 
ministerio de igual nombre y sus modificaciones posteriores. Probablemente en los pri-
meros tiempos el entorno de la Presidencia coincidía bastante aproximadamente con lo 
que luego sería el Ministerio de la Presidencia, no acudiéndose a la creación de gabinetes 
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especializados en el asesoramiento político. Y en esos primeros tiempos la Presidencia 
desempeñaba un importante papel no sólo de alta coordinación en el seno del Consejo de 
Ministros, sino que contaba además con la Comisaría del Plan de Desarrollo como impor-
tante órgano de coordinación estrictamente económica, al menos en cuanto a las inversio-
nes públicas. 
 Posteriormente se rompe esta identidad y a ello le sigue la desvinculación de esta 
importante parcela de la administración económica, que con el tiempo sería engullida por 
el nuevo Ministerio de Economía y Hacienda. No obstante, hasta 1986 el Ministerio de la 
Presidencia llevaría aparejada una serie de competencias específicas, en materia de orga-
nización y personal, a la proximidad a la Presidencia del Gobierno. A partir de ese año se 
desvinculan totalmente estas competencias de la Presidencia, con lo que las atribuciones 
con repercusiones en materia presupuestaria existen pero ligadas a un ministerio con me-
nor cercanía a la que se va configurando poco a poco como fuente de poder. Las direccio-
nes generales de Organización, Puestos de Trabajo e Informática y las de Administración 
Territorial pueden tener competencias paralelas a las del Ministerio de Economía y Ha-
cienda en materia de organización y recursos de personal y en coordinación con las admi-
nistraciones públicas territoriales, pero nadie equipararía las consecuencias que tienen las 
decisiones del Ministro de Economía y Hacienda a las que, en el mismo campo, pudiera 
adoptar el Ministro para las Administraciones públicas. 
 A medio camino entre la Presidencia del Gobierno y el Ministerio de Hacienda 
hay que considerar al Ministerio de Economía, con competencias sobre materia estricta-
mente de análisis y estudio económico y sobre planificación y coordinación de las inver-
siones públicas. Hay que recordar que durante mucho tiempo esta competencia perteneció 
a la Presidencia y no a Hacienda. Al fusionarse con este ministerio, las inversiones públi-
cas caen bajo el control de la Secretaría de Estado de Economía y Planificación, a través 
del Comité de Inversiones Públicas, mientras que la presupuestación depende de la Secre-
taría de Estado de Hacienda, mediante la Dirección general de Presupuestos. Esto plan-
tearía durante algún tiempo problemas de coordinación en cuanto a las inversiones públi-
cas, que serían resueltos al final eliminando todas las competencias sobre las inversiones 
de Economía, integrando presupuestación y planificación en una misma unidad orgánica, 
con las consecuencias que se apuntan en el apartado dedicado a la organización económi-
ca del presupuesto.  
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3 Órganos superiores de Economía 
Comisaria del Plan de Desarrollo (1965/73) 
Ministerio de Planificación del Desarrollo (1973/75) 
Ministerio de Economía (1977/82) 
Secretaría de Estado de Coordinación y Programación Económica (1977/79) 
Subsecretaría de Economía (1979/82) 
Secretaría de Estado de Economía y Planificación (1983/87) 
Secretaría de Estado de Economía (1987/92) 
d) La división interna en cada uno de los departamentos
No se desecha el estudio pormenorizado de cada uno de los demás ministerios 
porque se considere que el comportamiento interno de cada uno de ellos es más o menos 
parecido al del resto. Más bien sugerimos lo contrario, pudiéndose hallar grandes diferen-
cias entre ministerios inversores y prestadores de servicios, entre ministerios con gran 
volumen de gasto y ministerios de reducido gasto público, entre ministerios tradicionales 
y modernos, entre ministerios de alto contenido político y de menor importancia. Lo que 
ocurre es que tales diferencias y su análisis exceden con mucho el propósito y las posibi-
lidades de este trabajo, que debe ser constantemente redelimitado. 
Dado que es imposible acometer un estudio detenido de cada uno de los ministe-
rios en el aspecto presupuestario, habremos de limitarnos a una mención apresurada de 
las unidades clave de relevancia para explicar la actuación presupuestaria de la Adminis-
tración del Estado español. Quedan por ver en esta introducción las unidades relevantes 
dentro de cada uno de los ministerios. Estas son, muy someramente, las subsecretarías, las 
comisiones presupuestarias y las oficinas presupuestarias. 
Las funciones de cada uno de estos órganos son de coordinación en el aspecto de 
presupuestación dentro de cada uno de los ministerios, con objeto de presentar una postu-
ra unitaria y ser un único interlocutor frente a la Dirección general de Presupuestos, mo-
delo único elegido en 1979 y teóricamente vigente en la actualidad.  
Además de estas unidades existen direcciones generales con importantes funcio-
nes en el aspecto presupuestario, pero sus competencias y su misma existencia dependen 
de la casuística de cada ministerio. Así, dependiendo de cada ministerio puede existir 
además un comité de dirección o consejo de dirección que actúe en lugar de la comisión 
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presupuestaria, puede existir una dirección general interpuesta entre el subsecretario y la 
oficina presupuestaria o pueden existir direcciones u organismos que, por su importancia 
real o supuesta, tiendan a relacionarse directamente con el Ministerio de Economía y Ha-
cienda, sin la intermediación de los órganos de coordinación interna a los que hemos he-
cho referencia. 
 
b. Relaciones entre unidades (autoridad y dependencia) 
  
 Las primeras relaciones a considerar son las que se dan entre el Ministerio de 
Economía y Hacienda y la jefatura del Gobierno y su entorno. Aunque nominalmente la 
competencia sobre el presupuesto ha correspondido siempre al Ministro de Hacienda, 
también ha existido siempre sobre éste un órgano con superior competencia que teórica-
mente coordinaba a éste con los demás ministros. Tal órgano, anteriormente el jefe del 
Estado y modernamente el presidente del Gobierno, de superioridad fuera de discusión 
formal (quizás con la excepción del período de transición política 1977-1982 con la 
UCD), se apoyaba en una serie de órganos tales como el Ministerio de la Presidencia o las 
vicepresidencias. 
 Pero la cuestión primordial para nosotros no es la de la competencia formal de 
unos órganos sobre otros, sino de qué modo unos u otros lideran el proceso presupuesta-
rio en sus diversas fases. Este liderazgo depende no tanto de la competencia formalmente 
atribuida, cuanto de los medios de todo tipo que apoyan este liderazgo. Entre ellos está el 
diseño orgánico y el diseño particular de puestos, lo que depende en gran medida de los 
propósitos buscados en el presupuesto y de las personas que ocupan las posiciones clave 
en este proceso, que es fundamentalmente una mezcla de imposición y negociación. 
 Pues bien, en estas relaciones es básico, previo a considerar las relaciones en cues-
tión, el valorar cada una de las unidades y sus posibilidades reales tanto de liderar el pro-
ceso como de ejercer autoridad o de crear dependencia en otras unidades. Una cuestión es 
la posibilidad de apelar a una vicepresidencia o a la jefatura del Gobierno para la resolu-
ción de los conflictos, y cuestión bien diferente la de contrarrestar la competencia técnica 
del órgano presupuestario coordinador. 
 La posibilidad de apelar a la Presidencia, como mecanismo de resolución de los 
conflictos, parece mayor cuando la Presidencia cuenta con unidades y canales de infor-
mación propios que cuando la información y los órganos técnicos se acumulan en el Mi-
nisterio de Economía y Hacienda, convertido así en una vicepresidencia de facto. Por otra 
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parte, dado que el poder se manifiesta como tal aun cuando carezca de autoridad y de 
competencia técnica, el producto final del proceso presupuestario será radicalmente dis-
tinto según cuales sean las premisas que orientan las decisiones adoptadas y según la co-
rrección de tales premisas utilizadas. Éstas serán muy diferentes cuando se utilizan premi-
sas de carácter político general y cuando se tiene una orientación dirigida a los ciudada-
nos o al cuerpo electoral en general, distintas de las que manejan quienes son responsa-
bles únicamente de la marcha de la economía o de las finanzas públicas, aspecto este de 
importancia pero no el único en la política presupuestaria.  
 Además debe considerarse la diferencia de comportamiento cuando existe una 
gran simplicidad, con cierta concentración de competencias en un sólo órgano, situación 
que sólo se da en un determinado momento fuera y anterior a nuestro período central de 
estudio, y cuando la organización es altamente compleja, a partir de 1977. 
 En el primer caso las relaciones a tratar son únicamente entre ministerios, mientras 
que en el segundo, en el que nos encontramos actualmente, habrán de tenerse en cuenta 
los problemas de coordinación internos al ministerio presupuestario por excelencia. Ade-
más en este caso los ministerios horizontales, o sus centros gestores, deberán tratar a la 
vez con órganos superiores (ministerio, secretarías de Estado o secretarías generales) y 
con cada uno de los órganos de inferior rango que se ocupan de aspectos presupuestarios. 
De este modo las relaciones posibles se multiplican, planteándose la posibilidad de que 
esto redunde en beneficio negociador para el Ministerio de Economía y Hacienda o para 
sus oponentes en la negociación. 
 Además de cuestionar que esta situación compleja beneficie la racionalidad global 
del sistema de presupuestación, aquí nos inclinamos a sostener que la posición negociado-
ra del Ministerio de Economía y Hacienda resulta reforzada cuando diversifica de esta 
manera su propia organización, manteniendo sus poderes formales e incrementando los 
informales, y obliga a cada uno de los ministerios a mantener múltiples negociaciones 
bilaterales con cada uno de los órganos correspondientes del área de gasto público y a 
adoptar un tipo de organización que no es necesariamente el que mejor se adapta a sus 
cometidos principales. 
 También deben considerarse las relaciones que se dan en cada uno de los ministe-
rios. La reforma del presupuesto emprendida en los años 70 pretendía incrementar la 
coordinación dentro de cada uno de los ministerios, a través de un gran protagonismo de 
la subsecretaría respectiva y de la existencia de un único interlocutor técnico por parte de 
cada ministerio, o mejor del complejo servicios-organismos de cada sección presupuesta-
La organización de la Administración presupuestaria central en España. Análisis del impacto 
370 
 
ria. El esquema normativo y teórico permanece hasta la actualidad, no habiéndose modi-
ficado el papel general de los órganos de elaboración presupuestaria ministeriales
337
. Sin 
embargo, el papel real ha sido gravemente modificado por dos factores muy distintos. Por 
un lado por el creciente grado de relación directa entre cada uno de los centros gestores y 
organismos y el Ministerio de Economía y Hacienda. En segundo lugar, pero de gran im-
portancia, por la creación de nuevas figuras jurídico-públicas que tiene un comportamien-
to presupuestario autónomo, no centralizado por los ministerios de adscripción. 
 Mientras que el primer aspecto que modifica las relaciones entre las oficinas pre-
supuestarias y el Ministerio de Economía y Hacienda se verá en el apartado dedicado a 
éstas, hemos visto antes en su contexto cronológico y veremos aquí la incidencia de las 
leyes de presupuestos sobre la organización de la Administración central y, sobre todo, la 
institucional. 
 La disciplina presupuestaria o, más exactamente, el control, opera de distinta ma-
nera según el tipo de órganos u organismos  de que se trate: servicios centrales o periféri-
cos de los departamentos, que tienen el grado más acentuado de control; organismos au-
tónomos de carácter administrativo, con un control menor pero similar al de los centros 
gestores; organismos autónomos de carácter comercial, industrial financiero o análogo, 
que escapan al tradicional presupuesto administrativo y suelen contar con ingresos de 
cierta o gran importancia; sociedades estatales o entes de derecho público, con la evolu-
ción centrífuga que tales entes han tenido en la legislación presupuestaria y empresas no 
sometidas al control presupuestario, con quiebra del principio de universalidad. 
 También hay que considerar cómo en la elaboración de los presupuestos no es 
igual el criterio que se sigue para unos y otros tipos de entes, y la incidencia que el cre-
ciente fenómeno de la desconcentración (entendida como falsa descentralización) en per-
sonas distintas es una fuerza en contra de la modernización presupuestaria, por cuanto la 
no consecución de una presupuestación integral por programas impide la consideración 
conjunta de personas jurídicas distintas y sometidas a criterios de gestión y presupuesta-
rios diferentes. 
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Si bien las noticias de importantes cambios normativos parecen ir en otra dirección que incide 
sobre el particularismo y la disgregación ministerial, llegando a la práctica desaparición de órga-
nos presupuestarios ministeriales de carácter general. 
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Por un lado, durante el período democrático se tiende a suprimir organismos autó-
nomos o a refundirlos, bien porque sus fines se considera que han desaparecido, bien por-
que están afectados por el fenómeno de la creación de comunidades autónomas, cum-
pliéndose así una previsión que en cierto modo los expertos habían previsto: que la des-
centralización en la Administración institucional era un fenómeno motivado por la gran 
centralización en el aspecto territorial y que terminada ésta lógicamente se produciría un 
freno y aún una fuerza contraria a la descentralización en organismos autónomos. 
Por otro existen otras causas que siempre han llevado a la creación de personas 
estatales distintas del propio Estado. 
Por un lado, la tendencia a escapar del control de los presupuestos administrativos 
en nombre de la eficacia y de la modernización. En segundo lugar una tendencia, tanto de 
los gestores elegidos y no funcionarios como de grupos particulares de éstos, a la auto-
nomía organizativa general, lo cual incide siempre en las leyes de presupuestos, por ha-
berse lanzado éstas a regular cuestiones tales como la gestión del personal, la contratación 
o la gestión del patrimonio mezclándolas con la configuración de los organismos desde el
punto de vista presupuestario. Estas causas siguen operando en la actualidad y producen 
el fenómeno de la creación de nuevas organizaciones o personas públicas distintas pero 
dependientes del Estado. 
La insuficiencia de las figuras existentes previstas en la ley de Entidades Estatales 
Autónomas se manifiesta en las primeras innovaciones con la Ley General Presupuestaria 
de 1.977 y en la ampliación de la tipología en leyes posteriores hasta el Texto Refundido 
de la Ley General Presupuestaria de 1.988 (aunque no se puede decir que se trate de un 
proceso acabado). Sobre todo se manifiesta en las medidas adoptadas por las leyes de 
presupuestos durante los años que siguen a la reforma política y hasta la actualidad. 
Normalmente todas las Leyes de Presupuestos han contenido, en el período central 
considerado, normas genéricas de autorización al Gobierno para suprimir y refundir orga-
nismos (así la Leyes para los años 1.981, 1.982, ...), pero es la Ley de Presupuestos para 
1.983, la primera del Gobierno socialista, la que del modo más imperativo, aunque tam-
bién genérico, obliga al Gobierno a remitir en el plazo de un año “a las Cortes un Proyec-
to de Ley sobre supresión y refundición de los Organismos Autónomos, en los casos en 
que así lo aconsejen los resultados de las previsiones y evaluaciones que se efectúen”. Tal 
previsión no se cumplió, y durante el período que va del 14 de julio de 1.983 a la promul-
gación de la Ley de Presupuestos para 1.985 no se remitió el Proyecto de Ley correspon-
diente.  
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Pero a esta tendencia reductora suceden dos tendencias que son igualmente contra-
rias al sometimiento a la normativa presupuestaria general: la adopción de una nueva 
forma organizativa (de organismo autónomo administrativo a comercial o a otra de las 
figuras posibles) y la creación de nuevos entes desgajados del Estado, los entes públicos y 
en los de pequeña dimensión las fundaciones, cada uno de los cuales se somete a alguna 
de las normativas generales (sea al régimen de los organismos autónomos administrativos 
o al de los comerciales) o a su propia normativa específica.
B. Recursos humanos 
En este apartado debemos referirnos fundamentalmente a quienes desempeñan las 
tareas directivas y técnicas, personal perteneciente casi siempre a los cuerpos superiores 
de la Administración del Estado. En la organización presupuestaria, que no es una organi-
zación concebida para la prestación de servicios al ciudadano y que cuenta con una cre-
ciente tecnificación material, el papel y la cuantificación del personal administrativo y 
auxiliar son aspectos muy secundarios, que apenas inciden sobre la calidad de las deci-
siones adoptadas y sobre su ejecución. 
Podemos caracterizar diversos grupos humanos relativamente homogéneos rele-
vantes, cuya importancia viene dada por el propio concepto antropológico de organiza-
ción, que quizás pudiera aplicarse directamente a cada uno de estos grupos, en un sentido 
diferente al utilizado comúnmente por nosotros, que incluiría tanto aspectos psicosociales 
como técnicos y normativos
338
.
Por un lado, dada la gran importancia que concedemos al aspecto contable dentro 
de la elaboración de presupuestos, el cuerpo de Intervención y Contabilidad de la Admi-
nistración Civil del Estado
339
, que reuniría plenamente las características de organización
338
Bronislaw MALINOWSKI describe la institución social como “un grupo de gente unida en una 
labor o labores comunes, ligados a determinada porción de cuanto les rodea, manejando juntos 
algún aparato técnico y obedeciendo a un cuerpo de reglas”, prólogo a la obra de H. Ian Hegbin, 
Law and order in Polynesia, New York, Harcourt, Brace and Co., 1934, p. xxxiii, cit. por Bernardo 
Kliksberg, op.cit. p.24.   
339
Este cuerpo no se caracteriza tanto por un background formativo y de perspectivas común, 
cuanto por el ejercicio conjunto de un determinado tipo de funciones. Lo componen personas de 
procedencia muy diversa, que no ejercen una profesión en el sentido habitual del término, que 
habitualmente han ejercido un grupo extremadamente homogéneo de funciones.  
Escenario de los actores y modelos a considerar 
373 
 
en el sentido arriba mencionado y las que se atribuyen a los cuerpos de funcionarios por 
la doctrina española. 
 Por otra parte, y unidos más por la formación y el tipo de orientación al considerar 
los asuntos presupuestarios que por la pertenencia a un cuerpo concreto de funcionarios, 
el de los economistas, pertenezcan o no al anterior Cuerpo de Economistas del Estado 
creado en la Presidencia del Gobierno. Lo más característico de este colectivo no es tanto 
un comportamiento concertado o el servicio a unos intereses relativamente homogéneos, 




 Ambos conviven durante todo el período considerado, pero su contribución al 
proceso presupuestario es diferente, siendo mayor la de los últimos en la etapa más re-
ciente de visión económica del presupuesto, y siendo más importante desde el punto de 
vista organizativo la contribución al proceso global de los primeros, cuya presencia en la 
elaboración de presupuestos además de en su ejecución se extiende desde hace aproxima-
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Hace algún tiempo, el entonces Ministro de Economía, Carlos Solchaga Catalán, en su calidad 
de economista ejerciente, se refería de manera muy precisa a esta idea ante un auditorio com-
puesto precisamente por economistas: 
 “...Pero cualesquiera que sean nuestras diferencias, lo cierto es que hoy, cada vez más, 
el debate económico se centra sobre hechos y sobre valoraciones de hechos. Quiero significar 
que, cada vez más, también tenemos no solamente un lenguaje en común, sino una forma de 
enfocar los acontecimientos común que nos permite contribuir al debate social, al debate nacio-
nal con lo poco que, con toda honestidad, sabemos sobre estas cosas de la economía que, sin 
embargo, tienen tanta trascendencia para la vida de cualquier país moderno y desde luego para 
la vida del nuestro. Somos nosotros una tribu... ... somos una tribu en el sentido antropológico, la 
de los economistas que al final ciertamente utilizamos las mismas frases, el mismo lenguaje, 
tenemos una misma manera de enfocar los acontecimientos y de ver desde qué punto de vista 
son relevantes, y cada vez somos más importantes, quizás a pesar de nosotros mismos, en la 
configuración de la opinión pública de una sociedad moderna.” 
 Revista Economistas, número 53 (julio 1992) Revista del Colegio de Economistas de 
Madrid, p.137  




C. Funciones atribuidas legalmente y tareas realmente desempeñadas 
 
 Ya se ha manifestado suficientemente la disparidad y los problemas de interpreta-
ción entre la situación que proyectan y reflejan las normas y la situación real del presu-
puesto. En cuanto a la organización, el contraste se produce entre lo que dicen las normas 
que se hace o que se debe hacer y las tareas que efectivamente se ejecutan. 
 Si atendemos a lo que dicen las normas, el presupuesto es (aunque no siempre) 
fruto de un meditado proceso analítico en el que la información de calidad fluye y sirve 
de soporte a la decisión. La situación no puede ser más distinta, a pesar de la creciente 
asignación de medios a la Administración presupuestaria. No todas las funciones o las 
tareas enunciadas en las normas han sido efectivamente ejercidas, algunas probablemente 
nunca han existido en la práctica administrativa. Por otra parte ciertas actuaciones no tie-
nen acogida en el ordenamiento jurídico, y de haber sido recogidas en él habrían dado 
lugar a cierto sonrojo por parte de los directivos del sector público. 
 Hay que decir, que esto se refiere fundamentalmente al período directa (desde 
1984) o indirectamente (desde 1977) conocido a través de sus protagonistas. Ello no quie-
re decir que se tenga una opinión más favorable respecto a los modos de proceder y suce-
sos anteriores a la reforma política, o que se crea observar, en esta cuestión concreta, un 
deterioro respecto a la situación anterior, conocida a través de normas y artículos en revis-
tas oficiales, con el filtro que es preciso aplicar a tales fuentes. Más bien se tiende a pre-
sumir lo contrario, si bien los indicios no son suficientes para mantener una posición fir-
me al respecto. 
 
D. Los límites de la organización 
 
 Nos gustaría poder establecer los límites de la organización presupuestaria, situar 
su centro y sus contornos, de modo que tuviéramos una imagen bastante gráfica y defini-
da de nuestro objeto y de su situación en el complejo político-administrativo. Sin embar-
go ello no resulta fácil a pesar de lo atractivo del empeño a efectos de claridad del discur-
so y de apariencia de coherencia. Y no sólo creemos que no resulta fácil, sino que el seña-
lar con precisión los límites puede ir en contra de la voluntad descriptiva de este trabajo. 
Parece preferible describir con cierta libertad lo que acontece o cómo es la realidad (¿den-
tro o fuera?) de la organización y dejar para los posibles modelos el trazar los hipotéticos 
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límites. A partir de ahí se juzgará si ciertos aspectos pertenecen realmente a la organiza-
ción presupuestaria o son más bien propios de otras áreas como la de diseño orgánico o la 
de los recursos en general. 
En congruencia con la idea anterior, resulta difícil situar a la organización presu-
puestaria en el conjunto de la organización político-administrativa o de la misma Admi-
nistración pública. ¿Cerca de la cúpula organizacional o en relación casi directa con las 
unidades operativas? ¿En el staff de apoyo o en la tecnoestructura? ¿Adoptando decisio-
nes conformadoras o colaborando a su implementación? ¿Decisiones a largo plazo o deci-
siones para el año presupuestario? 
La cuestión de los límites planteada como primera cuestión quiere recoger la idea 
de que si se contempla el presupuesto y su organización como algo que atañe exclusiva-
mente al Ministerio de Hacienda, la idea de cliente queda absolutamente abandonada. Es 
necesario ver que la Administración es más amplia que un centro directivo y que un mi-
nisterio y que lo que se hace, en este caso el presupuesto, existe para que otros puedan 
hacer otras cosas, cuyo interés a veces se aleja del de la propia organización presupuesta-
ria. Con esta visión más amplia cobra sentido la idea de cliente, a la vez que nos vemos 
obligados a considerar de otro modo los límites de la organización presupuestaria. 
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 Resumen 
La delimitación más o menos precisa de los límites va ligada a los fines que en 
cada momento se asignen a la presupuestación, a lo que se espera de ella. Tenemos así 
dos visiones que coinciden en referirse al ámbito interno del Ministerio de Economía y 
Hacienda, y una tercera que incorpora al cliente interno/externo de la presupuestación: los 
órganos gestores del gasto. Aunque exponemos tres situaciones que se originan en diver-
sos momentos históricos cada vez más cercanos a nosotros, no se trata de una evolución 
histórica en la que estos modelos se suceden, sino de modelos coexistentes en nuestro 
período central de estudio que comienza en 1977 y de realidades actuales en los tres ca-
sos.  
El primer modelo es el de una organización para un presupuesto administrativo no 
sólo en el concepto tradicional de presupuesto de medios, sino en el sentido de ser un 
esquema en el que las tensiones se dan fundamentalmente en su nivel inferior, sin una 
gran posibilidad de que las ideas políticas generales intervengan eficazmente. La visión 
técnica habitual del Ministerio de Hacienda parte de la tradicional coexistencia de la ges-
tión de los ingresos y del control del gasto, con clara preponderancia de la primera, y ma-
yor importancia, relevancia social y retribución de quienes se dedican a participar en el 
proceso de ingresos. Quienes se implican profesionalmente en la contabilización y control 
de los gastos tienen como una tarea secundaria adscrita a ellos la presupuestación. En esa 
triple faceta de sus tareas tienen un control absoluto derivado de su alta especialización y 
de una gran estabilidad en el área, que cabría oponer a una menor estabilidad de los pues-
tos políticos y de los puestos de gestión. Esa estabilidad y cuestiones demográficas del 
propio cuerpo sirven de base a su extensión al área presupuestaria. La propia manera de 
organizar el trabajo en el área presupuestaria (los procedimientos y métodos) fomentan la 
creación de un círculo cerrado en el que no pueden entrar cuestiones ajenas al presupues-
to como la información económica y la gestión y sus resultados. Finalmente, los medios 
informáticos introducidos a partir de los años 70, aunque modifican la organización y la 
extienden (rompiendo aparentemente el círculo al incorporar tanto información prove-
niente de la gestión como, con matizaciones importantes, información económica), permi-
ten en realidad la pervivencia del statu quo ante, esto es, el viejo lugar central de la Inter-
vención en el presupuesto. 
   En la segunda visión, la dimensión administrativa es menos importante y mayor 
la posibilidad de que el presupuesto sea un instrumento de la alta política, que trata de 




servirse del presupuesto tanto para tenerlo como instrumento de la política general, de la 
conducción de la sociedad, para poder manejar la política económica del país, dada la 
importancia del sector público en la economía, y finalmente como instrumento que es 
para obtener y conservar el poder. 
 Las nuevas ideas (caer en la cuenta de que el presupuesto sirve para la toma de 
decisiones generales y económicas por la dirección) traducidas en cambios políticos al 
máximo nivel, llevan a pensar en introducir cambios en la misma organización presupues-
taria, poniendo en cuestión la organización tradicional. Surgen así nuevos sujetos de las 
decisiones políticas en materia presupuestaria, que alcanzan a la Presidencia del Gobierno 
y sus órganos superiores anejos, al Ministerio de Economía y, finalmente, a hacer depen-
der el presupuesto de su variable económica, convertida en la central, si no única, visión 
del presupuesto. 
 El presupuesto rompe totalmente sus límites orgánicos e ideológicos al considerar 
que afecta sobre todo a los programas de actuación que son financiados con fondos públi-
cos. Entra ahí la figura de los clientes de la organización presupuestaria, los departamen-
tos ministeriales y sus organismos autónomos, que negocian con Hacienda tanto la dota-
ción de fondos como su distribución interna y el margen de maniobra para su empleo. 
Todo ello implica no sólo la creación de unidades de presupuestación en estos órganos de 
fuera de Hacienda, sino que en este ministerio se altere también la organización, bien en 
el seno de la propia DGP y de la Intervención, bien con la creación de órganos colegiados 
en los que tengan entrada los ministerios sectoriales junto al Ministerio de Hacienda. Y lo 
más importante, implica una manera de trabajar diferente, en la que el centro de la discu-
sión no sean las cifras económicas y los modos de relacionarse no impliquen mantener la 
superioridad indiscutida de Hacienda. 
GENERALIDADES 
 
 Hemos visto que sea cual sea la función que se atribuya en los distintos lugares de 
la organización a la presupuestación, una cuestión importante a destacar es la de los lími-
tes de este sector administrativo. Según se tracen estos límites en lo que stricto sensu se 
considere que es la organización presupuestaria (DGP o MH) o en el conjunto de la Ad-
ministración del Estado, así se tenderá a ver como fin primordial de una supuesta política 
presupuestaria, en el primer caso, al objetivo de control del gasto, a la política de ingresos 
y gastos, en el contexto de la política económica global o no (suficiencia de los ingresos o 
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contención del déficit público, según los momentos) o, finalmente, en el segundo caso, 
como un mecanismo de enlace, de planificación y control, al servicio de los fines más 
generales de la organización estatal globalmente considerada. 
 La primera delimitación carece prácticamente de la visión de cliente, al ser una 
actividad autocontenida, en la que los flujos de trabajo que entran y salen de la organiza-
ción son independientes de los requerimientos de quienes los envían y los reciben (los 
ministerios). En esta visión se produce una gran independencia de este pequeño sector de 
la administración, produciendo sus propios modos de actuar sin consideración de los de-
más actores. 
 Organizativamente esto se traduce en que las normas que se dictan afectan única-
mente a la propia organización presupuestaria en sentido muy restringido, no existiendo 
fuera de ella otros órganos específicamente dedicados a esta función o no contando con 
medios para ejercerla. Esto se produce  especialmente en el primer apartado de este capí-
tulo, ayudado por la estrecha relación entre presupuestación, contabilidad y control. Esta 
visión particular de la organización presupuestaria, apoyada en la omnipresencia de la 
intervención en todas las decisiones de gasto y en el sistema de información en que se 
apoya continúa existiendo cuando parecen imponerse las otras dos. Así ocurre cuando se 
comparte la totalidad del poder presupuestario con la Presidencia del Gobierno, fenómeno 
que coincide con el desarrollismo. También mantiene una gran importancia, aunque algo 
disminuida, cuando el presupuesto gira sobre todo en torno a su dimensión económica. 
Sólo que en este último caso, el universo ya no gira en torno a la Intervención, sino a los 
órganos con competencia económica del Ministerio de Economía y Hacienda. 
 En la segunda visión, también vertical, de la función presupuestaria se amplía el 
referente final del presupuesto a su papel en el sistema económico global. La presupues-
tación se ve como parte de la administración financiera de ingresos y gastos y de la admi-
nistración de la política económica. El presupuesto como instrumento de equilibrio finan-
ciero y de política económica corresponde a esta visión. Justifica por ejemplo el interés 
que por el déficit público tienen en cierto momento los altos funcionarios del presupuesto 
y la inclusión académica de la disciplina presupuestaria en el área de la economía aplica-
da. Y produce en España el contrasentido de que la teórica implantación socialista del 
presupuesto por programas, entre 1983 y 1987, coincida con el mayor uso de la política 
presupuestaria como instrumento no sólo de política económica sino, más concretamente, 
de política monetaria. En los años siguientes, el presupuesto se considera un mero instru-
mento subordinado incluso en lo organizativo a lo económico, convirtiéndose el presu-
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puesto en un subproducto de unas extrapolaciones hacia el futuro de meras estimaciones 
económicas sin base en el cumplimiento de los presupuestos en curso. Al decir en el ante-
rior párrafo que el presupuesto de la contabilidad y el control coexiste con esta otra vi-
sión, queremos manifestar que ante las claras divergencias entre lo planeado o deseado 
por los gobiernos y la realidad de la ejecución presupuestaria, la contabilidad es un ins-
trumento eficacísimo para hacer parecer lo negro blanco o, cuando menos, gris, en lugar 
de ser un fiel reflejo de la realidad del ingreso y del gasto públicos. 
La tercera visión amplía claramente el concepto de organización presupuestaria al 
cliente de la presupuestación: los órganos gestores del gasto. Cuando éstos son considera-
dos y tienen un papel relevante en la decisión presupuestaria, el presupuesto se debe colo-
car al servicio de la mejor gestión y de la asignación satisfactoria de los recursos, y con-
trol y aspecto económico del presupuesto no son ya los protagonistas del presupuesto. 
Probablemente por ello, los departamentos y organismos de gastos aparecen con menor 
fuerza en todo el período considerado, y cuando lo hacen su papel continúa siendo secun-
dario. Dentro del Ministerio de Hacienda esto se traduce en unos modos de trabajar en los 
que el servicio a los fines mencionados es escaso, sin por ello dejar de producirse un de-
trimento de los fines de control y de dirección de la política económica. Se traduce tam-
bién en una menor porosidad respecto al resto de la Administración de lo que sería desea-
ble, en los aspectos de personal y de compartir los medios, especialmente la información. 
Y sobre todo se traduce en que no pase de la teoría y de los preámbulos de las normas a la 
práctica cotidiana de funcionamiento de la propia DGP, el servicio a un presupuesto que 
facilite la gestión y la planeación por parte de los encargados de gestionar el presupuesto. 
Finalmente, desde el punto de vista metodológico esta visión horizontal y global del pre-
supuesto nos lleva al punto de considerar con cierto detalle la organización presupuestaria 
fuera del propio Ministerio de Hacienda. 
1. LA VISIÓN TÉCNICA HABITUAL DEL MINISTERIO DE HACIENDA.
EL EQUILIBRIO ENTRE LA FUNCIÓN FINANCIERA Y LA CONTABI-
LIDAD Y EL CONTROL 
A. Las ideas dominantes: coexistencia de gestión de los ingresos y de con-
trol del gasto 
A pesar de que hoy día se suele resaltar la relevancia de la planificación (en el 
sentido de plurianualidad únicamente) y la dirección de la política económica como fun-
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ciones centrales y primordiales del Ministerio de Economía y Hacienda, ni la situación ha 
sido siempre ésa ni se puede mantener que sea sin más la realidad actual. 
Al menos como interrogante debe plantearse la siguiente disyuntiva: Administra-
ción fiscal versus Administración general y de planificación económica, ya que ambas 
son, a partir de cierto momento, opciones competitivas al plantearse en el seno del mismo 
complejo orgánico, con más agudeza si, como es el caso español, va acompañada de una 
centralización de funciones y preponderancia del Ministerio de Economía y Hacienda 
frente a los demás. 
Otro tanto podemos hacer respecto a las dos vertientes de la Hacienda (ingresos y 
gastos). Dentro de la realidad primera de Administración fiscal, la idea de unidad de la 
Hacienda pública nos plantea la natural coexistencia de la gestión de los ingresos y de 
control de los gastos, coexistencia que sigue siendo polémica aun recurriendo a la crea-
ción de una persona jurídica más ficticia de lo habitual llamada Agencia Tributaria. Más 
polémica resulta la articulación de la idea de Hacienda con la idea de Administración, 
pues mientras la primera se refiere en su práctica totalidad al propio Ministerio de Ha-
cienda ocupado de los ingresos, formando un compartimento prácticamente estanco, la 
idea de Administración va unida a la de gastos, y éstos se producen en su mayor parte 
fuera de Hacienda, aunque sean controlados por ella. 
Mientras que los ingresos fiscales son propios e indiscutidos de Hacienda, el cam-
po de los gastos puede estar permanentemente en discusión con los restantes departamen-
tos y, en particular, con la Presidencia del Gobierno, responsable último no sólo de la 
política económica sino del conjunto de políticas sectoriales. Igualmente, la crisis de la 
Hacienda se ha visto tradicionalmente más por el lado de los ingresos que por el de los 
gastos, y de ahí que se diese más importancia a aquéllos y a los órganos y funcionarios 
encargados de su materialización. 
De ahí la situación de inferioridad dentro del propio Ministerio de Hacienda de 
quienes se han encargado de las cuestiones menores del control del gasto (qué decir por 
tanto de quiénes se dedican no a su control y presupuestación, sino a su administración). 
La cuestión que aquí planteamos no es la de la diversidad de áreas que hoy día están cu-
biertas por el Ministerio de Economía y Hacienda, sino que queremos llamar la atención 
sobre el hecho de que tal situación debe plantearse de manera conflictiva y que tal con-
flicto no es independiente de la estructuración en cuerpos de la Administración pública 
española. Así lo hace por ejemplo el primer Director general de Presupuestos del Go-




bierno socialista, al enjuiciar en 1978 (cuando no ostentaba todavía esa responsabilidad) 
el  
 “triste pasado del gasto, caracterizado por su casi total marginación”.  
 
 La argumentación es expuesta con suficiente brillantez y sentimiento de parte para 
la que transcribamos íntegramente, no tanto porque estemos de acuerdo con la totalidad 
de sus afirmaciones, sino porque es manifestación del sentimiento de discriminación de 
los encargados, dentro del Ministerio de Hacienda, de los gastos públicos: 
 
“Tradicionalmente, las preocupaciones en nuestro país respecto de la actividad fi-
nanciera pública se han reservado para una sola de sus facetas, la de los ingresos. 
Las deficiencias del sistema impositivo, cuya más visible manifestación era -y sigue 
siendo- la insuficiencia recaudatoria, acapara todos los esfuerzos y desvelos de 
nuestros hacendistas, que se baten, expresa o silenciosamente, contra las imperfec-
ciones del sistema, con escasos resultados positivos, dicho sea de paso. Surge así 
un fenómeno que yo voy a permitirme denominar “tributarismo” y que desde el án-
gulo del gasto público no puede por menos que ser calificado como nefasto, por 
una serie de razones de entre las cuales paso a examinar algunas. 
 A nivel de la Administración, siendo el mismo Departamento el responsable de 
ingresos y gastos, los medios se vuelcan abrumadoramente hacia la gestión de los 
primeros lo cual no significa que aquellos sean suficientes. Las actividades rela-
cionadas con la formación del Presupuesto, la contabilidad pública y el control 
interno, todas ellas asumidas por el Ministerio de Hacienda, se consideran como 
residuales. En consecuencia, el soporte material y personal que su desempeño re-
quiere, jamás llega a alcanzar el mínimo indispensable, con su reflejo negativo en 
el conjunto de la Administración, pues el proceso del gasto no se agota ni remota-
mente en el seno de un Departamento ministerial, como parecen pensar los tributa-
ristas. 
 Cuando se consigue algún cambio de relieve que afecte al gasto, ello es debido al 
esfuerzo aislado de algunos notables especialistas, que lucharon solos y contra casi 
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todos, frente a la actitud no ya indiferente, sino hasta hostil de las más altas instan-
cias ministeriales, inmersas en su culto al rey tributo...”341 
 
 ¡Qué decir a quien esto escribía no ya de los gastos respecto a los ingresos, sino de 
la gestión respecto al control! Evidentemente se tiene una visión del presupuesto ligada 
indisolublemente al área de Hacienda, aunque sea como un dios menor. Al contemplar el 
presupuesto como algo restringido, que sólo compete al Ministerio de Hacienda, la idea 
de presupuesto es muy pobre, apenas un cálculo de los ingresos y un detalle de los gastos 
que se prevé realizar. La política presupuestaria se restringe así a mantener equilibrado el 
presupuesto, gestionando el sistema fiscal y evitando que los gastos excedan de lo previs-
to. Si tenemos en cuenta que el aspecto de los ingresos, con un sistema tributario dado, es 
netamente competencia de la Administración tributaria, esto es del Ministerio de Hacien-
da, cabe dudar de la necesidad de una política presupuestaria del Ministerio de Hacienda 
distinta de la ya reseñada. Pero lo cierto es que existe una cierta línea de comportamiento 
presupuestario al que, en un sentido muy amplio, se puede denominar política, aunque 
reducida a un solo departamento. 
 Durante la mayor parte del tiempo no podemos encontrar referencias de órganos 
presupuestarios sino en el Ministerio de Hacienda. Ni en otras áreas horizontales del Go-
bierno y de la Administración pública ni en los distintos departamentos encontramos tra-
zas de organización presupuestaria. Sólo la Intervención, la Subsecretaría del Tesoro y 
Gastos Públicos, la Dirección general de Presupuestos o, desde 1968
342
, la Dirección ge-
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Ceferino ARGÜELLO REGUERA, Perspectiva actual del proceso presupuestario del gasto 
público, en Hacienda Pública Española nº 51, 1978. 
342
El Decreto de 27 de noviembre de 1967 suprime la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públi-
cos y la Dirección general de Presupuestos, que se integra en la Dirección General del Tesoro y 
Presupuestos  
La Administración presupuestaria central en España 1977-1996 
384 
B. La importancia de la función de contabilidad y control. La organización 
presupuestaria como parte de la de contabilidad y control: por su origen histó-
rico y por los grupos humanos implicados 
Tal como veíamos al comenzar el capítulo VI, tradicionalmente
343
, en la Interven-
ción general de la Administración del Estado, se han reunido tres tipos de funciones que, 
en su grado superior, se asignaban además a un cuerpo especial
344
 dependiente precisa-
mente de tal centro (o el centro dependiente de este colectivo). La Intervención tiene así 
funciones en: 
Presupuestos: 
-Formación del presupuesto general del Estado 
-Tramitación de expedientes de modificación de créditos y reorganización  de ser-
vicios 
Control: 
-Fiscalización de los actos de reconocimiento y liquidación de derechos y obliga-
ciones 
-Intervención de ingresos y pagos 
Contabilidad: 
-Dirección de la contabilidad del Estado 
-Examen, comprobación y ajuste de las cuentas 
-Teneduría general de libros 
-Redacción de las cuentas generales del Estado 
343
Artículo 10 del Real Decreto de 13 de octubre de 1903 de Reglamento Orgánico de la Adminis-
tración Central de la Hacienda Pública (Gaceta del 14): “La intervención general de la Adminis-
tración del Estado tendrá a su cargo la formación del presupuesto general del Estado, la tramita-
ción de expedientes de modificación de créditos y reorganización de servicios, la fiscalización de 
los actos de reconocimiento y liquidación de derechos y obligaciones que lleven a cabo los Agen-
tes de la Administración Pública, la intervención de los ingresos y los pagos que realicen o ejecu-
ten las Cajas del Tesoro, la dirección de la contabilidad del estado, el examen, comprobación y 
ajuste de las cuentas que rinden las dependencias, la Teneduría general de libros y la redacción 
de las cuentas generales del Estado”. Tal situación se mantiene por el artículo 72, apartado 5 de 
la Ley de Administración y Contabilidad de 1 de julio de 1911 
344
La Ley de Presupuestos de 19 de mayo de 1870 dispuso la creación de un Cuerpo Especial de 
Contabilidad y Tesorería civil, que se llevó a efecto por el Reglamento de 12 de agosto del mis-
mo año. El Real Decreto de 28 de marzo de 1893 creó el Cuerpo Pericial de Contabilidad del 
Estado, autorizándose después al Gobierno (por Ley de 5 de agosto) para su constitución defini-
tiva. Por Real Decreto de 6 de diciembre de 1894 se aprobó su nuevo Reglamento Orgánico. 
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
385 
Y al cuerpo Pericial de Contabilidad, cuyo Jefe lo era de la Intervención, se atri-
buyen expresamente tales funciones. Tal organización no es solamente la que se da du-
rante la mayor parte del tiempo (hasta 1959), sino que posteriormente, a pesar de las dis-
tintas estructuras orgánicas que se dan, la contabilidad y el control de la Intervención si-
guen estando presentes por distintos medios en la organización del presupuesto. A la ubi-
cación formal, con explícitas relaciones de dependencia, sigue la vinculación a través del 
elemento personal y de la normalización de procedimientos y habilidades, cuando no a 
través de la dependencia de medios técnicos y de información que comparten ambas or-
ganizaciones. 
Paradójicamente es durante la guerra civil, en pleno período de desorganización 
administrativa en ambos bandos, cuando el general Franco crea el Servicio Nacional de 
Presupuestos como órgano distinto de la Intervención. Pero la anécdota administrativa, 
pues por su duración y sus consecuencias reales no pasa de ahí, nos sirve para destacar 
una situación más reciente y efectiva no tan alejada de lo que hoy ocurre. 
El 30 de enero de 1938 se crea el Servicio de Presupuestos, el 17 de febrero si-
guiente se atribuye la jefatura de este servicio al jefe del Servicio Nacional de Interven-
ción (encargándose desde entonces del estudio y formación del presupuesto general del 
Estado y de la tramitación de los expedientes de modificación de crédito). La unidad a 
través de la jefatura común y de lo corto del experimento es absoluta, suprimiéndose poco 
después la Dirección general de Presupuestos, que se constituye en Sección de Presupues-
tos de la Intervención general
345
.
Desde 1939 hasta 1963 no vuelve a existir intento alguno de separar el presupues-
to de la Intervención a este nivel de Dirección general. Sí se crea en cambio en 1959 un 
órgano superior a ésta (la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos) con competencias 
tanto sobre los presupuestos de todo el sector público como sobre gastos e inversiones, 
facultando al Ministro de Hacienda para modificar la competencia de las direcciones ge-
nerales del departamento. A la vez, como órgano asesor de ese órgano superior se creaba 
la Junta Consultiva del Gasto Público, pero no se hizo uso amplio de la autorización men-
cionada sobre las direcciones generales hasta cuatro años después. 
345
Ley de creación de 30 de enero de 1938, Orden de atribución de la jefatura de 17 de febrero 
siguiente, Decreto de competencias de 2 de marzo siguiente y Ley de supresión de 23 de sep-
tiembre de 1939 




 Con la creación de la Dirección general de Presupuestos, desde 1963 hasta la ac-
tualidad ha existido siempre un órgano distinto de la Intervención que ha elaborado el 
presupuesto. No obstante existen numerosas razones para que en este apartado nos refi-
ramos a la subordinación real que se produce de tales órganos respecto a la Intervención. 
Por el elemento directivo, por la trabazón en el trabajo del complejo Intervención-
Presupuestos y por el control ejercido hasta la actualidad por la Intervención de un ele-
mento técnico fundamental: la información, aspecto que conforme avanzaba la investiga-
ción y la realidad crecía en importancia. 
 Dentro de los diversos grupos humanos implicados en la elaboración presupuesta-
ria, en su ejecución y control hay que destacar dos hechos de primer orden que fomentan 
la centralización extrema a que tiende la organización presupuestaria, y la concentración 
en torno a un colectivo relativamente reducido de funcionarios. 
 En primer lugar la gran importancia de la cualificación técnica de las personas que 
trabajan en el presupuesto, lo que coloca en un plano muy secundario considerar el papel 
desempeñado por las personas con funciones auxiliares o de apoyo, incluso cuando éste 
es prestado por personas con titulación superior. A partir de este hecho vale la pena dete-
nerse en la consideración de la cuestión de quiénes tienen tal cualificación especial o, más 
exactamente, a quiénes el sistema administrativo reconoce tal competencia y permite su 
ejercicio, lo que nos llevará en última instancia al conflicto entre cuerpos de funcionarios 
y entre orientaciones profesionales más o menos académicas. 
 En segundo lugar habrá que conceder gran importancia al elemento directivo pro-
fesional. Si bien la importancia que concedemos a este aspecto es una derivación y un 
camino respecto a lo considerado en el párrafo anterior sobre los técnicos y el sistema de 
cuerpos aplicado al presupuesto, ha de destacarse además la conexión que desde el prin-
cipio establecemos entre el presupuesto y la función de indirizzo político y administrati-
vo. Ello nos lleva a enfatizar el papel de los interventores en el juego presupuestario, pues 
en este colectivo se unen la cualificación técnica reconocida formalmente con la confian-
za política. 
 Por elemento directivo del presupuesto, siendo congruentes con la posición adop-
tada respecto a la importancia del presupuesto, deberíamos considerar tanto a los minis-
tros que conjuntamente aprueban el proyecto de ley de presupuestos, como a quienes más 
directamente dirigen las organizaciones que materialmente elaboran y condicionan la 
marcha del mismo. Considerar a todos los ministros de una época tan amplia, excede con 
mucho de las pretensiones de este apartado. Por otro lado, la importancia de lo que sucede 
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dentro del área estricta de la economía y del gasto público, esto es, de los ministerios de 
Hacienda, de Economía, de Economía y Hacienda y de la Presidencia, según los momen-
tos, es más significativa para el presupuesto que considerar cada uno de los demás minis-
terios. 
 Así pues, procede considerar la figura de los ministros y otros cargos de alto nivel 
responsables en cada momento del gasto público para señalar la diversa duración en los 
cargos de sus titulares, sea por su responsabilidad sobre el presupuesto, sobre la planifica-
ción o sobre aspectos concretos con gran repercusión en el gasto público (inversiones, 
retribuciones de personal y financiación de las haciendas descentralizadas, principalmen-
te). Estamos así considerando el nivel o niveles inmediatamente superiores a los encarga-
dos de la propia organización presupuestaria. 
 Así los sucesivos ministros de Hacienda hasta diciembre de 1982, que en determi-
nados momentos son además vicepresidentes del Gobierno, y los subsecretarios con com-
petencia en materia de gasto público; el Presidente del Gobierno y su entorno dedicados a 
la planificación de la economía (en concreto el Ministro Subsecretario de la Presidencia y 
el Comisario del Plan de Desarrollo); el Ministro de Planificación del Desarrollo y el Mi-
nistro de Economía, en cuanto responsables de aspectos importantes de la economía pú-
blica. Finalmente, desde diciembre de 1982, el Ministro de Economía y Hacienda y las 
secretarías de Estado y secretarías generales dependientes de ese ministerio, y la Presi-
dencia del Gobierno y su entorno. 
 Pero la consideración que hacemos en otro apartado de los órganos referidos, im-
portantes sin duda en la elaboración del presupuesto estatal, no nos acerca del todo a los 
órganos que directamente ostentan las competencias sobre el presupuesto, donde tienen 
mayor importancia los directivos profesionales. 
 Aquí deberemos centrarnos en los interventores generales (a los que tan reciente-
mente como en 1996, con el primer gobierno del Partido Popular, se ha incluido entre los 
órganos superiores al otorgárseles rango de subsecretario) y en aquellos otros altos cargos 
que a la alta posición política unen la dirección efectiva y la competencia técnica sobre 
los diversos aspectos presupuestarios. Conviene plantearse en este epígrafe la relación 
entre profesionalismo presupuestario y el sistema de cuerpos que hasta la actualidad pre-
valece en nuestra Administración pública. Salvo raras excepciones, que por excepcionales 
merecen un cierto detenimiento en ellas, en el pasado y en el presente el presupuesto está 




en manos de directivos que tienen en común su pertenencia al cuerpo que desde 1964
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se denomina de Intervención y Contabilidad de la Administración del Estado. 
 Este cuerpo, desde el punto de vista de la ocupación por sus miembros de puestos 
políticos no estrictamente funcionariales, se caracteriza por su mayor especialización po-
lítica dentro de los cuerpos especiales del Ministerio de Hacienda. Con la expresión “una 
mayor especialización política”, lo que se trata de indicar es que su presencia política no 
está en los sectores políticos generales, tales como las Cortes o el Gobierno, ni tampoco 
en altos puestos de dirección de carácter más o menos general. Decimos esto en el sentido 
de que ni se ha caracterizado por su acceso a puestos parlamentarios en la época de Fran-
co (lo que era la regla dentro del peculiar sistema de representación corporativa del ante-
rior régimen)
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 de Hacienda ni en el anterior ni en el actual régimen político. 
 Como contrapartida, es quizás el único cuerpo que durante mucho tiempo ha teni-
do (y sigue teniendo hoy día) asignada como algo natural la dirección de un órgano, de 
competencia general pero bien delimitada horizontalmente, como es la Intervención gene-
ral de la Administración del Estado (el único de presencia general de Hacienda tras la 
adscripción del cuerpo de Abogados del Estado al Ministerio de Justicia en 1985). Ade-
más se ha caracterizado por la ocupación desde 1971, de forma casi ininterrumpida del 
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El Decreto de 13 de julio de 1964 establece en su artículo 13 que “El Cuerpo Pericial de Con-
tabilidad del Estado pasará a denominarse Cuerpo de Intervención y Contabilidad de la Adminis-
tración Civil del Estado” 
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Así BAÑÓN (Ob.Cit.) evidencia su escasa presencia en las Cortes franquistas, con un número 
real de 2 frente, por ejemplo, a 54 abogados del Estado, 6 ingenieros de minas, 5 técnicos de 
aduanas, 5 inspectores técnicos fiscales, 5 ingenieros de montes y un total de 95 funcionarios 
públicos 
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5 abogados del Estado, 3 inspectores tributarios, 1 economista del Estado, 1 ingeniero de ca-
minos y 1 catedrático de universidad entre 1938 y 1982 fueron ministros de Hacienda 
349
12 abogados del Estado, 7 inspectores tributarios y 1 interventor fueron subsecretarios de 
Hacienda o de Economía y Hacienda entre 1938 y 1992. El único interventor subsecretario lo fue 
entre febrero de 1984 y agosto de 1986, período en el que, como se mostrará más adelante, la 
subsecretaría pierde gran importancia. La Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos, con com-
petencia sobre presupuestos entre octubre de 1959 y diciembre de 1967 nunca fue ocupada por 
interventores. La Subsecretaría de Economía Financiera, con competencias sobre presupuestos 
entre junio de 1973 y julio de 1977 tampoco. Sólo a partir de julio de 1977, con el primer Go-
bierno democrático, y hasta diciembre de 1981 la Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público 
es ocupada sucesivamente por dos interventores  





. Esto es, por una parte los funcionarios del cuerpo de Intervención 
controlan de modo absoluto toda la retroalimentación del sistema presupuestario, a través 
de la Intervención general y de las intervenciones delegadas y territoriales; por otra, tanto 
la dirección del presupuesto, como la organización y dirección de su sistema de informa-
ción son cubiertas por interventores la mayor parte del tiempo. 
 A ello debe añadirse el peso del factor de la estabilidad y la permanencia en los 
puestos, un factor que al igual que expresábamos al referirnos a los ministros, creemos 
que tiende a fortalecer las posiciones de la organización. En 58 años sólo hay 11 interven-
tores generales; 11 son los directores generales del presupuesto para un período de 33 
años, de los cuales los últimos 25 han estado ocupados por interventores casi sin interrup-
ción; los tres únicos directores del área informática del presupuesto en los últimos años 
han sido interventores, coincidiendo los dos primeros con altas responsabilidades en la 
Dirección general de Presupuestos (Director y Subdirector). 
 Este alejamiento del cuerpo de interventores tanto de los puestos legislativos como 
de los puestos de Gobierno y de dirección del Ministerio de Hacienda, que se ha manteni-
do hasta este momento, puede interpretarse como una menor relevancia política del mis-
mo
351
. Pero también su contrapartida, su concentración en los órganos de elaboración, 
contabilización y control presupuestario, tiene un gran significado desde nuestro punto de 
vista. Ha permitido una mayor dedicación a tareas que les son perfecta e indiscutidamente 
conocidas, permitiendo así un cierto monopolio como corporación en la materia que nos 
interesa, con exclusión casi absoluta de funcionarios de otros cuerpos. Por otro lado, su 
no dedicación a altas tareas políticas en el anterior régimen -si se considera que el desem-
peño de los puestos de director y subdirector general o su equivalente no es más que la 
culminación de una carrera profesional, como ideal y descriptivamente se ha reiterado- ha 
podido contribuir a un mejor pasar de un régimen político a otro o de un gobierno a otro, 
manteniendo intacta su, poca o mucha, importancia en el quehacer político-
administrativo. 
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Con las excepciones del período que va de junio a septiembre de 1976 (en que ocupa interi-
namente la Dirección General del Tesoro y Presupuestos un inspector tributario) y de febrero de 
1984 a enero de 1987 (en que otro inspector tributario ocupa la Dirección general de Presupues-
tos) 
351
No obstante, a principios de los años cuarenta, ciertas direcciones generales del Ministerio de 
Hacienda (Usos y Consumos, Propiedades, Timbre) cuentan con funcionarios del Cuerpo Peri-
cial, incluso con nivel de Director General  
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Por otra parte, esta no dedicación a tareas políticas estrictas no significa que se 
sitúen exclusivamente en su área natural de trabajo, los puestos de intervención y contabi-
lización. Incluso en la posguerra, con los problemas de control sobre la Hacienda ya seña-
lados, la distribución de los efectivos humanos de la Intervención es también muestra de 
la debilidad del control en esos primeros años de la posguerra, pero muestra también su 
facilidad para moverse por puestos de dirección en la administración del gasto. 
De los 170 interventores en activo en 1941, gran parte no se dedica a la función 
fiscalizadora y contable, siendo muy débil, en particular, su presencia en los distintos 
organismos y ministerios como tales interventores. Así muchos se dedican a tareas de 
recaudación o están en los ferrocarriles; otros desempeñan funciones varias en el Ministe-
rio de Hacienda o en diversos ministerios y organismos
352
. Como consecuencia son esca-
sos los efectivos humanos en la Intervención propiamente dicha, con excepción de las 
intervenciones provinciales, que sí aparecen plenamente cubiertas. No obstante, los años 
cuarenta y cincuenta experimentan escasas incorporaciones al Cuerpo Pericial de Conta-
bilidad
353
, que hasta 1952 es prácticamente el mismo de la posguerra y al que en el perío-
do 1943-1956 sólo se incorporan 58 funcionarios, no cubriendo las bajas que, de una ma-




Así ocupan destino en Agricultura, el Consejo de Industria, Gobernación, Industria y Comercio 
y la Dirección General de Marruecos y Colonias; en diversos organismos de agricultura, el Banco 
de España y el Patrimonio Nacional; en ocho delegaciones de Hacienda, el TEAC, la Subsecre-
taría, CAMPSA, las direcciones generales del Timbre, de Usos y Consumos, de Propiedades y 
en el Consejo de Minas de Almadén 
353
La Ley de 17 de julio de 1948 fijaba la plantilla del Cuerpo Pericial de Contabilidad en 160 y del 
Cuerpo de Contadores del Estado en 680 para 1949 
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Salvo los años 1940 y 1941, en que se incorporan unos veinticinco funcionarios cada año (qui-
zás como consecuencia del desorden de la inmediata posguerra y de la necesidad de dar entra-
da en el nuevo Estado a personas adictas al nuevo régimen), entre ellos personas que serían 
claves en las posteriores reformas de 1959 a 1976, en los siguientes años, apenas se cubrirían 
las vacantes. Con ello se produciría una auténtica regresión demográfica, tal como señala José 
García López, quien en 1972 preveía un futuro negro para el cuerpo (Cuerpos del Ministerio de 
Hacienda, Un estudio demográfico, en HPE, nº 18, 1972). 




Años Ingresados Años Ingresados 
1893 40 1952 13 
1894 10 1956 5 
1913 52 1962 9 
1917 16 1964 11 
1922 25 1966 10 
1926 25 1968 9 
1927 14 1969 9 
1929 10 1970 7 
1930 8 1971 7 
1932 32 1972 8 
1940 26 1974 13 
1941 14 1975 16 
1943 9 1976 18 
1944 10 1977 19 
1946 7 1978 20 
1947 14 1979 19 
1949 12 1980 18 
 
 
 Agrupándolo por décadas observamos que en los años 20 hay 59 incorporaciones, 
40 en los años 30 a pesar de la guerra, debido al altísimo número de incorporaciones que 
se producen en la II República
355
. En los años 40 hay 92 incorporaciones y sólo 18 en los 
años 50. En la siguiente década hay 48 incorporaciones y en los años 70, 127 funcionarios 
ingresan en el cuerpo. En el período 1943/1951 la media de incorporaciones anuales al 
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Para Augusto GUTIÉRREZ ROBLES, en Historia de la Intervención general de la Administra-
ción del Estado, Ministerio de Economía y Hacienda, 1993, la República es la era dorada de la 
Intervención, precisamente por la extensión del área de la Intervención civil a Guerra y Marina, el 
mayor poder contable y fiscalizador de los interventores, al obtener la independencia respecto a 
los fiscalizados, y sobre todo la mayor dotación de personal interventor (páginas 218 y siguien-
tes). 




cuerpo no llega a cinco
356
, siendo los ingresados en estos años los que predominan en los 
importantes años 1971/1980, en los que todavía no se ha producido la expansión orgánica 
que después conoceríamos. Los escasos que se incorporan en la década siguiente 
(1952/1961), con una media de incorporaciones anuales inferior a 2, ocupan puestos rele-
vantes en período 1971/1985 que corresponden a la antigua estructura (SSGG de presu-
puestos, de retribuciones y de financiación de inversiones), sin necesidad por tanto de 
creación o expansión de nuevas unidades y con una práctica congelación de las mismas. 
Algo similar ocurre con los que ingresan en el período 1962/1973, con una media de in-
corporaciones anual normal inferior a 6. 
 Quizás fruto de esa debilidad demográfica, no siempre ha existido el predominio 
antes señalado del cuerpo de interventores en el área presupuestaria. Coincidiendo con un 
período en el que no se producen incorporaciones al referido cuerpo (entre 1956 y 1962 
no hay ningún nuevo nombramiento), y en el que excepcionalmente la jefatura de la In-
tervención general no está ocupada por un interventor, conocemos la apertura de un cierto 
paréntesis en el poder de la Intervención sobre el área de presupuestos, que va de 1959 a 
1971. Por el contrario, la tendencia creciente de incorporaciones a partir de 1974, con la 
referida “colonización” del área presupuestaria, parece producir la expansión de la estruc-
tura que encontramos a partir de 1980. 
 La modificación que experimenta el cuerpo en el período 1974/1982, con impor-
tante incremento de sus efectivos, permite la expansión orgánica que más allá del área de 
intervención y contabilidad, se extiende a las nuevas jefaturas presupuestarias sin un cre-
cimiento ni del ámbito ni de la profundidad de la presupuestación. 
 Por las tareas efectivamente desempeñadas, no tan distintas de las realizadas tradi-
cionalmente, las cuestiones demográficas referidas parecen explicar más adecuadamente 
la estructura orgánica que se implanta a partir de 1980, que la nueva Ley General Presu-
puestaria. A este respecto es de señalar que la Ley de 19 de enero de 1978, que amplía la 
plantilla del Cuerpo de Intervención y Contabilidad de la Administración Civil del Estado 
en setenta plazas a dotar entre los años 1978 y 1981, tuvo un cumplimiento infinitamente 
más preciso (el 93,3 por 100) que la propia Ley General Presupuestaria o las propias le-
yes anuales de presupuestos. 
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Le ley de 17 de julio de 1948 fijaba la plantilla del cuerpo Pericial de Contabilidad en 160 y del 
cuerpo de Contadores del Estado en 680 para 1949. 
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Como muestra de esta importancia del factor personal y corporativo en la organi-
zación presupuestaria, veamos lo ocurrido entre 1959 y 1971 con el inicio serio de crea-
ción de órganos que ocupan tal sector hasta entonces propio en exclusiva de la Interven-
ción. 
Al crearse la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públicos en 1959 (para la que se 
nombra inicialmente a un burócrata militar sin vinculación corporativa con el Ministerio 
de Hacienda y en 1963, 1965 y 1967 a un técnico de Administración civil y a un inspector 
tributario), quien la ocupa procede no de la Intervención sino de la Dirección general del 
Tesoro, Deuda Pública y Clases Pasivas en dos ocasiones. Además en los dos nombra-
mientos siguientes, el titular procede de la nueva Dirección general de Presupuestos y 
tampoco es interventor. Son siempre inspectores tributarios o un técnico de Administra-
ción civil quienes hasta 1971 ocupan esta importante jefatura. Al crearse como órgano 
técnico de la misma la Junta Consultiva del Gasto Público, como secretario permanente 
de ésta se nombra inicialmente a un interventor, pero desde 1962 son siempre inspectores 
tributarios quienes ocupan el puesto equivalente, el de Secretario general de la Subsecre-
taría del Tesoro y Gastos Públicos. 
También la creación en 1963 de la Dirección general de Presupuestos es impulsa-
da por alguien proveniente de Tesoro y perteneciente al cuerpo de Inspectores Fiscales. 
Para la misma DGP se nombra a un funcionario del cuerpo general Técnico de la Admi-
nistración civil del Estado, que dos años después pasaría a ocupar la propia Subsecretaría 
del Tesoro y Gastos Públicos hasta 1967. En el puesto de Director general de Presupues-
tos le sucedería alguien procedente del área tributaria del ministerio y miembro del cuer-
po de Inspectores Fiscales, pasando en 1967 a la Subsecretaría del Tesoro y Gastos Públi-
cos. Hasta 1971, a pesar de la desaparición tanto de la Subsecretaría referida como de la 
propia Dirección general de Presupuestos (que se integra con Tesoro y Seguros), la situa-
ción sigue inalterada en cuanto a que son inspectores tributarios quienes ocupan estos 
puestos directivos. 
Desde 1971 se podría decir que, en cuanto a las personas que ocupan las posicio-
nes clave, hay una vuelta atrás, es decir la situación es como la que había existido durante 
todo el siglo, especialmente durante el crucial período que va de enero de 1971 a diciem-




. Once años durante los cuales se toman decisiones fundamentales para el
actual presupuesto, tales como la elaboración y aprobación de la Ley General Presupues-
taria, los Pactos de la Moncloa, la Constitución de 1978 y los intentos (¿fallidos?) de re-
forma del procedimiento de elaboración presupuestaria.     
Debe además considerarse la importancia del cuerpo de Intervención en los pues-
tos inmediatamente subordinados al de Director general, más indicativos sobre quien di-
rige el día a día de los asuntos. Debemos referirnos a las subdirecciones de la Interven-
ción y de las unidades que intervienen en las tareas presupuestarias dentro del Ministerio 
de Hacienda. 
En cuanto a los puestos de Subdirector en la Intervención, además del hecho ya 
señalado, e indiscutido en su fundamento, del monopolio del cuerpo en todos los puestos 
de la Intervención, señalaremos la gran estabilidad que, de manera desigual, se da en la 
permanencia en los puestos. 
En el área fiscal, o de intervención y fiscalización, en 29 años sólo cinco personas 
ocupan la Subdirección (con una media de casi 6 años en el puesto, incrementada sin du-
da por el hecho de que desde enero de 1983 a 1992 no haya habido ningún cambio). En el 
área de contabilidad, la situación es muy diferente, debido sobre todo a la frecuencia de 
los cambios orgánicos. En el período anterior al Gobierno socialista la estructura es muy 
simple y los cambios muy poco frecuentes (la media de 5 años de permanencia en el 
puesto no es muy significativa, dado que de los cuatro subdirectores del período uno cu-
bre los 11 años que van de mayo de 1965 a junio de 1976 y otro los 6 que van de marzo 
de 1977 a febrero de 1983). A partir de 1983 se crean numerosas unidades de vida efíme-
ra y de cambios frecuentes, cuyos titulares son promovidos a puestos políticos fuera de la 
Intervención y, en algunos casos, de ahí a empresas privadas de auditoría, cambiando lo 
que había sido tradicional en la carrera profesional de los miembros de este cuerpo, con 
muy escaso número de funcionarios excedentes. 
Pero además de la importancia que para el presupuesto tienen las funciones de la 
Intervención general, especialmente en el aspecto contable, es de resaltar el papel de los 
interventores delegados en los departamentos y organismos. Ya se señaló en el capítulo 
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No obstante, no se está criticando la alta cualificación técnica de los directivos del presupuesto 
en este período, ya que desde el principio cuentan con un plan de reforma presupuestaria que se 
expone en el artículo de BAREA (citado) de 1971, como Director General del Tesoro y Presu-
puestos. 
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sexto el cambio que supuso la creación de Oficinas de Contabilidad servidas por interven-
tores en los años 50, pero aun mayor es la importancia que tiene su facultad para 
 
 “Informar los anteproyectos de presupuestos de los Departamentos ministeriales 
que hayan de integrarse en los Generales del Estado, así como los presupuestos de las 
Entidades Estatales Autónomas y los expedientes de modificación de créditos, sin perjui-
cio de las competencias atribuidas a la Dirección General de [...] Presupuestos.”358 
 
 En cuanto a los puestos de subdirector en el área estrictamente presupuestaria, ahí 
más exactamente se podría hablar de colonización por parte de la Intervención, al no estar 
tan claramente definidos los puestos como propios del cuerpo de Interventores, ni ser 
absoluta la provisión de estos puestos por interventores. En primer lugar debe distinguirse 
entre lo que ocurre en los primeros años de la Dirección general de Presupuestos, en los 
que se mezclan funciones estrictamente presupuestarias (la elaboración misma del presu-
puesto y su modificación) con otras de distinto tipo (retribuciones y haciendas descentra-
lizadas), en las que las primeras son monopolizadas por interventores, pero no las segun-
das; y lo que ocurre cuando se produce la disgregación de la Dirección en varias direccio-
nes distintas, en los que, de nuevo, hay que recurrir a la relación que con la contabilidad 
del presupuesto tiene cada dirección general. 
 Dos áreas deben considerarse fundamentalmente, por tratarse de las que se encar-
gan de los aspectos técnicos y de la elaboración material del presupuesto. Son las que 
coinciden inicialmente con las subdirecciones de presupuestos y de financiación de inver-
siones. 
 La Subdirección de Presupuestos, de competencia general pero especializada (más 
adelante se concretará esta caracterización) dentro de la dirección, además de un papel 
bastante definido como dirección adjunta con una importancia mayor que las demás sub-
direcciones, tiene también una mayor estabilidad y continuidad (5 interventores en 29 
años, con permanencias en el puesto de 10, 7, 5 y 4 años). Las subdirecciones especiali-
zadas funcionalmente (como la de Financiación de Inversiones hasta 1980 y la de Política 
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Decreto de 21 de julio de 1972, por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo de Interven-
ción y Contabilidad de la Administración Civil del Estado 




Presupuestaria en la actualidad) son, con algunas excepciones hasta 1976, ocupadas 
siempre por interventores. 
 Las subdirecciones que se ocupan de la elaboración material del presupuesto de la 
Administración central e institucional (ministerios y organismos autónomos fundamen-
talmente) son siempre ocupadas por interventores (con una única excepción), con una 
cierta estabilidad (2 ó 3 subdirectores en 12 años). Además no sólo las subdirecciones son 
ocupadas habitualmente por interventores, sino que los puestos que les siguen en impor-
tancia, tales como las subdirecciones adjuntas o las vocalías ad hoc suelen ser ocupadas 
también por miembros de este cuerpo. 
 La Subdirección de Régimen Financiero de Corporaciones, que se ocupa de las 
relaciones financieras con corporaciones locales, nunca es ocupada por interventores (la 
ocupan abogados del Estado entre 1965 y 1975 y un técnico de la Administración civil 
del Estado entre 1975 y 1982). A partir de 1980, en que se crea la Dirección general de 
Coordinación con las Haciendas Territoriales con un simbólico interventor como director 
general (de junio de 1980 a abril de 1981), la jefatura suele estar ocupada por inspectores 
de tributos (1981 a 1988) o por funcionarios de otros cuerpos.        
 Como exponente de la situación referida, hemos ordenado, por promociones, a 
efectos de tener una visión dinámica de la evolución de los efectivos del cuerpo, los efec-
tivos existentes en 1981, año que se podría considerar axial para el período central de 
estudio. Además de la tabla que se inserta hay que considerar que entre los puestos en la 
DGP se encuentran el Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público, el Director general 
de Presupuestos y 7 subdirectores generales. En Haciendas Territoriales se encuentra el 
Director general de Coordinación con las Haciendas Territoriales y 2 subdirectores gene-
rales. 
 Se puede observar que de los 237 interventores en activo en ese año 28 se encuen-
tran en la Dirección general de Presupuestos, la primera dirección general de destino con 
excepción hecha de la propia Intervención. 
• La presencia es cualitativamente importante en los de promociones anteriores a 1963 
(año de creación de la Dirección), que ocupan la Dirección y tres de las subdireccio-
nes, además de los puestos señalados de la Dirección general de Coordinación con las 
Haciendas Territoriales (hasta 1981). 
• La importante presencia cuantitativa en la Dirección general de Presupuestos coincide 
con la gran entrada de interventores a partir de 1974 (ya señalada por la modificación 
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de la plantilla orgánica del cuerpo): para los ingresados antes de 1974 la presencia en 
Presupuestos/Haciendas Terriroriales es de 8 sobre 121 efectivos (6,61%), todos ellos 
altos cargos o subdirectores generales (lo que tiene, evidentemente, relación con la 
más dilatada carrera profesional). En cambio para los que ingresan a partir de 1974 
(muy numerosos respecto a los años anteriores) la presencia es notoriamente superior 
24 sobre 116 efectivos (18,10%), especialmente en los años 1978 y 1979, lo que se 

















1933    1  1 2  4 
1941   1  1  2 1 5 
1942   1  1  5 1 8 
1943   1    2  3 
1944   1 3   1  5 
1946    2    1 3 
1947     5  2 6 13 
1949   2 1 4  2 3 12 
1952 1 SG   1 2   3 7 
1953 1 SG   1     2 
1954        2 2 
1956 1 DG 1 DG   1  1  4 
1962 1 SG  1 DG 1  1 2 1 7 
1964     1  5 1 7 
1966       7 2 9 
1968 1Subs      6 1 8 
1969    1   2 3 6 
1970       5  5 
1971 2 SG    1  2 2 7 
1972       3 1 4 
1974  1 SG 1 3 2  1 2 10 
1975 1   2 2  5 4 14 
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1976 3,1SG 1 SG 4 2 2 6 18
1977 1 1 1 4 2 8 1 18
1978 8 2 4 1 4 19
1979 6,1SG 1 6 5 1 19
1980 2 1 2 2 11 18
TOTAL 28 4 13 36 27 2 85 42 237
Se han incluido entre los puestos de la Intervención general los correspondientes a la In-
tervención general de la Seguridad Social 
La importancia del predominio o de la práctica monopolización de un cuerpo de 
funcionarios con una determinada orientación de los puestos técnicos (no sólo directivos) 
que se relacionan con el presupuesto, es algo que no se podía escapar a quien intentase 
alguna reforma en este ámbito. Así podemos encontrar en los primeros tiempos del go-
bierno socialista al menos dos intentos, fallidos ambos, de modificar la situación. 
Una Resolución de 25 de mayo de 1983, de la Subsecretaría de Economía y Ha-
cienda, convoca la provisión de diversos puestos de trabajo dirigidos a la reforma del pre-
supuesto, en la Dirección general de Presupuestos, en la de Coordinación con las Hacien-
das Territoriales y en la Intervención. Una Resolución de 8 de noviembre de 1983 com-
pleta esta renovación de los efectivos, ampliando su campo a la recién creada Dirección 
general de Gastos de Personal, además de convocar la provisión de puestos en las direc-
ciones generales mencionadas anteriormente. 
Más adelante, siendo ya secretario de Estado Borrell (por tanto en una segunda 
etapa en cuanto al ámbito ministerial de Hacienda), se trató de incorporar personal nuevo 
que ni siquiera tuviese una determinada orientación funcionarial, a través de la contrata-
ción de personal en régimen laboral experto en presupuestación y en técnicas útiles para 
la elaboración de presupuestos. 
Sin embargo, tanto con los funcionarios no interventores seleccionados en 
1983/1984 como con los trabajadores seleccionados en 1985, las nuevas incorporaciones 
no supusieron mejora alguna en el modo de elaborar el presupuesto ni cambios en la rela-
ción interna de poder, dadas las posiciones subordinadas que ocuparon y el control que en 
los puestos claves siguieron manteniendo los interventores. Hay que indicar que ninguna 
de estas convocatorias ha producido hasta la actualidad una renovación en la procedencia 
corporativa de los puestos directivos del presupuesto. 
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Tras la Ley 30, el antiguo Cuerpo de Intervención y Contabilidad se integra en el 
de Inspectores de Finanzas del Estado, lo que aparentemente da a sus miembros una ma-
yor movilidad. No obstante, la creación de especialidades dentro del Cuerpo de Inspecto-
res de Finanzas, cada una de las cuales opera como un  cuerpo separado a efectos de pro-
visión de puestos de trabajo, atenúa esta posible movilidad. A partir de 1991 comenzaron 
los cursos cuya superación permite la permeabilidad entre especialidades, pero el proceso 
es demasiado reciente para que podamos medir sus consecuencias efectivas (con el tiem-
po la situación sería como la de partida, con el tiempo el cuerpo de interventores del Es-
tado volvería a ser separado del de inspectores de Hacienda. Parece que la movilidad se 
da precisamente en los funcionarios que han ingresado directamente al nuevo cuerpo, 
pero no en los que ya pertenecían a los antiguos. Por otra parte el seguimiento queda difi-
cultado por el hecho de que se está en activo en el cuerpo y no en la especialidad, por lo 
que resulta difícil conocer a través de los nombramientos publicados en el BOE la trayec-
toria profesional y la procedencia de cada uno de los funcionarios. 
No obstante, parece que la presencia relativa en el área de presupuestos parece 
haberse atenuado en los últimos tiempos (quizás debido a las diferentes retribuciones de 
los puestos de estricto control y contabilidad y de presupuestos, con desventaja para estos 
últimos), ya que con el doble de interventores en activo la cifra de los destinados en pre-
supuestos ha disminuido ligeramente. En el final del período considerado central (octubre 
de 1991) el subcuerpo lo componían 450 funcionarios, de los cuales la  mitad (228) pres-
taban servicios en la Intervención general, central (88) e Intervenciones Delegadas (65), 
Regionales y Territoriales (75). El resto se distribuyen entre el área presupuestaria (30, de 
los cuales la mitad son posteriores a 1986), otros centros directivos del Ministerio de 
Economía y Hacienda (31, destacando que 16 son posteriores a 1986), órganos periféricos 
de Hacienda (41, de los cuales 26 son del nuevo cuerpo o no están  en activo como inter-
ventores), otros ministerios, organismos, entes y empresas públicas (53, sólo 8 de ellos 
posteriores a 1986), Tribunal de Cuentas (10, dos posteriores a 1986), Comunidades Au-
tónomas (22, dos de ellos posteriores a 1986), Organismos Internacionales (9, con sólo 
uno posterior a 1986) y empresa privada (26, 2 de ellos posteriores a 1986). De los 415 
funcionarios con destino en el sector público, 164 son de los ingresados en el nuevo 
Cuerpo de Inspectores de Finanzas. De ellos 98 desempeñan sus funciones en los diversos 
órganos de la Intervención, especialmente en la General, 15 en el área de presupuestos, 32 
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en el área de ingresos y 6 en otros centros del Ministerio de Economía y Hacienda. Fi-
nalmente, sólo 13 están en otros organismos públicos
359
.
Por el momento es difícil valorar las consecuencias que tiene la entrada de nuevos 
inspectores de finanzas de la especialidad de intervención, dado que, por razones eviden-
tes de edad, las jefaturas son ocupadas casi en su totalidad por funcionarios del antiguo 
cuerpo de interventores. En las áreas generales y tributarias la presencia de funcionarios 
de esta especialidad es debida a los nuevos funcionarios con escasas excepciones. En el 
área estrictamente presupuestaria ninguna jefatura es ocupada por funcionarios ingresados 
en el nuevo cuerpo, pero es frecuente la creación de nuevos puestos de nivel superior para 
acoger a los recién llegados. 
 Lo dicho en los párrafos anteriores no debe llevar a la idea de que existe un com-
portamiento plenamente autónomo por parte de la Intervención o la Dirección general de 
Presupuestos, o a una política deliberada de un cuerpo de funcionarios, que intenten y 
consigan un presupuesto concebido por y para el control. 
Si tal cosa ocurre (un presupuesto que sólo es útil para ser controlado y contabili-
zado) es sin duda porque se cuenta con un entorno político y administrativo que impulsan 
en tal sentido, a la vez que las fuerzas que podrían impulsarlo en otra dirección no son 
dominantes en el conjunto político-administrativo
360
. En cierto sentido el presupuesto es
el requerido por la sociedad, la política y la Administración del momento. 
C. La posible constelación de trabajo y los instrumentos técnicos y medios de 
información 
a. Los procedimientos y métodos de trabajo: ¿dan lugar los flu-
jos de trabajo a una constelación de trabajo? 
Si bien para quienes desempeñan sus tareas en la Administración española de 
nuestro tiempo no resulta difícil conectar el campo presupuestario y el de contabilidad y 
control, tal como hacemos aquí, la cuestión no ha estado nunca bien resuelta y se tratan 
presupuestación y control como disciplinas separadas. 
359
Fuente: un listado de impresora láser de uso interno entre los funcionarios de la propia espe-
cialidad del cuerpo con los datos individualizados de sus miembros. 
360
DEBBASCH (1972) p.25 “La Administración pública obtiene su legitimidad del sistema de valor 
dominante; no tiene una filosofía propia” 
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 A ello contribuye que en el aspecto temporal ambas actividades parezcan produ-
cirse en distintos momentos, y que mientras la presupuestación parezca regirse por unos 
principios dinámicos pero discutibles orientados al futuro, relacionado incluso con la op-
ción de decisiones conformadoras, el control se basa en comprobar el ajuste a unos prin-
cipios y reglas preestablecidos, sean éstos de legalidad o de eficacia, fijados en algún 
momento del pasado. 
 También contribuye a esta visión separada el hecho de que mientras que las tareas  
están más relacionadas aparentemente con la política o con la administración. El papel 
que desempeñan los presupuestadores, bien sea en el centro que da unidad al proceso, 
bien en los distintos departamentos, parecen estar muy relacionadas con asuntos políticos 
de adopción de decisiones. La tarea contabilizadora y de control parezca estar impregnada 
de una cierta santidad que da la independencia y el sometimiento a normas, acompañada 
de la idea de rigor y de alejamiento de la política. 
 Sin embargo, los procedimientos y métodos de trabajo, la misma materia prima 
con la que se trabaja (el gasto público), tienden a colocar a ambas organizaciones en una 
relación más estrecha de lo que la visión tradicional sugiere. Consecuencia de esta estre-
cha relación, uno de los hechos más llamativos es la necesidad de contar con la Interven-
ción para cualquier reforma que se pretende de la operativa presupuestaria, aunque la 
intención declarada no sea en absoluto la reforma de la contabilidad o del control. 
 Durante muchos años no se puede diferenciar netamente elaboración y modifica-
ción del presupuesto y control del mismo. No se ha insistido lo suficiente en el hecho de 
que, con una perspectiva temporal más amplia que la que suele ser habitual, la regla ha 
sido que el presupuesto fuera un añadido a las funciones generales de la Intervención. 
Difícilmente se podía dar entonces la importancia debida a la forma y las técnicas em-
pleadas para la elaboración del presupuesto, mucho más a pensar en una auténtica política 
presupuestaria del Ministerio de Hacienda, distinta de la del control. 
 El mismo carácter relativamente reciente de la organización presupuestaria, como 
algo distinto a la organización de control, no ha servido para presentar habitualmente los 
trabajos que realizan ambas organizaciones como estrechamente relacionados. Es más, a 
veces da la impresión de que son disciplinas y conceptos autónomos los que rigen ambas 
actividades, como si no se tratara de procesos secuencialmente encadenados, y no fuera el 
mismo colectivo el que tuviera el control sobre ambas actividades. 
 A este respecto es ilustrativo que desde la propia Hacienda pública, a la hora de 
señalar las competencias y las dependencias mutuas, sus autoridades encuentran en oca-




siones difícil hacerse una idea de la relación debida entre ambas
361
, lo que encontramos 
especialmente patente en el período 1984/1987, en el que se relaciona el presupuesto con 
un área superior de decisión y programación, y se encomienda la gestión de los procesos 
contables del presupuesto a un nivel inferior, casi de gestión material alejada de la políti-
ca, en el que ingresos y gastos están unidos. 
 En el campo de las propias normas encontramos numerosos ejemplos de esta con-
fusión (que se mostrarán más adelante), pero incluso en los intentos aparentemente ilus-
trativos del estado de la organización de la Hacienda pública española, la cuestión no se 
resuelve adecuadamente, situando el control financiero, de gastos públicos y la contabili-
dad como alejados absolutamente del presupuesto
362
. Y esta confusión no se debe en este 
caso a una minusvaloración del campo presupuestario; muy al contrario, se debe a un 




 Ciñéndonos al período central de estudio, al regularse en febrero de 1977 las com-
petencias y órganos de la Intervención y de la Dirección general de Presupuestos, se trata 
de producir una adaptación a las nuevas técnicas que recoge la ley General Presupuesta-
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Así ocurre cuando, al crearse la Secretaría General de Hacienda en 1984 (Real Decreto 
221/1984 de 8 de febrero), se atribuyen a ésta tanto ingresos como gastos en su fase de gestión, 
haciendo depender de este órgano a la Intervención general de la Administración del Estado. 
Mientras, se mantiene la dependencia de los órganos de elaboración de la decisión de la Secre-
taría de Estado de Hacienda, con lo cual aparentemente no hay relación directa entre presupues-
tación y control. Igual situación se daba, en momentos anteriores, con la existencia de Subsecre-
taría o Secretarías Generales de Presupuestos o de Gastos Públicos 
362
Así Fernando BENZO MESTRE en La organización de la Hacienda española (Ediciones Deus-
to, Bilbao 1967), al hacer una descripción histórica de la Hacienda desde la Edad Media hasta 
1967, no menciona en absoluto el aspecto de control o de presupuesto, describiendo en realidad 
las modificaciones en el sistema tributario. No obstante, en su esquema de organización de las 
competencias específicas del Ministerio de Hacienda (p.25) en dos grandes áreas, “Hacienda” y 
“Presupuestos” (además de Banca y Crédito y Asesorías), sitúa el control financiero, de gastos 
públicos y la contabilidad en “Hacienda”, no relacionando en absoluto las funciones desempeña-
das por la Intervención con las desempeñadas por la Dirección general de Presupuestos. Este 
error, que cabría atribuirse a la situación legal del momento, se ve acentuado al proponer alterna-
tivamente una organización que deja fuera de sitio a la Intervención, agregando en cambio el 
área de presupuestos (del Estado y sus organismos autónomos, de las corporaciones locales y 
la financiación interior y exterior) y las retribuciones de funcionarios, tanto activos como pasivos.      
363
Ibídem p.24 “No es aventurado prever que a los dos grandes sectores de la Hacienda Pública, 
el fiscal tradicional de ingresos y pagos y el financiero del crédito público y el privado, se igualará 
pronto el sector presupuestario, mediante el cual se planifica, establece y controla la actividad de 
la Hacienda Pública como un todo homogéneo.” Es de resaltar, además de la propia capacidad 
predictiva de estas palabras, que de nuevo encontramos esa visión de la Hacienda omnicom-
prensiva y tuteladora de todas las actividades públicas.  





. Esto se traduce en pocas innovaciones en el campo tradicional de la Intervención, 
el de la fiscalización previa, que a partir de entonces entra en franca decadencia en bene-
ficio del “control financiero”. En cambio, a la típica organización en dos áreas, contabi-
lidad y fiscal, con sendas subdirecciones, acompaña la creación de una nueva Subdirec-
ción de Control Financiero y de Cuentas Económicas del Sector Público, cuyas funciones 
deberían entrar directamente en contacto con las propias de la presupuestación, dentro de 
la nueva orientación de presupuesto por programas. Así a la nueva Subdirección compete, 
además de “dirigir la contabilidad analítica del Estado y de sus Organismos Autóno-
mos” (que se apoya, no obstante, en el ya existente Servicio de Contabilidad Económica 
y Analítica
365
), “redactar la Memoria justificativa del coste y rendimiento de los Servi-
cios públicos, y la Memoria demostrativa del grado en que se hayan cumplido los objeti-
vos programados, con indicación de los previstos y alcanzados y del coste de los mis-
mos.” (para lo que se crea el servicio de control financiero). 
 Parece darse una perfecta complementariedad de funciones entre Presupuestos e 
Intervención que obliga a una gran cooperación, o bien sustrae de la primera dirección 
general la globalidad del proceso de presupuestación. La regulación de la Dirección gene-
ral de Presupuestos obvia absolutamente toda referencia al seguimiento presupuestario, 
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El Real Decreto 215/1977, de 8 de febrero (BOE de 23), que estructura la Intervención, alude a 
la “necesidad de adaptación a la constante intensificación de la actividad del Estado en los órde-
nes económico y financiero... no sólo bajo la perspectiva de la técnica jurídica, sino también re-
cogiendo las transformaciones y aun los cambios impuestos por la actividad del sector público, 
con el fin de reajustar, en la medida de los posible, el régimen jurídico de dicha materia, confor-
me a las funciones y a las técnicas que el cambio social impone.” La estructura, desarrollada por 
la Orden de 1 de agosto de 1977 en secciones, se basa en dos subdirecciones que recogen las 
tradicionales competencias de la Intervención (Contabilidad, con dos servicios: para el Estado 
[secciones de Gastos Públicos, Tesorería y Rentas Públicas] y para los organismos autónomos 
[secciones de OO.AA. administrativos y de OO.AA. comerciales...] y Fiscal, servicios de obras 
[secciones de Obras de ingeniería y de Obras de arquitectura] y de adquisiciones [secciones de 
Adquisiciones... y de Asuntos Diversos]) y dos con intenciones supuestamente renovadoras 
(Control Financiero y de Cuentas Económicas del Sector Público, con los servicios de control 
financiero [secciones de control financiero y de auditoría y verificación] y de contabilidad econó-
mica y analítica [secciones de cuentas económicas del sector público y de coste y rendimiento de 
los servicios públicos], y Estudios y Coordinación, con sendos servicios fiscal [secciones de estu-
dios fiscales y de coordinación fiscal] y contable [secciones de estudios contables y de coordina-
ción contable]). Finalmente, existía una secretaría general, con rango de servicio, con una única 
sección central. 
365
Creado por Decreto de 30 de agosto de 1974, adscrito a la Subdirección general de Contabili-
dad, para elaborar la Memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios públicos y el 
resumen territorial de las inversiones públicas efectivamente realizadas (resumen impuesto por el 
artículo 45 de la Ley 31/1973 de 19 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para 
1974).  




no contemplando siquiera la necesidad de cooperación en esta materia o el uso a dar a la 




 Más adelante se continúa esta línea de atribuir plenamente a la Intervención las 
competencias en materia de seguimiento de la ejecución del presupuesto. El primer ins-
trumento es la elaboración de un Plan General de Contabilidad Pública
367
, que se implan-
ta a lo largo de 1982. Para ello se crea en la Intervención la Subdirección general para la 
implantación del Plan General de Contabilidad Pública
368
 y se reestructura la de Control 
Financiero y de Cuentas Económicas del Sector Público
369
. 
 A la vez que se da este mayor relieve aparente a la contabilidad, con un progresivo 
crecimiento orgánico, se elimina la referencia a “redactar la Memoria justificativa del 
coste y rendimiento de los Servicios públicos, y la Memoria demostrativa del grado en 
que se hayan cumplido los objetivos programados, con indicación de los previstos y al-
canzados y del coste de los mismos.”, sin que tal tarea se realice por órgano alguno. 
Además se eleva a 16 el número de vocales de libre designación para esta tarea
370
. En la 
otra dirección general de importancia para la Intervención, la del Tesoro, se reestructura 
el Centro Informático Contable, ampliándose para adaptarse al nuevo seguimiento conta-
ble que se va a realizar
371
. 
 Posteriormente, la estructura que se da a la Intervención bajo el Gobierno socialis-
ta no introduce grandes modificaciones en la línea de evolución iniciada en 1977. Implan-
                                                 
366
Real Decreto 924/1977, de 28 de marzo, por el que se reorganiza la Dirección general de Pre-
supuestos (BOE de 6 de mayo) 
367
Que se publica en su versión provisional por Orden de 14 de octubre de 1981 
368
Real Decreto 226/1982, de 15 de enero, que la crea con dos servicios: de Contabilidad Analíti-
ca del Estado y de sus Organismos Autónomos y de Planificación y Mecanización de la Contabi-
lidad Pública. Este Decreto se desarrolla posteriormente por la Orden de 14 de julio de 1983, que 
desarrolla sus secciones y negociados 
369
El Servicio de Control Financiero se encomienda a un Interventor Auditor (con categoría supe-
rior a la de jefe de servicio, ¿jefe de área?), y el de Contabilidad Económica y Analítica, transfor-
mado en el (¿área?) de Contabilidad Regional y de Cuentas Económicas del Sector Público, se 
encarga a un Interventor Auditor, desdoblándose en dos servicios (Cuentas Económicas del Sec-
tor Público y Cuentas Regionales de las Administraciones Públicas) 
370
Real Decreto 553/1981 de 6 de marzo artículo 3º.  
371
La Orden de 17 de septiembre de 1982, en desarrollo del Real Decreto 968/1980 de 19 de 
mayo, reestructura el Centro Informático Contable en tres servicios, 8 secciones y 20 negociados 
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tado ya el Plan General de Contabilidad Pública, se suprime la Subdirección de tal nom-
bre y se crean las de Planificación y Dirección de la Contabilidad y de Gestión Contable. 
En cuanto al seguimiento de las operaciones del sector público, se adopta la forma que 
más adelante denominamos clientelar, creándose las subdirecciones generales de Control 
de gestión de las Actividades Generales, Actividades Sociales y Actividades Económicas, 
en correspondencia con la estructura que venía teniendo en su área de elaboración la Di-
rección general de Presupuestos
372
.
Esta estructura clientelar similar y paralela a la de Presupuestos no sufrirá cambios 
hasta 1987, en que todo el área del gasto público ve debilitada sus funciones tradicionales 
aún más con la irrupción de la tendencia economicista en la organización y la necesidad 
de adaptar la realidad del gasto (tanto su previa presupuestación como la ejecución real) a 
los cuadros macroeconómicos. 
Así en febrero de 1987 desaparecen las tres unidades de control por actividades, 
que son sustituidas por dos subdirecciones especializadas: Control Financiero de Empre-
sas y Entes Públicos y Control Financiero de las Administraciones Públicas, además de la 
de Sistemas de Gestión y Control. A finales del mismo año se debilita aun más el aspecto 
de control
373
 y muestra claramente que las funciones que realiza la Intervención no tienen
ya nada que aportar al seguimiento del presupuesto desde la perspectiva de mejora del 
proceso de elaboración del mismo y sí mucho a la presentación contable políticamente 
correcta de sus resultados (que como veíamos no suele ser admitida pacíficamente por el 
Tribunal de Cuentas). 
Sin embargo en ese momento, como actualmente, la Intervención es el único ór-
gano con que se cuenta para cerrar por completo el ciclo presupuestario y el aspecto in-
formativo de la contabilidad mantiene su importancia para la presupuestación. Esto con-
trasta con la abundante creación teórica sobre la fase de evaluación o de control de resul-
tados en el seno de la Intervención o de los interventores.  
372
Real Decreto 2335/1983, de 4 de agosto, que establece una organización muy paralela en la 
Intervención y en Presupuestos 
373
Orden de 20 de noviembre de 1987 de estructura de las Intervenciones Delegadas. 




b. Dependencia técnica y de medios de información 
 
 La tecnología utilizada puede funcionar como medio para el mejor desempeño de 
las tareas, al aportar un mayor conocimiento sobre el objeto de las mismas, y como límite 
a las actividades a emprender. El dato de quién controla la tecnología y si ésta es capaz de 
condicionar o formalizar el comportamiento debe ser tenido en cuenta, especialmente si 
se ha considerado como tecnología únicamente el soporte informático que hoy día tiene la 
elaboración presupuestaria. Esta equiparación tecnología = soporte informático ha domi-
nado la reforma presupuestaria en España, llevando a no considerar como aporte tecnoló-
gico (contra las recetas más sensatas en materia de reforma presupuestaria) la incorpora-
ción de nuevas técnicas de análisis, de nuevas ideas sobre presupuestación y de los profe-
sionales capaces de incorporar tales conocimientos. 
 Nos atrevemos a decir que tal abandono obedece a que una tecnología así conside-
rada requiere de una estructura organizativa presupuestaria más compleja, dotada de per-
sonal distinto y menos dependiente de otras organizaciones. En cierto modo un auténtico 
desarrollo tecnológico por parte de la organización presupuestaria pone en cuestión la 
propia supervivencia de la antigua organización de contabilidad y control. En otras pala-
bras, la tecnología creadora de nuevos objetivos y, como consecuencia, de una distinta 
estructura
374
 no es muy compatible con el predominio de una organización creada para 
fines de contabilidad y control. 
 El protagonismo de la contabilidad está presente en toda medida que se adopta 
para mecanizar e informatizar el presupuesto. Esto no condiciona sólo el aspecto estric-
tamente técnico en sentido duro del presupuesto (soportes informáticos y diseño de las 
redes de información por ingenieros y especialistas en la información mecanizada). Con-
diciona también cada medida de supuesta modernización del presupuesto, especialmente 
en lo que se refiere a completar el ciclo presupuestario mediante el análisis de lo efecti-
vamente realizado y las modernas técnicas contables. La informatización del presupuesto, 
que se presenta como adaptación a las nuevas necesidades, es un mero apéndice o com-
plemento necesario de la vieja contabilidad, incapaz de adaptarse a las nuevas necesida-
des del sector público. 
                                                 
374
KAST y ROSENZWEIG, La Estructuración de las Organizaciones, McGraw Hill, México 1979, 
p.576 
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
407 
 
 La primera previsión legal sobre la mecanización del presupuesto se contiene en la 
Ley de presupuestos para 1960-61
375
. Este presupuesto presenta ligeras modificaciones en 
la nomenclatura de los gastos para hacer posible una futura mecanización de los servicios 
relacionados con su administración y contabilidad. Tal sistema de contabilidad mecánica 
se aplica a distintos ministerios (Obras públicas, Vivienda, Industria y Comercio)
376
 y, 
con carácter general, se regula a principios de 1962
377
, que serían la base de toda la con-
tabilidad del gasto hasta 1986. Pero tal mecanización es muy limitada, referida sólo a los 




 También debe tenerse en cuenta que los medios asignados en este campo al gasto 
público van por detrás de los que se asignan a la Administración fiscal, cometido central 
y prioritario del Ministerio de Hacienda. Así, al crearse la Comisión Ministerial de Infor-
mática
379
, se nombra secretario a un Subdirector general (de equipos mecanizados) de la 
Dirección general de Impuestos (inspector tributario), y no será hasta 1974
380
 cuando se 
cree un Servicio de Mecanización en la Dirección general del Tesoro y Presupuestos 
(precisamente ubicada en la Intervención Delegada en el centro). No obstante, cuando  a 
mediados de 1975
381
 se regula la composición de la Comisión de Informática del Depar-
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El sistema de mecanización, basado en máquinas NCR 31 que emplean fichas perforadas, 
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programación; creando además una Comisión de Mecanización del centro. Este decreto se desa-
rrolla por Orden de 17 de mayo de 1974.  
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tamento, de nuevo su presidencia se encomienda al Subdirector general de Informática 
Fiscal, si bien hay representantes tanto de la Intervención como de la Dirección general 
del Tesoro y Presupuestos, la cual, como única innovación, desdobla la Sección de Entra-
da de Datos y Explotación en dos secciones con tales denominaciones
382
 . 
 Sin embargo el interés por la aplicación de la informática al presupuesto desde una 
perspectiva más compleja que la contenida en el Decreto de 1962 es algo anterior a 1974. 
Se produce ya a finales de la misma década de los 60, en la que se siente la necesidad de 
automatizar los procesos presupuestarios, aunque con escasas referencias a la elaboración 
presupuestaria y sí a su contabilización. Tal necesidad no se ve suficientemente apoyada 
por dos datos, uno completamente ajeno y otro del propio sistema administrativo: el po-
bre estado de la técnica informática del momento y, sobre todo, la perspectiva contable, 
poco sensible a los intereses de la decisión y la gestión
383
. 
 El presupuesto funcional, como subproducto del presupuesto es la perspectiva de 
futuro más avanzada que podemos encontrar en 1970, pero el planteamiento real que en 
los años 80 podemos encontrar en el presupuesto por programas no va mucho más allá de 
lo que entonces ya se veía como innovador. 
 La informatización recibe un nuevo impulso con el intento de implantación de 
nuevas técnicas presupuestarias por los gobiernos de UCD. Es un intento algo tardío, pos-
terior en casi dos años a la Ley General Presupuestaria y a la creación de otras unidades 
relacionadas con la reforma del presupuesto. Pero fundamentalmente, es una reforma que 
de nuevo se apoya en la vieja contabilidad de la Intervención y en reforzar el aspecto con-
table del presupuesto. 
 En paralelismo al Centro de Proceso de Datos (nueva denominación de la Subdi-
rección general de Informática Fiscal) que, para el apoyo a la Administración tributaria y 
con carácter de Dirección general, depende del Subsecretario de Hacienda, se crea el Cen-
tro Informático Contable (en sustitución del Servicio de Mecanización de la Dirección 
general del Tesoro creado en 1974) que depende del Subsecretario de Presupuesto y Gas-
to Público. La intención declarada por el Real Decreto de creación
384
 es reestructurar el 
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CPD para apoyar la implantación del PPBS y del ZBB, pero los instrumentos creados no 
responden a esta expectativa. En concreto se prevé que el Subsecretario de Presupuesto y 
Gasto Público: 
“dirigirá y coordinará las aplicaciones informáticas relacionadas con el Presu-
puesto, el Tesoro, el Gasto Público y el Patrimonio del Estado, en sus diversas fases de 
programación, gestión, contabilidad y rendición de cuentas.” 
Con tantos objetivos era lógico que algunos, si no todos, se quedasen sin realizar. 
Entre las aplicaciones a desarrollar se encontraban la elaboración del anteproyecto de 
presupuestos generales del Estado y de sus modificaciones, así como la información 
complementaria correspondiente a los créditos y su distribución por programas y territo-
rial; la creación y mantenimiento de una base de datos económica-financiera, de plantillas 
y retribuciones, de los datos que sirvan de apoyo a las tareas de gestión, análisis y previ-
sión presupuestaria; la contabilización de los gastos públicos a que se refieren los decre-
tos 6/1962 de 18 de enero y 1143/1974 de 5 de abril; y la contabilidad de gestión y analí-
tica de los gastos públicos que permitan el seguimiento de la ejecución de los presupues-
tos por programas y suministren información sobre el coste y rendimiento de los servicios 
públicos. 
Veamos a continuación a quién se encargaba su realización para poner de mani-
fiesto el papel subordinado que respecto a la Intervención tiene la DGP. El Centro Infor-
mático Contable era, dentro de la Dirección general del Tesoro, una Subdirección general 
cuyo titular se nombra a propuesta conjunta de la Dirección general del Tesoro y de la 
Intervención. Por tanto no tenía importancia la opinión de la Dirección general de Presu-
puestos, quizás porque ésta no tenía ninguna relación ni con el presupuesto por programas 
ni con el presupuesto base cero. Pero ello era igualmente bastante cierto no sólo para Pre-
supuestos, sino también en aquel momento para el Tesoro y la Intervención y, sin embar-
go, estos órganos decidían el importante nombramiento. El Centro Informático Contable 
dispondría de tres servicios (los de explotación y de control y entrada de datos y el de 
planificación y programación, cuyo jefe sería el director técnico adjunto al jefe del CIC) y 
de unidades periféricas (sic) de mecanización adscritas a cada una de las direcciones ge-
nerales que dependían del Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público. Una de estas 
unidades periféricas sería la de la Dirección general de Presupuestos, compuesta de un 




consejero técnico y de un servicio de informática, para el desarrollo de las aplicaciones 
del presupuesto. 
 Así pues el papel de la Dirección general de Presupuestos es bastante secundario 
dentro del conjunto, tanto por los distintos fines que se asignan al proceso de informatiza-
ción, como por el lugar que ocupa respecto a otros órganos. Así inicialmente sólo se llegó 
a la creación de una base de datos presupuestarios de escasa entidad, como soporte infor-
mativo a los centros. Más adelante se llegó a una incipiente mecanización del presupuesto 
tradicional y su conversión en programas para 1982, muy condicionada por los escasos y 
rudimentarios recursos técnicos empleados, pero sobre todo por la orientación radical-
mente contable que este centro tenía desde su creación.        
 Pero, en sentido estricto, la informatización del presupuesto es algo posterior, den-
tro ya del período de Gobierno socialista y en parte provocado por la propia expansión 
que se produce en cuanto al número de centros que se ocupan del presupuesto, lo que 
origina la necesidad de coordinar una información dispersa y descoordinada entre varios 
centros (Dirección general de Presupuestos, Intervención, Dirección general de Coordina-
ción con las Haciendas Territoriales, Dirección general de Gastos de Personal). Se com-
plica, quizás innecesariamente, la organización, para pretender a continuación resolver los 
graves problemas planteados con un artificio técnico-informático. 
 Este nuevo proceso de informatización se vuelve a conectar, como en 1980, con la 
pretendida elaboración de presupuestos por programas (por entonces la supuesta panacea 
de nuestros problemas presupuestarios) y, sobre todo, con la más importante y anterior 




 En enero de 1983, el Interventor general presentó al Secretario general de Presu-
puesto y Gasto Público un proyecto de reforma de la elaboración, mantenimiento, conta-
bilización y seguimiento del Presupuesto de gastos
386
. Este estudio, para el que se forma 
un grupo de trabajo al efecto, perseguía servir de esquema director del proyecto SICOP 
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(Sistema de Información Contable y Presupuestario), el cual tendría su concepción gene-
ral a lo largo de los años 1983 y 1984. El objetivo declarado del proyecto era 
“...establecer sistemas normalizados, con soportes informáticos descentralizados 
en el sector público que atiendan a la consecución de: 
-Elaboración de los Presupuestos Generales del Estado en términos de Progra-
ma. 
-Racionalización de los procedimientos de asignación de recursos. 
-Facilitar la implantación del Plan General de Contabilidad Pública. 
-Creación y mantenimiento de una Base de Datos de plantillas, efectivos y retri-
buciones del personal en activo. 
-Creación y mantenimiento de una Base de Datos de Clases Pasivas del Estado.” 
El proyecto persigue una mejor asignación de recursos mediante la racionaliza-
ción de los proyectos de distribución del gasto, la medición de la eficacia de dicho gasto 
público gracias a los resultados del nuevo Plan General Contable, en sus diversas áreas 
de Contabilidad Financiera, Patrimonial y Analítica...”  
Pero inicialmente, para salir del paso en la elaboración del presupuesto para 1984, 




El sistema informático se establece según una base de datos DMS-1100 y software de tiempo 
real soportado por un ordenador Sperry serie 1100. Pero sobre todo, visto desde la perspectiva 
actual, el sistema recuerda la prehistoria de la informática, con sus sistemas de fichas y sus con-
tinuos controles manuales y detección de múltiples errores. Primero se confeccionó una serie de 
fichas distintas con el fin de recoger en el punto de origen (centro gestor), la información especí-
fica en cada caso. Para ello se remitieron las fichas, totalmente diáfanas, a cada una de las ofici-
nas presupuestarias, como encargadas de la coordinación y el control de que las instrucciones 
impartidas para su cumplimentación fueran estrictamente seguidas. Una vez cumplimentadas las 
fichas y homogeneizados sus datos por las oficinas presupuestarias, éstas remitían las fichas a 
las subdirecciones sectoriales de la Dirección general de Presupuestos y a la Dirección General 
de Gastos de Personal, para su revisión, análisis y depuración y, en su caso para completar la 
información mediante la cumplimentación de códigos reservados. Por último, las subdirecciones 
sectoriales trasladaban al Servicio de Informática dichas fichas para su grabación, al tiempo que 
se sometían a un nuevo proceso (mediante un proceso informático) de depuración y verificación 
de códigos, que permitían desechar aquellos datos que presentaban una incongruencia respecto 
a la estructura informáticamente definida. Básicamente se definieron dos tipos de fichas: las rela-
tivas al tratamiento de la información referida a los gastos de personal (ADP.1 de anexo de per-
sonal, con cinco modelos de fichas, ADP.2 de peticiones adicionales a las referidas en el anexo 
de personal y la misma estructura, ADP.3 de anexo de personal transferido a las comunidades 




dose además con el problema urgente de integrar toda la información relativa al proceso 
de transferencias a las comunidades autónomas y de no contar con una infraestructura 
informática suficientemente capaz. Finalmente, se encontró con el problema más impor-
tante de la transición de unas subdirecciones ya existentes de retribuciones de personal 
hacia la nueva Dirección general de Gastos de Personal, encargada de poner en marcha un 
nuevo sistema retributivo. En el aspecto contable, se produjo una nueva versión del Plan 
General de Contabilidad Pública, que debía servir de base a la presupuestación
388
. 
 Dada la celeridad que se pretendía dar al proceso, se contrataron los servicios de la 
empresa pública ERIA (servicios de asesoría informática, hoy INDRA) para los estudios 
previos y el análisis funcional. Para ello, dada la inexistencia de crédito adecuado en los 
presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, se financiaron los 27 millones de 
pesetas de 1983 con cargo a la Sección 31 (Gastos de diversos ministerios), lo que podría 
parecer lógico dada la novedad de la necesidad surgida. Pero a continuación, no obstante 
existir la clara intención de seguir adelante con el proyecto, no se previó o no se presu-
puestó adecuadamente cantidad alguna para el ejercicio siguiente ni en el programa de 
“Contabilidad y control” ni en el de “Programación y presupuestación”. Por tanto, en 
1984 se invirtieron los 971,3 millones requeridos con cargo de nuevo a la Sección 31. De 
los estudios realizados en 1983 resultó la configuración de la infraestructura informática 
que debía soportar el proyecto SICOP, a través de la definición del pliego de bases del 
concurso para la adquisición del hardware y del software necesarios. Presentado el pro-
yecto a la CIABSI (Comisión Interministerial para la Adquisición de Bienes y Servicios 
Informáticos), se aprobó la convocatoria del concurso en agosto de 1984, resolviéndose el 
mismo en diciembre de 1984
389
. 
                                                                                                                                                 
autónomas), y las que se referían al resto de los capítulos (FP.1, fichas de programa que reco-
gen todos los costes o gastos del programa clasificado orgánica y económicamente; FP.2 o fi-
chas complementarias de programa; y FP.3 o fichas de transferencias a las comunidades autó-
nomas). 
388
Resolución de la Intervención general de la Administración del Estado de 11 de noviembre de 
1983 
389
Se recibieron 40 ofertas procedentes de 14 suministradores diferentes, planteándose el con-
curso en cuatro niveles de suministro. Concurso 35/84 adjudicado en favor de las empresas HO-
NEYWELL BULL, S.A. (equipos informático para el Centro Informático del Presupuesto y el Plan 
-235 millones de pesetas- , equipos de las Oficinas Contables de los ministerios -288.4 millones 
de pesetas- y equipos para Oficina Contable de la Intervención -226.2 millones de pesetas) y 
RANK XEROX ESPAÑOLA, S.A. (impresoras matriciales para los Oficinas Contables -126.7 
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A la vez se había optado por continuar con la tendencia existente desde los años 
60 y crear un Centro Informático común para la contabilidad y el presupuesto (y el plan, 
pese a su inexistencia) al que se denominó Centro Informático del Presupuesto y el Plan, 
creado inicialmente en agosto de 1983
390
, con unos fines muy semejantes a los expuestos
en 1980 para la creación del Centro Informático Contable (creándose también, como ha-
bía ocurrido en 1980, un Vocal Asesor -antes un consejero técnico- responsable del so-
porte informático de la elaboración presupuestaria en la Dirección general de Presupues-
tos) y regulado definitivamente en 1984
391
.
Durante 1984 se fue así definiendo el sistema informático sobre el que iba a des-
cansar toda la información contable y presupuestaria. De entre las posibles soluciones 
teóricas se optó por la existencia de un sistema único con múltiples usuarios, lo que resul-
ta inobjetable si se ejecuta adecuadamente. Así, dentro del sistema de información único, 
los datos podrían tratarse de modo diferente o con niveles de agregación distintos, depen-
diendo del área de la organización que fuera a utilizarlos: la alta dirección para la toma de 
decisiones, en cuyo caso la información debería expresarse muy agregada en forma de 
cuadro significativo, el gestor responsable de una actividad concreta del presupuesto, para 
el que se precisará una información con todo detalle, que permita la medición posterior de 
los resultados por los controladores y los analistas, etc. Pero el mayor acercamiento en los 
conceptos y en los fines buscados en el SICOP era respecto a la contabilidad presupuesta-
ria, no a la contabilidad analítica (al servicio de la gestión) o a la perspectiva funcional (al 
servicio de la toma de decisiones por los niveles superiores de la Administración). 
De este modo, el fuerte esfuerzo organizativo, técnico y económico realizado no 
servía a ninguno de sus supuestos fines, y ni siquiera garantizaba lo que, desde una pers-
                                                                                                                                                 
millones de pesetas- y sistema de impresión láser para el Centro Informático del Presupuesto y el 
Plan -49 millones de pesetas-).Fuente Programa de Inversiones Públicas 86-88 
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centralizado de información que permita la elaboración y el control de la ejecución de los presu-
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económica del Sector Público” 
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Real Decreto 488/1984, de 22 de febrero, que reestructura el Centro Informático del Presu-
puesto y el Plan en dos subdirecciones, Planificación y Programación, y Explotación, y un vocal 
asesor  




pectiva clásica, constituye el mínimo de los mínimos de un sistema de información con-
table: la seguridad e inobjetabilidad de los datos contenidos en él. En lugar de eso, con 
cada cambio de partido y de gobierno (aun dentro del mismo partido) y aun con cada pre-
supuesto, es posible recomenzar una discusión sobre la veracidad de las cifras contenidas 
en el SICOP. 
 La implantación inicial del SICOP en 1984 (para el presupuesto de 1985) tuvo que 
lograr por una parte el acercamiento entre los códigos del presupuesto y las cuentas del 
plan, y la adaptación a las nuevas estructuras, funcional y económica, distintas a las em-
pleadas en el presupuesto de 1984. Además era necesario el análisis comparativo entre 
ambos ejercicios, para lo cual la Dirección general de Presupuestos tuvo que aportar las 
definiciones de cambio de código y el Centro Informático del Presupuesto y el Plan reali-
zar un proceso de conversión y desarrollo (traducir el presupuesto inicial de 1984 a la 
estructura de 1985). Hubo de preverse la adaptación al nuevo sistema retributivo de los 
funcionarios (Ley 30/1984) y recoger las transferencias de los diversos centros gestores 
(direcciones generales) a las Comunidades Autónomas por los servicios transferidos. Fi-
nalmente, con todo un alarde de madurez presupuestaria aparentemente alejado del escaso 
nivel de tecnificación alcanzado, los centros gestores, a través de las oficinas presupuesta-
rias, debían proponer un nivel mínimo y máximo de presupuesto para 1985. Todo ello 
hizo que para el presupuesto de 1985 no pudiera estar completado el sistema de informa-
ción presupuestario cuyos objetivos eran los siguientes: 
 
 - Obtener la información en la triple clasificación orgánica, económica y funcio-
nal-programática. 
 - Normalizar los procedimientos y circuitos de documentos de entrada y salida del 
sistema. 
 - Normalizar los propios documentos de entrada, procurando la sencillez de su 
cumplimentación por los Centros Gestores y la facilidad de su transcripción a soportes 
magnéticos. 
 - Diseño de los informes intermedios y de los modelos de simulación de hipótesis 
alternativas, facilitando la decisión de los órganos  competentes en el proyecto de presu-
puesto (Dirección general de Presupuestos, Secretaría de Estado de Hacienda, Ministe-
rio de Economía y Hacienda y Consejo de Ministros). 
 - Diseño de los informes definitivos de salida del presupuesto. 
 - Facilitar la integración del presupuesto de la Seguridad Social. 




 A los distintos centros se les asignan funciones jerárquicamente diferentes en el 
proceso informático presupuestario. Así, a las oficinas presupuestarias (que veremos al 
tratar del cliente de la presupuestación), como centros que reconducen las solicitudes de 
los centros gestores y mantienen comunicación constante con las direcciones generales de 
Presupuestos y de Gastos de Personal, se les asigna el papel de introducir tales solicitudes 
en la primera carga del sistema (datos de personal, de transferencias a comunidades autó-
nomas y de detalle de conceptos financieros). Los órganos del Ministerio de Economía y 
Hacienda utilizan tales cargas y las manipulan hasta obtener el proyecto de presupuestos, 
a partir de las instrucciones del Consejo de Ministros y de las conversaciones mantenidas 
con las propias oficinas presupuestarias. La Dirección general de Presupuestos trabaja 
sobre los capítulos segundo, tercero, cuarto, octavo y noveno; la de Gastos de Personal 
elabora el capítulo primero de gastos sin consideración de los demás capítulos. El Comité 
de Inversiones Públicas es responsable de la discusión y fijación de los capítulos sexto, 
séptimo y octavo. La Dirección general de Coordinación con las Haciendas Territoriales 
realiza la valoración del coste efectivo de los servicios transferidos a las comunidades 
autónomas (y a partir de ahí la elaboración presupuestaria de la sección correspondiente). 
El Centro Informático del Presupuesto y el Plan es responsable del control, coordinación 
y desarrollo de las aplicaciones en lo que al proceso informático se refiere. 
 Los problemas referidos respecto a las diversas tareas acometidas simultáneamen-
te y la lógica descoordinación por la intervención de tantos órganos con tareas necesaria-
mente interdependientes, llevó a que la mayor parte de los esfuerzos no se dirigieran a la 
elaboración de los presupuestos por programas, sino a una mera tarea de supervivencia 
frente a un proceso caótico. Tal supervivencia hay que entenderla como la necesidad de 
sacar a todo trance algún proyecto de presupuesto, fueran cuales fueran los criterios y la 
racionalidad empleados  para ello. 
 Se ha explicado ya la intervención de diversos órganos del Ministerio de Hacienda 
en capítulos o secciones diferentes. Esto lleva añadido que se trata de procesos o cadenas 
de trabajo paralelos que sólo convergen al final del proceso. Concretamente, se elabora-
ron separadamente los anexos de personal y el capítulo primero, lo que dio lugar a la (fa-
mosa en el ámbito presupuestario español en términos pequeños y familiares) “noche 
triste” en la que anexo de personal y capítulo primero del presupuesto de gastos rara vez 
coincidían, obligando a un apresurado proceso final de ajuste forzado. En cuanto a las 
inversiones y a las transferencias de capital lo ocurrido fue algo similar, de donde viene la 




tara histórica que desde entonces sufre el anexo de inversiones, de tan escaso valor infor-
mativo y vinculante. 
 Al año siguiente, en 1985, una vez definida la infraestructura informática, se hizo 
el análisis orgánico por completo y el desarrollo e implantación del proyecto SICOP, in-
cluida la formación de los usuarios. En junio de 1985 se presentó a la CIABSI la memoria 
justificativa de la valoración del software de desarrollo, así como el pliego de bases para 
la asistencia propuesta. De acuerdo con dicha propuesta de nuevo se adjudicó a la empre-
sa ERIA la elaboración del software. 
 La informatización de la contabilidad se realizó sin tanto apresuramiento. Una vez 
culminada esta primera fase de la informatización (experimentación con los usuarios de 
presupuestos y sus aspectos técnicos en sentido duro)
392
, se aprobó la Orden de 31 de 
diciembre de 1985 sobre modificación provisional de la contabilidad de gastos públicos. 
Poco después
393
, se aprobaba definitivamente el nuevo sistema de información contable y 
se reestructura la función de ordenación de pagos. Este sistema se implanta en todas las 
Oficinas Contables  del Estado (Administración central, compuesta a estos efectos de 15 
ministerios, 56 Delegaciones de Hacienda, la Intervención general y el Ordenador Central 
de Pagos) desde el primero de enero de 1986. 
 El 2 de octubre de 1986 se propone la contratación de nuevo software mediante 
adjudicación directa con la empresa ERIA
394
 por importe de 166 millones de pesetas. 
Para los siguientes años se previó un gasto de 300 millones de pesetas en la reposición de 
equipos y 875 en la ampliación del proyecto a las Oficinas Contables de los organismos 
autónomos (proyecto SICAI, de Administración Institucional). El gasto previsto de 1.175 
millones se transformó en un gasto real de 2.139 millones de pesetas. En su conjunto se 
evaluó inicialmente el proyecto en 2.582,4 millones y costó 3.625 millones entre 1983 y 
1989. Aunque las desviaciones no son significativas por su cuantía en una Administración 
habituada a manejar billones, ni en su porcentaje, cuando a veces los proyectos de refor-
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En 1985 se completó la red de Oficinas Contables y Presupuestarias de los ministerios con 
226.6 millones de pesetas de inversión, las de la Intervención con 163.8, además de 91.7 millo-
nes en impresoras. En total se presupuestó inicialmente la cantidad de 364.6 millones, invirtién-
dose efectivamente 487.4 millones de pesetas 
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Real Decreto 324/1986 de 10 de febrero 
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Contrato 73/86, realizándose la adjudicación definitiva con fecha 3 de noviembre y formalizán-
dose el contrato el 19 de diciembre de 1986. 
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mados se empiezan a tramitar a la vez que los proyectos de contrato, denotan una cierta 
improvisación y, sobre todo, indican no conocer con mucha claridad qué camino se quiere 
seguir en el futuro.  
La fuerte inversión realizada, que ampliaba enormemente las posibilidades de la 
contabilidad y el seguimiento tradicional de la ejecución presupuestaria, no supuso tantas 
ventajas desde el punto de vista de la elaboración del presupuesto. 
En primer lugar, toda la concepción del SICOP, así como el tipo de información 
que éste permitía tratar (la misma que daba la contabilidad tradicional), era incongruente 
con la filosofía y las necesidades de información de la presupuestación por programas. 
Aunque el sistema de información ganaba en seguridad y en la posibilidad de obtener con 
gran rapidez distintos grados de agregación de la información contenida, ésta no era la 
necesaria para la presupuestación, ni la información contable ha sido nunca demasiado 
fiable respecto al nivel y el destino real del gasto público realizado. La calidad y el tipo 
de información, así como su ajuste a la realidad, no dependen en absoluto del soporte de 
la información, sino de los fines que pretenden los directivos de la organización y de la 
idea que éstos tengan de para qué sirve el presupuesto y la información contable. Final-
mente, el diseño de la organización no se puede condicionar a razones técnicas secunda-
rias como es la implantación de un determinado sistema informático. 
No obstante, a partir de 1986 es una realidad la existencia del SICOP y la necesi-
dad de utilizarlo para la confección de los Presupuestos Generales del Estado. Esto se 
traduce en la necesidad de coordinar las actuaciones de la Dirección general de Presu-
puestos con las del Centro Informático del Presupuesto y el Plan (no es necesaria la coor-
dinación de éstos con las unidades del “plan” porque éste no ha existido nunca). Durante 
el año anterior la coordinación se había producido a través de representantes de cada una 
de las subdirecciones presupuestarias, y de un Director de Programa de Relaciones con 
Usuarios por parte del Centro Informático. El proceso de coordinación era a través de un 
complejo sistema de fichas y boletines en soporte de papel, índices, duplicados, sellos y 
listados, que convirtieron en una auténtica pesadilla para los usuarios todo el proceso de 
informatización del presupuesto. A partir de entonces la coordinación se realizó de mane-
ra bien diferente y original, situando el nivel de coordinación al más alto nivel, mediante 
el intercambio de directores. Un subdirector de presupuestos (un usuario, en términos 
informáticos) es nombrado Director general del Centro Informático, mientras que el anti-
guo director del Centro Informático es nombrado Director general de Presupuestos. Sien-




do ambos interventores y contando los dos con una gran experiencia en el área informáti-
ca, sería fácil la coordinación en este aspecto. 
 Sin embargo, aunque el trabajo formal de presupuestación se realizara a través del 
SICOP
395
, vehículo de comunicación entre los diversos órganos con funciones presupues-
tarias, desde los ministerios a los funcionarios de presupuestos y de la Intervención, la 
falta de calidad del sistema para la adopción de decisiones se ha manifestado siempre. 
Así, desde la misma implantación del SICOP, se impuso la utilización de un mecanismo 
de adopción de decisiones poco conocido, el Documento de Decisión Interna o DDI, ba-
sado en un miniordenador propio de la Dirección general de Presupuestos con numerosos 
terminales sólo en la propia dirección
396
. Una de las cuestiones más llamativas y principa-
les de este sistema paralelo al SICOP, fue su mantenimiento a espaldas de los centros 
gestores y de los ministerios, sin posibilidad alguna por parte de éstos de tener acceso a 
esta información, mas que a través del ¡Consejo de Ministros! 
 A partir de 1987 se plantea dotar a la Dirección general de Presupuestos de nuevos 
medios informáticos, para lo cual se cuenta con la colaboración del Centro Informático 
del Presupuesto y el Plan
397
. Se piensa inicialmente en dotar a la dirección de sistemas de 
información específicos (dotaciones financieras, proyectos de inversión, efectivos de per-
sonal, etc.), sistemas expertos y paquetes integrados. En los años 1988 y 1989 se implantó 
un nuevo sistema informático, exclusivo de la Dirección general de Presupuestos, basado 
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El entorno centralizado del SICOP era, para la Dirección general de Presupuestos, el siguien-
te: ordenador doble Bull DPS8/90 y sus correspondientes controladores de comunicaciones Bull 
Datanet, unidades de control de terminales Bull TCU 7021 (7) y, finalmente. estaciones de traba-
jo Bull y 5 impresoras láser y  5 matriciales. Todo ello dependiente directamente de la Dirección 
General de Informática Presupuestaria. Además un ordenador IBM 4381, controlador de comuni-
caciones IBM 3174, unidad de control de terminales IBM 3299, dos estaciones de trabajo IBM 
3191, una impresora IBM 4224 y una impresora láser Xerox 3700 
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Sistema basado en un miniordenador Data General Eclipse 4000, 15 estaciones de trabajo 
Data General, 4 impresoras láser Xerox 4045 y una impresora matricial. La principal característi-
ca de esta red era su aislamiento respecto al SICOP y su diseño para una sola tarea : la confec-
ción del Documento de Decisión Interna (DDI) o sus modificaciones posteriores. El uso de esta 
red se abandonó cuando se implantó la nueva red de pecés, mucho más versátil, que permitía 
una cierta autonomía por parte de los usuarios 
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Guía para la detección de necesidades en sistemas de información de la Dirección general de 
Presupuestos, mayo 1987 
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en una red de ordenadores personales, ajeno también al sistema SICOP, pero con posibi-
lidad de comunicaciones con la Dirección general de Informática Presupuestaria
398
. 
 Tal nuevo sistema proporcionaba la primera y la última de las posibilidades teóri-
cas apuntadas. Por un lado soportaba una aplicación específica a la que podemos denomi-
nar de escenarios y políticas, en la que las pautas de funcionamiento provenían básica-
mente de la Dirección general de Planificación a través de la Subdirección de Política 
Presupuestaria. Por otro, al estar basado en una red de ordenadores personales, permitía la 
implantación de aplicaciones específicas y paquetes integrados de uso general, que permi-
tían una cierta adaptación a las necesidades de cada usuario
399
. 
 Como consecuencia de tal avalancha de modernización o informatización, el en-
torno informático global era, al final de tal proceso futurista en 1990/1992, realmente 
complicado. Además del entorno basado en ordenadores Bull, con carácter plenamente 
oficializado por el BOE (como SICOP) y base de las relaciones externas de la Dirección 
general de Presupuestos con las oficinas presupuestarias de los ministerios y con la Inter-
vención general, existía el entorno de PCs o red Ethernet, gobernado por la Subdirección 
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Esta red de tipo Novell versión 2.12, en soporte físico Ethernet tipo bus, contaba con un servi-
dor de ficheros (HP Vectra RS/20) y un servidor de comunicaciones (HP Vectra ES/12), así como 
una impresora láser de uso general (Nokia F 3000). A esta red estaban conectados inicialmente 
un total de 45 ordenadores personales repartidos entre las distintas subdirecciones generales, 
Política Presupuestaria (11), Actividades Económicas (7), Actividades Generales (5), Actividades 
Sociales (4), Seguridad Social (4), Presupuesto Comunitario (3), Presupuestos (3) y Secretaría 
General (3). Además existían cuatro ordenadores personales destinados a formación y uno de 
uso general de la dirección. Existían además una impresora láser por cada Subdirección (6), 
excepto la de Política Presupuestaria con tres impresoras láser, a lo que hay que añadir 7 impre-
soras matriciales más. Además de utilizar las aplicaciones propias de la red y de las que cada 
ordenador personal tuviera instaladas, esta red permitía la conexión al ordenador central de la 
Dirección General de Informática Presupuestaria de hasta 16 ordenadores simultáneamente. 
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La Memoria de 1988 de la Dirección general de Presupuestos se refería a cuatro sistemas 
distintos como medios informáticos: 
1º) Red local Ethernet para edición de textos y almacenamiento de los documentos escritos, 
compuesta de 22 estaciones de trabajo Xerox 6085 y 6 estaciones de trabajo Xerox 860, 6 im-
presoras láser de sistema, 3 impresoras láser Xerox 2700, 2 impresoras locales 4045 y 6 servido-
res de red. 
2º) Conexión al CIPP por 14 terminales Bull DKU, 5 impresoras locales hard copy, 6 impresoras 
Xerox 2700, 1 impresora Xerox 8700 y 1 impresora Xerox 3700. 
3º) Miniordenador DATA con 16 terminales, 3 impresoras Xerox 4045 y 2 impresoras matriciales. 
4º) Ordenadores personales (pecés) para trabajo diario de despacho: 9 Bull, 9 Olivetti, 8 impreso-
ras de agujas y 4 impresoras láser.  




general de Política Presupuestaria, el entorno Data General, ya en desuso, y finalmente el 
entorno Xerox
400
, no mencionado hasta el momento por tratarse básicamente de un en-
torno de impresión y no de tratamiento de la información (aunque con frecuencia fuera el 
que contuviera la documentación realmente significativa para la decisión). Así una Subdi-
rección general tipo, con unas 22 personas entre personal técnico y auxiliar podía dispo-
ner de un total de 14 terminales de ordenador, estaciones de trabajo u ordenadores perso-
nales unidos a cuatro redes informáticas distintas, unas comunicadas entre sí y otras no. 
 Tal situación podría afectar favorablemente al trabajo de elaboración del presu-
puesto, siempre que se diesen las condiciones adecuadas para ello. Pero ello equivale a 
suponer la existencia de unas condiciones bastante contrarias a la condición humana co-
mún. La informática no sólo requiere una cierta inversión en tiempo para su asimilación y 
su aprendizaje, requiere además una cierta expectativa y confianza en las ventajas de su 
uso. Por otra parte, la comunicación entre especialistas requiere de una cierta uniformidad 
o al menos homogeneidad de los útiles empleados en los diversos puntos de la organiza-
ción. 
 La nueva red, al estar basada en ordenadores personales, con posibilidad de traba-
jo dentro y fuera de la red, permitía la realización de usos individualizados aplicables a 
aspectos presupuestarios concretos por parte de cada una de las subdirecciones o de cada 
uno de los equipos encargados de las diferentes secciones del presupuesto. Pero sobre 
todo servía de soporte para aplicaciones comunes a toda la dirección, centralizadas por la 
Subdirección general de Política Presupuestaria, que podríamos denominar de “políticas” 
o “escenarios presupuestarios”, siguiendo la terminología utilizada en la propia Dirección 
general de Presupuestos. Ello tuvo dos consecuencias principales desde el punto de vista 
de la elaboración del presupuesto, la gran centralización (o coordinación, en el mejor de 
los casos) del proceso en torno a la “política presupuestaria” (y a la unidad de tal denomi-
nación), y la adopción de las decisiones de elaboración del presupuesto en términos que 
no guardan correspondencia con ninguna de las clasificaciones oficiales del presupuesto. 
 La primera consecuencia, la centralización en torno a las políticas presupuestarias 
y a la Subdirección general de Política Presupuestaria, en detrimento de las unidades 
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Basado en una red local Ethernet con 2 servidores de comunicaciones y 4 de archivo Xerox 
8000, 6 servidores de impresión Xerox 8000 con dos impresoras Xerox 4045 y 4 Xerox 8040, 24 
estaciones de trabajo Xerox 6085 y 8 impresoras esclavas Xerox 4045. Finalmente existía ade-
más un sistema de impresión Xerox 8700 
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agrupadas en torno a las secciones y programas presupuestarios, es una nueva versión de 
la tradicional predominancia de una unidad especializada por sus funciones sobre las que 
se especializan sobre la materia o el cliente del presupuesto. En este caso este predominio 
se refuerza por los aspectos técnico-informáticos y por el carácter de interfaz de la unidad 
técnica respecto al área económica (aspecto que se desarrolla en otro apartado), pero era 
algo que ya existía anteriormente. Fruto de esta situación privilegiada de la visión de polí-
ticas es un progresivo desinterés por los estudios pormenorizados o por las previsiones de 
gasto realizadas por cada una de las subdirecciones sectoriales, más en contacto con las 
necesidades de los ministerios y receptores de sus solicitudes de fondos. 
 A partir de este momento lo que importa no es tanto una hipotética previsión sobre 
el gasto en desempleo o sanidad o una estimación de lo que un departamento puede inver-
tir en un ejercicio dado, ni tampoco evaluar las consecuencias presupuestarias de una de-
terminada ley o medida aprobada, sino únicamente la adecuación entre los grandes esce-
narios macroeconómicos y su posterior desglose en las partidas que integran el presu-
puesto, lo cual es facilitado por el soporte informático, que permite agregar o desagregar 
grandes cantidades de partidas, sin tener que considerarlas y analizarlas una a una. 
 La segunda consecuencia, la separación entre los términos en que se realizan las 
decisiones de gasto y las clasificaciones presupuestarias consagradas por las distintas 
normas, plantea diversas cuestiones. 
 En primer lugar hay que considerar si las clasificaciones del gasto recogidas por 
las distintas normas son adecuadas a la elaboración del presupuesto y a la toma de deci-
siones al nivel ministerial o gubernamental. Las clasificaciones del gasto por criterios 
orgánicos, económicos y programático-funcionales están recogidas tanto por las leyes 
como por las órdenes de elaboración del presupuesto, y se plasman en el SICOP a efectos 
tanto de elaboración del presupuesto como de su control y contabilización. Tanto estas 
normas como los preámbulos de las leyes de presupuestos plantean la elaboración del 
presupuesto en términos de programas, defendiendo por tanto éste como el criterio en que 
basar las decisiones presupuestarias. 
 En segundo término, si además tenemos en cuenta que el seguimiento del presu-
puesto es, o debe ser, junto a la redefinición de los objetivos públicos, la base del sistema 
de presupuestación legalmente consagrado, no cabe duda de que utilizar otros criterios de 
clasificación del gasto no contribuye a la racionalidad del proceso. 
 A pesar de todos los inconvenientes y deficiencias mencionados, la línea de la 
presupuestación iría ya ligada en adelante a la informatización. Esta se concibe como un 




proceso inacabado y en continuo perfeccionamiento, por lo que es posible que algunas de 
las insuficiencias detectadas vayan completándose en el futuro. Sobre ello no se puede ser 
muy optimista, ya que las propias líneas de perfeccionamiento siguen ligadas más a la 
intervención y a la contabilidad que a la presupuestación. Es revelador a este respecto lo 
que se dice en 1993 sobre el denominado Nuevo S.I.C.O.P.: 
 
Con la finalidad de aflorar los “puntos débiles” del sistema actual y de determinar 
el grado de funcionalidad que se estaba obteniendo del S.I.C.O.P. en relación con 
sus potencialidades, se elaboró una encuesta exhaustiva, dirigida a los Intervento-
res Delegados en los Departamentos Ministeriales, Subdirector General de Conta-
bilidad del Ministerio de Defensa, Interventores Territoriales en lasa Delegaciones 
de Economía y Hacienda e Interventores Regionales, bajo su doble perfil de respon-
sables y gestores de la contabilidad y de usuarios privilegiados de la información 
que suministra el sistema. 
 El análisis de los resultados de la encuesta ha permitido replantearse globalmen-
te el sistema actual y obtener una serie de importantes conclusiones de cara al dise-
ño de un nuevo sistema de información contable (S.I.C.O.P.-2). Con objeto de dise-
ñar el nuevo sistema se han llevado a cabo los siguientes trabajos: 
 a) Elaboración de un conjunto de documentos sobre las principales 
directrices del nuevo sistema. Los más relevantes son: 
- Modelo contable-informático para el nuevo sistema de información 
contable de la Administración del Estado. 
- Línea básica del nuevo sistema de información contable de la Ad-
ministración del Estado. 
b) Realización, en colaboración con la D.G.I.P., de los análisis fun-
cionales necesarios para el desarrollo del nuevo sistema. Los más im-
portantes son: 
- Subsistema de Gastos. 
- Subsistema de Ingresos-Cobros. 
- Subsistema de proyectos de inversión. 
- Subsistema de Terceros.
401
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Como se muestra, estos avances no consideran las posibles aportaciones que al 
SICOP pudieran hacer los centros que elaboran el presupuesto, sea la Dirección general 




Las órdenes de 1 de febrero de 1996 por las que se aprueban la Instrucción de Contabilidad 
para la Administración General del Estado y la Instrucción de Operatoria Contable a seguir en la 
ejecución del gasto del Estado no tiene en cuenta en ningún momento la elaboración o la deci-
sión presupuestarias. 
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2. LA VISIÓN POLÍTICA. DE LA VISIÓN POLÍTICA GENERAL AL
PRESUPUESTO COMO INSTRUMENTO DE POLÍTICA ECONÓMICA
A. La evolución de las ideas y de los intereses en conflicto 
Entre la diversidad de funciones asignadas podemos contemplar: una función ge-
rencial amplia, que implicaría el servicio a la toma de decisiones de carácter general, re-
lacionada con la cúpula del poder; una función financiera o económica, en la cual la eco-
nomía general estaría rigiendo todo el proceso; y la confusión de funciones en la cual se 
confunde la política económica con la política general, subsumiendo en ocasiones ésta en 
aquélla, invirtiendo lo que parece el orden lógico. 
En una consideración de política general sobre el presupuesto (como la que hemos 
expuesto anteriormente), debe partirse de que se realizan inevitablemente jerarquizacio-
nes entre la función principal y las funciones colaterales a las que sirve este instrumento. 
Así, será difícil que tengamos a lo largo del tiempo una idea similar sobre cuál sea la fina-
lidad de una determinada medida técnica u organizativa que se introduzca en el mismo, 
ya que tal finalidad deberá ser juzgada por su utilidad para la toma de un tipo u otro de 
decisiones o por la función a la que sirve el presupuesto. 
En este apartado lo que se quiere señalar es que el presupuesto, más que una acti-
vidad interna del Ministerio de Hacienda o de la organización presupuestaria estrecha-
mente delimitada, es un trabajo que se hace al servicio de otros órganos, de otras perso-
nas, cada una de las cuales con fines distintos y no coincidentes con el de la propia orga-
nización presupuestaria. De ahí una cierta primera visión conflictiva del presupuesto ad-
ministrativamente considerado. Es decir, no nos referimos aquí al conflicto social, a los 
fines socialmente contrapuestos que trata de cumplir cualquier presupuesto, sino a que a 
la organización presupuestaria se opone una gran variedad de conjuntos orgánicos que le 
solicitan distintas demandas. 
Estas solicitudes provienen tanto del interior del propio Ministerio de Hacienda, 
de áreas que no son ni la presupuestación ni el control, como de fuera de él, tratando de 
conseguir un comportamiento presupuestario coherente con los objetivos de cada una de 
esas organizaciones demandantes de fines competitivos entre sí. 
Horizontalmente considerado, jerárquicamente se podría decir, los órganos supe-
riores a la organización presupuestaria (el Ministro de Hacienda, los secretarios de Estado 
de este ministerio, el Presidente y Vicepresidentes del Gobierno, etc.) tratan de conseguir 
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ciertos objetivos con el presupuesto y su control. Ello puede llevar a demandar, a preten-
der un determinado diseño orgánico y un modo de actuar de la organización. Más todavía, 
teniendo en cuenta la distinta situación del político y el burócrata, y lo que cada uno espe-
ra como resultado del trabajo administrativo, más que de lo que desea la cúspide del resto 
de la organización subordinada, sólo cabría hablar de clientes en ese sentido
403
.
En este caso resulta quizás inapropiado el uso de la expresión de clientes, dado 
que se trata en realidad de lo que la cúspide de la organización considerada espera obtener 
de ella, de ahí que el término clientes lo reservemos con mayor propiedad para otro apar-
tado, en el que se resaltan los requerimientos exteriores a la organización del presupuesto 
sin ninguna connotación de superioridad. 
En cierto modo estas organizaciones superiores y generales, dentro de la propia 
Administración pública, actúan como portadores de distintas ideas más o menos teóricas 
y de un ámbito variable de intereses, desde los más generales por su orientación hasta los 
más ceñidos a subsistemas de la organización global pero con pretensión de generalidad. 
También estos bloques orgánicos actúan como clientes (en ese sentido menos apropiado) 
que tratan de que se les ofrezca un determinado producto o servicio. 
Se deben considerar aquí las relaciones de poder o mando que se ejercen sobre la 
organización presupuestaria por Hacienda o por Presidencia del Gobierno, así como los 
problemas para coordinar los distintos componentes de la misma. Hasta un cierto momen-
to se plantean problemas de pertenencia de las direcciones generales que se ocupan del 
presupuesto a ministerios o secretarías de Estado diferentes (Presupuestos y Planificación 
respecto a Hacienda y Economía). En todo momento y hasta la actualidad se plantean 
estos problemas por la existencia de órganos intermedios (los órganos superiores), crea-
dos en teoría precisamente para resolver estos problemas de coordinación y que los aca-
ban multiplicando. Por otro lado surgen problemas por el mayor o menor liderazgo de 
cada una de las direcciones en el proceso de elaboración presupuestaria, a lo que contri-
buye la nada fácil delimitación de competencias entre ellas (así sobre todo en el caso de 
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También se podría hablar de clientes refiriéndose al Parlamento, de admitir que “las asigna-
ciones presupuestarias se realizan a través de procesos legislativos más que a través de toma 
de decisiones administrativas” (PFEFFER y MOORE, Power in University Budgeting: a Replica-
tion and Extension, A.S.Q., 1980 p.637). Sin embargo aquí, al menos para España, se mantiene 
la posición contraria de que son procesos administrativos y no legislativos los que hay que consi-
derar al tratar las decisiones presupuestarias  




las inversiones públicas y las retribuciones del personal y su integración con el resto de 
los componentes de la información presupuestaria). 
 Hablamos de evolución porque se dan diversas situaciones a lo largo del tiempo, 
en las que cambian a la vez ideas e intereses. En cierto modo inicialmente la organización 
presupuestaria es bastante poco permeable, los límites están bien definidos estructural y 
funcionalmente. Por tanto a una organización relativamente cerrada corresponde un com-
portamiento peculiar de un grupo humano, ajeno del todo a las necesidades del exterior de 
la organización así delimitada. 
 Posteriormente, aunque el resultado no es continuo ni la organización presupuesta-
ria está completamente abierta al exterior, se recogen múltiples influencias del entorno y 
se van modificando los comportamientos y las propias técnicas operativas, planteándose 
una clara evolución de las ideas y de la organización, como resultado de la lucha entre los 
intereses en conflicto. 
 
B. Los sujetos de las decisiones políticas 
 
 Pasar de una visión técnica a una visión política requiere situar a los sujetos de las 
decisiones políticas en el exterior de la organización presupuestaria original. La organiza-
ción presupuestaria distinta del Ministerio de Hacienda implica en primer lugar la exis-
tencia de otros ministerios u órganos superiores de la Administración que real o tenden-
cialmente comparten con el Ministerio de Hacienda algunas de las funciones presupuesta-
rias. Implica también tener en cuenta a los ministerios que ejecutan las políticas públicas, 
el gasto público. 
 Primero se verá la organización presupuestaria fuera del antiguo Ministerio de 
Hacienda, pero en el marco de las consideraciones globales sobre el presupuesto, partien-
do para ello de lo ya indicado en el capítulo VI sobre el papel de la Presidencia del Go-
bierno. En el siguiente apartado se analizará la evolución de la estructura de la organiza-
ción del presupuesto dentro del área del Ministerio de Hacienda y de Economía y Ha-
cienda,  adaptándose a la importancia del aspecto económico del presupuesto. 
 En un apartado separado y final de menor extensión, coherente con su menor im-
portancia, se estará haciendo hincapié en la adaptación progresiva a esta idea de cliente, 
es decir a la adaptación del Ministerio a nuevas necesidades impuestas externamente y no 
desde arriba. 
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a. La Presidencia del Gobierno
(1) La Jefatura del Estado y el Ministerio de la Presidencia 
Para casi todo el período del general Franco Presidencia del Gobierno y Jefatura 
del Estado son órganos ostentados por una misma persona, pues así venía establecido 
desde principios de 1938, en la primera norma que organiza administrativa y políticamen-
te el nuevo régimen y que, en lo sustancial, continuó vigente hasta la muerte de su máxi-
mo protagonista. Sólo por esta razón no es comparable la posición de la Presidencia del 
Gobierno durante el período que llega hasta la muerte de Franco con la que la Presidencia 
del Gobierno significa desde entonces hasta la actualidad. La identidad de nombres oculta 
pues una situación bien distinta, que desborda ampliamente el aspecto administrativo, 
pero también en este aspecto se puede decir que todo lo que rodea a la Presidencia en el 
período franquista tiene una relevancia especial de la que carece en el período de la tran-
sición y en la actual democracia. El propio entorno, los órganos de apoyo y las personas 
que prestan sus servicios en la Presidencia tienen un distinto significado, que desde el 
punto de vista administrativo diferencia en importancia la Presidencia con o sin Jefatura 
del Estado. 
Quizá por esa razón en los primeros tiempos no encontramos un gran desarrollo 
orgánico alrededor de la Presidencia del Gobierno. Sólo a partir de principios de los años 
50 empieza a darse una estructura orgánica relevante a este entorno, que no llegaría a 
alcanzar cierta importancia hasta un decenio más tarde. Así, al darse en 1951 categoría de 
Ministro al Subsecretario de la Presidencia del Gobierno, el objeto es dar una mayor 
coordinación a la actividad de los departamentos ministeriales, especialmente en el área 
económica, en cuanto afecta a los Programas de Ordenación Económica y Social que ela-
bora la Presidencia del Gobierno y que constituyen la primera muestra de planificación de 
la actividad económica. Pero esta intención política de reforzar la Presidencia no alcanza-
rá nivel de realidad administrativa hasta que las condiciones económicas lo permitan ya 
en los años del desarrollismo. 
Con la separación de la Presidencia y del Ministerio de la Presidencia que se pro-
duce a partir de 1973, asociado al distinto carácter de la Jefatura del Estado, el Ministerio 
de la Presidencia deja de ser el entorno de apoyo del Presidente, por lo que tendrá que 
crearse un nuevo aparato de colaboración en las tareas de dirección de la política guber-
namental al máximo nivel, que tiene poco que ver con el carácter de un régimen persona-




lista como el que existe en España hasta 1975. Tales entornos de apoyo existen en todos 
los países, desde los de régimen presidencialista como el norteamericano (Executive Of-
fice, con las importantes competencias sobre el presupuesto ya examinadas) hasta los de 
regímenes parlamentarios como el británico (Cabinet Office) o el alemán (Cancillería 
Federal). 
 Finalizada ya la unión entre Jefatura del Estado y Presidencia del Gobierno, ini-
cialmente, tanto bajo el final del régimen de Franco como durante la transición, con un 
sistema parlamentario de gobierno (vinculado probablemente a la falta de mayorías abso-
lutas), no se regula tal órgano de asistencia presidencial. Será con el PSOE y el nuevo 
esquema de relaciones entre gobierno y parlamento, cuando se regule y se potencie el 
Gabinete de la Presidencia
404
 (y de la Vicepresidencia). Frente al esquema muy adminis-
trativo de la Presidencia franquista y a la nula regulación de la transición, se opta por un 
gabinete de cierta dimensión pero muy alejado de la estructura administrativa habitual. 
Existe en primer lugar un Director del Gabinete con rango de subsecretario, auxiliado por 
un subdirector y un secretario, ambos con rango de subdirector general. Las tareas de 
información política y técnica y de asesoría que se le encomiendan se agrupan en seis 
departamentos (Análisis, Asuntos Socio-Laborales, Internacional, Economía, Asuntos 
Institucionales y Educación y Cultura) y un grupo de expertos, al frente de cada cual se 
sitúa a un director general. En 1989 se vuelve a reforzar este Gabinete, elevando su rango 
a secretaría de Estado, cuyo subdirector tendría en adelante rango de subsecretario. Se le 
añaden además los departamentos de Defensa y Seguridad y de Estudios
405
. Quizás debe-
ría destacarse que en ningún momento del período estudiado se crea una unidad en algo 
similar a la OMB, una unidad dedicada al presupuesto.  
 Con el desdoblamiento en 1986
406
 del Ministerio de la Presidencia, y la creación 
del Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno, parece refor-
zarse el aparato administrativo de la Presidencia, a la vez que se plantean problemas de 
relación entre el Gabinete y el Ministerio mencionado. Por otra parte, la conversión de la 
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Real Decreto 3773/82 de 22 de diciembre, por el que se estructura orgánicamente la Presi-
dencia del Gobierno  
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Real Decreto 1481/89 de 15 de diciembre, B.O.E. del 16. 
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Oficina del Portavoz del Gobierno en ministerio triplica en cierto modo la estructura que 
rodea a la Presidencia, planteándose problemas de competencias. 
Lo dicho sobre la Jefatura del Estado es válido para el Ministerio de la Presiden-
cia, ya que la Presidencia del Gobierno mantiene su vinculación con la Jefatura del Esta-
do hasta la Ley de 8 de junio de 1973. Congruente con la idea que exponíamos al princi-
pio de la fuente de poder de la Presidencia, y con una cierta inercia que prolonga este 
efecto algún tiempo, en este año se produce el comienzo de la progresiva pérdida de im-
portancia, en la esfera de coordinación general y económica, del entramado organizativo 
configurado en torno a la Presidencia del Gobierno y la Jefatura del Estado. 
Se puede afirmar que, contra la apariencia derivada de la elevación de rango, estos 
cambios significan un progresivo vaciamiento de las competencias del Ministerio de la 
Presidencia, que coinciden con su alejamiento del centro de poder formal y real, represen-
tado por la jefatura del Estado. 
A partir de este momento la Presidencia ya no cuenta con una estructura organiza-
tiva próxima que le permita controlar directamente la planificación y la dirección de la 
política económica. A la vez el Ministerio de la Presidencia se convierte en un ministerio 
más, con la misma distancia respecto al Presidente del Gobierno que tienen los demás 
ministerios y, por lo que aquí interesa, pierde de modo absoluto sus competencias en el 
campo económico. Tales competencias son asumidas progresivamente por el área estric-
tamente económica del Gobierno, que se empieza a situar en el Ministerio de Hacienda y 
en el Ministerio de Economía. 
Los problemas que atañen a la organización y a la función pública parecen de difí-
cil encaje en esta estructura orgánica, pues a la competencia tradicional de Hacienda so-
bre organización y retribuciones hay que añadir la difícil delimitación de lo que corres-
ponde a la Presidencia (responsable de la globalidad de la Administración y de la función 
pública) y las competencias del Ministerio de la Presidencia como ministerio con compe-
tencias de tipo horizontal. 
Una muestra de tal conflicto es el intento de solucionar la situación descrita con el 
nombramiento de un Ministro Adjunto al Presidente encargado de la Administración Pú-
blica y la creación de una Comisión Delegada del Gobierno para la Administración Públi-
ca
407
, integrada por los ministros de Hacienda, de Economía, de Administración Territo-
407
Real decreto de 18 de julio de 1980 




rial, de la Presidencia y Adjunto al Presidente para la Administración Pública. Tal Comi-
sión tendría como órganos de trabajo a la Comisión Superior de Personal y a la Junta 
Central de Retribuciones (dependientes de Presidencia y de Hacienda, respectivamente). 
Los gastos de funcionamiento de la Administración pública, capítulos uno y dos del pre-
supuesto, parecen ser el centro de los problemas que se tratan de resolver y así entre las 
competencias de la Comisión se cita 
 
 “el examen, a propuesta del Ministro de Hacienda, de las instrucciones que el 
Gobierno haya de dictar para la elaboración de los Presupuestos, en cuanto se refieran a 
las retribuciones del personal y a los gastos de funcionamiento de la Administración Pú-
blica”, 
 
 otorgándose la presidencia de la Junta Central de Retribuciones, a los efectos aquí 
previstos, al Ministro de Hacienda (primero) y al Ministro Adjunto para la Administra-
ción Pública (segundo) y la vicepresidencia al Subsecretario de Presupuesto y Gasto Pú-
blico (primero) y al Secretario general para la Administración Pública (segundo). 
 Idéntico tipo de problemas se plantean respecto a las relaciones con las Haciendas 
descentralizadas, que se tratan de resolver primero con la creación de un Ministerio de 
Administración Territorial y de una Dirección general de Coordinación con las Haciendas 
Territoriales en el Ministerio de Hacienda
408
 y, posteriormente incorporando a este último 
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Real Decreto de 13 de junio de 1980. Su estructura se desarrolla por la orden ministerial de 1 
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secciones y cuatro negociados, excepto el de Presupuestos y Créditos que cuenta con tres sec-
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409
Reales Decretos de 10 de octubre de 1980 (asigna a la Dirección General de Coordinación 
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 La supresión del Ministerio de la Presidencia implica una nueva configuración de 
la estructura que rodea al Presidente del Gobierno. Se dividen sus funciones entre el Mi-
nisterio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno, que se encarga de 
las competencias más netamente próximas a la Presidencia y Vicepresidencia y al Conse-
jo de Ministros  y de la coordinación de las tareas de las Comisiones Delegadas del Go-
bierno y Comisión General de Subsecretarios, y el Ministerio para las Administraciones 
Públicas, que se encarga de todo lo relacionado con las administraciones territoriales, 
salvo su financiación, y de lo relacionado con la propia organización estatal, salvo las 
retribuciones de sus funcionarios y la organización. 
 El Ministerio para las Administraciones Públicas se concibe también como un 
ministerio de tipo horizontal, pero sus funciones son las más lejanas de lo que daba nom-
bre al antiguo Ministerio de la Presidencia. En primer lugar las funciones que estaban 
atribuidas al Ministerio de Administración Territorial, esto es relaciones con las Comuni-
dades Autónomas y Corporaciones Locales, con lo que en este campo se comparten fun-
ciones con el Ministerio de Economía y Hacienda, responsable del importante cometido 
de la financiación de las haciendas descentralizadas. Un segundo bloque de materias es el 
que se refiere a la organización administrativa, régimen jurídico y retributivo de los fun-
cionarios públicos, procedimientos e inspección de servicios de la Administración del 
Estado. Este segundo conjunto de materias es también un campo compartido con el Mi-
nisterio de Economía y Hacienda, precisamente por tener éste la competencia general 
sobre el presupuesto y sobre el control que ejerce la Intervención general de la Adminis-
tración del Estado. 
 Así pues son dos las características que tiene este ministerio en sus diversas confi-
guraciones y denominaciones: su alejamiento respecto al momento anterior de la Presi-
dencia del Gobierno y que la práctica totalidad de sus funciones son compartidas con el 
Ministerio de Hacienda. Estas funciones son fundamentalmente en el campo de las retri-
buciones del personal, de la organización y de las relaciones con las Administraciones 
descentralizadas. En el campo estrictamente presupuestario, las órdenes de elaboración no 
                                                                                                                                                 
ya existentes y las unidades básicas de Administración local de los Gobiernos Civiles. El jefe del 
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poraciones Locales y de los tribunales económico-administrativos provinciales 




suelen incluir referencia alguna a los órganos de este ministerio
410
, lo que sin duda se 
manifiesta en el modo caótico de llegar a la Oferta de Empleo Público, en la que hay 
grandes diferencias entre lo elaborado por la Dirección general de Presupuestos y aproba-
do por Gobierno y Cortes y lo aprobado por el Gobierno a partir de la propuesta del Mi-
nisterio para las Administraciones Públicas. 
 
(2) La Comisaría del Plan y el Ministerio de Planificación del Desarrollo 
 
 Hay que señalar, para destacar la importancia real de la Comisaría en el plano pre-
supuestario, que las competencias que tiene la Comisaría del Plan se refieren fundamen-
talmente a inversiones, esto es, sólo a una parte menor del presupuesto del Estado. No 
obstante si tenemos en cuenta la petrificación (el escaso margen de maniobra que reitera-
damente se suele mencionar) que se produce en otro tipo de gastos y el control que sobre 
el personal tiene el Ministerio de la Presidencia, estas competencias sobre las inversiones 
son de gran importancia. Así con la contracción del gasto público que se produce en 
1967
411
, se requiere el informe previo de la Comisaría para cualquier incremento de los 
créditos para inversiones que exceda de los créditos iniciales del año anterior. 
 La Comisaría desaparece como tal al desaparecer la vinculación de la Presidencia 
del Gobierno a la Jefatura del Estado, siendo sustituida por el Ministerio de Planificación 
del Desarrollo. El cambio de denominación es engañoso, pues pese el cambio de nombre 
de Comisaría por el de Ministerio, lo cierto es que la nueva situación supone un deterioro 
respecto a la gran cercanía que tenían los Comisarios anteriores respecto al Jefe del Esta-
do-Presidente del Gobierno y también respecto a las personas que ocupan tal cargo, de 
escasa duración. A partir de este momento el estudio de la planificación debe ligarse al 
Ministerio de Hacienda (con un corto paréntesis en Economía) y posteriormente al Minis-
terio de Economía y Hacienda, pero sobre todo ya no es la planificación propia del desa-
rrollismo del último período del franquismo, sino la mera elaboración de programas eco-
nómicos de carácter más bien teórico (con un enfoque absolutamente de arriba abajo) que 
no vinculan a nadie ni aun en el seno del propio Gobierno. 
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b. Ministerio de Economía
El origen del Ministerio de Economía está, como se expuso anteriormente, en el 
de la Presidencia, a través de la Comisaría del Plan de Desarrollo Económico y Social, a 
la que en cierto modo sucede en sus ya inexistentes competencias sobre la planificación 
económica. Pero la coincidencia del cambio orgánico con el fin de la planificación indica-
tiva supone que el nuevo ministerio tenga un cariz más de estudio de las grandes líneas de 
la economía y menos de competencias directas sobre el sector económico de la Adminis-
tración pública. Esta idea acompañará al área económica del Gobierno prácticamente has-
ta el segundo período de Gobierno socialista en 1987, en el que el área económica se con-
vertirá en área predominante dentro del Ministerio de Economía y Hacienda. 
El perfil de la Subsecretaría de Planificación mantiene una doble vinculación con 
la Presidencia del Gobierno y con el Vicepresidente para Asuntos Económicos, que pro-
pone el nombramiento de su titular
412
. Le corresponden “en su misión orientadora y coor-
dinadora de la política económica y social”, las siguientes funciones: 
a) La promoción, impulso y realización de cualesquiera estudios e informes en-
caminados al mejor conocimiento de la realidad económica y social, así como el ensayo 
y adaptación de las diferentes técnicas de programación y planificación. 
b) La formulación técnica de las líneas fundamentales de la planificación y pro-
gramación económica y social del sector público, con visión de conjunto y criterio de 
unidad. 
c) Asegurar la coordinación de los planes y programas que elaboren los diversos
Departamentos Ministeriales, en cuanto tengan incidencia en la economía nacional o 
afecten al desarrollo social, y redactar los Planes Nacionales de Desarrollo. 
d) Velar por la efectiva y armónica ejecución de los distintos planes y programas,
redactando informes periódicos y promoviendo la adopción de las medidas más conve-
nientes al respecto. 
e) Relacionarse a través del Ministerio de Asuntos Exteriores con otros órganos
de planificación y organismos económicos, extranjeros e internacionales, y auspiciar la 
412
Decreto de 6 de febrero de 1976. 
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difusión de técnicas y resultados, así como la formación de expertos en materias de pla-
nificación y programación. 
El primer Gobierno democrático lleva consigo la creación del Ministerio de Eco-
nomía
413
, que se forma a partir de la Subsecretaría de Planificación (excepto la Dirección
general de Acción Territorial y Medio Ambiente, que pasa al Ministerio de Obras Públi-
cas) y de un abstracto interés por dar respuesta a la crisis económica  
“tendrá como misión fundamental establecer las líneas directrices de la política 
económica general, la programación a corto y medio plazo y el estudio y propuesta de 
las medidas que haga aconsejables la buena marcha de la economía nacional” 
Ello lleva a recoger ciertas competencias del Ministerio de Hacienda (Política fi-
nanciera, Banco de España e ICO) lo que obliga a la creación de una Comisión de Política 
Financiera, que depende conjuntamente de ambos ministerios, para la definición de las 
normas que regulan las instituciones financieras y las propuestas que se consideren opor-
tunas en este ámbito. Pero en cuanto a órganos de Hacienda que se integran en el nuevo 
ministerio, sólo se puede citar la Dirección general de Política Financiera, creada tan solo 
siete años antes
414
, es decir, no se integra ninguno de los órganos encargados de la pro-
gramación económica a corto plazo, ni ninguno de los órganos con poder efectivo sobre 
el resto de los ministerios. Se le adscribe en cambio el Consejo de Economía Nacional, 
inoperante a todos los efectos para la tarea de presupuestación o programación económica 
a corto plazo. 
No obstante esta deficiencia estructural inicial, se crea una Secretaría de Estado 
para la Coordinación y la Programación Económicas, a cuyo titular se le asigna el secreta-
riado de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. La deficiencia 
estructural a que nos referimos la pone de manifiesto la creación de una Comisión de Pre-
supuesto y Gasto, dependiente a la vez de los ministerios de Economía y de Hacienda, 
para la definición y propuesta de modificación de la política presupuestaria. La estructura 
413
Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio, por el que se reestructuran determinados órganos de la 
Administración del Estado   
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Decreto de 24 de julio de 1970 
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
435 
 
de que se dota al nuevo ministerio no parece ir en el sentido de reforzar sus competencias 
en este terreno pegado a la presupuestación, sino de crear nuevos gabinetes de estudio que 
adivinen el futuro económico
415
.  
 La Secretaría de Estado para la Coordinación y la Programación Económicas no 
tendría ni dos años de existencia, suprimiéndose en 1979 e integrándose sus funciones en 
la Subsecretaría de Economía. 
 La posterior integración de este ministerio en el de Hacienda puede interpretarse 
inicialmente como una menor importancia del enfoque económico. Sin embargo, con el 
tiempo se abriría camino también la interpretación contraria y a ella nos adherimos. Pre-
cisamente a partir de la desaparición del Ministerio de Economía con el primer gobierno 
socialista, asistimos a un progresivo predominio de las ideas económicas (más exacta-
mente de las ideas macroeconómicas) en las tareas presupuestarias. El camino es progre-
sivo, pudiéndose asistir a un camino paralelo de las ideas económicas en este área y de la 
evolución orgánica del Ministerio de Economía y Hacienda. 
 A una existencia bastante separada en los primeros años, en la que coexiste un 
área de Hacienda con competencia sobre ingresos y gastos y un área de Economía bási-
camente de diseño casi teórico de la política económica, sucede un proceso de aproxima-
ción orgánica en el que las líneas de presupuestación (Hacienda) y de planificación (Eco-
nomía) se funden en una misma estructura. El paso final se da al separarse del ministerio 
el área de gestión tributaria y penetrarse el área de gasto público de una orientación bási-
camente economicista. 
 
C. El programa único: la organización económica del presupuesto 
 
 La relación de la economía y el presupuesto es algo obvio y que siempre se ha 
dado, ya desde los tiempos más remotos. El presupuesto es un mecanismo para la adop-
ción de decisiones económicas, o aun sin serlo consciente y deliberadamente, sus dimen-
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Financiación) y Dirección General de Previsión y Coyuntura (subdirecciones generales de Análi-
sis Coyuntural, de Previsión Económica y de Análisis Económico Internacional). 
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siones y composición interna tienen evidentes repercusiones sobre la economía. Moder-
namente, en la historia presupuestaria española, encontramos esta preocupación en las 
medidas adoptadas en los años 50 y 60 referentes a la estructura del presupuesto. Y fuera 
de él en el protagonismo que, ligado al desarrollismo, tiene en los 60 la Administración 
económica de la Presidencia. Sin embargo, otros eran los intereses principales a la hora 
de configurar la organización presupuestaria. Por parte de Presidencia la reforma admi-
nistrativa y el propósito frustrado de arrebatarle a Hacienda el poder sobre el conjunto de 
la Administración. Por otra parte, la del Ministerio de Hacienda, más en la línea de un 
presupuesto administrativo creado para el control por parte de la Intervención de Hacien-
da y para conciliar las distintas solicitudes de los centros gestores del gasto público con 
los ingresos. 
El inicio del gran cambio se produce con la creación de una vicepresidencia eco-
nómica, que desde el comienzo podemos pensar que se plantea como algo conflictivo, 
tanto con Hacienda como con Presidencia. Aunque nace como un reforzamiento de las 
competencias económicas y de planificación del Ministerio de Hacienda en detrimento de 
las propias de la Presidencia y sobre todo del Ministerio de la Presidencia en enero de 
1976
416
, al suprimirse el Ministerio de Planificación del Desarrollo, poco después se re-
trocede un tanto en esta línea -que acabaría siendo la permanente- al asignar transitoria-
mente la dirección de la política económica al Ministro de la Presidencia y Vicepresidente 
del Gobierno, y al asignar más adelante la vicepresidencia económica al Ministro de Eco-
nomía, aunque de una manera que podríamos calificar de titubeante. 
Se plantea a partir de ahí una compleja evolución que acaba derivando en una si-
multánea pérdida del carácter de control del presupuesto y de su puesta al servicio de una 
malentendida política presupuestaria  como una política económica más. 
416
Decreto Ley de 8 de enero de 1976. 
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a. La visión del presupuesto como instrumento de política eco-
nómica 
 
(1) Influencia de las teorías económicas y del ejemplo exterior 
 
 La entrada de las ideas económicas en el presupuesto es, cuando se plantea por 
primera vez, totalmente ajena al Ministerio de Hacienda y a la Intervención. Se produce, 
refiriéndonos al entorno más amplio, por la grave situación económica que vive el país al 
final del período autárquico y por la insufrible comparación con la situación del presu-
puesto en otros países. Esta situación lleva al interés por las cuestiones estrictamente eco-
nómicas y por la recepción de ese interés en el presupuesto del Estado. Hasta entonces el 
presupuesto era exactamente lo que se denomina un presupuesto administrativo, de carác-
ter orgánico en sentido peyorativo e inútil para ser utilizado como instrumento de política 
económica. Se manifestaba una necesidad de cambio. 
 La incorporación de lo económico se produce por la intermediación del Instituto 
Nacional de Estadística (INE), entonces en el entorno de la Presidencia y en contacto con 
lo que sucedía en el exterior. El INE, la Presidencia del Gobierno, el cuerpo de Econo-
mistas del Estado (al crearse se adscribe a la Presidencia) forman un complejo ideológico-
administrativo muy distinto del que en el seno del Ministerio de Hacienda elaboraba, de 
modo tradicional, los presupuestos. La misma creación reciente de estos tres componentes 
les orientaba hacia la innovación y los deseos de experimentación práctica de los conoci-
mientos que reunía tal complejo administrativo. 
 Aunque pueda parecer anacrónico, no es sino en estos momentos cuando la Admi-
nistración incorpora los instrumentos técnicos capaces de poner en práctica las teorías 
económicas elaboradas antes de la guerra mundial. Tal anacronismo no se produce sólo 
en nuestro país, que por entonces vivía todavía del espíritu autárquico y de las ideas eco-
nómicas obsoletas de la larga posguerra. Los organismos internacionales de la ONU tra-
taban por entonces de extender, a los distintos países del mundo, los instrumentos necesa-
rios para poner en práctica políticas económicas racionales
417
. Tal instrumento es primor-
dialmente la Contabilidad Nacional, para la cual es necesario contar con las cuentas de las 
administraciones públicas y del sector empresarial, tanto público como privado. 
                                                 
417
Una reunión internacional celebrada en México entre el 3 y el 11 de septiembre de 1953 daba 
directrices para la implantación de una clasificación económica de los ingresos y de los gastos 
del sector público 




 Tales hechos se recogen en los preámbulos de las órdenes de 26 de julio de 1957 y 
14 de mayo de 1958. La primera fecha puede ser considerada el comienzo de la reforma 
presupuestaria en España, al introducir la primera clasificación económica del gasto para 
el Estado y sus organismos autónomos. La segunda orden amplía la clasificación a todo el 
sector público que entonces se considera pertinente, las corporaciones locales, y formula 
una clasificación estadística dirigida directa y exclusivamente a la contabilidad nacional 
que enlaza claramente con la clasificación presupuestaria que hoy tenemos. 
 El espíritu tecnocrático está presente en tales preámbulos, que parte de 
 
 “hechos innegables... cualesquiera que sean las ideas de orden político o econó-
mico que presidan el Gobierno de la Nación.”, 
 
 entre los cuales una estructura presupuestaria que facilite el conocimiento de las 
consecuencias económicas de la creciente actividad pública. La introducción de la distin-
ción entre gastos ordinarios o de administración y gastos extraordinarios o de inversión es 
de este momento, como lo es el abandono del viejo dogma gastos corrientes financiados 
con ingresos corrientes y gastos de capital con ingresos de capital, que cae acompañado 
de la idea de equilibrio ingresos-gastos, sustituida por la búsqueda de instrumentos de 
financiación del nuevo proceso inversor. 
 La clasificación de gastos (pagos) ha tenido modificaciones a lo largo del tiempo, 
pero ha mantenido la sustancial división entre gastos corrientes y gastos de capital, hoy 
no sólo minusvalorada sino falseada en su sentido original por los presupuestos que rigen 
la vida del Estado. 
Lo más importante es que desde entonces se puede hablar de dos clasificaciones 
importantes: la tradicional de órganos y la que reúne los medios utilizados en la acción 
administrativa con su significado económico, pues no se puede olvidar que la nueva clasi-
ficación económica no es sino una nueva versión de la clasificación de medios, que for-
maba parte del presupuesto tradicional. 
 
(2) El interés por los modelos de previsión económica 
 
 Los años 60, de política desarrollista sin titubeos desde 1964, conocen un gran 
interés por los modelos de previsión económica, que vienen facilitados precisamente por 
el gran control que entonces pretende tener el sector público sobre el conjunto de la eco-
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
439 
nomía, altamente controlada por las autoridades públicas (no sólo de Hacienda, sino de 
Comercio, Agricultura, Turismo, etc.) y menos por el más impredecible mercado. Por 
entonces la planificación y la previsión económicas se sitúan en el marco de la Presiden-
cia, más concretamente en la Comisaría del Plan de Desarrollo, realizándose los cálculos 
para la tarea de previsión por la Ponencia de Financiación, a través de la cual se realiza la 
coordinación entre la Comisaría del Plan y el Ministerio de Hacienda, ya que en su com-
posición se integran un considerable número de funcionarios de dicho departamento
418
.
Tal interés parece llegar incluso al presupuesto, ejemplificado en el “Modelo de 
Previsión Económica a Corto Plazo para España”, elaborado en el seno de la Dirección 
general de Presupuestos. Tal como dicen sus autores
419
, en el Ministerio de Hacienda se
sentía la necesidad de encuadrar la política presupuestaria en una visión global de la eco-
nomía (competencia ésta por entonces de la Presidencia). Primero se pensó en la creación 
de una unidad dentro del Ministerio de Hacienda encargada de realizar previsiones eco-
nómicas (en 1965 por el entonces Secretario general técnico del ministerio y desde 1973 
Ministro de Hacienda Antonio Barrera de Irimo). Después, abandonada provisionalmente 
418
El proceso de previsión es descrito así por Ceferino ARGÜELLO REGUERA (Planificación 
indicativa..., cit.): A la vista de la evolución histórica de las finanzas de los entes públicos, y te-
niendo en cuenta las principales modificaciones previsibles en las mismas, así como los objetivos 
generales del Plan, se hacen proyecciones hacia el futuro para determinar las cifras totales de 
gastos e ingresos durante los cuatro años de vigencia de la planificación. Los datos para efectuar 
esta operación son proporcionados por la información contable y estadística disponible referente 
a los distintos agentes, así como por las directrices generales del plan. Determinado el volumen 
total de ingresos y gastos corrientes, la diferencia indicará el remanente disponible para las acti-
vidades inversoras, dentro de las cuales cada agente asumirá la ejecución de las que se le asig-
nen. A ello añade la siguiente crítica, que creemos es perfectamente aplicable a intentos actuales 
de previsión económica y presupuestaria: 
- Deficiencia de la información de carácter retrospectivo, dato básico para todo proceso 
de previsión. Aunque superado este obstáculo en gran parte con la aparición de las cuentas de 
las Administraciones Públicas, aún no se ha logrado contar con una completa visión contable de 
la actividad pasada de la totalidad del Sector Público en nuestro país. 
- Ausencia de modelos de previsión económica a medio plazo, que permitieran proyectar 
el juego de las relaciones entre magnitudes con un mayor rigor y, en consecuencia, las referen-
tes a gastos e ingresos públicos. 
- No reconversión del Plan a medio plazo en un Plan anual, capaz de incorporar a su 
contenido las principales modificaciones derivadas de la evolución y situación económicas. 
- Falta de estimación de los gastos corrientes derivados de la ejecución de las inversio-
nes, lo que en cierto modo origina una supervaloración del remanente en cuenta corriente del 
Sector Público. Este inconveniente pretende superarse fijando, sin base sólida suficiente, un 
porcentaje de dicho excedente para cubrir las necesidades de los mencionados gastos. 
- Exclusión de las inversiones de carácter militar, que al no integrarse dentro del progra-
ma de inversiones públicas, dificulta el cálculo del ahorro del Sector Público.   
419
Introducción al “Modelo...”, FNMT, Madrid 1970, p.11 
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la idea de creación de una unidad dedicada a ello en la Dirección general de Presupuestos, 
se encargó a funcionarios de la Secretaría general técnica y de la Dirección general de 
Presupuestos la realización de un estudio tendente a cuantificar la demanda global proba-
ble para el año 1966. Basándose en el modelo de previsión elaborado se elaboró el Presu-
puesto económico de la Nación para 1966. 
Pero pronto se abandonó el fin por el instrumento. Esto es, se dejó de explotar la 
posibilidad de tener un instrumento de previsión económica que sirviera para la elabora-
ción del presupuesto futuro, y se desarrolló uno (sin duda no el más importante) de sus 
instrumentos necesarios (el modelo de previsión). Sólo en 1970 se utilizó el modelo arri-
ba mencionado con fines internos al Ministerio de Hacienda, pero su influencia y la de 
otros modelos posteriores no ha contribuido a una mejor elaboración de los presupuestos, 
sino a presentar de otro modo sus proyecciones. 
Partiendo del razonamiento de que para la realización de previsiones económicas 
es instrumento indispensable disponer de las cuentas económicas de cada uno de los 
agentes incluidos en el sector público, el Ministro de Hacienda, Juan José Espinosa San 
Martín, dispuso la constitución de una ponencia encargada de elaborar las citadas cuentas. 
Se comenzó por elaborar las de las administraciones públicas para el período 1958 (año 
de la introducción de la nueva clasificación presupuestaria) a 1967 y las de las empresas 
públicas del año 1966. La mayor contribución es que, desde entonces, la Intervención las 
confecciona anualmente. Pero si en el campo de describir la actuación pasada del sector 
público se ha avanzado, tanto el presupuesto ejecutado como la economía real cada vez se 
alejan más de las previsiones realizadas. 
No obstante, el interés por los modelos tuvo dos importantes consecuencias para el 
presupuesto y su organización. Por un lado se incluyó en el Proyecto de Ley de Presu-
puestos para el bienio 1966-67 un artículo autorizando a reformar la estructura del presu-
puesto, lo que se hizo por la Orden de 1 de abril de 1967 y la Resolución de 27 de enero 
de 1968. Por otro, se creó, por otra Orden de 1 de abril de 1967, dentro de la Dirección 
general de Presupuestos, la Sección de Estudios Previsionales, encargada de la realización 
de trabajos de dicha naturaleza, de la integración del presupuesto del sector público en un 
cuadro económico global y de la información periódica sobre la marcha de su ejecución. 
Así se institucionalizaba dentro del Ministerio de Hacienda la elaboración de previsiones 
económicas de carácter global. 
La nueva estructura de 1967 tiene por tanto una motivación sustancialmente de 
ayuda a la política económica, para la cual se reconoce insuficiente la anterior estructura 
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
441 
de 1957. Pero es también la adaptación de los métodos de trabajo de la Dirección general 
de Presupuestos a la planificación del desarrollo. Supone, según la propia orden, adecuar 
el presupuesto a los “planes de desarrollo económico” y “dar efectividad a cualquier tipo 
de política económica”, entonces situada en Presidencia y en ministerios como el de Co-
mercio. 
Incluso en el desarrollo interno de cada uno de estos capítulos de gasto se introdu-
cirán pocas modificaciones desde 1967 hasta 1996, a excepción de la gran cantidad de 
operaciones corrientes que, al menos desde 1975 y en los últimos años se han ido consi-
derando como inversiones reales, dando una imagen deformada de la contribución del 
sector público a la inversión global desde una perspectiva temporal. Así es frecuente la 
posibilidad de contratar personal laboral (normal y ortodoxamente capítulo primero de 
gastos) con cargo a inversiones o con cargo a gastos en bienes corrientes y servicios (re-
curriendo en este caso a modalidades contractuales no laborales, sino a contratos para 
trabajos específicos no habituales o a otros tipos de contratos de servicios). Son, en gene-
ral, muy frecuentes las disposiciones que permiten todo tipo no sólo de modificaciones de 
capítulos inversores a capítulos de gastos de funcionamiento, sino de imputación de gas-
tos corrientes a capital. 
Así pues, incluido el modelo de 1970, lo que más importancia tendría serían los 
trabajos realizados en el seno de la Dirección general de Planificación ya bajo el Go-
bierno socialista. Para ello ya esta dirección había realizado entre 1987 y finales de 1989 
diversos trabajos econométricos que concluirán en el Modelo de Investigación y Simula-
ción de la Economía Española (MOISEES), utilizado como base para la adopción de de-
cisiones presupuestarias. Este modelo se relaciona directamente con la confección de los 
“Escenarios”, que empiezan a presentarse junto con el proyecto de Presupuestos Genera-
les del Estado en 1988 (“Escenario Macroeconómico y Presupuestario 1989-1992”) y 
que, tal como recogen las normas de elaboración de los presupuestos de los siguientes 
ejercicios, son una de las bases fundamentales de las decisiones adoptadas ya en los años 
90. 
b. La incorporación de la economía a la presupuestación: aspec-
tos orgánicos frente a la invasión economicista del presupuesto. 
A partir de la fusión por el Gobierno socialista de los ministerios de Economía y 
de Hacienda, se plantean más claramente los problemas de coordinación entre planifica-




ción a largo plazo, representada por el área de Economía del nuevo ministerio, y progra-
mación a corto plazo o presupuestación. Desde este momento planificación económica y 
presupuestación entran más íntimamente en contacto, y ambas funciones dependen del 
mismo ministro. 
 Pero en este período podemos encontrar desde el punto de vista organizativo dos 
soluciones o diseños orgánicos diferentes. Uno que se caracteriza por la coexistencia se-
parada del aspecto planificador y del presupuestario, en el que se da un cierto equilibrio 
entre ambas maneras de concebir el presupuesto, en el que sobrevive al menos formal-
mente la idea de presupuestación por programas. Y un segundo diseño orgánico en el que 
la presupuestación se coloca plenamente al servicio de una orientación economicista de la 
Administración pública y de su gasto. 
 En las competencias que se atribuyen al área económica del ministerio, en el pri-
mer diseño de la organización del Ministerio de Economía y Hacienda, está presente una 
idea clásica de la planificación indicativa que en nada tendría una traducción práctica. Así 
las tareas, a realizar por la Secretaría general de Economía y Planificación, “conducentes 
a la elaboración de los planes a que hace referencia el artículo 131 de la Constitución”, 
así como los “planes y programas del Sector Público”, enlazan con la idea de planifica-
ción que se supone es propia de un gobierno socialista
420
, y con la de una visión conjunta 
y a largo plazo de la actividad del sector público. 
 Para ello se modifica la estructura existente, volviendo a la situación anterior a la 
última reforma de UCD al desdoblar en dos la Dirección general de Política Económica y 
Previsión (en direcciones generales de Política Económica y de Previsión y Coyuntura) y 
                                                 
420
Así lo manifestaba ya en 1979 Enrique Barón Crespo, miembro del Comité Federal del PSOE, 
diputado del Congreso de los Diputados, ministro del Gobierno socialista y presidente del Parla-
mento Europeo, poco representativo de posiciones maximalistas o nacionalizadoras dentro de la 
corriente socialista. Este socialista defendía la planificación por principio socialista, relacionándo-
la con la presupuestación por programas, impulsada por los pactos de la Moncloa e iniciada para 
Barón en 1979. Manuel Sánchez Ayuso, también del PSOE preconizaba además el respeto al 
plan por parte del presupuesto. (Presupuesto y Gasto Público número 1, 1979)    
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creando la Dirección general de Coordinación del Plan
421
, para sustituir al Consejo del 
artículo 131.2 de la Constitución, y suprimiendo la de Ordenación Económica
422
. 
 Pero a este diseño competencial no le acompañan ni una importancia real de la 
planificación, que apenas merece tal nombre, ni un papel relevante de la organización 
planificadora, secundaria dentro del ministerio en el que se inserta, todavía preocupado 
por la vertiente de los ingresos, por profundizar en la reforma fiscal y en la lucha contra el 
fraude. 
 A pesar de estos cambios orgánicos, que parecen ir en una línea de planificación 
sin participación de los agentes sociales (una dirección general de escasa entidad y aun 
menor volumen orgánico sustituye temporalmente nada menos que al Consejo Económi-
co y Social), lo cierto es que si bien no hubo participación formal de estos agentes (el 
Consejo Económico y Social no se puso en marcha hasta 1992), tampoco ha habido nunca 
planificación en sentido estricto, con lo cual la situación no era muy diferente de la exis-
tente hasta entonces, salvo en la idea que se trata de transmitir de la existencia de un plan 
o programa económico. Este plan trata de ser a la vez un plan económico y la confluencia 
de los distintos planes sectoriales elaborados por los distintos ministerios, pero habitual-
mente ni las previsiones económicas han solido estar muy acertadas ni la planificación 
sectorial ha podido fiar mucho ni en el plan ni en el presupuesto. 
  Las escasas competencias de cierta entidad coinciden con las que tenía la antigua 
Comisaría del Plan de Desarrollo, fundamentalmente en el campo de las inversiones pú-
blicas. Así, el Comité de Inversiones Públicas se adscribe directamente al Secretario ge-
neral de Economía y Planificación, del que depende además el Comité de Seguimiento de 
Inversiones. 
 Mientras que se mantiene la separación entre presupuestación y planificación 
(años 1983 a 1986), continúa todavía el impulso de renovación de las técnicas presupues-
                                                 
421
Se estructura en dos subdirecciones: Relaciones con las Administraciones Públicas (servicios 
de Relaciones con la Administración del Estado y las Empresas Públicas y de Relaciones con la 
Administración Autonómica y la Local), y Relaciones con las Organizaciones Económico-Sociales 
(servicios de Relaciones con las Organizaciones Sindicales y Empresariales y de Relaciones con 
las Organizaciones Profesionales y Económicas) 
422
Que desde el Real Decreto de 6 de marzo de 1981 era el instrumento para que el subsecreta-
rio de Economía ejerciera el secretariado de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos (con dos subdirecciones, de Coordinación y de Asuntos Generales)  
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tarias, si bien ya hemos indicado nuestra coincidencia con Zapico en que lo que se produ-
ce es una modernización meramente simbólica sin repercusiones reales. 
En la fraseología de estos años, la elaboración de los Presupuestos Generales del 
Estado para 1984 inicia la reforma del proceso presupuestario, pasándose de un sistema 
orgánico o administrativo de definición y asignación de recursos a un sistema de presu-
puestación orientado por los objetivos del sector público, coordinados con las directrices 
de la planificación a medio plazo. Durante 1984 se pretende haber logrado la plena intro-
ducción de una lógica de presupuestación basada en objetivos y programas vinculantes. 
Para el año siguiente se acentúa la terminología de programas
423
, pasando aparentemente
de un presupuesto por programas a un presupuesto en base cero, lo que recuerda a lo 
anunciado en 1980 por el entonces Gobierno de UCD. 
Los logros de estos años son tan sólo la integración funcional de los presupuestos 
de los diversos subsectores del sector público estatal y la plena integración de la estructu-
ra funcional y de la de programas (a la vez que se deja fuera cada vez más un sector de lo 
que hasta entonces era Administración pública sometida a presupuesto). Es frecuente el 
uso de la terminología propia de un presupuesto por programas, buscando a la vez la ho-
mogeneidad con los presupuestos del año anterior (basados en una estructura de progra-
mas bien diferente de la actual). 
Es al segundo esquema organizativo al que podríamos calificar de organización 
económica del presupuesto, por teñirse éste de un aire de economicismo, en el cual ni la 
legalidad y el control ni el papel del Parlamento parecen tener importancia decisiva, fren-
te a la posibilidad de presentar al presupuesto como el paradigma del éxito económico. 
A partir de febrero de 1984, con la grave crisis en la Secretaría de Estado de Ha-
cienda que supone la salida de José Víctor Sevilla Segura y el ascenso de Borrell y de una 
visión netamente economicista del presupuesto, empieza una época diferente a la que 
denominaremos la organización económica o economicista del presupuesto. 
423
Así la Orden de 20 de marzo de 1985, que desarrolla los reales decretos 2335/1983 de 4 de 
agosto y 221/1984 de 8 de febrero, regula aparentemente la Subdirección general de Presupues-
tos para posibilitar el seguimiento presupuestario según su distribución en programas, y distribu-
ye las tareas de las diversas subdirecciones de elaboración presupuestaria en tareas de análisis 
de programas y de seguimiento y control de objetivos. Además en la Dirección general de Presu-
puestos existe un vocal asesor para la implantación de nuevas técnicas presupuestarias y la 
formación de personal 
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 Al detallarse más cuidadosamente las funciones de cada dirección general, la di-
rección general de apoyo en las funciones inversoras y en contacto con el área de Hacien-
da del ministerio es la de Planificación
424
 (a no confundir con la del Plan), con competen-
cias que parecen enlazar directamente con el presupuesto en sus aspectos inversores. Las 
direcciones generales que dependen de la Secretaría general de Economía tienen unas 
funciones y una estructura más propia de gabinetes de estudio que de órganos con autén-
ticos poderes ejecutivos, con excepción de la Dirección general de Política Económica
425
, 
a través del secretariado de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-
cos. 
 A partir de finales de 1986
426
 se da un giro definitivo en esta configuración, al que 
no es ajena la buena situación económica que se vive a partir de 1985, con una fase ex-
pansionista del ciclo económico de las economías occidentales, y el paralelo triunfo de las 
tesis neoliberales en el área económica del Gobierno
427
. Se abandona el camino de la me-
jora de las técnicas presupuestarias, dado que se considera “consolidado” el nuevo siste-
ma de presupuestar iniciado en 1984. Lo único que permanece del período anterior es la 
elaboración de un presupuesto plurianual, cuya no vinculación y sistemático incumpli-
                                                 
424
La Orden de 5 de noviembre de 1984 estructura la Subdirección general de Política Económi-
ca en cinco servicios: Programación del Sector Público (secciones de Programas Presupuesta-
rios y de la Seguridad Social y de Empresas Públicas), Evaluación de Medidas y Proyectos (Eva-
luación de Proyectos de Inversión y Evaluación de Incentivos Económicos), Financiación del 
Sector Público (una sección), Programación de Inversiones Públicas (dividido en cuatro seccio-
nes que se reparten los distintos ministerios), y Seguimiento de las Inversiones Públicas (seccio-
nes de Seguimiento del Programa de Inversiones Públicas y de Inversiones fuera del Programa 
de Inversiones Públicas). Además se estructuran las subdirecciones de Planificación Sectorial y 
de Planificación Regional  
425
La Orden de 5 de noviembre de 1984 de desarrollo del Real Decreto 2335/83 y 221/84 adscri-
be a la Dirección General de Política Económica el Secretariado de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos, con dos servicios (Informes Económicos y Coordinación 
Económica), la Subdirección general de Políticas Sectoriales y de Ayudas Estatales, con cuatro 
servicios (Asesoramiento y Estudios Generales, Políticas del Sector Primario, Políticas de los 
Sectores Secundario y Terciario y de Coordinación y Ayudas Estatales), y la de Coordinación de 
Política Macroeconómica (servicios de Políticas Presupuestaria y Fiscal, de Políticas de Finan-
ciación y de Instrumentos de Política Económica  
426
La nueva estructura orgánica para los órganos superiores del departamento se establece por 
el Real Decreto 2440/1986, de 28 de noviembre. Su desarrollo está contenido en el Real Decreto 
222/1987, de 20 de febrero (BOE de 21)  
427
El cambio de estructura va acompañado del cese del Secretario General de Hacienda, Juan 
Francisco Martín Seco, y del Secretario de Estado de Comercio, quienes con el tiempo encabe-
zarían una opción crítica (¿socialdemócrata?) dentro del PSOE. 








 Se dota a la Secretaría de Estado de Hacienda de una nueva estructura en la que el 
Secretario de Estado no se ocupa directamente de la tarea presupuestaria
429
, sino que pasa 
a ocupar un papel de auténtico viceministro. Desaparece la Secretaría general de Hacien-
da tal como estaba configurada (que tenía competencias tanto sobre ingresos como sobre 
gastos) creándose un área de gasto público (la Secretaría general de Planificación y Pre-
supuestos
430
) que paradójicamente conlleva la definitiva implantación de la visión eco-
nómica del presupuesto.  
 Se distinguen así el área económica y financiera, replegada en esa faceta alejada 
del presupuesto (la Secretaría de Estado de Economía, que incluye las direcciones genera-
les de Política Económica, de Previsión y Coyuntura, del Instituto Nacional de Estadísti-
ca, de Incentivos Económicos Regionales, del Tesoro y Política Financiera y de Seguros) 
y el área de gasto público y presupuesto, que a los órganos que hasta ahora considerába-
mos añade la Dirección general de Planificación. Esta última unidad, que cambia del área 
de Economía al área de Hacienda señala el triunfo de las tendencias economicistas y el 
camino futuro de la presupuestación, labor que a partir de este momento ocupa un papel 
muy secundario respecto a la elaboración de modelos económicos en los cuales se inserta 
el presupuesto. 
 Así, mientras que el área netamente económica mantiene sus perfiles de estudio 
económico y de actividad en el campo financiero (que incluye las relaciones con el en-
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Orden de 13 de febrero de 1989 por la que se dictan las normas para la elaboración de los 
Presupuestos Generales del Estado para 1990 
429
Dependen directamente del secretario de Estado de Hacienda la Dirección General de Tribu-
tos, para el diseño del sistema tributario, la de Coordinación con las Haciendas Territoriales, para 
la coordinación con las Haciendas del sector público territorial, y el Instituto de Estudios Fiscales, 
centro de estudio e investigación. Las tareas de planificación, programación, presupuestación y 
control de la actividad económica del sector público estatal se hacen depender en bloque de la 
Secretaría General de Planificación y Presupuestos (que debe reforzar la presupuestación y con-
trol del gasto dentro de una perspectiva plurianual y la presupuestación por programas). La ges-
tión del sistema tributario se sitúa bajo la dependencia de la Secretaría General de Hacienda  
430
“Impulsará y coordinará las actuaciones necesarias para la adecuada planificación, programa-
ción, presupuestación y control de la actividad económica del sector público, instrumentada por 
los Presupuestos Generales del Estado.” De la Secretaría General de Planificación y Presupues-
tos, cuyo titular preside el Comité de Inversiones Públicas y las comisiones y grupos de trabajo 
que se constituyan para la elaboración del presupuesto y el seguimiento de su ejecución, depen-
de un Gabinete Técnico 
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tonces organismo autónomo Instituto de Crédito Oficial, la tesorería y el endeudamiento 
del Estado y la vigilancia sobre todo el sector financiero), manteniendo el secretariado de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, el área de gasto público 
recibe la llegada de la Dirección general de Planificación, cuya principal función a nues-
tros efectos es la elaboración de los escenarios financieros y presupuestarios (de base y 
contenido fundamentalmente macroeconómicos) y la totalidad de las competencias sobre 
programación de las inversiones públicas
431
 (del Estado, de las regiones y de la Comuni-
dad Europea). 
 Para ello se suprime la fantasmal Dirección general de Coordinación del Plan (cu-
ya Subdirección general de Relaciones con las Organizaciones Económico-Sociales se 
integra en la Dirección general de Planificación), centralizando así todo lo que tenga que 
ver con planificación del sector público. La nueva, por sus funciones, Dirección general 
de Planificación absorbe además las funciones que tenía la Dirección general de Presu-
puestos en materia de financiación del sector público empresarial, suprimiéndose así la 
Subdirección general de Contratos-Programa (sus funciones son desempeñadas por la 
Subdirección general de Planificación Financiera de las Empresas Públicas, que se crea). 
 Mientras que las funciones de la Dirección general de Planificación son cuidado-
samente descritas y enumeradas en el Real Decreto de estructura, las de la Dirección ge-
neral de Presupuestos no reciben demasiada atención. Aunque también se crean dos sub-
direcciones que mantienen invariado el número total (la de Presupuesto Comunitario en 
sustitución de la de Estudios Económicos del Sector Público y la de Programas Presu-
puestarios de Sistemas de Seguridad y Protección Social, que incide parcialmente en la 
organización por ministerios característica de esta dirección, al ocuparse de los presu-
puestos de la Seguridad social), la principal novedad es la creación de la Subdirección 
general de Política Presupuestaria, interfaz entre ambas direcciones generales (Planifica-
ción y Presupuestos). 
 De 1980 hasta 1987 se había producido un paréntesis de gran trascendencia futura 
en el cual se unen las tareas de la Subdirección general de Financiación de Inversiones, 
que en el apartado dedicado a la evolución del problema en España veíamos como la uni-
dad con orientación económica, a las de la unidad especializada técnicamente e innovado-
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Se le adscribe la secretaría del Comité de Inversiones Públicas, cuya presidencia ostenta el 
Secretario General de Planificación y Presupuestos 
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ra en cuanto a elaboración presupuestaria, conservándose siempre el área referida al as-
pecto macroeconómico (estudios previsionales y política presupuestaria). A la vez se 
abandona progresivamente el interés por la innovación, por las cuestiones de análisis y 
estudio minucioso de los presupuestos. Desde 1987 existe de nuevo una Subdirección de 
Política Presupuestaria
432
, encargada, como la Sección de Estudios Previsionales, de la
inserción del presupuesto en el cuadro macroeconómico global. 
Esta unidad tendrá gran importancia a partir de ahora, al darse juntas una serie de 
circunstancias ya mencionadas anteriormente. En primer lugar, se continúa la tendencia a 
que exista una Subdirección de contenido especializado sobre lo que se incidirá en el 
apartado dedicado al cliente de la organización presupuestaria (ya se mencionó al referir-
se a la informatización que conlleva una cierta superioridad sobre las unidades especiali-
zadas por mercados o clientes). En segundo lugar, esta unidad recibe un gran aporte tec-
nológico al convertirse en el centro de una red informática que centraliza y condiciona 
todo el proceso de adopción de decisiones. Finalmente, esta Subdirección es la que sirve 
de puente entre las direcciones generales de Presupuestos y de Planificación, siendo por 
tanto la protagonista de las relaciones hacia la cúpula del propio departamento, lo que le 
da un lugar preeminente sobre las restantes subdirecciones. 
Se vuelve pues a una estructura en la que existen dos unidades especiales: la Sub-
dirección general de Presupuestos, importante por su protagonismo en cuanto a modifica-
ciones presupuestarias (cada vez más frecuentes y de mayor entidad) y la de Política Pre-
supuestaria, que traduce las relaciones entre planificación y presupuestos, recogiendo así 
la visión económica del presupuesto. 
A partir de este momento la única modificación orgánica que se da, sucede preci-
samente en la Dirección general de Planificación, que no sólo ve reforzado progresiva-
mente su papel en cuanto a la definición de lo que será el presupuesto, sino que ve am-
pliadas sus competencias ejecutivas o de gestión, precisamente en el área que había que-
dado fuera de la Secretaría general de Planificación y Presupuestos. Así, si las competen-
cias sobre inversiones de las Comunidades Autónomas habían quedado fuera de las que 
correspondían a la Dirección general de Coordinación con las Haciendas Territoriales, 
todo lo relacionado con el cada vez más importante Fondo Europeo de Desarrollo Regio-
432
Real Decreto de 20 de febrero de 1987 
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nal (FEDER), se integra en Planificación, creándose a partir de 1989
433
 una Subdirección 
al efecto. 
 Desde 1987, la entrada en la tramitación de los presupuestos de la Dirección gene-
ral de Planificación, con un papel de primera importancia en la elaboración de los Escena-
rios Macroeconómicos y Presupuestarios, se va extendiendo además al sector público no 
sometido a presupuesto estricto. Las sociedades estatales (de importancia creciente) remi-
ten sus anteproyectos de programas de actuación, inversiones y financiación (PAIF) y 
documentación complementaria a la Secretaría general de Planificación y Presupuestos, 
donde serían evaluados por la Dirección general de Planificación. Progresivamente va 
aumentando el protagonismo de esta unidad, hasta ser la única en recibir la documenta-
ción relevante de las sociedades estatales (cada vez más numerosas). 
 A partir del cambio efectuado por la Ley de Presupuestos para 1992 en la legisla-
ción aplicable a las sociedades estatales, se dispone que los PAIF de las sociedades estata-
les obligadas a ello se remitan a la Dirección general de Planificación. Sólo a partir de 
esta documentación, que será evaluada por la Dirección general de Planificación, la Di-
rección general de Presupuestos elaborará los correspondientes Presupuestos de Explota-
ción y Capital, a efectos de su inclusión en los Presupuestos Generales del Estado. 
 Por otro lado, aunque el artículo 1 de la Ley de Presupuestos incluye en el ámbito 
de los Presupuestos Generales del Estado los de las sociedades estatales de carácter mer-
cantil, su cuantía no se incluye ni en el articulado ni en los anexos de la Ley, a pesar de 
referirse el artículo 6.2 a las estimaciones de gastos y previsiones de ingresos de las mis-
mas. 
 Se da así una progresiva pérdida de información por parte de la Dirección general 
de Presupuestos (que se limita a la adición al resto de la documentación de la que le remi-
te la Dirección general de Planificación) y una pérdida general de información del sistema 
en su conjunto. A este respecto, hay que señalar que mientras que en 1986 la orden de 
elaboración obligaba a las sociedades estatales a remitir Cuenta de Explotación, Cuadro 
de Financiamiento, PAIF, Cuenta de Pérdidas y Ganancias, Balance de Situación y Pre-
supuesto de Capital y, en algunos casos, una propuesta de Contrato-programa, la orden 
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Real Decreto 226/1989, de 3 de marzo (BOE del 8), que crea la Subdirección general de Ad-
ministración y Gestión del FEDER y suprime la Subdirección general de Relaciones con las Or-
ganizaciones Económico-Sociales  
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para el presupuesto de 1993 sólo obliga a la remisión de los PAIF, y con el contenido que 
se establece en los artículos 87.2 y 89.1 del Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria. 
El interés por la planificación y por los escenarios de carácter plurianual tiene in-
cidencia creciente sobre la totalidad del ciclo presupuestario. No sólo la presupuestación 
se va convirtiendo progresivamente en la desagregación de grandes cifras de laboratorio 
elaboradas en el seno de la Dirección general de Planificación, sino que estos planes idea-
les basados en modelos desprecian en cierto modo lo que acontece en el devenir real del 
sector público, conocido fundamentalmente a través de la Intervención y de su centro 
informático, el Centro Informático del Presupuesto y el Plan
434
.
Así, el control que ejerce la Intervención sobre el presupuesto, es cada vez menos 
importante, cobrando mayor relevancia el aspecto de reelaboración contable de los datos 
sobre la ejecución del presupuesto. Por un lado porque se va reduciendo el ámbito del 
control tradicional, excluyendo las operaciones que han de someterse a intervención pre-
via. Por otro porque, en este período y continuando hasta la actualidad, se va reduciendo 
el ámbito sometido al presupuesto público tradicional (subsectores Estado y organismos 
autónomos administrativos), creándose en cambio nuevas figuras organizativas cuya ca-
racterística común es su alejamiento de las constricciones presupuestarias e interventoras. 
Teniendo en cuenta que el presupuesto cada vez toma más sus inputs de lo elucu-
brado en los laboratorios económicos de Planificación y no en el funcionamiento real del 
sector público, la organización de la Intervención pierde el paralelismo que hasta enton-





No obstante el Real Decreto 222/1987 alude al seguimiento presupuestario y en concreto al 
seguimiento de los proyectos de inversión pública previsto en el artículo 73 de la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado para 1987. Desde ahora el CIPP adopta una organización basada 
en los tres tipos de “clientes” a los que da soporte informático. Una Subdirección general de Ex-
plotación común a las diversas aplicaciones y tres de Aplicaciones: de Contabilidad y Control, de 
Planificación y Presupuestos y de Costes de Personal. A partir de este momento la única modifi-
cación es el cambio de denominación del CIPP por Dirección General de Informática Presupues-
taria y la creación de una Subdirección general de Planificación y Coordinación, cuyo titular es 
suplente del Director General, por el Real Decreto de 3 de marzo de 1989     
435
Desaparecen en la Intervención las subdirecciones de control agrupadas por Actividades Ge-
nerales, Actividades Sociales y Actividades Económicas. Se crean en su lugar subdirecciones 
“de control financiero” de Empresas y Entes Públicos y de Administraciones Públicas, así como 
de “Sistemas de Gestión y Control”   
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Al final del período no sólo la visión económica condiciona de modo absoluto la 
confección del presupuesto, convirtiendo la elaboración de los presupuestos propiamente 
dichos, incluido todo el supuesto proceso de negociación detallada entre los ministerios y 
el de Hacienda, en una tarea de escasa importancia y contenido real. Esto ocurre no por 
una adopción de decisiones por órganos colegiados en torno a funciones o programas, 
aparente nueva mecánica que trata de introducir racionalidad en el proceso, sino por rea-
lizarse la elaboración del presupuesto de arriba abajo, sin dar la debida importancia a la 




Las unidades tradicionales de elaboración presupuestaria (la Dirección general de 
Presupuestos, la de Costes de Personal y la de Coordinación de las Haciendas Territoria-
les) pierden importancia en la propia elaboración material del documento presupuestario. 
Los supuestos informes de gestión presupuestaria elaborados por la Intervención son 
inexistentes
437
 o, rotundamente, no son utilizados para la elaboración de los presupuestos.
Además de los aspectos estructurales antes contemplados, debemos introducir 
como hacíamos en el apartado anterior el importante aspecto de personal directivo y el 
liderazgo ejercido para apoyar esta argumentación del creciente peso de la visión econo-
micista sobre el presupuesto. 
Hemos incidido en otro lugar en la importancia del peso de las personas y su dura-
ción en un área funcional determinada para explicar la orientación de ésta y su posible 
preeminencia respecto a otras zonas de la organización. Veámoslo ahora desde dos puntos 
de vista ligeramente diferentes pero referidos a la misma cuestión del personal y los pues-
tos ocupados: la ocupación de los principales órganos superiores y la trayectoria profe-
sional de sus titulares. 
La Secretaría de Estado de Hacienda tiene en el período transcurrido desde febrero 
de 1984 a julio de 1993 dos únicos titulares, que tienen además una procedencia académi-
ca y profesional común y una estrecha relación personal. Borrell y Zabalza, de fuerte 
436
En lugar de ello, desde 1988 la DGP se dedica a la traducción de los términos en que se ex-
presan los Escenarios Macroeconómicos y Presupuestarios para 1988-1992 a términos presu-
puestarios, dado que las 18 políticas de gasto utilizadas en los Escenarios por la Dirección Gene-
ral de Planificación no coincide con la clasificación funcional ni con ninguna otra. (fuente: Memo-
ria de 1988 de la DGP). 
437
Hipótesis más probable 




formación  económica, origen universitario y de procedencia corporativa externa al Mi-
nisterio de Hacienda marcan la evolución del presupuesto en estos más de nueve años. El 
tercer titular de órgano superior del período, Viñuela Díaz, también es economista, aun-
que funcionario de Economía, y comparte esa visión profesional de los aspectos presu-
puestarios. 
 En lo referente a las trayectorias personales, veíamos que Zabalza va pasando, de 
la mano de Borrell, por todos los escalones que resultan fundamentales para nosotros en 
cuanto que son los que se superponen al área de elaboración del presupuesto. Primero 
Jefe de Gabinete de Borrell (de junio de 1984 a febrero de 1987); al crearse la nueva Di-
rección general de Planificación es su titular (hasta abril de 1988) y al quedar vacante la 
Secretaría general de Planificación y Presupuestos por ser nombrado su titular Secretario 
de Estado para la Administración Militar, ocupa ese puesto. Mientras Borrell continúa en 
el departamento, es su segundo, ahora como Secretario general de Planificación y Presu-
puestos, y finalmente le sustituye como Secretario de Estado de Hacienda hasta julio de 
1993. El tercer alto cargo de importancia en este período (Viñuela) también está ligado 
desde 1984 al área, ocupando los puestos de Director general de Planificación, de Incen-
tivos Económicos Regionales, de Coordinación con las Haciendas Territoriales y, final-
mente, es quien sustituye a Zabalza como Secretario general de Planificación y Presu-
puestos. 
 
Titular S.de E. de Hacienda S.Gral de Plan. y Pr. Dirección Gral. 
de Planificación 
José Borrell Fontelles 8.2.84 a 22.3.91 7.12.82 a 8.2.84              - 
Antoni Zabalza Martí 22.3.91 a 23.7.93 22.4.88 a 22.3.91 20.2.87 a 22.4.88 
Julio Viñuela Díaz             - 12.4.91 a 15.7.94 3.10.84 a 20.2.87 
 
 
 En el área estricta de las direcciones generales de Presupuestos, Intervención ge-
neral y su centro informático, la Dirección general de Informática Presupuestaria, las jefa-
turas son (con la excepción de los años 84 a 86 en que la ocupa un inspector tributario) 
ocupadas continuamente por funcionarios del cuerpo de Intervención, en los que se da 
también este seguimiento en los cargos, con predominio aquí del aspecto informático. Del 
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centro informático proceden tanto su director como el de Presupuestos. De 1983 a 1996, 
dos interventores ocupan estos dos puestos, con especial estabilidad en el informático: 
Titular Centro Informático Dirección general de Presupuestos 
Rafael de la Cruz Corcoll             - 15.2.84 a 23.1.87 ->Defensa 
Federico Montero Hita 7.12.83 a 23.1.87 23.1.87 a 15.7.94 ->Sec.Gral.de Plan.y 
Presupuestos 
Juan José Puerta Pascual 23.1.87 a 15.7.94 15.7.94 al final 
 
  Además, al final del período considerado, cuando consideramos que ha cambiado 
la situación general (mayor preocupación por el déficit y fracaso de la política presupues-
taria) se nombra a un inspector fiscal desde julio de 1993 Secretario de Estado de Hacien-
da, y la Secretaría general de Planificación y Presupuestos es ocupada de nuevo por un 
interventor, situación que no se daba desde 1981. Estamos quizás ya en un escenario dis-
tinto y los actores vuelven a ser los que eran antes del juego de las nuevas técnicas presu-
puestarias, con una vuelta atrás desde el punto de vista de la ocupación de los distintos 
sectores por los cuerpos de Hacienda. Tras el experimento economicista, se recupera la 
confianza en que para luchar contra el déficit nada como el control tradicional ejercido 
por sus protagonistas tradicionales. 
 




   
 En primer lugar, más que las ideas propias del Ministerio de Hacienda sobre el 
presupuesto, ligadas sobre todo al concepto de control (no sólo en el sentido de control 
interventor, sino en el más amplio de control global sobre el resto de las organizaciones), 
y que las representaciones de política y de política estrictamente económica, el presupues-
to puede verse como algo encaminado a satisfacer las necesidades de medios de los diver-
sos ministerios que prestan servicios a la comunidad. 
 Para ello deben contemplarse las medidas de reforma en la organización presu-
puestaria como posible adaptación y acercamiento a los clientes y si estas reformas alcan-
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zan a la propia organización del presupuesto y no sólo a la que se puede dar en el interior 
de los ministerios gestores. 
Retomando la idea del presupuesto como un producto para otros y a la organiza-
ción del presupuesto como una organización de servicios, con unos ciertos clientes a los 
que trata de satisfacer, debe delimitarse este concepto para distinguirlo del imperio del 
cliente-rey del mercado privado. Como veremos, el término de cliente es evidentemente 
un símil cuya semejanza con el mercado privado termina ahí, en la prestación de servi-
cios, pues ni los clientes pueden elegir qué organización ha de suministrar esos servicios, 
ni existe libertad para intervenir en el diseño del producto ofrecido, ni siquiera para elegir 
consumir o no el producto. 
Si bien estas restricciones respecto al mercado pueden ser matizadas más adelante, 
en el sentido de que tampoco nos alejamos tanto del concepto de mercado, en las relacio-
nes entre productores y consumidores, debe mantenerse la restricción apuntada. La idea 
de cliente puede adoptar muchos significados, o mejor, puede ser utilizada en contextos 
diferentes, como también se hace con el concepto de mercado, a veces utilizado para el 
campo electoral o para la contratación pública. Concretamente aquí lo utilizamos en el 
habitual de personas que utilizan con asiduidad los servicios de una empresa y en uno 
más amplio, que se refiere a las características que cada cliente le exige al producto que 
compra
438
. Los clientes son aquí los ministerios y organismos para los que se presupuesta,
y el Consejo de Ministros que es responsable de la presentación del proyecto de ley de 
presupuestos. 
Desde esta perspectiva, el presupuesto debe servir a los ministerios y a sus centros 
gestores, de modo que facilite la adopción de decisiones en el interior de éstos y que me-
jore su control en un sentido positivo. Así cada una de las secciones presupuestarias y de 
los centros gestores u organismos que las integran son los clientes del presupuesto. De 
este modo una organización que tienda a adaptarse a las necesidades de éstos será la que 
más se oriente a recoger las solicitudes presupuestarias de los centros, y sólo cuando éstas 
sean contrarias entre sí buscar su conciliación mutua, a lo largo y no, en el mejor de los 
casos, al final del proceso. Maticemos que no nos referimos a las solicitudes de los clien-
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El Diccionario de la Real Academia de la Lengua se refiere además a la persona que está bajo 
la protección o tutela de otra, y como clientela a la protección o amparo con que los poderosos 
patrocinan a los que se acogen a ellos. Pero estos sentidos en nuestro caso se refieren más bien 
a lo que el poder hace con el gasto público, que no corresponde a esta tesis 
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tes en un sentido meramente cuantitativo y d obtener más recursos, más presupuesto. Nos 
referimos tanto al reparto interno de los créditos otorgados, como a la calidad y caracte-
rísticas del proceso de negociación, a las normas y a la flexibilidad para la gestión y a la 
corresponsabilidad con el presupuesto global.  
 Hemos visto que las reformas emprendidas en las tres líneas de la organización 
presupuestaria distinguibles de la estrictamente presupuestaria, pero que acaban determi-
nando parte fundamental de su contenido: retribuciones del personal, inversiones públicas 
y financiación de las haciendas descentralizadas, son procesos paralelos a los que se pro-
ducen en un área distinta, la de Presidencia. Y las tres líneas de reforma concluyen en una 
neta separación orgánica del área de control, lo cual es indicativo de lo diferente de las 
perspectivas adoptadas en la parte central y en la parte periférica de la organización. Estas 
tres áreas periféricas serían siempre compartidas con otras grandes unidades externas al 
Ministerio de Hacienda y encajarían mal en la vieja organización presupuestaria. Además 
en estas áreas el elemento personal sería algo distinto del que antes examinábamos al ana-
lizar el elemento directivo del control y el presupuesto. 
 Las primeras áreas compartida con el área de Presidencia (más tarde con Adminis-
traciones Públicas, hoy en el ministerio único), la de las retribuciones del personal y la de 
financiación de las haciendas descentralizadas tienen una organización separada y con el 
tiempo no intervienen directamente en la elaboración del presupuesto, aplicando diferen-
tes procedimientos con finalidades de tipo organizativo estricto o de cálculo de medidas 
financieras concretas sin directa e inmediata repercusión presupuestaria. 
 La consecuencia de la progresiva dispersión orgánica de estas áreas es la necesi-
dad de integrar la totalidad del proceso presupuestario en multitud de actos previos y pos-
teriores a la elaboración del presupuesto (véase como ejemplo que no siendo los anexos 
de personal que se envían a las Cortes Generales vinculantes, ni muy significativos para 
un auténtico conocimiento de las variables que condicionan el peso del capítulo I del pre-
supuesto, no se envían tampoco los datos referentes a la Relaciones de Puestos de Trabajo 
que sí son normativos y parte sustancial de la organización). De ahí una de las razones de 
la progresiva complicación y creación de unidades y comisiones de coordinación: primero 
se fragmenta y luego se coordina. 
 En cuanto a las inversiones públicas, la misma primera creación real de la Direc-
ción general de Presupuestos en 1963, tiene cierto paralelismo con la creación de unida-




des para apoyar la Ley de 1963 del Plan de Desarrollo y la programación de las inversio-
nes públicas
439
, siendo una clara puesta en cuestión de la efectividad de la vieja Interven-
ción para participar en el proceso desarrollista. Por ello, las relaciones de los centros ges-
tores y ministerios se dan de modo separado con los órganos encargados del Plan de In-
versiones Públicas (de Presidencia o de Economía) y del presupuesto, uniéndose en la 
confección del presupuesto sólo al final del proceso y no sin problemas. Inicialmente no 
nace con la creación de la Dirección general de Presupuestos ninguna unidad que no exis-
tiera antes, lo novedoso es su nueva agrupación
440
 y separación de la Intervención, y lo 
atractivo para el examen de la organización más reciente su gran similitud con unidades 
de la Dirección general de Presupuestos de hoy día
441
. Pero poco después esta unidad va 
asumiendo nuevas competencias y ganando aparentemente en importancia. Otro tanto se 
podría decir del aparente reforzamiento del carácter analítico de la Dirección general de 
Presupuestos en 1967 y de la creación de nuevas unidades de estudio a costa de otras uni-
dades de la dirección
442
. 
 Esta área, la relacionada con la planificación de las inversiones públicas y por ello 
en contacto directo con la Comisaría del Plan, tiene un cometido más de visión de conjun-
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La Ley de 28 de diciembre de 1963 crea la Comisaría del Plan de Desarrollo y el Programa de 
Inversiones Públicas 
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La Dirección general de Presupuestos se crea con tres subdirecciones: la de Presupuestos, 
que equivale a la antigua sección del mismo nombre de la Intervención; la de Régimen Financie-
ro de Corporaciones, que continuaba las funciones de la antigua Dirección de Régimen Fiscal de 
Corporaciones; y la de Financiación de Inversiones, que sustituye a la Secretaría para la Finan-
ciación de Inversiones  
441
La Subdirección general de Financiación de Inversiones se estructura en dos secciones: políti-
ca presupuestaria y financiación, y coordinación y programa de inversiones (Orden de 30 de abril 
de 1963). La Orden de 26 de febrero de 1965 encarga a la Sección de Política Presupuestaria y 
Financiación el presupuesto de ingresos del Estado, los recursos de las entidades estatales au-
tónomas, la elaboración del plan financiero del sector público y la coordinación de los servicios 
de la dirección con los delegados especiales del ministerio; a la Sección de Coordinación y Pro-
grama de Inversiones le encarga todo lo referente a inversiones, incluyendo el seguimiento del 
Programa de Inversiones Públicas; se crea además la Sección de Créditos para Inversiones. 
442
La Orden de 1 de abril de 1967 crea la Sección de Análisis Presupuestario, que además de 
encargarse de lo relativo a la recopilación y análisis de datos relativos a Haciendas locales 
(nombre anterior de la suprimida sección) se encarga de “los trabajos para la determinación pre-
ventiva del coste y rendimiento de los servicios públicos y los que afecten a la estructura del pre-
supuesto, la recopilación de documentación en materia presupuestaria y el análisis de proyec-
tos”; se integra en la Subdirección general de Financiación de Inversiones; la Sección de Crédi-
tos para Inversiones se integra en la Sección de Coordinación y Programación de Inversiones (se 
integran sus competencias), creándose en su lugar la Sección de Estudios Previsionales para la 
inserción del presupuesto en un cuadro económico global.  
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to y de traducción a términos aparentemente racionales de las decisiones tomadas frag-
mentariamente en el área de planificación de inversiones de los departamentos. Por su-
puesto, no sólo traduce a términos racionales las decisiones tomadas sin consideración del 
conjunto en otras unidades, sino que condiciona fuertemente el modo de adopción de de-
cisiones en tales unidades operativas. 
 Cuando la planificación de las inversiones se integra del todo en Economía y Ha-
cienda bajo el paradigma económico, las denominaciones ahora utilizadas se relacionan 
más con la política económica general, con la planificación y con las tareas de análisis y 
estudio teórico, pero no se relacionan con lo que denominamos visión de cliente o de mi-
nisterios, con los programas públicos de actuación. 
 Al contemplar antes la organización económica del presupuesto, veíamos que la 
idea de control seguía siendo fundamental para los centros gestores del gasto, relaciona-
dos permanentemente con Presupuestos y la Intervención, pero en ese caso el mundo teó-
rico y de modelos económicos primaban sobre el control y la información propios de la 
Intervención y de la Administración tradicional, lo que lleva a un incumplimiento siste-
mático de las previsiones presupuestarias
443
. 
 La Intervención primero y el predominio de los criterios economicistas después, 
se traducen en una imposibilidad crónica para que la Dirección general de Presupuestos 
complete la totalidad del ciclo presupuestario en un feedback auténtico, que no puede sino 
contar con los auténticos encargados de tomar las decisiones de gasto concretas o de 
desarrollar estrategias capaces de incrementar el gasto futuro sin cobertura presupuestaria 
para ello, a pesar de las estimaciones y de los escenarios económicos. 
 No obstante, podemos decir a este respecto que treinta años después todavía no se 
utiliza para la elaboración del presupuesto ningún estudio o análisis de retroalimentación 
próximo a los centros de gasto (ni por las unidades que ahora elaboran el presupuesto ni 
por las de denominaciones más estudiosas o analíticas), y que cualquier iniciativa de rea-
lizarlo choca con el imperativo legal de ser una competencia propia de la Intervención y 
no de la Dirección general de Presupuestos. 
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A este respecto la Orden de 20 de noviembre de 1987, de estructura de las intervenciones 
delegadas, da la impresión de que las funciones que realiza la Intervención no tiene nada que 
aportar al seguimiento del presupuesto por programas 
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B. Adaptación al punto de vista de los clientes de la organización 
a. La recepción teórica de las técnicas de programas
Una de las principales quejas que pueden leerse o escucharse acerca del presu-
puesto es que éste se convierte en un obstáculo para la gestión y no un medio o instru-
mento para facilitarla. Esta es una queja que se produce también respecto a otras figuras 
tradicionales que condicionan el funcionamiento de la Administración pública, tales como 
la contratación administrativa o los procedimientos administrativos de gestión de perso-
nal. Ante esto caben dos respuestas en términos generales: la mejora de los procedimien-
tos y de las organizaciones de servicio que intervienen en el presupuesto, en un intento de 
reforma global de la Administración; o la tendencia a permitir la huida del procedimiento 
común, buscando las unidades u organizaciones que lo consiguen un menor control o la 
ausencia absoluta de controles, con el pretexto de una mayor eficacia. 
El primer camino podríamos identificarlo con los movimientos de reforma del 
presupuesto que se dan bajo la rúbrica de implantación de nuevas técnicas presupuesta-
rias, o en la tendencia, desgraciadamente menos frecuente, a mejorar los procedimientos 
ordinarios de información y control, sin obstaculizar o impedir la gestión a través del pre-
supuesto. 
La segunda vía de buscar mejorar la gestión consiste en un sálvese quien pueda en 
el que el responsable de cada unidad pretende quedar excluido de la práctica común. La 
manera de conseguir esto es la búsqueda de formas organizativas singulares, cuya única 
singularidad es precisamente el estar más o menos exento de control. Así ocurre actual-
mente con la existencia de numerosos entes cuya única diferencia respecto a los servicios 
centralizados o a los viejos organismos autónomos es precisamente la ausencia de los 
controles característicos de aquéllos. 
Volviendo a la introducción con carácter general de nuevas técnicas presupuesta-
rias, veíamos que la idea de presupuesto funcional o de análisis de los costes y beneficios 
de la actividad pública aparece ya claramente explicitada en 1957. El preámbulo de la 
orden de estructura de elaboración se refiere a los servicios y productos que proporciona 
la Administración pública, en lugar de únicamente a los medios empleados. 
Es de resaltar además que en este momento no se pretende haber descubierto la 
piedra filosofal de la eficacia pública, ni la ruptura con un pasado negro y tenebroso. Por 
Las funciones o aspectos primordiales del presupuesto 
459 
una parte no se rompe con el pasado ni con el presupuesto tradicional; por otra no se es-
pera un inmediato éxito y una fácil implantación. En cuanto a lo primero: 
“Debe decirse que esta consideración del Presupuesto no es nueva en 
nuestra patria, ni mucho menos. Hay ya servicios que acompañan a sus Pre-
supuestos una Memoria ilustrativa de la que se obtienen datos muy interesan-
tes, en bastantes casos semejantes a los que quedan indicados. Lo que ahora 
se pretende es dar al estudio un carácter de generalidad, si bien se prevé la 
excepción del mismo de aquellos servicios a los que por sus características les 
resulta muy difícil su confección o no ofrezcan consecuencias prácticas.”444
 En cuanto a la no ruptura con el pasado y al camino a seguir: 
 “El trabajo realizado responde al deseo de operar por evolución, es decir, sin 
establecer modificaciones que pudieran suponer verdadero trastorno en el ac-
tual sistema de clasificación tributaria (sic), al que todos los administradores 
de fondos de la Nación están acostumbrados.”   
Secundariamente a los fines de información económica que trataba de cumplir la 
posterior orden de 1967, se incluyen otras finalidades que se relacionan directamente con 
los aires presupuestarios que entonces se respiraban por los Estados Unidos y Europa. Se 
incluye así la base para una clasificación funcional y por programas y para la distribución 
geográfica del gasto público. Pero en este momento el control fiscal y contable se realiza 
sólo sobre la base de la clasificación orgánico-económica, que ya quedará definitivamente 
consolidada. La clasificación funcional, o clasificación del ciudadano, que recibe así in-
formación sobre las funciones que realiza el sector público, se realiza a posteriori, agru-
pando los créditos según la naturaleza de las funciones a realizar por cada servicio. La 
clasificación por programas se aplica sólo a las dotaciones de inversiones que cada servi-
cio tiene a su cargo, detallándolas en programas, subprogramas, proyectos y obras, esta-
444
Ibídem. 




bleciendo la debida coordinación entre el Programa de Inversiones Públicas del Plan de 
Desarrollo y la actividad anual de la Administración. 
 La eficacia real de estas previsiones sobre la clasificación por programas es dudo-
sa, lo que, a tenor de declaraciones posteriores de los propios responsables del presupues-
to, nos permite hablar tan sólo de recepción teórica de las nuevas técnicas. No obstante, 
en ese deseo de la Administración de plasmar en normas lo que no puede realizar en la 
práctica, se autoriza a la Dirección general de Presupuestos a ir aplicando paulatinamente 
a los gastos corrientes la asignación de créditos presupuestarios en función de los pro-
gramas a realizar. De la misma manera voluntarista, se prevé que la Dirección general de 
Presupuestos, en coordinación con los diferentes servicios de la Administración, iniciaría 
los trabajos necesarios para el conocimiento de la distribución del gasto público de inver-
sión entre las diferentes áreas geográficas. 
 
b. Consecuencias: una organización distinta para la elaboración 
presupuestaria 
 
a) La organización tradicional de la Dirección general de Presupues-
tos 
 
 Por debajo de los cambios operados en los órganos superiores y del ascenso de la 
visión económica del presupuesto, se produce a lo largo del extenso período considerado 
a partir de 1957 una tensión dentro de la Dirección general de Presupuestos entre una 
estructura funcional y una estructura por mercados, entre una estructura tradicional y una 
basada en órganos ad hoc; encontramos una mayor especialización funcional fuera de la 
Dirección general de Presupuestos que en ella. Ello se traduce en una menor profesionali-
zación del personal operativo cualificado en relación con los departamentos y en una de-
bilitación del papel de la Dirección general de Presupuestos, con menor intensidad para la 
unidad de ésta que sirve de interfaz con las direcciones externas. 
 Así, hay dos tendencias de organización que podemos encontrar: 
• Por un lado la necesidad de especialización funcional, según la cual las unidades divi-
dirían sus tareas por el tipo de funciones a realizar: elaboración de nuevas normas y 
procedimientos, aspectos técnicos como la implantación de nuevas técnicas presupues-
tarias, evaluación de proyectos en la fase de elaboración presupuestaria, análisis de re-
sultados en la fase de seguimiento, relaciones con los órganos de la Administración pa-
ra los que se elaboran los presupuestos, etc. 
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• Por otro lado la necesidad de conocer a fondo a cada uno de los clientes, a cada uno de
los departamentos para los que se elaboran los presupuestos, dividiendo las tareas por
tanto con un criterio que podríamos denominar de mercado: por tipos de funciones
sectoriales, ministerios, Administración central e institucional, etc.
No se trata de que sólo sean posibles estas dos estructuraciones básicas o distintas 
combinaciones entre ellas. Además de por funciones o por mercados, cabe dividir hipoté-
ticamente la organización presupuestaria por tipo de actividades presupuestadas, por el 
tipo de organizaciones a que se refiera el presupuesto (Administración central e institu-
cional, órganos centrales y periféricos, Administraciones públicas y sector empresarial 
público), por el tipo de capítulos presupuestarios a los que se refiera el presupuesto (ope-
raciones corrientes, financieras y de capital), y un largo etcétera de posibles alternativas 
organizativas. 
Pero bien podemos decir que estas posibilidades de organización, que fueron con-
templadas, fueron rechazadas por los directivos de la organización presupuestaria como 
principio general de organización (si bien las muestras de que algunas de estas posibilida-
des organizativas fueron utilizadas para aspectos parciales de la organización denotan la 
conflictividad del aspecto organizativo). 
Además, más que de intentos deliberados y meditados de organizar en un determi-
nado sentido, la organización se va diseñando como parte de un producto histórico en el 
que los residuos y las imposiciones de lo que ocurre en el entorno desempeñan un impor-
tante papel. De este modo hay que contemplar la primera organización de la Dirección 
general de Presupuestos, que recoge sencillamente la situación anterior a su creación, y 
no criterio alguno de reestructuración del trabajo. Y así se añade después una nueva par-
cela especializada en retribuciones de personal. Cada una de las áreas así delimitadas se 
ignora mutuamente, lo que hace que, con el tiempo, sean cuatro áreas diferentes que sólo 
los misterios de la técnica informática logran aunar en un solo documento: 
1. elaboración del documento presupuestario propiamente dicho y solución de las inci-
dencias que surgen durante su ejecución (la vieja tarea)
2. relaciones con las haciendas de base territorial distinta de la del Estado
3. retribuciones de los empleados públicos
4. programación y relación con la política económica general.
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Pero, deliberada o no, existe una tensión entre esos dos modos principales de or-
ganizar o agrupar las tareas presupuestarias. Esa tensión la podemos encontrar sobre todo 
en el núcleo, para nosotros, de la organización presupuestaria, en lo que inicialmente sería 
la Subdirección de Presupuestos y con el tiempo la Dirección general de Presupuestos. 
Hay que señalar a este respecto que este sector mantiene unos criterios de organización 
más permanentes que los que podemos encontrar en el resto, y que la división de 1963 no 
es muy distinta de la de treinta años más tarde, lo que no ocurre en los otros tres sectores. 
Veamos como evoluciona esta estructura. 
En 1963 se crean 5 secciones que se reparten los ministerios y organismos autó-
nomos, que tienen sencillamente que elaborar el presupuesto de cada uno de estos gran-
des centros gestores y entes. La división de ministerios y organismos entre ellas se mues-
tra casual, no parece obedecer a ningún criterio, ni por clientelas próximas ni por volu-
men de recursos asignados, ni por especiales características que incidan en la presupues-
tación, no ocupándose la orden de estructura
445
 de su concreción.
Existe una sexta sección a la que se asignan funciones especiales y a la que se 
descarga del trabajo corriente de tratar con los departamentos e incluir sus propuestas en 
el presupuesto, encargándose además -como ya se ha señalado- de las relaciones con la 
Intervención para cerrar el círculo presupuestario (el “feedback” de incluir los resultados 
en la elaboración de futuros presupuestos). Más adelante se incrementan estas funciones 
de relación externa de la sección especializada, a la vez que se cambia la denominación 
de “sexta” por “primera”, deshaciendo el malentendido cometido en cuanto al orden de 
importancia de las unidades
446
. Así, tenemos ya una unidad de igual rango formal que las
demás secciones pero especializada y con funciones de mayor calado. 
En esta unidad se van introduciendo los modos de trabajar que se presentan como 
más innovadores (análisis presupuestario, evaluación de proyectos, técnicas presupuesta-
rias analíticas,...) y sobre esta especialización, que cuenta a su favor con el mayor tecni-
cismo y apariencia de modernidad, se sitúa además la relación con el proceso de progra-
mación de inversiones, lo que tendrá gran importancia cuando se cree el Ministerio de 
Economía y, ya recientemente, la unidad de planificación. 
445
Orden de 30 de abril de 1963 
446
Orden de 1 de abril de 1967 
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 Las modificaciones que se introducen en los siguientes años no son de importan-
cia, desapareciendo una de las secciones de elaboración del presupuesto y concretándose 
la distribución de los ministerios entre las restantes
447
, a la vez que se introduce cierta 
confusión en la distribución de funciones, al asignar simultáneamente secciones presu-
puestarias departamentales y tareas especializadas a cada una de las secciones orgánicas 
que podemos denominar ministeriales
448
. 
 En cuanto a la organización del área presupuestaria estricta (equivalente a la ac-
tual Dirección general de Presupuestos), siempre bajo la misma dirección por intervento-
res, se organiza en una sección reforzada preeminente sobre las demás y en otras cuatro 
que se reparten los distintos ministerios y organismos autónomos sin ningún criterio es-
pecial. Es de resaltar que con el nuevo giro en el aspecto directivo que se adopta en 1971, 
se da gran importancia al aspecto organizativo, lo que hace probablemente que se luche 
por mantener ese control sobre los aspectos orgánicos, manteniendo al resto de la Admi-
nistración en un lugar absolutamente secundario respecto al presupuesto, cuando no ple-
namente subordinado al de la Intervención
449
. 
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Decreto de 25 de enero de 1968, artículo 56, que denomina a la sección primera de “estudios 
especiales presupuestarios” y da lugar a equívocos al asignar a las cuatro secciones ministeria-
les funciones tales como “análisis estadístico de créditos”, “control de créditos”, “informes eco-
nómicos en propuestas de nuevos gastos” y “documentación presupuestaria mecanizada”, a la 
vez que una distribución un tanto anárquica de las secciones: 
 2ª Presidencia del Gobierno, Educación y Ciencia, Trabajo y Provincias Africanas 
 3ª Ejército, Marina y Aire, Industria y Comercio y Vivienda 
 4º Gobernación, Obras Públicas e Información y Turismo 
 5º Asuntos Exteriores, Justicia, Agricultura, Hacienda y gastos de diversos ministerios 
 Y sus correspondientes organismos autónomos  
448
Decreto de 25 de enero de 1968 (ya citado) y Orden de 30 de octubre de 1970, que crea ade-
más tres secciones más de tipo ministerial. 
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Así en el programa de reforma contenido en el artículo de BAREA (citado) de 1971 se dice que 
La organización de la función presupuestaria debe ser acorde con las finalidades que se preten-
de conseguir. Por ello, dentro de la Dirección general de Presupuestos deberían existir, junto a 
los servicios tradicionales encargados de la preparación del Presupuesto, dos nuevos Servicios: 
el de Programas y el de Difusión de las nuevas técnicas presupuestarias. 
 El primero tendría como misión el análisis y coordinación de los programas de los distin-
tos Departamentos. Todo proyecto nuevo debería ser informado por este Servicio, tanto desde el 
punto de vista de alternativas como de sus costes y beneficios, antes de ser sometido a la apro-
 




 Se podría pensar, de acuerdo con la línea de distinción que estamos utilizando 
aquí y con la mayor importancia dada a los cambios en los órganos superiores, que las 
modificaciones realizadas hasta 1977 son de mero detalle en lo que se refiere a la propia 
área de elaboración presupuestaria. Sin embargo, aun siendo cierto que perdura la distin-
ción entre una sección especial, con cierto predominio sobre las demás dada su mayor 
especialización técnica y su función de relaciones externas y con la Intervención, y sec-
ciones que sólo se especializan por los clientes a los que atienden, existe un importante 
acuerdo esclarecedor sobre la distinción que estamos realizando. 
Tal acuerdo
450
, que “ajusta sus denominaciones a los cometidos reales que se 
asignen a cada una de ellas”, fija las denominaciones y las funciones de las secciones 
presupuestarias. Así, la Sección de Asuntos Especiales y Presupuestarios desempeña 
además la Jefatura Adjunta de la Subdirección de Presupuestos y las ocho restantes se 
agrupan en tres secciones de “Actividades Generales”, con competencia sobre las obliga-
ciones generales del Estado, Presidencia del Gobierno, Hacienda, Sáhara, Asuntos Exte-
riores, Ejército, Marina y Aire, Justicia y Gobernación; dos secciones de “Actividades 
Sociales”, para los ministerios de Trabajo, Vivienda y Educación y Ciencia, y tres seccio-
nes de “Actividades Económicas” para los ministerios de Obras Públicas, Agricultura, 
Industria, Comercio e Información y Turismo. 
 El ensayo de estructura que se realiza entre 1977 y 1980 obedece al mismo princi-
pio estructural con ligeras modificaciones. En este corto período se introduce además la 
                                                                                                                                                 
bación del Gobierno. Para la realización de estas labores se confía en los trabajos realizados 
hasta entonces por la Subdirección general de Inversiones, Financiación y Programación. 
 Para los departamentos se prevé la creación de dos servicios: uno de planificación y otro 
de presupuestos. Se sugiere que el primero se ubique en las secretarías generales técnicas de 
los ministerios, y que para el segundo podría elegirse la solución de nombrar en cada Departa-
mento un Delegado del Ministerio de Hacienda, que tendría conjuntamente las funciones de pre-
supuesto y de intervención y contabilidad, de nuevo bajo el argumento del ahorro y la coordina-
ción.   
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Acuerdo de 24 de abril de 1973 que desarrolla el apartado quinto de la Orden de 23 de marzo, 
señalando las funciones de determinadas secciones de la Dirección General del Tesoro y Presu-
puestos. Ya aparecen las denominaciones y los contenidos de las unidades que hoy tenemos en 
cuanto a la estricta área de presupuestos: una Sección de Asuntos Especiales y Presupuestarios 
que supervisa y coordina las secciones de actividades generales, tres secciones de Actividades 
Generales, dos de Actividades Sociales y tres de Actividades Económicas.  
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falsa y contingente distinción entre Administración centralizada y Administración institu-
cional (acorde con una de las posibles divisiones de tareas arriba apuntadas), sin duda 
alentada por la separación de tratamiento que hace la Ley General Presupuestaria entre 
Administraciones públicas en el sentido estricto de la contabilidad nacional (Estado y 
organismos autónomos administrativos) y sector público empresarial (organismos autó-
nomos comerciales, industriales, financieros y análogos), impulsada también por la orga-
nización que se adopta a la par en la Intervención. 
 Así se desdobla la antigua Subdirección general de Presupuestos en dos subdirec-
ciones
451
, una encargada de la Administración central del Estado, que conserva la segun-
da jefatura de la Dirección general de Presupuestos, y otra encargada de los presupuestos 
de los organismos autónomos de todo tipo y de los programas de actuación de las socie-
dades estatales. Por lo demás la distribución de tareas sigue la pauta señalada: actividades 
generales (que se atribuyen a un denominado Servicio de Coordinación), actividades so-
ciales y actividades económicas (cada grupo de ellas atribuidas a servicios de igual de-
nominación) en la Administración central, y actividades administrativas (ya que inicial-
mente, no en la actualidad, los organismos autónomos administrativos desempeñan tales 
actividades) y económicas (organismos autónomos industriales, comerciales, financieros 
y análogos). 
 La modificación de la estructura que se realiza apenas cuatro meses después sub-
sana los errores aquí cometidos, integrando a la Seguridad Social entre las restantes uni-
dades, adaptando la estructura al distinto régimen de los entes puramente administrativos 
(Administración central del Estado y organismos autónomos administrativos, junto con la 
Seguridad Social) y de los entes que incorporan criterios de mercado. Así, la nueva es-
tructura
452
, que sólo duraría hasta junio de 1980, cambia la denominación de la Subdirec-
ción general de Presupuestos del Estado incorporando a éstos el término Generales y los 
organismos autónomos de carácter administrativo, y a la Subdirección general de Entida-
des Estatales Autónomas la denomina de Presupuestos de Otros Entes Públicos, incorpo-
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Real Decreto 924/1977, de 28 de marzo de 1977, por el que se reorganiza la Dirección general 
de Presupuestos (BOE 6 de mayo) ,que se refiere a la Seguridad Social en el preámbulo pero no 
en el articulado, olvidando además referirse al Servicio de Actividades Generales como tal, de-
nominándolo erróneamente como de Coordinación. Los errores cometidos se subsanarían en el 
siguiente Real Decreto de estructura de 29 de julio. 
452
Real Decreto de 29 de julio de 1977 
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rando los presupuestos de las entidades gestoras de la Seguridad Social el presupuesto-
resumen de la misma al Servicio de Seguridad Social.  
Pero esta adecuación casi literal a la Ley General Presupuestaria, se abandona casi 
tan pronto como su cumplimiento. En 1980
453
 se vuelve a la antigua estructura, con una
unidad principal con especialización de funciones y con un dominio del conjunto del pro-
ceso y tres unidades organizadas clientelarmente. 
La primera, que integra las funciones que ya veíamos en la sección especializada 
de 1963 y las aún más especializadas de la Subdirección general de Inversiones, Finan-
ciación y Programación (que desaparece), es la ahora denominada Subdirección general 
de Presupuestos Generales del Estado. Agrupa tres servicios: de Política Presupuestaria, 
de Documentación y Técnicas Presupuestarias y de Programación e Inversiones. 
Las tres subdirecciones agrupadas por clientes son las ya conocidas de Activida-
des Generales (servicios de Defensa y Seguridad y de Otras Actividades Generales), So-
ciales (servicios de Educación, Universidades e Investigación y de Sanidad, Seguridad 
Social y otras Actividades Sociales) y Económicas (servicios de Agricultura, Obras Pú-
blicas y Urbanismo y de Sociedades Estatales y Otros Servicios Económicos). 
La previsión de adscripción de determinados “especialistas ad hoc” a la Dirección 
General, abre más la brecha entre una línea “técnica”, dedicada a la implantación de no-
vedosas técnicas y las unidades en contacto con los clientes que elaboran el presupuesto 
como toda la vida
454
.
Parece así confirmarse una organización absolutamente basada en torno a los 
clientes a los que se dirige su actividad en este área del presupuesto, para parte de la or-
ganización, y una mayor especialización en el resto. A la vez se puede comprobar tam-
bién que esta parte más especializada ejerce un cierto mando o predominio sobre las que 
se relacionan directamente con el resto de la Administración. Así la organización centrada 
en los clientes es claramente secundaria y además es mayor y más imperativa la corriente 
que va desde las unidades especializadas hacia los departamentos que la contraria, produ-
cidas ambas en el seno de las unidades departamentales sin especialización, que desem-
453
Real Decreto 1178/1980, de 13 de junio 
454
El mismo Real Decreto 1178/1980 prevé la adscripción “en funciones de apoyo para la implan-
tación e impulso de los presupuestos por programa y presupuesto base cero” de los consejeros 
técnicos (entonces nueva figura) y directores de programa que se incluyan en las plantillas orgá-
nicas. 
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peñan un papel de interfaz entre el núcleo duro de la organización presupuestaria y hacia 
la Administración del gasto. 
 A estos efectos es irrelevante que la elaboración presupuestaria se atribuya a un 
órgano específico (como ocurre entre 1963 y 1967 y desde 1977 a la actualidad en que 
existe una Dirección general de Presupuestos separada) o que se la integre en otros órga-
nos que desempeñan otras tareas (en la Intervención hasta 1963 y en la Dirección general 
del Tesoro y Presupuestos entre 1968 y 1976). Lo que realmente tiene peso es que los 
clientes no son los orientadores del proceso presupuestario, por la existencia de otros lu-
gares donde se toman las decisiones básicas.  
 Al nivel en que estamos contemplando la estructura, pocos cambios relevantes se 
operan desde 1980 a 1992 en el interior del Ministerio de Hacienda. Durante algunos años 
(septiembre de 1983 a febrero de 1987) existió una unidad especializada en aquellas em-
presas públicas sometidas a contratos-programa (una modalidad de control-compromiso 
importada de Francia
455
) con rango de Subdirección general
456
. Y desde febrero de 1987 
                                                 
455
Fue introducida en Francia a partir del Informe Nora (traducción al castellano en el número 31-
32 de Economía Financiera Española), encargado por el Gobierno francés en 1967 para mejorar 
las relaciones entre las empresas públicas y el Estado, fijando las obligaciones recíprocas me-
diante un acuerdo plasmado en un plan de actuación. Pretendía ligar ciertas subvenciones del 
Estado a las empresas públicas a la consecución de unos objetivos. El resultado en España no 
fue muy positivo, teniendo en cuenta la evolución de empresas como RENFE (que inició esta 
modalidad con el Plan RENFE 1972-1975) y HUNOSA sometidas a contrato-programa, que ni 
han conseguido eliminar las subvenciones públicas ni incidir positivamente en el desarrollo gene-
ral de la economía. El artículo 91 de la Ley General Presupuestaria introduce la posibilidad de 
realizar convenios entre el Estado y las sociedades estatales deficitarias, artículo que se mantie-
ne idéntico en el texto refundido: 
1. En los supuestos en que se estipulen convenios con el Estado que den lugar a regímenes 
especiales, tanto por las Sociedades estatales como por las demás que reciben subvenciones 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, no dejarán de establecerse las corres-
pondientes cláusulas sobre las siguientes materias: 
a) Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base al acuerdo. 
b) Objetivos de la política de personal, rentabilidad, productividad o reestructuración técnica de la 
explotación económica, así como métodos de evaluación de aquéllos. 
c) Aportaciones del Estado en sus distintas modalidades. 
d) Medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a las variaciones habidas en el res-
pectivo entorno económico. 
e) Control por el Ministerio de Economía y Hacienda de la ejecución del convenio y posterior 
explotación económica. 
 




existen sendas subdirecciones generales encargadas de las relaciones presupuestarias con 
la CEE y de las secciones encargadas de los sistemas de seguridad social
457
. 
 Los cambios son únicamente de intensidad, no de estructura, ya que la unidad de-
nominada de Política Presupuestaria se convierte en la clave del proceso de elaboración. 
Ya nos hemos referido a algunas de sus características al tratar los epígrafes de la organi-
zación del control (concretamente en los apartados referidos a los medios informáticos y a 
la organización económica del presupuesto). Allí se destacaba el dominio de los sistemas 
de información, o mejor de conversión y traducción de la información económica y pre-
supuestaria, y el carácter de puente o lugar de contacto con las instrucciones recibidas de 
la Dirección general de Planificación. La consecuencia es la subordinación, formal en 
algunos momentos e informal en todos, de las unidades encargadas de las relaciones con 
los ministerios, y conocedoras de la situación y las peticiones de éstos, a las pautas mar-
cadas por la informática contable y el diseño económico del presupuesto. 
 
b) La organización innovadora: las comisiones 
 
 A la vez que se observa el proceso descrito arriba, de organización tradicional que 
no cambia básicamente a lo largo de treinta años, desde la promulgación de la Ley Gene-
ral Presupuestaria en 1977 se observa otra línea de estructura orgánica: la creación de 
                                                                                                                                                 
2. El control a que se refiere el número 1 anterior no excluirá los que en cualquier caso corres-
pondan a los respectivos Departamentos u Organismos autónomos en cuanto a las Sociedades 
estatales o Empresas que hayan suscrito el correspondiente convenio. 
3. La suscripción del convenio a que se refieren los números anteriores no excluirá la elaboración 
y ejecución del presupuesto de explotación, regulado por el número 4 del artículo 87 de esta Ley. 
 
 Interesante artículo sobre el tema de Julián CAMPO SAINZ DE ROZAS, La metodología 
de los contratos de programa, en la revista Presupuesto y Gasto Público nº 1, 1979 
456
Creada por Real Decreto de 4 de agosto de 1983 y suprimida por Real Decreto de 20 de febre-
ro de 1987   
457
La última reestructuración de la Dirección general de Presupuestos en 1996 refuerza la línea 
apuntada, al existir tres unidades especializadas: las subdirecciones generales de Presupuestos, 
Política Presupuestaria y Ordenación y Coordinación Presupuestaria; tres unidades organizadas 
por departamentos: subdirecciones generales de Programas Presupuestarios de Actividades 
Generales, Económicas y Sociales; y finalmente la Subdirección general de Presupuesto Comu-
nitario.  
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unidades ad hoc para la mejora de la presupuestación o para resolver los problemas de 
coordinación que van surgiendo entre las distintas unidades. 
 De nuevo encontramos aquí una manera de proceder que no cambia sustancial-
mente, en apariencia, de lo realizado por los gobiernos de UCD y los gobiernos del 
PSOE. Sin embargo, los gobiernos de UCD, durante la transición, recurren a la creación 
de comisiones ad hoc y subdirecciones de carácter más o menos permanente para la re-
forma global de los modos de presupuestar y ligada su existencia a conseguir ciertos obje-
tivos temporales y desaparecer. Con la segunda etapa del gobierno del PSOE se profundi-
za al crear comisiones y grupos de trabajo permanentes para la adopción de decisiones 
colegiadas en torno a cada anteproyecto de presupuesto, de contenido en principio mucho 
más operativo, menos innovador y creativo, y en contacto con el presupuesto real. 
 En cierto modo las comisiones y grupos de trabajo desde 1987 suponen el recono-
cimiento de la crisis de la estructura tradicional, a la que sustituyen, no simplemente 
complementan sus actuaciones o realizan actividades distintas de lanzamiento de nuevas 
actuaciones o de innovación, como eran las utilizadas entre 1977 y 1982. 
 
(1) La reforma presupuestaria 
 
 La primera comisión que se crea, ya en julio de 1977, apenas constituido el go-
bierno salido de las elecciones a Cortes constituyentes, es la de “Racionalización y Des-
centralización del Gasto Público”, en la que participan representantes de todos los depar-
tamentos ministeriales, creando como órgano de trabajo la Secretaría de la Comisión, 
bajo directa dependencia del Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público
458
. Sus fun-
ciones son de 
 
 “dirección, impulso, coordinación, armonización y vigilancia de los trabajos para 
la descentralización del Gasto Público, la realización de presupuestos por programas, la 
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Real Decreto 1973/1977 de 29 de julio, por el que se reorganiza el Ministerio de Hacienda, que 
crea la comisión, de la que forman parte representantes de todos los departamentos ministeria-
les, el Interventor general de la Administración del Estado, el Director general de Presupuestos, 
el Secretario General Técnico del Ministerio de Hacienda y el secretario de la comisión (que de-
pende directamente de su presidente, el Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público). Poco 
después la Orden de 5 de agosto del mismo año dispuso que la representación de los ministerios 
fuera a través de los secretarios generales técnicos. 




mejora de la gestión presupuestaria la realización de estudios de ayuda a la decisión 
sobre proyectos o políticas alternativas y, en general, cualquiera dirigido a la racionali-
zación del Gasto Público, proponer al Gobierno los procedimientos y medios para reali-
zarlos, así como los procedimientos del control periódico de los resultados de las activi-
dades emprendidas como consecuencia de los trabajos efectuados.” 
 
 Estas funciones se extienden así a todas las fases del gasto: programación, ejecu-
ción y seguimiento, teniendo en principio una visión global del proceso y permitiendo a 




 Simultáneamente a la creación de esta comisión, se crea en la Subsecretaría de 
Presupuesto y Gasto Público (además de una Secretaría general y un Gabinete Técnico), 
la Subdirección de Estudios Económicos del Sector Público, concebida para el análisis y 
la elaboración de modelos económicos sobre el sector público
460
, por la que pasarían mu-
chos de los principales directivos del presupuesto en los años 80 ya bajo gobiernos socia-
listas, los que irían construyendo esa visión de predominio económico en el presupuesto. 
 A finales del mismo año se crea la Subdirección para la Reforma de la Gestión del 
Gasto Público
461
, a la que corresponde la difusión interna de las nuevas técnicas en mate-
ria de preparación, ejecución y control del presupuesto de gastos entre los funcionarios 
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Sobre la racionalización del gasto en general y sobre esta comisión extensamente, ver Fer-
nando MARTÍN-CRESPO CABILDO, Sobre la racionalización del gasto público, en Hacienda 
Pública Española nº 58, 1979, p.153 y ss., que se refiere también extensamente a la Comisión 
encargada de elaborar los criterios para una política del Gasto Público, cuya colaboración con la 
primera se considera imprescindible.   
460
El Real decreto de 29 de julio se desarrolla por la Orden de 31 de octubre de 1977 (BOE de 4 
de noviembre), que estructura la Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público, desdoblando el 
Servicio (único del Gabinete Técnico) de Asesoramiento y Estudios Técnicos en dos secciones: 
estudios técnicos y relaciones internacionales, y el Servicio de Análisis del Sector Público (de la 
Subdirección de Estudios Económicos del Sector Público) en tres secciones: análisis económico 
de las administraciones públicas, análisis económico de las empresas e instituciones financieras 
y modelos económicos del sector público. La Secretaría de la Comisión de Racionalización y 
Descentralización del Gasto Público tendría una sección de documentación. Se desarrolla ade-
más la estructura orgánica de la Dirección general de Presupuestos. 
461
Real Decreto 3148/1977, de 9 de diciembre (BOE de 13 de diciembre). La Orden de 5 de 
enero de 1978 desarrolla las secciones. Servicio de Formación de Personal: secciones de cursos 
y seminarios, de investigación y desarrollo y de relaciones externas, Servicio de Reforma de la 
Gestión del Gasto: secciones de metodología y coordinación, de estudios analíticos y de progra-
mas y estructuras. 
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del Ministerio de Hacienda y de los demás departamentos ministeriales y organismos 
autónomos de ellos dependientes, así como la ejecución de los trabajos de racionalización 
a desarrollar. Tiene así dos funciones: formación de personal y reforma de la gestión del 
gasto, para lo cual se crean dos servicios de igual denominación. Las actividades de for-
mación del personal se regulan más detalladamente, creándose un Consejo Rector
462
 para
establecer las directrices de los cursos y seminarios, a realizar en colaboración con el Ins-
tituto de Estudios Fiscales, la Escuela Nacional de Administración Pública y los ministe-
rios cuyo personal participe. Esta Subdirección funcionó básicamente a través de equipos 
de trabajo en los que se integraban, además de funcionarios de la propia unidad, otros de 
la Dirección general de Presupuestos y de los diversos ministerios (Educación, Industria y 
Energía, Obras Públicas y Urbanismo, etc.) con los que se colabora en la implantación de 
nuevas técnicas presupuestarias. Finalmente esta unidad pasaría a depender de la Direc-
ción general de Presupuestos
463
 y desaparecería tras una etapa languidecente.
También a finales de 1977 se vuelve a crear además una Comisión para la Regla-
mentación de la Ley General Presupuestaria, presidida (como todas las comisiones y ór-
ganos colegiados ya mencionados) por el Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público. 
Esta comisión
464
 tiene una composición aún más amplia que las anteriores (diez vocales),
y además trece grupos de trabajo. Lo más llamativo de esta comisión, además de la escasa 
reglamentación que, hasta la fecha, ha tenido la Ley General Presupuestaria en el aspecto 
estrictamente presupuestario, no en el de contabilidad y control, es que se hace caso omi-
462
El Consejo Rector, presidido por el Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público, estaba 
integrado por el Secretario General Técnico de la Presidencia del Gobierno, el Interventor gene-
ral de la Administración del Estado, el Director general de Presupuestos, el Director del Instituto 
de Estudios Fiscales, el Presidente del INAP, el Secretario de la Comisión de Racionalización y 
Descentralización del Gasto Público y el Subdirector General para la Reforma de la Gestión del 
Gasto Público. 
463
Real Decreto de 15 de enero de 1982 
464
Creada por Orden de 15 de diciembre de 1977, la componen el Director general de Presu-
puestos, el Interventor general de la Administración del Estado, el Director General del Tesoro, el 
de lo Contencioso del Estado, el del Patrimonio del Estado, el Secretario General Técnico del 
Ministerio de Hacienda, un Ministro del Tribunal de Cuentas, el Director del Instituto de Estudios 
Fiscales, el Director del Instituto de Planificación Contable y el Subdirector general de Presu-
puestos Generales del Estado, que sería además Secretario de la Comisión. Se crean además 
trece grupos de trabajo, previendo además la posibilidad de crear otros. 




so de la previa existencia de una comisión de igual nombre y parecida composición crea-
da once meses antes
465
. 
 Pese a la aparente desorganización en la creación y duplicación de subdirecciones 
“de misión” y comisiones, al año siguiente se crea, en la misma Subsecretaría de Presu-
puesto y Gasto Público, una nueva “encargada de elaborar los criterios para una política 
del gasto público”466, encargada además de un aspecto de comunicación o difusión exter-
na: la concienciación de los ciudadanos respecto de los problemas que afectan al gasto del 
total sector público español en los momentos presentes y la fijación de los criterios a los 
que debería responder su programación y control en el futuro. De carácter abierto, la 
componen esta vez tanto funcionarios de la Administración general (siete interventores, 
un abogado del Estado y un vicealmirante del Cuerpo General de la Armada), como cate-
dráticos (nueve) y se contempla la posibilidad de crear grupos de trabajo y encargar dic-
támenes, así como la obligación de rendir informe en el plazo de un año. La orientación 
que se da a esta comisión parece de más alto nivel en el plano teórico, por las característi-
cas de sus componentes, provenientes en gran parte de la Universidad y por la aun mayor 
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Orden de 13 de enero de 1977, que crea una Comisión para la Reglamentación de la Ley Ge-
neral Presupuestaria presidida por el Subsecretario de Economía Financiera. Son vocales de 
esta comisión los directores generales de lo Contencioso del Estado, del Tesoro, del Patrimonio, 
de Presupuestos, los presidentes del Instituto de Estudios Fiscales y del Instituto de Planificación 
Contable, un ministro del Tribunal de Cuentas y como vocal-secretario el subdirector general de 
Presupuestos. 
466
Orden de 29 de septiembre de 1978 (BOE de 30 de septiembre y 2 de octubre), que fija su 
composición: 
Presidente: Enrique Fuentes Quintana 
 Vocales: César Albiñana García-Quintana , Julio Alcaide Inchausti, Santiago Herrero 
Suazo, Manuel Lagares Calvo, José Luis Sampedro Sáez, Victorio Valle Sánchez, Antonio Sierra 
Ramoneda, Alejandro Pedrós Abelló, Juan Sardá Dexeus, Juan Aracil Martín, Francisco Luis 
Francés Sánchez, Augusto Gutiérrez Robles, Isidoro Marcos Sanz, Ángel Marrón Gómez, Vicen-
te Querol Bellido, Jesús Palacios Rodrigo, José Antonio Tambo Íñiguez, Jaime Díaz Deus, Vicen-
te Capdevila Cardona y José Luis Moris Marrodán. 
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(2)  La elaboración presupuestaria 
 
 En otro contexto, en 1985 se acomete frontalmente la innovación de los aspectos 
orgánicos del presupuesto, atacando en apariencia de lleno la estructura tradicional de la 
Dirección al introducir los llamados grupos de trabajo. La orden de 1 de marzo
467
 contie-
ne las normas para la elaboración de los presupuestos para 1986, para lo cual prevé la 
creación de grupos de trabajo para el análisis y revisión de los programas de gasto que 
requieran un estudio particularizado de su incidencia presupuestaria dentro de un marco 
plurianual, en el marco de la Dirección general de Presupuestos. 
 El proceso de creación de grupos de trabajo durante el Gobierno socialista prosi-
gue con la elaboración de los presupuestos en 1986
468
, que plantean ya el problema de la 
adecuación de las estructuras orgánicas de la Administración pública a las categorías fun-
cionales (y de programas) del gasto que administran. En 1986, año de transición presu-
puestaria, los grupos de trabajo están coordinados por la Dirección general de Presupues-
tos, y los grupos existentes coinciden aproximadamente con la clasificación funcional del 
gasto público. Pueden existir además subgrupos de trabajo en el seno de cada uno de los 
grupos, manteniéndose en todo caso que grupos y subgrupos son en realidad órganos bila-
terales en los que se encuentran representantes de los centros gestores (servicios o minis-
terios) y de la Dirección general de Presupuestos. La misión -señala la norma- es propo-
ner la distribución de los créditos entre los distintos programas de gasto de acuerdo con 
un marco de prioridades, para permitir la mayor participación de los Centros gestores en 
la asignación del gasto público y facilitar la progresiva adecuación de las estructuras or-
gánicas de la Administración pública a las categorías funcionales del gasto que adminis-
tran. 
 Los grupos de trabajo se constituirán por la Secretaría de Estado de Hacienda, los 
integrarán los Centros Gestores y los coordinará la Dirección general de Presupuestos; 
tendrán a su cargo la revisión de los diferentes programas de gasto que en ellos se inclu-
yen; serán seis, coincidentes con algunas de las clasificaciones funcionales del gasto: Ser-
vicios generales del Estado, Sistemas de Protección Social, Producción de Bienes Públi-
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Resolución de 15 de marzo. 
468
Orden de 21 de abril de 1986 por la que se dictan las normas para la elaboración de los Pre-
supuestos Generales del Estado para 1987 (BOE de 24) 




cos de carácter social, Producción de Bienes Públicos de carácter económico, Regulación 
y apoyo a sectores productivos y Financiación de las Administraciones Territoriales. 
 En su seno se constituirán tantos subgrupos como políticas presupuestarias merez-
can un tratamiento especial y diferenciado. Examinarán la documentación recibida de los 
Centros Gestores y, dentro del marco de referencia aprobado por el Gobierno, establece-
rán el orden de prioridades de los objetivos y propondrán la asignación de los créditos 
presupuestarios y, en su caso, plantearán alternativas de reducción del gasto. A estos efec-
tos, la IGAE efectuará las auditorías de gestión presupuestaria que se requieran para co-
nocer el grado de adecuación de los recursos humanos y materiales actualmente disponi-
bles a los fines asignados a cada unidad orgánica y a cada objetivo de gasto. 
 Tal situación se mantiene en 1987
469
, con la participación en ellos, vía aportación 
de estudios sectoriales, de otras direcciones generales (Planificación, Tributos y Coordi-
nación con las Haciendas Territoriales) y la creación de comisiones de análisis de sub-
venciones, transferencias y gastos fiscales (para revisar los incentivos sectoriales presen-
tes en los presupuestos), y de comisiones para el análisis de programas afectos a la reali-
zación de servicios públicos (su misión es informar acerca de las dotaciones de efectivos 
que, dentro de los programas de gasto, sea preciso incluir para adecuar los medios huma-
nos con los materiales). 
 Se apoya para ello en la Intervención, la cual ya no elaborará auditorías sino in-
formes de gestión presupuestaria con la misma finalidad que tenían el año anterior. La 
orden de 20 de noviembre de 1987 estructura para ello las intervenciones delegadas en los 
ministerios. Al año siguiente se mantiene el mismo papel de la Intervención, que además 
evaluará el grado de eficiencia logrado en el empleo de los recursos. 
 En 1988
470
, ya con la existencia de la nueva Secretaría general de Planificación y 
Presupuestos, que integra a la Dirección general de Planificación en el área presupuesta-
ria, se produce el cambio de la denominación de los grupos de trabajo por la de comisio-
nes funcionales del gasto, estableciéndose además las comisiones de análisis de progra-
mas, de estructura claramente orgánica (similar a la de los subgrupos de trabajo). Este 
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cambio de nombre, profundiza en el deseo de dar una impresión de organización funcio-
nal del presupuesto frente a la tradicional estructura orgánica y a la discusión de presu-
puestos en términos funcionales y no de ministerios. Las comisiones de análisis de pro-
gramas, presididas por el Secretario general de Planificación y Presupuestos, actúan ahora 
sobre la totalidad de los programas, pero esta actuación se da en un marco orgánico, el de 
los “Grandes Centros Gestores” o ministerios, si bien se prevé la posibilidad de que con-
curran varios para el análisis de aquellos programas cuya ejecución está repartida entre 
dos o más de ellos. 
A los grupos de trabajo se les denomina comisiones funcionales del gasto público 
y a los subgrupos subcomisiones. Para los estudios sectoriales necesarios para su actua-
ción se da entrada a la Dirección general de Costes de Personal (olvidada hasta ahora) y a 
la Intervención. Estas comisiones son ahora presididas por el Secretario de Estado de Ha-
cienda y, a través del Ministro de Economía y Hacienda, presentan al gobierno una pro-
puesta de políticas de gasto prioritarias, todo ello en el marco de los escenarios macro-
económicos y presupuestarios anuales en la perspectiva del cuatrienio 1989/1992, que se 
seguirán elaborando y deslizando en años posteriores. La documentación de las comisio-
nes funcionales del gasto público es elaborada por la Dirección general de Presupuestos, 
incluyendo datos referentes a la evolución presupuestaria y la ejecución del presupuesto 
del período 1985/88 por programas y de las dotaciones de personal en los años 1986 a 
1988, así como información sobre las grandes cuestiones con incidencia presupuestaria. 
En los dos años siguientes la situación es más confusa: las comisiones funcionales 
del gasto no coinciden en absoluto con la clasificación funcional y por programas del 
gasto, sino que se agrupan una serie de “grandes temas” en torno a los cuales se deben 
adoptar las decisiones de gasto. Las Comisiones de Análisis de Programas, que siguen 
presididas por el Secretario general de Planificación y Presupuestos, se adecuan, a pesar 
de su denominación, plenamente a la estructura orgánica del gasto, al ajustar su ámbito de 
actuación al de los grandes centros gestores (ministerios o secciones)
471
.
Entre sus funciones está la elaboración del programa de inversiones públicas de 
carácter plurianual, dado que el Comité de Inversiones Públicas se dedica a conciliar los 
datos sobre inversiones que corresponden al Estado, a la Comunidad Europea y a las Co-
471
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munidades Autónomas. La actuación del Comité de Inversiones Públicas cambia respecto 
al año anterior. Por una parte pasa a convertirse en un órgano auxiliar de las comisiones 
de análisis de programas, las cuales podrán requerir la evaluación técnica de proyectos de 
inversión o el asesoramiento por el CIP en la evaluación de proyectos. Por otro lado se 
dice que el CIP, como órgano encargado de la programación, evaluación y aprobación de 
los proyectos de inversión que han de figurar en el Programa de Inversiones Públicas, 
realizará el análisis y priorización de los proyectos de inversión propuestos por los cen-
tros gestores. Para ello cuenta como principal instrumento con la remisión directa desde 
los centros gestores de toda la documentación referente a los proyectos de inversión, in-
cluyendo análisis de rentabilidad económica y social de sus planes de inversión. 
El Programa de Inversiones Públicas deja así de ser elaborado por la Dirección 
general de Planificación, dedicada a sus proyecciones macroeconómicas,  y es elaborado 




Otras comisiones son las específicas que examinan las propuestas de Contrato-
programa en el seno de la Secretaría general de Planificación y Presupuestos. Integrada 
por representantes de los centros gestores afectados, de la empresa y de los departamentos 
u organismos autónomos de tutela, estarán coordinados por la Dirección general de Plani-
ficación, que evalúa sus Planes de Actuación Inversiones y Financiación y establece las 
normas sobre estructura, contenido y procedimiento de elaboración de los contrato-
programas. 
Como novedad, en 1989
473
 se denomina a las comisiones “funcionales del presu-
puesto”, en lugar de “del Gasto Público”, ya que deben analizar también los ingresos. La 
otra novedad es que las propuestas que deben establecer se referirán no sólo al ejercicio 
presupuestario siguiente, sino al período 1990/1993. También es importante el cambio en 
cuanto al objeto de cada una de las comisiones, que recogen una terminología en la línea 
de la modernización de las Administraciones públicas propiciada por el Ministerio de 
igual nombre (año de políticas y escenarios). Finalmente, profundizando en la impresión 
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de colegialidad y en la participación de los departamentos, se elimina toda mención tanto 
a subcomisiones como a la participación de las direcciones generales de la Secretaría ge-
neral de Planificación y Presupuestos en la elaboración de estudios sectoriales. 
Las comisiones de análisis de programas mantienen sus funciones y las extienden 
a la práctica totalidad del proceso inversor, por lo que el Programa de Inversiones Públi-
cas es producido por ellas y no por el Comité de Inversiones Públicas. Se prevé que sus 
propuestas sean sometidas a la consideración del Consejo de Ministros y se mantiene 
constante el papel de la intervención, proporcionando informes de gestión presupuestaria 
y evaluaciones de eficiencia. 
La actuación del Comité de Inversiones Públicas es muy distinta de todo lo que ha 
sido hasta ahora. Toma como base el Programa de Inversiones Públicas elaborado por las 
comisiones de análisis de programas y las asignaciones del Fondo de Compensación In-
terterritorial y del FEDER realizadas por la Dirección general de Planificación. A partir 
de ello elabora los Programas de Desarrollo Regional y los Programas Operativos. Es de 
destacar que toda la documentación presupuestaria referente a las inversiones debe remi-
tirse directamente a la Dirección general de Presupuestos y no al CIP. 
La orden de 17 de mayo de 1990 contiene las normas de elaboración de los presu-
puestos para 1991, excepcional por hallarse el presupuesto de 1990 prorrogado con moti-
vo de las elecciones generales de octubre de 1989. El preámbulo se refiere a la elabora-
ción teniendo en cuenta los escenarios macroeconómicos y presupuestarios 1990-93, a la 
extensión del seguimiento a mayor número de programas, a la actuación de las comisio-
nes funcionales y de las comisiones de análisis de programas, así como a la de la Inter-
vención, del Ministerio para las Administraciones Públicas (cuya única mención en la 
orden es la del preámbulo) y del Comité de Inversiones Públicas. Además la Dirección 
general de Presupuestos tramitará los documentos y se reducen a cinco las comisiones 
funcionales del presupuesto. Se refuerza el papel del CIP como órgano de relación y con-
sulta con las diversas administraciones públicas sobre el marco inversor plurianual y la 
política regional, papel que ya se contenía en la orden del año anterior. 
Durante 1991
474
 tres son las clases de comisiones que coexisten, siendo la princi-
pal novedad la refundición de las cinco comisiones funcionales en una Comisión Funcio-
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nal del Presupuesto presidida por el Secretario de Estado de Hacienda, coordinada por el 
Secretario general de Planificación y Presupuestos y de composición abierta e interminis-
terial. Las comisiones de análisis de programas se adecuarán no a la clasificación funcio-
nal o por programas del gasto (teóricamente interministeriales), sino a la clasificación 
orgánica por ministerios. Estarían presididas por el Secretario general de Planificación y 
Presupuestos y contarían con los informes de gestión presupuestaria elaborados por la 
Intervención. El Comité de Inversiones Públicas realizaría la coordinación entre las dis-
tintas administraciones públicas y la Dirección general de Planificación.  
  El proceso que presenta la orden de elaboración se basa en una cascada de actua-
ciones de las diversas comisiones, que a su vez termina en la elaboración de los estados 
de gastos por parte de la Dirección general de Presupuestos, que prácticamente se limita, 
de acuerdo con la orden de elaboración, a transcribir lo que viene decidido por las diver-
sas comisiones. 
 El punto de partida es la aprobación de los Escenarios Macroeconómicos y Presu-
puestarios por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Economía y Ha-
cienda. A continuación se realiza la propuesta de asignación funcional del ingreso y el 
gasto y el establecimiento de directrices y prioridades de gasto por parte de la Comisión 
Funcional del Presupuesto. Finalmente, las comisiones de análisis de programas determi-
nan las asignaciones financieras de cada programa de gasto, en relación con los objetivos 
que los mismos deben conseguir. 
 La realidad es un poco diferente. En primer lugar la Comisión Funcional del Pre-
supuesto, bajo cuya denominación debe considerarse una pluralidad de comisiones dirigi-
das por Hacienda, que nos lleva de nuevo a un modo orgánico de presupuestar. Al ser de 
composición abierta e integrarla los distintos centros gestores (de ahí que, considerando el 
elevado número de centros gestores, defendamos que se trata en realidad de una plurali-
dad de comisiones, las cuales tienen en común estar dirigidas por los altos cargos de Ha-
cienda ya mencionados), sin delimitar qué centros gestores se reúnen simultáneamente, 
era de esperar que fueran los pertenecientes a un mismo ministerio o sección. 
 En lugar del proceso colegiado que parece indicar la orden de elaboración, lo más 
relevante es que la elaboración de los estados financieros de los programas a partir de las 
grandes decisiones tomadas por el Consejo de Ministros, se realiza en realidad por un 
proceso conjunto entre la Dirección general de Presupuestos, las oficinas presupuestarias 
y, en ciertos casos, algunos centros gestores de cierta entidad de los diversos ministerios. 
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Unas y otras comisiones son modos de denominar a las reuniones bilaterales que 
tradicionalmente se han dado entre el Ministerio de Hacienda y cada uno de los diversos 
ministerios. Éstas y no las comisiones funcionales y de programas son las que van adop-
tando las decisiones marginales a partir de las tomadas por el Consejo de Ministros y pre-
paradas previamente por la Secretaría general de Planificación y Presupuestos y la Direc-
ción general de Planificación. Y dado que la reunión bilateral no tiene un carácter conti-
nuo y permanente, son las decisiones tomadas por los altos cargos de Hacienda (Secreta-
rio de Estado y Secretario general de Planificación y Presupuestos), apoyados en las di-
recciones generales de Planificación y de Presupuestos las que van determinando en gran 
parte la asignación real de gasto, que se ve facilitada por la existencia de las redes de in-
formación reflejadas en el apartado primero de este capítulo
475
.
C. La organización del presupuesto en los centros gestores 
a) Órganos superiores de cada departamento con competencias pre-
supuestarias: subsecretarías, secretarías generales y secretarías de 
Estado 
Inicialmente, la presupuestación, junto a las demás tareas relacionadas con el man-
tenimiento o infraestructura de los departamentos (personal, programación e inversiones, 
gestión económica, organización y régimen interno) se sitúa en las tradicionales direccio-
nes generales de servicios (así en el Ministerio del Aire en 1955
476
), sea en subdirecciones
de administración financiera, de servicios, o en las clásicas oficialías mayores. Durante 
mucho tiempo la organización presupuestaria fuera del Ministerio de Hacienda es muy 
escasa, dispersa y no hay excesivas innovaciones. Se limitan a hacer llegar a la Interven-
ción general, primero, o a la Dirección general de Presupuestos, más recientemente, sus 
propuestas de gastos, e intervienen después como meros órganos de tramitación del pre-
supuesto (con la amplia extensión que esta labor puede tener en los distintos ministerios). 
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Una cuestión a plantearse aquí es la tensión entre centralización y descentraliza-
ción en la toma de decisiones presupuestarias. Tratándose de conjuntos orgánicos diferen-
tes, los que forman el Ministerio de Hacienda y los restantes ministerios, ¿existe una des-
centralización real de la decisión hacia los ministerios o centros gestores con la atribución 
a éstos de ciertas funciones en cuanto al presupuesto? ¿O se trata meramente de una des-
concentración de ciertas tareas con el fin de facilitar el trabajo, sin que a tal desconcentra-
ción acompañe la potestad de tomar decisiones de importancia? 
En principio la reforma emprendida en 1979 parece ir en el sentido de descentrali-
zación del gasto público, siendo fruto de los trabajos de la Comisión para la Racionaliza-
ción y la Descentralización del Gasto Público. Sin embargo se puede decir que la reforma 
operada es de importancia secundaria, dado que el Ministerio de Hacienda conserva sus 
tradicionales prerrogativas. A este respecto es de cierto interés comprobar si en el caso 
español se dan estrategias presupuestarias del tipo de las que describe Wildavsky en el 
contexto americano, y qué órganos representan en España las distintas posiciones. 
Debemos decir que, contestando por adelantado a lo planteado al principio de este 
apartado, aunque no creemos que se haya operado una auténtica descentralización de la 
decisión presupuestaria hacia los ministerios gestores del gasto, los avances contenidos 
son inmensos respecto a la situación anterior, y aun mayores respecto a lo pretendido por 
algunos protagonistas de la actual presupuestación. 
Así, uno de los funcionarios y políticos de mayor duración y papel más relevante 
en el campo presupuestario, José Barea
477
, sugería en 1971 que se crease en cada depar-
tamento un servicio de presupuestos (al que se describe como algo similar a las actuales 
oficinas presupuestarias), para el cual se nombrase un Delegado del Ministerio de Ha-
cienda, con la siguiente argumentación que debe sonar familiar: 
“Como quiera que las funciones del Jefe de este Servicio de Presupuestos y las 
del Interventor Delegado del Ministerio de Hacienda estarán íntimamente relacionadas, 
podría elegirse la solución de nombrar en cada Departamento un Delegado del Ministe-
rio de Hacienda, que tendría a su cargo conjuntamente las funciones de presupuesto y de 
477
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intervención y contabilidad, evitándose de esta manera la creación de un nuevo órgano y 
asegurándose la coordinación de todos los cometidos.” 
 
 Por otro lado la conexión de los presupuestos con la contabilidad se ve de manera 
contrapuesta en la pretensión de dar a la Dirección general de Presupuestos y a las propias 
oficinas de presupuestos de los departamentos “un protagonismo apreciable en la conta-
bilidad del gasto y, por tanto, en la de costes.”478, pero ninguna de las dos soluciones 
“extremas” se impone totalmente, creándose oficinas presupuestarias en los departamen-
tos distintas de la intervención delegada, pero atribuyéndose a las mismas escasas posibi-
lidades sobre la contabilidad. 
 Estos órganos se han movido a lo largo del tiempo entre dos situaciones muy dife-
rentes, de importancia variable en cada momento. En primer lugar el Subsecretario osten-
ta únicamente funciones de intendencia y de apoyo general, ocupándose de lo que hoy 
denominaríamos la infraestructura y la gestión material de las cosas menudas
479
. 
 Por otro lado el Subsecretario se configura como órgano superior del ministerio 
después del Ministro, con funciones de mando o de coordinación de los restantes órganos 
del ministerio. Como tales viceministros se reúnen semanalmente en la Comisión General 
de Subsecretarios (luego incluyó también a los secretarios de Estado), que suelen aprobar 
las cuestiones que, siendo competencia del Consejo de Ministros, no tiene aspectos polé-
micos ni por tanto suscita discrepancias de algún integrante de la comisión. 
 Como responsables del apoyo general se encargan, entre otras materias, del presu-
puesto del departamento. Pero en estos órganos también, todo depende de las circunstan-
cias concretas de cada departamento, dándose sobre todo el caso de que, en los ministe-
rios de muy pequeña dimensión, el subsecretario asuma funciones de contenido más es-
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 Durante la época de innovaciones presupuestarias de finales de los años 70, algu-
nos asumieron un papel relevante en la implantación de nuevas técnicas presupuestarias, 
como el de Obras Públicas y Urbanismo, que llegó a dictar una Orden Circular (conjunta 
con el Subsecretario de Presupuesto y Gasto Público) determinando normas para el se-
guimiento del presupuesto por programas durante el año 1979
481
. 
 En general su papel está bastante condicionado por la personalidad del ministro 
respectivo y su dedicación a las tareas presupuestarias y, sobre todo, por la existencia de 
otros altos órganos u órganos superiores con competencias en el presupuesto. 
 A partir de la transición política se crean nuevos órganos superiores en la Admi-
nistración del Estado, que o bien estaban inéditos (Secretarías de Estado), o su uso había 
sido muy restringido (segundas o terceras subsecretarías o secretarías generales
482
). Pues 
bien, la creación de tales órganos superiores, que no es el objeto de este trabajo, lleva 
consigo dos hechos en torno al presupuesto. 
 Por una parte, la posición del tradicional subsecretario de cada ministerio no podía 
seguir siendo la misma en su importancia y en su relación con el ministro del propio de-
partamento. 
 Ni es ya el “segundo” indiscutido del departamento, con cierta autoridad sobre el 
conjunto de éste, que se plasma sobre todo en los aspectos administrativos generales co-
mo puede ser el personal y el presupuesto. Ni su competencia se extiende al conjunto de 
los asuntos presupuestarios del departamento, dado que existen cargos del mismo o supe-
rior rango al suyo, que se convierten en competidores triunfantes en esta materia. Así 
pues el subsecretario tradicional, comprendido el que existe en la Administración cuando 
se regulan las oficinas presupuestarias de los ministerios en 1979, deja de existir, mino-
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rándose su importancia cada vez que surgen nuevos altos cargos como los que aquí esta-
mos considerando. 
 Pero, en segundo lugar, ¿cuál es el papel presupuestario de los nuevos cargos? ¿Se 
convierten en nuevos subsecretarios cuya competencia se ciñe a una parcela más restrin-
gida de la actividad ministerial? ¿O son altos cargos con competencia restringida en los 
aspectos tradicionales de las viejas subsecretarías? La situación, como suele ser habitual 
en la Administración, dista de ser clara. Por una parte no existe una regulación general de 
unos y otros órganos, ni es la misma situación a lo largo del tiempo en cada ministerio. 
Por otro lado, no se revisa a fondo la situación existente hasta la creación de estos nuevos 
órganos, con lo que el interlocutor por antonomasia en la negociación presupuestaria con 
el Ministerio de Hacienda continúa siendo el subsecretario del departamento y sus órga-
nos de apoyo. 
 Finalmente, la situación real dependerá no de la regulación legal, sino de la situa-
ción política relativa de quien ocupa cada cargo, de su impronta personal y de la impor-
tancia que asigne cada alto cargo a los aspectos presupuestarios. 
 Para empezar, al crearse en 1977
483
, se trata de dar una nueva organización gene-
ral a la Administración del Estado, tratando de reforzar la coordinación, no meramente de 
crear nuevos cargos de tipo político. Así, aunque se crean cinco Secretarías de Estado, se 
suprimen en cambio diez subsecretarías. En la actualidad no existe nada que se asemeje a 
un modelo general en el que los titulares ocupan los cargos que corresponden a la estruc-
tura orgánica de un ministerio. Con frecuencia lo que ocurre es que se crean los órganos 
en función de la persona llamada a ocuparlos, y cada vez más lo que importa es el rango 
personal del titular y no la unidad ocupada. 
 Finalmente en el ámbito militar, hay que mencionar que la aplicación de técnicas 
de programación y planificación de los recursos tiene un camino propio. En el área de 
Defensa desde los años sesenta
484
  se trabaja en la elaboración de leyes propias de dota-
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ciones económicas. Esto hace que la programación económica común que surge a partir 
de la creación del Ministerio de Defensa
485
 y de la regulación de los órganos superiores
del Estado en relación con la defensa Nacional
486
, se superponga a una tradición de pro-
gramación separada y “rival” en la obtención de recursos presupuestarios. 
A ello hay que añadir la diversidad de instrumentos planificadores que coexisten 
en la Defensa: Directiva de Defensa Nacional, Plan Estratégico Conjunto, Objetivo de 
Fuerza, Directiva 01/78 del Ministro de Defensa sobre criterios doctrinales en relación 
con la aplicación del presupuesto por programas en la defensa...
487
Aunque sea marginalmente, hay que referirse al dato de que en el Ministerio de 
Defensa, a pesar de existir órganos comunes para la elaboración presupuestaria tales co-
mo la oficina presupuestaria y la Secretaría de Estado de Defensa (no la subsecretaría, 
órgano superior menor en este ministerio) el papel principal lo siguen manteniendo los 
Estados Mayores de los tres Ejércitos, que fijan internamente el reparto de las grandes 
cifras presupuestarias. 
b) Órganos de elaboración y gestión presupuestaria
Habrá que esperar hasta bien entrada la reforma política en 1979, para observar 
cambios importantes en esta organización y nuevas funciones que realizar, que se asignan 
a las oficinas presupuestarias, creadas a partir de la primavera de 1980. 
En la presentación del presupuesto para 1979 ante el Congreso de los Diputados 
por el Ministro de Hacienda, se incluyen referencias a la “desresponsabilización de los 
gestores del gasto en la elaboración del Presupuesto ante el cual no se suelen sentir 
comprometidos, sino constreñidos”, ante lo cual se preconiza la creación de oficinas de 
presupuestos en cada centro gestor para responsabilizar a éstos de la elaboración de pre-
supuestos. El Programa Económico del Gobierno para 1979 señalaba, entre las medidas 
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Real Decreto de 4 de julio de 1977. 
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Ley 83/1978, de 28 de diciembre. 
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Para un acercamiento a la presupuestación por programas de Ministerio de Defensa y su con-
trol, ver artículo de José MARTÍN FERNANZ, El presupuesto por programas de Ministerio de 
Defensa y su control, en Presupuesto y Gasto Público nº 4, Madrid 1979, p.124 y ss. y el artículo 
La Armada y las nuevas técnicas presupuestarias, Presupuesto y Gasto Público nº ?, 1980, p. 
159 y ss.  
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de perfeccionamiento del proceso presupuestario, la creación de oficinas presupuestarias 
en cada departamento ministerial, para un mejor control del gasto público
488
. 
 El propio Programa Económico del Gobierno define los objetivos perseguidos: la 
descentralización del proceso de elaboración presupuestaria, su perfeccionamiento y la 
simplificación burocrática de su gestión. Así, se considera que se continúa con el perfec-
cionamiento del proceso presupuestario iniciado hace años, con la implantación, ahora, de 
sistemas de presupuestación por programas y de presupuesto base cero, como métodos 
más adecuados para una asignación racional de los recursos públicos, la adopción de nue-
vos métodos de decisión de gasto y la revisión de los programas de gasto existentes. 
 Basándose en esos objetivos se definen las funciones de las oficinas presupuesta-
rias, que tratan de aglutinar en una sola unidad administrativa servicios dispersos de pre-
supuestación, análisis y evaluación ya existentes en muchos departamentos ministeriales, 
lo cual permitirá integrar y armonizar las fases del proceso presupuestario, conectarlo con 
los planes y programas operativos a corto y medio plazo de los servicios gestores y dis-
poner de un órgano de trabajo permanente, y no esporádico, para la elaboración, decisión 
y seguimiento del presupuesto. 
 La situación preexistente era descrita del siguiente modo cuando aún no estaban 
implantadas del todo las oficinas presupuestarias en 1980: 
“- Práctica desconexión de los planes y programas del Departamento ministe-
rial con los mecanismos presupuestarios, de modo que no es infrecuente una 
formulación idealizada de aquéllos lejos de cualquier posible ejecución con los 
medios previsiblemente disponibles, incurriendo en la confusión de planes y 
programas de acción con inventarios, más o menos sistematizados, de necesi-
dades previstas y demandas detectadas. Por otra parte, en la misma línea de 
desconexión aludida, la indeseable independencia que se ha comentado se tra-
duce generalmente en una insuficiente (a veces inexistente) desagregación de 
las grandes formulaciones, contenidas en planes y programas, en fases o etapas 
y en la carencia de un calendario de acciones a emprender por los distintos ser-
vicios ministeriales en cada tramo presupuestario, con expresión precisa de re-
sultados y objetivos a cubrir y, por supuesto, de medios requeridos. 
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- Corolario de lo anterior es la presencia de una pseudoplanificación que se 
afronta al nivel de cada Centro directivo de forma aislada prescindiendo, por 
ello, de una visión más amplia de las implicaciones que su ejecución podría, y 
en muchos supuestos debería, tener sobre los demás Centros del mismo Depar-
tamento invalidando, aunque no sea más que parcialmente, la eficacia esperada 
de las acciones planeadas. 
 
- Inexistencia de una disciplina presupuestaria interna al Departamento (que 
nada o poco tiene que ver con la impuesta por las Intervenciones delegadas a 
través de la fiscalización del gasto) que se pone de manifiesto en la práctica ca-
rencia de una metodología para la confección del Presupuesto y desde luego en 
la coexistencia de muy variados criterios de elaboración de las previsiones pre-
supuestarias, muchas veces contradictorios. 
 
- Ausencia en algunos casos y multiplicidad en otros de sistemas de informa-
ción, lo que determina la imposibilidad en el primer caso y la dificultad, a ve-
ces insuperable, en el segundo de proceder a un seguimiento, integrado a nivel 
ministerial, del presupuesto en base a medios utilizados, resultados alcanzados 
y objetivos cubiertos en la ejecución presupuestaria. 
 
- La falta de coordinación entre los distintos Centros de un mismo Departa-
mento ministerial conduce, como no podía ser menos, a una situación en la que 
cada uno de ellos constituye su propia célula presupuestaria aparentemente au-
tosuficiente contribuyendo a acentuar la insuficiencia en la dotación de medios 
humanos y materiales puestos al servicio de la gestión presupuestaria y provo-
cando duplicidades de actividades y documentación en contra de una mínima 
exigencia de eficiencia. Asimismo es fácilmente detectable una carencia de 
formación específica del personal, con cometidos en este campo que, en algu-
nos casos, sólo desempeñan de un modo provisional y transitorio. 
 
- Muchas de las consideraciones anteriores podrían haberse resumido en un so-
lo enunciado: en la práctica, el presupuesto no se utiliza como instrumento para 
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la gestión interna, a diferencia de lo que ocurre en otras Administraciones y, 
desde luego, en el mundo de la empresa privada... 
- En la misma línea de señalar las deficiencias actuales no puede olvidarse el 
hecho de la complejidad y multiplicidad de relaciones que se establecen con el 
Ministerio de Hacienda en la fase de negociación del anteproyecto de Presu-
puesto del Departamento en cuestión como a la hora de hacer frente al excesi-
vo volumen de las modificaciones de créditos solicitadas sobre las dotaciones 
inicialmente asignadas. La considerable casuística de cada Centro directivo 
acentuada por la inexistencia de un órgano que filtre y pondere las demandas 
de cada uno de ellos dotándolas de una dimensión válida en el marco del Mi-
nisterio constituye, ciertamente, un elemento incompatible con cualquier inten-
to de sistematización de la gestión presupuestaria. 
- No parece posible descartar, en la situación actual y como consecuencia de 
la variedad e irregularidad de procedimientos aludidos, una indeseable falta 
de transparencia en todas las fases del proceso presupuestario que no per-
mite en la mayoría de los casos ningún juicio de pertinencia sobre la asig-
nación y utilización de recursos salvo el que quepa formular al final del 
ejercicio, momento en el que, como no puede ser de otro modo, los hechos 
consumados imposibilitan cualquier rectificación que hubiera podido ser 
deseable.”489 
Como veremos, esta situación se basa en tres cuestiones puramente organizativas como 
son las funciones asignadas, su situación en la estructura y los medios de que se dota a 
estas unidades. 
a) La confusión de funciones
En este apartado hay que referirse a los fines contrapuestos que a veces se asignan 
a las oficinas presupuestarias, que en su origen alcanzan incluso a realizar la labor de eva-
luación de los servicios a transferir a las comunidades autónomas y entes preautonómicos, 
489
En general sobre todo lo que se refiere a las oficinas presupuestarias en el momento de su 
creación el artículo de Fernando MARTÍN-CRESPO CABILDO Las Oficinas Presupuestarias y la 
racionalización del gasto público, Presupuesto y Gasto Público nº 5, 1980, p. 107 y ss.  
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y en ocasiones no se pueden distinguir de las que tienen las asesorías económicas, las 
unidades de pura gestión o, al contrario, las funciones de asesoramiento típicas de los 
gabinetes y de los puestos de vocal asesor. 
Por un lado las oficinas presupuestarias quedan separadas de las típicas funciones 
contables que habían tenido las oficinas de contabilidad de los ministerios, encargadas 
antiguamente de la formación de los presupuestos. Por otra parte las funciones nuevas no 
son totalmente homogéneas. Van desde el control del gasto público, función típica de la 
intervención, hasta el perfeccionamiento del proceso de elaboración presupuestaria, pa-
sando -un tanto indeseablemente- a la mera gestión de los créditos del departamento o, en 
los pequeños departamentos que se crean al final del período socialista como Relaciones 
con las Cortes, Portavoz del Gobierno y Asuntos Sociales, a ser una especie de unidades 
de gestión económica del estilo de las oficialías mayores, o las subdirecciones generales 
de gestión económica y gestión financiera, aunque con un ámbito más amplio. 
Así parte de sus funciones no están relacionadas con la elaboración, seguimiento y 
evaluación del presupuesto, sino que comparten las funciones de gestión de los créditos 
con otras unidades de los departamentos.   
Según la norma de regulación general, tendrían las siguientes funciones: 
a) Formular, en términos de objetivos y programas de gasto, incluso plurianuales,
los planes de actuación y proyectos de los Servicios departamentales. 
b) Informar y proponer, en su caso, a la Comisión Presupuestaria la revisión de los
programas de gasto. 
c) Desarrollar las instrucciones para la elaboración del Presupuesto que, conforme
a la Ley General Presupuestaria; dicten el Gobierno, el ministerio respectivo y el Ministe-
rio de Hacienda, y velar por su aplicación. 
d) Elaborar el anteproyecto de presupuesto del Departamento; coordinar la elabo-
ración de los presupuestos de los Organismos autónomos y consolidarlos con el del mi-
nisterio, así como tramitarlos en la forma reglamentaria al Ministerio de Hacienda. 
e) Informar y tramitar las propuestas de modificaciones presupuestarias de los
Servicios y Organismos. 
f) Informar los proyectos de disposiciones y resoluciones del Departamento con
repercusión sobre el gasto público. 
g) Realizar el seguimiento y evaluación de los programas de gasto.
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 h) Coordinar los trabajos para el cálculo del coste de los Servicios del Departa-
mento a transferir a los Entes preautonómicos y Comunidades Autónomas. 
 
 Además, sendas órdenes de 1980
490
, en aplicación de un acuerdo de Consejo de 
Ministros que pretendía la racionalización y reducción del gasto público
491
, daban un im-
portante papel en el estudio y propuesta del gasto público a las oficinas presupuestarias, 
precisamente en una actividad próxima a las técnicas de presupuesto en base cero. 
 A partir de entonces, las oficinas presupuestarias desarrollan además las siguientes 
funciones: 
 
 a) Informar y asesorar en materia presupuestaria a todos los centros del departa-
mento. 
 b) Coordinar los anteproyectos parciales de los presupuestos elaborados por las 
distintas unidades orgánicas del departamento (salvo Ministerio de Justicia en el que los 
elabora íntegramente). 
 c) Llevar a cabo las negociaciones con el MEH, informando y justificando las 
propuestas de asignaciones, para la elevación del anteproyecto de los PGE y su posterior 
elevación al Consejo de Ministros. 
 d) Informar las enmiendas a la LPGE en relación con el departamento. 
 e) Coordinar los programas de inversiones de las unidades, así como las necesida-
des desde el punto de vista financiero, de acuerdo con las prioridades establecidas por las 
autoridades del departamento. 
 f) Coordinar con el MEH todos los temas presupuestarios y financieros, para ase-
gurar su adecuación a las directrices de la política económica. 
 g) Coordinación financiera y presupuestaria con la Unión Europea en los temas 
relativos al departamento. 
                                                 
490
Orden de 4 de febrero de 1980 por la que se aprueban normas para la elaboración de la me-
moria justificativa de los proyectos de leyes y disposiciones administrativas, y orden de igual 
fecha sobre revisión y evaluación de los programas de gasto de los departamentos ministeriales 
y de sus organismos autónomos. 
491
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 h) El desarrollo y mantenimiento de la contabilidad analítica (¿?). Esta función no 




 Se crea además la Comisión Presupuestaria, presidida por el subsecretario, que 
tiene representación de todos los servicios y organismos autónomos del departamento. Su 
secretario es el jefe de la oficina presupuestaria y eleva propuestas al ministro respecto a: 
 
 a) La aprobación del anteproyecto de presupuesto. 
 b) La formulación de criterios de prioridad. 
 c) La revisión de programas existentes. 
 d) El seguimiento de la ejecución de los programas. 
 
 Se dispone que, para el cumplimiento de sus fines, las Intervenciones Delegadas 
les facilitarán la información que precisen, lo que explica los escasos medios que, ini-
cialmente y hasta la actualidad, se proporcionan a las oficinas presupuestarias. Este hecho 
contrasta abiertamente con las funciones asignadas por sus normas de creación y regula-
ción, y con la importancia que habitualmente se ha dado a la creación de estos órganos 
ministeriales. 
 Con el tiempo, a este planteamiento de órganos muy técnicos para la implantación 
de un nuevo sistema presupuestario sucede otro de concebirlas como meros órganos de 
gestión económica, lo que parece más adecuado a lo limitado de los medios. Pero tampo-
co en este campo ostentan un papel principal, al existir otros órganos de gestión de perso-
nal o de programación o gestión de inversiones y de bienes materiales que les disputan el 
campo de actuación. No es posible datar exactamente cuando se produce esta conversión 
de funciones, dado el proceso progresivo en que nos situamos. Sin embargo, nos aventu-
raríamos a afirmar que ocurre precisamente con la vinculación jurídica de los programas 
y el abandono de los ensayos técnicos a lo largo de 1983. Desde entonces hasta la actuali-
dad, las oficinas presupuestarias desempeñan un papel de interfaz entre cada ministerio y 
                                                 
492
Estudio Organizativo de los Servicios Comunes de la Administración del Estado. II Programa-
ción y Presupuestación, KPMG Peat Marwick- Ministerio para las Administraciones Públicas, 
noviembre de 1989. 
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el de Hacienda, esto es, un órgano transmisor de información, instrucciones y comporta-
mientos en una doble dirección y en dos grandes períodos. 
 El primer período es el de elaboración presupuestaria. Primeramente la oficina 
presupuestaria suministra a la Dirección general de Presupuestos las primeras cifras que 
componen el anteproyecto de presupuesto de cada departamento, coordinando las peticio-
nes de créditos de los distintos centros gestores (en general, direcciones generales) y or-
ganismos autónomos de ellos dependientes. Frente a su propio ministerio la oficina pre-
supuestaria actúa no sólo como coordinadora de la información presupuestaria que se 
remite a Hacienda, sino que además comparte con éste el papel de defensor de los recor-
tes de gasto y de normalizador de la información. Así, durante un período las relaciones 
de la oficina presupuestaria se mantienen con el propio ministerio, para posteriormente 
mantenerla fundamentalmente con la Dirección general de Presupuestos, debatiendo con 
ésta los criterios de reparto de las grandes asignaciones de crédito y transmitiéndolos a los 
centros del ministerio. 
 Un segundo período es el de la ejecución y modificación de los créditos, un tanto 
alterado por los cambios efectuados por los gobiernos del PSOE. La vinculación de los 
créditos va acompañada de una mayor complejidad y cantidad de los posibles epígrafes 
presupuestarios, así como de una redistribución de las competencias en materia de modi-
ficación de créditos, aparentemente mediante una ampliación del margen de maniobra de 
los gestores de los créditos. Esto lleva a que se produzca un enorme número de modifica-
ciones presupuestarias, bien en el interior de los departamentos, bien con la intervención 
del Ministerio de Economía y Hacienda. En ambos casos es necesaria la intervención de 
la oficina presupuestaria, que dedica gran parte de sus energías a enmendar el producto de 
una pésima presupuestación, o a traducir a términos operativos la macropresupuestación 
que no ha tenido en cuenta las necesidades de las unidades operativas. 
 De este modo, la confusión de las funciones asignadas, bien por obligar a las ofi-
cinas presupuestarias a colaborar en tareas de gestión económica impropias de este tipo 
de unidades supuestamente programadoras, bien por convertirlas en las desfacedoras de 
los entuertos vía modificaciones de crédito, impide disponer de unas unidades para la 
presupuestación racional y el seguimiento de los objetivos recogidos en los presupuestos.  
 Un estudio organizativo encargado por el Ministerio para las Administraciones 
Públicas sobre los servicios comunes de los departamentos describía del siguiente modo 
los puntos débiles del funcionamiento de la presupuestación en los ministerios: 
 




-No existe programación previa propiamente dicha, salvo contadas excepciones y tímidas 
experiencias. 
-A lo sumo, puede decirse que la función de programación está implícitamente subsumida 
en la función de presupuestación. 
-En tal sentido, casi no se realiza más programación que la que formalmente se incorpora 
a las fichas presupuestarias para justificar el mantenimiento de los créditos abiertos y la 
conservación, al menos de las cuantías ya acreditadas. 
-En la práctica, el MEH podría elaborar por sí solo la práctica totalidad del nuevo presu-
puesto. 
-Con los medios de que dispone y de acuerdo con las pautas admitidas, el MEH está en 
condiciones de mantener permanentemente actualizado el anteproyecto de presupuestos 
del Estado. 
-Esto es posible porque, de siempre, ha primado la facilidad de manejo de los asuntos 
económicos sobre cualquier otra consideración finalista. 
-El bloque económico es monolítico porque todos los instrumentos esenciales de esa polí-
tica (Dirección general de Presupuestos, IGAE, Dirección general del Tesoro y Política 
Financiera, etc.) han estado siempre bajo la dirección única del mismo Departamento. 
-En estas condiciones, las funciones de programación-presupuestación no están orienta-
das a facilitar y a mejorar la gestión. 
-La función de presupuestación está siendo empleada solamente para, 
 .dar a conocer hasta dónde los Ministros titulares de cada Departamento y los de-
más Centros Gestores pueden comprometerse al contraer gastos y para, 
 .controlar a ultranza los gastos e ingresos del Estado. 
-En esta orientación predominante coinciden, por muchas y diferentes razones, tanto el 
Ejecutivo como el propio Legislativo, al menos, teóricamente. 
-Por lo demás, desde un punto de vista más técnico, la característica más relevante de la 
orientación actual de estas funciones en los Departamentos de la Administración del Es-
tado, la constituye la importante falta de vinculación existente entre las funciones de pre-
supuestación y las funciones de programación. 
 Una excepción a estos comentarios la constituyen los programas de inversión in-
cluidos en el Plan de Inversiones Públicas (PIP). 
 Las funciones de presupuestación, reducidas prácticamente a una actividad pre-
dominantemente tramitadora, no se sienten como suficientemente necesarias en los De-
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partamentos, siendo su móvil el cumplimiento de la normativa vigente en la materia y los 
preceptos emitidos por el MEH.
493
Estos juicios se complementan con el, sin duda excesivo pero orientador, comen-
tario de que la relación entre las oficinas presupuestarias y el MEH es de carácter jerár-
quico, siendo el MEH el superior de todas las restantes organizaciones. 
b) El nivel jerárquico y las relaciones con los órganos superiores del
departamento 
Para empezar hay que señalar que el Programa Económico del Gobierno preveía 
que las oficinas presupuestarias fueran coordinadas funcionalmente por el Ministerio de 
Hacienda y estuvieran integradas “básicamente” por funcionarios del departamento res-
pectivo adscritos a las mismas, lo que ya las coloca como un órgano intermedio entre dos 
ministerios, de doble adscripción, situación algo menos clara pero en la línea de lo que 
son las intervenciones delegadas en el aspecto contable. 
El “nivel adecuado a las responsabilidades que le corresponden” 494 resulta ser el
de Subdirección general. Así, con el rango máximo de Subdirección general, existirá en 
todos los ministerios y se coloca bajo la dependencia del subsecretario del departamento, 
quien preside además la comisión presupuestaria, órgano intermedio entre los puramente 
técnicos y los de decisión política. 
Inicialmente, cuando bajo el ministro de cada departamento existe tan sólo uno, o 
a lo sumo dos, subsecretarios encargados de la gestión ordinaria de los asuntos y especie 
de viceministro administrativo, se hace depender a las oficinas presupuestarias de estos 
órganos superiores. Esto implica una cierta cercanía a la cúspide del ministerio y su inser-
ción en el órgano de competencia general por excelencia del mismo. 
Por otra parte, aunque esto no llegó a cuajar en la regulación o decisión final, se 
debatió en su momento el nivel orgánico que deberían tener las oficinas presupuestarias: 
Subdirección o dirección general, integradas en este último caso por dos subdirecciones 
generales: la Subdirección general del Presupuesto y la Intervención Delegada, solución 
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ésta similar a la preconizada por Barea, que llevaba consigo como algo natural, que las 
direcciones generales fueran ocupadas por interventores. Esto, en un momento de relativa 
simplicidad orgánica en el que lo que se debatía era darles el nivel tercero o cuarto a con-
tar desde el ministro mismo, suponía una opción política sobre la importancia a dar a un 
nuevo modo de elaborar al presupuesto (en la línea de las innovadoras funciones que se 
asignan a estos órganos) frente al modo incrementalista tradicional; a la vez suponía inte-
grar el proceso presupuestario dentro de cada ministerio, resolviendo el grave problema 
del manejo de la información (se insertaría el Servicio de Sistemas de Información de-
pendiendo directamente del Director general-Jefe de la Oficina Presupuestaria, con fun-
ciones en materia de contabilidad, estadísticas e información) y el seguimiento del presu-
puesto. Pero implicaba también consagrar el predominio de un determinado cuerpo de 
funcionarios sobre la totalidad del presupuesto, dentro y fuera del Ministerio de Hacien-
da. 
 Ante esto se optó por una solución intermedia, menos conflictiva y, a la larga, 
ineficaz. 
 El real decreto regulador preveía que las oficinas presupuestarias se fueran organi-
zando a lo largo de los dos primeros meses de 1980. Y así se fueron creando a lo largo de 
los primeros meses del año en todos los departamentos
495
. 
 De acuerdo con el real decreto que las regulaba, las oficinas presupuestarias de-
penderían del subsecretario, pero sin decidir si dependerían directamente de él o a través 
de órganos interpuestos. En la mayoría de los casos la dependencia sería directa, o así se 
decía en los reales decretos de creación
496
, en otros se vincularían directamente a otros 
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Trabajo (RD 487 de 18 de febrero, BOE de 18 de marzo, estructura de  3 de mayo), Interior 
(RD 420 de 29 de febrero, BOE de 12 de marzo), Hacienda, Obras Públicas y Urbanismo, Indus-
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abril, 15 de abril, 23 de abril, estructura de 19 de mayo, 10 de abril, 9 de abril, 17 de abril, 17 de 
noviembre, 30 de mayo), Justicia (RD de 28 de marzo, estructura de 23 de mayo), Economía (RD 
de 14 de abril, estructura de 4 de junio), Sanidad (RD 724 de 18 de abril, BOE de 23 de abril, 
estructura de 20 de mayo), Comercio (RD de 3 de mayo, estructura de 16 de junio), Universida-
des e Investigación (RD de 19 de mayo), Asuntos Exteriores (RD de 19 de mayo, estructura de 
30 de junio), Defensa (RD de 26 de mayo, estructura de 4 de junio). 
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Asuntos Exteriores, Justicia, Defensa, Economía, Interior, Obras Públicas y Urbanismo, Uni-
versidades e Investigación, Trabajo, Industria y Energía, Agricultura, Administración Territorial, 
Cultura y Sanidad.  
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órganos del Departamento respectivo
497
. Hay que decir que si bien inicialmente la regla 
es esta dependencia del subsecretario, con el tiempo se fue convirtiendo en la excepción, 
siendo durante casi todo el período absolutamente excepcional que las oficinas presupues-
tarias dependieran del subsecretario, resultando así disminuida la capacidad de actuación 
de estas oficinas presupuestarias.    
 Así, en el Ministerio de Asuntos Exteriores, estaría “vinculada funcionalmente en 
la Dirección general del Servicio Exterior”, cuyo Director General sería además vicepre-
sidente de la Comisión Presupuestaria. En el Ministerio de Defensa estaría “integrada 
funcionalmente en la Secretaría general para Asuntos Económicos” cuyo titular, no obs-
tante, no sería siquiera miembro permanente de la Comisión Permanente del Consejo de 
Ministerio que asumiría las funciones de la Comisión Presupuestaria. En Defensa, el 
mantenimiento bajo la estructura ministerial única de los tres ejércitos restaría importan-
cia a la oficina presupuestaria, que tendría que contar en cada decisión con las directrices 
de cada uno de ellos. 
 En el Ministerio de Hacienda se insertaría la oficina presupuestaria en la Inspec-
ción general del departamento. La posterior desaparición de esta vinculación en 1983
498
 y 
su inserción, junto con otras unidades de gestión de los medios (subdirecciones generales 
de servicios, oficialía mayor, régimen interior y personal) es muestra de esa tendencia 
apuntada a convertirse en un órgano de gestión y no de análisis. Es especialmente rele-
vante que la Inspección general, dependiente directamente del subsecretario, continúa 
siendo un órgano de control interno que, junto a la intervención delegada, obtiene infor-
mación sobre todo el departamento, lo que no ocurre con la oficina presupuestaria. 
 En el Ministerio de Comercio y Turismo estaría encuadrada en la Dirección gene-
ral de Coordinación y Servicios. Al fusionarse poco después con Economía mantendría la 
misma situación, dentro de la Subsecretaría de Economía (seguiría existiendo además la 
Subsecretaría de Comercio, pero sería la de Economía la que actuaría como Subsecretaría 
del Departamento). 
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Así en Hacienda (Inspección General), Comercio y Economía y Comercio (Dirección General 
de Coordinación y Servicios), Presidencia (Secretaría de Estado para la Administración Pública). 
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Real Decreto 2335/1983, de 4 de agosto 




 En el Ministerio del Interior, la peculiaridad sería la presencia del interventor de-
legado como miembro de la comisión permanente de la presupuestaria. Durante un tiem-
po existe una Dirección general de Servicios entre el subsecretario y la oficina presupues-
taria, que engloba además a la oficialía mayor y a la Subdirección general de Personal, 
con lo cual la oficina presupuestaria tiene relación directa con los principales órganos 
gestores del gasto más relevante a efectos de la presupuestación de este ministerio. 
 En el Ministerio de la Presidencia del Gobierno dependería en los comienzos de la 
Secretaría de Estado para la Administración Pública, pero poco después pasaría a depen-
der de la Subsecretaría, a través de la Dirección general de Inspección y Servicios. 
 En el Ministerio de Administración Territorial, sería miembro de la comisión pre-
supuestaria el interventor delegado del general de la Administración del Estado. Poste-
riormente, al crearse el Ministerio para las Administraciones Públicas, la Oficina Presu-
puestaria dependería de la Dirección general de Servicios. 
   En el Ministerio de Universidades e Investigación, se prevé una “coordinación y 
relación operativa con la Dirección general de Programación Económica y Servicios”, 
cuyo titular es vicepresidente de la comisión presupuestaria, la cual integra al interventor 
delegado. 
 En el Ministerio de Educación y Ciencia, la oficina presupuestaria no dependería 
del subsecretario del departamento, sino del Subsecretario de Administración Educativa 
(de hecho la auténtica subsecretaría del departamento encargada de la gestión de los me-
dios), a través de la Dirección general de Programación e Inversiones. El encuadramiento, 
al igual que en Obras Públicas y Urbanismo, es en una Dirección general de Programa-
ción e Inversiones, pero en este caso no son las inversiones sino la gestión del personal y 
de los medios materiales el objeto principal del Departamento, existiendo otra dirección 
general que se ocupa de esta materia. Así pues en este caso la oficina presupuestaria se 
encuentra alejada de la información relevante y no cuenta con medios propios o próximos  
para la obtención de información, lo que la hace dependiente de los medios informáticos 
generales (el SICOP) y de la Intervención. 
 Obras Públicas y Urbanismo en un principio mantiene la dependencia directa del 
subsecretario. En cuanto a su encuadramiento posterior, en la Dirección general de Pro-
gramación y Coordinación Económica, destaca que, dentro de la propia dirección, existan 
subdirecciones generales de Seguimiento Económico de Inversiones, de Estudios, de 
Coordinación de Planes de Inversión y de Informática. De este modo la dirección general 
en la que se encuadra, si bien es un órgano interpuesto entre la oficina presupuestaria y la 
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subsecretaría, se concibe como un órgano con todos los medios para una programa-
ción/presupuestación adecuada, con sus propios medios informáticos y sus mecanismos 
de obtención de la información (seguimiento y estadísticas de las inversiones), lo que la 
libera de la dependencia de la Intervención general y de los medios informáticos de Ha-
cienda que suele ser común a la presupuestación. 
 Aunque al principio se mantiene la dependencia directa del subsecretario, en el 
Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, al crearse en diciembre de 1982 la 
Dirección general de Servicios, se integra en ella la oficina presupuestaria. 
 En el Ministerio de Cultura el interventor delegado forma parte de la comisión 
presupuestaria y del comité permanente de ésta. Se mantiene la dependencia directa del 
subsecretario incluso tras la creación en 1993 de una Dirección general de Servicios. 
 En el Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, la oficina presupuestaria depen-
derá funcionalmente de la Dirección general de Régimen Económico. 
 En los nuevos ministerios de Asuntos Sociales y Portavoz del Gobierno que se 
crean en 1988 se encuadran en sendas Direcciones generales Técnicas y de Servicios, que 
dependen del subsecretario. 
   Se ha mantenido durante bastante tiempo la dependencia directa del subsecretario 
en los ministerios de Justicia, Interior, Agricultura, Industria, y Trabajo. 
 En los últimos ministerios creados (o mejor desdoblados), Industria y Energía y 
Comercio y Turismo
499
, las oficinas presupuestarias dependen de la Dirección general de 
Servicios. 
 
c) Los medios asignados 
 
 Dado el nivel que se otorga a las oficinas presupuestarias, de Subdirección gene-
ral, las cuales no están individualizadas en el presupuesto orgánico, ni sus funciones son 
separables en el presupuesto funcional-programático, no se puede conocer con qué me-
dios materiales se les dotó durante todo el período considerado. Tenemos indicios de ello 
a través del examen de su estructura orgánica y de los medios personales máximos asig-
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Real Decreto 1289/1993, de 30 de julio (BOE de 31 de julio), por el que se establece la estruc-
tura orgánica del Ministerio de Comercio y Turismo. 
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nados (relaciones de puestos de trabajo), así como a través del conocimiento directo de su 
actividad. 
Por parte del Ministerio de Hacienda se trató de que las oficinas presupuestarias 
tuvieran una estructura similar, por lo que se sugirió a los departamentos la existencia de 
dos servicios (Presupuestos y programas y Evaluación y seguimiento) con cuatro seccio-
nes (Programas, Elaboración presupuestaria, Evaluación y revisión y Control y segui-
miento). Inicialmente, las oficinas presupuestarias suelen estar compuestas por uno o dos 
servicios que casi siempre se refieren a términos como programas y evaluación. Excep-
cionalmente tienen tres servicios (Obras Públicas y Urbanismo, Universidades e Investi-
gación y Sanidad y Seguridad Social) y sólo Educación y Ciencia cuenta con cuatro ser-
vicios tras su refundición con Universidades e Investigación. En relación con la estructura 
orgánica de la Dirección general de Presupuestos o de la Intervención se trata de una es-






Servicios: Presupuestos y Programas 
Secciones: Elaboración del Presupuesto 
Programas 
Control y Evaluación 
Justicia 
Servicios: único 
Secciones: Presupuestos, Programas y relaciones con el CGPJ 
Evaluación y Seguimiento 
Defensa 
Servicios: ninguno, pero es irrelevante por sus peculiaridades 
Secciones: Programas y Presupuestos 
Presupuesto Clásico 
Hacienda 
Servicios: Presupuestos y Programas 
Evaluación y Seguimiento 
Secciones: Proyectos y Asesoramiento de Presupuesto 
Planes y Programas Presupuestarios 
Evaluación y Racionalización de Programas 
Seguimiento y Revisión de Programas 
Economía 
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Servicios: Presupuestos, Evaluación y Seguimiento 
Secciones: Gestión Presupuestaria 
  Evaluación y Seguimiento 
 
Comercio y Turismo 
Servicios: Programación de Presupuestos 
Secciones: Programas de Gasto 
  Presupuestos 
Interior 
Servicios: Presupuestos y Programas 
  Seguimiento y Evaluación 
Secciones: Presupuestos 
  Programación 
  Seguimiento de Inversiones 
  Análisis de Costos 
Presidencia 
Servicios: Presupuestos y Programas 
Secciones: Presupuestos y programas 
  Evaluación y Seguimiento 
 
Administración Territorial 
Servicios: Presupuestos y Evaluación 
  Gestión Financiera 
Secciones: Elaboración Presupuestaria y de Programas 
  Evaluación, Control y Seguimiento 
  Ordenación del Gasto 
  Caja y Pagaduría 
 
Obras Públicas y Urbanismo 
Servicios: Presupuestos 
  Revisión, Evaluación y Seguimiento 
  Gabinete de coordinación de Actuaciones de Apoyo 
Secciones: Programas  
  Gestión Presupuestaria 
  Evaluación y Revisión 
  Control y Seguimiento 
 
Universidades e Investigación 
 




                                                                                                                                                 
Servicios: Elaboración y Gestión de Presupuestos 
  Presupuestos de Organismos Autónomos 
  Revisión, Evaluación y Seguimiento de los Programas de gasto 
 
Educación y Ciencia 
Servicios: Presupuestos 
  Organismos Autónomos Universitarios 
  Informes Financieros 
  Evaluación y Seguimiento de Programas 
Secciones: Presupuesto del Departamento 
  Presupuestos de Organismos Autónomos 
  Presupuestos de Universidades 
  Control Financiero 
  Programación Financiera 
  Análisis de Costes 
  Seguimiento de Inversiones 
  Seguimiento de Programas 
  Tasas 
Trabajo 
Servicios: Programación y Evaluación Presupuestaria 
Secciones: Programación Presupuestaria 
  Análisis y Evaluación 
 
Trabajo y Seguridad Social 
Servicios: Presupuestos y Programas 
  Evaluación y Seguimiento 
Secciones: Presupuesto Financiero 
  Presupuesto por Programas 
  Seguimiento Presupuestario 
  Revisión de Programas de Gasto 
 
Industria y Energía 
Servicios: Programación y Seguimiento Presupuestario 
  Racionalización del Gasto Público 
Secciones: Programación Presupuestaria 
  Seguimiento presupuestario 
  Evaluación de Programas 
  Revisión de Programas de Gasto 
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Servicios: Presupuestos y Programas 
  Evaluación y Seguimiento 
Secciones: Programas 
  Elaboración Presupuestaria 
  Evaluación y Revisión 
  Control y Seguimiento 
 
Transportes, Turismo y Comunicaciones 
Servicios: Presupuestos 
  Planes y Programas 
Secciones: Modificaciones Presupuestarias 
  Informes Financieros 
  Evaluación y Revisión de Programas 
  Análisis de Costes y Rendimientos 
 
Cultura 
Servicios: Programación y Presupuestos 
  Seguimiento y Evaluación 
Secciones: Programación 
  Presupuestos 
  Seguimiento 
  Evaluación y Revisión 
 
Sanidad y Seguridad Social 
Servicios: Presupuestos y Programas 
  Evaluación y Seguimiento 
  Ejecución Presupuestaria 
Secciones: Programas 
  Elaboración Presupuestaria 
  Evaluación y Revisión 
  Control y Seguimiento 
  Gestión de Gastos Corrientes 
  Gestión de Inversiones Reales 
  Gestión de Transferencias Corrientes y de Capital 
  Control del Gasto 




 En cuanto a las Relaciones de Puestos de Trabajo y el encuadramiento actual, par-
tiremos de la jefatura de la oficina presupuestaria, para considerar a continuación los de-
más funcionarios asignados a la unidad, a efectos de tratar de ordenar por importancia las 
oficinas presupuestarias. 
 Atendiendo al complemento específico asignado a los jefes de las oficinas presu-
puestarias, dado que por ser en todo caso subdirectores generales siempre tienen asignado 
el mismo nivel y complemento de destino (30), nos encontramos en primer lugar con que 
en ningún caso se les asigna el complemento máximo de los normalizados (frecuente en 
Hacienda) sino como máximo el que podríamos denominar tipo II. A partir de aquí po-
demos ver tres grupos de puestos. 
 El primero el que forman los jefes de las oficinas presupuestarias de Economía y 
Hacienda, Interior, Obras Públicas y Urbanismo, Educación y Ciencia, Trabajo y Seguri-
dad Social y Transportes y Comunicaciones. Así pues son seis ministerios, de los cuales 
dos corresponden al área tradicional o clásica de la Administración (Economía y Hacien-
da e Interior), dos son ministerios eminentemente inversores o productores de infraestruc-
turas básicas (Obras Públicas y Urbanismo y Transportes y Comunicaciones, actualmente 
refundidos en un departamento único de Obras Públicas y Transportes bajo la denomina-
ción de Fomento) y otros dos son ministerios del área de prestación de servicios públicos 
a la comunidad (Educación y Ciencia y Trabajo y Seguridad Social).  
 El segundo lo formarían los jefes de oficina presupuestaria de los ministerios de 
Asuntos Exteriores, Justicia, Industria y Energía, Agricultura, Administraciones Públicas, 
Relaciones con las Cortes, Cultura, Sanidad y Asuntos Sociales. De estos ministerios la 
mayoría pertenecen al área clásica del sector público (Asuntos Exteriores, Justicia, Admi-
nistraciones Públicas y Relaciones con las Cortes), tres son prestadores de servicios pú-
blicos, pero son de muy escaso volumen
501
 (Cultura, Sanidad y Asuntos Sociales) y dos 
corresponden al área de intervención en la economía, pero son también de escaso volu-
men (Industria y Energía y Agricultura). 
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No así en cambio sus organismos autónomos adscritos, de gran importancia: INSERSO, IN-
SALUD, Museo del Prado, Biblioteca Nacional, INAEM, ... 
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 El tercer tipo lo forma en solitario el del Ministerio del Portavoz del Gobierno, 
que hasta la última remodelación era apenas una secretaría de Estado de fuerte contenido 
político, dentro del área de la Presidencia del Gobierno
502
.   
 Por el número total de puestos de trabajo asignados, destacan los ministerios de 
Obras Públicas y Urbanismo y Educación y Ciencia, destacando además el primero por 
tres rasgos adicionales. En primer lugar por ser la unidad en la que es mayor la importan-
cia de los puestos de trabajo asignados al grupo A en exclusiva (el 17,95 por 100), en 
segundo lugar, por el elevado número de puestos auxiliares de carácter informático asig-
nados, finalmente porque este ministerio fue, junto al de Sanidad y Seguridad Social, el 
primero en elaborar sus presupuestos por programas en 1979. En Educación, sólo un 
puesto, además del jefe de la oficina presupuestaria, está reservado a funcionarios de gru-
po A y, de los veintidós puestos de apoyo existentes, ninguno parece requerir cualifica-
ción informática específica; este ministerio pertenece al grupo de los que en 1980 tuvie-
ron que presentar sus presupuestos por programas. También aquí encontramos separada la 
gestión económica de la formación y seguimiento de presupuestos, al existir unidades de 
gestión económica. Lo que es totalmente diferente es la adscripción de las oficinas presu-
puestarias y su relación con otras unidades de gran importancia para la presupuestación. 
Mientras que en Obras Públicas y Urbanismo (luego Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, luego Fomento) la oficina presupuestarias se sitúa, en un ministerio eminen-
temente inversor, donde se programan, evalúan y siguen las inversiones, en Educación 
ocurre lo mismo, pero se trata en este caso no de un ministerio inversor sino fundamen-
talmente prestador de servicios y durante largo tiempo con alto volumen de personal
503
.  
 Las oficinas presupuestarias de los ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de 
Interior y de Economía y Hacienda comparten sólo alguna característica. Con un número 
total de funcionarios similar (entre 27 y 22), tienen el mismo número de funcionarios de 
grupo A y de grupo B, si bien difieren en el número de puestos auxiliares de carácter in-
formático. Suelen disponer de otras unidades distintas de la oficina presupuestaria que se 
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Con el tiempo este ministerio se ha vuelto a integrar en el de procedencia, esto es, en el Minis-
terio de la Presidencia, que refunde éste con el de Relaciones con las Cortes y Secretariado del 
Gobierno. 
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Así en Educación, la oficina presupuestaria se sitúa junto a las subdirecciones de Programa-
ción de Inversiones y de Régimen de Conciertos Educativos, mientras que dentro de la Dirección 
General de Personal y Servicios (que une programación y gestión) se sitúa la Subdirección de 
Programación de Efectivos, que elabora el importante capítulo I del presupuesto del ministerio. 
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ocupa de la gestión económica, generalmente una Subdirección de Administración Finan-
ciera en la Dirección general de Servicios (en Trabajo y Seguridad Social y en Economía 
y Hacienda). 
La mayor parte de las oficinas presupuestarias tiene como jefe desde el principio a 
un funcionario del Cuerpo general técnico de la Administración Civil del Estado, así en 







, Industria y Energía
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cionarios pertenecientes a Cuerpos Especiales del propio ministerio los que ocupan las 
jefaturas. Así en Hacienda y después en Economía y Hacienda son siempre Inspectores 
Financieros y Tributarios o su especialidad correspondiente del Cuerpo Superior de Ins-
pectores de Finanzas del Estado; en Comercio y luego en Economía y Comercio hasta su 
desaparición, un técnico comercial del Estado; en Agricultura un ingeniero agrónomo; en 
Defensa un militar. 
Caso distinto son los ministerios de Obras Públicas y Urbanismo
513
 y de Cultu-
ra
514
. En el primero es un Inspector de Aduanas procedente de la Dirección general de
Presupuestos, de su área de gastos de personal, y en Cultura un economista del Estado. 
Con el tiempo se producen cambios en esta caracterización por Cuerpos. En Asun-
tos Exteriores ocupa la jefatura un interventor de la Seguridad Social que proviene de la 
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Dirección general de Presupuestos
515
 (desde octubre de 1987); en Justicia un funcionario 
del Cuerpo Especial de Instituciones Penitenciarias, único caso en que una jefatura de 
Oficina Presupuestaria es ocupada por un funcionario de grupo B (oficialmente desde 
enero de 1987); la Jefatura correspondiente a Trabajo y Seguridad Social la ocupa una 
interventora de la Administración Civil del Estado (desde marzo de 1989); la Jefatura de 
Industria la ocupa un funcionario de la Escala Técnica de Gestión de Organismos Autó-
nomos (desde noviembre de 1986). 
 Se observa así una gran heterogeneidad tanto en cuanto a las dotaciones de perso-
nal como en cuanto a la adscripción corporativa de las jefaturas. Lo que es común es la 
deficiente dotación de recursos humanos y la dedicación de estos a sistemas de informa-
ción alternativos al SICOP, dada la falta de adecuación de éste para cubrir las necesidades 
de información de los departamentos. Además dado que el presupuesto es fundamental-
mente su modificación, gran parte de las tareas se dedican a la tramitación de éstas ante el 
todopoderoso MEH. 
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CAPÍTULO IX CONCLUSIONES: LAS IMÁGENES DEL PRESUPUESTO 
 
Ya en el título de estas conclusiones se quiere destacar que más que de realidades incon-
testables, de hechos firmes, estamos tratando con imágenes o visiones que se tiene acerca 
del presupuesto y de la administración pública. Con la libertad que da el haber trabajado 
en la administración (también en algunas de las unidades que son componente esencial de 
este estudio) y haber tenido en mente el presupuesto más de treinta años, se puede decir 
que las imágenes o visiones son en política, en la administración y en el presupuesto de 
una importancia extrema. La imagen conecta además perfectamente  con otro elemento 
aún más importante de la política: las políticas públicas tal como son percibidas por los 
ciudadanos y la emisión del voto por estos mismos ciudadanos. 
 
Inicialmente se podría decir que existen dos maneras de ver y calificar la administración 
presupuestaria central en España en el periodo estudiado: una tradicional, que cabría si-
tuar en la Intervención o en el Ministerio de Hacienda; otra moderna, fuera de estos órga-
nos, en la Presidencia del Gobierno o en los ministerios gestores de las diversas políticas 
públicas. También se podría achacar la conservación del presupuesto tradicional a los 
funcionarios más familiarizados con éste, a los interventores, como si en el resto de la 
administración funcionarios de otros cuerpos o de otra orientación profesional, o funcio-
narios de empleo o políticos se adscribieran a un presupuesto más moderno y creativo. O 
más perdidamente aún, se podría oponer un presupuesto más al estilo clásico español o 
bajo el típico influjo de la administración francesa a un presupuesto y una administración 
más al estilo anglosajón, norteamericano o del tipo de la empresa privada. Estas tres afir-
maciones y otras que pudiéramos hacer resultarían no sólo insuficientes, sino peor, erró-
neas. 
 
Trataremos, en su lugar, de hacer una serie de oposiciones entre visiones distintas para, en 
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1. LA VISIÓN TRADICIONAL FRENTE A LA DE POLÍTICA GENERAL 
 
 En el plano conceptual estamos oponiendo el presupuesto de medios propio de la 
autoridad financiera con el presupuesto de resultados propio de la política general más 
dirigida a los ciudadanos. En cuanto a los entornos sociopolíticos de los distintos países el 
clásico presupuesto europeo con el norteamericano. En cuanto a nuestro propio objeto de 
estudio, estaríamos oponiendo el presupuesto que tenemos durante toda nuestra historia 
(más o menos constitucional) con el que se introduce al final del franquismo en plena 
época tecnocrática, Ni por asomo nos estaríamos refiriendo al previo a nuestro actual sis-
tema democrático respecto al anterior, franquista o prefranaquista. Los años 1977 o 1978 
no tienen a estos efectos mayor importancia. 
 Recalquemos una vez más que no se trata de atribuir a tal o cual presupuesto, lu-
gar o momento histórico la calificación negativa o positiva, o tradicional frente a de vi-
sión general o moderna. Se trata de señalar que ambas visiones existen y a veces coexis-
ten, tanto en el pasado analizado como, lo que es mas importante, en este momento y, 
previsiblemente, en el futuro. Quizás esta obviedad sea el hallazgo más importante (if 
any) de esta investigación. 
 La primera visión que existe respecto al presupuesto mantiene como única tensión 
la que se produce, en el seno del propio Ministerio de Hacienda, entre el sector de ingre-
sos y el de gastos. Su crisis se produce no por esa tensión, ya que en el interior de ese 
ministerio no hay competencia posible entre uno y otro sector, dada la primacía indiscuti-
da de los ingresos y de los cuerpos ligados a él. Por su parte, los encargados del gasto 
mantienen el monopolio en lo que se refiere al ejercicio de la función de contabilidad y de 
control, de la que se deriva la elaboración del presupuesto en un contexto estable y de 
escasa velocidad de los cambios. 
 Sin embargo ese control, rutinario, tradicional y formal, que quizás podía haber 
resultado adecuado en las circunstancias en que inicialmente se produce y limitado a la 
ejecución del gasto, se ejerce de igual modo en el diseño del presupuesto del Estado, mos-
trándose inadecuado para el ejercicio de una función más exigente de dirección de la polí-
tica general. Ni existe todavía interés alguno por las cuestiones económicas, fuera del 
equilibrio entre ingresos y gastos, ni los clientes de la presupuestación, los departamentos 
ministeriales, son considerados para la fijación de las magnitudes del presupuesto; menos 
aún para la definición de la organización y la técnica presupuestaria. 




 Esa inadecuación es general y no de un momento concreto, pero es en las crisis 
cuando se manifiestan estas deficiencias. Se manifiesta más acusadamente en un momen-
to muy concreto, el del cambio de rumbo de 1957 en medio de una grave crisis económi-
ca y política, pero es permanente y diríamos que incluso consustancial a las carencias del 
control tradicional. Es decir, la tensión real que existe entre la función clásica de control 
del presupuesto y la dirección política general no va ligada únicamente a un momento 
concreto de nuestra reciente historia, sino que llega más allá. Alcanza no sólo a nuestro 
país en todo momento (se manifieste o no claramente), sino que creemos que es intrínseco 
a todo presupuesto. Esto ocurre porque el presupuesto está más unido a la función general 
de gobierno que a la de control administrativo y a la vez a la idea más amplia de control 
del ejecutivo por parte del legislativo y no sólo al control de regularidad sino al político. 
Además en todos los momentos que hemos reflejado y hoy mismo se muestran incompa-
tibilidades entre controlar el presupuesto y utilizarlo como un instrumento (sea timón con 
el que obligar a la maquinaria pública o brújula con la que orientarse a la hora de tomar 
decisiones, o ambas cosas simultáneamente) para dirigir la Administración, las adminis-
traciones y señalar el camino a la sociedad. 
 Aunque defendemos la existencia del control tradicional como clave para el con-
trol y la correcta gestión de la Administración pública, como se ha podido ver al compro-
bar las consecuencias que su asusencia ha tenido entre las administraciones autonómicas 
y locales, creemos que el presupuesto estatal tiene además que cumplir otros requisitos. Si 
la idea de control del gasto puede residir en un colectivo muy concreto con una cultura de 
la forma y asignarse a un ministerio y un centro directivo que opera como control externo 
respecto al resto de los departamentos, la idea de que sea ese mismo departamento espe-
cializado y sin contacto ni responsabilidad sobre la política general el que la determine y 
el único con acceso a las claves presupuestarias de gobierno parece inviable. Las ideas del 
control, con ser valiosas y evitar que se cometan irregularidades, no son una palanca para 
guiar y movilizar la acción política general (y tampoco se han mostrado tan eficaces para 
evitar las irregularidades o la falta de veracidad en las cuentas públicas). 
 La dirección e impulso de la política general requiere la presencia de otras ideas  
distintas del mero control sobre la función del gobierno y de la Administración. En con-
creto sobre el presupuesto la idea de política general que lo preside es que se trata de un 
sistema de adopción de decisiones. Este debe permitir que las ideas de la cúspide de la 
organización lleguen a plasmarse eficazmente en la realidad y no ser un mero requisito 
para que exista una contabilidad y un control de legalidad formal. 
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 En cuanto a la ubicación del órgano con dominio sobre el presupuesto, se puede 
claramente oponer su asignación a una unidad especializada frente a que sea el órgano 
con menos especialización particular, esto es el ligado a la Presidencia del Gobierno el 
que ejerza esas funciones, al menos en su dimensión más política. Así ocurre cuando se 
asigna en los Estados Unidos a la oficina del presidente la elaboración del presupuesto, o 
cuando en nuestro país se trata de ubicar cerca de los gabinetes del presidente del Go-
bierno o dentro de ellos una unidad capaz de señalar algo más que las líneas maestras del 
presupuesto, para definir más extensa y detalladamente su contenido. A esto se podría 
objetar que es una tarea administrativa que exigiría demasiado trabajo detalle y trabajo 
engorroso en un centro de poder como la Presidencia. No obstante, si consideramos la 
muy mencionada petrificación de las grandes magnitudes que están dentro del presupues-
to, o la exigencia de que tales grandes cantidades (pensiones, subsidios, retribuciones,...) 
se vean modificadas por leyes sustantivas, ello no supone cargar de trabajo menudo a los 
altos órganos de dirección, sino dotarlos de poder y de competencia técnica para que la 
presidencia pueda ejercer su función de dirección política. Ello se realiza promoviendo 
iniciativas normativas sustantivas en las que se valore con anterioridad sus consecuencias 
presupuestarias, y haciendo que el presupuesto refleje tales decisiones posteriormente. 
 Cuando el presupuesto es una derivación de la contabilidad y el control, los únicos 
que se sienten implicados en la confección del presupuesto son los que tienen que desa-
rrollar tales tareas de control y contabilización. Ello tanto en el aspecto técnico de cómo 
hacer el presupuesto, con qué técnica, con qué clasificaciones del gasto, como en el as-
pecto de la propia negociación del contenido numérico de las partidas presupuestarias. Es 
decir, en el presupuesto tradicional los flujos de trabajo no van más allá de los funciona-
rios de control y de los órganos a los que se implica formalmente en la elaboración de 
presupuestos, sin darles a la vez competencia real para tal participación. Conseguido el 
fin del equilibrio entre ingresos y gastos (o el desequilibrio al nivel fijado políticamente), 
la constelación de trabajo que se produce no alcanza a incluir a los altos órganos de direc-
ción ni, como veremos más adelante, a los encargados de la política de cada ministerio. 
Cuando se participa se hace de una manera formal y rutinaria, carente de dinamismo y sin 
asumir responsabilidad, ya que ésta es de la Intervención y de Hacienda. 
 Para la función general de gobierno es importante participar en el presupuesto 
desde su comienzo, esto es, desde la creación del marco institucional y técnico que condi-
ciona las decisiones presupuestarias. Así, el gobierno no sólo interviene aprobando for-
malmente el proyecto, sino que necesita dotarse de unidades bien informadas capaces de 
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impulsar un determinado presupuesto, para lo cual es necesario que las líneas de trabajo 
pasen por tales unidades, que entran así a formar parte del flujo de decisión presupuesta-
rio con mando sobre él. 
En el aspecto tecnológico, el presupuesto no puede ser un subproducto del meca-
nismo informático de contabilidad y control, ni la información estar diseñada con esta 
doble pero extremadamente limitada finalidad. Esto nos devuelve a la cuestión de quién 
controla los medios de información y donde se ubican éstos orgánicamente, pero también 
a cómo se diseñan los soportes y al momento en que el máximo nivel de gobierno (inclu-
yendo aquí también a las Cortes en un contexto parlamentario) tiene acceso a la informa-
ción. Nos hemos referido a lo confuso de la información presupuestaria y a la duplicación 
y triplicación de las redes de información, manteniendo las más significativas  en el inte-
rior de los órganos de presupuestación del Ministerio de Hacienda. Pero más llamativo 
resulta hoy día que, a pesar del gran desarrollo de las tecnologías de la información y de 
la comunicación, todavía sea en soporte análogo al papel y con exceso de éste como se 
transmite la información al Gobierno y a las propias Cortes en un momento final (los fa-
miliarizados con las tecnologías de la información y las comunicaciones no verán gran 
diferencia entre entregar grandes volúmenes de papel impreso y entregar un cd, un dvd, 
un usb …  que contiene enormes pdf de información inmanejable). En cualquier caso, tal 
como en todo momento se han diseñado los sistemas de información oficiales y la pobre-
za (a pesar de su volumen) de la información que contienen, hay una clara insuficiencia 
de los medios técnicos creados para el control, a los efectos de servir a la adopción de las 
decisiones políticas. 
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2. LA VISIÓN TRADICIONAL FRENTE A LA ECONÓMICA
Además de trasladar aquí lo dicho en el punto anterior en todos sus términos, en 
esta oposición se trata de señalar tres cuestiones. Que la visión económica tiene poco de 
novedosa, ya que está desde el principio presente en todo lo que se refiere al presupuesto 
(conseguir unos fines con unos medios dados), aportando, eso sí, unas herramientas de 
organización de la información presupuestaria que ya nunca deberíamos abandonar. Que 
la visión económica tiene una perspectiva macro y una visión tan teórica y de grandes 
líneas que frecuentemente se aleja y lleva a hacer innecesaria la relación con la realidad, 
con lo que efectivamente ocurre dentro y fuera de la maquinaria a administrativa. 
Ambas visiones comparten además una excesiva fijación con la cifra en términos 
monetarios, olvidando que tanto los medios utilizados como los productos finales y los 
efectos de todas las medidas que se incluyen en un presupuesto, tienen un significado más  
allá de que cuesten un número de unidades monetarias y ello permita medirlas y tener una 
primera estimación de los medios usados y del retorno para los ciudadanos de sus im-
puestos y de sus decisiones políticas. 
Hoy que la visión económica del presupuesto ya tiene decenios de vigencia, resul-
ta a veces difícil de distinguir la visión tradicional de control de la ya asentada visión de 
política económica. La larga vigencia de esta última, le da también un aire añejo y el he-
cho de que también el control tradicional que hoy se ejerce se sirva de la clasificación 
económica del gasto para utilizarla como parámetro de validez jurídica, acentúa esta im-
presión. La tensión entre estos dos modos de enfocar el presupuesto tiende a no valorar 
que el presupuesto, más que un instrumento de control y de dirección de la política eco-
nómica, sirve para que la cúspide del poder marque sus prioridades políticas generales y 
para asegurarse de que se consiguen. Así mismo, las visiones tradicionales de control y de 
política económica coinciden en no tener en cuenta el papel que en el presupuesto tienen 
los órganos o centros gestores del gasto, constreñidos entre el control tradicional que difi-
culta la gestión y la sacralización de los conceptos económicos con su hipervaloración de 
la inversión y de los cuadros macroeconómicos.  




 Sin embargo ambas visiones, aunque superpuestas, se oponen en su base teórica, 
en su ubicación orgánica, en su modo de trabajar y en el tipo de información utilizada. Si 
la primera trata de comprobar la adecuación entre lo propuesto como acción concreta de 
gasto, la visión económica trata inicialmente de poder medir el impacto de la acción pú-
blica sobre la economía y, en un segundo estadio, de que las decisiones sobre el presu-
puesto sirvan a una determinada política económica. 
 En cierto modo a la visión tradicional le es indiferente el tipo de clasificación uti-
lizada, aunque se le ha colgado habitualmente el cliché de ir ligada a la clasificación or-
gánica o administrativa. Lo que la visión tradicional necesita son cajitas o partidas de 
gasto que poder controlar, con indiferencia respecto a las razones que han llevado a utili-
zar unas u otras partidas. En cambio, en principio esas cajitas o unidades de información 
han de tener contenido económico para ser utilizadas por los gestores de la política eco-
nómica, y además lo que tiene importancia no son las cajitas mismas sino la adición de 
infinidad de ellas en unidades agregadas de información. Los conceptos de gastos corrien-
tes y de capital, de consumo público, de operaciones de repartición de rentas, de forma-
ción bruta de capital fijo, de gastos financieros, etc., son los que importan a los economis-
tas, menos interesados en el cumplimiento o no de las pequeñas unidades de información 
y de su grado de vinculación a pequeña escala. 
 Así resulta una aparente oposición radical entre las ideas de base de la presupues-
tación tradicional y las de la presupuestación económica, que con el tiempo no aparecen 
tan contradictorias sino compatibles. Resuelta la cuestión de tener que modificar la clasi-
ficación tradicional para adaptarla a los fines de la política económica, cuestión molesta 
para quienes están apegados a la rutina y a la tradición, la convivencia es fácil, e incluso 
el control tradicional sirve a los logros de la política económica y se sirve a su vez de la 
nueva clasificación para ejercer con mayor rigor ese control. 
 La base teórica y podríamos decir las premisas para la decisión que una y otra 
utilizan producen un nuevo conflicto. Mientras que la presupuestación tradicional, a la 
que también se denomina incrementalista, tiende a seguir las pautas de gasto establecidas, 
prolongando el pasado hacia el futuro, la presupuestación económica tiende a operar más 
en el vacío, o a utilizar como premisas para la decisión no tanto las dinámicas de gasto 
realmente existentes, cuanto otras variables como la economía internacional o la econo-
mía doméstica y empresarial privada. El presupuesto resultante de utilizar unas u otras no 
tiene por qué y no suele coincidir, de donde se derivan, haciendo a los efectos abstracción 
de los mecanismos de coordinación, presupuestos potencialmente opuestos. 
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 En cuanto a la ubicación orgánica, el conflicto se produce sobre todo al residir la 
política económica en departamento distinto al del control y elaboración presupuestaria, 
pero se va diluyendo cuando la jefatura de ambas se encuentra en el mismo ministerio. 
Pero en todo caso, correspondiendo el mayor protagonismo a los colectivos humanos si-
tuados en unas u otras unidades, el conflicto potencial surge de esta diferenciación orgá-
nica y, de resultas, personal. No obstante, esta oposición viene muy mediatizada por la 
política de recursos humanos o el sistema de función pública existente, dado que no son 
realidades idénticas el sistema de cuerpos y la subsiguiente diversidad de culturas corpo-
rativas y la diversidad de profesiones o de formaciones académicas de los que elaboran el 
presupuesto. Cambios incrementales en esta faceta de personal pueden acabar reduciendo 
este tipo de oposición. 
 En cuanto a los procedimientos de trabajo, es aquí donde encontramos las mayores 
diferencias entre unos y otros modos de elaborar el presupuesto. Nos referíamos en un 
párrafo anterior a las premisas de la decisión de unos y otros. Ello no se puede desvincu-
lar de la conformación orgánica de la Intervención y de la unidad corporativa entre quie-
nes dirigen el control y el presupuesto, de lo que deriva en gran parte el modo de trabajar 
de la unidad de presupuestación. Por su presencia en los lugares donde se controla y se 
contabiliza el presupuesto, los interventores tienden a dar una importancia mayor a la 
realidad del gasto, y a tratar de que los futuros presupuestos traduzcan esa realidad, aun 
en sus menores partidas y en cada uno de los departamentos o secciones presupuestadas. 
El dato de que los puestos de control, de contabilización y de presupuestación sean inter-
cambiables dentro del mismo colectivo fomenta esa vinculación entre conocimiento del 
pasado y presupuestación del futuro. Por contra, los economistas desde sus observatorios 
ven más lejos pero no ven más cerca, siendo indiferentes a las dinámicas reales de gasto, 
y a la plasmación en el presupuesto de estos detalles. Si para los primeros la unidad de 
presupuestación, además de la partida, es la sección o el centro directivo (dirección gene-
ral, generalmente), para los economistas es el gran capítulo de gasto y de ingresos. Si los 
primeros analizan esa materia menuda que parece tener vida propia (y que muestra tenerla 
a tenor de la ejecución real del gasto), los últimos fían en que misteriosamente se cum-
plan sus modelos de previsión y sus proyecciones y cuadros econométricos. 
 Cuestiones orgánicas, de personal y de procedimientos de trabajo se unen para 
establecer dinámicas diferentes en cuanto a la manera de evolucionar la organización, en 
cuanto a su crecimiento y a su manera de organizarse. Dado que donde se tejen los presu-
puestos con relevancia económica no se tiene esa relación con otros órganos situados a lo 
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largo de la Administración, no se observan mimetismos en su manera de organizarse, ni 
se dota de una estructura amplia para descender a los detalles del presupuesto, que son 
poco relevantes. En la Administración presupuestaria tradicional se observa no sólo ese 
mimetismo organizativo, e incluso esa dependencia de la Intervención para tomar deci-
siones de diseño orgánico, sino además la necesidad de contar con el área presupuestaria 
como zona de expansión y de colonización por parte de sus funcionarios. Hemos podido 
observas que, finalmente, la zona económica del presupuesto, de reducidas dimensiones, 
ha de contar con alguna interfaz para traducir sus decisiones al interior del presupuesto, 
modificando así el diseño orgánico de la Administración presupuestaria tradicional. 
El factor tecnológico opera en el caso de la Administración tradicional del presu-
puesto como algo totalmente secundario y por ello tardío. Las propias necesidades del 
control y de la contabilidad no parecen imponer el uso de medios informáticos, ni que 
éstos sean ágiles y capaces de suministrar información inmediata, en tiempo casi real. 
Cuando finalmente se implantan se diseñan para el control y no para la adopción de deci-
siones, como ocurre con el SICOP en sus distintas versiones. En cambio para la política 
económica es una necesidad, al operar como límite de su propio desarrollo conceptual y 
al ser el factor técnico lo que permite la traducción de los presupuestos en materia eco-
nómica mediante agregaciones de sus partidas y desagregaciones de las grandes magnitu-
des económicas. Se podría decir que la visión económica del presupuesto y el desarrollo 
tecnológico se alimentan mutuamente o que tomadas ambas como variables muestran una 
altísima correlación, lo que no ocurre con la visión tradicional. Pero la política económica 
no necesita de una organización , de una estrucutra técnica y un soporte tecnológico re-
partido o distribuido por la Administración, en red u online, ya que le bastan unas cifras 
teóricas para elaborar "juegos" econométricos con los que ofrecer cuadros aparentemente 
coherentes que pueden tener poco que ver con el presupuesto real.  
3. LA VISIÓN TRADICIONAL FRENTE A LA DE CLIENTES
Al hablar aquí de clientes no nos referimos al uso que se suele dar en los últimos 
decenios al hablar de clientes. No nos referimos a los ciudadanos, objetivo último de las 
políticas públicas incorporadas a los presupuestos, ya que sólo muy indirectamente, leja-
namente, tienen una influencia sobre el presupuesto y la administración presupuestaria. 
Ya nos hemos referido a que se produce un proceso de intermediación en el que la in-
Las imágenes del presupuesto 
515 
 
fluencia del c ciudadano pasa a través de todo el proceso electoral y político, o de los pro-
cedimientos de consulta en la gestión de las políticas singulares. 
 Los clientes a los que nos referimos son las unidades (organismos o servicios, 
ministerios o secciones presupuestarias) responsables de la decisión y gestión a nivel ope-
rativo o próximo a este nivel, por debajo tanto de las autoridades financieras como de la 
cúspide de la toma de decisiones de todo tipo. 
 Creemos que estos clientes han estado y están ausentes de las consideraciones 
presupuestarias en dos sentidos. Primero en la decisión sobre las cifras a recoger en los 
presupuestos, lo que tiene como efecto que los otros clientes, los ciudadanos, no vean 
satisfechas sus necesidades en el presupuesto, en principio más conocidas y defendidas 
por quienes se encuentran más en contacto con ellos y, óptimamente, tienen en cuenta sus 
necesidades y opiniones. En segundo lugar, en el plano de la mera técnica y de las deci-
siones sobre cómo se confecciona el presupuesto y qué aspectos contemplar, las percep-
ciones y necesidades de los clientes son las menos tenidas en cuenta. 
 En la práctica de la gestión pública ésta es la oposición más conocida y antigua, la 
que se da entre quienes gestionan los créditos (es decir, definen objetivosy procedimien-
tos, disponen y prevén medios en un tiempo dado, dentro o fuera del presupuesto, y to-
man las decisiones tanto de largo alcance como del día a día) y quienes los controlan y 
contabilizan y de ahí que habitualmente los presupuesten. Desde el punto de vista de las 
ideas su desarrollo es más tardío, a pesar de ser ésta una de las contraposiciones más evi-
dentes que cabe hacer entre diferentes visiones del presupuesto, la que se suele describir 
habitualmente como la oposición entre la presupuestación tradicional y el presupuesto por 
programas (o en su versión más radical presupuesto en base cero). 
 Tendremos que tener en cuenta que las visiones de política general y de política 
económica están presentes en la gestión en cuanto son el soporte de toda actividad plani-
ficadora y sujetan a los clientes a la idea de límite, consustancial para nosotros al presu-
puesto. Precisamente en esta relación de arriba-abajo (top-down) está uno de los puntos 
críticos de los intentos de implantación del PPBS (Planning, Programming, Budgeting 
System), que ve su salida en la evolución de las técnicas presupuestarias en el más nove-
doso ZBB (Zero Base Budgeting), que incorpora la relación de abajo-arriba (bottom-up), 
que da el máximo protagonismo a los gestores en la construcción del presupuesto. 
 Pero en nuestro caso se trata más bien de pugna entre las ideas llevadas a la prác-
tica (muy alejadas de lo que se supone que conlleva el presupuesto por programas) que de 
oposición entre las visiones teóricas que inciden en la filosofía de elaboración. Tradicio-
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nalmente, al ser el presupuesto un instrumento de control de lo que la Administración 
hace, no sirve, ni se plantea siquiera, para que los políticos y altos funcionarios decidan ni 
para que los órganos de la Administración logren con la mayor eficacia y eficiencia sus 
objetivos. Así el papel de estos órganos en el presupuesto es sumamente pasivo y el pre-
supuesto algo ajeno a ellos. Opera en todo caso como corsé de su actuación, como límite, 
y no como un instrumento para la planificación de sus actividades y para facilitar y racio-
nalizar la gestión. Por contra, el presupuesto por programas, visto en las últimas décadas 
como ideal nunca alcanzado, implica que el presupuesto gire en torno a los productos y la 
manera de alcanzarlo por parte de las administraciones públicas, siendo los medios un 
producto no principal de la planificación de la actuación pública. 
En cuanto a los órganos involucrados en el presupuesto, se puede observar que la 
Intervención es en la visión tradicional la única que participa en la elaboración del presu-
puesto, mientras que concebir el presupuesto como un instrumento para apoyar a los pro-
gramas públicos de actuación que son ejecutados por los ministerios implica dos conse-
cuencias. Primero, crear en los departamentos unidades dedicadas específicamente a la 
elaboración de los presupuestos y, en segundo lugar cronológico pero no de importancia, 
dotar a las mismas de medios y de competencias efectivas para su participación en el pro-
ceso. Lo primero se produce en nuestro país cuando se crean las oficinas presupuestarias 
en fecha tan tardía como 1980, discutiéndose al principio incluso si iban a ser un apéndice 
de las intervenciones delegadas y ser dirigidas por lo tanto necesartia y regladamente por 
interventores. Finalmente no fue ésta la solución adoptada, pero queda por valorar si se 
produjo la segunda consecuencia, descartado un papel protagonista de las oficinas presu-
puestarias en el proceso presupuestario, si realmente hay un equilibrio entre estas oficinas 
departamentales y la Dirección general de Presupuestos en la confección del presupuesto. 
Para nosotros la respuesta es negativa, ya que mientras que en apariencia la Direc-
ción general de Presupuestos adopta en un determinado momento una estructura clientelar 
adaptándose a la estructura de los departamentos y se produce una negociación entre de-
partamentos y Ministerio de Economía y Hacienda equilibrada al nivel de Subdirección 
general (rango de las oficinas presupuestarias y de las subdirecciones de elaboración pre-
supuestaria), la evolución de los órganos presupuestarios y de los flujos de información y 
de trabajo impide este equilibrio o paridad negociadora. Por parte del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda, el rango va ascendiendo a subsecretaría y a secretaría de Estado con 
competencias en el presupuesto, y además el papel de las unidades que negocian con los 
ministerios (subdirecciones generales de programas presupuestarios de actividades gene-
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rales, sociales y económicas) es decididamente menor que el de las unidades especializa-
das que se relacionan con tales órganos superiores y que transmiten la información en 
términos económicos y modifican durante su vigencia el presupuesto (subdirecciones 
generales de política presupuestaria y de presupuestos). Por otro lado la situación de las 
oficinas presupuestarias va cambiando respecto a las subsecretarías de las que inicialmen-
te dependen, y las subsecretarías son cada vez más órganos de gestión y no de decisión 
general y presupuestaria. Ante todo ello el papel de las oficinas presupuestarias se ve de-
bilitado, reducido al de realizar los pequeños reajustes en el presupuesto, y dentro de su 
propio departamento es claramente menos importantes que el de las intervenciones dele-
gadas, que además deben informar las propuestas de modificaciones. 
La estabilidad en las personas que defienden la óptica de Hacienda y que represen-
tan la visión tradicional es mayor, con importantes excepciones, que la de quienes tratan 
de llevar al presupuesto los puntos de vista de los clientes de ese presupuesto. Además 
con frecuencia son personas que proceden de Hacienda las que se ocupan de dirigir las 
unidades de los ministerios, lo que si por un lado da a éstas un mayor conocimiento del 
proceso negociador en la sede contraria, por otro da la impresión de un cierto proceso de 
cooptación por parte de quienes desde Hacienda controlan el proceso. Además, mientras 
que en Hacienda la práctica totalidad de los puestos directivos es ocupada por intervento-
res, que cuentan por ello con una mayor información procedente de los órganos de control 
y de informática presupuestaria, la heterogeneidad de la procedencia de los funcionarios 
de los ministerios es muy grande, no alcanzando además a llegar al nivel de director ge-
neral o de subsecretario. Por otra parte también contrasta la escasa presencia de funciona-
rios de grupo A en las oficinas presupuestarias frente al elevado número de funcionarios 
de este grupo en la DGP y, por supuesto en la Intervención, tanto en sus órganos más cen-
trales, como en las intervenciones delegadas. Ello es a su vez subproducto de la muy dife-
rente retribución de unas y otras unidades, plasmada tanto en las relaciones de puestos de 
trabajo como en las dotaciones de productividad. 
En cuanto a la constelación de trabajo y al proceso que lleva a elaborar el docu-
mento presupuestario, también se puede observar que frente a la visión que se puede tener 
de que la presupuestación es básicamente un proceso entre A y B, en el que destacan las 
relaciones entre éstas y los flujos entre una y otra, la realidad es la contraria. Es decir, no 
sólo A es mayor que B, de mayor nivel orgánico y dotado de más y mejor pagado perso-
nal cualificado, como veíamos en los párrafos anteriores. Además no se da un auténtico 
proceso de negociación básica entre A y B, sino que es dentro de A donde se encuentran 
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los procesos principales que acaban determinando el producto. Así, fuera de ciertas tareas 
de corrección formal de la información contenida en el presupuesto  del año anterior (o 
presupuesto base del que se parte) y de suministrar las aspiraciones de presupuesto de los 
centros gestores del departamento, las principales premisas de la presupuestación no pro-
vienen de las oficinas presupuestarias, a las que además se mantiene al margen de las 
líneas reales por las que transcurre la elaboración del presupuesto. Para las unidades de 
elaboración presupuestaria de la Dirección general de Presupuestos lo realmente relevante 
para la confección de los presupuestos de los ministerios es la información que procede 
de sus propias unidades especializadas y de los datos de ejecución presupuestaria del año 
anterior y del año en curso, conservando así las tradicionales características del presu-
puesto incrementalista, junto con las que proceden del nuevo presupuesto elaborado con 
perspectiva económica. 
La creación de comisiones de elaboración presupuestaria, lejos de dar un papel 
más relevante a los programas públicos de actuación y a sus ejecutores, los departamen-
tos, fracciona aún más el posible proceso al que hemos denominado A-B, al diluir las 
propuestas de los departamentos en las llamadas categorías funcionales del gasto. El he-
cho de que se utilice abusivamente la terminología de programas y su agrupación en nive-
les más altos de agregación no da un giro a la situación de escasa importancia de los mi-
nisterios, permitiendo el protagonismo de los gestores de los programas, sino que supone 
una adaptación a un proceso que es, cada vez más, de arriba abajo y desarrollo de los 
grandes presupuestos elaborados, con criterios ora tradicionales ora económicos,  en el 
seno del Ministerio de Economía y Hacienda. 
Así, la tecnología, utilizada con un fin tradicional de control y no para servir de 
apoyo a la programación de las políticas públicas, permite una gran agilidad en la traduc-
ción de unos presupuestos elaborados con una determinada lógica y con gran agregación 
a los términos más detallados que se plasman en la ley de presupuestos y que recogen 
teóricamente las necesidades de los programas y sus centros gestores. En cambio no se 
plantea que permita recoger conceptos y magnitudes relevantes para los programas, tales 
como los resultados de los programas, los medios en términos diversos y no sólo moneta-
rios, sus plazos y los costes directos o indirectos de su logro o no logro. La información 
que suministra el sistema tradicional es así relevante sólo para ayudar a la toma de deci-
siones por Hacienda y dentro de sus tradicionales competencias sobre ingresos y gastos, y 
las nuevas sobre la política económica. No sólo no les sirven para elaborar el presupuesto 
(dado que apenas cuenta su punto de vista), sino que no les apoyan apenas en la decisión 
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a los ministros sectoriales para el logro de sus políticas ni a los responsables más directos 
de la ejecución de las políticas para conocer si alcanzan los objetivos ni para conocer si 
los medios empleados son adecuados. 
 La contrapartida de la rigidez que conlleva la vinculación a nivel de programas, 
que se supone es la muestra de la culminación del presupuesto por programas, es la posi-
bilidad de realizar con bastante libertad modificaciones presupuestarias que afecten a és-
tos. Esta posibilidad no opera para los gestores de los programas, sino que se deja gene-
ralmente en manos del Ministerio de Economía y Hacienda, con lo que la nueva clasifica-
ción sirve en realidad para acentuar el poder de Hacienda sobre el presupuesto.  
4. LA VISIÓN DE POLÍTICA GENERAL FRENTE A LA ECONÓMICA  
 
 Estas dos visiones serán novedosas frente a la visión tradicional, pero no coinci-
den exactamente mas que en distinguirse de esta y en su disposición a cambiar e ir mejo-
rando todos los aspectos que resulten necesarios para una mejor decisión y seguimiento, 
bien desde una óptica general, bien desde una visión económica. 
 
 A partir de aquí puede haber muchas más diferencias. La frase tan recordada de la 
campaña electoral USA de 1992 “es la economía, estúpido” es muy ilustrativa, en su nue-
va expresión: “NO es la economía, estúpido”. Aunque la economía en sin duda muy im-
portante  no lo es todo (ahora lo recordamos, tras unos decenios de globalización y una 
década de terrorismo global, que no en todos los continentes ni en todas las culturas y 
religiones es igual). La política es algo mucho más amplio que la política económica. Si 
en las elecciones (punto de clave de nuestros sistemas democráticos) además de hablar de 
impuestos y de macromagnitudes económicas, se visitan colegios, hospitales y residen-
cias, y se besan niños y votantes, es por esta simple razón. 
 
 También en el presupuesto hay que recordar que un buen presupuesto y una buena 
organización de su administración debe servir a la política general y no sólo a la econó-
mica. Para algunos políticos inconscientes quizás haya que recordar también que hay que 
tener en cuenta la política económica y los impuestos y no sólo las entonaciones uno ten-
ga sobre política con mayúsculas. 
 
 




5. LA VISIÓN DE POLÍTICA GENERAL FRENTE A LA DE CLIENTES  
 
 Con las precisiones hechas atrás (clientes son los responsables de la gestión), esta 
contraposición es la clásica entre centro y periferia. Más allá de la clásica reclamación de 
que el control y el presupuesto tradicional suponen con frecuencia una cortapisa a la ges-
tión, para el gestor no resulta de mucho más consuelo que la cortapisa venga de supuestas 
necesidades de política general. 
 Dentro de las reformas presupuestarias modernas que en todo el mundo arrancan 
de los años 60, una de las principales oposiciones es la que se establece entre la visión de 
arriba abajo del presupuesto por programas frente a la visión de abajo arriba del presu-
puesto en base cero. La primera serviría esencialmente a esa visión de política general, 
mientras que la segunda sería más sensible a las necesidades de la gestión. 
 
 Debe recordarse aquí que la conclusión general del gran estudioso del presupuesto 
Wildavsky es que el PPP no triunfa en su implantación no por problemas menores o por 
dificultades más o menos puntuales que surgen, sino sencillamente porque es irracional, 
contrario a la lógica y alejado de la realidad. El planteamiento que habría que retener es 
que al final los gestores no sólo defienden políticas particulares o son prisioneros de sus 
lobbies, sino que además conocen la materia y tienen intereses no bastardos en una co-
rrecta asignación de los recursos. 
 
6. LA VISIÓN ADMINISTRATIVA  
 
Al final esto es un estudio de administración pública, en el que destaca el interés por una 
mejor gestión o por una mejor asignación y control de los recursos. La visión tradicional 
y el control son relevantes y no es indiferente ni para la política general ni para la econó-
mica, ambas necesitadas de un buen control y de una sana y significativa contabilidad. Al 
final se trata de algo muy simple: hacer más con menos y de que se haga lo que quien está 
legitimado para ello ha decidido que se haga. Esto tiene más que ver con la gestión em-
presarial o con la administración y dirección de empresas que con la economía. Ello se da 
en un contexto político y con una relevante diferencia respecto al mundo empresarial: la 
necesidad de conciliar más que en las decisiones empresariales o en la economía micro 
los diversos y opuestos intereses conflictivos. 
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No creemos que la visión económica sea mejor ni una superación de la política general. 
Además de la gracia que pueda tener oponer  el “es la economía” a “no es la economía”, 
lo cierto es que este apartado 6 es una actualización y una concreción del anterior 5, qui-
zás más reciente pero no más relevante. De lo que se trata, como veíamos antes, es de 
oponer la visión política al máximo nivel, la que a la postre permite ganar elecciones a 
través de la toma de decisiones y de su comunicación pública, con la visión de políticas 
públicas o del servicio a los intereses generales en todas y cada una de las unidades que 
consumen recursos y producen servicios públicos. 
Es quizás una cuestión de medida y de equilibrio. Las cuatro visiones, tradicional, 
de política general, de política económica y de clientes se han dado en el período analiza-
do. Además han seguido vigentes cuando alguna de las otras parecía ser la triunfante y 
siguen vivas en la actualidad. 
Pero es necesario emitir un juicio sobre el período acotado y responder a una pre-
gunta sobre qué ha pasado después. 
Sobre lo primero, teniendo en cuenta los datos aportados y las ideas que se han 
obtenido dentro y fuera de nuestro contexto geográfico y temporal, creemos que hay al-
gunos desequilibrios. En primer lugar al final el resultado es de un cierto mayor énfasis 
en la visión tradicional y en la visión económica, con peor éxito para la visión de política 
general y para la de los clientes de la presupuestación. Esto afecta tanto a las ideas como 
a la organización, a las personas que participan en el proceso, a la constelación de trabajo 
y la tecnología usada. La APC del período considerado no sólo es altamente ineficiente, 
sino que su eficacia para la política general y para la mejor consecución de las políticas 
públicas es escasa. 
En cuanto al resultado que llega hasta hoy día, alcanza más allá de la administra-
ción pública. Creemos que tenemos un sistema de ingresos bastante más eficaz que el de 
gastos. También que los gastos empiezan a verse en términos de políticas públicas como 
altamente ineficientes y en muchos casos ineficaces (empleo y lucha contra la pobreza y 
la desigualdad). Estas afirmaciones llegan más lejos que la crítica hacia el partido gober-
nante en cada momento y empiezan a convertirse en una crítica, a veces ya radical, contra 
el sistema democrático y administrativo, sin que sea una crítica contra la democracia ni, 
como a veces se afirma, contra lo público. De este modo se confirma la importancia de 
este factor administrativo para la administración pública en su conjunto y, sobre todo, 
para el sistema político. 
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Lista de Conclusiones 
1. Los enfoques existentes, eminentemente la historia, aportan información e ideas
sobre el presupuesto, pudiendo convivir de forma separada o interdisciplinar. La
Ciencia Política y de la Administración puede servirse de todos ellos, pero, como
se dirá de inmediato al hablar de sus funciones,  aporta una visión distinta de la
mera yuxtaposición de las anteriores.
2. La visión macro del presupuesto coexiste con la micro, del mismo modo que se
pueden apoyar mutuamente visiones que relacionan el presupuesto con el siste-
ma social general, con estudios micro que descubren aspectos parciales o com-
probaciones caso por caso.
3. La función presupuestaria se muestra como una actividad bisagra entre el sistema
político y la administración pública. Es relevante tanto para la Ciencia de la Admi-
nistración, afectando a todos los factores y funciones, como para la Ciencia Políti-
ca general, afectando a la sociedad y al sistema de legitimación, puesto que su-
pone una autorización política a los ingresos y gastos.
4. Al referirnos a los aspectos políticos y de conflicto, nos referimos tanto a la políti-
ca general y al conflicto social y sus medidas correspondientes, como a los as-
pectos y medidas organizativas y de grupo, burocráticos y personales. Las ideas
de límite y control, consustanciales al presupuesto son clave para satisfacer los
intereses generales, racionalizando la vida política y la actuación administrativa, y
colabora a obtener, mantener o perder el poder.
5. La consideración política del presupuesto es más relevante que su visión instru-
mental. La visión estrictamente técnica, de control administrativo y gerencial y su
uso aislado como tal técnica ni tiene sentido político ni es herramienta útil desde
el punto de vista de la gestión pública.
6. La función presupuestaria se inserta entre los factores administrativos y dentro de
la de mantenimiento, pero siempre es necesaria su consideración para las funcio-
nes de adopción de decisiones, implementación y ejecución.
7. En el presupuesto destaca el sistema de valores tanto como su inserción en el
ejecutivo, de ahí que no pueda dejarse de lado ni el papel esencial del parlamento
ni su referente social. No obstante,  para el parlamento y la sociedad el presu-
puesto es casi marginal, cuando no totalmente desconocido.
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8. Además del contenido material del presupuesto, su resultado y ejecución final, en
el presupuesto es relevante tanto la función concreta que se le exige, general, fi-
nanciera y económica, de políticas públicas, como las decisiones sobre su ubica-
ción orgánica y las demás decisiones organizativas.
9. Las cuestiones orgánicas son muy relevantes, si no decisivas, para conseguir los
fines de la administración y de las políticas públicas de la máxima importancia de
la sociedad, no obstante no estar en la agenda política de primer nivel. De ahí que
destaquemos la importancia de la administración como sujeto político, y la contri-
bución a la política de las descripciones de sectores de la administración, de su
diseño orgánico y las consecuencias de éste, de los procesos de cambio (impor-
tancia del momento: crisis o riqueza, democracia o autoritarismo,…) y de la com-
probación de cuestiones más generales sobre la burocracia.
10. La introducción de nuevas técnicas presupuestarias o de clasificaciones innova-
doras no repercute necesariamente en una mejora del presupuesto, ni desde una
óptica estrictamente técnica, de control o gestión, ni desde una óptica política. In-
cluso puede operar en sentido inverso, favoreciendo el reforzamiento del ejecutivo
frente al parlamento, o disminuyendo la claridad o la calidad informativa y deciso-
ria del presupuesto.
11. Un entorno político más avanzado o moderno (más racional o democrático) o un
mayor uso de la técnica no producen un presupuesto más instrumental o técnico.
Tampoco este es necesariamente mejor desde este punto de vista en un entorno
autoritario tecnocrático. El presupuesto sigue siendo en ambos casos, cualesquie-
ra que sean las ideas políticas generales, de carácter esencialmente político y no
es posible su mejora técnica sin entrar en los aspectos políticos concretos del
presupuesto.
12. Ni las condiciones del entorno por sí solas (tecnológicas, sociales, políticas o
legales) ni una supuesta inercia hacia  la mejora administrativa, producen una me-
jor administración. La importancia de las cuestiones internas y los aspectos deci-
sionales hacen pensar en un menor valor del entorno del previsto inicialmente.
Sin embargo, ello se acaba traduciendo en que el entorno acaba afectado por una
peor prestación de los servicios públicos y de las actividades de regulación social,
incidiendo sobre el proceso de legitimación y de dominación.
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RESUMEN EN INGLÉS: THE ORGANIZATION OF THE CENTRAL BUDGETARY 
ADMINISTRATION IN SPAIN. IMPACT ANALYSIS 
Introduction 
Is today Public Administration a different reality after important events such as political 
reform, reform of the state structure and regular shift of ruling parties? The hypothesis: 
that the prevailing technological conditions and the new socio-political environment had 
changed the Spanish budget was modified. Data indicate that political reform and a heavy 
investment in technical means have not produced a more democratic and more effective 
budget. 
The central budget management is studied in Spain in the period from January 4th, 1977 
(General Budget Law) to May 5th, 1996 (change of government PSOE PP). The Central 
Budget Administration reaches far beyond the Budget Office and the Ministry of Finance, 
covering bodies of Economy and Finance, the Presidency and the various ministerial de-
partments. 
This is an empirical study of public administration. It is a study of government, in which 
it is considered that the administration exercises public power and is serving a universal 
purpose. We study what public administration is and groups that comprise it. We aim to 
give knowledge to properly manage the public sector. It can be said that incorporates two 
views: a macro view that leads to the global political system and a micro vision that con-
nects with the daily work of many officials, politics and management. 
We would deal with one of the five administrative factors, the financial resources and 
with one function, maintenance. It will show how the budget is also involved in support-
ing the policy decision, implementation and execution of the decision. 
Summary 
It is a study of power within the political-administrative system and society. It analyzes 
the power they exert over other people and the institutional dimension and the personal 
dimension of power. Hence it is a case study of bureaucracy and the relationships be-
tween groups competing to carry out decisions that are given to them externally. It starts 
from a political rather than instrumental consideration. The budget is both a political and 
administrative instrument, which affects all functions-powers of the State. 
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Guidelines and principles of organization in Spain are examined carefully analyzing the 
goals of the agents involved. Cortes, the Government, the Ministry of Finance, ministries 
and supervisory bodies are the protagonists of the budget, which has society as a refer-
ence. 
The scientific framework of the various possible approaches: legal, public, macroeco-
nomic, management, finance and accounting, to end by maintaining a proper perspective 
of Political Science and Public Administration. 
American studies on the budget, both of political science or economic nature, have been 
essential. They lead us to a political, conflicting vision of the budget. In Spain we have as 
a starting point good historical and legal studies and the contribution of professionals in 
charge of control, accounting and budgeting. 
History brings us abruptly to the political vision of the budget for two reasons: the accu-
rate view of those who have come from a historical perspective to it and for the value of 
the historical evolution of the budget from the beginning. The ideas of control and limit, 
the relationship between the rulers and the ruled and the primacy of the executive, with its 
expansive force, are central elements of the budget that have been developing in very 
different contexts over time. 
The centrality of the executive in the political system and the essential role of public ad-
ministration within it, are ideas that guide our understanding of the budget decision-
making beyond the budget as a management technique. No questions of technical approv-
al, but of democratic legitimacy, it is more a typical issue of Political Science than man-
agement. The representative legitimacy is strengthened by the legitimacy which gives a 
more efficient political-administrative system running, but is not replaced by it. In legiti-
macy appearance is key, as can be perceived most recently by the main role of communi-
cation or transparency in all political considerations. 
There are disparities in the idea that everyone has about effectiveness and the possible 
divergence between the multiple purposes of the budget, with different meanings of con-
trol and economy. The simultaneous service to good management and good decisions also 
raises issues of organizational location of those making either of them in public admin-
istration. 
Thus we see their organizational network elements (structure, units and functions), the 
means used (skills, resources and capabilities) and human resources. All this is the black 
box of the budget, which transforms the revenue and expenditure in a document that sup-
ports the whole action of the various administrations, once approved by Parliament. 
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We put that black box in the state executive, by the Government, but far from what peo-
ple perceive as administration, as neither raises funds nor regulates, or produces goods 
and services and, above all, it does not relate to the citizens. It is dedicated to preparing 
the budget and schedule performance and public investment, to define the policy of fi-
nancing the remaining authorities and establish guidelines for the number and salaries of 
officials. Such diversity of objectives raises problems of organic design and collision be-
tween such a large number of sometimes competing objectives. We must add the contra-
dictory goals that different ministries show in the budget and less formal objectives 
showed by the budgetary organization. 
Means show the real limits of the budget organization. These means are the knowledge or 
ability to manage information, and the power to decide what the premises to be used in 
the discussion are. There is also power as capacity and as a possibility to use that capacity 
in supporting decision-making hanging as a heavy burden over them. 
Human resources are the most important element to consider, because they are simultane-
ously means and protagonists. We consider human resources in its dual dimension of 
people with abilities and people with their own selves and not identifiable with organiza-
tional interests. In the case of budget organization also we have identified some organiza-
tional cultures. 
The examination of the budget organization outlined general hypotheses about how gov-
ernment works, in its aspect of general administration, economic management, public 
finance or public administration. Also the analysis of budgetary bodies gives an idea of 
the types of bodies and the relationships between them and the different nature of the tra-
ditional organs and ad hoc bodies. Corporate phenomenon is analyzed in a concrete per-
spective, beyond pointing out the number of the components of a body and extending 
over an area of public administration, assessing the role exerted on the organizational 
setup and the distribution of powers and functions. 
We will highlight our greatest interest on organization rather than on the product or budg-
etary outcome. The power of senior officials manifests with great force in the design of 
the organization, in choosing the techniques to employ and their implementation, and 
power relations that exist with respect to other sectors involved in the budget. 
The latter include the planning of the economy, the direction of economic policy and 
planning of the various fields of activities and, secondly, other general administrative 
functions (organization, human resources, monitoring of administrative activity, relation-
ships with other government and financial flows with the European Union), resource 




management (management of administrative units and personnel, procurement and real 
estate), or the important role of information. 
According to this identification of the conflict as something inherent to organizations, we 
try to isolate the carriers of different ideas and interests involved, to draw a realistic view. 
This is especially true in the location of the different cultures that coexist in the organiza-
tion and the different technical inputs and knowledge that each produces. 
However, some features are due to the general need for rationality of an organization as 
large and complex as the state, as in general the need for effectiveness and efficiency in 
achieving the various goals of the organizations. Additionally certain features of the 
budget correspond to the definition that the executive makes of the general interest, while 
other traits arise from their parliamentary origin. The reconciliation of the various inter-
ests involved is carried out by the bureaucracy, but it is the political power (executive and 
legislative) that reaches the final definition of that interest. 
In the budget, it is essentially the positions occupied by all concerned actors which ex-
plain the behavior, as the actors often also exchange such positions temporarily in the 
case of politicians. In the case of officers, this phenomenon occurs with less intensity. 
Permanence and duration in the positions of people are factors that also influence, 
strengthen or weaken such positions, which in the case of the bureaucracy, permanent by 
definition, tends to tilt the balance in its favor. The importance of ideology in determining 
the content of the budget figures needs to be relativized. 
To examine the tensions that exist in our country over time, it is assumed to point out two 
basic notes: incrementalism and the enormous role of the Ministry of Finance, Interven-
tion (financial comptrollers). 
The original budget of the Franco regime is divided into a first period from the Civil War 
until 1957, with a marked inertia of the classic budget, and a second period from the 
strong economic and administrative upheaval of 1957-1967, administratively rich period 
that contains the most enduring innovations introduced in our budget. In the first stage, in 
which the budget is a weak instrument for control, and improvement efforts do not occur, 
the intervention remains the dominant of the budget organization. The second stage is one 
in which a radical questioning of budget control, this is the role of intervention in the 
budget, with its modernization live together. In those years a higher body with responsi-
bility for public expenditure arises there from 1963 to 1967, a DGP not controlled by the 
intervention and the process is shared with the Prime Minister. 
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The 1967-1977 stage is the transition and get back period. Although for us it is the key 
period that marks the next twenty years to the present, it is not easy to tell its positive or 
negative rating or whether it represents progress or clear regression in our field. On one 
side ideas about budgeting techniquess, carried even to the legislation we have today are 
present. Instead, the serious crisis of the classical principles and a true organizational in-
volution takes us to the domain of budgeting auditors and the absence of effective 
measures to technically renew our budget. The name of this section: the transition to new 
budget ideas and technic, reveals the idea that the program budget is continuously present 
in any change to the budget. 
The next period, the first political transition (1977-1982), is the stark contrast between the 
traditional budget management and new approaches equilibrium. Apparently numerous 
steps to bring to reality the provisions of the Budget Act on the new program budget are 
given. But the boiling bodies and measures are not accompanied by a review of the de-
fects of the Spanish budget. Two facts that challenge the traditional way of preparing the 
budget are also in place: the creation of new legal and public figures excluding budgetary 
control and adaptation to autonomous State that is created without a financial model. 
The final stage produces the overflowing of certain facts arising in the previous period: 
the public deficit, creating entities outside the traditional control and reducing this control 
in the entire public sector. All these phenomena result in a reduced ability to control pub-
lic expenditure and a maximum deviation of budgeted expenses. While a great forgetting 
of the classic budgetary principles occurs, accompanied by a complete lack of tension 
between legislative and executive, it is pretended to be accomplishing the remaining tasks 
since 1977, that is, to deepen and complete the modernizing reform of the budget. For us 
it is certain that the new budgeting model, based on appearance in program budgeting in 
the multiannual program and the full integration of the traditional budget in its economic-
financial envelope is somewhat fruitless, in 1996 as now. 
After examining the evolution of the political tensions in the Spanish budget since the 
beginning of modern budget until recently, the different visions of the budget in recent 
times are currently under review. The examination of the various budget functions (eco-
nomic, management, control) shows the actors who defend each of these functions. The 
organizational structure, the conflicting groups and functions of the different units give us 
the image of the current Spanish budgetary organization. 
 
 





The two compared models of budget organization, put the budget dependent either on top 
of the organization or on body that deals with the finance function. Both models have 
different implications not only for budgetary organization itself, but for the importance 
and behavior of the legislature in each. Of the two models we extract two groups of func-
tions: management function (the direction of the country, the state or of the administra-
tion in general) and revenue-related expenses, economic policy and expenditure control. 
Human resources emerge as highly explanatory in the analysis of the stresses in our coun-
try. The contrast between the roles and tasks assigned by law and actually performed, 
focuses especially on the period that begins with the Budget Act. In the final section we 
deal with the image of the central budget management in our country, as we understand 
that the value of the image, the look, is critical to understand the real public policies. 
The more or less precise delimitation of the boundaries is linked to the aim that is allocat-
ed to the budget in any given moment. Thus we have two views that refer to the inside of 
the Ministry of Finance, and a third that incorporates internal/external customer: the man-
agement units of spending. Although we present three situations that arise in different 
historical moments, it is not a historical evolution in which these models succeed, but 
models coexist in our central study period beginning in 1977 and current realities: 
The first model is that of an organization to an administrative budget not only in the tradi-
tional concept of ways and means budget, but in the sense of being a scheme in which 
tensions are given in the lower level without a strong possibility that general politics are 
involved. The usual technical vision of the Ministry of Finance consists in the traditional 
coexistence of revenue management and expenditure control, with clear preponderance of 
the first, and most important, social relevance and remuneration of those involved to par-
ticipate in the process income. Those who are professionally involved in accounting and 
expenses control have budgeting as a secondary task assigned to them. Information tech-
nology introduced from the 70s, though can change and extend the organization (appar-
ently breaking the circle by incorporating information both from management and, with 
important qualifications, financial information), actually allow the survival of the status 
quo ante, that is, the old central place of intervention in the budget. 
In the second vision, the administrative dimension is less important and greater the 
chance that the budget is an instrument of high politics, which uses the budget both to 
have it as an instrument of politics, to lead society, to handle the country's economic poli-
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cy, given the importance of the public sector in the economy, and finally as an instrument 
which is to obtain and retain power. 
New ideas (realizing that the budget serves the general and economic decision-making) 
translated into policy changes at the highest level, lead to changes in thinking in the same 
budget organization, calling into question the traditional organization. This presents new 
subject of political decisions in budgetary matters, reaching the Prime Minister, the Min-
istry of Finance and making budget depending on economic side, converted at the central, 
if not unique view of the budget. 
The budget breaks its organic and ideological limits considering that it affects the action 
programs financed by public funds. We have then the figure of customers: government 
departments and autonomous bodies which negotiate with Treasury both appropriations 
and its internal distribution and the room for manoeuvre. And most importantly, it in-
volves a different way of working, in which the center of the discussion are no economic 
data and the undisputed superiority of Finance is under discussion. 
